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	INTRODUCCIÓN 

	 

	 

	Echegaray, el historiador vasco positivista y menendezpelayista, contestando a vuelta de correo a un conocido, en 1904, le decía que «el mejor antídoto contra esas locuras y desatinos, consistía en divulgar el conocimiento exacto de nuestra historia, y para ello nada mejor que proseguir con ahínco y sin desmayo la obra de exploración minuciosa de los archivos y divulgación de los datos históricos que en ellos se encuentra. (...) Y hacer ver a esos señores que algo vale la historia, aun para calmar estas estériles agitaciones de los pueblos, que se entregan a quien más les halaga, cuando no se conocen a si mismos». 

	Tal defensa del valor de la historia como conocimiento de la realidad podía haberse hecho en cualquier lugar, si bien en un País como el nuestro —porque es el nuestro y nos preocupa todavía mas— esa afirmación cobra más fuerza, si cabe. En periodos de eclosión del nacionalismo hay que recordar como para este la historia constituye un pilar a la hora de fundamentar su proyecto político, haciendo del pasado y de las «imaginadas» huellas comunes o gestas bélicas, soporte desde el que construir sus aspiraciones de carácter comunitario. El nacionalismo necesita mitos fundacionales, una trayectoria compartida, esto es, una historia ad hoc con la que presentar la nación como una realidad orgánica, natural, con una continuidad a lo largo del tiempo. Como dice PÉREZ, el nacionalismo es puro diálogo con el pasado, y en el rastrea las supuestas huellas que confirmen una suerte de existencia perenne. Las construcciones imaginarias de las naciones están repletas de alusiones históricas, y sin ir a otros Países ni periodos históricos, y ahora que estamos con su conmemoración, determinadas interpretaciones del levantamiento del 2 de mayo contra las tropas napoleónicas pueden servir como ejemplo de lo que decimos. O si nos trasladamos más cerca de nuestro ámbito de estudio, para nacionalismos como el vasco, este País es inmemorial, pues no en vano se reitera constantemente desde su más alta instancia política, el lehendakari, que desde el mesolítico, desde hace siete mil anos, está el pueblo vasco, como si las naciones —y el nacionalismo, se infiere— formarán parte de las cosas naturales, del discurrir de las sociedades y de las necesidades de las gentes 

	16      Lógicamente, no va por ese camino lo que se expone a continuación en este libro. El historiador debe tratar de huir del presentismo, del condicionante del presente y de las ideas preconcebidas. Como escribía Ricoeur, el historiador interroga al pasado desde su propia experiencia, pero le distingue el hecho de que educa esa subjetividad, esto es, que hace un esfuerzo por buscar la neutralidad en sus valoraciones, atemperar la parcialidad (subjetividad) y mantener su compromiso con la labor heurística de documentación y verificación propia de nuestra profesión. 

	El libro que tiene el lector entre manos es el resultado de una de las líneas de investigación que viene desarrollando un grupo de profesores e investigadores integrado en la Universidad del País Vasco, en torno a la cuestión de «Autonomía e Identidades en el País Vasco  contemporáneo1 . Es un trabajo que se sitúa en esas coordenadas de propiciar el debate y de huir de explicaciones simples o sacralizadas. Se ha organizado cubriendo, básicamente, tres pianos, que responden a otros tantos objetivos principales:

	 

	1. La configuración interna del País Vasco contemporáneo y la manera como se fue organizando según su peculiar régimen administrativo. 

	2. El modo como este territorio estaba en la nación y los diferentes discursos que se fueron desarrollando a la hora de expresar esa relación, a la par que el grado y el tipo de autonomía que desde estas provincias se formulaba. En ese mismo punto, y como cuestión también muy principal, la manera de dibujar el País como «universo mental» que fueron haciendo los diferentes grupos políticos y sociales en los pasados dos siglos. 

	3. La presencia del Estado en este territorio y la política que respecto a el mantuvo. 

	 

	Así pues, como un tema central que recorre los distintos capítulos, se suscita la importante cuestión de la inserción, del encaje de estas provincias en la nueva comunidad política española surgida de las Cortes de Cádiz en 1812. El desajuste entre el nuevo modelo de nación emanado de esa Constitución y el sistema foral que regia en las provincias vascas y que provenía del Antiguo Régimen, obligo a una redefinición por parte de estas tanto de su regulación interna como de la vía para incardinarse en el Estado. 

	17     Se origino de esa manera una controversia Fueros-Constitución, un debate acerca de la vía para Constitucionalizar y encajar legalmente la especificidad vasca, cuestión que con diferentes discursos se ha prolongado a lo largo de nuestra historia contemporánea. Pero ese recurrente debate conoció cambios sustanciales. La contraposición carlismo versus liberalismo —este con sus diferentes familias—, que marco la vida del País Vasco durante buena parte del siglo XIX, dejo paso a un nuevo escenario a finales de esa centuria que ha sido definido como el de la triangulación política, ya que tres fuerzas, el nacionalismo vasco, la izquierda Republicana-socialista y la derecha españolista, se convirtieron en dominantes, trasladando esa condición desde el espacio más modernizado, Bilbao y la ría, al conjunto del País. Esta división política, que grosso modo fotografiaba el escenario político vasco, se mantuvo en el futuro, con la desgraciada interrupción del franquismo. Desde el final de este y ya con el restablecimiento de la democracia, emergió como un cuarto polo una izquierda abertzale, en su mayoría radical y violenta, aglutinada en torno al terrorismo de ETA. 

	También se produjeron variaciones a la hora de expresar y sintetizar en términos lingüísticos esa singularidad y la autonomía deseada. El Fuero fue, durante el Ochocientos, el eje y soporte del corpus en el que las elites del País Vasco se apoyaron para reclamar un estatus particular, ocupando una centralidad indiscutible en la vida del País. El discurso fuerista también se modifico pues, como señala el profesor Portillo, de ser el sostén del «Republicanismo provincial», paso a constituir un soporte de la socialización de una visión vascongada común al conjunto de las provincias. Tras su supresión, en 1876, la apelación foral perdió intensidad, pero ello no impidió que se mantuviera su memoria y fuera la base de discursos identitarios de diferente signo. No obstante, emergieron en los últimos años del XIX otro tipo de formulaciones en una sociedad que se manifestaba como plural y que optaba en muchos casos por adhesiones de tipo territorial, de clase o de otras de distinto signo. Y es que se había producido también la fragmentación de la sociedad vasca en términos de identidad. Si durante buena parte del XIX las lealtades compartidas, el doble sentimiento de vasco y español, se habían compaginado sin tensiones entre los ciudadanos, con la aparición del nacionalismo vasco a fines de siglo se produjo una fractura social en nuevos términos. Hasta entonces la sociedad vasca se había polarizado en torno a proyectos político-ideológicos, pero no patrióticos; a partir de ese momento, con el nacionalismo vasco como fuerza principal en liza, la identidad nacional se fue constituyendo en uno de los ejes de la vida del País y factor decisivo en la grieta que se abrió en la sociedad. 

	18     Hubo, pues, cambios en aspectos relevantes, pero el libro también refleja que han existido elementos de continuidad que han tenido un considerable peso a lo largo de los anos. Uno de ellos ha sido la persistencia de una cultura foral. El siglo XIX fue una época en la que el régimen foral tuvo un intenso desarrollo, que contribuyó a que se gestase un fuerte imaginario popular de vinculación con la foralidad y una confianza mesiánica en su bondad. Desaparecido este en 1876, la influencia de la cultura foral persistió y a la hora de reflexionar sobre las nuevas formas que tendría que adoptar la autonomía se busco el asiento y la legitimidad en la tradición, y que mejor tradición que la foral. Ese peso de la foralidad se puso ya de manifiesto en los proyectos pre-estatutarios que se bosquejaron durante los primeros años del siglo XX, pero tuvo su expresión más palpable con la Segunda República. Como nos explica en el texto el profesor Corcuera, los proyectos estatutarios alentados desde el nacionalismo y la derecha tuvieron un fuerte componente foralista, en detrimento de su calidad democrática, y marcaban de un modo ostensible la estructura interna confederal y provincialista que se pretendía para el País Vasco. Incluso en el proyecto final auspiciado por la izquierda continuaba subrayándose, por otros motivos bien distintos, la base provincial que se proyectaba para el entramado institucional, si bien había un claro avance respecto a los anteriores a la hora de concebir una estructura interprovincial 

	Ya con la recuperada democracia y con la hegemonía del nacionalismo vasco desde el initio del proceso autonómico, ha vuelto a reaparecer con fuerza el ethos foral a través de ese sector político, condicionando la organización jurídico-política que se ha proporcionado el País Vasco. Tal como expone Ugarte, con la Ley de Territorios Históricos de 1983 se consagro un modelo confederal, de corte provincialista, en el que se prima la bilateralidad hacia dentro (entre las administraciones vascas) y hacia fuera (con el Estado), y con unos poderes ejecutivos fuertes. Llegado el final del siglo XX, el nacionalismo vasco reintroduce la esencia del discurso foral, primando la estructura provincial y organizando Euskadi de modo confederal, sacando del desván el modelo primigenio del nacionalismo de raíz provincialista y esencia foralista. Una opción que le costo una escisión traumática y que ha supuesto primar el modelo foral frente a la visión nacional. 

	Pero no ha sido esa la única constante que se ha derivado del foralismo. La bilateralidad ha sido otra aspiración mantenida desde el ámbito vasco en su relación con la Administración central. Durante el siglo XIX, las elites vascas que controlaban las diputaciones forales pusieron un especial empeño en mantener una vía de comunicación directa con el ejecutivo, saltándose la intermediación del legislativo.

	19      Se asumió interesadamente la visión más conservadora, la de los moderados, de que el vinculo de esas provincias y España era la institución monárquica y no el cuerpo político de la nación. Las provincias forales obtuvieron beneficios con ese peculiar funcionamiento, consentido y animado desde la Administración central, por lo que no es extraño que se colase en el nuevo régimen del Concierto Económico, con el cual siguió vigente, en su esencia, esa relación bilateral. A partir del establecimiento de la democracia, y con el PNV controlando el gobierno vasco, la cuestión de la bilateralidad se redimensiona, pierde el significado meramente pragmático que las elites vascas le habían proporcionado para irse paulatinamente inscribiendo como pieza doctrinal básica que busca una nueva forma de asociación con el Estado, que en primera instancia conduzca a una relación confederal. 

	El libro también refleja algunas trayectorias que chocan con los «estereotipos históricos» que desde una determinada ideología se difunden como «sentido común», como memoria colectiva. Uno de ellos sería la supuesta existencia de un pueblo vasco histórico unido por su común identidad y especialmente sensibilizado ante los ataques exteriores a su autonomía. Frente a esta comunidad imaginada, el libro refleja la existencia de unos ciudadanos vascos que se adhirieron a opciones distintas, un País que se fue haciendo marcadamente plural, construido desde culturas distintas y, por tanto, con contradicciones y pugnas internas. Una colectividad, en suma, constituida por ciudadanos, con sus diferencias políticas, sociales, religiosas, patrióticas..., posiciones divergentes que han sido una constante a lo largo del siglo XX. 

	Respecto a esta visión, hay una historiografía que nos presenta el pasado de determinadas comunidades regido por una suerte de destino centrado en su progresiva construcción nacional, obviándose las tensiones internas de dicha sociedad y los movimientos sociales que surgieron. Es un tipo de relato muy frecuente en el que se pretende narrar la historia de un pueblo como una historia nacional, y es, desde luego, un enfoque nada inocente. Le proporciona un sesgo de entrada y viene a aceptar el sueño de la fratria nacionalista. Es un tipo de historia en el que se asume que lo central es la pertenencia nacional y el relato esta organizado en torno a rastrear las posibles manifestaciones de esa identidad nacional. En la historiografía española, además, a este tipo de enfoque se le ha añadido una visión de la evolución de la nación marcada por la contraposición centroperiferia, o nacionalismo español versus nacionalismo periférico, tesis que recientes trabajos, por ejemplo del profesor Fradera, han demostrado su inconsistencia. Al margen de cierto reparo al uso de conceptos que muchas veces obscurecen más que clarifican, como el de «identidad» en el que la diversidad suele quedar borrada, no quisiéramos que de este libro se desprendiera la idea de que la historia del País Vasco se ha dirimido exclusiva o preferentemente en términos de identificaciones comunitarias de carácter vertical y en una búsqueda de definición de lo vasco, pues sería una forma de sacralizar la nación. 

	20 Los autores de este libro compartimos recientes críticas sobre el riesgo de un tipo de relato que al centrarse en la construcción de la identidad vasca suponga que otra serie de hechos, igualmente relevantes, se desdibujen o se omitan y a que, por ejemplo, los movimientos sociales desaparezcan. También reparán en el hecho de que las identidades territoriales no fueron ni las únicas ni siempre las más importantes que se mantuvieron. Bien al contrario, diversos grupos y sectores de la sociedad vasca priorizaron o incorporaron a una territorial señas de identidad alternativas a esta, como la de clase, la de valores democráticos, la de valores religiosos y otras. 

	Finalmente, otra manera de «organizar» la historia vasca de los dos últimos siglos es a partir de las secuencias del «conflicto». Un conflicto que en el imaginario nacionalista derivaría de la acción del Estado destinada a suprimir lo que se entiende que es la personalidad de los vascos. Existe, entonces, una determinada narración histórica animada por ese supuesto desencuentro y por las arbitrariedades que un ente genérico llamado «España» cometería sobre los vascos, otorgando a este relato un sesgo parcial cuando no se cae en la simple invención. Frente a esa visión forzada de la realidad, nuestra investigación refleja la comodidad con que los vascos han estado en buena parte de estos dos siglos en la nación española. Sólo con la hegemonía nacionalista, tras el asentamiento reciente de la democracia, hay un cuestionamiento por parte de un sector de la población vasca a la idea de estar en España. Rompiendo tópicos, el libro permite apreciar las relaciones fluidas entre el País Vasco y el Estado, con la excepción obvia de la etapa franquista, con tensiones, si, pero sin que la Administración central aparezca con esa careta impostada de cercenador de derechos nacionales 

	Nuestro propósito es que este texto pueda resultar de interés tanto para el lector especializado como para el público en general. Hemos tratado de proporcionarle un estilo ligero, que haga fácil su lectura, y para ello hemos obviado todo el aparato académico que muchas veces genera más dificultades que estímulos. Ello, creemos, no ha impedido que el volúmen mantenga su calidad y rigor en el tratamiento de los diversos periodos y temas. Por eso mismo es también —o eso hemos buscado— un libro para el estudioso de la historia, en el que se exponen algunas de las aportaciones más recientes de nuestras investigaciones. Es, además, un libro que para algunos lectores puede resultar chocante porque presenta una imagen del País Vasco, de su trayectoria a lo largo de la época contemporánea, diferente de la interpretación que desde ciertos medios se hace de la historia de Euskadi y que suele servir para justificar determinados proyectos políticos o sentimientos identitarios. 

	21     Somos conscientes de nuestra profesión, oficio y función social como historiadores. La historia no tiene por que ser complaciente con la imagen del pasado que tiene el pueblo que la protagoniza. Tampoco tiene por que ser condescendiente con sus ilusiones falsas. Sobre todo cuando, también en el caso vasco, se hace tan patente aquella reflexión de los diarios de John Stuart Mill: «Una alucinación es una opinión errónea, es creer una cosa que no existe. Una ilusión, por el contrario, es asunto exclusivo del sentimiento, y puede existir separadamente de la alucinación. Consiste en extraer de un concepto que se sabe que no es verdadero, pero que es mejor que la verdad, el mismo beneficio para los sentimientos que se derivaría de dicha concepción si esta fuera una realidad». Pues eso. 

	           

	Verano de 2008, San Sebastián-Donostia 

	Luis CASTELLS ARTECHE 
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	FUEROS, IDENTIDADES SOCIALES Y GUERRAS CARLISTAS 

	 

	José María Ortiz de Orruño Legarda 

	 

	 

	1. Presentación 

	 

	Forzado por la necesidad de legitimar su propia aparición, el nacionalismo sabiniano acuno una interpretación ensimismada y victimista de la historia política del siglo XIX. Ensimismada porque deliberadamente ignoro tanto las profundas transformaciones de la época como la complejidad del proceso histórico y la multiplicidad de sus agentes sociales; victimista porque hizo de la supuesta agresión del centralismo español al particularismo vasco el eje central de una explicación que tenia como hitos narrativos fundamentales las sucesivas supresiones del régimen foral hasta culminar, aseguraba, con su abolición definitiva en 1876. El resultado final fue un metarrelato, una narración de corte mitológico donde vascos y españoles eran presentados como bloques monolíticos, políticamente conscientes y radicalmente enfrentados en torno al binomio Fueros-Constitución. Según esa versión, mientras los Fueros salvaguardaban la identidad colectiva y la soberanía originaria de los vascos, la Constitución buscaba su asimilación política y cultural. 

	A pesar de su enorme carga ideológica, ese metarrelato se difundió extraordinariamente durante la Transición. Fue debido tanto a la hegemonía del imaginario nacionalista como a la inexistencia de una historiografía rigurosa. En la actualidad, sin embargo, esta siendo muy cuestionado. Al menos en los círculos académicos. El considerable desarrollo de la investigación histórica —al que desde luego no ha sido ajena la propia Facultad de Historia de la Universidad del País Vasco, que acaba de cumplir sus primeros veinticinco años— ha desvelado muchas falsas certezas. El proceso de desmitificación ha sido especialmente consistente en relación con el régimen foral. Ya no se puede seguir interpretando el fuero como un código sagrado e inviolable, idéntico a si mismo e inmutable a lo largo del tiempo. Esa concepción esencialista y dogmática puede servir para reclamar agravios imaginarios; pero resulta poco operativa a la hora de explicar la extraordinaria longevidad de un régimen con cinco siglos de existencia. 

	26     No se puede reducir la historia política vasca a un desencuentro constante entre las administraciones central y foral. Ciertamente no faltaron diferencias. pero tampoco cabe magnificarlas. Al fin y al cabo esas divergencias se ajustaban a una lógica reconocida y aceptada por ambas partes. La concurrencia de jurisdicciones típica del Antiguo Régimen alentó la rivalidad entre los corregidores y las autoridades provinciales vascas por definir sus respectivos espacios de poder; ambas administraciones continuaron superpuestas y sin precisar su relación orgánica al dilatarse la Constitucionalización de los Fueros prevista en Ley de 25 de octubre de 1839. Esa indefinición no impidió, sin embargo, que las diputaciones forales ampliarán notablemente su autonomía administrativa dentro de un Estado que se proclamaba formalmente centralista y unitario. La complicidad de la fracción más conservadora del liberalismo español, que a través del partido moderado gobernó casi interrumpidamente durante el reinado de Isabel II (1833-1868), explica esa aparente paradoja. 

	Moderados y fueristas compartían unos valores políticos y culturales muy semejantes. Ciertamente discrepaban sobre el modelo de articulación estatal; pero el temor al radicalismo de progresistas, demócratas y Republicanos los mantuvo unidos. Por otro lado, tampoco cabe olvidar que ciertos ideólogos del fuerismo liberal tuvieron doble militancia y ocuparon puestos de responsabilidad en ambas administraciones. Como el cortesano Pedro Egaña (1803-1885), presidente de la diputación alavesa después de haber sido dos veces ministro; o como el jurista Francisco Hormaeche (1803-1862) que hizo el recorrido inverso: gobernador civil y cónsul en Francia después de haber sido consultor foral en su Vizcaya natal. No es de extrañar que José Miguel Arrieta Mascarúa (1817-1869), otro fuerista insigne, redujera la rivalidad entre ambas administraciones a una simple guerra de alfilerazos. En efecto, la existencia de algunos conflictos puntuales no empano el entendimiento entre el gobierno central y las diputaciones vascas, que vivieron una auténtica edad de oro hasta el estallido de la ultima guerra carlista (1872-1876). 

	En definitiva, y frente a la interesada simplicidad del relato mítico, la Bibliografía más reciente permite establecer una síntesis mucho más documentada y compleja de ese siglo corto que va de 1800 a 1877. Ese es justamente el objeto de este capítulo, que parte de un supuesto metodológico muy concreto: la operatividad y larga pervivencia del régimen foral no deriva de su supuesta rigidez, sino de su probada flexibilidad para metamorfosearse y adaptarse a coyunturas históricas muy diferentes. 

	27 En las paginas que siguen comenzare analizando el régimen foral a finales del Antiguo Régimen para exponer a continuación como fue reformulado durante el primer tercio del siglo XIX, cuando la monarquía absoluta devino en Constitucional, y terminar explicando las claves de esa foralidad renovada, que amplio muy considerablemente la autonomía funcional de las diputaciones vascas. Todo ello sin olvidar, claro esta, el papel de los diversos agentes sociales en la gestación de esos cambios institucionales 

	 

	 

	2. Orígenes y evolución del régimen foral hasta 1800 

	 

	Los regímenes forales son característicos de aquellos territorios que tienen sus propios órganos de representación y gobierno aun estando integrados en un conglomerado político superior. Surgieron porque las nacientes monarquías medievales asumieron sin demasiados reparos los particularismos de los diversos espacios geográficos que se iban incorporando al núcleo original. La concesión o reconocimiento de fueros permitió a los reyes extender su soberanía y recabar ayudas para pacificar el reino o conservar el trono en momentos de crisis. A medio plazo, la suerte de los territorios aforados estuvo condicionada por su importancia estratégica, por la lealtad dinástica de sus dirigentes y por el desarrollo de la burocracia real. Si en el transito de la Edad Media a la Moderna desaparecieron los fueros castellanos, Felipe V suprimió los catalano-aragoneses tras imponerse en la guerra de Sucesión (1702-1715). La excepcionalidad del caso vasco no radica —por tanto— en la existencia de fueros, sino en haber sido los más longevos dentro de la monarquía hispana. 

	Álava, Guipúzcoa y Vizcaya se articularon territorial y políticamente durante la crisis bajomedieval. Lo hicieron de forma autónoma e independiente, aunque sobre el mismo telón de fondo: el movimiento antifeudal promovido por la pequeña nobleza rural y el patriciado urbano en la segunda mitad del siglo XV. Esta alianza logro acabar con la endémica lucha de bandos e imponer una paz basada en la criminalización de la justicia privada de los parientes mayores. El movimiento antifeudal logro agrupar una constelación de villas, concejos, aldeas y lugares dispersos por toda la geografía vasca en numerosas hermandades, denominadas así por su espíritu fraternal e igualitario, y movilizarlas en «aumento de la justicia contra los malhechores». Con el apoyo de la Corona, obtuvo un resonante triunfo social y político. Donde la derrota banderiza resulto más contundente, la coalición triunfante exigió el reconocimiento de la hidalguía universal. Ese nuevo consensus gentium facilito la articulación institucional de amplísimos espacios, hasta entonces desvertebrados y sometidos a los poderes feudales. La unión horizontal de esas hermandades locales acabo cuajando en tres complejos político-institucionales de rango superior, denominados respectivamente Provincia de Álava, Señorío de Vizcaya y Provincia de Guipúzcoa. 

	28     Al reconocer a los delegados de esas agrupaciones supraconcejiles reunidos en junta general capacidad para representar al territorio en su conjunto, los monarcas impulsaron la transformación de las primitivas hermandades en modernos cuerpos de provincia; esto es, en espacios con identidad político-Constitucional propia, si bien sujetos a la tutela real a través de los corregidores. Originariamente, las competencias de esas asambleas provinciales estaban muy limitadas: se reducían a la simple capacidad de arbitraje entre los concejos coaligados y a la gestión de los asuntos comunes. Si por abajo chocaban con las atribuciones de los alcaldes, bien precisadas en las ordenanzas concejiles, por arriba chocaban con las atribuciones de los delegados reales. Pero las autoridades provinciales consiguieron aflojar ese doble cerco a medida que mostraron su eficacia a la hora de auxiliar a la Corona en los momentos más delicados. Su habilidad para movilizar con rapidez hombres y dineros quedo sobradamente demostrada durante la toma de Granada, la represión de los comuneros y las guerras contra la Francia de Francisco I. 

	En ocasiones, los propios monarcas aumentaron las competencias de las autoridades forales a costa de sus propios funcionarios. Sirva como ejemplo lo ocurrido en Álava con el cargo de diputado general que, como comisario regio y maestre de campo, era el representante directo de la Corona y el jefe de la fuerza militar que llegara a reunirse en el territorio. Creado en 1476 por los Reyes Católicos, su nieto Carlos I confió la provisión de cargo tan relevante a la junta general alavesa en 1534. En cambio, la representación del rey en Vizcaya y Guipúzcoa estaba en manos de sus respectivos corregidores. En su nombre impartían justicia, presidían las reuniones de la junta general y convalidaban sus acuerdos, facultad que se extendió también tras su aparición a las diputaciones. 

	Si la representación y gobierno del territorio era una de las características del régimen foral, otra fue la posesión de un derecho territorial propio. En este aspecto concrete Vizcaya fue mucho más lejos que Guipúzcoa y Álava. Confirmado por Carlos I en 1527, el Fuero Nuevo de Vizcaya recogía un amplísimo catalogo de normas de Derecho penal, público y privado. No solo ofrecía solidas garantías procesales a los vizcaínos, que no podían quedar detenidos indefinidamente, ni ser torturados, ni sufrir secuestro de bienes; también les reconocía la libertad de testar, posibilidad no contemplada en el Derecho civil castellano. Pero más relevante aún en ese código era su voluntad de preservar ese derecho territorial como patrimonio indisponible de los propios vizcaínos. Por eso exigía al rey jurar el fuero como señor de Vizcaya y contemplaba la impugnación de aquellas disposiciones reales contrarias a las libertades del territorio mediante el celebre «sean obedecidas y no cumplidas». Ese es el orígen del pase foral, especie de veto temporal suspensivo mientras los tribunales reales resolvían el recurso de legalidad planteado por el señorío, que confiaba a Vizcaya la custodia de su propio orden Constitucional. 

	29     Álava y Guipúzcoa también obtuvieron el pase foral, aunque con dos siglos de retraso. Se lo concedió en 1703 Felipe V, el enterrador los fueros catalano-aragoneses, ya para entonces embarcado en la contienda dinástica y necesitado de apoyos políticos. A partir de entonces quedaron homologados los ordenamientos forales de las tres provincias. Al igual que Vizcaya, Álava y Guipúzcoa asumieron la custodia de su orden particular y empezaron a disputar jurisdicción como espacio de poder al absolutismo emergente. Desde mediados del Setecientos tenían su propio agente en corte para activar los numerosos recursos, reposiciones y representaciones elevadas al rey y a sus ministros. Ese forcejeo, que no era nuevo aunque acabo cobrando nuevos bríos con la reciente concesión del pase, acabo perfilando los limites entre las administraciones central y provincial. 

	La provincias vascas tenían también sus tribunales específicos. Vigente desde 1463, el Cuaderno de Leyes y Ordenanzas de Álava tipificaba con absoluta precisión que delitos correspondían a la jurisdicción provincial. La ejercía un tribunal presidido por el diputado general y asesorado por varios letrados nombrados por la asamblea provincial. En Vizcaya y Guipúzcoa, las atribuciones judiciales correspondían al corregidor, que impartía justicia con arreglo a las leyes, practicas y costumbres del territorio. De manera que en las provincias vascas existían dos círculos jurisdiccionales. El primero correspondía a los alcaldes de los pueblos, que juzgaban en primera instancia las faltas y los delitos menores cometidos en su distrito. En cambio, los delitos más graves se veían en los tribunales provinciales. Siempre cabía el recurso de apelación, que tenia una sala especial de la Real Chancillería de Valladolid. 

	La singularidad de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya no acaba aquí. A través de sus respectivas diputaciones mantenían una relación directa con la Corona y compartían una serie de privilegios exclusivos. Como la libertad de comercio o una (relativa) exención fiscal y militar. El pan de la mar se justificaba por la esterilidad del suelo y la incapacidad de la agricultura para alimentar a la población; pero en realidad todos los artículos importados se beneficiaban de la inexistencia de aranceles. El País vasco-navarro era una especie de zona franca con las aduanas situadas tierra adentro, en los limites con Castilla y Aragón. Álava, Guipúzcoa y Vizcaya también estaban exentas de la contribución de sangre; es decir del servicio militar obligatorio. 

	30 A cambio debían defender su territorio de cualquier invasión extraña, movilizando y armando a su costa a todos los varones en edad militar (entre 18 y 40 años). Tampoco los tributos castellanos tenían aplicación en las provincias vascas, que contribuían a las necesidades de la monarquía mediante el llamado donativo (aportación sin periodicidad fija y en teoría voluntaria). 

	Estos privilegios contribuyeron a reforzar la personalidad de las provincias vascas en el conjunto de la monarquía hispana. La defensa foral implicaba la (casi) total ausencia de tropas regulares acuarteladas en el territorio. El servicio resultaba muy llevadero en tiempos de paz, porque solo la marinería estaba sujeta a la recluta forzosa y aun en ese caso los gastos corrían por cuenta de la real hacienda. Lo mismo puede decirse de los donativos. Medida en unidades monetarias per cápita (es decir: en reales de vellón por persona), la presión fiscal en las provincias vascas resultaba inferior a las castellanas. No por casualidad Álava, Guipúzcoa y Vizcaya eran conocidas con el sobrenombre de provincias exentas aunque, paradójicamente, cada una de ellas contara con su propia hacienda foral. 

	En un principio los gastos provinciales se abonaron mediante repartimientos vecinales inscritos en el censo fogueral, que se actualizaba periódicamente. Los apoderados de la junta general recaudaban puerta a puerta el montante de su distrito y lo entregaban al tesorero provincial. A mediados del XVIII se introdujeron los arbitrios sobre el consumo (de vino, carne, pescado y otras especies). Esta innovación vino determinada por el notable incremento de los gastos, impulsados al alza por la política imperial de la monarquía que, al encadenar unos donativos con otros, desbordo con mucho la capacidad de los repartimientos. El procedimiento era sencillo. Cada vez que los monarcas solicitaban un nuevo pedido ofrecían a las diputaciones el cobro temporal de algún impuesto indirecto para atender con su producto el abono de intereses y la devolución de los capitales tornados a préstamo. 

	Las diputaciones utilizaron ese mismo sistema para financiar la densa red de caminos carreteros, cuya construcción comenzó en el último tercio del Setecientos. El procedimiento era idéntico: tras convencer al rey de la utilidad y rentabilidad de la vía, diseñada y presupuestada por el arquitecto provincial, la diputación ofrecía a los capitales privados como garantía de reintegro la hipoteca de los impuestos concedidos, entre los que nunca faltaba la exigencia de un peaje a los futuros usuarios del camino. Las concesiones eran temporales; pero como el rendimiento de los arbitrios casi nunca resulto suficiente para devolver los capitales tornados, estas se prorrogaban automáticamente para atender la deuda provincial consolidada en forma de censos (capitales sin fecha de devolución mientras se abonarán los intereses prometidos). En 1800 la deuda provincial alavesa se acercaba a los 11 millones de reales y entre los censualistas figuraba, además de muchos pequeños tenedores anónimos, la plana mayor de la oligarquía provincial. 

	31     A pesar de sus muchas semejanzas formales, Álava, Guipúzcoa y Vizcaya carecían de instituciones comunes. Pero ni la falta de unidad política, ni el fortísimo sentimiento provincialista, exhibido entre otros por el jesuita Guipuzcoano Manuel Larramendi (1690-1766), evito la generalización de la expresión provincias vascongadas. Simultáneamente el gentilicio vascongados desplazo al de vizcaínos, utilizado hasta entonces en el resto de España para referirse indistintamente a los naturales de cualquiera las tres provincias. También en el último tercio del siglo XVIII las diputaciones comenzaron a reunirse en conferencia para tratar sus asuntos comunes, costumbre institucionalizada en la siguiente centuria. Conscientes de las afinidades socio-culturales de alaveses, Guipuzcoanos y vizcaínos, los ilustrados vascos popularizaron la expresión provincias hermanas y eligieron como símbolo de la Real Sociedad Bascongada de Amigos del País (1764) tres manos unidas por un rotulo en euskera con la leyenda Irurac Bat (Las tres en una). 

	La singularidad de las provincias vascas venia dada tanto por su régimen particular como por la posesión de una lengua propia. Según la mitología foral, cultivada con fruición desde el siglo XVI, el vascuence era una de las lenguas babélicas. Había sido traída por Túbal, nieto de Noé y primer poblador de la península. Afamados mitógrafos atribuían a los vascos la condición de ser los primitivos españoles y los únicos que habían conservado intacta su lengua bíblica originaria. Esa supuesta primogenitura bastaba, a juicio de muchos, para justificar la privilegiada situación de los vascos dentro de la monarquía hispana. Dejando la materia vasconiae como genero literario, desde el punto de vista sociolingüístico el País vivía una situación típicamente diglósica. Como en otras regiones europeas, coexistían sobre un mismo espacio físico dos lenguas con un prestigio social muy distinto. En sus diferentes variantes dialectales, el euskera se hablaba en toda Guipúzcoa, en buena parte de Vizcaya (salvo en Las Encartaciones) y en las comarcas alavesas al norte de Vitoria. Era la lengua popular, campesina y agraria mientras que el castellano era el idioma elitista, culto y urbano. 

	Sin embargo, todavía el grado de urbanización del País era muy escaso. En 1787 ninguna población superaba los diez mil habitantes; Vitoria, Bilbao y San Sebastián apenas reunían el 10 por 100 de los 300.000 vascos censados (Vizcaya: 116.000; Guipúzcoa: 110.000; Álava: 71.000). La economía alavesa pivotaba casi exclusivamente sobre una agricultura de subsistencia en torno a la vió y los cereales de secano; su población vivía dispersa en multitud de pequeñas aldeas y ni siquiera las villas más populosas —Arceniega, Laguardia o Salvatierra— superaban el miliar de habitantes. 

	32 La estructura económica de las provincias marítimas resultaba más compleja y diversificada, tanto por la mayor productividad del cultivo dominante —el maíz— como por el peso de los sectores comercial, artesanal y pesquero. El caserío aislado y autosuficiente constituía la vivienda rural característica; pero en los abrigos costeros y en el fondo de los valles numerosas villas vivían de la manufactura del hierro, la construcción naval o la salazón de pescado. Como Guernica, Durango, Orduña, Balmaseda y Bermeo en Vizcaya; o Vergara, Oñate, Tolosa, Azcoitia, o Fuenterrabía en Guipúzcoa. 

	 

	 

	3. La crisis del Antiguo Régimen en el País Vasco (1808-1839) 

	 

	Desde finales del XVIII, Europa occidental se vio sometida a una profunda transformación: la monarquía absoluta devino en Constitucional, la sociedad estamental se hizo clasista y el capitalismo se impuso al viejo mercantilismo. Fueron los liberales —minoría culta, acomodada y fundamentalmente urbana— quienes abanderaron el cambio y lo justificaron en nombre de la razón y la justicia universal. Confiaban alcanzar mayores cotas de progreso y bienestar mediante el reconocimiento legal de ciertos derechos (igualdad de todos ciudadanos, sufragio electoral, la libertad de comercio e industria, etc..). Sin embargo, su filosofia política suscito enconadas resistencias. Si los campesinos rechazaban el individualismo liberal por incompatible con las tradiciones comunitarias, el clero lo hizo en defensa de una religión supuestamente ultrajada. La nobleza europea solo apoyo el cambio cuando comprendió la imposibilidad de mantener las viejas estructuras y, aleccionada por las fuertes connotaciones antifeudales e igualitarias de la revolución francesa, forzó el triunfo del liberalismo más conservador. 

	En España, las primeras dificultades aparecieron en el último tercio del setecientos. Las constantes guerras con Francia e Inglaterra, las dificultades financieras y las rivalidades cortesanas disiparon el confiado optimismo anterior. Pero mientras los tradicionalistas consideraban la crisis pasajera y meramente coyuntural, los liberales intuían que esta tenia un trasfondo más complejo y reclamaban profundas reformas. Ambas posturas, que se hicieron explicitas en las Cortes de Cádiz, dominaron alternativamente la escena política durante el primer tercio del Ochocientos y acabaron enfrentadas en una cruenta guerra civil (1833-1840). La sociedad vasca también se vio envuelta en esta dinámica, si bien la vivió a partir de sus contradicciones y en dos tiempos, separados entre si por el Trienio Constitucional (1820-1823). En el primero se produjo la quiebra de la solidaridad intracomunitaria por el efecto demoledor de varias crisis superpuestas; en el segundo, los grupos sociales fragmentados se realinearon, trasladaron sus diferencias al marco general del conflicto y se politizaron hasta identificarse con absolutistas y liberales. La guerra civil no lo fue —por tanto— solo entre españoles, sino también entre vascos. 

	33     Gracias a los trabajos pioneros de Pablo Fernández Albaladejo y Emiliano Fernández de Pinedo conocemos la magnitud y tipología de las crisis económicas que asolaron el País Vasco. La baja productividad agraria unida a la extensión de las tierras amortizadas, la creciente incapacidad del hierro vasco para competir con el sueco y el ingles, la inhabilitación de Bilbao y San Sebastián para comerciar directamente con América, los crecientes derechos de extranjería exigidos a los productos vascos introducidos en Castilla o el cierre de los astilleros provocaron una gravísima recesión. Las guerras contra la Francia Revolucionaria (1793-1795 y 1808-1813) no hicieron sino agravar el colapso de las estructuras productivas e incrementar, de rebote, la presión fiscal. Por toda la geografía vasca proliferaron bandas de salteadores y el descontento social se tradujo en un importante incremento de la criminalidad. Justo antes de finalizar el siglo, y a partir de patrullas volantes de miqueletes y miñones, las diputaciones vascas crearon una policía provincial para reprimir los comportamientos antisociales y evitar «los infinitos robos, muertes y heridas que a cada paso se suceden». 

	Ante la imposibilidad de alcanzar un consenso sobre la política económica a seguir, no solo se desato el debate político, sino también una lucha por el control del gobierno provincial. La crítica alcanzo tanto a los contenidos del régimen foral como al sistema de poder; esto es, a las condiciones exigibles a los cargos públicos y a los mecanismos de selección para desempeñarlos que, como muchas veces se basaban en practicas y costumbres no escritas, daban pie a todo tipo de corruptelas; corruptelas que si en tiempos de normalidad resultaban soportables, se volvían insufribles en tiempos de crisis. El cruce de recriminaciones no solo evidencio que la arbitrariedad y el favoritismo eran moneda corriente; también acabo con el precario equilibrio mantenido durante siglos entre la pequeña nobleza rural y el patriciado urbano, principales gestores y beneficiarios del gobierno provincial desde su creación a finales de la Edad Medía. 

	El gobierno provincial estaba teóricamente en manos de la junta general, magna asamblea que se reunía con gran solemnidad aunque solo un reducidísimo numero de días al año; pero en lapráctica lo ejercía por delegación la diputación, órgano permanente, mucho más selecto y restringido. Los junteros representaban el primer escalón del sistema de poder, copado de forma masiva por los notables rurales, ya que las ordenanzas prescribían tener casa abierta en la circunscripción representada. 

	34 En las tres provincias el perfil-tipo del procurador o juntero era muy semejante: pequeño propietario rural, alfabetizado, castellano-parlante y, las más de las veces, hidalgo. Pero a medida que se fue intensificando el proceso de diferenciación social, los cargos más importantes, aquellos que exigían acreditar mayor cantidad de bienes raíces y prestigio social, quedaron reservados a los hacendados y a la nobleza titulada. En las tres provincias existían una serie de mecanismos ideados para potenciar la presencia institucional del patriciado urbano, ya que el sistema de representación territorial vigente penalizaba a las circunscripciones más populosas en favor de las menos pobladas: todas ellas disponían un único voto en la junta general. Vitoria, por ejemplo, tenia la mitad de los votos necesarios para la elección del diputado general, cargo que además debía recaer necesariamente en un vecino de la ciudad. Guipúzcoa adopto tempranamente el voto ponderado, de manera que la capacidad de decisión de cada distrito estaba en función del numero de fuegos o vecinos fiscales; además, la obligada rotación de la diputación entre las cuatro poblaciones de tanda incrementaba notablemente el influjo de San Sebastián, Tolosa, Azpeitia y Azcoitia. 

	Todos estos complejos equilibrios fueron saltando uno tras otro debido a la persistencia e intensidad de la crisis. Uno de los primeros conflictos fue protagonizado por la burguesía comercial Guipuzcoana favorable al traslado de las aduanas. Argumentaba la propuesta aduciendo que los beneficios del comercio directo con América compensarían sobradamente los que ofrecía al País el mantenimiento de su condición de zona franca, que se reducían al acceso un poco más barato a los bienes importados y al beneficio derivado del contrabando con Castilla. Valentín de Foronda, uno de los ilustrados vascos más influyentes, asumió la defensa de esos postulados desde la lógica de la economía política. Pero los notables rurales se opusieron aduciendo que la renuncia solicitada era incompatible con la ortodoxia foral. El desencuentro entre unos y otros se prolongo durante mucho tiempo. La ruptura llego en 1832: tras la enésima negativa de la junta general a españolizar el comercio y satisfacer las justas demandas de los comerciantes donostiarras, San Sebastián se separo de Guipúzcoa, y no volvió a su junta general hasta 1847 (seis años después del traslado de las aduanas). 

	En Vizcaya, la tradicional rivalidad entre comerciantes y notables rurales estallo de forma violenta en el verano de 1804. Con el propósito de arruinar a sus oponentes, los hidalgos ofrecieron a Godoy en nombre del señorío aceptar el reemplazo del ejercito a cambio de construir un (segundo) puerto sobre el rio Nervión. Cuando se airearon las negociaciones entre Godoy y Simón Bernardo de Zamacola, oscuro escribano de Arratia, prendió la indignación. 

	35 No solo entre la burguesía mercantil, sino también y de forma mucho más enérgica entre las clases populares, verdaderas destinatarias del servicio militar. Cientos de campesinos, artesanos y jornaleros se amotinaron, asaltaron los depósitos de armas y tomaron Bilbao «a tambor batiente» con la intención de prender a las autoridades forales. El motín se extendió por toda Vizcaya y hubo que recurrir a las tropas reales para sofocarlo. La tranquilidad solo volvió cuando una nueva junta general ya sin zamacolistas condeno el contrafuero. La sentencia judicial acuso a los comerciantes bilbaínos de haber instigado la revuelta; entre los condenados al destierro figuraban Mariano Luis de Urquijo y José de Mazarredo, futuros ministros de José Bonaparte. 

	En 1804 también se produjo en Álava una ruptura sonada entre Vitoria y (el resto de) Álava. Coincidió con la sentencia dada por el Consejo de Castilla al larguísimo pleito sostenido en torno al nombramiento del diputado general. El veredicto resultaba netamente favorable a los notables rurales, pues concedía a la junta general cinco de los seis votos para la designación de la primera magistratura provincial, controlada por la ciudad desde los tiempos de Carlos I, y además abría el cargo a todos los hacendados alaveses. La derrota del patriciado vitoriano, reducido a su estricta representación territorial, no podía ser más contundente. 

	De los tres casos reseñados hasta ahora, se pueden extraer al menos dos conclusiones. En primer lugar que la ortodoxia foral no venia determinada por la existencia de unos limites muy precisos, sino por los intereses concretos de los grupos en el poder. Mientras se mantuvo el consenso, la indefinición legal no fue un problema; pero cuando este se quebró, las relaciones entre los notables rurales y el patriciado urbano se plantearon en términos de poder. El traslado de las aduanas a la costa, la Introducción del servicio militar obligatorio o la derogación por vía judicial de una real cedula con casi tres siglos de antigüedad eran o no contrafuero en función de la correlación interna de fuerzas. Llegado el caso, cualquiera de las partes no tenia inconveniente en recabar el apoyo del gobierno central o en someterle la resolución del «pleito foral». En segundo lugar cabe mencionar la ruptura entre los dos grupos que habían venido ejerciendo el gobierno provincial desde sus inicios, junto con el progresivo desplazamiento del patriciado urbano de los centros de poder. 

	Las tensiones no solo afloraron entre los grupos dirigentes. El prepotente dominio de la nobleza rural, empeñada en controlar todos los resortes del poder municipal y provincial, también abrumo a las clases populares. Existen numerosas denuncias relacionadas con la novedosa exigencia de acreditar certificado de hidalguía para ocupar determinados cargos públicos, y con la perpetuación en ellos sin guardar los huecos reglamentarios. En muchos pueblos se reemplazo el concejo abierto por las veintenas al modo navarro —representación mucho más selectiva del vecindario que excluía a los más pobres—. 

	36 Los notables tampoco tuvieron empacho en sacar a relucir sus privilegios estamentales para eximirse del fortísimo incremento de la presión fiscal. La exclusión llego a extremos insoportables. En 1818 medio miliar de familias alavesas solicitaron a Fernando VII comprar su ennoblecimiento colectivo o, en su defecto, «nuevas leyes sin fuero alavés, por librarnos de una vez de tantos reyezuelos cuantos son los nobles, que nos hacen perder las almas y consumir las haciendas». 

	El régimen foral no solo estaba sometido a presiones endógenas; también debía aguantar las procedentes de un gobierno central cada vez más proclive al centralismo administrativo y al absolutismo monárquico. Probablemente, esa presión externa fortaleció las posiciones más inmovilistas en materia foral con el argumento de que ceder a las reformas, por inocuas que fueran al principio, acabaría minando todo el edificio. La rigidez de los planteamientos inmovilistas en una época de fuertes cambios y graves dificultades encono aun más la disputa por el control del gobierno provincial. Sea como fuere, las críticas ministeriales giraron en torno al privilegio del libre-comercio y al sistema foral de defensa. Los responsables del real erario imputaban al primero alentar el contrabando y para neutralizarlo proponían trasladar las aduanas a la frontera y «lengua del agua». Con el fin de conseguir que las autoridades forales renunciasen a la condición de zona franca, los ministros utilizaron la táctica del palo y la zanahoria: unas veces ofrecieron importantes compensaciones por la renuncia, como la participación directa de Bilbao y San Sebastián en el comercio americano; otras veces intentaron reducir el contacto de las economías vasca y castellana mediante un cerco arancelario que gravaba todos los productos que cruzaban el Ebro, fueran mercancías europeas importadas o productos autóctonos como los derivados del hierro 

	Tampoco el sistema foral de defensa del territorio se estimaba en la Corte. Sobre todo tras la guerra contra la Convención (1793-1795), que término con la casi total ocupación del País Vasco por las tropas de Moncey. La contienda saco a relucir las carencias de un modelo incompatible con la guerra moderna: indisciplina y pésimo equipamiento de las milicias provinciales, descoordinación entre ellas y los jefes militares, entre estos y las autoridades civiles... La rendición de Fuenterrabía y San Sebastián sin oponer resistencia y su posterior apuesta por una Guipúzcoa Republicana, independiente y pro-francesa agravo aun más el amargo sabor de la derrota. La actitud de ambas ciudades, no obstante, fue la excepción y no la norma. Todos conocían las desgracias reservadas a un País ocupado (requisas, saqueos, multas, contribuciones extraordinarias, etc..). Por eso todas las capas sociales apoyaron la resistencia decretada por las diputaciones vascas: solo el clero alavés entrego más de 700.000 reales de vellón procedentes de la plata sobrante de las iglesias y —al igual que el vizcaíno, Guipuzcoano o navarro— predico la guerra santa contra el francés ateo, regicida e invasor. 

	37     Godoy, sin embargo, achaco la derrota a los Fueros vasconavarros. Con la intención de desacreditarlos, encomendó su examen critico a un grupo de prestigiosos ilustrados. Los Traggia, González Arnao y compañía expusieron sus conclusiones en el Diccionario de la Real Academia de la Historia (1802). Siguiendo los postulados del absolutismo, presentaban los Fueros como un conjunto de privilegios libremente concedidos por los monarcas —y por tanto revocables—. más lejos aun fue el canónigo riojano Juan Antonio Llorente. En sus Noticias de las tres provincias vascongadas y del orígen de sus fueros (1806-1808) vapuleo la mitografía foral y cuestionó la autenticidad de muchos documentos hasta entonces incontrovertibles. Le replico Francisco Aranguren y Sobrado, consultor perpetuo del señorío. En su Demostración del sentido verdadero de las autoridades de que se vale Llorente (Madrid, 1807), el jurista vizcaíno desempolvo la vieja tesis del pactismo medieval: suprimir o modificar unilateralmente los Fueros era tanto como violar las clausulas del pacto respetabilísimo por el cual Vizcaya, Guipúzcoa y Álava se habían incorporado a la Corona de Castilla. 

	Sin embargo, no fue el gobierno español sino Napoleón Bonaparte quien suprimió el régimen foral. Sin consultar a su hermano José, el emperador decidió en febrero de 1810 incorporar a Francia el espacio comprendido entre el Ebro y los Pirineos mediante la creación de cuatro gobiernos militares autónomos denominados Cataluña, Aragón, Navarra y Vizcaya. El mando civil y militar de ese último, que incluía a las tres provincias vascas, recayó en Pierre Thouvenot. Fiel al modelo napoleónico, el general Thouvenot unifico y centralizo la administración en un consejo de gobierno formado por tres vocales —uno por cada territorio— con sede en San Sebastián; también reemplazo el sistema de juntas y diputaciones por unos consejos provinciales, donde hacendados y comerciantes tenían una representación paritaria. Thouvenot puso en marcha igualmente otras reformas sociales de envergadura (supresión de las diferencias estamentales, disolución de los gremios, progresividad fiscal, desamortización, etc..). A pesar del apoyo entusiasta de los afrancesados autóctonos, estas medidas no cuajaron: la inmensa mayoría de la población no podía olvidar las vejaciones e inmensos sacrificios padecidos mientras duro la ocupación (1807-1813). Tras la retirada napoleónica, las autoridades vascas inventariaron la deuda de guerra exigible al gobierno francés en 21 millones de francos, cantidad sesenta veces superior al presupuesto anual de las tres diputaciones en vísperas de la invasión. 

	38     La alegría de la liberación pronto quedo mitigada por la inestabilidad política: en apenas doce meses se sucedieron cuatro regímenes distintos. Estando todavía el País bajo el dominio francés, la regencia promovió el restablecimiento foral más como símbolo de resistencia que como promesa de futuro La reunión clandestina de las juntas generales de Álava y Vizcaya en 1812 tuvo un carácter meramente propagandístico, pues hasta el verano de 1813 no quedo totalmente liberado el territorio vasco. Pero entonces se proclamo con toda solemnidad la Constitución de Cádiz y se procedió a la elección de las nuevas autoridades. El cambio de régimen no suscito demasiadas protestas; en parte porque la restauración foral había sido puramente nominal, y en parte también porque casi todos los nuevos dirigentes Constitucionales habían ocupado con anterioridad los empleos forales. Esta primera experiencia liberal, sin embargo, no cumplió el año: en mayo de 1814 Fernando VII abolió el régimen Constitucional e impuso la vuelta de la legalidad anterior a la ocupación napoleónica, Fueros vascos incluidos. 

	Mayor trascendencia tuvo la segunda experiencia Constitucional. Durante el trienio 1820-1823 se perfilaron los dos bloques que se acabarían enfrentado diez años después: por un lado, la minoría reformista (la aristocracia terrateniente, la burguesía comercial, las clases cultas urbanas y el artesanado más radicalizado); por otro, la mayoría antiliberal (los notables rurales, los eclesiásticos y los campesinos). Si la abolición del sistema de juntas y diputaciones de fuero recorto drásticamente el poder político de los pequeños hidalgos, la anunciada disolución del mayorazgo los puso al borde de la quiebra. La frustración también alcanzo a los eclesiásticos: el cierre de conventos, la desamortización o la reducción del diezmo a la mitad minaron su posición económica, en tanto que la libertad de prensa cuestionó su prestigio intelectual y moral. Peor parados aun salieron los campesinos, que se vieron comprendidos en el reemplazo ordinario del ejercito y sometidos al sistema tributario general (inaugurado en 1821 y mucho más gravoso que el foral); además, el alza de los arriendos agrícolas impidió a los campesinos sin tierras beneficiarse de la reducción del diezmo. A la luz de esta experiencia, los campesinos comprendieron que el dominio de los hidalgos de aldea resultaba mucho más soportable que las desmesuradas exigencias del Estado Constitucional, monstruo sacrílego e insaciable según la propaganda clerical. 

	El rechazo compartido a las reformas liberales propicio el acercamiento entre eclesiásticos, campesinos y notables rurales. Esos tres sectores sociales no solo percibían el régimen Constitucional como una agresión económica, sino también como un ataque directo a las costumbres, valores y creencias de la sociedad tradicional. Por eso reaccionaron de forma contundente y violenta. 

	39 Por toda la geografía vasca estallaron revueltas desde que el jueves santo de 1821 cientos de personas (mal) armadas ocuparán Salvatierra al grito de «¡viva la religión, viva el rey y muera la Constitución!». Las tropas gubernamentales dispersaron a los revoltosos; pero no lograron pacificar el País, ni evitar la psicosis de guerra civil. En agosto de 1822, y bajo la triple advocación de dios, rey y fueros, los rebeldes crearon una junta gubernativa superior para coordinar las partidas realistas que recorrían el País extorsionando a los liberales y rompiendo las placas puestas en honor de la Constitución. Esa junta solo se disolvió en abril de 1823, tras ordenar a varios miles de guerrilleros incorporarse al ejercito enviado por el absolutismo europeo para derrocar el régimen liberal, y reconocer como legitimo al gobierno provisional formado en Bayona por el general Eguía. Militar absolutista nacido en Vizcaya, Eguía se incorporo al ejercito de Angulema y nada más cruzar la frontera restableció el régimen foral. 

	Desde entonces el trienio 1820 1823 ocupo un lugar muy especial en el imaginario de los absolutistas vascos. A la vista de lo acontecido, bien podían jactarse de haber sido los primeros españoles en tomar las armas para liberar al rey (supuestamente) cautivo. Surgió así una mística de rebelión y victoria. Muchos de los lideres guerrilleros de entonces apelaron a ella para encender diez años después la rebelión carlista; empezando por Fernando Zabala, instigador de la sublevación en Vizcaya. Muchas proclamas insurreccionales lanzadas en octubre de 1833 recordaban la gesta del trienio y reclamaban a los paisanos valor para repetirla de nuevo; como las suscritas por José Francisco Alzaá en Oñate y Valentín Verástegui en Vitoria. En su llamamiento a favor de «Carlos V», el citado Verástegui descargo toda su rabia contra «aquellos segundos vándalos que, por más de tres anos, hollaron nuestra santa Religión, tuvieron cautivo a nuestro monarca y abolieron nuestros fueros y libertades patrias». 

	Conviene precisar, no obstante, el carácter interesado de esta declaración. Desde el restablecimiento de las instituciones forales en abril de 1823 por el general Eguía, confirmado posteriormente por Fernando VII, estas fueron encomendadas al sector más virulento del absolutismo vasco. Estaba dirigido por un reducido grupo de aristócratas apoyados por una legión de pequeños hidalgos rurales decididamente hostiles a cualquier reforma liberal. La entusiasta colaboración del clero vasco permitió a este grupo enlazar con las clases populares. Mediante la condena moral y la satanización de los Constitucionales, de sus pompas y sus obras, los  contribuyeron decisivamente a la formación y difusión de una conciencia política en clave anticonstitucional. Al exaltar los valores comunitarios frente al perverso individualismo liberal, el discurso clerical llego con facilidad a los campesinos. Expresado en euskera, adquirió además un plus de credibilidad entre quienes asumían con naturalidad la total identidad entre vasco y creyente, contenida en la expresión euskaldun fededun. 

	40     Dueños de la situación, los ultras vascos pusieron la administración foral al servicio de su proyecto político reaccionario. Desde las diputaciones reclamaron la dirección provincial de la policía y de los voluntarios realistas, dos instrumentos creados por el celo represivo de Fernando VII para acabar con los liberales. Montaron y utilizaron el cuerpo de policía para aislar a los Constitucionales y controlar implacablemente sus movimientos, al tiempo que buscaban la adhesión positiva de la población a través de los voluntarios realistas. Réplica de la milicia liberal, aunque mucho mejor dotado y organizado, este cuerpo paramilitar permitió al grupo gobernante encuadrar, movilizar y adoctrinar a las clases populares en un rancio absolutismo de resonancias foralistas. No haber tenido trato con los liberales era la única condición exigible para enrolarse en los tercios, en cuyas filas formaron miles de voluntarios de toda condición social: nobles y pecheros, campesinos y artesanos, solteros y casados. Esta organización paramilitar creo fuertes vínculos afectivos entre sus miembros y promovió la insurrección carlista en las tres provincias. 

	El extraordinario fortalecimiento del régimen foral en los años 1823-1833 se explica a partir de la decidida protección que le dispenso el sector cortesano más reaccionario, en el cual militaban Eguía y el propio monarca. De ahí la incapacidad de López Ballesteros, ministro de Hacienda y uno de los lideres del sector reformista, para imponer una contribución permanente a las tres provincias. Sólo tras el nacimiento de la princesa Isabel (1830), Fernando VII cambio de bando. Consciente del conflicto dinástico que se avecinaba, se alejo del absolutismo más reaccionario para acercarse al más templado. Ese relevo también se noto en las instituciones forales. Los Verástequi, Valdespina o Novia de Salcedo fueron desalojados de las diputaciones; pero no se dejaron arrebatar la jefatura de los voluntarios realistas, ni renunciaron a la mística de la rebelión, ni perdieron contacto con los círculos cortesanos más reaccionarios. Fueron a la batalla convencidos de que solo la monarquía «pura y absoluta» prometida por don Carlos garantizaba la continuidad de la sociedad tradicional, y con ella su propia supervivencia como grupo dirigente. 

	La rápida movilización de los voluntarios realistas vasconavarros salvo la causa del Pretendiente y atizo la guerra civil. Quizá la fuerza real de estos miles de campesinos sin experiencia de combate fuese muy escasa; pero demostraron estar sobrados de coraje, entusiasmo y confianza en sus jefes. No cabe menospreciar esas virtudes; máxime teniendo en cuenta el enorme desbarajuste del bando liberal al comienzo de la guerra: desorganización, falta de medios, rivalidades entre facciones, desmoralización tras la derrota militar americana. 

	41 Todo eso lo sabia Zumalacárregui, que en pocos meses transformo a inexpertos paisanos armados en un verdadero ejercito con moral de victoria. El general también sabia que el tiempo corría en su contra y que no podía dejar que los liberales se organizaran; por eso quería marchar sobre Madrid cuanto antes y tomar al asalto la capital. Su plan era correcto, aunque los cortesanos de don Carlos no lo entendieron así. Al imponer la toma de Bilbao optaron por una guerra de desgaste que, dados los potenciales recursos de unos y de otros, estaba perdida de antemano. 

	 

	 

	4. La foralidad remodelada (1839-1868) 

	 

	Los sectores más templados del patriciado vasco no pudieron evitar la sublevación carlista; pero, una vez desencadenada, proclamaron su fidelidad a la reina Isabel II, colocaron las diputaciones en el bando liberal y abogaron por la continuidad del régimen foral. El marques de la Alameda (alavés), el conde de Villafuertes (Guipuzcoano) y Pedro Pascual Uhagon (comerciante vizcaíno) lideraron inicialmente esta opción, mucho más fuerista que liberal. En expresión de la época, los tres preferían el orden a la libertad y el justo medio al extremismo radical. Al asumir la administración provincial al frente de las diputaciones vascas elaboraron un discurso que arremetía a la vez contra los carlistas, a los que acusaban de poner en peligro el régimen foral, y contra el igualitarismo democratizante y antiforal de las clases medias urbanas. Los fueristas sintonizaron con el liberalismo más conservador identificado con el partido moderado, impulsado por quienes tomaron en sus manos el gobierno central a la muerte de Fernando VII. 

	Moderados y fueristas tenían muchas cosas en común: eran políticamente doctrinarios, socialmente muy conservadores y fervientemente católicos. Rechazaban con idéntica energía la soberanía nacional, el sufragio universal y la separación Iglesia-Estado propugnada por el partido del progreso, heredero del radicalismo gaditano. Consideraban imprescindible equilibrar el plebiscitarismo jacobino con instituciones capaces de cohesionar y estabilizar el cuerpo social y de probada solvencia histórica, como la monarquía o los Fueros. A partir de esas coincidencias, forjaron una solida alianza política en los años de plomo de la guerra civil. Su mutua fidelidad se alimento de un doble compromiso: si en 1839 los moderados asumieron la tarea de hacer compatibles Constitución y Fueros, durante el reinado de Isabel II los fueristas convirtieron a las provincias vascas en el más solido baluarte monárquico y conservador. No es casual que la reina, tras la construcción del ferrocarril en los años sesenta, veraneara con su Corte en la costa Guipuzcoana. 

	42     El final pactado de la primera guerra carlista sello definitivamente la colaboración entre moderados y fueristas. Ambos grupos sufrieron las acometidas de los progresistas, que en agosto de 1836 derribaron el gabinete de Istúriz, forzaron la apertura de un proceso constituyente y, ya en septiembre de 1837, reemplazaron las diputaciones forales por otras netamente Constitucionales, semejantes a las existentes en las demás provincias españolas. El gobierno central actuó así siguiendo la recomendación de los progresistas vascos: a través del diputado donostiarra Claudio Antón de Luzuriaga, habían denunciando sistemáticamente la naturaleza oligárquica del régimen foral, al que además consideraban un obstáculo para la finalización del conflicto. De muy distinta opinión eran los fueristas. Siguiendo las indicaciones de un nuevo gabinete moderado, a mediados de 1838 los Alameda, Villafuertes y Uhagon se trasladaron a Bayona. Desde alii promovieron la formula de «paz con fueros», que prescindía totalmente de los derechos dinásticos de don Carlos. Esta acabo calando: Maroto y Espartero la suscribieron oficialmente el 31 de agosto de 1839. 

	El convenio de Vergara era, en realidad, un acuerdo militar por el que se reconocían grados, empleos y sueldos a los militares carlistas. Pero también contenía una vaga alusión a los Fueros, que el Parlamento concreto el 25 de octubre con una ley especial de dos únicos artículos. Mientras el primero confirmaba los Fueros vasco-navarros «sin perjuicio de la unidad Constitucional», el segundo encargaba al gobierno —tras oír antes a las diputaciones vascas— reformarlos hasta ajustarlos al marco Constitucional. El proceso se completo con el restablecimiento del sistema de juntas y diputaciones tradicionales, por Real Decreto de 16 de noviembre. Éxito tan rotundo reforzó de forma extraordinaria el carisma del núcleo dirigente fuerista que, sin embargo, quedo sujeto a una doble contingencia. Por un lado, la ambigüedad del texto legal, que permitía interpretar de forma muy diferente la relación Fueros-Constitución; por otro, la vuelta al poder sin haberse cerrado la negociación de los progresistas, mucho menos condescendientes que los moderados en materia foral. 

	Ninguno de estos dos escollos impidió que los navarros alcanzarán un rápido acuerdo con el gobierno central, recogido en la Ley de 16 de agosto de 1841. A cambio del reconocimiento de una amplísima autonomía administrativa y fiscal para la diputación, institución creada para ejercer el gobierno provincial de Navarra, aceptaron el traslado de las aduanas, la Introducción del servicio militar y el pago de un cupo anual a la hacienda estatal. Aun reconociendo la bondad del acuerdo, los comisionados vascos no se abonaron al posibilismo.

	43 Aprovecharon la indulgencia del gobierno moderado para reclamar la retirada de todos los contrafueros introducidos desde el comienzo de la guerra civil. El panorama cambio con la llegada de los progresistas al poder mediante una nueva revuelta que acabo exiliando a María Cristina, la reina-madre, en el otoño de 1840. Deseosos de alcanzar la «unidad Constitucional» prevista en la Ley de 25 de octubre de 1839, los progresistas comenzaron por suprimir el pase foral (enero de 1841). Tan solo unos meses después las diputaciones de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya secundaron activamente la revuelta dirigida por los moderados contra el gobierno de Espartero. 

	El epicentro de la conspiración estaba en el entorno de la reina-madre exiliada en Paris. Contaba con el pronunciamiento de los regimientos mandados por oficiales cercanos al moderantismo y la rebelión de las provincias vascas. El fracaso de la sublevación provoco una nueva disolución del régimen foral, cuyos dirigentes consiguieron escapar. En el preámbulo del Decreto de 29 de octubre de 1841, Espartero se declaraba «libre de obstáculos opuestos antes legítimamente» en referencia a la Ley de 1939 y avanzaba su deseo de incluir a Álava, Guipúzcoa y Vizcaya en el sistema general de la Administración. En su parte dispositiva el decreto ordenaba la sustitución de las diputaciones y ayuntamientos forales por otros elegidos con arreglo a la legislación Constitucional, el relevo de los antiguos corregidores por los nuevos jefes políticos, la implantación del sistema judicial común y el traslado de las aduanas a la costa. Aunque no se mencionaban las exenciones fiscales y militares, cabía suponer que estas tenían sus días contados. Pero no fue así. 

	En el otoño de 1843 una nueva revuelta devolvió el poder a los moderados. Por Real Decreto de 4 de julio de 1844 restablecieron el régimen foral y declararon vigente la Ley de 1939 que, a juicio de sus aliados vascos, tenia rango Constitucional. Los moderados confiaron a las diputaciones forales la «administración interior» de las provincias vascas y, aunque a regañadientes, también aceptaron sus tradicionales exenciones. Justificaron la no-implantación del servicio militar como compensación a los servicios prestados por la restablecida policía foral (miqueletes y miñones). Tampoco aplicaron al territorio vasco la reforma tributaria diseñada en 1845 por Mon-Santillán; el gobierno central se justifico aduciendo que las haciendas forales cubrían los gastos —como el sostenimiento del clero— que en otras provincias corrían por cuenta del Estado. No obstante, los moderados conservaron algunas innovaciones introducidas por Espartero; como la extensión del sistema judicial, el traslado de las aduanas o la administración periférica —con sus gobernadores civiles y sus diputaciones provinciales—, pues de otra forma ellos tampoco hubieran podido aceptar el régimen foral. 

	44    Pero la presencia estatal en las provincias vascas siempre tuvo un alcance limitado y casi siempre pactado con las autoridades forales. A pesar de su retorica centralista y uniformizadora, los gobiernos moderados escamotearon al Parlamento la cuestión vasca y aplazaron sine die su resolución. Mediante simples reales ordenes, que ni comunicaban a las Cortes ni publicaban en la gaceta oficial, eximieron a las provincias vascas del cumplimiento de numerosas leyes amparándose en el poder discrecional que les concedía el artículo segundo de la Ley de 1939. En ese clima de relajación los gobernadores civiles solían amoldarse a los deseos de las diputaciones forales y, cuando alguno se torno el cargo demasiado en serio, el ministerio no dudo en removerlo tras recibir la oportuna queja. A veces incluso la representación estatal recayó en fueristas tan reconocidos como Benito María de Vivanco, gobernador civil de Álava después de haber ejercido la máxima representación foral de esa provincia durante un sexenio. 

	La actitud del gobierno central reforzó extraordinariamente el papel de las diputaciones forales al aceptarlas como las únicas interlocutoras entre el Estado y la sociedad vasca, por encima incluso de sus representantes parlamentarios. En los asuntos más relevantes como el arreglo de los fueros, la comunicación no discurrió por los cauces ordinarios del Parlamento, sino a través de comisionados especiales nombrados por las propias diputaciones forales. En un doble juego no carente de habilidad, estas se presentaban ante el gobierno central como las depositarias de la legitimidad foral y ante la opinión publica vasca como las únicas instituciones capaces de evitar cualquier injerencia gubernamental. Las diputaciones se convirtieron en pieza clave de la administración provincial. Extendieron su actividad considerablemente y, cada una en su territorio, impulsaron un proceso de centralización y fiscalización que acabo con la tradicional autonomía de las corporaciones locales. 

	Todo ello hubiera sido impensable sin el concurso de las haciendas forales que, tras la guerra civil, duplicaron holgadamente sus ingresos. El incremento de la recaudación se consiguió elevando las tarifas de las figuras tradicionales —repartos por hoja de hermandad, impuestos sobre el consumo de vinos y licores, peajes sobre los caminos provinciales, gravámenes sobre el tabaco y la sal, etc..—. Cuando eso no basto, las diputaciones recurrieron a la emisión de deuda provincial (mucho más segura y estable que la deuda publica española de la época). Sólo en momentos muy puntuales las autoridades forales recurrieron a la contribución directa sobre la propiedad individual. A pesar del sesgo retardatario de un cuadro tributario basado en los impuestos indirectos, los más regresivos por definición, este no suscito demasiadas protestas. Si la onda de prosperidad inaugurada en los cuarenta ayudo a digerir el incremento de la presión fiscal, el considerable descenso de las aportaciones directas realizadas a la real hacienda permitió a las diputaciones gastar más en desarrollo económico y en equipamiento social. 

	45     En los años sesenta la atención de la deuda (amortización de capitales y abono de intereses) absorbía entre el 20 y el 30 por 100 de las tesorerías forales; pero aun era superior el porcentaje destinado a la agricultura y al transporte. El dinero se invertía en cuidar el bosque, promover ferias de ganado y casas de monta, o importar guano, cepas americanas y arados de vertedera. Pero también en mantener tres escuelas practicas de agricultura, una por provincia; estas granjas experimentales excelentemente dotadas contribuyeron a dinamizar el sector primario mediante la difusión de los modernos métodos de cultivo. Las diputaciones vascas también asumieron la construcción, mantenimiento y explotación de una red provincial de caminos carreteros. Conscientes de la importancia del ferrocarril, invirtieron, asimismo, en este nuevo medio de transporte. Las diputaciones de Álava y Guipúzcoa adquirieron un importante paquete de acciones para asegurarse que la línea del norte pasara por sus respectivas capitales; la diputación de Vizcaya construyó íntegramente los 8 kilómetros del ferrocarril minero de Triano (1865), entre Ortuella y la ría del Nervión, y apoyo al grupo vinculado al Banco de Bilbao que promovió la línea Bilbao-Tudela. 

	Las diputaciones vascas destinaron entre un 15 y 20 por 100 de sus ingresos a mejorar las condiciones sanitarias, intelectuales y religiosas de la población. Además de abonar los gastos originados por el cuidado de niños expósitos, abrieron un fondo asistencial para atender a los vecinos más necesitados. Supervisaron el funcionamiento de las escuelas municipales y levantaron los nuevos centros educativos previstos por la ley en las capitales de provincia (institutos de segunda enseñanza y escuelas para la formación del profesorado) en colaboración con los ayuntamientos de Bilbao, San Sebastián y Vitoria. Cada una en su territorio, se comprometieron a sostener el clero parroquial (que, caso único, no dependía de los presupuestos estatales). Desde su creación en 1862, las diputaciones abonaron igualmente los gastos del obispado vasco con sede en Vitoria. Esta vez lo hicieron de manera conjunta y alborozada, pues deseaban fervientemente la unión de todos los vascongados en una sola diócesis y bajo la autoridad espiritual de un mismo pastor. 

	En términos de actividad administrativa, liderazgo político y legitimación popular, entre 1844 y 1868 las diputaciones forales vivieron una auténtica «edad de oro». La expresión es de Javier PÉREZ Núñez. Detrás de ese éxito político se encontraba el grupo que al estallar la guerra civil asumió la gobernación del País Vasco, que durante la contienda consiguió la protección del partido moderado y que al acabar la misma se convirtió en el principal valedor de la Ley de 25 de octubre de 1839. Como advirtió en su día Pablo Fernández Albaladejo, ese grupo logro reconciliar a la sociedad vasca en torno a los Fueros y que esta los interiorizara como la esencia de su identidad colectiva. El que se tratara de una foralidad distinta de la tradicional, renovada y adaptada a la monarquía Constitucional, no hace sino corroborar la habilidad de quienes dirigieron ese complejo proceso social que se initio aun antes del abrazo de Vergara. 

	46     El fuerismo liberal se impuso como primera tarea facilitar la rápida cicatrización de las heridas producidas por la guerra civil. Ya en mayo de 1840 el marques de la Alameda, diputado general por aclamación, se dirigió a la junta general de Álava en términos extremadamente conciliadores: «los partidos se han confundido, las opiniones encontradas han desaparecido y reunidos todos los vascongados bajo la bandera de paz y fueros, presentan al mundo civilizado el ejemplo de una gran familia estrechamente unida». No eran solo palabras. Las diputaciones difundieron la imagen de una guerra sin vencedores ni vencidos, facilitaron la vuelta de los exiliados y rehabilitaron políticamente a los carlistas, incluidos los promotores de la sublevación, al permitirles el acceso a determinados cargos públicos. A continuación el fuerismo liberal se propuso ganarse a aquellos grupos sociales que —como la burguesía comercial, el clero o incluso las clases populares— estaban en otra onda política. 

	Al imponer el traslado de las aduanas y el ayuntamiento Constitucional, mucho más representativa del vecindario que el foral, el decreto de Espartero (1841) satisfizo dos viejas aspiraciones de la burguesía comercial. Posteriormente los fueristas introdujeron un conjunto de reformas institucionales con el fin de incrementar el peso de las capitales vascas en el gobierno provincial. La vuelta de los representantes de San Sebastián a la junta general de Guipúzcoa (1847) simboliza a la perfección el nuevo consenso alcanzado. La recuperación de los eclesiásticos tampoco represento un obstáculo. Al término de la guerra carlista las diputaciones vascas tomaron bajo su protección al clero parroquial y recomendaron continuar pagando el diezmo, cuando en el resto de España los progresistas imponían su abolición (1841) y la desamortización de los bienes eclesiásticos. El resentimiento que el clero español desarrollo hacia los gobiernos liberales contrastaba con el confiado afecto que el clero vasco sentía hacia las autoridades forales, el cual aumento si cabe tras la erección del obispado vasco en Vitoria 

	El fuerismo liberal conquisto el corazón de las clases populares sin necesidad de democratizar —ni poco ni mucho— las instituciones. La retirada de las practicas más restrictivas, como la exigencia del certificado de nobleza a los procuradores de la junta general, apenas rebajo la oligarquización del sistema. Por otro lado, las clases subalternas demostraron estimar mucho más las exenciones fiscales y militares que la participación política directa, entonces reducida tan solo a una minoría. 

	47 Su integración no se produjo por la vía de la concesión de derechos, sino a través de lo que los teóricos de las identidades colectivas denominan «política de las emociones». Amparándose tanto en su eficacia material como en su representación simbólica, las diputaciones difundieron un potente discurso de corte comunitario y paternalista que calo en la población. Se presentaban como las defensoras de las «venerandas libertades» del País, bajo cuya sombra protectora vivía confiada, prospera y feliz la gran familia vascongada. 

	Este discurso conectaba perfectamente con otras iniciativas procedentes de la sociedad civil. En 1846 la Revista Pintoresca de las Provincias Bascongadas editada en Bilbao se arranco afirmando el mito de la Vasconia singular y eterna. Afirmaba la existencia de la nación bascongada (sic) basándose en la existencia intemporal de «un pueblo compacto, fuerte y temido, dueño de una lengua, de una legislación, y de unas costumbres que le son enteramente propias, y que ha sabido conservar en toda su pureza». El euskera, los Fueros y la defensa a ultranza de la religión se perfilaban como los ingredientes esenciales de esa «nacionalidad», que no se trataba de contraponer a la española, sino de mostrar su originalidad y perfección. La revista también recogía diversos tópicos que luego pasaron al imaginario fuerista. Como el (supuesto) carácter democrático del régimen foral, su división interna de poderes con la diputación representando al ejecutivo y la junta general al legislativo, o la imagen de la Suiza de los pirineos, aplicable a las provincias vascas por su «buen régimen de gobierno» y «su estado social tan feliz y aventajado». 

	Otras muchas publicaciones participaron en la reelaboración doctrinal del régimen foral. Como el Irurac Bat, el periódico vasco más influyente entre 1856 y 1868, editado en Bilbao por Juan Eustaquio Delmas. Mientras tanto la literatura transformo la carlistada en una gesta heroica, en la gran epopeya del pueblo vasco. Al exaltar el valor, la lealtad, la fortaleza o la templanza como virtudes raciales, por encima de la adscripción política de los protagonistas de sus relatos, los escritores románticos de mediados de siglo dieron al mito respetabilidad literaria. La poesía y la música popular también contribuyeron a la difusión de esos estereotipos. José María Iparraguirre (1820-1881) fue su figura más emblemática. Este antiguo voluntario carlista dedico el himno Gernikako Arbola (El árbol de Guernica) al símbolo sagrado de las antiguas libertades patrias. En otra de sus composiciones más celebradas, este bertsolari cantaba en euskera: «Fueristas somos y seremos / mientras el mundo sea mundo. / Este sentimiento vivirá / para siempre en Euskalerria». 

	  

	48                                

	5. Hacia una nueva guerra civil 

	 

	En septiembre de 1868 la situación española experimento un giro radical. Una heterogénea coalición destrono a Isabel II, acabo con el predominio del liberalismo más conservador e impuso una Constitución avanzada, democrática y aconfesional. Pero ni consiguió mantenerse unida, ni estabilizar el cambio. Una agitación política y social sin precedentes se llevo por delante la monarquía parlamentaria de Amadeo de Saboya, primero, y, después, la República federal. Consternados por la deriva izquierdista y caótica del nuevo régimen, los sectores más conservadores optaron por don Carlos de Borbón y Este (nieto de Carlos María Isidro). No le apoyaron porque creyeran en sus derechos dinásticos, sino por considerar que era el único capaz de contener la marea revolucionaria: por eso le abandonaron tan pronto como atisbaron la solución Restauraciónista promovida por Cánovas del Castillo y encarnada por Alfonso XII. 

	También en el País Vasco se produjo una escisión de las elites dirigentes, que torno forma de disidencia religiosa. El detonante fue la política secularizadora y anticlerical del gobierno provisional, que culminó en el reconocimiento Constitucional de la libertad de conciencia. El discurso integrista y neocatólico calo con facilidad en una sociedad como la vasca, adoctrinada durante décadas por un clero parroquial numeroso que, ante la complacida y paternal mirada de las autoridades provinciales, predicaba sin cesar la total sintonía entre Religión y Fueros. Cerrilmente intransigentes y ultramontanos, en línea con las recomendaciones de Pio IX en el Syllabus, los tradicionalistas sostenían que en aquel trance supremo los vascos no podían hacerse cómplices de los apostatas. La fracción más tradicionalista de la clase dirigente hizo del foral-catolicismo bandera y acaudillo una formidable movilización popular que tenia mucho de cruzada bajo la advocación de Dios y Fueros. 

	Precisamente con ese mismo título —Jaungoicoa eta Foruac (Bilbao, 1869)— público Arístides Artiñano un folleto verdaderamente incendiario. En realidad era la proclama insurreccional de un conspirador carlista, pero redactada con un estilo emotivo, elegante y directo. Combinaba el autor con una gran capacidad de sugestión imágenes, y metáforas religiosas con otras procedentes del imaginario fuerista (el lauburu como símbolo de una cristianización temprana, la leyenda de Jaun Zuria como primer señor de Vizcaya, la invencibilidad de los vascos, el pueblo euskaro congregado so el árbol de Guernica, etc.). Pero lo más llamativo era la mezcla de mesianismo y melancolía observable entre la exigencia de arriesgar la vida individual para salvar la existencia de un pueblo secular y la promesa de venerar las cenizas de los héroes alii donde alcanzaron la gloria. Otros ideólogos carlistas también hicieron suya la formula acunada por Artiñano 

	49     Como Benigno Rezusta, quien consideraba el estandarte Dios y Fueros como «un emblema sagrado e inviolable para toda la raza euskara». De su misma opinión era Ramón Ortiz de Zarate, importante ideólogo del fuerismo integrista y antiguo presidente de la diputación foral alavesa: «cuantos esfuerzos hagan los vasconavarros en favor de la unidad religiosa serán pocos; al defender el catolicismo amparán también su propia vida y su existencia política y moral». Si no más elocuente, el canónigo Guipuzcoano Vicente Manterola tenia un discurso más fogoso. En su folleto titulado Don Carlos o el petróleo (1871) aseguraba que nadie podía quedar al margen para evitar el desastre final que ya se anunciaba; había que elegir «entre el derecho o la iniquidad, el orden o la anarquía, la legitimidad o el caos, la monarquía cristiana o la demagogia comunista, el catolicismo o la barbarie». Visto de esta forma, la ultima guerra carlista fue el resultado final de un formidable proceso de movilización social vivido con tintes agónicos. 

	Símbolo de todos los males, el liberalismo democrático ofreció al fuerismo integrista un marco de oportunidades políticas muy favorable para la acción colectiva. Si, por un lado, los derechos Constitucionales recién estrenados —de reunión, asociación, prensa, petición y sufragio— contribuyeron decisivamente a la politización de las masas; por otro, la propia debilidad estatal alentaba la oposición antisistema más radical. Esas condiciones fueron aprovechadas por los defensores del foral-integrismo, de gran ascendiente moral en una sociedad regida todavía por valores comunitarios. Los dirigentes de ese movimiento, que durante el reinado de Isabel II habían copado los puestos de la administración provincial, utilizaron un repertorio tan novedoso como eficaz para difundir su mensaje, organizar a sus partidarios y lanzarlos a la conquista de sus objetivos. Las formulas empleadas iban desde la recogida de firmas en favor de la unidad católica, las manifestaciones de desagravio y la creación de asociaciones confesionales —como la Juventud Católica—, hasta el uso sistemático de la prensa o la propaganda electoral. 

	Por eso resultan tan reveladoras las opiniones antes comentadas de Rezusta, Ortiz de Zarate y V Manterola, dirigentes carlistas con un perfil semejante. Profesionales de éxito, cultos y publicistas ocasionales, los tres fueron elegidos diputados a Cortes por sufragio universal masculino Este procedimiento electoral novedoso demostró con claridad que las simpatías carlistas calaron muy pronto y muy profundamente en el cuerpo social: los candidatos tradicionalistas arrasaron en todas las convocatorias electorales, tanto en las generales como en las locales, en las capitales de provincia lo mismo que en las aldeas más pequeñas. 

	50 Exageraba bastante poco el propio Rezusta cuando aseguraba que la opinión publica vasca estaba dividida en dos únicos partidos, de los cuales uno tenia algunas docenas de seguidores mientras el otro representaba al resto del País {Apuntes sobre la historia de la revolución en Guipúzcoa, 1872). Superioridad tan abrumadora resultaba, no obstante, del todo ineficaz en las Cortes, pues los únicos diputados carlistas procedían (casi) exclusivamente de las circunscripciones vasconavarras. Tampoco se apreciaba en las instituciones locales, pues los liberales aprovechaban los resortes legales —y los otros— para excluir a los carlistas de ayuntamientos y diputaciones: unas veces era la exigencia de jurar la Constitución, otras la destitución ordenada por los gobernadores civiles con los pretextos más fútiles. 

	A diferencia de lo ocurrido en el resto de España, en el País Vasco el carlismo no fue una mera opción estratégica de las elites acomodadas, sino un movimiento verdaderamente sentido y popular. Aunque políticamente inactivo desde 1839, siempre estuvo latente en el imaginario colectivo. La mera evocación de la trilogía dios, rey y fueros apelaba a un modelo de identidad colectiva en que el recuerdo, la emoción y el sentimiento de pertenencia resultaban más decisivos que el rigor doctrinal de su filosofia política. Por eso el carlismo resurgió con fuerza arrolladora cuando la revolución de septiembre de 1868 parecía amenazar la identidad y los valores comunitarios de la sociedad vasca tradicional. El apacible «oasis foral» —en expresión del periodista Catalán Mane y Flaquer— se convirtió en un volcán a punto de estallar; y, después de varios intentos fallidos, estallo en el otoño de 1872, cuando multitud de partidas armadas se adueñaron del territorio y volvieron a dejar casi incomunicadas a Vitoria, San Sebastián y Bilbao. 

	Los liberales vascos rechazaron esta nueva sublevación. Aunque minoritarios, nunca aceptaron mezclar Religión y Fueros. Lamentaban los desplantes anticlericales del nuevo régimen, pero estaban dispuestos a acatarlo mientras mantuviese la promesa de respetar los Fueros. Aunque entre ellos no faltaban aristócratas y terratenientes, la mayoría procedían de las clases medias urbanas (funcionarios, profesiones liberales, miembros de la burguesía comercial, etc..). Sin demasiada experiencia en el gobierno provincial, se hicieron cargo de las instituciones al estallar la guerra civil. Fueron ellos quienes sostuvieron las diputaciones en condiciones dificilísimas entre 1872 y 1876 y quienes buscaron sin éxito un nuevo Maroto en las filas de don Carlos. Pero al término de la contienda estaban desorientados y deseaban ser relevados de sus obligaciones políticas. Debido al sombrío clima posbélico o a la rabiosa campana antiforal auspiciada por buena parte de la prensa española, quienes accedieron a las diputaciones también carecían de un plan para abordar la negociación foral tantas veces aplazada desde 1839. 

	51     Muy otra era la posición de Antonio Cánovas del Castillo, presidente del consejo de ministros y líder de un partido conservador dispuesto a refundar la monarquía Constitucional. Consciente de la impopularidad de las exenciones vascas en el resto de España, deseaba que Álava, Vizcaya y Guipúzcoa aceptarán el precepto Constitucional de contribuir con hombres y dinero a las necesidades del Estado; a cambio ofrecía negociar las cantidades y procedimientos en los términos más favorables. Dominadas por los intransigentes, partidarios del todo o nada, las diputaciones rechazaron el ofrecimiento y tampoco aceptaron cumplir la ley aprobada en las Cortes el 21 de julio de 1876. Después de un impasse que duro más de un ano, el presidente de gobierno ordeno la abolición del sistema de juntas y diputaciones de fuero. Pero la historia no acabo aquí. Sincero admirador de la autonomía provincial vascongada, Cánovas llamo a los transigentes para cerrar con ellos un concierto económico similar al navarro. El régimen concertado, que entro en vigor por Real Decreto de 28 de febrero de 1878, consolido la autonomía administrativa y fiscal de las provincias vascas. 
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	LAS IDEOLOGÍAS DE LA FORALIDAD (1808-1876) 

	 

	José María PORTILLO VALDES 

	 

	 

	1. Planteamient 

	 

	Aun invadiendo materia que será oportunamente tratada en la segunda parte de este volúmen, permítaseme abrirlo con un comentario sobre un aspecto del armazón ideológico proporcionado por Sabino Arana al nacionalismo vasco. Se trata de la drástica ruptura que introdujo con la cultura foral, impidiendo de hecho que esta pudiera recuperarse como suelo político común de los vascos. Por decirlo casi telegráficamente, Sabino Arana procedió a una abolición de la foralidad mucho más determinante y preñada de consecuencias que la obrada por la Ley de 21 de julio de 1876. De esta ultima, de hecho, cabía reparo, como puede verse en el propio texto de la Constitución hoy vigente y en el funcionamiento cotidiano de la autonomía provincial vasca. De la abolición cultural de la foralidad que promovió el nacionalismo vasco desde sus orígenes es mucho más complicado zafarse, puesto que el principio de una incompatibilidad consustancial entre la cultura de la Constitución y la de la foralidad se ha convertido en axioma, político e historiográfico 

	De aquella operación de liquidación nacionalista de la cultura del Fuero interesa recuperar un par de rasgos. El primero, que significó también la absorción por parte de la naciente y pujante ideología nacionalista de la versión más cerradamente ultra católica y antiliberal de las ideologías surgidas en torno a la foralidad. El segundo, que al identificar en los principios sostenidos por esta versión la única y auténtica foralidad, rompió también con cualquier posibilidad de plantear la independencia dentro de España. Independencia dejo de ser una manera de estar en la monarquía o la nación españolas, esto es, dejo de ser autonomía y paso definitivamente a ser entendida como segregación. 

	54     Un análisis que tenga por objeto explicar las ideologías decimonónicas de la foralidad debe plantearse, por lo tanto, como si Sabino Arana no hubiera existido —lo cual, es cierto, es mucho suponer—. Debe, en primer lugar, no dar por sentado que entre la cultura de la Constitución, la novedad del siglo, y la de la foralidad existió aquella incompatibilidad esencial que va in crescendo hasta la definitiva imposición de la primera en 1876. Tampoco conviene presuponer, al hilo de tal contradicción entre Fuero y Constitución, que la única forma viable de la foralidad fuera como una versión capitidisminuida y cerrada en torno a la administración, esto es, como los «fueritos» que Sabino Arana despacho tan displicentemente. Aunque, como se explica en otro capítulo, fue en torno a la administración provincial que se hizo fuerte el régimen foral a lo largo del siglo, las ideologías de la foralidad contemplaron panoramas mucho más amplios. 

	Con el fin de dar cuenta de esa variedad de posicionamientos en torno a la foralidad vasca, organizo este relato en torno a tres fechas de indudable significación en la historia vasca y española del siglo pasado. En primer lugar, 1812, que trajo el nacimiento de la que habitualmente se considera primera Constitución española, aunque ya hubiera habido antes una Constitución para España, la fabricada en Bayona de Francia en 1808. Es 1812 en cualquier caso la fecha emblemática del primer Constitucionalismo, y por eso la adopto como eje sobre el que empezaron a girar discursos varios que consideraron la relación entre Constituciones vascas y Constitución española. La segunda fecha, 1839, fue todo un éxito de publicidad en su día. Fecha de abrazo militar y de abrazo parlamentario que inauguro el ingreso de la foralidad vasca en el ámbito de la legalidad generada en el Parlamento español, y sirvió de anclaje para lapráctica de la autonomía provincial durante más de tres décadas (y, sin duda, más allá en la versión corregida de 1876). Finalmente 1868, la fecha de la revolución democrática que abre el sexenio, el cual a su vez se cierra con el retorno de la dinastía de Borbón en 1875 y se sutura con la Constitución de 1876. Fue el momento para el despliegue de unas ideologías de la foralidad que encontraron un acomodo especialmente propicio en el contexto revolucionario, y que la presentaron como posible suelo Constitucional compartido. 

	 

	 

	2.  1812 

	 

	La primera Constitución española, la Constitución Política de la Mo.: . ' :'a Española, conocida también como la Pepa por ser su fecha de juramento por las Cortes el 19 de marzo de 1812, nació de una crisis de la monarquía. En aquella crisis se trato de recomponer el cuerpo político hispano, transoceánico y mastodóntico, convirtiéndolo todo el en nación. 

	55 «La Nación española es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios», rezaba el primer artículo de la primera Constitución española. Entre esa fecha, en realidad desde dos años antes, y 1825 el cuerpo hispano que aquella Constitución considero una nación se fue desgajando en diferentes Repúblicas, siendo a la postre una de ellas la monárquica española que hoy conocemos —sin sus colonias en el Caribe y el Pacifico— como España. Pero aquel cuerpo no rompió por su lado Catalán, valenciano, navarro o vasco, sino por el americano. La integración efectiva de todos aquellos territorios peninsulares y otros les permitió configurar nación conjuntamente, en tanto que la experiencia de la desigualdad y la denegación de autonomía hizo que los territorios americanos acabarán optando por hacerlo por si mismos 

	El protagonismo de las provincias peninsulares en la crisis se produjo, por un lado, mediante el muy efectivo expediente de crear cuerpos políticos provinciales, las juntas, que asumieron, cada una por si, la custodia del deposito de soberanía. Por otro lado, y aquí interesa más por su relevancia en los discursos políticos del primer liberalismo, su presencia fue notable en el ámbito, digamos, de la filosofia política. Desde el momento en que la crisis dinástica que la origino —con la intervención napoleónica— se transformo en una crisis Constitucional, empezó a interesar dar con cualquier pista que permitiera presentar una antigua constitución española que restaurar. Se ensayaron entonces historias de las Constituciones de Navarra (Benito Ramón de Hermida), Valencia (Francisco Javier Borrull, Bartolomé Ribelles), Cataluña y Aragón (Antonio de Capmany), Castilla y León (Francisco Martínez Marina) o Nueva España (Servando Teresa de Mier). Ocupadas las provincias vascas por el ejercito del emperador, y sometidas a un gobierno militar, no existe aportación específicamente vasca a ese debate, lo que no quiere decir, ni mucho menos, que estuvieran las provincias vascas y sus Fueros al margen del mismo. 

	En realidad, la aportación se había adelantado algo. Durante los años previos de la centuria venia despuntando una reconsideración crítica de los postulados más queridos por la cultura foral moderna. Consolidada en textos jurídico-políticos del siglo XVI (Andrés de Poza y Juan Gutiérrez), y reformulada en el Setecientos con utilización profusa de la cultura jurídica mediterránea (Pedro de Fontecha) y de una identidad entre el Fuero y la existencia misma del territorio (Manuel de Larramendi), sirvió con creces para soportar la imagen Republicana de los territorios provinciales vascos. No existía entonces nada que podamos identificar como un discurso de la foralidad, entendida en su dimensión vascongada, sino sendos discursos del Republicanismo provincial de Vizcaya, Álava y Guipúzcoa. 

	56 Se sostenía en ellos la idea de que cada provincia, o el señorío, conformaba comunidades políticas perfectas, esto es, dotadas de identidad político-institucional propia cuyo orígen se había producido al margen de imperios o monarquías. La reconstrucción del pasado que estos discursos hacían, donde las historias tenían más papel que la historia, hablaba justamente de la resistencia de aquellas Repúblicas a imperios como el romano, monarquías como la goda o emiratos y califatos árabes. Al mismo tiempo postulaban el rol protagonista de las mismas en la empresa de construcción de una monarquía católica e insistían en la vinculación principaliter, esto es, como partes principales, esenciales y no accesorias a la monarquía de España. 

	Fueron los fundamentos historiográficos de este discurso los que empezaron a temblar a comienzos del siglo XIX. Ya algunos ilustrados españoles venían planteando la necesidad de introducir una mayor consistencia en las reconstrucciones historiográficas de la monarquía y sus territorios. Quien sin duda más avanzo en ello fue Francisco Martínez Marina en su Ensayo histórico critico sobre la antigua legislación de León y Castilla (1808), tanto que la Real Academia de la Historia no acabo de digerirlo posponiendo su publicación. Si avalo y público el fruto de otro 

	proyecto que afecto más directamente al discurso tradicional del Republicanismo foral vasco, y en el que Martínez Marina tuvo parte activa, el Diccionario Geográfico-Histórico de España del que se publica entonces solo la primera sección que «comprende el reino de Navarra, el Señorío de Vizcaya y Provincias de Álava y Guipúzcoa». La idea de que las historias que avalaban la reconstrucción Republicana del pasado provincial vasco no eran sino sueños de una razón ausente en ellos, cambio el signo de un debate sobre las Constituciones provinciales vascas que, por las circunstancias políticas de inestabilidad interna en las mismas provincias y de posición cada vez más crítica de la monarquía en la arena europea, se iba haciendo cada vez más insoslayable. 

	Efectivamente, en el contexto de motines (la revuelta contra el responsable de la aduana de Cantabria Juan Modenes en Vitoria en 1802 y la zamacolada en Vizcaya en 1804), y de fuertes tensiones entre los corregidores y las diputaciones (especialmente en el caso de Alfonso Durán y la diputación de Guipúzcoa), público Juan Antonio Llorente una serie de volúmenes donde se torno demasiado en serio el pie dado por la Real Academia de la Historia. Las Noticias históricas de las tres provincias vascongadas (5 volúmenes publicados entre 1806 y 1808) habían fijado en el punto de mira desmontar la argumentación historiográfica, y por ende política, de sostén de las Repúblicas provinciales vascas —de hecho, el primer título que ideo Llorente para su obra fue Historia del vasallaje de las tres provincias vascongadas—. Rastreando documentos en fuentes medievales castellanas, releyendo las fuentes vascas y utilizando los métodos de una historiografía conjetural —tan cara a la ilustración europea—, ofrecía una imagen de las vascas como provincias no en el sentido Republicano de comunidades perfectas adheridas sub pacta foedera a la monarquía, sino como demarcaciones de la monarquía, conquistadas o incorporadas incondicionalmente por la misma en su proceso de formación. 

	57     Sin quererlo, aunque el era un polemista nato, Llorente provoco con su prolífica literatura un par de consecuencias enormemente positivas para la foralidad vascongada. En primer lugar, porque por primera vez alguien escribía un ensayo sobre materia de Fueros desde una perspectiva vascongada y no puramente provincial. En segundo lugar, porque forzó una respuesta que resulto en un primer intento de escribir una historia Constitucional de Vizcaya y reoriento el discurso de la cultura foral del Republicanismo provincial, valido para manejarse en el continente de la monarquía tradicional, hacia los términos de la independencia —que no segregación— provincial, más útiles en el contexto ya de crisis inminente de la monarquía y de apertura del ciclo revolucionario euroamericano. En efecto, la Demostración del sentido verdadero de las autoridades de que se vale el doctor D. Juan Antonio Llorente (1807) —mas un volumen inédito entonces— del consultor perpetuo del señorío de Vizcaya Francisco de Aranguren y Sobrado, prescindía de buena parte de la tradición historiográfica del Republicanismo foral para centrarse de lleno en el análisis de la génesis de la constitución vizcaína y de las relaciones del señorío con Castilla. El resultado fue un relato en el que la idea Republicana de la incorporatio se sustituía por la de la formación de un Estado por si, formando parte casual de la monarquía de España, y manteniendo por tanto no solo intacto su patrimonio Constitucional acumulado, sino además totalmente indisponible para cualquier sujeto político externo, fuera monarquía o nación. 

	Un discurso como el desplegado por Aranguren y Sobrado habría sido impensable de todo punto de vista si las Constituciones provinciales vascas no hubieran mantenido un envidiable vigor a lo largo del Setecientos. Aunque la historiografía ha solido decir lo contrario —que monarquía borbónica es prácticamente un sinónimo de liquidación foral y castellanización de España—, los contemporáneos de la crisis Constitucional que se abre apenas iniciado el debate recién aludido, no lo vieron así. Por ejemplo, en un texto relevante como fue el discurso explicativo al proyecto de Constitución presentado en 1811 ante las Cortes, se alude a las Constituciones provinciales vascas como algo bien activo entonces, señalándose de paso como sendos frenos al despotismo ministerial. De hecho, los Fueros vascos están bien presentes no solo en este texto, sino también en el espíritu de la Constitución de 1812. Aunque, salvo una referencia enunciativa a las «Provincias Vascongadas» (art. 10), no hay más reflejo literal de lo foral o lo vasco en los 384 artículos de esta Constitución, las Constituciones vascas constituyeron un aporte sustancial de la filosofia política que esta detrás del texto de 1812. 

	58     La «reunión periódica de juntas» es expresamente recordada en el referido texto de presentación del proyecto Constitucional como un saludable síntoma de autonomía provincial. De hecho, la organización del territorio prevista en esta Constitución tiene más de vasca, que de la sugerida por el proceso revolucionario francés de domesticación nacional de cualquier forma de representación. Diferentes autores repetirán a lo largo del siglo una idea que no debió ser muy extraña a los vizcaínos, alaveses o Guipuzcoanos que leyeron por primera vez la Constitución de Cádiz: las diputaciones como colegios electos para el gobierno y la administración del territorio tenían un aroma inconfundible a constitución provincial vasca. Por esto y por la lectura de artículos que hablaban de garantías procesales y otras libertades, pudo incluso concluirse que España se había vizcainizado en mucha mayor medida que liquidado la identidad provincial vasca sin mas. Si no en el texto de la Constitución si como uno de «los escogidos modelos que tuvieron presentes los sabios legisladores del Código inmortal», estaban los Fueros vascos en la Constitución española, como afirmo el jefe político de Vizcaya Lorenzo Antonio de Vedia en 1820. 

	No todos pensaban de este modo, sin embargo. Ya también con este primer ensayo Constitucional español, sobre todo cuando se retome entre 1820 y 1823, se oyen voces, algunas muy sonoras, que aluden a la contradicción intrínseca entre Constitución y Fueros. No se trataba tanto de una confrontación entre Constitución española y Fueros vascos cuanto de las culturas respectivas. En esta apreciación, aun por motivos y caminos discursivos totalmente alejados, coincidieron partidarios de la monarquía tradicional y del liberalismo radical. Los primeros, dueños y señores del gobierno provincial en los tres territorios vascos entre 1814 y 1820 y durante la justamente llamada «Década Ominosa» 

	(1823-1833), además de favorecer la liquidación física de los partidarios de la Constitución en sus provincias, impusieron el principio de que la vigencia del régimen foral precisaba de la monarquía tradicional. Personajes como el alavés Valentín de Verástegui —no en vano apodado Valentín I— usaron el lleno de su poder para conseguir una provincia limpia «de toda mezcla Constitucional», y para identificar el régimen foral con su propia hegemonía. Si la relación entre Constitución y Fueros les resultaba monstruosa, podían perfectamente ver su régimen acomodado con el absolutismo. 

	59     Los liberales radicales (exaltados), por su parte, no tardaron mucho en plantear idéntica contradicción entre Constitución y Fueros. Sus motivos, lógicamente, eran otros y tenían que ver con la identificación de los Fueros con privilegios periclitados y enemigos de la igualdad de derechos y obligaciones. La nación, según ellos, no podía conocer otros sujetos civiles que los españoles y otros sujetos políticos que los ciudadanos españoles. Tampoco podían aceptar que hubiera otro ámbito de ejercicio de derechos políticos que la representación de la nación, las Cortes. El espacio político de la nación era uniforme y admitía una sola identidad Constitucional. Diputaciones y ayuntamientos, con ser electivos, argumentaron, no debían tenerse más que como instituciones para el gobierno económico, lo que hoy diríamos administración, y no por una suerte de parlamentos propios. 

	Eran principios que, ya en el momento de redactarse la Constitución de 1812, se habían sostenido ante las reclamaciones de mayor autonomía por parte de los diputados americanos, recordando entonces que la revolución Constitucional se había hecho como preservativo ante el despotismo, pero también como corrección del federalismo de las juntas, rampante en las primeras fases de la crisis. Era el mismo principio por el que el liberalismo español no admitió en 1821 que se formara en México un gobierno autónomo con unas Cortes propias y asociado a la monarquía hispana mediante el vinculo monárquico, desautorizando lo firmado por el último jefe político (al que se seguía llamando virrey) 

	Juan O'Donojú. El de México es justamente un buen ejemplo de territorio hispano cuyas elites buscan un acomodo particular en la monarquía y finalmente optan por la independencia para limitar los efectos de la revolución Constitucional. 

	No les hizo falta a las elites vascas ni planteárselo, pues contaban mucho más que las novohispanas, o americanas en general, en los asuntos políticos de la monarquía. Quienes no querían saber nada de Constitución y de liberalismo encontraron un candidato a la Corona, Carlos María Isidro de Borbón («Carlos V»), hermano de Fernando VII, que prometía mantener el gobierno tradicional —una forma más de llamar entonces al despotismo ministerial—. Aunque nada expresamente se dijo en un principio, envuelto en ello se suponía que iba el régimen foral de las provincias vascas, esto es, el modelo de control de la administración provincial que los absolutistas vascos habían definido para su provecho en los dos periodos de gobierno personal del rey moribundo (1814-1820 y 1823-1833). Los liberales de diverso signo, por su parte, algo de luz empezaron a ver cuando la regente María Cristina se fue codeando cada vez más con ellos en busca de apoyos para mantener la Corona sobre las sienes de su hija de tres anos, Isabel II. 

	                       

	 

	60 

	3.  1839 

	 

	Una de las campanas políticas mejor orquestadas del siglo pasado fue la que llevo a la aprobación de la Ley de 25 de octubre de 1839, con la que por primera vez un Parlamento español confirmaba los Fueros de las provincias vascongadas y de Navarra. La utilización de la prensa, soborno incluido, las presiones de un activo lobby foral que actuó con especial intensidad en el Senado, y hasta la organización de una colorida manifestación en Madrid en exaltación simultanea de España y los Fueros, arroparon la tramitación parlamentaria de una ley nacida de un compromiso militar. En aquel ambiente lo que prácticamente nadie consideraba era la posibilidad de que la Ley de 19 de septiembre de 1837, que liquidaba sin miramientos toda peculiaridad institucional vasca, tuviera ya futuro alguno. Una guerra que se había convertido enseguida, bajo cobertura de conflicto dinástico, en una lucha por la Constitución, iba a acabar en el norte con una paz bajo el signo foral. 

	Hacia entonces quince años que la monarquía había asistido al desgajamiento territorial más formidable en la América continental, a pesar de los denodados esfuerzos de sus elites criollas por lograr un Home Rule que les permitiera seguir compartiendo monarquía y nación con España. Muchos de los protagonistas de 1839, empezando por el propio general Espartero, habían sido testigos presenciales de todo ello. No es que en las provincias vascas o Navarra hubiera en torno a 1839 una amenaza sería de segregación (aunque otras potencias, especialmente Francia, nunca desdeñaron la posibilidad de crear un Estado tapón con ellas), pero si se hacia cada vez más alusión a una eventualidad que, en oídos que habían estado en América, sonaba familiar: de no acordarse alguna forma de autogobierno provincial, podría suscitarse una «cuestión de nacionalidad». 

	En lo que ya no estuvieron de acuerdo todos, ni mucho menos, fue en como encarar y resolver el asunto. Los tintes románticos que adquirió el paso por el Congreso de esta ley hurtaron realmente su debate, que tuvo más enjundia, aunque también menos eficacia, en el Senado. No obstante, antes de su arrebatador final, con el abrazo en medio del hemiciclo de Salustiano Olozaga, líder de la oposición progresista, y el ministro de la Guerra Isidro Alaix, pudieron aflorar sendas concepciones de la foralidad y el self-government vasco y navarro, que sintetizaban y proyectaban también las tradiciones ideológicas al respecto de la cultura de la Constitución y la del Fuero. 

	En realidad podría decirse que aquel fue un debate más sobre la Constitución española y su vigencia en los territorios forales, que sobre el régimen foral. Definir este, de hecho, no era tarea facil, pero dar por sentada la superioridad moral de la primera sobre las Constituciones forales tampoco resulto pacifico. 

	61 Los liberales progresistas, que contaban con validos efectivos entre los diputados vascos y navarros, buscaron en la tramitación de la Ley de 1839 más una ley de constitución que una ley de fueros, como ya se le llamaba. Afirmaban que la Constitución española contenía garantías y libertades aseguradas de una manera más estable y acorde con los tiempos modernos que los Fueros. El espíritu liberal de estos era, argumentaban los progresistas, justatnente el que había transmigrado para encarnarse en la Constitución española. José Yanguas y Miranda, como otros liberales navarros, estaba convencido de que la Constitución de 1837 era en realidad una Constitución esencialmente navarra ampliada al resto de la monarquía. No se trataba, por tanto, de confrontar Constitución española y Constituciones forales, sino de optar por una forma moral y políticamente superior que fusionaba ambos troncos en uno solo. 

	No se seguía de ahí en absoluto que la peculiaridad del autogobierno debiera desaparecer. El liberalismo, como reivindico en 1837 el bilbaíno Pedro de Lemonauría, no podía ser sinónimo de centralismo y «estricta uniformidad». En el debate de la Ley de 1839, ante un Congreso ávido de explicaciones que fueran más alía del compromiso con el bien de España y la paz, el progresista donostiarra Claudio Antón de Luzuriaga se lucio con un parlamento que no gusto nada a los capitostes del fuerismo moderado en las provincias vascas. Afirmo alii que lo aprovechable de las Constituciones forales tenia que ver, por un lado, con el entramado institucional que hacia posible una autoadministración de intereses locales y provinciales, especialmente los relacionados con la fiscalidad y las rentas comprometidas de tabaco y caminos. Y, por otro, con el oikos campesino: la exención de quintas y el acceso a bienes de consumo popular sin excesiva carga impositiva, junto a la referencia de unas autoridades locales elegidas según sus propios usos y costumbres, llenaban ese aspecto esencial de la foralidad que permitía introducir un cierto reequilibrio en los siempre precarios oikoi de los labradores. 

	Según los liberales, por tanto, la autoadministración foral se mostraba especialmente interesante para el gobierno económico de las provincias, pueblos y hasta caseríos, mientras que para la defensa de derechos y libertades en un sistema justo de gobierno preferían la Constitución española, que ya sabemos que consideraban en no poca medida vasca y navarra. Por su parte, los moderados, esa versión del liberalismo tan poco liberal, nunca fueron entusiastas de la Constitución. De hecho, acabarán por imponer una en 1845 que apenas merecería contarse entre las que responden a tal enunciado. Esto a sus correligiónarios vascos, que se hicieron inmediatamente con las riendas del poder provincial, les parecía perfecto, pues tampoco eran ellos muy amigos de rigores Constitucionales. Por ello su lectura de lo ocurrido y aprobado entre septiembre y octubre de 1839 en las Cortes apuntaba en dirección opuesta a la inteligencia progresista, postulando la superioridad moral y política de su régimen sobre el de la Constitución española. 

	62     A los moderados vascos, de la Ley de 1839 les sobraba lo que uno de sus más activos lideres provinciales, Manuel Urioste de la Herran, llamo la tranquilla. Se trataba de un añadido surgido a la sombra del abrazo entre Olozaga y Alaix en el Congreso, y que agregaba a la idea original del gobierno moderado de confirmar sin más los Fueros, la frase «sin perjuicio de la unidad Constitucional de la monarquía». La pista esencial se la había ofrecido un senador cántabro, Manuel de la Pezuela, segundo marques de Viluma, quien defendió en la cámara alta que los Fueros y la Constitución formaban sistemas incompatibles y que, consecuentemente, la única manera de dar cumplimiento al convenio militar de Vergara era reconocer que los territorios forales formaban parte de la monarquía pero no del ámbito Constitucional de la nación. Debían situarse como la propia Constitución de 1837 situaba a las colonias, es decir, al margen de si misma 

	Era esta exclusión de la sombra Constitucional lo que querían significar también los moderados cuando aludían a la Ley de 1839 como un «acta adicional» a la Constitución de la monarquía (no necesariamente a la de 1837, sino a cualquiera). Aunque pronto fueron visibles aspectos tangibles de esa unidad como la traslación de aduanas a la costa y raya de Francia o la administración de justicia de planta Constitucional, los moderados —vascos y españoles al alimón— insistieron en que la unidad Constitucional se resolvía en una unión monárquica y en la presencia de diputados vascos en las Cortes españolas. En este último aspecto incluso mantuvieron sus dudas, pues coherentes en esa línea de exclusión Constitucional de los territorios forales, vieron siempre a los diputados en Cortes como una «planta exótica» al País. 

	Los moderados estaban recuperando así el discurso que Francisco de Aranguren y Sobrado dejara apuntado a comienzos de siglo. Su desarrollo en el contexto de la monarquía Constitucional servía perfectamente para sostener que las provincias forales, cada una por si, podían activar sus propios modos de transición Constitucional independientemente del de la nación española, y sin dejar por ello de hacer parte de la misma monarquía. De ahí el interés de uno de los hombres fuertes del régimen foral posterior a 1839, el vizcaíno Pedro Novia de Salcedo, por rescatar aquel texto escrito a comienzos de siglo, pues entendía que el envite de la crítica historiográfica a la tradición del Republicanismo foral seguía active A Novia de Salcedo se le fue la pluma hasta las más de mil quinientas paginas en cuatro volúmenes cuyo título entroncaba directamente en aquel debate: Defensa histórica, legislativa y económica del Señorío de Vizcaya y Provincias de Álava y Guipúzcoa (1851). 

	63 Del farrago de sus incursiones en la historia y los monumentos legislativos castellanos y vascos, se deducían dos principios muy caros a la ideología moderada respecto de la foralidad vascongada. En primer lugar, que el vinculo relevante entre estos territorios y España lo constituía la monarquía compartida. La insistencia de este autor, o contemporáneamente la del Guipuzcoano Julián Egaña, en el papel protagonista de los vascos en la fundación de España y su monarquía, que se asienta sobre un antisemitismo militante y un desprecio inmisericorde de la cultura y la historia árabes, se explica por la búsqueda de un soporte histórico a la conexión monárquica con España que querían hacer valer 

	Simultáneamente, la Defensa de Novia retomaba la idea de la independencia del señorío formulada por Aranguren y Sobrado, en el sentido de autosuficiencia política del territorio y radical desconexión Constitucional respecto de España. Compartir monarquía, formar así parte de un mismo cuerpo político, no implicaba conexión Constitucional y, en la ideología moderada, ni tan siquiera mestizaje Constitucional vascoespañol: la forma de gobierno de los vascongados dimanaba de sus propias y respectivas Constituciones y se reflejaba en un sistema institucional que no estaba a disposición de poderes extraños, como por ejemplo las Cortes españolas Aunque Novia de Salcedo había advertido la necesidad de dejarse de historias y centrarse en la crítica documental en la línea de su admirado Aranguren y Sobrado, los moderados vascos no tardarían en encontrarle gusto a un revival de aquellas, ahora en forma de literatura de leyendas. Era una atmosfera mucho más propicia para recrear los principios aludidos de unión monárquica y desvinculación Constitucional. Sin los rigores de la crítica historiográfica, en vuelo libre sobre los siglos de los que no se conservaba más que tal o cual noticia aleatoria, sin necesidad siquiera de recurrir a la historia conjetural, los fabricantes de leyendas se aficionaron al siglo VIII para rescatar de alii aquella fundación vasca de la monarquía de España que la historia les negaba. Francisco Navarro Villoslada ofreció, sin duda, el pasto más jugoso para paladares moderados con su Amaya o los vascos del siglo VIII (1879, si bien comenzada a escribir justamente en 1851), aunque hubo otros muchos cultivadores del genero e incluso algunos, como Antonio de Trueba, que produjeron auténticos best-sellers 

	La ventaja de la leyenda era su polivalencia, pues servía también para recrear no solo la relación intrínseca entre las provincias y la monarquía, sino también los escenarios de los fundamentos de la independencia dentro de ella, es decir, su carácter radicalmente anticastellano. El líder del moderantismo alavés más rayano con el carlismo, Ramón Ortiz de Zarate, no solo contribuyó al genero, sino que en su desempeño como diputado general ideo un autentico programa de reconstrucción legendaria de la foralidad. 

	64 Las paginas del Semanario Católico Vasco-Navarro acogieron gustosas las ocurrencias del procer vitoriano sobre la antigua existencia de una comunidad alavesa independiente gobernada por cuatro ancianos y congregada en una especie de misa-asamblea, que voluntaria y condicionalmente se adhirió a la monarquía castellana. No eran solo patrañas, sino un efectivo modo de presentar la esencial distinción Constitucional entre España y los territorios forales. De hecho, aventurarse a descalificar en globo las leyendas como «música celestial» pudo ser tenido entonces simplemente como una «falta de patriotismo», así lo entendió Carmelo de Echegaray al prologar, frisando ya el siglo XX, la obra inédita del cronista Guipuzcoano Pablo de Gorosábel. 

	Pedro de Egaña fue el indiscutible jefe de filas de este partido, con un completo currículo de servicio a la monarquía, y quien con más inteligencia supo hacer uso práctico de las ideas políticas del moderantismo vasco, sin despreciar tampoco leyendas. Ante un foro como el Senado, que venia ya de tiempo oyendo hablar de las peculiaridades de los vascongados y que en cualquiera de sus lecturas. más básicas de referencia —como el Diccionario de Pascual Madoz (1845-1850)— reafirmaba la idea de la especificidad de los Países forales, no dudo en 1864, en uno de los pocos debates que entonces sacaban de su modorra a aquel cuerpo, en referirse a las provincias vascongadas como una nacionalidad. Nada más lejos de su intención que cuestionar la española de aquellos territorios. Aclaro a renglón seguido que era su intención situar a sus distinguidos colegas ante una realidad innegable: las provincias forales constituían una «organización especial» que vivía gustosa dentro de la monarquía con su «vida aparte». Respondía al senador sevillano Manuel Sánchez Silva, quien aprovechaba toda ocasión propicia para exigir que las provincias vascas fueran tratadas como territorio nacional y sus gentes sometidas a iguales deberes que los demás españoles. Como su primo Julián, entendía Pedro de Egaña que la «organización especial» que confería una nacionalidad diferenciada implicaba precisamente que lo que exigía el senador andaluz fuera impracticable bajo el régimen creado por la Ley de 1839. Como «acta adicional» a la Constitución, aquella escueta legislación de dos solos artículos debía entenderse la constitución por lo que hacia a la inserción de los territorios forales en la monarquía de España. 

	Los moderados vascos, sobre todo los más devotamente ultracatólicos que acabarán cruzando la frontera de la insurrección carlista, estaban en el fondo muy de acuerdo con la tesis sostenida por Sánchez Silva. Sirviendo de portavoz a un sector de opinión en que confluyeron tanto moderados como progresistas, el senador sevillano proponía reconocer también la naturaleza contradictoria de la inserción foral en el régimen de la Constitución, aunque a diferencia de los moderados vascos quería ver sacrificada aquella organización especial» en el altar de la unidad Constitucional. 

	65 Entendía esta no como una unión que satisficiera el vinculo monárquico, sino como una extensión del entramado institucional y administrativo general a las provincias forales. No era tampoco su insistencia mayor en la Constitución, entendida como sistema de libertades y garantías que podía por su modernidad ya dejar descansar en paz al más caduco librote de Fueros, privilegios u ordenanzas provinciales, tal y como habían propuesto los progresistas al calor del debate de 1839. El énfasis era mucho más administrativo que Constitucional, no sorprendiendo así que este sector fuera alimentado ideológicamente sobre todo por funcionarios, algunos de los cuales habían probado en sus carnes las dificultades de manejo de la administración estatal en tierra foral. 

	Patricio de Azcarate y Rafael de Navascues, progresista el primero y moderado el segundo, ejercieron como jefes políticos de Vizcaya, produciendo luego sendos textos que abogaban por una extensión del principio de subordinación administrativa de las provincias del régimen común a los territorios forales. En realidad, como repitieron entonces incluso voces del gobierno, el problema respecto de la escasa eficacia administrativa era más bien general, no específicamente foral. Qué lo que se Llamaba la Administración, con mayúscula, era todavía una cosa muy minúscula y que el Estado a duras penas lograba siquiera hacerse oír, era patente para cualquier funcionario que quisiera, simplemente, saber de las determinaciones del gobierno y las Cortes. Lo relevante, por tanto, de la posición mantenida por estos funcionarios o en las Cortes por Sánchez Silva no es su alegato a favor de la administración general y contra la autoadministración foral, sino su conexión con la interpretación de la mutua repugnancia entre Constitución española y Fueros vascos. La diferencia con aquellos moderados vascos a los que siempre molesto la tranquilla de la unidad Constitucional, era, por tanto, respecto de las consecuencias terapéuticas a aplicar, pero no en cuanto al diagnostico. 

	Es perfectamente coherente con ello que sus incursiones historiográficas apuntarán también en la misma dirección, si bien, claro esta, con distinto interés y consecuencias. Lo que interesaba era dilucidar la relación entre las provincias y la monarquía, no entre Constitución provincial y Constitución española y menos entre cultura del Fuero y cultura de la Constitución. Dicho de otro modo, existía un mutuo interés en la monarquía y casi nulo en la nación. No es banal la información que da Navascués al comenzar su alegato contra el régimen foral confesando que su libro de cabecera y «segura guía» fue el de Juan Antonio Llorente. 

	66     Era el libro que, publicado en 1806, había provocado la respuesta de Aranguren y Sobrado y que originalmente Llorente titulara ni más ni menos que Historia del vasallaje de las tres ilustres Provincias Vascongadas. Lo que le interesaba era mostrar que la monarquía había absorbido de hecho a los territorios forales en sus momentos formativos y que todo lo que se exhibía como atributos de nacionalidad no era sino un centón de privilegios insultantes para una administración moderna. Era la Administración sobre todo, no la Constitución, quien sufría con el desplante permanente de aquella organización especial» en los territorios del norte. El título con que cerro este funcionario navarro el referido libro era un compendió de esta línea de pensamiento sobre los Fueros vascos: «Incompatibilidad de los fueros de Vizcaya con cualquiera clase de Gobierno en España». 

	 

	 

	4.  1868 

	 

	La idea de que la organización especial» de las provincias forales era nociva para la Administración, es decir para el Estado, reaparecerá con fuerza en 1876 animando, como se vera en la segunda parte de este libro, la legislación que ese ano transformo sustancialmente las reglas del juego de la autonomía provincial vasca. Existió, sin embargo, un momento previo en que la foralidad vascongada se presento como algo muy benigno para la Constitución de España. En torno a la revolución democrática de 1868, en efecto, se sustanciaron tanto una exacerbación de la interpretación ultracatólica de la foralidad y la identidad vascongada, como una promoción de la primera como suelo Constitucional común sobre el que podían apoyarse diferentes ideologías. Tal interpretación entendió también que, lejos de resultar el de la foralidad un sendero impracticable para llegar a la Constitución de España, podía constituir una guía sustancial. 

	Progresistas, demócratas, federalistas y Republicanos —esto es, quienes protagonizan la política española durante la crisis revolucionaria del Sexenio— no vieron en los Fueros vascos la aciaga amenaza sobre la que alertaban escritos como el de Navascues. Al contrario, se encontraron con que la foralidad provincial consentía una lectura que les informaba de algunos de los aspectos que más les interesaban para organizar España. más que a la Administración y al Estado, estos ideólogos estaban mirando a la Constitución y la nación. José María Orense, el líder demócrata, venia ya años atrás ponderando el sistema foral como un ejemplo evidente de las ventajas que ofrecía para los pueblos la organización y funcionamiento de poderes autónomos. Esta «pequeña Suiza española» —símil que utilizaron profusamente los demócratas, Republicanos y federalistas para referirse a las provincias vascas— se mostraba para España como un libro práctico del que tomar notas para su propia organización. Terciando en la polémica abierta en el Senado en 1864 antes recordada, el gran tribuno demócrata Emilio Castelar volvería a usar el socorrido símil cantonal suizo para señalar la autonomía foral como resto último de una antigua libertad española que convenía recuperar. 

	67     Presentar las juntas generales como parlamentos, a estas y los ayuntamientos como expresión de la democracia, y al Fuero como una carta de derechos individuales, era sin duda una mistificación política. No lo era mas, sin embargo, que la idea de un Estado que se venia abriendo inexorable paso desde los Reyes Católicos hasta el reinado de Isabel II y que reclamaba la desaparición de toda forma corporativa a su paso para instalar el reino de la Administración. Se trataba en ambos casos de desiderátums que reflejaban distintas concepciones de los fundamentos, más administrativos o más Constitucionales, de la modernidad. 

	Lo interesante es que el proyecto revolucionario de retomar el hilo más Constitucional no entendiera que la foralidad vasca suponía rémora alguna al respecto. Como los mismos escritores carlistas reconocieron, su levantamiento en 1872 no podía explicarse de ningún modo porque existiera alguna forma de amenaza revolucionaria sobre los Fueros como organización especial», sino porque la revolución atentaba contra lo que entendían que era subyacente a cualquier sistema político o a cualquier organización humana, esto es, la primacía de la religión católica. El momento revolucionario de 1868, lejos de amenazar el sistema foral vasco, demostró que la interpretación que apuntarán algunos liberales ya desde 1812, de posibilidades de coexistencia entre Constitución española y Fueros vascos, era perfectamente viable. No se trataba solo de compatibilidad o de consentimiento, sino de flujos que podían circular en ambas direcciones, de los Fueros a la Constitución y vuelta, para beneficio de la nación española. 

	A Joaquín Jamar, paradigma de sesentayochista vasco, no le importaba un ápice lo que los vascos hubieran hecho por España en el siglo VIII. Le interesaba mucho, sin embargo, lo que podían aportar en 1868, ir «en ayuda de las provincias castellanas» ofreciéndoles el ejemplo de una organización provincial basada en el sano principio de la autonomía, savia nutriente de la nación compartida. Lo que hacia su discurso radicalmente distinto del de los fabricantes de fabulas, de Ramón Ortiz de Zarate por ejemplo, o de los fueristas moderados de lenguaje más político, como Pedro de Egaña, era la Introducción del concepto de ciudadanía en el centro de su descripción de la foralidad vasca. Si la foralidad resultaba atractiva, no era porque fundara un escenario comunitario donde todo parecía funcionar de un modo natural —por supuesto al gusto de los mandarines moderados— y de acuerdo con los principios de una sociedad paternal y católica. 

	68 A los protagonistas del momento de 1868 la foralidad les gustaba porque la interpretaban como una afirmación de la autonomía que arrancaba del individuo, organizaba pueblos, los reunía en provincias y todo ello conformaba la nación con su Estado correspondiente. Les interesaba, en suma, porque les permitía pensar en España como nación y en el Estado que la organizaba de acuerdo con los postulados de autonomía y libertad que, de manera más o menos confusa según partidos y lideres, exponían entonces desde las tribunas publicas. 

	Desde el punto de vista de estas versiones de la foralidad, la cuestión menos relevante era justamente la vinculación de las provincias con la monarquía, incluso historiográficamente. Pedro de Lemonauría, a quien vimos en 1837 apelando a una condición casi intrínsecamente foral del liberalismo, volvió a poner en letras de molde su pensamiento en 1869, ahora desde La Habana, para defender la conexión entre la cultura de la Constitución que se inicia en 1812 y la cultura liberal de la foralidad. Es bien interesante el esfuerzo que Lemonauría hizo en el contexto de la revolución democrática para presentar a la foral como la ultima traza visible de una antigua Constitución ibérica cuyos principios liberales habían ido finalmente a cuajar en el texto gaditano de 1812. Como Castelar, veía una conexión entre el sistema de organización particular de los territorios vascos y una antigua Constitución española que, en realidad, era la que debería tenerse siempre por nueva. Todo esto tenia sentido únicamente si lo que importaba eran las relaciones entre las respectivas culturas Constitucionales vascongadas y española y su contribución a la configuración de España en los términos que proclamaba la buena nueva revolucionaria. 

	Conformar España desde el punto de vista Constitucional más que administrativo implicaba así necesariamente la autonomía (como se comprobara de nuevo en 1931 y 1978). Siendo pertinente para ello el ejemplo vasco, hecha de el la conveniente lectura democrática, no lo era menos para argumentar a favor de una sana dosis de «centralismo» desde el punto de vista federal. Julián Arrese, quien público en estos años un interesante análisis comparativo de Estados Unidos, Suiza, el Constitucionalismo español de 1812 y la foralidad vasca, entendió que, a la vez que demostraba los beneficios de la descentralización universal, el sistema foral vasco aportaba el necesario correctivo de gobiernos fuertes y consolidados, como el de las diputaciones forales —sobre todo con su ascendiente sobre los municipios—. Nada más lejos del federalismo, decía, que la tendencia a crear «republiquillas» inconexas, idea que compartía plenamente el referente del federalismo español, Francisco Pi i Margall, para quien la foralidad entendida como derecho propio y no concesión estatal para la existencia política conjugaba perfectamente el ideal constructivo federalista. 

	69     Cuando un Republicano demócrata como Joaquín Jamar proclamaba que el Fuero debía entenderse como la Constitución del pueblo Guipuzcoano, estaba manifestando el recorrido ancho y largo que podía tener el efecto de la legislación, escueta y simple, de 183 9. Había servido de base a los moderados para montar su peculiar interpretación de la unidad Constitucional, pero servía también a demócratas, progresistas, Republicanos y federales para imaginar la articulación de una doble identidad, vascongada y española, basada en la existencia autónoma dentro de la nación compartida. La foralidad, bajo ese signo ambiguo de la Ley de 1839, estuvo durante la crisis abierta por la revolución de 1868, en disposición de convertirse efectivamente en un suelo Constitucional compartido. 

	A ello contribuyó también parte del pensamiento político moderado, que encontró a este respecto en el Fidel de Sagarmínaga de entonces —no, claro, en el fuerista intransigente posterior— su enunciación más precisa. Miembro, como Antonio Cánovas del Castillo, de la Unión Liberal, Sagarmínaga escribió un texto en 1869 —cuya lectura recomendaría paradójicamente el primero— en el que sentaba solidas bases para elaborar un nuevo discurso moderado de la foralidad. Comenzaba, lo cual es de por si bien notable, por cancelar el debate con Juan Antonio Llorente y por desconectar de los postulados de Pedro Novia de Salcedo. En segundo lugar, tampoco le interesaba la historia de la vinculación puramente monárquica de Vizcaya y España, y menos aun si era para afirmar como esencial la unión en la fe. Dicho de otro modo, no le interesaban las fabulas ni el siglo VIII

	Lo que este texto se planteaba era una lectura de la historia de la conexión Constitucional entre Vizcaya y España, de una historia que informara de la unidad Constitucional previa a la Ley de 1839 y que hallaba su sentido solo en una historia de la autonomía de Vizcaya. La consolidación de la Constitución vizcaína en 1526, al redactarse el Fuero Nuevo, constituía un momento de fuerte afirmación también de autonomía en el contexto español. Lo relevante es que Sagarmínaga aquí no tiene empacho alguno en afirmar que este transito supuso rupturas importantes y correcciones esenciales (la más significativa la Introducción de la hidalguía universal) que demostraban el carácter evolutivo y cambiante de la Constitución vizcaína. Si el Fuero, la Constitución de Vizcaya, era por definición «mas de albedrio que de sotileza e rigor del derecho», como rezaba uno de los topoi preferidos de la cultura foral que procedía del propio Fuero Nuevo (36,3), había que interpretarlo en un sentido dinámico y modernizador. Lo que no tenia ningún aval era afirmar, como lo habían hecho los moderados previamente, que la Constitución de Vizcaya traía su legitimidad de su carácter inveterado y de su permanencia como congelada en el tiempo. Al contrario, convenía demostrar que el Fuero, la Constitución provincial, tenia una innata capacidad para adaptarse a los tiempos, como lo había hecho en 1839 o como lo podría de nuevo hacer en 1868. 

	70     En 1868 justamente había fallecido Pablo de Gorosabel, dejando inédito un voluminoso trabajo de recopilación de lo que entendía la memoria jurídico-política de la provincia de Guipúzcoa. En esta descripción de la identidad Constitucional Guipuzcoana, lo primero que justamente se rechazaba era la determinación historiográfica de la leyenda, como se recordó más arriba, admitiendo solo muy limitadamente y con un lenguaje muy condicional la historia conjetural. No es que Gorosabel estuviera abonando el terreno para una desarticulación del discurso foral, sino que, como Sagarmínaga, quería que la identidad provincial se entendiera de un modo más Constitucional y menos apologético. Se precisaba para ello una historia de la misma que mostrara su vigencia vinculada a la utilidad de los habitantes de Guipúzcoa, esto es, al beneficio de los Guipuzcoanos y no al de una comunidad trascendente a ellos. Sin el detallismo casi molecular de Gorosabel, poco antes Nicolás de Soraluce había construido una historia de la provincia en la que se resaltaban los beneficiosos cambios que la modernidad había ido introduciendo en las practicas políticas provinciales. Ya le había recordado el ultramoderado Ramón Ortiz de Zarate que no se debía anteponer el dato preciso a la memoria colectiva, «lo que todos sabemos», es decir, lo que la imaginación podía fabricar para sustituir a la historia. 

	Aunque tampoco este replanteamiento de la foralidad al que se asiste en los años en torno a la revolución democrática de 1868 tuviera potente desarrollo —la historiografía es precisamente un buen baremo—, apunto sin duda posibilidades tan interesantes como inmediatamente truncadas para su concepción como identidad Constitucional vascongada. Faltándole un desenvolvimiento que llevara el planteamiento desde las grandes ideas al desarrollo concreto y a ras de tierra, estos aportes que venían de afluentes tanto conservadores como progresistas de toda especie permitían imaginar una comunidad provincial de individuos que podían asumir y, sobre todo, beneficiarse de sendas identidades Constitucionales, foral y nacional. Era, en realidad, la única posibilidad de adaptación a la modernidad que podía tener la foralidad vascongada alejándose de una interpretación fabulosa y ultracatólica. Por ahí justamente vendrá su más sería amenaza, con recurso de nuevo a la guerra, encarnada en la pretensión de imponer una imagen de las provincias como una especie de falansterios católico-forales, cuya identidad, tanto religiosa como política, se imponía comunitariamente y resultaba intangible para otra voluntad que no fuera la de la tradición. El carlismo, por paradójico que pueda parecer, fue la puntilla de la foralidad. 
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	1. La histórica coexistencia de administraciones estatales y provinciales en los territorios forales. Limitaciones que condicionaban al poder provincial y al poder central 

	 

	El primer dato a tener en cuenta, como marco en el que importa situarnos, es que las tres provincias vascongadas (Álava, Guipúzcoa y el Señorío de Vizcaya) disponían, cada una de ellas, de sendos regímenes forales de carácter estrictamente provincial. Se trataba, por tanto, de tres comunidades distintas, cada una con su propia personalidad política, jurídica y administrativa, aunque —igualmente hay que recordarlo— hermanadas: pues, en efecto, existía al mismo tiempo entre ellas una visible cooperación y asociación de intereses, lo que explica el destino común que todas siguieron a partir de su incorporación bajomedieval al reino de Castilla. De ahí que se llamarán a si mismas las tres «Provincias Hermanas». 

	En consecuencia, el nuevo Estado liberal les va a otorgar un tratamiento sustancialmente uniforme, y la presencia directa de dicho Estado en cada una de estas provincias, por medio de una infraestructura administrativa propia, va a ser básicamente similar en los tres casos, ello sin perjuicio de ciertas adaptaciones a la realidad peculiar de cada una de ellas. Estas adaptaciones a la singularidad Guipuzcoana, vizcaína o alavesa, en cualquier caso, fueron mucho menores que en la época precedente, el Antiguo Régimen, cuando el despliegue de los delegados y agentes del Poder Real había sido muy diferente entre los tres territorios (especialmente en el caso de Álava, donde había sido menos incisivo que en Guipúzcoa y Vizcaya), de acuerdo a las soluciones casuísticas, particulares y heterogéneas que fueron típicas de aquella etapa preliberal. 

	Esta coexistencia de las administraciones estatal y provincial, sin embargo, es un hecho poco estudiado y frecuentemente obviado, lo que ha dado pie, claro esta, a no pocas fabulaciones acerca de una supuesta «administración única», en referencia obviamente a la administración provincial, que habría sido la única existente en estos territorios. 

	76     Conviene tener presente, a este respecto, que los regímenes forales vascongados constituían un sistema de autogobierno limitado por la existencia de un poder superior. En efecto, difícilmente podremos dar ningún paso atinado, si no tenemos en cuenta, desde el principio y ante todo, que en aquel sistema intervenían dos componentes esenciales: los órganos centrales y periféricos de la Corona, del Poder Real; y las instituciones que representaban a la respectiva comunidad (Álava, Guipúzcoa, Vizcaya), emanadas de su base social. Este dato es consustancial a la esencia del régimen foral. 

	Pues bien, acto seguido constatamos la siguiente realidad: la historia administrativa de las provincias vascongadas no es la de una especie de «administración general» que asumiera toda la acción publica sobre el territorio (ni como competencia propia de las mismas provincias, ni como delegación otorgada por el poder central), sino, al contrario, es la historia de una coexistencia, y en ocasiones competencia, de unos incipientes aparatos administrativos provinciales, con un asimismo incipiente aparato periférico del poder central. Se trataba, por tanto, de un escenario plural de coexistencia política, administrativa y policial. 

	No puede ser más acertada, en este sentido, la siguiente advertencia que se nos hace en cuanto a una correcta comprensión histórica de la foralidad: aquel sistema, en definitiva, no se basaba en un ilusorio exclusivismo competencial (que es ajeno a la tradición foral), sino en la cooperación —necesaria e inevitable— de los poderes en presencia; ello era así, hasta el punto de que olvidarlo supondría hacer de la historia foral algo «sencillamente ininteligible» (Fernández Rodríguez, 1990). 

	Descartada, por tanto, la ficción de una administración única, nos encontramos enseguida con una segunda fantasía: la de una administración foral estrictamente autónoma. A este respecto, y para evitar los fáciles anacronismos en que se incurre no pocas veces, hay una observación que juzgamos imprescindible: debe tenerse muy presente la gran distancia que separa el concepto actual de «autonomía» —tal y como se entiende hoy universalmente en la cultura occidental—, del sistema de autogobierno foral que aquí abordamos. En efecto, si por «autonomía» entendemos la producción autónoma de normas legislativas, y la inexistencia, en principio, de otro control sobre las corporaciones territoriales y locales en el ejercicio de sus competencias propias que el control jurisdiccional de legalidad... es evidente que la realidad histórica foral nos ofrece un escenario muy diferente. Cabria hablar, en cierta manera, de autonomía, pero nunca en el preciso concepto antes citado, sino solo en una interpretación muy lata: simplemente como un fenómeno de pluralidad de centros de decisión o de poder político, es decir, de reparto del control del territorio entre un poder central y unos poderes periféricos dotados de alguna clase de autogobierno. Pero entendiendo que se trata de formulas heredadas del Antiguo Régimen, no de ninguna «autonomía» en el riguroso y estricto sentido del término. 

	77     Es preciso recordar que el sistema foral, destinado al servicio tanto del rey como de «sus naturales» (Ruiz Hospital, 1997), hundía sus raíces en unas formulas contractualistas y de deberes recíprocos típicas del Antiguo Régimen, es decir, en el característico pacto de raigambre medieval entre «rex» y «regnum», entre el rey y la comunidad; y se hallaba sometido a la soberanía regia, que no era arbitraria, sino condicionada en su ejercicio por el justo respeto a las leyes del reino, y a los derechos y privilegios de cada cual. De todo ello se derivaba, ciertamente, el «pase foral» que debían recibir las disposiciones reales para ser aplicadas: las instituciones representativas de la comunidad, si consideraban estas disposiciones como contrarias a los Fueros, podían denegar dicho «pase», con carácter temporal, por medio de la celebre formula «se obedece pero no se cumple» acuñada por el Derecho castellano bajomedieval, lo que significaba en lapráctica una suerte de veto suspensivo (que no un veto absoluto... importante matiz que también debe tenerse en cuenta). Este «pase foral», por cierto y a pesar de su formal supresión por Orden de 5 de enero de 1841, siguió siendo una realidad operativa en el escenario foral (naturalmente con suerte varia), aunque prescindiera ahora de su antiguo mecanismo institucional formalizado; de manera que su desaparición formal —que no material— en 1841 no debe llevarnos a engaño en este sentido (lo comprobaremos enseguida con más detalle). Y es que, dicho sea de paso, no debe confundirse nunca la desjuridificación de un hecho foral con su verdadera operatividad fáctica... 

	Ahora bien, una vez citado el «pase foral», hay que señalar que aquel sistema contractualista de coparticipación y deberes recíprocos era una moneda con dos caras, y la otra cara de la moneda era la tutela regia. 

	En efecto, existía una tutela del Poder Real (o del gobierno de S. M., en época Constitucional) que se ejercía por medio de la omnímoda revisión, enmienda y —en su caso— aprobación de las iniciativas legislativas de las Juntas Generales (incluyendo los nuevos arbitrios, la organización institucional de las propias corporaciones provinciales, etc..); la admisión de recursos de alzada ante el Consejo de Castilla (luego, en periodo Constitucional, ante el Ministerio correspondiente) contra los actos de las corporaciones provinciales; y, entre otras diversas técnicas que cabria añadir, la presencia del corregidor en el seno de las juntas y de la diputación 

	78     Hemos mencionado a los corregidores de Guipúzcoa y de Vizcaya, y a sus sucesores los jefes políticos/gobernadores civiles con funciones forales de «corregidores políticos» en tiempo Constitucional (con el añadido, ahora, de Álava): lo que significa que estamos ya hablando de una presencia directa y sin intermediarios del poder central en los propios territorios forales. Una de las razones de esta presencia era, por supuesto, la gestión directa de determinadas materias, en especial, aunque no exclusivamente, aquellas directamente ligadas a la soberanía regia como la justicia ordinaria (los corregidores, luego los jueces de primera instancia) o las aduanas (el «gobernador de las aduanas de Cantabria», en adelante sucesivamente los intendentes de rentas, gobernadores civiles, jefes económicos y delegados de hacienda); pero otra razón era, igualmente, la de ejercer una amplia serie de técnicas de tutela in situ, en las mismas provincias (por medio de los corregidores, y luego de los gobernadores civiles). 

	En un nivel distinto de los regímenes forales provinciales, la tutela regia alcanzaba también a los municipios. Advirtamos que no debe confundirse la foralidad municipal, más antigua, con la foralidad provincial propiamente dicha, a la que principalmente nos referimos aquí. Sin embargo, conviene fijarnos por un momento en los municipios, que estaban sujetos a una fiscalización mucho más extensa y estrecha en su gestión administrativa cotidiana, por parte del poder central y sus delegados —ello, con las obvias limitaciones y demoras impuestas por las lentas comunicaciónes de la época—, de lo que sería buen ejemplo la contabilidad municipal. Es sabido que será en el siglo XIX cuando aumente la imbricación de la administración municipal con el régimen foral provincial, al tiempo que disminuye paralelamente el control gubernamental sobre aquella. En este proceso destaca, como un verdadero hito, la Real Orden de 12 de septiembre de 1853, a partir de la cual la aprobación de los presupuestos y cuentas municipales, y con ella la tutela y fiscalización económico-administrativa de los municipios, pasarán a ser ejercidas por las diputaciones forales (reservándose el gobierno la autoridad superior en ciertos casos), en lugar de por los gobernadores civiles y —aunque manteniendo todavía ciertas salvedades y cautelas— por los órganos gubernamentales centrales, que las venían desempañando como sucesores de los antiguos corregidores y Consejo de Castilla. Los órganos centrales del gobierno, no obstante, se reservaron todavía su intervención en ultima instancia en determinados supuestos. Por otra parte, aquella transferencia efectuada a favor de las diputaciones forales se entendía como provisional, en tanto no se verificase el definitivo «arreglo de los fueros» pendiente desde la Ley de 25 de octubre de 1839, y sin que pudiera invocarse «como precedente ni como derecho para los efectos del mismo arreglo». Muy justamente ha apuntado Fernández Rodríguez (1985) la manera en que esta transferencia, en orígen limitada y provisional, terminaría por ser absolutizada por los poderes provinciales. 

	79     Terminemos esta breve alusión al ámbito municipal, puntualizando que otras materias, en cambio, siguieron siendo responsabilidad del poder central, aun después de 1853: la orgánica municipal, el control gubernativo de la validez de las elecciones municipales, etc.. Y, fijándonos concretamente en la figura del alcalde, vemos que si en el Antiguo Régimen los «alcaldes ordinarios» habían sido «varas reales de justicia» —es decir, eslabones de la Real justicia ordinaria—, luego en el Estado liberal y tras la lógica separación de funciones administrativa y judicial, los «alcaldes Constitucionales» pasaron a ser (además, lógicamente, de cabezas de la administración municipal) delegados del gobierno en el municipio, jerárquicamente dependientes del jefe político/gobernador civil. Ni que decir tiene que, en este contexto, los gobernadores civiles, aun con la trascendente merma competencial de la Real Orden de 12 de septiembre de 1853, tendrán todavía mucho que decir. 

	 

	 

	2. Los antecedentes. El Antiguo Régimen 

	 

	La presencia directa del Poder Real en Álava, Guipúzcoa y Vizcaya no es, desde luego, una supuesta novedad aparecida con el Estado Constitucional, sino que constituye un hecho propio de la más pretérita tradición foral, bien visible a lo largo de todo el Antiguo Régimen, dentro lógicamente de los limites embrionarios propios de los aparatos administrativos de la época, que no eran menos ciertos en el caso de la incipiente administración provincial. Baste mencionar a los corregidores de Guipúzcoa y de Vizcaya, el gobernador de las aduanas interiores llamadas «de Cantabria» (Vitoria), guardas del resguardo, jueces y guardas de contrabando, etc.. 

	Destacaba ante todo la «poderosa figura» del corregidor (Monreal, 1990), «astro de primera magnitud» (Alzola, 1910), de naturaleza multifuncional, puesto que siendo «vara Real de justicia», ejercía una jurisdicción no meramente contenciosa, sino extendida a toda una vasta latitud funcional que hoy calificaríamos de gubernativa, administrativa y de fomento. Recordemos que en aquel tiempo no existía una diferenciación orgánica de funciones; es decir, un mismo órgano, en este caso el corregidor, podía desempeñar, y de hecho desempeñaba, funciones de distinta naturaleza. Su actividad incluía, por ejemplo, la fiscalización y tutela de la administración municipal, bajo la suprema autoridad del Consejo de Castilla. La condición personal del corregidor, tanto en Guipúzcoa como en Vizcaya, era la de un letrado foráneo a la provincia o al señorío, como garantía de independencia ante sus administrados. 

	80     Además de ejercer la Real Jurisdicción ordinaria, el corregidor formaba parte del régimen foral provincial como representante del rey, que constituía uno de los dos pilares esenciales, recuérdese, de la foralidad. El corregidor era, pues, parte del entramado foral igual que las juntas generales y la diputación, de las que era miembro nato. Con el dato añadido de que la aparición del corregidor en Vizcaya y en Guipúzcoa es, significativamente, muy anterior al nacimiento de las respectivas diputaciones forales: los corregidores hacen su primera aparición en los últimos años del siglo XIV, en el momento inaugural de la foralidad provincial, y se hacen permanentes con los Reyes Católicos en el último cuarto del siglo xv, mientras que las diputaciones Guipuzcoana y vizcaína, como órganos permanentes y de vocación generalista, nacen en el siglo xvi. El corregidor, en fin, constituye una pieza fundamental del sistema de gobierno foral, y es una institución foral ni más ni menos que las juntas y la diputación. En Álava en cambio, como buen ejemplo del particularismo típico de la época (medidas singulares para casos concretos), el caso es diferente, pues el rol de representación de la Corona recaía en el diputado general; figura que surge aquí, en orígen (con los Reyes Católicos, en el último cuarto del siglo XV), como juez ejecutor de la Hermandad General de Castilla, y que a la desaparición generalizada de tales «jueces ejecutores» va a tener continuidad en Álava, por concesión particular de la Corona. 

	Si es cierto, no obstante, que los corregidores de Guipúzcoa y de Vizcaya presentan una importante peculiaridad con respecto a la generalidad de los corregidores castellanos: ambos se insertan en un organismo foral de nivel provincial (la provincia y el señorío, respectivamente) que cuenta con su «Constitución» propia y su «manera de estar» en el seno de la monarquía (Portillo, 1991). Y esta «manera de estar» fue eficazmente potenciada y salvaguardada por las corporaciones provinciales, con la aquiescencia convencida o resignada —según los casos— del Poder Real. De ahí el singular matiz político que va a ir revistiendo paulatinamente al corregidor en las provincias vascongadas, a lo largo del proceso de consolidación y robustecimiento de esta foralidad provincial; este matiz singular, terminara por hacer del corregidor una figura reivindicable —eso si, convenientemente adelgazada en la medida de lo posible— por el fuerismo vasco del siglo XIX. Se trata de una curiosa paradoja, que solo lo es en apariencia, pues los fueristas tenían ciertamente motivos muy solidos para desear la continuidad del viejo corregidor. Es muy significativo, en este sentido, el contraste que se produce en dicho siglo XIX entre el caso vasco y el régimen general del Estado: mientras los corregidores son objeto de una tardía reivindicación en tierra vasca, en el resto del reino desaparecían rápidamente en cuanto instrumentos que habían sido, alii, de los abusos de la extinguida monarquía absoluta. 

	81 En las provincias vascas, en cambio, se considerara preferible, antes que la Introducción pura y simple de nuevos órganos regios, la continuidad por supuesto del corregidor, una figura natural y propia que caía dentro del radio de acción del discurso foralista y que podía ser condicionado —hasta cierto punto— por su propio juramento de los Fueros, y, en consecuencia, por las corporaciones provinciales que ejercían de interpretes y guardianas de los mismos De esta manera, y ya en época Constitucional, se producirá la pervivencia, no del antiguo corregidor propiamente dicho, pero si de unas determinadas atribuciones forales de «corregidor político», que son asumidas ahora por el jefe político/gobernador civil, referidas concretamente a su articulación con las juntas y diputación de las que sigue formando parte. Esta solución, tras un primer precedente en 1839-1841, hallara su más cumplida vigencia en los años 1844-1877, constituyendo un interesante punto intermedio, una formula de encuentro muy valida entre la tradición foral y las nuevas figuras gubernativas propias del regimen común del Estado. Hemos citado el juramento de guarda de los Fueros, y —no se olvide— también de servicio al rey, un servicio que afectaba igualmente a las corporaciones provinciales. Es necesario recordar este punto, para situar la cuestión de la jura de los Fueros, objeto a menudo de interesadas lecturas parciales, más cerca de sus justos términos. Recuérdese que el sistema foral tenia como objetivos, tanto el provecho y utilidad de la provincia, como el servicio de Su Majestad. En periodo Constitucional, los corregidores políticos (1844-1877) jurarán en ocasiones los Fueros, pero también por supuesto —como jefes políticos/gobernadores civiles que eran— previamente habrán jurado guardar «la Constitución de la Monarquía y las leyes», entre las que cabía entender implícitamente la Ley de 25 de octubre de 1839 de confirmación de los Fueros «sin perjuicio de la unidad Constitucional». Es este otro dato a tener en cuenta, para no incurrir en interesadas sobrevaloraciones del juramento de los Fueros efectuado por algunos corregidores políticos (en ocasiones por cierto, y para no dar pie a equívocos, acompañado explícitamente de una clausula cautelar «en cuanto no se opusiera» o «conforme» a la Ley de 25 de octubre de 1839), mientras que otros simplemente se limitarán a jurar como gobernadores civiles la Constitución y las leyes, entendiendo comprendida entre ellas la Ley de Fueros de 1839 

	El corregidor era miembro nato y presidente (con asiento preferente, con voz y sin voto) de las juntas generales, y e igualmente de la diputación, esta ultima nacida en realidad como órgano anexo al representante del rey (de ahí que en Guipúzcoa la corporación siga al corregidor en sus cambios de residencia, dentro del turno San Sebastián-Tolosa-Azpeitia-Azcoitia). 

	82 No obstante, el peso e incisividad del delegado regio en el seno de las juntas y la diputación vario según las épocas. En líneas generales, puede decirse que alcanzo sus máximos niveles en los momentos fundacionales del sistema foral (fines del siglo XIV) y luego en la época de los Reyes Católicos y los «Austrias mayores» (siglo XVI). Ello fue así hasta el punto de ser reconocido, en las juntas generales de Guipúzcoa, como «patrón e señor e padre de la Provincia» (recogido por Díez de Salazar, 1990). Incluso los autores vizcaínos más acentuadamente fueristas del siglo XIX admitirán que, en su época de mayor gloria, el corregidor era «el cargo más preeminente» (cuyo «poder y autoridad aparecía en todos los asuntos»), «la autoridad superior del señorío», etc.. 

	Por contraste, dicha incisividad del corregidor en el interior de las juntas y diputaciones fue en disminución de forma paralela a la decadencia de la monarquía, y a la creciente voluntad de las provincias de atenuar los controles más próximos del Poder Real; una voluntad, esta ultima, que se acentuó en el siglo XVIII, a causa de cierta desconfianza motivada por el revisionismo de la monarquía borbónica en materia de Fueros. Y, en fin, se redujo visiblemente en la realidad cotidiana en el siglo XIX, en lógica correspondencia con la crónica debilidad y la manifiesta política contemporizadora del poder central de la época. Buena muestra de ello, ya en época Constitucional, será el discreto papel interpretado en lapráctica por los gobernadores civiles en el seno de las corporaciones provinciales, en el ejercicio real de sus concretas funciones forales de «corregidores políticos» heredadas de los antiguos corregidores (una vez desaparecidos, estos últimos, con la inevitable separación de las funciones administrativa y judicial), tanto en Guipúzcoa, Vizcaya como (ahora también) en Álava. En cualquier caso, y hasta su desaparición en 1877, las juntas generales no se podrán celebrar, ni tendrán validez legal, sin la asistencia del «corregidor político» o, en su defecto, de otro representante del gobierno de S. M., como podía ser el alcalde de la villa donde se reunían. En cuanto a la diputación, durante el Antiguo Régimen era muy raro que esta corporación se reuniese sin la asistencia del corregidor, pero en el siglo XIX esta asistencia, así como la convocatoria que debía hacérsele y, en caso de que no asistiere, la comunicación de lo tratado en la corporación, cayeron —en la practica— en desuso. 

	La trayectoria del corregidor en cuanto pieza del sistema foral provincial, va a ser la de un lento repliegue a partir de sus fuertes posiciones de inicios de la Edad Moderna, en beneficio del campo de acción de las instituciones representativas de la comunidad (las juntas generales y, de forma especial, las emergentes diputaciones), a lo largo de los siglos XVIII, XVIII y XIX. Estas ultimas, claro esta, supieron explotar eficazmente las fragilidades y los nada infrecuentes periodos de crisis y penuria del poder central. 

	83 La incipiente revisión —aunque en absoluto drástica, y menos todavía rupturista— del régimen foral por parte de la monarquía borbónica, motivo también, como reacción contraria, la tendencia de las corporaciones provinciales a procurar ensanchar su espacio de poder, y a actuar, asimismo, con un espíritu cada vez más conscientemente emancipado de la autoridad del corregidor. 

	El declive final de la monarquía tradicional bajo los reinados de Carlos IV y Fernando VII presenciaría una acusada intensificación de esta tendencia, sin reacción efectiva del poder central (mas allá de retóricas grandilocuentes, pero al fin y a la postre impotentes), a pesar de las denuncias elevadas a S. M. por alguno de los corregidores más celoso del cargo y consciente de la situación, como fue Alfonso Durán en Guipúzcoa: «el Plan que se propone la Provincia es el de arrogarse y ejercer una formal jurisdicción en quasi todos los ramos, y casos con el pretexto y color de fuero (...) mediante una extensa representación de el y de las facultades de la Provincia y su Diputación todo con depresión de las del Corregidor y de la Chancillería» (3 de octubre de 1800). En efecto, las juntas y muy especialmente la diputación, apartándose de practicas y conductas seculares con algunas actitudes que Durán califica de «inauditas novedades», pretendían mermar en beneficio propio la extensa latitud competencial del corregidor en general; y —muy en particular— se proponían menguar su papel en el seno de las propias corporaciones provinciales, actuando de forma cada vez más independiente de su autoridad. Acertadamente se ha definido este proceso como un paulatino desplazamiento del corregidor de la «centralidad» a la «periferia» del sistema de gobierno foral (Portillo, 1991), sin llegar, por supuesto, a ser excluido del mismo (al que naturalmente y desde su misma génesis pertenecía). será en la Década Ominosa (1823-1833), triste epígono de una monarquía arruinada, cuando diversas concesiones del Poder Real a las diputaciones vascongadas visualicen más claramente esta capitis deminutio del viejo corregidor, sombra del que fuera poderoso y preeminente corregidor de los Reyes Católicos y los grandes Austrias. 

	En materia de orden público, influían varios factores, como la intrínseca pluralidad constitutiva del escenario foral, más la heterogeneidad de jurisdicciones y la indiferenciación de poderes que eran típicas del Antiguo Régimen (anteriores, recordemos, a la futura separación de funciones bajo el Estado Constitucional): todo ello se traducía tradicionalmente en la intervención de una amplia variedad de autoridades, tanto reales como provinciales, y civiles como militares. Entre ellas estaba, por supuesto, la Real jurisdicción ordinaria, encarnada en los corregidores de nombramiento real y los alcaldes ordinarios de elección local. 

	84     Precisamente en materia de orden público, y ya en plena Década Ominosa, vamos a presenciar un ejemplificador reflejo final de la consolidación política alcanzada por las corporaciones provinciales vascongadas en la etapa borbónica, y todavía más en la crisis final de la monarquía tradicional. Ello, a pesar de los conflictos puntuales, fraseologías absolutistas y amenazas revisionistas del poder central, que no dejaron de producirse: pero que, en definitiva, no tuvieron traducción práctica, debido a la acuciante necesidad de apoyo político y económico que mostraba la misma Corona. Resulta, en efecto, muy significativo de cual era la verdadera evolución del régimen foral, en cuanto a su equilibrio interno de poderes, que el Poder Real fernandino llegara a sacrificar a sus propios corregidores en favor de las diputaciones, a la hora de ensayar un aparato policial especifico, destinado obviamente a conseguir una más efectiva represión de la amenaza liberal. 

	Se trataba de una cuestión sumamente delicada y prioritaria para una monarquía tradicional ya en fase terminal, lo que explica que, en un principio, se previera extender a las provincias vascongadas la nueva estructura policial encabezada por el correspondiente «intendente de policía» (1824). Pero llamativamente las diputaciones consiguieron evitar su despliegue, al obtener del Poder Real la delegación del ramo en su favor. Obsérvese que la misma delegación podía haberse efectuado en una figura no menos propia del escenario foral como era el representante del rey, el corregidor, y sin embargo este último se vio preterido por el propio Poder Real en favor de la diputación. El menoscabo de la antigua «auctoritas» del corregidor era así de alguna manera sancionado por la propia Corona, que se mostraba necesitada, una vez mas, de cuantos apoyos pudieran proporcionarle las autoridades vascongadas. En la Década Ominosa, y espasmódicamente durante algunos breves periodos en años posteriores, serán las diputaciones vascongadas quienes ejerzan la nueva administración policial; pero ello —conviene también señalarlo— en concepto de delegación (siempre revocable y, en efecto, a veces revocada) y no de competencia propia, bajo el control jerárquico de los correspondientes órganos centrales del reino, lejos por tanto de constituir una policía verdaderamente autónoma en el pleno sentido del término 

	Podemos comprobar, en fin, que al antiguo pluralismo o policentrismo en materia de orden público le sucedió en cambio, en la primera mitad del siglo XIX y como consecuencia de las primeras experiencias Constitucionales, un periodo inicial de pugna entre los delegados regios y las diputaciones, que rivalizaban por asumir, en exclusiva, la gestión o ejecución in situ del nuevo ramo específicamente policial (siempre bajo control de las instancias centrales del mismo). Y sin embargo —significativamente— estas oscilaciones se demostrarán al fin y a la postre fallidas, y será en la segunda mitad del siglo cuando, por fin, cristalice una solución estable y efectiva, sobre la base de la concurrencia estatal-provincial por medio de la coexistencia de administraciones policiales. De esta manera se pondrán a salvo tanto las necesidades de seguridad del Estado, como el factor diferencial foral. 

	85     No podemos, en fin, abandonar el Antiguo Régimen sin hacer una siquiera breve alusión al caso de la Hacienda, ya que fue precisamente en este ámbito donde, sin duda, alcanzaron mayor proporción la peculiaridad y las limitaciones de la implantación de la administración real en las provincias forales —y no solamente en aquel periodo, sino también posteriormente en época Constitucional, como tendremos ocasión de ver más adelante—. La presencia y actuación de empleados de la Real Hacienda, que la hubo, se vio drásticamente constreñida en virtud de la singular continuidad de las antiguas exenciones fiscales. Fijémonos especialmente en la línea aduanera, que continuaba establecida en el interior. Existían a este fin el gobernador de las aduanas «de Cantabria» (Vitoria), y los veedores o jueces de contrabando en diversos puertos, unos y otros con sus correspondientes guardas. Sus jurisdicciones, en cuanto a su extensión y alcance, eran frecuentemente puestas en cuestión, tanto por las autoridades provinciales en nombre de los Fueros, como por los alcaldes en nombre de su Real jurisdicción ordinaria. Las provincias, en fin, constituían un área de libre comercio con el exterior y —debe reconocerse— de activo contrabando hacia el interior del reino. Todo ello término ocasionando la obvia y creciente disconformidad de las autoridades centrales de Hacienda, así como la consecuente voluntad gubernamental de proceder al traslado aduanero a la costa y frontera: un objetivo no cumplimentado definitivamente hasta fecha tan tardía como 1841, ya en tiempo Constitucional. 

	No era aquella, evidentemente, la única peculiaridad fiscal de las «provincias exentas». Con esta denominación se conocía a estos territorios desde el siglo XVIII, a raíz, precisamente, de la consolidación entonces de su particular situación diferencial, y ello a pesar de los roces con la Hacienda Real borbónica, al fin y a la postre sin consecuencias practicas. Ello tenia evidentemente su inmediato reflejo en el menguado rol de los subdelegados de rentas, y en la ausencia misma de la figura del intendente dieciochesco (órgano clave del reformismo borbónico en el territorio), que no llego siquiera a implantarse en estas provincias. En definitiva, «el comercio del todo franco, las contribuciones casi ninguna, las Aduanas infructuosas, los Resguardos oprimidos en sus funciones...», en frase de los años terminales del viejo régimen (informe de la Junta de Reforma de Abusos de Real Hacienda en las Provincias Vascongadas, 12 de abril de 1818, recogido por González, 1829, t. II). 

	86     Veremos que el Estado Constitucional, finalmente, tendrá éxito en materia de unidad aduanera y lucha contra el contrabando, por medio del ya apuntado y rigurosamente inaplazable traslado de las aduanas, y la paralela implantación del cuerpo de carabineros, pero no por ello se extenderán ni mucho menos a las provincias vascongadas el régimen contributivo común en su conjunto, ni la administración periférica de Hacienda en toda su extensión. Tampoco, por cierto, tras la controvertida Ley de 21 de julio de 1876, que, lejos de establecer el régimen vigente en el resto del Reino, serviría de cobertura legal nada menos que del sistema de Conciertos Económicos inaugurado en 1878. 

	 

	 

	3. Los nuevos aparatos del Estado Constitucional y su articulación con los regímenes forales vascongados. De la incompatibilidad a la coexistencia (1812-1876) 

	 

	Hablamos de «los aparatos» del Estado Constitucional en plural, ya que se trata en realidad de diversas administraciones: la administración periférica del Estado propiamente dicha (a su vez dividida en diversas áreas ministeriales, y dotada de diferentes naturalezas funcionales —«activa» o ejecutiva, «consultiva», e incluso «contenciosa» o contencioso-administrativa en determinadas épocas-), la administración policial, y la administración de Justicia. 

	Es preciso advertir, por otra parte, que las descripciones y las construcciones ideológicas fueristas no siempre se corresponden, ni mucho menos, con la realidad administrativa —y ni incluso política— del régimen foral, tal como este era verdaderamente en el momento en cuestión. Dejarse guiar por tales construcciones, y por los escenarios que en ellas aparecen, puede constituir, y de hecho constituye a menudo, una fuente de errores de bulto. Los autores fueristas nos sirven, desde luego, para saber la imagen que querían transmitir del hecho foral; pero no tanto para conocer de una manera fidedigna el funcionamiento del sistema administrativo que estaba vigente y operativo en la época, es decir, cuales eran la presencia, la articulación y e»l campo de gestión de las diversas instituciones (y menos todavía, las del Estado). Ante esas imágenes y representaciones de la publicística fuerista —tantas veces asumidas y repetidas posteriormente sin la necesaria verificación—, conviene, por tanto, adoptar las debidas cautelas, que pasan por acudir ante todo a las fuentes de archivo. 

	La aplicación de la Constitución de Cádiz, durante los dos primeros y efímeros periodos Constitucionales (1812-1814 y 1820-1823), se tradujo en la consecuente desaparición de los sistemas forales, que se entendían superados por el nuevo régimen Constitucional de libertades y derechos comunes a toda la nación. 

	87 Este nuevo régimen debía desarrollarse en el marco de un Estado unitario, el cual se concebía como la forma de organización más eficaz para llevar a cabo la revolución liberal en todo el territorio. Se produce, por tanto, el primer despliegue del Estado Constitucional, acompañado de la lógica separación orgánica de las funciones administrativa y judicial. Los principales agentes del naciente Estado a nivel periférico eran los novedosos jefes políticos (delegados gubernativos, y antecesores directos de los futuros gobernadores civiles) y los igualmente nuevos jueces de primera instancia, acompañados de los antiguos intendentes —inexistentes hasta entonces, recordemos, en las provincias forales— reconducidos ahora al carácter de delegados de Hacienda. Estas novedades fueron paralelas, por supuesto, al traslado de las aduanas interiores a la costa y frontera. 

	Un detalle significativo, sin embargo, fue la prudencia y el tacto del poder central al designar con gran frecuencia para dichos cargos, no a funcionarios foráneos, sino a notables personalidades del País, pertenecientes a la tradicional elite dirigente local, así como a empleados de la antigua administración foral, confiando en su concurso eficaz al nuevo régimen Constitucional (Cajal, 2002). Ejemplo paradigmático es el caso del Guipuzcoano conde de Villafuertes, aristócrata ex diputado general que va a ser el jefe político de Guipúzcoa en 1813-1814 y 1820-1823. Esta visible voluntad de implicar y apoyarse en las elites nativas, las mismas que habían detentado el poder provincial en etapa foral, evidencia que en absoluto encontramos nada parecido a los «comisarios» jacobinos de la etapa más radical de la revolución francesa, representantes del pueblo enviados a las provincias con poderes dictatoriales para proceder sumarísimamente y sin atención a intereses creados de ninguna clase, incluidos los de las elites locales. Tampoco el régimen local gaditano puede compararse con la estricta centralización administrativa que en Francia se consolida con el modelo napoleónico. De manera que si en estas primeras etapas Constitucionales (1812-1814 y 1820-1823) se produce —por primera y ultima vez en todo el siglo XIX— la desaparición del fenómeno foral, podemos hablar ciertamente de unitarismo, centralización y uniformizo: pero en absoluto de un rigor centralizador napoleónico y, menos todavía, de «jacobinismo». 

	Avancemos que el tópico del presunto jacobinismo del Estado liberal español del siglo XIX, todavía será menos valido en el momento de su definitiva instauración y consolidación con el proceso que va a abrirse a partir de la muerte de Fernando VII (1833): porque este proceso, de resultas de su innegable precariedad y falta de punch, va a ser mucho menos revolucionario y más respetuoso con los elementos históricos respecto al inicialmente planteado en 1812, y no se diga ya respecto al caso francés. 

	88 Bien fuese por la consciente voluntad conservadora y moderada de las clases dirigentes, bien fuera por la precariedad de las bases sociales y económicas del nuevo Estado, o, como es más probable, por la influencia de ambos factores entrelazados, el resultado fueron hechos tan concluyentes como la prudente división provincial de Javier de Burgos (que, entre otras muchas concesiones a la historia, dejo exquisitamente intactas las provincias vascongadas a todos los efectos); la trascendente Ley de 25 de octubre de 1839 de confirmación de los Fueros vascos; la intensificación del hecho diferencial de las provincias vascongadas visible en la etapa 1839-1876; e incluso, a menor escala, el régimen de Conciertos Económicos vigente a partir de 1878. Todos estos hechos serían sencillamente inimaginables, no ya solo en la fase jacobina de la revolución francesa, sino en la precedente obra de la Asamblea Constituyente francesa de 1789 —cuyas fulminantes y terminantes resoluciones en materia territorial y foral no es necesario recordar—, y, en fin, en todo el decurso posterior del Estado francés del siglo XIX: un Estado realmente unitario y centralizado, en contraste evidente con el español posterior a 1839, que no lo será verdaderamente (no se diga ya nada de su supuesto carácter jacobino), a pesar de su formal y ficticia definición Constitucional en tales términos. 

	En efecto, la debilidad del Estado liberal (particularmente en su régimen financiero y en sus apoyos sociales), las tribulaciones y crónica fragilidad política de los gobiernos liberales, la alargada sombra de la primera guerra carlista y la hábil gestión fuerista y pacifcadora del liberalismo vascongado, harán que a partir de 1839 convivan Fueros y «unidad Constitucional», en forma de un régimen foral tradicional con modificaciones puntuales, que a partir de 1844 vive una etapa de considerable estabilidad de varias décadas. 

	No se trataba ya, ni podía tratarse, del régimen foral tradicional Integra, puesto que el nuevo marco liberal demandaba reformas rigurosamente ineludibles —inaplazables, además, para una compatibilización de mínimos de los Fueros con la «unidad Constitucional» que la Ley de 25 de octubre de 1839 ponía a salvo—, como eran la separación de las funciones administrativa y judicial, la desaparición de las aduanas interiores, etc.., introducidas definitivamente en 1841. Eran, dicho sea de paso, unas medidas propias de todos los Estados liberales de la época, independientemente de cual fuera su forma de organización territorial del poder, por lo que sería francamente simplista achacarlas a una concepción centralista del Estado Constitucional español. Cabe recordar, por ejemplo, que la unidad aduanera frente al exterior, la libertad de comercio interior y la formación del mercado nacional no se ponían en discusión ni en los Estados unitarios ni en los federales. Era este uno de los axiomas infaltables en cualquier Estado liberal, y pretender otra cosa suponía propugnar residuos arcaizantes del Antiguo Régimen absolutamente anormales desde todo punto de vista de modernidad estatal, inéditos en el contexto universal de la edificación de los Estados liberales. 

	89     Por lo demás, el régimen foral vigente a partir de 1844 conservo las instituciones tradicionales (antiguas juntas y diputaciones), sin más innovación orgánica significativa que el fin de los antiguos privilegios de la «hidalguía acreditada». Y además de aquellas instituciones, continuaron la mayor parte de las antiguas prerrogativas y privilegios del sistema. No se produjo, por tanto, la definitiva adaptación a los nuevos tiempos que la Ley de 25 de octubre de 1839 de confirmación de los Fueros preveía, por medio de una futura ley de modificación: tengamos presente, en efecto, que la Ley de 1839 confirmaba los Fueros vascos «sin perjuicio de la unidad Constitucional» (art. 1.°), y establecía que una futura ley procedería a su «modificación» conciliando el interés de las provincias vascas con el general de la nación y de la Constitución de la monarquía (art. 2.°). La dilación en el cumplimiento de estas previsiones supuso que quedara pendiente, nada menos que durante cuatro décadas, la cuestión de la contribución económica y militar a las necesidades generales del reino, sobre nuevas bases que sustituyeran a las antiguas ya en franco desuso —el viejo sistema de los «donativos» monetarios y los «tercios» armados, cada vez más esporádicos y escuetos— 

	Nos hallamos, por tanto, en una estimable etapa caracterizada por la continuidad, bajo el Estado Constitucional, de un régimen foral vascongado tradicional puntualmente remozado, representado en la pervivencia de sus instituciones históricas. Se mantenía, sin embargo, un hecho más discutible (y, a la larga, más peligroso, por lo que tenia de desproporcionado, y de ostentoso agravio comparativo): la persistencia de los antiguos e intocados privilegios fiscales y militares, a todas luces necesitados de una modificación legislativa que pronto, sin embargo, quedo aplazada sine die... En efecto el poder central, «viviendo al día» a través de sus nunca muy cimentados ni desahogados gabinetes, y asimismo las distintas familias del liberalismo español, los grandes partidos liberales moderado, progresista, unionista y siguientes, se conformaron de facto, a partir de 1852, con aquel mínimum de la unidad Constitucional exigible al régimen foral vascongado mientras no se procediera a su prevista modificación definitiva, y que había sido introducido en los años cuarenta (con el entusiasta aplauso de la burguesía progresista donostiarra): es decir, básicamente el cierre del perímetro exterior del mercado nacional, ciertas garantías de funcionalidad y operatividad en materias de orden público y de Justicia, y la desaparición de los arcaicos privilegios de hidalguía en los cargos públicos en las provincias. Pero quedaron pendientes de resolver las cuestiones fiscal y militar, como resignada concesión a la nula voluntad, y la estrategia dilatoria ad infinitum, que mantenían las provincias en esas dos materias. Este periodo se prolongo, en fin, de una forma que solo la insensata ultima guerra carlista (1872-1876) pudo quebrar. 

	90     Evidentemente, y en continuidad con los precedentes históricos ya citados, sería vano pretender hallar en las provincias vascongadas un imaginario sistema de «administración general» a cargo de las administraciones provinciales, ni, por tanto, una supuesta ocupación del campo de gestión a cargo de dicha administración provincial; sino, una vez mas, un variado escenario de coexistencia estatal-provincial, lógicamente evolucionado con arreglo a las nuevas exigencias de la época. El espacio provincial no es, como nunca fue, un sistema monista, sino binario, repartido entre los órganos provinciales propiamente dichos, y los aparatos administrativos, policiales y judiciales que ejercen una intervención directa del poder central (siendo más precisos, era en definitiva un sistema ternario, si contamos la administración municipal). Ni que decir tiene que dicha coexistencia presenta una interesantísima vertiente relacional, y un debate competitivo lógicamente inevitable, pero esta competencia al fin y a la postre fue pragmáticamente reconducida hacia soluciones que funcionaron razonablemente, y buena prueba de ello es la notable estabilidad alcanzada. 

	Así, la presencia directa y sin intermediarios del Estado era un hecho políticamente significativo, y cuantitativamente relevante, con arreglo al proceso general de crecimiento de las administraciones publicas, aunque su incisividad variaba mucho según las materias. En términos sucintos, puede decirse que era máxima en el caso de la administración de Justicia, sin olvidar tampoco los ámbitos del orden público y la sanidad (ministerio de la Gobernación), y en ciertos niveles, la instrucción publica (ministerio de la Gobernación y luego de Fomento); y en cambio muy restringida en el ámbito de la Hacienda (con la excepción de las aduanas y los carabineros), por mencionar los dos extremos de un amplio abanico de situaciones que iban desde la plena funcionalidad hasta la mayor languidez, según fuesen el grado de despliegue y la operatividad real en cada caso. 

	Debe aclararse, dicho sea de paso, que esa presencia directa del Estado incluía una amplia y variadísima red de órganos colegiados (juntas, comisiones y consejos) cuya denominación «provincial» no debe llamar a engaño, ya que pertenecían a la administración periférica del Estado ni más ni menos que el aparato burocrático formado por los órganos funcionariales, a los que aquellos prestaban su asistencia. Por dar un ejemplo, mencionemos el rol de apoyo que la comisión o junta provincial de instrucción publica prestaba al jefe político/gobernador civil, inspector de enseñanza primaría, etc.., todos ellos órganos estatales —incluida la propia junta citada—. 

	91 Lo mismo cabe decir, sin pretensión de exhaustividad, de la junta provincial de sanidad en relación igualmente al jefe político/gobernador, subdelegados de medicina-cirugía, de farMaciá v de veterinaria, médicos-directores de los establecimientos de baños, directores de sanidad marítima de los puertos, etc.., pertenecientes todos a la administración estatal. A este respecto, es necesario hacer otra aclaración: no debe tampoco movernos a equivoco el hecho de que las diputaciones forales asumieran importantes gastos en ciertas materias como la instrucción publica o la sanidad, pues la dirección de estas materias seguía estando a cargo de las autoridades, empleados y juntas de la administración periférica del Estado. En realidad, por tanto, nos hallamos ante el sostenimiento de unos servicios estatales a cargo de las haciendas provinciales —formula que difícilmente se puede entender como propia de ninguna modalidad de autogobierno, sino más bien al servicio de las necesidades del Estado central—; y, por otra parte, ello no se daba solamente en los territorios forales, sino que esta técnica era propia del régimen común vigente en el resto del reino (véase el desarrollo de este último en García de Enterría, 1961), independientemente de que las diputaciones provinciales del régimen común dispusieran de inferiores recursos que las forales a la hora de atender ese tipo de cargas. El olvido o desconocimiento de estos datos que acabamos de apuntar es causa frecuente de ciertas visiones muy distorsionadas de la historia administrativa de estas provincias, leyendo errónea y precipitadamente en clave foralista, algunas materias que en realidad escapaban esencialmente de la capacidad de decisión del poder provincial. 

	Es evidente, en definitiva, que el Estado en ningún momento cedió toda la acción publica a la administraciones provinciales vascongadas —ni siquiera en una formula general de delegación, bajo los oportunos controles del poder central, lo que habría constituido un modelo de «administración indirecta» del Estado—. Ello, sin embargo, no impidió respetar ámbitos de acción propios de estas corporaciones provinciales, e incluso incrementarlos, como es el caso de la señalada Real Orden de 12 septiembre de 1853, sobre tutela y fiscalización de los presupuestos y cuentas municipales, con su trascendental onda de efectos en orden a la imbricación económica de la administración municipal bajo el control de la provincial. 

	Tampoco el Estado, ciertamente, desconoció la técnica de la delegación, y en determinados casos puntuales procedió a confiar la gestión de competencias propias a las administraciones provinciales. No siempre, desde luego, se opto por esta vía delegaticia por propia voluntad inicial, sino como una solución y concesión forzadas por la tenaz resistencia legal de las diputaciones. En algunas ocasiones, tales delegaciones presentan una indudable importancia política. Ya había ocurrido así, por ejemplo, en materia policial en varias oportunidades entre los años 1824 y 1841. A partir de 1844 volvemos a encontrar el fenómeno, no en el concreto ámbito policial, pero si en algunos otros de considerable importancia. 

	92     Fue el caso de la jurisdicción contencioso-administrativa, cuando el régimen general vigente en el reino radicaba esta jurisdicción, no dentro de la administración de Justicia, sino en la administración periférica del Estado (1848-1854 y 1856-1868); y de forma bastante similar, los casos de la desamortización (1862 en adelante) o la estadística estatal (1859 en adelante). Estos ámbitos fueron delegados, no formalmente pero si de facto, por medio de unas formulas que, a modo de peculiares seudo-delegaciones, entregaban en realidad su ejercicio in situ a las diputaciones forales, bajo dependencia jerárquica por supuesto de los órganos centrales del reino. Estos últimos eran reconocidos, en esas materias, como «la superioridad», ya que la titularidad competencial naturalmente seguía correspondiendo al Estado. Técnicamente no se trataba de delegaciones propiamente dichas, ya que en los tres casos las diputaciones forales actuaban, bien como integrantes de órganos de la administración periférica del Estado (el Consejo Provincial, órgano consultivo y contencioso-administrativo, o la Junta de Ventas de Bienes Nacionales, órgano desamortizador), bien en coexistencia con ellos (la Comisión Provincial de Estadística). Sin embargo, el peso y el grado de participación concedidos en los tres casos a las diputaciones eran tales, que de hecho se produjo la colonización de tales órganos por dichas corporaciones (fueron los casos del Consejo Provincial y la Junta de Ventas) o, en su defecto, su devaluación hasta su mínima expresión (Comisión de Estadística), todo ello bajo la autoridad más nominal que real, en la práctica, del Gobernador. Portillo (1987) utiliza con todo acierto esa expresión para hacer balance del primer caso, el del Consejo Provincial, pero, como hemos visto, otros casos similares le siguieron. Esta fue, en fin, una de las soluciones a las que se recurrió para compatibilizar el ejercicio de las competencias del Estado con el factor diferencial foral; y, de todas ellas, era sin duda la más llamativa y la más favorable para las aspiraciones fueristas. 

	Los poderes provinciales nunca plantearon seríamente objeción o alternativa alguna al esquema binario estatal-provincial, y al principio de la presencia periférica del gobierno de S. M. y de la Justicia regia. Ciertamente, hubiera sido de su agrado una extensión del modelo alavés del Antiguo Régimen (donde el diputado general de la provincia era quien asumía el rol de representante del rey): extrapolándolo y ensanchándolo hasta el punto de asumir —como competencia propia o como delegación— todas las actividades administrativas en el territorio. 

	93 Pero la propia tradición foral, singularmente la Guipuzcoana y vizcaína, no iba en ese sentido. A ello, además, había que unir el nuevo marco del Estado Constitucional, con su propia expansión orgánica y de prestación de servicios, que el hecho foral podía condicionar hasta cierto punto, pero no anular. De todo ello se deriva, por ejemplo, que el dato de la existencia del delegado del gobierno no fuera en si mismo puesto realmente en cuestión (y menos todavía en Guipúzcoa y Vizcaya, por comparación con Álava). Lo que las juntas y diputaciones forales lógicamente se propusieron, y consiguieron en parte, fue limitar esa presencia estatal directa, o, en su defecto, adaptarla en beneficio de las posiciones propias. Como no podía ser menos, el éxito fue variable según los casos. 

	Hemos mencionado la resistencia legal tenazmente empeñada en ocasiones por las corporaciones provinciales, y no podemos dejar de recordar, a este respecto, la pervivencia fáctica del «pase foral» formalmente desaparecido en 1841. Ciertamente, el antiguo mecanismo formalizado del «pase foral» había dejado de existir en 1841 por ser considerado denigratorio para la «unidad Constitucional», pero, como algún clarividente fuerista (el marques de la Alameda, diputado general de Álava) advirtiera ya en diciembre de 1839, «hay cosas que hechas ofrecen menos inconveniente que dichas». De esta manera, las juntas y diputaciones siguieron aplicando de facto su denegación a las disposiciones estatales juzgadas contrarias a los Fueros —acatando y obedeciendo, pero no cumpliendo—, a modo de veto suspensivo (que no veto absoluto, pues no era tal); y ello sin necesidad del antiguo mecanismo institucional. 

	Naturalmente, a la hora de conceder o denegar este «pase», las instituciones provinciales partían siempre de una interpretación máximamente extensiva de los Fueros, procurando dar un «color de fuero» a todo lo existente. Algunos gobernadores, una vez abandonado el cargo, aludieron a esta expansividad interpretativa en términos bien gráficos, y realmente no andaban nada descaminados: «a título de buenos usos y costumbres, sin constar en los fueros, dicen no estar en consonancia con ellos todo lo que les viene mal» (Azcarate, 1856); «los fueristas se han parapetado siempre en "la costumbre", creada por ellos "ad hoc" en muchos casos», para presentar como forales «las que más parecen como exigencias interesadas de sus defensores» (Navascues, 1850). Incluso algunos fueristas reconocían este «talento y habilidad para dilatar» los antiguos textos, usos y costumbres forales y «hacerlos elásticos a la medida de los deseos», así como «el ingenio para amoldar [toda nueva realidad] con las especies más remotas de alusión foral» (Gorosabel, Lizarzaburu y Guerendiain, 1848). 

	La vigencia fáctica del «pase» era una realidad operativa y evidente para cualquier observador; aunque ejercida, lógicamente, con un éxito diverso, en cuanto se trataba, como siempre había sido (recordemos), de un veto suspensivo y no absoluto. 

	94 Esa realidad era, en fin, reconocida como tal por los propios delegados del gobierno. Así lo hacia por ejemplo Azcarate, ex gobernador y corregidor político de Vizcaya: las diputaciones vascongadas «ponen un veto, a título de ser contra fuero, a cuanto viene del Gobierno» (1856). En plena crisis foral de 1876-1877, el general Quesada constataba la insólita pervivencia todavía de «la formula que suele regir aquí, "se acata pero no se cumple"» Y este «pase» llegaría a alcanzar incluso de hecho, en determinados casos de especial tenacidad fuerista, unas cotas de espectacularidad y pertinacia no imaginadas en el Antiguo Régimen. Baste considerar ciertas sensacionales series de reiteradas reales ordenes respetuosamente acatadas y no cumplidas respecto a un mismo asunto (por dar un ejemplo, el conflicto inicial en torno a los consejos provinciales en 1845-1847), con una persistencia que, dicho sea de paso, desbordaba con toda claridad los antiguos limites a que debía atenerse teóricamente la (ya desaparecida) denegación institucional y formal del «pase»: se prolongaba así —de facto— esta resistencia pasiva de una manera tan formidable, que hubiera sido simplemente «inconcebible» en otros tiempos (como bien exactamente señalaban Gorosabel, Lizarzaburu, Guerendiain y López de Ochoa en 1847). Tal «carrera de obstáculos» acababa ciertamente, en ocasiones, por provocar el desistimiento de los generalmente inestables y precarios equipos gubernamentales de la época. 

	En ocasiones, en cambio, no hacia falta oponer más que un único veto (nunca reconocido explícitamente así, por supuesto), sin necesidad de más reiteración para tener éxito. Puede ser una buena muestra de ello el incumplimiento pure y simple de los cupos contributivos que se señalaban —por pura formalidad— a estas provincias en los presupuestos generales del Estado, durante nada menos que cuatro décadas. Es otro ejemplo de que, en la historia foral del siglo XIX, la formalidad jurídica (el dato positivo) y la realidad fáctica (el dato material) no siempre iban de la mano Sin embargo, una vez mencionado el «pase» foral, y a sensu contrario, 

	no cabe olvidar tampoco la continuidad de las tradicionales técnicas de tutela regia sobre las corporaciones provinciales, y que ya conocemos: en especial, el examen, posible enmienda y aprobación (o no) de las iniciativas legislativas de las juntas, y la resolución de recursos de alzada (Cajal, 2000). Su desconocimiento dejaría no menos incompleta la visión del hecho foral, y puede dar orígen —como así se observa en bastantes ocasiones— a una absoluta deformación de la misma. 

	95     La administración de Justicia fue, sin duda, la afectada en primer lugar y en mayor medida por los nuevos tiempos. Influían en este sentido: el principio liberal de la separación institucional de las funciones administrativa y judicial; las imperiosas necesidades funcionales de profesionalización y racionalización; y el precedente de las antiguas prerrogativas del Poder Real en el propio escenario foral, como titular y ejercitador de la jurisdicción ordinaria (y como instancia ultima y referencia suprema de las demás, de las que no dejaba de ser también titular, ya que «todas las Justicias son del Rey»). Esta vinculación inmediata del ámbito judicial con la soberanía regia va a traducirse, ahora, en la vinculación inmediata del mismo ámbito con la nueva «unidad Constitucional» del Estado. Todo ello se conjugaba para hacer inevitable su adaptación al nuevo marco judicial del régimen común, sin concesiones, en este punto, a la tradición, demasiado lastrada aquí por sus ataduras con el Antiguo Régimen y por unas lacras y disfuncionalidades difícilmente superables. 

	A pesar de ello, las elites del País se resistieron inicialmente a desprenderse de formulas tan anacrónicas como la pervivencia de los alcaldes en su antiguo rol de «varas reales de justicia»; obviamente les interesaba y les hubiera complacido continuar asumiendo ese papel de tan poderosa influencia en la vida local, aunque atentara directamente al principio de separación de funciones, y aunque tal formula presentase toda clase de taras contrarias a una correcta administración de la Justicia, empezando por la lega naturaleza de los propios alcaldes (necesitados de asesores letrados)... De ahí que hubiera, a principios de los años cuarenta, una ultima resistencia fuerista a la implantación de la nueva administración de Justicia, tan inmovilista y numantina como carente de alternativas y rigurosamente inviable. Luego de esta resistencia inicial, sin embargo, la nueva administración judicial consolidada en 1841, basada en los Juzgados de Primera Instancia, profesional, racional, y también más pulcra (Así lo reconocieron juristas del propio País, no por fueristas menos críticos en la comparación con la arcaica situación anterior), fue rápidamente asimilada por la clase política fuerista y por la generalidad del País, dentro de un contexto de normalidad. 

	La materia del orden público constituía otra de las primeras y más inmediatas preocupaciones políticas del siempre precario poder central. De ahí que a partir de 1844 se asista a la consolidación del delegado del gobierno como autoridad protagonista en este ámbito. Se trataba concretamente del jefe político, sucedido a partir de 1849 por el gobernador civil, nacido a su vez de la refundición del jefe político y el intendente de Hacienda en un único representante superior del gobierno. Como institutos estatales de orden público, y al igual que en el resto del reino, hallamos los tímidamente preexistentes carabineros, expandidos y consolidados ahora con el traslado de las aduanas interiores a la costa y frontera en 1841; y, por supuesto, los dos nuevos cuerpos nacidos en 1844, la Guardia Civil, y la sucesivamente denominada Protección y Seguridad Publica/Vigilancia Publica/Orden Público (antecedente directo del actual Cuerpo Nacional de Policía). 

	96 Las instituciones provinciales reclamaron contra el despliegue inicial de tales nuevos cuerpos, pero sin gran empeño, a diferencia de la vehemencia demostrada en otros campos. Ello fue así en aras del pragmatismo más elemental, puesto que era evidente que la seguridad del Estado y la búsqueda de mayores garantías de orden público —latente siempre la hipotética amenaza carlista— eran cuestiones delicadísimas y de la máxima prioridad para el gobierno, y por tanto, convenía enormemente a las provincias apoyarle y secundarle en esta materia. Por la misma razón, tampoco fue causa de verdadero conflicto la atribución al jefe político/gobernador civil del protagonismo como autoridad descollante en esta materia, en lugar de las precedentes y efímeras experiencias de delegación en favor de las diputaciones forales que se habían ensayado entre 1824 y 1841 —unas delegaciones que, todo hay que decirlo, no habían sido precisamente un gran éxito, como evidencian los calamitosos acontecimientos de 1833 y 1841— 

	No por ello, sin embargo, quedo anulado el factor diferencial foral, puesto que, a pesar de un intento de supresión en 1846-1848, los cuerpos forales de orden público (Miqueletes y Miñones) tuvieron continuidad y, con ellos, un ejercicio policial colateral, paralelo y complementario a cargo de las diputaciones, limitado en su alcance en determinados aspectos, pero de una importancia nada despreciable. Era limitado, en efecto, si se compara con la competencia que detentaba el gobernador civil sobre toda la extensión de la materia, y que incluía determinadas atribuciones privativas (y en las cuales participaban, en ocasiones, los alcaldes, en su concepto de delegados del gobierno jerárquicamente subordinados al gobernador). Pero, aun con esta salvedad, encontramos de nuevo una modalidad de coexistencia, una concurrencia de ambas administraciones en un mismo ámbito —aunque con protagonismo indudable del aparato estatal— y una estimable colaboración interinstitucional, que pueden considerarse una solución razonable y adecuada. de donde derivara precisamente su estabilidad. En definitiva, las reticencias evidenciadas en un primer momento, tanto por la parte provincial como por la gubernamental, hacia las posiciones conquistadas por el otro interlocutor, dieron paso enseguida a la atenuación del trasfondo competitivo y a la consolidación de este modelo. A ello contribuyo, evidentemente, la común necesidad que tenían el poder central y los poderes provinciales de apoyarse mutuamente en beneficio de la conservación de la paz publica. 

	En cambio, la particular y diferencial situación fiscal de las provincias vascongadas convirtió, sin duda, al aparato periférico del Ministerio de Hacienda en la administración estatal más condicionada y limitada por el hecho foral. 

	97 Esta situación, por cierto, tendría continuidad en el posterior régimen de Conciertos Económicos, a partir de 1878. No obstante, es la situación anterior a 1878 la que, si cabe, más llama la atención. En efecto, a lo largo de las cuatro décadas siguientes a la Ley de confirmación de los Fueros de 25 de octubre de 1839 (1839-1876), las provincias vascongadas no solo estuvieron exentas del régimen contributivo general, como era lógico esperar, sino que se mantuvieron libres también, incluso y todavía mas, de una contribución concertada con el Estado, que ocupara el lugar de aquel (como ya regia en Navarra desde 1841). Era una situación a la larga insostenible, y cuya modificación sería finalmente más traumática cuanto más tardía, como así efectivamente ocurrió. 

	Ciertamente, aquella exención del régimen fiscal común, exención que en 1839-1876 sigue perviviendo todavía en su antigua configuración, no significaba que las provincias dejarán de realizar alguna clase de contribución a las necesidades generales, por medio, básicamente, de dos formulas: la asunción de algunos gastos que en el resto del reino correspondían al Estado (carreteras generales, culto y clero); y la entrega de «donativos» voluntarios a la Hacienda estatal. En 1839-1876 tales «donativos» podrían haberse regularizado en forma de contribución concertada estable, lo que hubiera significado dar una razonable solución, en esta materia, a la pendiente modificación definitiva de los Fueros. Pero no fue así. Y todavía mas, incluso cayeron en práctico desuso (Agirreazkuenaga y Ortiz de Orruno, 1988), por su decreciente frecuencia y monto económico con respecto a épocas anteriores... Con todo acierto lo expreso el fuerista transigente Lasala (1924): «el resultado iba siendo que inevitablemente los vascongados se desacostumbraban con gusto de todo servicio (...). Gratísima, dulcísima era así la situación euskara con esta falta de todo esfuerzo algo penoso: no lo había habido igual en el mundo; y (...) se creaba el inconveniente de que cada vez sería más penoso todo esfuerzo el día que fuera absolutamente inevitable». 

	Era lógico y razonable, en fin, que no se extendiera a estas provincias el régimen tributario común, ni la administración periférica de Hacienda en pleno (con la excepción inevitable de las aduanas, que fueron trasladadas ya definitivamente desde el interior a la costa y frontera en 1841). Pero no era lógica, sin embargo, la inexistencia —nada menos que hasta 1878— de un régimen contributivo regularizado, estable, concertado con el Estado, y recaudado por las propias diputaciones en sustitución de la Hacienda estatal. 

	La existencia del delegado regio —multisecular en Guipúzcoa y en Vizcaya, y extendida ahora también a Álava— tuvo ahora su prolongación natural en la figura del jefe político (gobernador civil desde 18491 

	98     Era una figura propia del régimen común, aunque lógicamente adaptada en determinados ámbitos competenciales —como el hacendístico que acabamos de mencionar— al particular escenario foral. Además, el jefe político/gobernador ejercía las especiales funciones forales de «corregidor político», en lo que respecta concretamente a su articulación con las corporaciones provinciales, de las que es miembro nato como lo fueran sus precedentes los corregidores de Guipúzcoa y Vizcaya. El adjetivo «político» era sinónimo de «gubernativo»: un matiz necesario, pues el rol judicial del viejo corregidor del Antiguo Régimen había pasado, lógicamente, a los jueces de primera instancia. 

	Esta vertiente funcional del gobernador en las provincias vascongadas cuando actuaba como «corregidor político», constituía una apreciable deferencia del Estado Constitucional para con la tradición foral representada por las antiguas instituciones, es decir, las juntas y diputaciones en su configuración secular. En efecto, el hecho de que el gobernador civil adoptara la peculiar función de «corregidor político» en lo que hace a su especifica articulación relacional con las pretéritas y perviventes juntas y diputaciones, merece valorarse como una significativa muestra de reconocimiento del Estado hacia la tradición histórica foral, pues el corregidor político se vinculaba, nominal y —en parte— competencialmente, con el antiguo corregidor; y constituye una valiosa admisión, en fin, de la singularidad de las provincias vascongadas en el seno del propio Estado. 

	Además, puede considerarse que fue una solución razonable, en tanto en cuanto servía de nuevo para poner a salvo —como ya hemos visto en otros ámbitos—, por una parte, determinadas exigencias operativas del Estado y, por otra, el hecho diferencial foral: así, las primeras se aseguraban por medio de un gobernador cabeza de la administración periférica del Estado y responsable máximo del orden público con arreglo al régimen común; mientras que el segundo, por su parte, se respetaba por medio de la Introducción casuística de los oportunos ajustes competenciales necesarios en ciertas materias, y, por supuesto, por la especial función de «corregidor político». 

	En este sentido, cabe destacar que el «corregidor político» —como antaño lo fuera el corregidor del Antiguo Régimen— fue compatible con el desarrollo y afianzamiento del régimen foral; con el autogobierno provincial (siempre limitado, como es lógico); y todavía mas, con la deriva que se produjo, cada vez más acentuada, hacia la singularidad diferencial vasca en el concierto del Estado Constitucional, una deriva que proseguía la evolución ya apuntada en la monarquía borbónica del siglo XVIII. En lapráctica cotidiana, la función foral del gobernador —en cuanto «corregidor político»— en el seno de las instituciones representativas de la provincia (juntas generales y diputación foral) sirvió para mantener abierta, de forma considerablemente pacifica, la senda que llevaba a aquellas, y muy en especial a la diputación, a emanciparse de la autoridad en su interior del representante del gobierno de S. M.: en este sentido, las juntas y diputaciones avanzaron hasta un nivel nunca alcanzado, prosiguiendo y acentuando la tendencia que ya vimos cuando tratamos del corregidor tradicional en la ultima etapa del Antiguo Régimen. Cada vez nos hallamos más lejos, en definitiva, de la antaño incisiva y dinámica intervención del delegado regio en el seno de las juntas y, todavía mas, de la diputación. Ello, con el tácito consentimiento de un poder central interesado ante todo en mantener —por razones de estabilidad política evidentes— su entente y su modus vivendi con las elites liberales vascongadas. 

	99     En consecuencia, el rol del «corregidor político» en el interior de las juntas y diputaciones discurrió generalmente por los cauces de una pragmática normalidad. Con la salvedad de la conflictiva crisis de 1876-1877 (que, como veremos, desembocaría finalmente en la desaparición de las instituciones tradicionales, por su insospechada y reiterada resistencia al cumplimiento de la Ley de Fueros de 21 de julio de 1876), las relaciones en ese ámbito fueron habitualmente correctas y aun francamente buenas, sin perjuicio de las excepciones de rigor. La más celebre de ellas, fue el conflictivo caso de Rafael de Navascués en Vizcaya. Este «navarro franco, algo brusco en sus manifestaciones» (como reconocían incluso sus propios afines), se hallaba disconforme radicalmente con la devaluación y mermada funcionalidad del delegado regio en las juntas y la diputación («la presidencia pues del Jefe Político en las Juntas de Guernica, es una especie de potro donde atormenta la conciencia de los deberes propios», 1850), e intento rectificarla, con tanta energía como dudoso tacto, suscitando los choques consiguientes, pero sin conseguir el respaldo de su propio gobierno. En cualquier caso, la beligerancia de Navascués fue una verdadera rara avis dentro de la tónica habitual de sus colegas en el seno de las juntas y diputaciones, acomodados complacientemente —con mayor o menor entusiasmo— por deferencia hacia las elites del País. 

	Naturalmente, no todos los delegados regios vieron con buenos ojos la situación que, críticamente pero con toda exactitud, describe Azcarate (1856) tras su paso por el cargo en Vizcaya, cuando dejo escrito que el gobernador en estas provincias «es una autoridad Constitucional viva», pero en cambio es «una autoridad foral muerta» en su carácter de corregidor político, ya que las diputaciones «se reúnen, discuten y resuelven los negocios ordinarios y extraordinarios sin su citación» «deciden de todo y sobre todo y nada ponen en conocimiento de los gobernadores», y, en fin, «cada diputación es una fortaleza de aspecto gótico (...) que no da razón de lo que pasa dentro». Como podemos ver, hubo algunos gobernadores —los menos— que expresaron serios reparos y les costo amoldarse de muy mala gana, pero, en cualquier caso, estas quejas cayeron en el más absoluto vacío. 

	100 El liberal-fuerismo vasco seguía su política en pro de la disminución de la autoridad e influencia del corregidor político en las juntas y diputación, reinterpretando a la baja, o dejando pura y simplemente en desuso de facto, antiguas prerrogativas, usos y costumbres de los corregidores. De resultas de ello, derivaba la muy limitada incisividad del delegado regio en el seno de las instituciones provinciales. En fin, todo ello cristalizo contando con la tacita, pero evidente, tolerancia de un contemporizador y permisivo poder central; una contemporización posibilitada, evidentemente y entre otras poderosas razones, por la común alineación liberal de ambos interlocutores 

	Ahora bien, siendo rigurosos, el papel del gobernador civil no se acaba en su menguado rol de «corregidor político», puesto que no deja de ser autoridad superior de la administración periférica del Estado; máximo garante civil de la seguridad publica; superior jerárquico de los alcaldes en su faceta de delegados del gobierno; y responsable inmediato de la tutela y fiscalización de la administración municipal (por tanto, tutor de los mismos alcaldes en su otra faceta de cabezas de esta administración municipal). Este último ámbito de control de la administración local, como ya sabemos, fue parcialmente transferido a las diputaciones forales en 1853, en lo que hacia a su parte económica, pero no así en sus ámbitos orgánico y electoral. 

	El abanico competencial y relacional del representante del gobierno iba, por tanto, mucho más allá que su ciertamente cada vez menos operativa articulación con las juntas y diputaciones. En absoluto era un «cadáver en su esencia» (este término se aplicaba en cambio, y con pleno acierto, a las fantasmales diputaciones provinciales del régimen común que, en diversas épocas, existieron de forma paralela y colateral a las forales tradicionales), sino un elemento básico de la presencia directa del Estado y del sistema binario estatal-provincial, dos principios siempre vigentes. Ello no impide reconocer, desde luego, que la potencia de las corporaciones provinciales obligaba a los delegados regios en el piano político, en cuanto a su función política de representación del gobierno de S. M., a la búsqueda continua de un «diplomático» modus vivendi. Incluso fue el caso de aquellos —los menos— que se dirigieron al ejecutivo con intenciones menos acomodaticias, como fuera en Álava el vizconde del Cerro, quien reconocía que, políticamente, «todo pende de la buena inteligencia y armonía que exista entre el Gobernador y la Diputación foral (...) una vez rota aquella buena inteligencia, todos son tropiezos» (1858). 

	101     En 1876, al término de la ultima y desatinada guerra carlista, reaparecerá en escena publica —lamentable, pero lógicamente— la cuestión foral, en las peores circunstancias ambientales posibles. Y ello, además, después de haber desaprovechado (especialmente durante la Década Moderada, entre 1844 y 1852) diversas oportunidades para obtener un arreglo «razonable», como así lo reconocieron explícitamente, a la altura de 1848-1850, fueristas de la talla del marques de la Alameda, Pedro Egaña, Benito M. Vivanco, Ladislao Zavala, Francisco Palacios o Blas López, y otros con posterioridad. Las provincias vascongadas habrán de afrontar entonces, en 1876, la ya rigurosamente inaplazable modificación legislativa de los Fueros todavía pendiente, en especial por lo que hacia a sus antiguas exenciones fiscal y militar. La negativa de las instituciones tradicionales, en esta delicadísima y crítica coyuntura, a prestar su colaboración al cumplimiento de la Ley canovista de modificación de los Fueros de 21 de Julio de 1876 (severa, pero en absoluto abolitoria), acarreara la traumática supresión de aquellas —inicialmente no prevista por Cánovas—, al juzgarse no merecedoras de continuidad por su reiterada resistencia a la Ley (Castells y Cajal, 2005). En consecuencia, el sistema de Conciertos Económicos (1878) será protagonizado por unas diputaciones provinciales formadas de acuerdo a la orgánica del régimen común, pero con atribuciones y usos singulares. Estos usos van a ser especial, aunque no únicamente, de contenido administrativo-fiscal, y en buena medida fueron heredados de facto de las antiguas instituciones desaparecidas Se ponía fin así al régimen foral tradicional, y con el desaparecía, así mismo, la figura regia del corregidor político, que desde 1839 venia significando una de las grandes peculiaridades de la presencia estatal en estas provincias. No obstante, y a pesar del sensible recorte político de la foralidad, la nueva etapa inaugurada en 1878 no supuso tampoco en absoluto el pleno despliegue de la administración del Estado como en el resto del reino, sino otra fase en una larga línea histórica de coexistencia administrativa y, aun con sus limitaciones, política, entre los poderes provinciales alavés, Guipuzcoano y vizcaíno, y el mismo Estado. 

	 

	 

	 

	Bibliografía 

	 

	AGIRREAZKUENAGA, Joséba, y ORTIZ DE ORRUNO, José María, «Las Haciendas forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya entre 1800 y 1878», Ekonomiaz, núm. 9-10,1988, pp. 69-92. 

	ALZOLA Y MINONDO, Pablo de, Régimen económico-administrativo, antiguo y moderno, de Vizcaya y de Guipúzcoa, Bilbao, 1910. 

	AZCARATE, Patricio de, Exposición a S. M. sobre el arreglo de los Fueros de las Provincias Vascongadas, Leon, 1856. 

	CAJAL VALERO, Arturo, Administración periferica del Estado y autogobierno foral. Guipúzcoa 1839-1877, Oñate, Instituto Vasco de Administración Publica, 2000. 

	— «Paz y Fueros». El Conde de Villafuertes. Guipúzcoa entre la «Constitución de Cddiz» y el Convenio de Vergara (1813-1839), Madrid, Biblioteca Nueva, 2002. — «Apuntes biograficos sobre los representantes del Gobierno central en el Territorio foral de Guipúzcoa (1839-1877)», Boletin de la Real Sociedad Bascongada de los Amigos del País, LVI, 2000 (1), pp. 53-112 (fe de erratas en 

	2000-2, pp. 725-726). CASTELLS ARTECHE, Luis, y CAJAL VALERO, Arturo, «La negociación imposible 

	(Cánovas y el fuerismo vasco en 1876)», Hispania, LXV/2, núm. 220, 2005, 

	pp. 601-642. DIEZ DE SALAZAR, Luis Miguel, y AYERBE, M. Rosa, Juntas y Diputaciones de Gi

	puzkoa (1550-1553. Documentos), San Sebastián, Juntas Generales y Dipu

	tación Foral de Guipúzcoa, 1990. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomas Ramón, Los Derechos Históricos de los Territorios 

	forales, Madrid, Civitas-Centro de Estudios Constitucionales, 1985. — «Fueros y Constitución. La discusión parlamentaria de la ley de 25 de Octubre de 1839», en Joséba AGIRREAZKUENAGA y José Ramón URQUIJO GOITIA 

	       

	a 

	    

	(eds.), 150 años del Convenio de Bergara y de la Ley del25 

	de octubre de 1839, 

	Vitoria, Parlamento Vasco, 1990, pp. 55-80. GARCÍA DE ENTERRIA, Eduardo, La Administración española, Madrid, Instituto de 

	Estudios Políticos, 1961. GONZÁLEZ, Tomas, Colección de Cedulas, Cartas-patentes, Provisiones y otros do

	cumentos concernientes a las Provincias Vascongadas, Madrid, 1829. GOROSABEL, Pablo de, Noticia de las cosas memorables de Guipúzcoa, Tolosa, 

	1899-1901 (obra postuma. El autor fallecio en 1868). GOROSABEL, Pablo de; LIZARZABURU, Ramón de, y GUERENDIAIN, Fidel de, Contes

	tación cumplida alfolleto titulado «Refutación del Informe dado por el Con

	sejo provincial de Guipúzcoa...», Tolosa, 1848. GOROSABEL, Pablo de; LIZARZABURU, Ramón de; GUERENDIAIN, Fidel de, y LÓPEZ 

	DE OCHOA, Juan, Informe dado por el Consejo provincial de Guipúzcoa..., To

	losa, 1847. LASALA Y COLLADO, Fermfn de, Duque de MANDAS, Ultima etapa de la unidad na

	ciónal. Los fueros vascongados en 1876, Madrid, 1924 (obra postuma. El au

	         

	tor fallecio en 1917) MONREAL, Gregorio, «Prologo» a Luis Miguel DIEZ DE SALAZAR y M. Rosa 

	. AYERBE, Juntas y Diputaciones de Gipuzkoa (1550-1553. Documentos), San 

	 

	a 

	 

	Sebastián, Juntas Generales y Diputación Foral de Guipúzcoa, 1990 

	. NAVASCUES, Rafael de, Observaciones sobre los Fueros de Vizcaya. Por (...), Jefe Po

	litico e Intendente que fue de aquella Provincia, Madrid, 1850. ORTIZ DE ORRUNO, José María, y PORTILLO VALDES, José María, «La foralidad y el 

	poder provincial», Historia Contemporánea, núm. 4, 1990, pp. 107-121. PÉREZ NUNEZ, Javier, La Diputación foral de Vizcaya. El régimen foral en la construcción del Estado liberal (1808-1868), Madrid, Centro de Estudios Consti

	 

	tucionales-Universidad Autónoma, 1996. 

	 

	La presencia directa del Estado en las provincias forales 10 

	— «Modelos de integración del régimen foral vasco en el Estado Constitucional isabelino. Los proyectos de arreglo foral de los Corregidores políticos de Vizcaya (1849-1856)», Huarte de San Juan, Geografía e Historia, nums. 3-4, 1996-1997, pp. 257-289. 

	PORTILLO VALDES, José María, El sueño criollo. La formación del doble Constitucionalismo en el País Vasco y Navarra, San Sebastián, Nerea, 2006. 

	— Los poderes locales en la formación del régimen local. Guipúzcoa (1812-1850), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1987. 

	— Monarquía y gobierno provincial. Poder y constitución en las Provincias vascas (1760-1808), Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991. 

	RUIZ HOSPITAL, Gonzalo, El gobierno de Gipuzkoa al servicio de su rey y bien de sus naturales. La Diputación provincial de los fueros al liberalismo (siglos XVIXIX), San Sebastián, Diputación Foral de Guipúzcoa, 1997. 

	VÁZQUEZ DE PRADA, Mercedes, Negociaciones sobre los Fueros entre Vizcaya y el Poder central. 1839-1877, Bilbao, Caja de Ahorros Vizcaína, 1984. 

	 

	
 

	 

	SEGUNDA PARTE

	 

	GENESIS DE LAS IDENTIDADES

	VASCAS CONTEMPORÁNEA

	(1878-1923)

	 

	 

	105

	EL NUEVO MARCO ADMINISTRATIVO Y LA AUTONOMÍA (1876-1923) 

	 

	Luis CASTELLS ARTECHE 

	 

	 

	«Todas estas vagas razones, la mayoría muy oscuras, se traducen en que los vascongados quieren fueros y autonomía » 

	(Pio Baroja ) 

	 

	 

	Estas palabras, pronunciadas en el curso de una conferencia por el insigne escritor a la altura de 1918 (2004: 57) no hacían sino evidenciar el consenso que suscitaban en el País Vasco dos conceptos de largo recorrido a lo largo de su historia. Además, la agitada situación política que se vivía en España durante esos años ante los embates que recibía el desgastado sistema Restauracionista por una creciente oposición, añadida al auge que había tornado la cuestión de las nacionalidades tras la finalización de la Gran Guerra, provocaron que los temas de la organización del Estado volvieran a suscitarse con intensidad. Pero hasta llegar a ese momento se habían producido importantes cambios en el mundo occidental desde el último tercio del siglo XIX, que aparejaron sustanciales transformaciones en el panorama social y político, con la irrupción de lo que se conoce como la «sociedad de masas» y los consiguientes fenómenos que tal hecho comportaba. En lo que aquí nos interesa, se produjo, como nos lo ha recordado Hobsbawm, una intensificación de la nacionalización en la vida de las gentes, auspiciada por el desarrollo de los modernos medios de comunicación de masas que transmitían los discursos identitarios de las naciones, a la par que los símbolos nacionales fueron formando paulatinamente parte de la vida de la población a través de canales cotidianos y rutinarios. Este reforzamiento de los sentimientos de identidad nacional tuvo su contrapunto en el auge que cobraron los movimientos nacionalistas sub-estatales o aquellos que desde las colonias se dirigían contra la metrópoli (Bayly, 2004). 

	108     En España, el periodo de la Restauración (1875-1923) fue asimismo una etapa importante en la recreación de identidades y en la generación de sentimientos y afinidades comunitarias. Se ha dicho que entre 1880 y 1920 toda España se ocupo intensamente en inventarse como identidad estética (Mainer, 1994: 14), y siendo eso así, en el País Vasco tal proceso cobro una especial fuerza. Hubo de este modo una reelaboración y un reforzamiento de las identidades territoriales, y no solo de aquellas que tomaban como referente a la nación española o a la nación vasca, ya que también los ámbitos locales (las ciudades) y provinciales se reafirmaron, desde nuevos imaginarios, como otros espacios privilegiados de afinidad. Pero no fueron estos los únicos lugares en torno a los cuales se suscitaban emociones, sino que las controversias sociales, políticas o religiosas desempeñaron asimismo un papel relevante, constituyéndose en ocasiones en elementos definitorios de aquella sociedad y en los ejes desde los cuales se establecían los vínculos y divisiones de las gentes, dando como resultado una diversidad de afiliaciones colectivas. 

	 

	 

	1. La Ley de julio de 1876 

	 

	El comienzo del proceso que narramos se sitúa en la trascendente Ley de 21 de julio de 1876, punto de partida de una nueva situación administrativa tras la supresión del régimen foral tradicional. Ya en el texto aquí recogido de A. Cajal (véase arriba su capítulo) se nos propone ampliar la mirada y no limitarse a imputar a la Administración central y a los gobernantes como los causantes de dicha Ley, sino también examinar la responsabilidad que les cabía a los representantes vascos en que se llegara a tal situación. Resalta a este respecto la miopía de los sectores dirigentes del País Vasco que durante los años centrales del siglo XIX rechazaron la posibilidad de articular una alternativa negociada que, dejando a salvo lo sustancial del régimen foral, introdujera en este algunas modificaciones. Era difícilmente sostenible en un periodo de reforzamiento de los aparatos administrativos en Europa, que las provincias vascas permanecieran exentas de contribuir tanto fiscal como militarmente al Estado de una manera regular y estable. De hecho, desde la Ley de 1841 se contaba con la solución que se había adoptado con Navarra, que establecía un nuevo modelo administrativo puesto en pie sobre la base del compromiso, y que le permitía a esta provincia mantener una peculiaridad institucional y disfrutar de un nuevo régimen que dejaba satisfechas a las dos partes. Sin embargo, los grupos dominantes de las provincias vascongadas optaron en su mayoría por el mantenimiento del statu quo que tantos beneficios reportaba y no tocar el régimen foral, llevando entre tanto las relaciones con el Estado con la mayor discreción posible y buscando que la cuestión foral quedara al margen de la atención publica española. 

	109    Obviamente la guerra carlista trastoco las cosas y origino que con su finalización se abordara, a instancias de Cánovas del Castillo, el tema foral en la peor de las condiciones posibles para las provincias vascas, en una situación de extremada debilidad negociadora tras el apoyo que sectores importantes de su población habían otorgado al carlismo. Se entre así en una nueva coyuntura en cuyo transcurso se manifestó la brecha institucional que se había ido abriendo entre Navarra y las provincias vascongadas, brecha que se fue agrandando a medida que transcurría la Restauración, pues los representantes navarros rechazaron en distintas ocasiones vincularse con estas provincias cuando se trataron con el Estado temas autonómicos (la ultima con ocasión del movimiento autonomista de 1917-1919). Los grupos dirigentes navarros habían optado con la Ley de 1841 por una vía posibilista, de la que obtenían buenos réditos, y no deseaban juntar su suerte con las provincias vascongadas, de las que además les fueron separando tanto el diferente sistema institucional que se levanto en cada caso como las distintas pautas políticas que se fueron asentando en los respectivos territorios. 

	La guerra carlista provoco en el resto de la nación un clima de exaltación patriótica española y a la vez de rechazo del régimen foral, considerado como un privilegio, además de base y sustento del carlismo (Molina, 2005: 111 y ss.). Con su finalización, en febrero de 1876, Cánovas se propuso llevar a efecto la pospuesta unidad Constitucional y acabar con lo que el entendía que era la desigualdad de condición por ningún antecedente justificada que disfrutaban las provincias vascas. Para tal fin, y respetando las formas forales, convoco a los representantes de las diputaciones con el propósito de notificarles que iba a promover una ley con tal propósito. Cánovas estaba decidido a acometer este objetivo y no pretendía negociar tal asunto, pero tampoco era partidario de una política de castigo, que al fin y al cabo podía generar un conflicto enquistado con estas provincias. A lo largo de aquellos meses se puso en evidencia que la política de Cánovas se atenía a una doble estrategia, pues, por un lado, se mostraba inflexible en la idea de aplicar el principio de que las provincias vascas estaban obligadas, como las demás del reino, a contribuir fiscal y militarmente, en tanto que, por otro, se mostraba dúctil a la hora de encontrar formulas flexibles en la aplicación de estas obligaciones, así como dispuesto a respetar la pervivencia de las instituciones forales. 

	Frente a una imagen tópica e interesada que presenta a Cánovas como un acérrimo enemigo del régimen foral, la realidad de los hechos ofrece una perspectiva más matizada (Vázquez de Prada, 1984). El mismo tono comedido de sus intervenciones en el Congreso con ocasión de la discusión de la Ley de julio de 1876, ya refleja una posición menos férrea de lo que a veces se nos presenta. 

	110 No cabe duda de que Cánovas era un decidido partidario de la unidad política de la nación y de la presencia del Estado en el conjunto del territorio, y conforme a ello de extender los deberes Constitucionales a todo el reino, o, dicho en lo que atañe al País Vasco, que los vascos contribuyeran a la Hacienda y cumplieran las obligaciones militares. Pero Cánovas también representaba una forma de pensamiento conservadora e historicista, que le hacia mirar con simpatía aquellos modelos administrativos de carácter secular y que hundían sus raíces en la tradición y en el pasado, como era el caso del régimen foral. De aquí que Cánovas, en los discursos que pronuncio en estas fechas, expusiera su voluntad de consolidar la unidad política de la nación, pero también de buscar alguna alternativa que mantuviera la peculiaridad administrativa de estas provincias y que estas continuarán con sus formas tradicionales de gestión. Una de sus traducciones fue que Cánovas se mostrara inicialmente favorable a la continuidad de las instituciones forales (diputaciones y juntas generales). 

	Ante esta situación la representación vasca mantuvo en aquellos años de 1876-1877 una postura no coincidente, que diferenciaba la posición más férrea de los comisionados vizcaínos, partidarios del mantenimiento incólume del régimen foral, frente a las otras dos provincias, un tanto más abiertas a algún tipo de transacción. No obstante, la opinión publica vasca se inclinaba mayoritariamente por el rechazo de la Ley de julio, que era considerada como punitiva para el País Vasco en su conjunto en tanto que no distinguía entre liberales y carlistas, y conforme a ello se obstruyo su aplicación desde las propias instituciones en una forma de resistencia pasiva. Destacaron en este punto las posiciones mantenidas por un sector muy influyente en la sociedad vasca, el denominado intransigente, que se mostraba partidario de no aceptar modificación alguna en el sistema foral y de no propiciar su posible acomodamiento con la Ley de julio. Este grupo no parecía ser consciente de la gravedad de la situación, y de manera un tanto suicida propugno la defensa de lo que entendían el principio, no colaborando con posibles modificaciones del entramado foral en la creencia de que era una crisis más que se solventaría, como en otras ocasiones, con el cambio de gobierno. Error de calculo como se vería enseguida, pero que en ese momento supuso poner en pie una política de confrontación con el ejecutivo, obviando la débil posición de las provincias vascas. 

	Lo cierto es que una vez promulgada la Ley de julio de 1876, la tensión en el País Vasco persistía dada la oposición de las autoridades forales a ejecutarla. De ello se sirvió Cánovas, quien, vista la hostilidad que suscitaba su política en el País, fue endureciendo su postura hasta que a fines de 1877 acabo por disolver las instituciones forales, último e importante legado de lo que había sido el potente entramado político-administrativo que había operado en el País Vasco (Castells, 2003; Castells y Cajal, 2005). 

	111 Quedaba cercenado de esta manera cualquier entronque con una legitimidad histórica de la autonomía vasca, de manera que las nuevas demandas que se van a plantear sobre esta materia no podrán contar con la existencia de aquellos dispositivos que permitiesen una línea de continuidad con el pasado foral. Parecía, pues, que, como señalaba al principio de este libro el profesor Portillo (véase arriba su capítulo), la cultura Constitucional se imponía definitivamente al Fuero, y que de resultas de ello se abría el camino para la nivelación total de estas provincias. Las cosas, sin embargo, no discurrieron por este camino. 

	Cánovas del Castillo necesitaba establecer puntos de encuentro con sectores influyentes de la sociedad vasca, atraérselos hacia su política con el fin de que las provincias vascas no se convirtieran en un foco permanente de tensión. Para ello convoco inmediatamente a las diputaciones, ahora ya «provinciales» y no forales, para tratar la manera de regularizar los vínculos fiscales con el ánimo de que en esa regularización se estableciera algún tipo de régimen peculiar para estas provincias. En la convocatoria de Cánovas llama la atención la continuación de un par de pautas que seguirán reproduciéndose en el futuro: por un lado, se siguió tomando a la diputación como la institución que representaba al País de forma que los convocados lo fueron de esta institución y no del Congreso, una manera de respetar los antiguos usos forales; por otro, las conversaciones y acuerdos a que se llego, se desarrollaron al margen del Congreso, hurtando al órgano representativo de la nación la capacidad de entrar a dirimir acerca de las capacidades autonómicas del País Vasco, lo que interesaba especialmente a los vascos como reiteraremos después2 

	Tales negociaciones entre el gobierno y los comisionados vascos fructificaron en el Real Decreto de febrero de 1878, con el conocido como el primer Concierto económico, punto de partida de un nuevo régimen administrativo para las provincias vascas y comienzo de otra forma de autonomía. El concierto contemplaba básicamente aspectos fiscales, estableciendo unas determinadas cantidades —cupos— que cada provincia había de entregar a la Hacienda central, pero a la par abria, indirectamente, unas vías  en cuanto a capacidad de gestión y administración a las diputaciones vascas que estas se apresuraron a recorrer. 
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	2. El nuevo sistema 

	 

	El Concierto, así como las disposiciones que le fueron complementando, resulto muy ventajoso para las provincias vascas y, en especial, para sus grupos dirigentes. El propósito sustancial de Cánovas era congraciarse con este sector, y a ello respondieron las favorables condiciones económicas que para las provincias vascas se contemplaban en este Concierto económico, hecho reconocido por el propio presidente del ejecutivo, incumpliendo uno de sus caballos de batalla como había sido la  proporcionalidad del cupo en relación a la riqueza3. Pero, especialmente, merced al concierto se formalizaron unas vías  para la administración interna de las provincias vascas de las que los grupos dominantes sacaron un buen provecho. Ello fue así porque, en primer lugar, se consolidaba el preeminente papel de las diputaciones —ahora incluso sin el control de las juntas generales—, circunstancia desde luego contraria a la tradición municipalista del Fuero, cosa que importaba poco a las elites del País Vasco que dominaban con facilidad esta institución. Y, en segundo lugar, se dejaba una gran libertad a las diputaciones para que recaudasen el cupo según los impuestos que estimasen oportuno, lo que les permitió disenar una política fiscal basada fundamentalmente en la imposición al consumo y en los impuestos indirectos, lo cual, casi sobra decirlo, favorecía claramente a las clases más pudientes. 

	El Concierto económico suponía, pues, por un lado, que se pusiera en pie un nuevo régimen administrativo para estas provincias, que de esta manera mantenían su peculiaridad y quedaban fuera del régimen común. Mas, asimismo, por otro, implicaba la materialización de un nuevo pacto entre el gobierno y las burguesías vascas, las cuales continuaban disponiendo de unos resortes de gestión amplios que les posibilitaban elaborar, en el ámbito vasco y dentro de unos limites, políticas económicas conforme a sus intereses. El concierto fue, así, un cauce importante a la hora de integrar a las elites vascas en la nación española y un factor que propicio que, a diferencia de lo sucedido en Cataluña, se sintieran identificadas con la comunidad nacional y mantuvieran una sintonía con los gobernantes. 

	113 Pero las implicaciones del concierto económico no se ciñeron a lo expuesto. Los grupos dirigentes vascos se movieron para darle otro alcance, otra dimensión simbólica, encontrando en este camino la complicidad, si bien oscilante y contradictoria, del ejecutivo. Para empezar hubo una gradual transformación de lo que entrañaba ese primer Concierto económico: hay que tener en cuenta que no tenia categoría de ley, era un real decreto, pero sobre todo, tal como estaba recogido en la voz oficial del Estado, La Gaceta de Madrid, el vocablo «concierto económico» figuraba así, en minúscula, y con el sentido de formar parte, de estar integrado en la unidad Constitucional. Sin embargo, pronto se le doto de otro significado para aparecer como convenio4, mutación interesada con la que desde la parte vasca se evocaría la idea de pacto, de acuerdo entre instituciones, a salvo por tanto de decisiones unilaterales, a la vez que el término «Concierto» era referido en mayúscula, proporcionándole una entidad que inicialmente el legislador no le había otorgado (Clavero, 1985; López Basaguren, 2005). 

	De esta manera se iniciaba desde el País Vasco una andadura dirigida a dotar de contenidos y símbolos a la nueva autonomía que derivaba del régimen del Concierto económico y, a la par, a ampliar los techos competenciales que disfrutaban las diputaciones. Como dijo posteriormente uno los prohombres intelectuales de la burguesía vizcaína, P. Alzola, el primer Concierto económico se hizo con precipitación, pero fue en cualquier caso el que estableció las bases sobre las que discurrió a partir de este momento la autonomía del País Vascongado. En este sentido, un aspecto que llama la atención en la singladura del régimen del Concierto es su limitado anclaje legal, es decir, que no fuera contemplado expresamente por una ley, sino que el camino normativo que siguió fuese casi subrepticio. Ello propicio tanto su vaguedad legal como su imprecisión competencial, dos factores que lastraron la marcha del Concierto y dieron lugar a constantes conflictos entre las administraciones vascas y la central. Era, en suma, lo que en términos jurídicos podríamos considerar como un contrato confuso, lo que había de aparejar roces entre las dos partes. 

	Tales choques ocasionaron, a su vez, que en el País Vasco fueran surgiendo nuevas reivindicaciones, ahora más perfiladas, emergiendo de este modo un anhelo autonomista más acabado o «maduro», si se permite la expresión. Había, en cualquier caso, una situación de partida que creaba inquietud en los vascos como era que mientras el régimen foral basaba su legitimidad en su propia existencia, en su raíz histórica y tradicional, el Concierto era al fin y al cabo una medida adoptada a iniciativa de la Administración central, lo que podía interpretarse como una concesión, con el consiguiente riesgo de que aquella pudiera mudar de opinión y lo suprimiera. 

	114 De hecho, del texto del primer Concierto podía inferirse una cierta provisionalidad, pues el arreglo a que se llego fue por ocho anos, sin especificar posibles continuidades ni se indicara nada respecto a su estabilidad. No obstante, enseguida se puso en evidencia que la voluntad de los gobernantes, tanto pertenecieran al partido conservador de Cánovas o al liberal de Sagasta, era dar continuidad a este sistema y ello tuvo su plasmación más nítida en 1887 con la prorroga del Concierto, sin establecer, además, un periodo concreto de duración como limite temporal.5 Con posterioridad, el Concierto fue renovado en otras tres ocasiones (1894, 1906 y 1926). 

	Planteadas así las cosas, un elemento sustancial para la parte vasca era proporcionar una apoyatura solida al régimen del Concierto. Con este fin se sustancio una doctrina que presentaba el Concierto como una continuación del régimen foral y, por tanto, como la plasmación de un tipo de derecho (en la segunda década del XX se traduciría en derecho histórico) que el ejecutivo no estaba capacitado para suprimir. Se buscaba así elevar el Concierto a categoría de pacto, de contrato entre dos partes, cuya alteración sustantiva exigía el mutuo acuerdo. 

	La Administración central, por su parte, fue respetuosa con el régimen del Concierto y a lo largo de aquellos años no existió por parte de los diferentes ejecutivos que se sucedieron voluntad alguna de suprimir dicho sistema. Como constataban los propios medios vascos, la atmosfera de hostilidad hacia el País Vasco que existía en 1876 en el resto de España había desaparecido, pero además, y una vez encarrilado el problema contributivo con las provincias vascas, se fue abriendo paso tanto en los medios intelectuales españoles como entre los políticos una consideración crítica hacia las políticas centralizadoras, más visible en el partido conservador (Tusell, 1973). En este caso, se readaptaba un pensamiento que miraría con simpatía formulas descentralizadoras, con sabor regionalista, si bien de alcance limitado, y tono corporativista y escasamente democrático (González, 1997). Se asistió así desde fines del siglo XIX a diferentes proyectos gubernamentales que pretenderían una reforma de la administración local y provincial, uno de cuyos intentos más significativos fue el que promovió Maura durante la etapa 1907-1909, que sirvieron también para plasmar que las fronteras en las que se movían tales propósitos descentralizadores se situaban en el piano administrativo, lejos, por tanto, de posibles derivas hacia una autonomía política (Moreno Luzon, 1998: 2006). 

	115 Un importante desafío para el gobierno fue el movimiento autonomista que se registro en 1917-1919 a instancia fundamentalmente de la Lliga Regionalista y que tuvo su eco en distintos puntos de España (Núñez Seixas, 2001; Ucelay Da Cal, 2006), pero una especial repercusión en Cataluña y País Vasco. En tal ocasión, el entonces jefe de gobierno manifestaría que era favorable «a la urgente y definitiva solución al problema de las autonomías y singularmente del que afecta a Cataluña» (Fondo Romanones, diciembre 1918), aunque luego tales propósitos se demostrarían inviables ante la discrepancia de las partes sobre lo que suponía esa autonomía. 

	En cualquier caso, no fueron malos tiempos para el Concierto económico, que pudo desenvolverse sin la hostilidad de la opinión publica española y contando con una cierta aquiescencia gubernamental. Y ello a pesar de los recelos que a medida que pasaba el tiempo fue generando su aplicación entre los gobernantes, tal como se refleja en unas notas manuscritas de Maura, que se refiere a la situación de estas provincias, a la altura de 1918, en el sentido de que «rara vez combatida ni siquiera recapitulada la desigual y aventajada condición y trato legal de aquellos pueblos con respecto a los demás de España», para apuntalar en otro texto que los «actuales conciertos económicos son insostenibles, cada día mas” (Archivo Maura, octubre 1918 y enero 1919). Pues bien, a pesar de este tipo de opiniones, los Conciertos económicos no corrieron peligro y fueron respetados por el ejecutivo, que mantuvo por lo general una política dialogante cuando se renovaron o cuando hubo que negociar puntos conflictivos. La memoria de la foralidad persistió y desde el gobierno se era consciente de que la no renovación del Concierto o su grave alteración, originaria graves trastornos (Goitia, 1908: 306). 

	Lo expuesto no supuso que el discurrir de la autonomía que disfrutaba el País Vasco estuviera exento de sobresaltos y tensiones; más bien fue todo lo contrario. La aludida indefinición legal en la que se movía el régimen del Concierto no solo afectaba a su propio sostén doctrinal, sino también a los niveles competenciales que disfrutaban las diputaciones vascas. Los textos legales que regulaban los Conciertos eran a la vez que escuetos, vagos e imprecisos, y la referencia más explicita fue la formula empleada en el Concierto de 1894 de que las diputaciones «continuarán investidas así en el orden administrativo como en el económico, de todas las atribuciones que han venido ejerciendo”, que podría resultar titil si se hubiera especificado en algún momento cuales eran tales atribuciones, cosa que no sucedió (Estecha, 1918: 7). Esta situación favoreció a las diputaciones vascas, las cuales aprovecharon este vacío legal para ir ampliando el campo de sus funciones y estableciendo políticas fiscales según sus criterios. 

	116 El resultado fue que el País Vasco dispuso con el Concierto económico de una amplia autonomía, pero con la peculiaridad de que era una autonomía al revés, que no venia determinada y garantizada por la ley, sino que era resultado del ejercicio expansivo de las diputaciones, que desde la reconocida autonomía financiera ensancharon y ampliaron el campo de sus funciones (Fernández Rodríguez, 1975: 521). Ello, lógicamente, supuso que, a lo largo de la Restauración, los choques con la Administración central fueran habituales y que esta, a través de un sinfín de normas de rango inferior (reales decretos, reales ordenes...), fuera delimitando de manera confusa el quantum de la autonomía vasca. No hubo, en este sentido, una legislación univoca, de manera que las normas que se fueron promulgando tenían interpretaciones controvertidas, lo que daba pie a confusiones y a generar una mayor tensión. 

	No obstante, se fue afianzando paulatinamente por parte del legislador una lectura generosa y favorable para estas provincias, lo que les permitió gozar de una amplia autonomía y con «casi plena soberanía en la determinación” de las reglas fiscales, como señalaba un ministro de Hacienda de la época (Calvo Sotelo, 1931: 67). En esta misma dirección, en algún texto legal se recogía parte de la filosofia defendida desde sectores de la sociedad vasca en el sentido de entender el Concierto como un contrato entre dos partes, a la par que como un pacta.6 La consecuencia de semejante situación fue que las diputaciones provinciales vascas ejercieron un buen numero de atribuciones, y desde las inicialmente contempladas de carácter fiscal, fueron progresivamente ensanchándolas hacia otros ámbitos administrativos. Como decía un ilustre conocedor de los vericuetos del Concierto, «la sinceridad obliga a reconocer que, con posterioridad a la desaparición del viejo régimen han alcanzado estos Cuerpos Provinciales un grado de desembarazo y de libertad de acción en sus funciones económico-administrativas y tan amplia de descentralización. que les ha permitido realizar brillantes progresos en los diversos ramos sometidos a su gobierno» (Alzola, 1910: 263). 

	Resulta Llamativo que desde el punto de vista doctrinal, con la Ley de julio de 1876 y la posterior supresión de las instituciones forales, puede considerarse que la foralidad desaparece, y que, por tanto, el régimen del Concierto no podría buscar en el Fuero su amparo legal (Corcuera y García Herrera, 2002: 23). Sin embargo, se fue generando una opinión que consideraba el régimen del Concierto y la autonomía que propiciaba como una suerte de proyección o herencia del régimen foral, de manera que el mismo legislador remitía la legitimidad del régimen peculiar de estos territorios a su pasado foral, que actuaria como soporte historicista del nuevo sistema. 

	117 Ello se reflejaría en diferentes disposiciones normativas, dando lugar a que, como ha explicado el profesor Clavero, el foralismo se fuera introduciendo no de forma expresa ni regulada por Ley, sino de modo solapado en distintas disposiciones que afectaban a la autonomía del País Vasco. Así resulto una situación paradójica según la cual un Estado con vocación centralizadora hacia una significativa excepción para el caso de las provincias vascas (y Navarra), que disfrutaron de un estatus particular, desarrollándose en lapráctica y en lo que atañía a estos territorios una suerte de «Constitucionalismo regional de un cierto sabor federativo” (Clavero, 1985: 84). De este modo, la proclamada unidad Constitucional abrió una brecha para integrar la singularidad vasco-navarra, y aunque lo hizo desde unas nuevas bases, su entronque se establecería con una especie de derecho histórico que estas provincias poseerían en razón de su pasado foral. 

	El régimen del Concierto económico reporto indudables beneficios a las provincias vascas, de forma que la autonomía que sus diputaciones disfrutaban fue una palanca útil de la que estas instituciones se sirvieron para gestionar un buen numero de servicios y, sobre todo, para articular una política que favoreció el desarrollo económico. Otro buen conocedor de las repercusiones económicas del Concierto señalaba, a la altura de 1932: «esta libertad de orientar los impuestos en nuestras diputaciones y de ponerlos de acuerdo con las necesidades de la economía provincial, es la verdadera causa de la prosperidad del país» (Orueta, 1932). Al margen de que tal consideración resulte exagerada, no cabe duda, como se ha expuesto, de que del Concierto se beneficiaron especialmente los grupos económicamente más poderosos, que disfrutaron de una política fiscal claramente favorable para sus intereses. No obstante, la imagen que se tenia en el País Vasco del Concierto fue muy favorable, suscitando un consenso muy extendido, si bien tal consenso no era entusiasta. Con la excepción de determinadas opciones de izquierda (algunos Republicanos, los socialistas) que criticaban el sesgo de clase que se le dio al Concierto, lo cierto es que fue una herramienta con un alto grado de aceptación en la sociedad tanto por las posibilidades de gestión autonómica que arbitraba como por la dimensión simbólica que fue reuniendo, que supuso que fuera presentado como una prolongación —si bien menguada— del régimen foral y de los derechos que asistían al país. Desde estas claves pueden entenderse las reacciones en tono vasquista que se producían en el País Vasco cuando se consideraba que había vulneraciones del régimen concertado. Un ejemplo de ese paulatino calado social que tuvo el Concierto lo tenemos en el cambio de actitud del Partido Nacionalista Vasco, que de mostrar inicialmente su hostilidad o indiferencia, paso, ya en 1903, a prestarle su apoyo y a sumarse a las iniciativas en su defensa. 

	118    No obstante, como suele señalar el profesor Montero, tal aceptación no podía ser externamente entusiasta porque, al fin y a la postre, el Concierto era muchas veces presentado como un residuo espurio del régimen foral, como una especie de mal menor, cuya principal función vendría a ser la de trampolín desde el cual reivindicar la vuelta del sistema foral. En la medida que el Concierto surgió por iniciativa gubernamental y como consecuencia de la desaparición del sistema foral, había que mostrar una cierta frialdad y distanciamiento respecto a este nuevo sistema, y no era infrecuente que se hablara de el en términos desdehosos como «un resto, bien que mezquino, de nuestras libertades perdidas» (Zabala Allende, 1927: 4). Había en esta posición mucho de huera fraseología, de concesión a lo socialmente dominante, pues en realidad hubo en aquella sociedad un reconocimiento, bien es verdad que muchas veces solapado, del peso del Concierto en el desarrollo de la autonomía del País Vasco y de su influencia a la hora de impulsar el crecimiento económico de las provincias vascas. 

	En realidad la política que se desarrollo en el País Vasco pronto se adapto al cauce marcado por el Concierto, como era reconocido por los contemporáneos, de forma que la vía posibilista y de transacción que de hecho abría este sistema se impuso rápidamente y bajo esta pauta discurrieron las relaciones entre el Estado y las instituciones del País Vasco. aunque ello no impidiera que se registrarán también momentos de tensión. De este modo, el Concierto económico fue un factor mas, pero importante, en la moderación con la que se desenvolvió la llamada cuestión vasca» en estas provincias durante el periodo que estamos tratando. Asimismo, como se ha dicho, el régimen del Concierto fue un factor esencial a la hora de crear elementos de sintonía entre los sectores burgueses de la sociedad vasca y el ejecutivo, quebrando así cualquier atisbo de formalización de la «via catalana» de construcción nacional, vía catalana que en cambio contaba como uno de sus pilares con el apoyo de sus grupos socialmente dirigentes. Pero más alía, fue también un sistema que facilito la inclusión afectiva de la población de estas provincias en la nación española (Ruiz Soroa, 2006:22). El Concierto fue, de este modo, un colchón para atenuar posibles reivindicaciones patrióticas de signo radical, estableciendo un cauce por el que las políticas regionalistas podían discurrir, a la par que dificultaba el asentamiento de posturas maximalistas. Es lo que vendría a sugerir Alzola cuando señalaba que «el nuevo procedimiento» tenia diversas ventajas, «sin que por fortuna ofreciese el riesgo de la exaltación de las masas en demanda de concesiones imposibles de alcanzar...» (Alzola, 1910: 256). 
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	3. La autonomía 

	 

	En cualquier caso, como expone Félix Luengo en este mismo volumen (véase abajo), la Ley de julio de 1876 fue vivida en la sociedad vasca como una ley abolitoria, como una suerte de castigo, generando un importante sentimiento de frustración. Ello propiciaría en aquella coyuntura los furores patrióticos de personajes relevantes del País Vasco, con su correspondiente versión juvenil (Unamuno, F. Gascue o incluso J. de Orueta), o la relegación de la vida publica vasca de otros a los que se les consideraba responsables de dicha Ley (como fue el caso de F. Lasala).7 

	Al margen de las interpretaciones contrapuestas a las que dio lugar la Ley de julio, lo cierto es que la percepción que se extendió fue de perdida y de injusticia, construyéndose a partir de aquí unos discursos en clave nostálgica y victimista, que enfatizaban sobre las bondades del régimen foral y reiteraban la invención de una pasada «edad de ore» vasca. Los discursos en torno a un Fuero mitificado se revitalizaron, y la perdida de sus aplicaciones concretas permitió ahondar en su componente ambiguo y flexible, lo que dio pie a que se convirtiera en referente obligado de todas las fuerzas políticas, que desde objetivos distintos lamentaban su perdida. Así ese nuevo discurso que se fue conformando durante la Restauración y que tenia como denominador común la apelación al Fuero, tenia varias lecturas e interpretaciones diversas, pero reflejaba en sus distintas expresiones un tono reivindicativo cuyo poso residía en la idea de que al País Vasco se le debía una reparación que el sistema del Concierto no había llegado a satisfacer. 

	Al desarrollo de esta inclinación victimista contribuyó la comentada indeterminación del Concierto económico, cuya falta de soporte legal, pero, sobre todo, de definición de contenidos sobre las materias en las que eran competentes las diputaciones, creaba frecuentes roces entre la Administración central y las diputaciones vascas. Como señalaba una personalidad de la época, lo que procedía ante lo «incierto de las disposiciones era acabar con tal «incertidumbre, fijando clara y categóricamente los limites de su autonomía administrativa, sin ambigüedades ni equívocos» (Goitia, La Voz de Guipúzcoa, 29 de diciembre de 1890). 

	120 De este modo, se fue abriendo paso entre diversos sectores políticamente heterogéneos del país la necesidad, por un lado, de estabilizar dentro del ordenamiento legal la peculiaridad vasca, su carácter excepcional, y, por otro, de determinar con precisión las atribuciones que poseían las diputaciones vascas. 

	Se fue plasmando así entre las fuerzas políticas vascas un planteamiento de corte autonomista de nuevo tipo, que demandaba básicamente un reconocimiento político expreso de la capacidad de estas provincias para disponer de un sistema diferenciado dentro del conjunto del Estado, así como de una serie de competencias que debían caer bajo su jurisdicción. El Fuero se seguía empleando en los discursos como punto de apoyo y sostén con el que otorgar credibilidad a las reclamaciones, pero sin entrar en contenidos precisos y más como una referencia retorica. Como se decía en la época, los Fueros «han quedado reducidos a un tópico de elocuencia» regional (Salaverria, 1917: 157). Su imprescindible actualización se produjo a través de la formulación explicita de la autonomía, traducción moderna y pragmática de los antiguos anhelos en favor de la autoadministración, a la vez que paralelamente fue surgiendo un nuevo modelo, el estatutario, como vía para regular las relaciones con el Estado. Se suscito de esta manera desde unas nuevas bases la cuestión del autogobierno, entendida ya en su acepción contemporánea, así como también la de Constitucionalizar el Fuero, vía para resolver el viejo debate de la atipicidad legal de la peculiaridad vasca y dotarla de este modo de un amparo normativo estable. Otra cosa distinta fue, tal como explican Javier Corcuera y Fernando Molina en sus capítulos sobre la República (véanse abajo), que se produjera una reflexión suficiente acerca de como plasmar competencialmente ese autogobierno o como debía articularse internamente el País Vasco. Precisamente, con la Segunda República, ante la necesidad de responder al reto estatutario, se pusieron en evidencia las carencias en estos terrenos. 

	En cualquier caso, el desarrollo de tales ideas siguió un curso no lineal en el que se manifestaron, como no podía ser de otra forma, criterios no coincidentes. A este respecto, los momentos de renovación de los Conciertos fueron una situación reveladora de las aspiraciones que mantenían las provincias vascas en relación con su grado de autonomía, o mejor dicho, más que las provincias vascas, sus grupos social y políticamente dirigentes, que fueron los que asumieron las responsabilidades de las negociaciones con el Estado. 

	121 Pues bien, lo que se infiere de tales negociaciones con la Administración central y de otras expresiones publicas de las instituciones vascas es que los objetivos que se buscaban eran: a) lograr buenos acuerdos económicos y mayores atribuciones para las diputaciones provinciales; b) que estas mantuvieran su preeminente papel dentro del conjunto institucional vasco (especialmente en su relación jerárquica con los ayuntamientos); c) estabilizar el régimen del Concierto, a ser posible por medio de una ley; d) y la reintegración foral, reivindicación vaga, pero que solía traducirse en una mención al restablecimiento de los organismos forales. Estas constituían la batería de aspiraciones esenciales que desde las instituciones del País Vasco se exponía, sobre todo, en las situaciones de mayor calor reivindicativo, que solían coincidir con los momentos de renovación de los Conciertos. No es casual, en cualquier caso, el orden en el que he expuesto las aspiraciones, el cual indicaría, como veremos, una cierta prelación de unas sobre otras. 

	Los diversos partidos políticos del país tenían sus propias propuestas, pero las que he presentado, salvo excepciones, contaban, al menos formalmente, con un amplio consenso entre dichas fuerzas, incluidos los dinásticos, que no se olvide solían ocupar los cargos más relevantes en las diputaciones. Este último sector, con ocasión de la discusión del Concierto en los años 1886-1887, expresara varias veces a través de diferentes personajes, entre los que destacaba el mencionado Alzola, a la sazón presidente de la Diputación vizcaína, aspiraciones como la de conseguir la «mas amplia descentralización administrativa», así como que el objetivo que se perseguía era lograr la estabilidad y fijeza del Concierto, lo cual podía venir a través de una ley que lo refrendase.8 Después de renovado el Concierto, el propio Alzola señalaba que «durante los últimos años se ha conseguido dar estabilidad al Concierto Económico y se ha afianzado la autonomía administrativa» y que todo inducia a creer que esta había de consolidarse (Alzola 1890: 8). Se asentó, así, una especie de patrimonio terminológico empleado por fuerzas políticas diversas en el que se mencionaba con frecuencia la necesidad de disponer de autonomía económica y autonomía administrativa, y no era infrecuente que se hablase de la reintegración foral, o incluso que desde las propias instituciones vascas se aludiese a los derechos autonómicos (Diputación de Vizcaya, 1911), o, ya comenzado el siglo XX, a los derechos históricos (Mensaje de las Diputaciones al Gobierno, 1917, elaborado por C. de Echegaray), si bien este último término era del gusto sobre todo de tradicionalistas y nacionalistas pero no exclusivo de ellos.9 Aunque cabe preguntarse: ¿que había tras estas formulaciones? ¿Cual era en realidad la fuerza e intensidad del ánimo autonómico que existía en el País Vasco? 

	122    La observación de nuevo de lo sucedido durante las negociaciones de la renovación del Concierto, en la medida que eran momentos de especial trascendencia, nos ayuda a arrojar alguna luz en estos interrogantes. Una primera constatación, por lo demás obvia, es que a pesar de que las diputaciones vascas mantuvieron en estas situaciones una imagen de unidad frente a la Administración, hecho por otra parte necesario si querían lograr sus objetivos, había en ocasiones puntos de vista diferentes entre unas y otras, así como entre los miembros de las comisiones de las respectivas instituciones provinciales. Dicho esto, pretendemos reflejar lo que entendemos que son pautas generales o significativas de la opinión mayoritaria que había en el País Vasco, y que constituían en cierta manera un común denominador, obviando posturas que consideramos que eran minoritarias o no representativas. 

	Un primer aspecto llamativo es el recelo mantenido durante buena parte de la Restauración por parte de los representantes vascos ante la mera hipótesis de abordar en la Cortes la cuestión del Concierto económico, o, dicho de otra forma, el tema del autogobierno de las provincias vascas. Se deseaba, si, una estabilidad y un refrendo legal que el régimen del Concierto no aseguraba, pero mayor que tal deseo era el temor de que el régimen peculiar de las provincias vascongadas pudiera salir malparado y con recortes si se debatía en las Cámaras. Se consideraba mejor, en este sentido, tratar directamente con el ejecutivo y llegar a acuerdos con el, huyendo de la discusión publica y del filtro del Congreso, postura, por otro lado, que venia ya de la época foral. Los pronunciamientos en el sentido de evitar a las Cortes fueron habituales tanto por los vascos como por los propios gobernantes, pero en tal actitud influía no solo la prevención a que se pudiera producir un cierto «descontrol» del proceso autonómico en el Congreso y su posible merma, sino también, y sobre todo, el hecho de que entre buena parte de los representantes vascos había un grado de notable satisfacción con el régimen del Concierto y con lo que merced a el se disponía. No es extraño así que hubiera manifestaciones en el sentido de no remover las cosas (J. M. Unceta, carlista, presidente de la Diputación de Guipúzcoa, 1888), o de que era preferible evitar concreciones en el régimen del Concierto pues de la ambigüedad se beneficiaban las provincias vascas («y que consideraba más conveniente para el país una disposición de carácter general y vaga si se quiere, porque con ella se defienden perfectamente las Diputaciones»; exposición del integrista alavés B. de Guinea, 1907). 

	123 No le faltaba razón al diputado alavés, pues las diputaciones vascas se servían de lo no contemplado por la ley o de aquello que quedara indeterminado para ampliar sus facultades, aunque, como hemos indicado, llego un momento en que tal situación ya no ofrecía ventajas y ello, como expondremos, origino la búsqueda de otro tipo de respuestas. 

	Precisamente en los momentos previos a la renovación del Concierto económico se solía producir un clima de agitación en el País Vasco en un tono genéricamente vasquista, demandando mayores cotas de autogobierno para las diputaciones provinciales. Quizá el movimiento que se fraguo básicamente en Guipúzcoa en torno a la Liga Foral Autonomista (1904-1906) y que tuvo en esta provincia un notable calado social es la expresión más intensa de ese clima reivindicativo, con un trasfondo genérico de corte foralista, pero que por su programa era ya una iniciativa autonomista y estatutaria en toda regia. En estas situaciones, al igual que en otras como la discusión de la Ley de Administración Local (1907-1909), se suscitaban en los medios vascos dos aspiraciones que aparentemente estaban entrelazadas y que debían negociarse paralelamente con el poder central: la autonomía económica y la reintegración foral. Con la primera de las demandas se planteaba lisa y llanamente la obtención de unas mejores condiciones económicas en el Concierto, en tanto que la segunda venia a veces embozada tras uno de los vocablos más reiterados durante la Restauración: la autonomía administrativa. 

	Aparentemente no había desacuerdo en el País Vasco tras estas dos reivindicaciones, que aparecerían así en tales coyunturas forjando el ideal nacionalista de un país unido en torno a la consecución de mayores cotas de autogobierno. O, expuesto en otros términos, una forma de revitalizar la vieja aspiración fuerista de la unión vascongada. Como suele ocurrir, la realidad, sin embargo, era más compleja y hacia inviable tal aspiración. 

	En primer lugar, tengamos presente que en la sociedad vasca de la Restauración había otras cuestiones que reclamaban asimismo la atención de la población y generaban movilizaciones, de manera que los problemas autonómicos compartían el espacio público con otros temas (políticos, religiosos, sociales), que dependiendo de los momentos desempeñaban roles más esenciales. En segundo lugar, la comprensión que las fuerzas políticas podían tener de tales reivindicaciones autonómicas era muy dispar. Por ejemplo, la viabilidad de lograr la reintegración foral con ocasión de las negociaciones para la renovación del Concierto resultaba torpedeada de raíz desde el propio ámbito vasco debido a las diversas concepciones sobre como se entendía tal hecho, como se ponía de manifiesto en las discusiones que mantenían los comisionados vascos cuando trataban este punto. Y en tercer lugar, y contra lo que se manifestaba públicamente, no existía por parte de la mayoría de los representantes del País Vasco que negociaban la renovación del Concierto una voluntad real de afrontar el tema de la «reintegración foral» o su posible actualización, que las voces más pragmáticas de aquel tiempo la concretaban en el restablecimiento de las juntas generales. 

	124    Ciertamente en 1887 y, especialmente, en 1906 llegado el momento de renovar el Concierto, los comisionados vascos de las tres diputaciones vascas manifestaron que la reintegración foral era uno de los puntos esenciales a tratar y conforme a ello se desarrollo una campaña popular en torno a este objetivo. Sin embargo, a pesar de lo prometido, esta cuestión no llego a plantearse realmente en las negociaciones, y otro tanto  en situaciones similares (por ejemplo, con el referido proyecto de ley de administración local de Maura). Las actas de las reuniones que en tales ocasiones celebraban los representantes vascos reflejaban que la prioridad era la obtención de un buen Concierto económico, y que en todo caso se podía pedir la reintegración foral «siempre que por esta petición no pongan en peligro la subsistencia del mismo concierto» (Adolfo Gabriel Urquijo, presidente de la Diputación de Vizcaya, 1906), o, dicho con palabras de otro diputado provincial vizcaíno, Ampuero, el Concierto era el mandato imperativo y la reintegración foral el desideratum (AGG, JDT, 1788, 1; 23 de octubre de 1906). Aunque fuera de modo marginal, en la prensa de la época se denunciaba esta manipulación interesada de la cuestión foral. Pero, en este sentido, son de especial valor las opiniones de personalidades que vivieron los entresijos de estas o similares negociaciones, y que señalaban que tales propuestas eran una farsa (Gascue, 1909:42), o que se formulaban para la galería (Lasala, 1924: 478), en tanto que algún otro buen conocedor del país escribía en su correspondencia, en 1906, que «en conversación privada con el [por el citado A. G. Urquijo] me dice que se tratara y regateara únicamente la cuestión de ochavos» (Areilza, 1999: 144). 

	Se utilizaba la apelación al Fuero como señuelo, como gancho para promover la movilización de la población tras las diputaciones y presionar así al gobierno con el fin de lograr unas mejores condiciones en la renovación del Concierto. Desde distintas fuerzas políticas vascas (dinásticos, tradicionalistas, ciertos sectores Republicanos, nacionalistas) se coincidiría en hacer un «ruido» controlado a través de la agitación popular como un medio para disponer de resortes con los que encarar las negociaciones que se desarrollaban con el ejecutivo. Pero, sobre todo, los grupos rectores del país, especialmente en lo que respecta a los dinásticos, se sentían identificados con el régimen del Concierto y no estimaban prioritario introducir modificaciones. No en vano /Alzola consideraba que con el Concierto «en el orden administrativo la libertad de acción es mayor que antes» y que, en definitiva, «en el orden económico-administrativo se disponía de una autonomía vigorosa y esplendida»(1910:17,350). 
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	4. Identidad y autonomía 

	 

	El panorama era, pues, complejo, como se correspondía con una sociedad que a lo largo de la Restauración cambio profundamente, acentuando sus rasgos de fragmentación social y pluralidad política. El Fuero, como hemos dicho, siguió impregnando los discursos de las distintas fuerzas y continuo siendo un instrumento que cobijaba un patriotismo múltiple, pues fue tanto vehículo de identificación con la nación española, como soporte de sentimientos vasquistas y de énfasis en la patria particular. Pero si en este rasgo se apreciaba una cierta continuidad con lo acaecido en la etapa foral precedente (Molina, 2005; Castells, 2007), sin embargo los signos de cambio fueron palpables en todos los ordenes sociales a lo largo de la Restauración y a ello tampoco escapo la función que había desempeñado el Fuero. Si durante el siglo XIX el Fuero se había erigido en una especie de sustento de una identidad colectiva entre los vascos (Ortiz de Orruño, 2002: 378; Portillo, 2006) y generaba un cierto consenso en las fuerzas políticas, a medida que transcurría la Restauración fue perdiendo ese papel angular e integrador ante la gestación de nuevos tipos de relaciones sociales y políticas, así como de nuevas formas de identidad. Ello no fue óbice para que persistiera con fuerza una memoria del fuerismo vivida en clave nostálgica (Rubio, 2003), o, vinculado a ello, se mantuviera una tradición foralista (Ugarte, 2003:105), que impregnaba no solo la vida institucional (relevante papel de las diputaciones) o jurídica, sino que también se solía hacer presente en el pensamiento y en los modelos políticos que se propugnaban.10 

	Como es conocido, el País Vasco fue escenario durante la Restauración de una acusada confrontación política y social, surgiendo lo que el profesor Fusi nos ha explicado brillantemente y que puede sintetizarse en la idea de una sociedad plural. 

	126 En lo que respecta al tema que nos afecta, hubo un considerable avance en el proceso de nacionalización, haciéndose más visible la idea de España ya no solo en las reflexiones teóricas —y en este punto el «98» supuso una inflexión importante— sino también en lo cotidiano, en las practicas sociales, lo que fue impulsado por los nuevos mecanismos de socialización, con el importante papel que desempeño en este terreno la expansión de los medios de comunicación. Se asistió, por parte de distintos colectivos, a la gestación de patrimonios identitarios propios, a veces contrapuestos entre si, cuyo ejemplo quizá más claro es el que representaban nacionalistas y socialistas .

	Había, en este sentido, una tentación, explícitamente formulada en el caso del nacionalismo pero también del socialismo, de establecer lealtades no compartidas, identidades únicas y exclusivas, de manera que uno de los principales ámbitos de la pugna por la hegemonía fue el de demostrar que la identidad que se postulaba era la única real y sustancial. Conseguirlo suponía el triunfo político. Frente a las implicaciones integradoras (inclusivas) que podían haberse derivado del mensaje foralista durante el siglo XIX, emergieron a fines de este siglo discursos nacionalistas de un signo u otro que contribuyeron a fragmentar la sociedad. Una particular incidencia tuvo este caso el nacionalismo vasco, que introdujo un factor de división interna por su concepción exclusivista y sectaria del hecho vasco, que no hizo sino abrir una brecha a la hora de entender la identidad vasca (Fusi, 2006: 38). Paulatinamente, e inducido también como una reacción al nacionalismo vasco, se fue manifestando un sentimiento españolista expreso, que estaba presente de manera no prioritaria en distintas formaciones políticas. Pero no fue hasta 1919, con los dinásticos vizcaínos, cuando se convirtio en el eje sobre el que se artículo un proyecto político, hecho que ocurrió con la Liga de Acción Monárquica y que, como explica F. Luengo en su texto (véase abajo), supuso que se postulara la identidad española como la lealtad básica. 

	No obstante, el panorama en el País Vasco resulto durante la Restauración más matizado de lo que puede deducirse de esta mera enunciación. Para empezar no hubo ninguna opción política que resultara hegemónica, lo cual supuso que ninguna alternativa se impuso nítidamente a otra. Hubo sin duda un avance de la vasquidad entendida ya en su acepción moderna, de los elementos propios y específicos de la cultura autóctona vasca, que se manifestó en distintas expresiones culturales y científicas, con el fomento de la literatura, el teatro, la música..., en vascuence o con temática vasca, pero también con el desarrollo de la historia local, la antropología (T. Aranzadi), la filología vasca (R. M. Azkue), etc.. La desaparición del sistema foral dio alas a un renacimiento cultural en clave etnicista y euskaldun, de baja calidad por otra parte, dentro de un contexto que buscaba privilegiar el marco local-regional. 

	127 Estas iniciativas contaban con el decidido apoyo del nacionalismo vasco en su idea de «despertar» a la nación, lo que pasaba por una labor intensa en el ámbito de la cultura y de la sociabilidad, así como ofrecer nuevos imaginarios a una sociedad en profundo cambio, y, por tanto, con la necesidad de nuevas referencias fuertes a las que adherirse. Sin embargo, el nacionalismo fue un movimiento minoritario durante este periodo y no pudo contrarrestar la hegemonía que disfruto el liberalismo y sus expresiones culturales vasco-españolas (Fusi, 1984; 2006:46), o dicho de otra forma, el desarrollo de una cultura simbólica nacional-española, que fue compartida por un sector importante de la población. 

	En este sentido, y a pesar de que durante la Restauración hubo una parcelación cultural y política de la sociedad como no había habido antes —aquí se podría aplicar el diagnostico de Recalde de una sociedad con un alto grado de identificación pero bajo de integración—, también existían elementos de cruce y compartidos. Continuo el predominio de lo que entendemos una cultura simbólica no exclusivista y que propiciaba pertenencias varias y lealtades compartidas. Los «lugares de memoria», los monumentos, la misma rotulación de la «nueva ciudad» que se levantaba, las expresiones músicales..., es decir, manifestaciones simbólicas de calado social, seguían teniendo evocaciones diversas, que servían tanto para remarcar lo particular y especifico del País Vasco como para reflejar su vinculo con la nación. El propio empuje cultural vasquista que hemos citado, aunque poseía un sesgo afín a la derecha, no tenia una significación política determinada y, como muy bien ha explicado M. Aizpuru (2000), no estaba monopolizado por el nacionalismo y en el participaban también gentes conservadoras y/o tradicionalistas (los C. de Echegaray, J. Elorza, J.M. de Urquijo), etc.., a los que se les podían sumar en el terreno político liberales (Orueta), Republicanos (Goitia, Gascue) o socialistas (el socialismo eibarrés). En ese vasquismo no nacionalista había una exaltación de la comunidad local, una reproducción de la imagen mitificada que provenía del fuerismo, pero ello era compatible con el mantenimiento de la doble lealtad y, por tanto, con la adhesión tanto a la patria pequeña como a la nación española. 

	Como ya se ha apuntado, dentro de un panorama con tendencia a la polarización tanto social como política, sin embargo, en el hecho vasco pudo la moderación. Se impuso en las fuerzas vascas una política posibilista, de negociación, con un poso regionalista, que se acabo imponiendo ante tentaciones que pudieran provenir de los extremos nacionalistas. El Concierto económico tendría en esta dirección una doble repercusión, pues, por un lado, contribuía al triunfo de esta política moderada, pero a la vez creaba puntos de encuentro entre las distintas fuerzas políticas en razón al consenso que suscitaba, con la excepción significativa de la izquierda, representada en los socialistas y determinados sectores Republicanos que criticaban no el derecho al Concierto, sino el sesgo de clase que se le daba desde las diputaciones. 

	128 Un reflejo de esa apuesta por la moderación fue el creciente prestigio que adquirieron la idea de lo regional y las políticas regionales, que eran valoradas positivamente por fuerzas políticas dispares. Así, por ejemplo, el monárquico Balparda consideraba que el nacionalismo vasco había «desacreditado las aspiraciones políticas regionales» que habían constituido «el pensamiento central de la personalidad vizcaína» (Hermes, enero de 1917: 59), en tanto que el nacionalista y en ese momento presidente de la Diputación vizcaína, R. de la Sota, señalaba en ese mismo año de 1917 que «era el momento propicio para exponer al Estado español que la solución al problema, a juicio de los vascongados, estaba en el regionalismo...» (AGG, JDT, 1788, 2; 16 de julio de 1917). La comprensión que se tenia del regionalismo difería notablemente entre las fuerzas políticas, pero lo que aquí nos interesa destacar es que su empleo expresaba la voluntad de introducir la cuestión de la autoadministración o de la autonomía por unos cauces templados y propensos a la transacción. 

	Lo cierto es que en un país como el vasco, plural y diverso, las identidades no podían ser menos que complejas; entendiendo además, que estas no son ni fijas ni estables. Como ya se ha dicho, la Restauración fue un tiempo de recreación de identidades de todo tipo: territoriales, sociales, políticas, etc.., y dentro de las territoriales también hubo una extensa gama de reformulación de tipologías identitarias: las locales, provinciales, regionales, nacionales, etc.. Pues bien, en este enrevesado mapa, lo predominante en lo que se refiere a los sentimientos de pertenencia territorial fue que las gentes las vivieran de manera no exclusiva sino compartida, de forma que, por ejemplo, la exaltación en clave regional del País Vasco (caso de carlistas, ciertos dinásticos, Republicanos...) era una vía también de afirmación nacional española, lo que no hacia sino continuar con la trayectoria que venia ya del siglo XIX. Ello propiciaba que en estas provincias no se viviera con dramatismo la «cuestión vasca», pues había una relativa satisfacción con respecto al nivel de autonomía que se disfrutaba, con la excepción del nacionalismo, y, por tanto, que la intensidad de la reivindicación autonómica, como hemos visto, fuera de baja intensidad. 

	Ello no fue óbice para que en la sociedad vasca se fuera extendiendo la idea de que el Concierto contenía demasiadas lagunas que podían permitir la intromisión del ejecutivo y que, por tanto, debía ser complementado y mejor perfilado, o, dicho de otro modo, se debía disponer de un marco legal que regulase las facultades de estas provincias. 

	129 Es lo que vendría a expresar J. de Orueta cuando se quejaba de las cada vez más frecuentes intervenciones del Estado en materias que el entendía caían bajo la jurisdicción de las diputaciones, y concluía, con un punto quejumbroso, que tales intervenciones «nos han convencido ya a muchísimos vascongados de que el régimen de concierto no nos conviene, ya que nos lleva poco a poco al centralismo, y que en cambio nos precisa la autonomía...» (Orueta, 1919: 70). Lo que latía era la referida idea de Constitucionalizar el Fuero para solventar el vacío legal en el que se había movido históricamente la peculiaridad vasca. 

	Como reflejaba Baroja en la cita que encabeza este texto, era el momento de reclamar fueros y autonomía, lo que tomo forma en el movimiento que en torno a esos lemas cristalizo en el País Vasco durante los años 1917-1919. Surgió en un contexto internacional de recrudecimiento del tema de las nacionalidades y en un marco español de movilización contra el sistema político de la Restauración, y tras la estela de las iniciativas autonomistas emprendidas desde Cataluña por la Lliga Regionalista, esto es, impulsada por factores externos. Aglutino a fuerzas políticas diversas aunadas en la idea de que «no es suficiente esa autonomía» y que era necesario «ampliarla» y obtener «las más amplias facultades autonómicas» (del Mensaje de las Diputaciones Vascas, entregado al gobierno el 17 de diciembre de 1917), lo cual iba a su vez acompañado de la habitual petición de reintegración foral, imprecisa muletilla con la que se buscaba amparar la reivindicación autonómica. Como se puso en evidencia en distintas manifestaciones, el amplio alcance que tuvo este movimiento entre los partidos políticos vascos venia impulsado por el hecho de que la indeterminación del Concierto se estaba volviendo en contra de los intereses vascos, lo que se reflejaba sobre todo en que la creciente complejidad del sistema fiscal iba generando frecuentes roces entre ambas administraciones. Por ello se volvía a pedir, ahora con más intensidad, una serie de competencias y una ley que regularizase el nuevo estatus autonómico. 

	Ciertamente a partir de este punto cada fuerza política insistía en aspectos que les eran más afines a su ideología y así, por ejemplo, los nacionalistas y los jaimistas introducían la petición de la derogación de la Ley de 1839, o señalaban que la autonomía era una solución transitoria en el camino hacia la reintegración foral plena (Asamblea de Municipios, La Gaceta del Norte, 15 de diciembre de 1918). Resultaban significativas de una cierta opinión existente en el país las opiniones de algunos conocidos dinásticos, fracción que no destacaba precisamente por su entusiasmo autonomista, si bien en este caso los seleccionados son Guipuzcoanos que por lo general eran más abiertos hacia esta idea que sus homónimos vizcaínos. Pues bien el liberal F. Calbeton, que entre otros cargos había sido ministro de Fomento, pedía una «ley económica que sea algo mas, bastante más que nuestros actuales conciertos» y, en este sentido, que «se dicte una ley permanente bien clara y definida». 

	130 En la misma línea otro reputado liberal y cacique, J. Machimbarrena, reclamaba asentar la «indispensable autonomía con un concierto más estable y permanente y la restauración de los organismos forales que tienen en mi concepto suma importancia para que contribuyan a dar más estabilidad a lo que se pacte». Por su parte, los mauristas guipuzcoanos venían también a reclamar que el concierto tuviera «un asiento solido bajo la garantía de una ley y carácter permanente» (AGG, JDT, 1789,1). Eran, en suma, y con sus distintas variables, posiciones templadas, que vendrían a reflejar ese deseo que había en el País Vasco de introducir modificaciones en el régimen existente con el objetivo de afianzar un sistema más estable o, traducido en otros términos, un sistema autonómico. 

	No obstante, tampoco en esta coyuntura hubo un país homogéneo, y fue especialmente en Vizcaya, provincia en que las tensiones eran más visibles, donde aparecieron distintas líneas de fractura. Divisiones, por un lado, entre las fuerzas partidarias del mantenimiento de la preeminencia de las diputaciones en el juego institucional vasco, frente a otras que defendían un mayor protagonismo de los ayuntamientos por medio de la autonomía municipal, posición mantenida fundamentalmente por la izquierda (Republicanos y socialistas). Pero también, y a medida que avanzaba el tiempo, enfrentamientos con los sectores más españolistas representados por los monárquicos vizcaínos (Balparda, Bergé...), o con los tradicionalistas de V. Pradera, que, en nombre del foralismo tradicional y de un regionalismo españolista, mostraban su desacuerdo con la orientación que se había dado al movimiento. Se rechazaba la idea de la autonomía {autonomía no foral o autonomía sin base histórica en palabras de Pradera), así como lo que entendían que era una aplicación del «patrón catalanista que nada tiene que ver con las libertades tradicionales de Vizcaya y que supone terminar con el Concierto Económico» (G. de Balparda, El Pueblo Vasco, 25 de mayo de 1919). Lo que subyacía tras la postura de estos monárquicos eran profundos desacuerdos ideológicos derivados de su españolismo y del temor que les generaba el crecimiento del nacionalismo vasco, pero también su satisfacción con el Concierto y con el grado de autonomía que este generaba; consideraban, por tanto. que no eran necesarias alteraciones de relieve en el sistema administrativo que existía en las provincias vascas, sino que más bien estas habían de sentirse dichosas con el sistema que se disfrutaba (Salaverría, 1917: 158). 

	Tampoco en esta ocasión hubo modificación alguna en el régimen del país, a pesar de que se constituyeron en el Congreso comisiones para abordar el tema de las autonomías. Se iba a rebufo de los catalanistas; a pesar de que se adopto una postura más pragmática que estos (presencia en las referidas comisiones parlamentarias, frente a la ausencia de la Lliga), la convulsa situación política que vivía España no permitió adoptar soluciones (Moreno Luzón, 2006). De todos modos, a lo largo de estos años de agitación autonómica (1917-1919), se puso de manifiesto que el gobierno no estaba especialmente preocupado por la cuestión vasca y en cambio si lo estaba, y mucho, por el tema Catalán, que se había convertido en uno de los puntos de referencia de la política estatal desde el comienzo del siglo. La documentación privada de reputados políticos gubernamentales permite comprobar que frente a las abundantes referencias que se localizan con respecto al asunto Catalán, los comentarios sobre el tema autonómico del País Vasco son escasos. Sirven también para observar como el ejecutivo estaba, por lo general, abierto a algún tipo de acuerdo en materia autonómica, aunque no en los términos y conceptos que proponían los vascos, pues, entre otras cosas, se consideraba la restauración foral como un anacronismo e inutilidad (Maura, 10 de enero de 1919; Archivo Maura). Con Romanones en el gobierno había recelos hacia la Diputación de Vizcaya, en manos de los nacionalistas (movimiento separatista disfrazado de autonomía) y se diferenciaba a esta provincia de las otras dos vascas, señalándose respecto a Guipúzcoa «que quiere intensamente concedan la autonomía y en esto no hay una sola discrepancia. Pero no seguirá a Vizcaya en sus delirios separatistas (...) (La) actitud de Guipúzcoa es de serena tranquilidad» (Fondo Romanones, diciembre 1918). 

	Lo cierto es que el tema vasco no estuvo a lo largo de la Restauración entre las prioridades del gobierno, lo cual no fue sino una expresión de que las demandas de autogobierno tuvieron en el País Vasco un alcance limitado y no llegaron a constituirse en un problema de Estado. Como hemos expuesto, la idea y el sentimiento autonómicos avanzaron, bien es verdad que más en unas provincias que en otras, pero la pluralidad cultural e ideológica del país, su fragmentación política, supusieron que aspiraciones comunes (Fueros, autonomía) fueran entendidas y sentidas de forma distinta, en una escala de importancia muy diferente entre unos grupos y otros, mitigándose con ello su relevancia publica. La cuestión vasca cobro una nueva forma y fue adquiriendo gradualmente mayor importancia, pero ello sucedió en un país que se decanto por opciones e identidades varias, que dotaron al «hecho vasco» de una gran riqueza y diversidad. 
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	RESTAURACIÓN: IDENTIDAD, FUEROS Y AUTONOMÍA. LIBERALES, REPUBLICANOS Y CARLISTAS EN LA CONSTRUCCIÓN DE LA IDENTIDAD VASCA (1876-1923) 

	 

	Félix LUENGO TELXIDO 

	 

	 

	1. Introducción 

	 

	Se dice, con razón, que la fecha de 1876, coincidiendo con los momentos iniciales del nuevo régimen político de la Restauración, tuvo un peso decisivo en la construcción y en la consolidación de una identidad nacional vasca. Lo fue porque, en todos los discursos foralistas, autonomistas o nacionalistas difundidos en los años finales del XIX y a lo largo del siglo XX que facilitaron esa construcción identitaria, hubo siempre una referencia constante y unánime a la ley de julio de ese ano, señalándola como el hito que marco la «perdida de las libertades vascas». Libertades cuya voluntad de recuperación es, supuestamente, consustancial a esa identidad nacional vasca. Y, aunque en esas reivindicaciones de reintegración foral se rememoraba también, casi siempre, a la Ley de 25 de octubre de 1839 como la que marco el origen de todos los males, esta alusión se hizo, sobre todo, con posterioridad a lo acontecido tras la derrota carlista en la ultima guerra y su corolario, y no en las décadas anteriores. Fue la Ley de julio de 1876 la que destapo ese sentimiento de perdida que facilito la identificación identitaria de lo vasco en torno a la reivindicación foral. 

	El sentimiento de derrota que vivió la sociedad vasca con ocasión de la «abolición» foral de 1876 fue mucho más firme y sentido que el que se había podido detectar unos años antes, en el incierto periodo de reforma foral entre 1839 y 1841, con ocasión de las primeras leyes «antiforales» tras la primera guerra carlista. La fecha de 1839 solo fue considerada como nefasta para los vascos a partir de 1876 que es, por eso, la verdadera fecha de referenda. 

	136    ¿Qué factores lo explican? El primero puede ser, sin duda, el distinto carácter con el que se leyeron ambas leyes: tan solo de «reforma» o de «adecuación Constitucional» del Fuero en 1839-1841, de acuerdo con lo que demandaba, además, una buena parte de la propia sociedad vasca, por lo menos en los ámbitos urbanos dominados por la burguesía comercial. Una burguesía liberal que aplaudió sin reservas esos cambios. Frente a eso, una lectura de la Ley de 1876 como de definitiva «abolición» foral, protestada con férrea unanimidad por todos los sectores de la sociedad vasca, que se sintió toda ella castigada como consecuencia de la derrota carlista. Aunque esto puede y debe ser rápidamente matizado por cuanto sabemos que ese carácter abolitorio quedo pronto corregido con la puesta en marcha del sistema de Conciertos Económicos (Castells, 2003). Un sistema que, como ilustres foralistas de la época reconocieron, permitió mantener «de hecho una descentralización administrativa muy superior a la de las diputaciones del resto de la Nación» (Alzola, 1886), y que salvaguardo para las diputaciones vascas el control de la joya más preciada de su corona: su autonomía fiscal. 

	El Concierto económico, vigente desde 1878, no solo recupero para las diputaciones vascas el aspecto más controvertido y discutido de las fracasadas negociaciones entre Cánovas y los liberales vascos en torno a la Ley de julio de 1876, la autonomía fiscal, sino que, como muchos analistas han señalado, otorgó a estas un poder y unas atribuciones incluso más amplias que las disponibles durante la etapa de plenitud foral. De ahí el acomodo inmediato de todas la fuerzas políticas, tanto las que podemos agrupar en torno al amplio manto del liberalismo —partidos dinásticos y Republicanos— como las de sus principales rivales, los carlistas, recién derrotados en la guerra, a los moldes políticos del nuevo régimen Restauracionista, nunca contestado desde las fuerzas políticas en el País Vasco. 

	Resulta difícil, por ello, defender la idea de la derrota política real de unas instituciones que, como las diputaciones vascas de finales del XIX, conservaron o incluso aumentaron su poder. Y lo hicieron, además, en base a una ambigua apelación a unos derechos históricos, reconocidos ahora explícitamente por primera vez, por un Estado supuestamente centralista e unificador, como referente legitimo de la puesta en marcha del sistema de Conciertos, con toda la carga que, a largo plazo, como ha quedado hartamente demostrado, este reconocimiento va a tener en la configuración de un poder autonómico y en su propia reivindicación. 

	 La derrota fue más bien simbólica. Pero se vivió y se publicito como tal derrota. Y se hizo, entre otras cosas, porque, a diferencia de lo ocurrido en los años treinta de ese siglo cuando sectores del liberalismo vasco cuestionaban la viabilidad del Fuero y clamaban por su reforma, la defensa de la inmutabilidad del Fuero fue por entonces casi unánime. 

	137 Conseguidas las reformas forales de 1841 que adecuaron las normativas forales a los intereses y necesidades de la burguesía liberal vasca, fundamentalmente con el traslado de las aduanas a la costa, las críticas a la foralidad del liberalismo progresista vasco, tan presentes en la primera mitad del XIX, habían desaparecido ya del discurso político en los años setenta. Y las diferencias entre intransigentes y transigentes a la hora de enfrentarse a la inevitable adecuación del Fuero, con ocasión de las negociaciones emprendidas por Cánovas acabada la guerra en 1876, no impedían una misma defensa formal y florida de las bondades del régimen foral, con referencias constantes a su identificación diferencial para las provincias vascas. 

	No eran solo los carlistas los que se identificaban con el mundo tradicional y ultraconservador que representaba el fuero para ellos. El discurso era unánime, sobre todo desde que moderados y neocatólicos consolidarán su dominio político en las instituciones provinciales vascas a raíz de la revolución de 1868. En todo caso, desde los sectores más progresistas, se va a discrepar sobre la verdadera esencia del Fuero o sobre quienes eran sus legítimos depositarios, pero nunca sobre la necesidad y conveniencia de su pervivencia. La popularidad del Fuero y su identificación con la singularidad vasca, fomentada por todos los discursos y por todos los agentes sociales, políticos y culturales del momento, esta fuera de toda duda. De ahí la fuerza simbólica de su abolición, como resultado más visible de la debacle carlista en la guerra. Una derrota que, por ello, pudo percibirse como un castigo que sufrieron todos los vascos, carlistas y no carlistas, que soportaron, como consecuencia directa de ella, la perdida de su legislación privativa. Es esta identificación de una derrota —o castigo— colectiva lo que ha permitido desdibujar el carácter de enfrentamiento interno de la sociedad vasca en la contienda carlista para definirla, como hace cierta historiografía nacionalista, como una supuesta guerra de invasión contra los vascos, guerra de «liberación nacional», que de esta forma mitifica un pasado de resistencia que facilita todavía más la construcción de una identidad nacional. 

	Claro que la supuesta derrota queda desmentida, como queda dicho, con la puesta en marcha del sistema de Conciertos Económicos y con la constatación del dominio político que mantuvieron las «viejas» elites políticas en el nuevo régimen canovista... Superados los primeros momentos de la tensión negociadora entre el gobierno central y las diputaciones forales, entre 1876 y 1878, pronto los fueristas más prácticos, capaces de orillar los grandes principios para buscar los beneficios prácticos del nuevo régimen, asumieron los poderes provinciales. 
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	2. Las consecuencias de la Ley de 1876 

	 

	 

	2.1. La unanimidad del discurso foral 

	 

	Pero todo eso, en cualquier caso, no impidió la generalización unánime del discurso foralista. Un discurso que, en los primeros años de la Restauración, se caracterizo, pese a sus distintos emisores, por su coincidencia formal y su escasa entidad de contenido político. Nos encontramos con unos mensajes de exaltación, de añoranzas, con una mitificación y percepción idílica del pasado foral, en base ya sea, para unos, en la tradición católica o, para otros, en las supuestas bondades sociales de la esencia vascongada, definidas en los propios Fueros. Si la percepción de la monarquía dividía irreconciliablemente a carlistas, alfonsinos y Republicanos; si la cuestión religiosa enfrentaba a carlistas y liberales... eran los Fueros, o mejor dicho era el discurso foral el que, gracias a su indefinición o a su polivalencia, mejor mantenía su papel de integración interna. Los fueros eran incluso, para muchos sectores conservadores, el mejor nexo de unión entre España y las provincias vascas, y la referencia indiscutible de la mayor «españolidad» de estas las tierras, al permitir, según ellos, mantener vivas las esencias españolas tradicionales —catolicismo, hidalguía...— frente a una España amenazada por los cambios revolucionarios del liberalismo. Los Fueros eran, en definitiva, en su añoranza, lo que mejor definía la singularidad política de los vascos, la mejor definición de su identidad política, ya que valían tanto para liberales como para tradicionalistas, tanto para revolucionarios como para absolutistas. 

	Durante esos primeros años de la Restauración los dos grandes bloques que se disputaron el poder provincial en las diputaciones y en los ayuntamientos vascos —la coalición de liberales, conservadores y Republicanos frente a los carlistas y católicos— se mantuvieron firmes en el mismo nivel de patriotismo fuerista. Con unos discursos grandilocuentes, de escasa o nula formulación política, todos coincidían en magnificar la bandera de los Fueros, identificándolos con las libertades vascas —sean estas cuales fueran—, con unos mensajes esencialistas e historicistas, en los que cayeron incluso los propios liberales. De ahí la importancia y la validez de los mitos literarios e históricos, muy en boga con la corriente romántica de esos anos, que conocemos bien por los trabajos de Jon Juaristi, y que facilitaron aun más el carácter simbólico y mistificador con el que se iban revistiendo los Fueros, teniendo un papel muy destacado en la divulgación y difusión de elementos de referencia y de consolidación de símbolos identitarios, muchas veces inventados (Juaristi, 1987). 

	139    La unanimidad era posible, claro esta, en gran parte por ese propio carácter retorico y emotivo de la defensa foral. Pero también por la manifestación generalizada de lo que a veces se ha venido definiendo como un doble patriotismo (Fradera, 1992), dada la defensa, aun entre los sectores más duros de los fueristas intransigentes —véase, por ejemplo, un Fidel de Sagarmínaga—, de la inequívoca «españolidad» de la esencia vascongada avalada por la existencia de los Fueros (Sagarmínaga, 1880) lo que, sin duda, disminuía la dureza del discurso. Creo, en todo caso, que es mejor definirlo no como un doble patriotismo sino como una doble identidad o, mejor aun, como una única identidad compatible, en la que la forma de sentirse español era desde la condición de ser vascongado. Ser vasco es, según esto, la forma de ser y de sentirse español. Nadie discutía, todavía, a esas alturas, la identificación total entre Fueros vascos y patria española. Los Fueros eran parte de la patria española. Y lo eran, tanto para los fueristas más moderados como para los más intransigentes, dispuestos a defenderlos por encima de cualquier dificultad. Por eso lo que se propugnaba desde ese fuerismo generalizado, incluso desde la intransigencia, era, más bien, un ferviente regionalismo, de ambiguo contenido político y de escasa concreción ideológica, sustentado en la bondad de las leyes forales y en las ventajas de la descentralización, valido tanto para aquellos que querían hacer hincapié en su pertenencia a la patria española, como para aquellos que resaltaban, por encima de ella, las diferencias de sus esencias vascongadas. Eso es lo que permitía esa unánime manifestación de fuerismo. Las diferencias entre unos y otros no eran de fondo, eran más bien sobre estrategia política, o sobre la mejor manera de defender los Fueros: desde la transigencia o desde la intransigencia 

	La intensa popularidad de la defensa foral, tanto en los ámbitos rurales, más anclados en la mentalidad tradicional, católica, euskaldun y de creencias inamovibles, tan fácilmente vinculable a la «esencia» del Fuero; como en los ámbitos más abiertos a los valores del liberalismo revolucionario decimonónico, propios del mundo urbano —que podían identificar el fuero con el control político propio y, por ende, con la idea del progreso—, permitía y a la vez obligaba a las distintas fuerzas políticas a mantener, en un primer piano de su programa y de sus discursos, la bandera de la reivindicación foral. Algunas de las pocas voces que osaron mantener una posición algo más ambigua, como la del liberal donostiarra Fermín Lasala, amigo personal de Cánovas, dispuesto a aceptar desde el primer momento las necesarias reformas del Fuero para acomodarlo al nuevo régimen político, se vieron obligados a abandonar la política local ante el rechazo que provocaron sus nada radicales ideas en la opinión publica local, como el mismo reconoció en alguno de sus escritos (Lasala, 1924). 

	140    Esa coincidencia en la lealtad foral de todas las fuerzas políticas del momento puede esgrimirse, también, como uno de los posibles argumentos para explicar el paradójico fracaso en la praxis política-electoral de la Unión Vascongada, el movimiento político propiciado por el liberal Sagarmínaga y otros conocidos fueristas intransigentes como el alavés Domingo Martínez de Aragón, entre 1876 y 1880. Una iniciativa política cuyo único objetivo definido era, precisamente, el de la defensa a ultranza del Fuero, lo que, en principio, dicho lo dicho, parecía destinada al éxito electoral y no al fracaso, vista esa unanimidad foralista. Pero su programa no pudo prosperar ni tuvo suficiente apoyo en las urnas porque ese discurso era algo que, en definitiva, ya estaba en el programa de las restantes fuerzas políticas, tanto en el bloque liberal como en el carlista, lo que, probablemente, le impidió encontrar un espacio ideológico vacío en el que moverse. 

	Bien es verdad que, la propia iniciativa, aunque fracasada, señala una inequívoca ruptura estratégica, al posicionarse frente a los sectores «transigentes» que, bajo la idea de la necesidad de conservar lo máximo posible del entramado foral, acabaron acomodándose a los resultados obtenidos de sus arduas negociaciones con Cánovas. Posición que reforzaron. gracias al copioso y beneficioso fruto de los Conciertos Económicos, que confirmaron, a la postre, el acierto de su estrategia política. Una estrategia en la que primo el crudo pragmatismo, la acción política, aunque careciera de una doctrina definida. En palabras de uno de sus mejores representantes, el también liberal Pablo de Alzola, desde su cargo en la presidencia de la Comisión de Hacienda de la Diputación de Vizcaya, lo fundamental en aquellos momentos era conseguir para las diputaciones la mayor cantidad de atribuciones posibles y fijarlas legalmente de forma definitiva para no tener que depender en el futuro de la benevolencia del gobierno de turno. No desdeñando, si para ello fuera necesario, la reforma de la propia organización foral (Alonso Olea, 2002). 

	En cualquier caso, y siempre siguiendo a Alzola, esto se hacia, en principio, como paso previo hasta una futura reintegración foral, una reivindicación nunca abandonada que seguía estando, por tanto, en el horizonte, en espera de momentos más propicios. No en vano, desde la promulgación de la Ley de octubre de 1839, las instituciones vascongadas se habían acostumbrado a moverse cómodamente en estrategias dilatorias, confiando siempre en mantener bajo su control la llave de esa foralidad amenazada por nuevas reformas. Se trataba, ahora, de esperar mejores tiempos, pero asegurándose mientras tanto el máximo posible de competencias. La transigencia quedaba referida, por tanto, tan solo a la acción política, a lo pragmático obligado por la coyuntura, pero no impregnaba el discurso ideológico. En este, lo políticamente correcto seguía contagiado por la defensa obligada y retorica del entramado foral en su integridad. 

	141    Se inauguraba así, en buena medida, algo que va a ser una constante, desde entonces y hasta nuestras días, en la política vasca: la coexistencia de un mensaje de reivindicación diferencial, que colmata el discurso político e ideológico, con una fuerte carga simbólica de confirmación y diferenciación de lo propio y que tiene, por ello, un gran peso en la consolidación de una conciencia de identidad; y simultáneamente un pragmatismo político de control de las instituciones y de gestión, de acuerdo a la coyuntura política de cada momento. Unapráctica y una eficacia política beneficiada por la conservación de un amplio margen de autogobierno de hecho —el sistema de Conciertos y el poder político y administrativo de las diputaciones— que les otorga, además, incluso fuera de sus limites provinciales, un reconocido prestigio de gestión. Algo que va a ser esgrimido como una prueba más de las bondades manifiestas que reportaría el control absoluto de todos los resortes del poder. 

	La lectura que se hace de la praxis política incide, por tanto, no en las bondades de un sistema que les permite esa buena gestión administrativa, sino en el discurso de la diferencia y en la añoranza de lo perdido. 

	 

	2.2. Los elementos de construcción simbólica 

	 

	Un discurso que vino acompañado y reforzado por otros múltiples elementos y agentes sociales que favorecían su afianzamiento en la conciencia colectiva, y que fueron apoyados y promovidos por todos los partidos políticos, sin distinción de ideologías. Podemos citar, entre otros, el auge del movimiento en torno al euskera y a la cultura vasquista, sin duda uno de los mayores éxitos del movimiento fuerista que, pese a su fracaso político electoral, si triunfo en su labor de divulgación cultural —y sirva como ejemplo la actividad de la Asociación Euskara de Navarra, liderada por Arturo Campión (García Sanz, Iriarte y Mikelarena, 2002)—, o la popularidad de las celebraciones de «juegos florales» y fiestas euskaras, la proliferación de prensa y publicaciones vasquistas o, en otro orden de cosas, la identificación de la Iglesia y de sus principios y mensajes con los mitos del Fuero (Rubio, 2003). 

	Las propias autoridades locales y provinciales actuaron también, permanentemente, en apoyo de esa construcción simbólica de lo vasco. Lo hicieron por diversos medios: financiando publicaciones vasquistas; promoviendo la construcción de monumentos y estatuas, como la que se levantó en Pamplona en honor a los Fueros; organizando conmemoraciones publicas, tales como, por ejemplo, las «Fiestas de la tradición del Pueblo Vasco» organizadas por la Diputación Guipuzcoana en 1904, con un amplio programa de más de 40 conferencias sobre temas tipo «La raza vasca» (a cargo del antropólogo T. Aranzadi), «El servicio militar de los Vascongados», «El cristianismo», etc.., unas conferencias que fueron publicadas por la misma diputación como folletos en 1905; elaborando cartografía provincial y regional, uno de los elementos que suele destacarse como clave en los procesos de construcción de identidades europeas en el siglo XIX (Pécout, 2002); uso exhaustivo de banderas y escudos; o la rotulación del nombre de las calles en las ciudades, para lo que se buscaron casi exclusivamente referencias vasquistas. 

	142    Valga como ejemplo de esto último, el caso de San Sebastián: aunque la denominación de las principales arterias de su ensanche fue decidida unos años antes, al aprobar el proyecto urbano en 1866, durante los años de la Restauración las autoridades municipales tuvieron ocasión de decidir los nombres de otras numerosas calles y plazas. Un repaso de esas decisiones demuestra la primacía absoluta en la elección de nombres asociados inequívocamente al vasquismo. Así encontramos el Paseo de los Fueros (en 1885) y el Paseo del Árbol de Guernica (1902), o las calles Euskalherria (1885) y Autonomía (1907); calles dedicadas a reconocidos defensores de la causa foral: Iparraguirre (1881), Aldamar (1887), Pedro de Egaña (1891), General Lersundi (1891), Mateo B. Moraza  (1891), R. M. Lili (1921) o Aguirre Miramón (1923); o a diversos personajes de la cultura vasca: Bilintx (1884), A. Trueba (1895), J. Manterola (1902), N. de Soraluce (1902), Iztueta (1921), Usandizaga (1923). Otras personalidades locales fueron reconocidas en el callejero durante estos años (Fermín Calbeton, Luzuriaga, J. L. Bermingham, J. de Echaide, general Arteche, general Echague, general Jáuregui, padre Larroca, Bias  de Lezo, duque de Mandas, M. Sánchez Toca, J. M. Soroa o A. de Urdaneta); por lo que muy pocas fueron las ocasiones en las que los ediles se decidieron por denominaciones no vinculadas a lo vasco en esos anos. Entre ellas, en 1913, una pequeña plazuela situada entre la Avenida de la Libertad y el puente de Santa Catalina recibió la denominación de Plaza de España; para compensar, al otro lado del rio, entrando en el barrio de Gros, se bautizo a otra plazuela con el nombre de Plaza de Vasconia, siendo invitadas a su inauguración las diputaciones de las tres provincias vecinas. También podemos señalar como, el 13 de abril de 1897, la corporación municipal donostiarra acordó proceder a la rotulación bilingüe de todas la calles y plazas de la ciudad. Por cierto, en la rotulación bilingüe de la antigua Plaza Nueva, en el corazón de la Parte Vieja, cuyo nombre oficial desde 1820 era el de Plaza de la Constitución, en la traducción al euskera se mantuvo el rotulo de Plaza Berria. 

	143    Precisamente un incidente en relación con uno de esos elementos simbólicos, de fuerte contenido identitario, la negativa del director de la banda municipal donostiarra, según parece por indicación de las autoridades, a interpretar como era tradicional el Gernikako Arbola, que se ha bía convertido ya en cierta manera en el himno oficioso que representaba a los vascos (Luengo y Delgado, 2006), produjo graves disturbios en San Sebastián en agosto de 1893. Los incidentes, enmarcados en un clima de tensión política provocada por las discrepancias surgidas frente a las decisiones del gobierno Sagasta a la hora de la aplicación del Concierto Económico, venia a demostrar, una vez mas, la popularidad de la reivindicación sobre los Fueros. De hecho, las negociaciones de las diputaciones con los sucesivos gobiernos, a la hora de la renovación de los Conciertos Económicos, fueron ocasión constante para evocar la defensa de las peculiaridades y derechos diferenciales vascos, por encima de las diferencias internas. 

	Por eso el definitivo control de las instituciones provinciales por parte de los fueristas transigentes, y los éxitos obtenidos en su gestión administrativa, que contrastan con la derrota política de los intransigentes, no se reflejaron en el ámbito de los mensajes ideológicos, ni supusieron transformaciones visibles en el campo de lo simbólico. Fue el discurso intransigente, la cerrada defensa de la necesaria e irrenunciable reintegración foral, lo que siguió marcando el horizonte definitorio de las aspiraciones vinculadas a la esencia política vasca, tanto en el análisis de su pasado histórico, como en la búsqueda de su progreso y avances futuros. 

	 

	 

	3. Nuevos tiempos, nuevas posiciones 

	 

	A lo largo de la ultima década del siglo XIX fueron apareciendo nuevos y variados elementos que trasformaron de forma radical la situación descrita hasta ahora. Se abrió una nueva etapa de cambios que influyeron de forma decisiva en el ámbito de las identidades y en su forma de manifestarse y de entenderse. 

	Para empezar hay que recordar las profundas transformaciones económicas de esos anos, el singular despliegue minero industrial que, sobre todo en torno a la comarca del Gran Bilbao, transfiguro el panorama económico y social de Vizcaya, extendiéndose después hacia Guipúzcoa. La industrialización, con todas sus ya conocidas repercusiones: masiva inmigración, espectacular crecimiento demográfico, nuevos movimientos sociales, profundos cambios culturales... Entre las novedades, la consolidación de una nueva clase política que, por encima de la estructura de los tradicionales partidos dinásticos, buscara como su principal objetivo la defensa de sus intereses económicos. Fueron los llamados «grandes capitanes» de esas finanzas emergentes ligadas a las grandes empresas industriales y a la poderosa banca, los que coparán los puestos de representación política de la provincia, desplazando de ella a los viejos linajes tradicionales 

	144     Y, a la par de ello, la novedad del mensaje sabiniano, el nacimiento del nacionalismo vasco, que respondía también, entre otras cosas, a ese tremendo e incontrolable impacto social de los nuevos tiempos. La difusión de los primeros principios ideológicos del nacionalismo vasco supuso, sin duda, un cambio radical de las ideas que obligo a todas las demás fuerzas políticas a posicionarse más nítidamente ante el tema de «lo vasco». Aunque no vamos a tratar aquí en profundidad de la doctrina sabiniana, tres fueron, por lo menos y entre otros, los nuevos elementos que aporto y que interfirieron de forma decisiva en la forma de entender la identidad vasca. El primero, una nueva lectura de los Fueros, transformados ahora en «Leyes Viejas», vinculándolos, por tanto, no a la monarquía española ni a la idea del pacto, vigente hasta entonces, sino a una supuesta e inédita independencia originaria. El Fuero se convirtió, en ese nuevo mensaje, en una referencia legal, una suerte de constitución» originaria que configuraba la esencia política de los vascos y la legitimidad histórica de sus derechos diferenciales, remontados a orígenes remotos y ajenos y diferentes a la monarquía hispana. Algo que permitió a Arana y, sobre todo tras su muerte, a sus sucesores al frente del PNV, mantener lo que, en principio, parece una clara contradicción: respaldar en sus programas políticos el rechazo a las leyes de octubre de 1839 y julio de 1876 —cuya abolición siguieron exigiendo, como lo hacían el resto de las fuerzas políticas—, a la vez que renegaban, por su timidez, de las demandas de reintegración foral, unánimes hasta ahora, y que ellos sustituyeron por la idea de la independencia. Para el nacionalismo vasco, el derecho histórico ya no era la reintegración foral dentro del reino de España, como se venia defendiendo hasta entonces, sino la soberanía. Defender la identidad vasca era defender su soberanía originaria. 

	En ese mismo sentido, la segunda y fundamental novedad del discurso nacionalista fue, sin duda, el rechazo al doble patriotismo, o a esa doble identidad vasco-española, hasta entonces indiscutible. Se niega taxativamente, por el contrario, la españolidad de los vascos, con un rotundo desprecio, y por ello se niega la política regionalista. Para los nacionalistas, los vascos no solo son diferentes del resto de los españoles, son radicalmente distintos. Algo reforzado por el discurso racista de Sabino, que permitía diferenciar las bondades de la raza vasca frente a la «vileza» y «degeneración» de la española. 

	145    Y la tercera, transcurridos los primeros años de su etapa «bizcaitarrista», fue la superación del provincialismo y la construcción de una nueva entidad política; una entidad supraprovincial que hasta entonces solo estaba insinuada como referente cultural, con apelaciones altisonantes, como las de «provincias hermanas», o en lemas como los de irurac-bat, laurak-bat o zazpirak-bat. Arana invento y consolido el nuevo ente político, Euzkadi, vinculándolo a la etnia, y le dotó de sus nuevos referentes simbólicos, la ikurriña, o el nuevo himno del Gora ta gora, que poco a poco fueron calando en el imaginario colectivo. 

	El nuevo panorama se fue completando con la consolidación de un nuevo clima social y político, de paulatina crisis del sistema Restauracioncita, incremento de la conflictividad social, aumento de la presencia de inmigrantes, masificación y socialización de la vida política y modernización de los hábitos y de la vida cotidiana. Algo que modificara necesariamente la respuesta de las fuerzas políticas ante los nuevos problemas y discursos. 

	Fue a partir de entonces cuando se prodigaron los mayores esfuerzos ideológicos de explicación política en referencia a la reivindicación foral. Y, con ellos, la constatación de las profundas diferencias de fondo que se ocultaban en las apelaciones genéricas sobre las bondades del Fuero. 

	 

	3.1. Las propuestas Republicanas 

	 

	Va a ser en las distintas facciones del campo Republicano donde vamos a encontrar algunas de las más precisas y originales formulaciones teóricas sobre la lectura del Fuero y de su significado. De acuerdo con la tradición federalista de amplios sectores del Republicanismo español, la reivindicación foral del Republicanismo vasco —especialmente del Guipuzcoano—, en esos primeros años del siglo XX, quedo equiparada, para muchos de sus lideres, a la que defendía la necesaria regeneración nacional (española) en base a la autonomía regional y municipalista. Para ello, como ha estudiado con detalle Luis Castells, personajes como los hermanos Joaquín y Benito Jamar, Francisco Goitia, Francisco Gascue, Becerro de Bengoa o Cosme Echevarrieta defendieron una concepción del Fuero como código político democrático, de gestión eficaz y directa, que se alejaba radicalmente de las lecturas tradicionales. El Fuero, lejos de ser una ley inamovible, era definido como «lo que debe ser» (Gascue, 1909) y por ello quedaba sujeto a las necesarias modificaciones que lo acomodarán a los nuevos tiempos y a las nuevas necesidades. Según su visión, el principio fundamental del Fuero era el del gobierno del pueblo por el pueblo; lo que, no solo implicaba la no incompatibilidad del Fuero con las libertades consignadas por la Constitución, sino que, por el contrario, las hacia complementarias. 

	146    En definitiva, su firme defensa de la reivindicación foral pretendía discutir la hegemonía de la bandera foral a las fuerzas tradicionalistas, proclamando una visión dinámica y democrática de la legislación foral, que se declaraba no solo compatible con el régimen Constitucional y los derechos individuales que esta definía, sino incluso como su mejor complemento. Un instrumento básico en la búsqueda de la regeneración de la vida política española, en base a la autonomía regionalista. Se abandono toda lectura historicista y toda noción romántica de derecho natural o de pueblo nacional, para volcarse en las formulas regeneracionistas. El Fuero debía ser modernizado, con programas políticos concretos, entre los que no faltaba una cerrada defensa de los logros ya alcanzados en materia administrativa, y en especial de los Conciertos económicos. La reivindicación del Fuero hacia hincapié, por tanto, no en el derecho histórico sino en el concepto de autonomía. Para estos Republicanos, que se autodefinían como izquierda foral vasca, la solución a la política española debía pasar por un regionalismo autonomista, de base provincial y municipalista. Y los Fueros vascos eran un adecuado instrumento para llevarlo a cabo. 

	Gano peso, por tanto, el concepto de autonomía integral, de clara influencia del catalanismo. Frente al indefinido planteamiento de reintegración foral, o la radical reivindicación soberanista sabiniana, esos Republicanos se proclamaban defensores del Fuero como un modelo de organización político-administrativa valido para toda España —dentro de la necesaria descentralización del poder—, dada la cercanía que permitía a todos los individuos en la gestión de los intereses públicos. Defendían un nuevo modelo de organización del Estado, en base al regionalismo, donde el papel de los Fueros provinciales vascos, debidamente reformulados de acuerdo a las nuevas necesidades del modelo democrático, era el de ser un buen instrumento para definir esa necesaria autonomía administrativa para toda España. 

	El peso del argumento político descansaba, sobre todo, en la idea de autonomía integral. Algo que, en la práctica, permitió su colaboración con otras fuerzas del foralismo transigente —incluyendo al nacionalismo vasco más moderado, muerto Sabino Arana— con las que coincidían, en el fondo, en la idea de la búsqueda de una autonomía lo más amplia posible. Una idea y un concepto —el de autonomía— que fue ganando peso con el paso de los anos, ante la cada vez más utópica e indefinida pretensión de reintegración foral. 

	Pero no por eso se abandono el doble discurso. Las recurrentes acciones políticas en demanda de esa deseada autonomía —la formación de la Liga Foral (1904-1906) o el Mensaje de las Diputaciones Vascas de 1917, por ejemplo— seguían manteniendo, pese a todo, el lema de la reintegración foral plena como primera argumentación de sus exigencias irrenunciables, mientras que las demandas de autonomía —aunque eran las únicas explicitas en sus contenidos y atribuciones y eran, probablemente, las únicas que en realidad se esperaba alcanzar— aparecían en un segundo piano y supuestamente supeditadas a la no consecución del primero de los objetivos. 

	147 A ello se refiere una nota manuscrita de Antonio Maura, comentando el texto de la subponencia vasca en la comisión extraparlamentaria de autonomías regionales de 1919, donde señalaba que dicha aspiración —la restauración de los antiguos Fueros— «no se puede reputar sino obligado homenaje de los firmantes a un sentimiento popular excitado y exaltado por las propagandas en pugna contra la centralización». Añadiendo que, de conseguirlo, «al día siguiente se toparían con el anacronismo y la inutilidad de textos inadaptados a las presentes realidades...», para acabar concluyendo que era en el segundo capítulo de la propuesta donde se concretaban las verdaderas aspiraciones —a las que, por cierto, encontraba don Antonio Maura, muchas pegas— (Archivo Maura, caja 265). 

	La carga simbólica siguió volcada sobre esa afirmación de foralidad plena, mientras que la autonomía, de acuerdo con ese discurso, podía ser vista por la opinión publica como un remedo de esta. Una especie de premio de consolación que, ante la negativa del poder central a «devolver» la ansiada foralidad arrebatada, los vascos reclamaban como tal consolación, pero que en ningún caso eliminaba el agravio histórico de las leyes de 1839 y 1876. Una cierta contradicción que no paso desapercibida para algunos, como lo prueban las discrepancias frente al texto que había sido aprobado por la subponencia vasca (Senante, Orueta y Chalbaud, integrista, liberal y nacionalista, respectivamente) de la citada comisión extraparlamentaria, que fueron manifestadas desde la Diputación de Álava, en un escrito que firmaron el conservador Zuricalday y el Republicano Miguel Fernández Dans. En dicho escrito, fechado en Madrid a 3 de febrero de 1919, los firmantes rechazaban la idea planteada por la subponencia de solicitar, en el mismo informe, ambas aspiraciones: autonomía y reintegración foral. Ellos defendían, por contra, la conveniencia de plantear primero, aisladamente, «el problema foral» ante las Cámaras y, solo cuando estas rechazarán el reconocimiento de aquel derecho, solicitar «lo que más se acerque al mismo». Con lo que se resaltaba, en efecto, lo primordial de la primera demanda. Eso si, en el mismo párrafo insistían en señalar que, «el amor al fuero, aunque parezca extraño a los desconocedores del sentir y obrar del pueblo vascongado, es amor a España, es unidad a la Patria» (Archivo del Congreso, Serie General de Expedientes, leg. 441, exp. 12). 

	148     Otros sectores del propio Republicanismo, en oposición a los Goitia y los Gascue, no ocultaron tampoco su recelo ante esa posición. Núcleos en torno al Republicanismo unionista, apoyados por el órgano de prensa de mayor relieve del Republicanismo vasco, el periódico donostiarra La Voz de Guipúzcoa, se encargaron de manifestar reiteradamente su rechazo a la reivindicación foral, que para ellos suponía, ante la presión del nacionalismo, un peligro manifiesto de desintegración de España. En su opinión, los Fueros representaban un mundo arcaico, ya superado, «y que conviene no remover». Su posición ante el regionalismo quedaba resumida en un decidido apoyo a la autonomía para las cuestiones económico-administrativas, con especial mención a las virtudes del Concierto Económico, pero dejando de lado las reclamaciones políticas y, sobre todo, toda pretensión de retroceso a la etapa foral. Su regionalismo era, ante todo, un regionalismo administrativo. 

	En esa misma línea, aunque apoyando el reconocimiento a la personalidad de las regiones, no dudaban, incluso, en criticar algunos de los elementos más sentidos de la identidad vasca, como era el del euskera: «no morirá Euzkadi por falta de vascuence, sino por sobra», llegara a afirmar Mariano Salaverría en un artículo en La Voz de Guipúzcoa (16 de abril de 1917). 

	 

	3.2. Los partidos dinásticos

	 

	La misma heterogeneidad y discrepancias, o mayores incluso, encontramos en los partidos dinásticos, donde la percepción sobre la identidad y las posiciones ante la cuestión de la autonomía y del Fuero fueron diversas. En su seno podemos encontrar posturas muy similares a las que ya hemos detallado para los Republicanos. Así, mientras liberales como Fermín Calbetón o Machimbarrena incidían de nuevo en la idea de la autonomía administrativa, reconociendo que toda la fraseología de reclamación de reintegración foral encubría la intención final de consolidar un sistema legal de descentralización administrativa que ya se disponía; otras voces, en el mismo campo, parecían más firmes y convencidas en sus reivindicaciones autonómicas o foralistas. Y lo mismo ocurre con los conservadores. No hay que olvidar, por ejemplo, que monárquicos de la derecha, como Allendesalazar o Bergé (aunque este evoluciono luego hacia posiciones más «españolistas» cuando el nacionalismo vasco afianzo su presencia en la Diputación vizcaína), llegaron a militar en la Unión Vascongada de Sagarmínaga y en la Sociedad Euskalerria. 

	149     En este sentido, resulta relevante ver como fue en este ámbito de los partidos dinásticos, o mejor dicho, en el de las elites económicas cercanas a ellos, fundamentalmente en Vizcaya, donde van a definirse las posturas más radicales y nuevas con relación al tema vasco, en directa respuesta a los nuevos discursos políticos propiciados por el nacionalismo. El primer antecedente fue la formación en 1897 de la Unión Liberal, La Pitta, que, por encima de la estructura de los partidos dinásticos, sirvió, durante algunos anos, de instrumento de control político electoral para esos grandes capitanes de la industria —los Chávarri, Martínez Rodas, Gandarias—, cuyo objetivo fundamental era la salvaguarda de sus intereses, ya sea en su lucha contra el naciente socialismo, ya en su defensa de una política económica proteccionista. Por ello, sin rechazar explícitamente la idea de la autonomía administrativa, si la desplazaban del centro de sus prioridades. Se abandono, por tanto, en su discurso, la reivindicación foral, para buscar de forma prioritaria del gobierno de la nación las medidas de protección estatal para sus negocios. La primacía de las reivindicaciones políticas no descansaba ya en la reintegración foral ni en la autonomía como venia siendo habitual hasta entonces, sino que estaba decididamente volcada en la política nacional (española) y nacionalizadora (protección de la industria nacional). Es España, y su política, la que interesaba y con la que se sentían vinculados e identificados. 

	Conseguidos sus objetivos prioritarios con la consolidación de los aranceles proteccionistas, La Pina desapareció para dar paso a la formación de los partidos dinásticos. Pero unos años más tarde, en pleno proceso galopante de crisis del sistema político y de los partidos que lo sustentaban, y por contra de auge y crecimiento electoral del nacionalismo vasco en Vizcaya, se volvió a propiciar una nueva unión de las fuerzas monárquicas, ahora con el objetivo declarado y preciso de combatir al pujante nacionalismo. La idea fraguo finalmente con la Constitución, en enero de 1919, de la «Liga de Acción Monárquica». La novedad que aportaba la Liga no era tanto su posición ante el tema de la reintegración foral, que con matices seguía formando parte de su programa político, donde no faltaban referencias a las aspiraciones tradicionales de Vizcaya, sino que, en contraposición al discurso nacionalista, se marcaba, como prioridad absoluta, la lucha contra el separatismo, reforzando para ello la noción de la «españolidad» de las tierras vascas. 

	Por primera vez de una forma clara y precisa se defendía la idea de la identidad española por encima de cualquier sentimiento vasquista. Lo expuso muy claramente el liberal vizcaíno Tomas Elorrieta, diputado por Illescas, en su intervención en el Congreso el 21 de febrero de 1919, a raíz del debate sobre la posible celebración de un referéndum autonómico en Cataluña. Después de afirmar su convicción de que «el concepto de nación es un concepto subjetivo y sentimental», y de reconocer que había colectividades en Vizcaya «que tienen un sentimiento nacional distinto del español», aseguro también la fuerza palpable en la provincia del sentimiento español, de lo que deducía que «hay actualmente [en Vizcaya] una lucha entre dos sentimientos nacionales (...) que tiene grandes semejanzas con un problema de luchas religiosas».

	150 Por ello «la única solución que cabe es una solución de respeto o una solución de tolerancia, o una solución que, admitiendo la legitimidad de todos los sentimientos nacionales, garantice a todos ellos su libre y espontaneo desenvolvimiento, librándole de todo genero de violencias y coacciones, dando salvaguardia a los nacionalistas catalanes y vascos de que no serán perseguidos..., pero dando también todo genero de garantías a los españoles de Cataluña y del País Vasco de que no serán perseguidos por ningún Poder provincial o local» (Diario de Sesiones de las Cortes. Congreso de los Diputados, 21 de febrero de 1919, núm. 128, pp. 5208-5210). 

	Por encima de la retorica habitual de la españolidad de los Fueros vascos, se afirmaba ahora la presencia de un sentimiento de identidad nacional española en un sector de la sociedad vasca, diferenciándolo de aquellos que ostentaban un sentimiento nacionalista vasco. 

	Quedaría por determinar el alcance de esa presencia y los posibles mecanismos de soporte o construcción simbólica de ese sentimiento identitario español, similares a los que ya hemos descrito para el vasco. Sabemos que buena parte del éxito en la expansión del nacionalismo vasco, en estas primeras décadas del siglo XX, suele explicarse, entre otras causas, por su presencia cada vez más palpable y visible en todos los ámbitos de la vida cotidiana de las gentes: los espacios de la sociabilidad, la cultura popular, el ocio, el deporte, el folclore, el excursionismo, la música, la literatura, etc.. (Aizpuru, 2000, y Chueca, 1999). Ello posibilito, sin duda, esa creciente pujanza política del nacionalismo y la consolidación del sentimiento identitario vasco, alimentado por muchos años de unánime discurso foralista y vasquista. ¿Podemos señalar algo parecido para la identidad «españolista» en el País Vasco? 

	No, desde luego, si nos remitimos a los ámbitos cotidianos de la sociabilidad popular donde podían incidir los discursos y las practicas políticas de los partidos dinásticos. Estos, frente a la «modernidad» que supusieron las practicas políticas del nacionalismo vasco —batzokis, mítines, organización...— (Castells, 1997), seguían representando las viejas formas de hacer política del siglo XIX: el caciquismo, los partidos de notables, el fraude electoral... Eran las formas clásicas de la política de la Restauración, un sistema político desprestigiado y en crisis, criticado ya por todos y con muy notables problemas de democratización real. Casinos y Círculos liberales y conservadores eran, a diferencia de los batzokis o de las Casas del Pueblo, ámbitos elitistas, cerrados en si mismos, con escasa o nula actividad exterior y, por ello, con escasa o nula incidencia en la vida de los pueblos y ciudades. 

	151 No parece que fueran muchas las oportunidades ni los agentes que ayudarán a reforzar un sentimiento de identidad prioritariamente española, vinculado en buena manera, a esas elites políticas de un sistema en decadencia, y no a la idea de la modernidad y de la democracia. La prensa dinástica, los actos oficiales, los escasos momentos de euforia patriótica con ocasión de conflictos exteriores —guerras de Cuba y Marruecos—, o la popularidad de la familia real, con la presencia veraniega de los reyes en San Sebastián y sus numerosas visitas por el resto del territorio vasco, pueden ser algunos de esos elementos excepcionales que sirvieran para reforzarlo. 

	Por el contrario, la presencia del Estado y de su administración seguía siendo escasa o, cuando menos, poco visible. El ejercito era más factor de penas y desigualdades que de glorias, la enseñanza estaba en manos de la Iglesia y de las diputaciones, y eran estas las que seguían gestionando la vida publica ante los ciudadanos en sus tareas no solo administrativas y burocráticas, sino también como agentes de construcciones simbólicas (conmemoraciones, publicaciones...). 

	Los nuevos hábitos cotidianos de la sociedad de masas, que se fueron consolidando desde los primeros años del siglo XX en los ámbitos urbanos, tampoco facilitaron demasiados elementos de afirmación de identidad nacional española. El cine estaba copado por la industria norteamericana; el deporte, y en especial el futbol, potenciaba, sobre todo, las identidades locales, con fuertes rivalidades desde sus inicios no solo interprovinciales —Athletic de Bilbao contra Real Sociedad de San Sebastián—, sino intraprovinciales —Real Sociedad contra Real Unión de Irún o Athletic de Bilbao contra el Arenas de Getxo—; los nuevos ritmos y bailes de la juventud —el café-teatro, el jazz...— eran también prestamos extranjeros... 

	 

	3.3. Las lecturas forales del carlismo 

	 

	Bien es verdad que todas estas novedades de la vida moderna no alcanzaban a una parte importante de la sociedad vasca, anclada todavía en un ritmo y una cultura de vida más tradicionales. En buena parte de la Guipúzcoa y la Vizcaya rurales y en Álava, el carlismo seguía manteniendo una fuerte presencia y una indudable supremacía política, en un ambiente de crisis y descontento generalizado ante la «agresión» de los nuevos tiempos que amenazaba con destruir las formas tradicionales de entender el mundo, basadas en la comunidad de vínculos de etnicidad y parentesco, que la industrialización estaba socavando. El mensaje político de los carlistas —que mantenían además los resortes de poder y dominio político clásicos del caciquismo—, en defensa idealizada del pasado y de sus principios morales —ruralismo, euskera, catolicismo, solidaridad cristiana, tradición, familia, etc..—, era bien recibido en este ambiente. 

	152 Las derrotas bélicas y el paso inevitable de los años fueron reformando su programa político, en el que quedaban ya muy difuminadas la cuestión dinástica y la lucha contra un sistema político —el liberalismo— en el cual, de facto, estaban ya participando. Fue, por ello, la defensa a ultranza del catolicismo la principal baza política tanto de carlistas como, más aun, de los integristas, escindidos del partido en 1888, y a ello quedara supeditado todo su discurso. En ello, junto a la defensa idealizada del mundo tradicional y a una visión ultraconservadora del mundo social, los Fueros vascos siguieron desempeñando un papel protagonista. 

	La lectura que de ellos se hacia desde el carlismo, como era de esperar, difería radicalmente de la que se pretendía desde la izquierda liberal y Republicana. El Fuero era la ley antigua, símbolo y letra intocable, opuesta al régimen liberal y democrático. Su reintegración debía suponer la vuelta al régimen tradicional, de sufragio restringido e indirecto, lejos de aquellos que pretenden «vestirnos a la inglesa» (Olazábal, 1919). De ahí su absoluto rechazo al concepto de autonomía, que supondría implícitamente la aceptación del sistema Constitucional. La única propuesta aceptable, para ellos, era la de reintegración plena de la foralidad, con la derogación absoluta de las leyes de 1839 y de 1876. 

	Por eso se mantuvieron firmes en su defensa, frente al supuestamente pretendido unitarismo del Estado liberal, de un regionalismo tradicional que reflejara el derecho natural de las regiones a mantener una personalidad jurídica propia, pero siempre dentro de la patria común española. Eso les separaba de los nacionalistas y de su separatismo. Frente a ellos, y en su rechazo a la idea sabiniana de Euzkadi, el carlismo reforzo en estos años la defensa de un foralismo provincialista —que también se escuchaba desde algunos sectores del conservadurismo dinástico—, y se reafirmo en la doble identidad vascongada y española. Fueron, en definitiva, como no cabria pensar de otra forma, los que mantuvieron una postura más inamovible. Ser vascongado —ser de cada una de sus provincias— era su forma de ser y de sentirse españoles. 

	Ahora bien, ¿que es lo que identificaba simbólicamente a esa nación española? Difícil disyuntiva para el carlismo de esas primeras décadas del siglo, enfrentado como estaba al sistema político vigente y a su; símbolos, a sus leyes fundamentales, a los progresos sociales de los nuevos tiempos e incluso a la dinastía reinante. La solución la encontramos como ya hemos adelantado, en la idea de la nación católica. España, para el carlismo, se identificaba teocráticamente con el catolicismo, lo que colocaba la religión y su defensa por encima de cualquier otra idea o programa político. 

	153 Todo su discurso llevaba a esa conclusión. Lo que supone, en el ámbito de lo simbólico, una identificación más cercana con los elementos del culto y de la fe católica que con los propios de la nación, como se ha señalado ya, no solo para el carlismo, sino para toda la derecha española (Álvarez Junco, 2001). Lo expresaba muy bien el periódico integrista La Constancia, en abril de 1917, al comentar un discurso nacionalista de Cambo: «No Sr. Cambo, el destino de los vascos y catalanes, de ser sagrado e impuesto por la Providencia, es mucho más elevado que la personalidad nacional, completamente material...». La nación es algo material, sin trascendencia, lo inmaterial es lo impuesto por la Providencia, es decir el servicio a la fe y a la religión católica. 

	Quizás por ello su dominio político en esas amplias zonas del País Vasco rural no implicó la construcción de un discurso nacional que pudiera hacer sombra al eficaz mensaje simbólico y práctico del nacionalismo vasco. No en vano, además, esa identificación como nación eminentemente católica y destinada a representar y defender a la religión católica, coincidía a la perfección con uno de los argumentos definitorios del propio pensamiento sabiniano. Lo único que cambiaba era la protagonista de dicha identificación católica, la patria vasca para Sabino, la patria española para los carlo-integristas, pero siempre bajo los designios de la fe y de la providencia. Una primacía del servicio a Dios frente a cualquier otro pensamiento, incluyendo la propia independencia, que Sabino Arana ya manifestó en algunos de sus textos. 

	En ese punto, tan trascendente para todos ellos en su concepción del mundo, sus ideas no eran muy distantes. De ahí que, con el tiempo, el trasvase de simpatizantes que desde los partidos carlista e integrista acabaron incorporándose al nacionalismo vasco, acabara siendo una realidad, en la medida en que los otros elementos de la ideología carlista —antiliberalismo, legitimismo, antidemocracia—, fueron perdiendo comba con el paso de los anos, cuando el proceso de modernización social fue alcanzando también, poco a poco, a las zonas rurales (Heiberg, 1989). El paso desde la «españolidad vascongada» del carlismo, hasta la conciencia nacional vasca del nacionalismo —algo que, no olvidemos, hizo ya el propio Sabino en su juventud— se produjo sin especiales estridencias morales. Ello parece confirmar que la carga simbólica o los elementos de representación colectiva que el carlismo pudo poner en marcha para reforzar su discurso en defensa de esa «españolidad» de las provincias vascongadas, fueron más bien escasos si no inexistentes o, cuando menos, que no resultaron demasiado eficaces. 

	Naturalmente, no todo el carlismo descansaba en el mundo rural, ni todo el evoluciono en la misma dirección. En los años finales de la Restauración un núcleo importante del carlismo vasco, liderado entre otros por el navarro Victor Pradera, acabo forzando una nueva escisión en el seno del partido, la de los tradicionalistas. 

	154 Y aunque fueron las discrepancias políticas y personales entre don Jaime, el nuevo pretendiente, y Juan Vázquez de Mella las que provocaron la ruptura, el asunto de la autonomía vasca tuvo también un destacado protagonismo (Mina, 1985). En efecto, frente a la postura de dirigentes jaimistas como el que fuera presidente de la Diputación Guipuzcoana Julián Elorza, partidarios de colaborar con el resto de las fuerzas políticas —incluidos los nacionalistas vascos— en las campanas pro-autonomistas promovidas en esos anos, Pradera y otros muchos correligiónarios mantuvieron su rechazo absoluto hacia estas iniciativas, manifestando su rotundo desacuerdo con el concepto de autonomía. Victor Pradera fue uno de los más duros adversarios políticos del nacionalismo vasco, con cuyos dirigentes polemizo constantemente tanto en sus discursos en el Congreso y en otros foros públicos, como en la prensa. Para el los Fueros de las provincias vascas, «títulos de amor de Vasconia a España y fundamento de la unidad política nacional», eran la mejor demostración del acierto hispano en la resolución del problema de la necesaria federación de los pueblos. En su concepción corporativista y organicista, España debería constituirse como una federación ibérica con distintos niveles de asociación: las familias, los municipios, las regiones y la patria. En esta ultima residía la única soberanía, poder supremo que dirige el bien común de todos. mientras que la clave para la buena marcha de la vida política y administrativa —rota para el con el liberalismo— era la autarquía que permitía el gobierno propio de los fines privativos de cada una de las sociedades menores: las regiones, los municipios y las familias (Pradera, 1917). Por encima de todos estaba la unidad indiscutible de la patria común, a la que la religión y la monarquía otorgaban unidad e identidad. 

	Su acentuado conservadurismo organicista y su oposición a las doctrinas nacionalistas le llevaron a promover, en los primeros años de la década de los veinte, un nuevo movimiento político, basado precisamente en la defensa de la unidad de la patria y del catolicismo político, con tintes autoritarios, el Partido Social Popular —uno de los precursores ce Acción Española (González Cuevas, 1998)—, al que apoyaron numerosos correligiónarios tradicionalistas de las provincias vascas. Su discurso en los momentos ya tardíos de la Restauración, tampoco aporto grandes novedades en el campo de lo simbólico, aunque si fue un contrapunto importante frente al nacionalismo vasco. 
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	4. Conclusiones 

	 

	En definitiva podemos concluir que, pese a la aparente unanimidad de la defensa foral de 1876, al concluir el periodo de la Restauración la diversidad de opiniones y de sentimientos con respecto al problema de los Fueros, la autonomía, la nación y la identidad era un buen reflejo de la complejidad social y de la pluralidad política características de la sociedad vasca de esas primeras décadas del siglo XX. 

	Como hemos ido señalando, existía ya para entonces una conciencia inequívoca de la presencia de, por lo menos, dos sentimientos diferentes y opuestos de identidad nacional: la de aquellos que negaban y rechazaban su condición de españoles, y la de los que, por el contrario, se reafirmaban en su condición de españoles desde un sentimiento vasco o vasquista con distintos matices. En la construcción de esta ultima identidad, las grandes corrientes ideológicas y políticas del momento —liberales, Republicanos y carlistas— tuvieron, sin duda, un papel relevante. 

	Pero cabe decir que, pese a sus abiertas discrepancias políticas con el nacionalismo vasco y su defensa de la inequívoca «españolidad» de su identidad vasca —vista desde sus diversas percepciones, que iban desde el federalismo autonomista de los Republicanos, a la autarquía privativa dentro de la unidad de la patria española de los tradicionalistas, pasando por el autonomismo meramente administrativo de algunos dinásticos—, pese a ello, decimos, la mayoría de las claves simbólicas en las que liberales, Republicanos y carlistas se movieron facilitaron la construcción de una identidad nacional más vasca que española. Así, pocos abandonaron ese doble discurso donde primaba siempre uno de los elementos que va a ser clave en el imaginario social vasquista, el de la reintegración foral, la perdida de las tradicionales libertades de los vascos, es decir la añoranza de la diferencia. Discurso apoyado por la exaltación de todo tipo de valores, símbolos y actos culturales y políticos que reforzaron y generalizaron una conciencia colectiva vasca y vasquista, de la que se nutrió la identidad nacional vasca. Conmemoraciones, publicaciones, el impulso del euskera y de la cultura vasca, el folclore, las fiestas, los elementos de la sociabilidad nacionalistas —coros, teatro, etc..— tuvieron también un papel sobresaliente en ese campo 

	La visión nacional-teocrática de España, que desde la derecha sirvió como rechazo hacia el modelo del nuevo Estado liberal, y que coloco la defensa de la fe y de la religión católica como fundamento de la identidad nacional española, coincidió también, plenamente, con otro de los fundamentos básicos de la construcción sabiniana de la nación vasca. Los símbolos de la religión y de su visión moral y ética de la vida, muy vinculados también al euskera y al mundo de las tradiciones familiares y rurales, facilitaron —en unos momentos de fuerte crisis de identidad provocada por las transformaciones de un mundo industrializado y por los cambios políticos— la construcción de una identidad nacional vasca que acogía como propios esos elementos, tan fuertemente arraigados en la conciencia colectiva de una buena parte de la sociedad vasca. 

	156     Tradición liberal y Constitución desde la izquierda, y monarquía, provincialismo —frente al concepto de Euzkadi— y tradición católica desde la derecha fueron algunos de los elementos sobre los que pudo sustentarse la conciencia de identidad nacional española, apoyada también, entre otros elementos, por un importante impulso de la cultura vasca en castellano que no conviene olvidar. No parece, sin embargo, que en el ámbito de lo simbólico y en el de las referencias básicas de configuración de identidades colectivas, su incidencia fuera tan fuerte como la que, sin duda, permitió, en esos anos, el crecimiento de sus rivales nacionalistas, grandes beneficiarios, en definitiva, de la crisis política de finales de los años veinte. 
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	LA IZQUIERDA Y LA CUESTIÓN VASCA. PRIMERA PARTE: 1880-1923. DISTANCIA Y CONFRONTACIÓN 

	 

	Antonio RIVERA BLANCO 

	 

	 

	1. La imagen del país para el obrerismo organizado: los socialistas vascos y el País Vasco de la primera industrialización 

	 

	Desde al menos el siglo XVIII existió en el País Vasco un particularismo histórico, una percepción de singularidad. La imagen construida remitía a una serie de referencias, míticas o constatables (igualitarismo, libertades ancestrales, diferencia étnica y lingüística, romanización escasa, cristianización tardía, gobierno propio en el medioevo...), que, en lo debido, la ciencia histórica ha ido arrumbando, pero que no por eso han dejado de tener una cierta incidencia en la conformación del «nosotros». Después, durante la crisis de la Constitucionalización» de los Fueros, durante el «arreglo» foral nunca consumado, a mediados del Ochocientos, las elites vascongadas, los fueristas, aprovecharon para consolidar su hegemonía definiendo una imagen de los vascos que, bebiendo de la tradicional, no hacia sino modernizar sus perfiles, adaptarlos a las necesidades de aquel instante y extenderlos a través de los recursos existentes. Elites vascongadas sociales y políticas, culturales y religiosas conformaron una imagen del país que para los momentos de la primera industrialización vasca ya estaba suficientemente asentada. 

	El diputado general de Álava, Pedro Egaña, se expresaba así ante la Junta de la provincia reunida en noviembre de 1866: 

	 

	«La poesía de los recuerdos es, en nuestro país, la más grande y trascendental de las políticas. Para la raza euskara, raza de sentimiento y fe, las tradiciones son a un tiempo religión, historia y armadura. En eso consiste nuestra mayor fuerza, y en eso estriba nuestro principal medio de defensa. Los pueblos que rinden culto a lo pasado, si lo pasado ha sido glorioso y grande, no pueden morir: con lo cual se explica que, mientras han caído robustísimos imperios..., la familia vascongada se conserva viva y potente como hace mil anos, con su idioma a ningún otro parecido, con su música también de ritmo diferente..., con sus costumbres patriarcales, sus leyes de libertad, su tierno apego al hogar domestico, su respeto al sacerdocio, su cariño al monte y a la cabaña, sin que basten a separarle de tan nobles afectos... las infinitas y a primera vista seductoras novedades que van poco a poco transformando el resto del mundo. Conservar este santo culto...; impedir que se desplome...; despertar... las venerables tradiciones que simbolizan... lo que por espacio de tantos siglos han venido respetando y amando nuestros mayores, es un deber que las representaciones legitimas de este hidalgo país no pueden menos de cumplir» 

	160

	La salutación constituía un resumen del pensamiento vigente, de la «política vascongadista» y de lo que tenia que entenderse por «el País»: ruralismo, tradición, antimodernidad, religión, autoridad patriarcal, identidad étnico-lingüística y culto al pasado. Todo eso se condensaba en una palabra de semántica múltiple, antes y después: los Fueros. 

	Ninguna ideología política escapaba a esta definición, y todas, aunque en proporciones distintas, habían contribuido a formarla. Sin embargo, la aparición a mediados de los años ochenta del siglo XIX de una nueva formación política, expresión posible y producida del proceso social de industrialización de la ría del Nervión, el socialismo, vino a cuestionar aquella general coincidencia. Un socialismo, el que prendiera en el País Vasco, de raíz inequívocamente marxista, alimentado de los aditamentos más inmediatistas de esa ideología: clasismo, estrategia de confrontación, dialéctica revolucionaria, internacionalismo, irreligiosidad y creencia en el progreso. 

	La confrontación de clase, agudizada ya para los años noventa, parecía la consecuencia inevitable de un proceso industrializador acelerado, intenso y concentrado en el corto espacio de Bilbao y la ría. Así fue. Pero esa confrontación de orden físico se vio acompañada en el caso vasco de otra ideológica, toda vez que el catalogo de elementos que configuraban la identidad construida de los vascos suponía una antítesis de los que traían la nueva ideología y formación socialista. Así que, a los problemas de integración social de una clase en construcción, la obrera, procedente del interior rural o urbano o del exterior del país, reciclada a los efectos de vida y sometida a unas condiciones de extrema dureza, se le podría añadir un rechazo de las pautas culturales hegemónicas. En la medida en que buena parte de los trabajadores, los más movilizados, construyeran su identidad de clase de la mano de los socialistas y de sus referencias ideológicas, estos vendrían a chocar con lo que se pensaba que era el país, e iban a cuestionarlo (cuando no a rechazarlo), así ocurrió. Entonces, no es solo que un sector muy significativo de aquellos trabajadores procediera de la inmigración y fuera ajeno por completo al país y a sus referencias culturales, de manera que sus culturas y la imagen de aquel vendrían a chocar. 

	161 Es que, además, «la identidad vasca» y la identidad de los trabajadores socialistas —se insiste, constructores fundamentales de esa nueva clase obrera— no tenían puntos de contacto, eran mutuamente excluyentes. Y hay que señalar que, en un caso y en otro, podrían haber tenido lugar expresiones distintas. Pero, en la Vizcaya de finales del Ochocientos, lo que ocurrió fue eso. 

	Los socialistas fueron chocando, en esa confrontación de imágenes, con las diferentes fuerzas políticas existentes: de tradicionalistas a Republicanos. Pero donde encontraron su «alter ego», su opositor más acabado, fue en el nacionalismo vasco, surgido poco después de su aparición en Vizcaya. El tipo de nacionalismo vasco «inventado» por Sabino Arana —ultrarreligioso e integrista, exclusivista y excluyente, tradicionalista, antiespañol, conservador y antiliberal—, y también su propia presencia y fuerza política precisamente alii donde tempranamente prosperaron los socialistas (el entorno de Bilbao y la ría), doto a los obreros organizados de un aditamento nuevo y muy potente que se añadía a los anteriores: su antinacionalismo (singularmente, su antinacionalismo vasco, aunque no solo). 

	El nacionalismo aranista, el bizkaitarrismo, vino a ser la versión dura y acabada de la sensibilidad contraria al elemento obrero que flotaba en aquel ambiente finisecular y, en concreto, entre las clases dirigentes vascas. El antimaquetismo, como expresión xenófoba, racista y antiespañola, vino a ser lo mismo, a los ojos de ese obrerismo organizado, que la demanda nacional vasquista de los nacionalistas o la defensa de «los derechos sagrados de Vasconia» de los otros grupos políticos. El antimaquetismo excluía a los trabajadores de tres maneras: mediante el menosprecio por su origen geográfico; a través de su subordinación económica, al cargar sobre ellos un sistema fiscal injusto que, además, se apoyaba en la retorica institucional del Fuero (los conciertos y la autonomía fiscal de las diputaciones); y por la anulación de los derechos políticos de representación para la masa obrera (el cuestionamiento por Chávarri, el líder monárquico e industrial vizcaíno, del sufragio activo en una de las primeras elecciones de concejales socialistas). 

	En una reacción defensiva de clase, los obreros influidos por el socialismo tomaron por enemigo cada vez más principal a un nacionalismo que les excluía. Ello hizo del antinacionalismo uno de los fundamentos de su actuación política y de su ideología. En esa dirección, los socialistas proclamaron un internacionalismo genérico, también antinacionalista español —por más que sus señas de identidad formarán parte de la cultura española—, como se demostró en los debates sobre la «cuestión de Cuba», y renunciaron a la vez a una reflexión sobre el problema nacional que en el País Vasco expresaba la emergencia como formación política del nacionalismo aranista. Era un debate que a ese obrerismo organizado le resultaba ajeno, poco atractivo y totalmente secundario, toda vez que sus problemas sociales más perentorios eran otros. 

	162     Ese antinacionalismo tuvo diferentes ideólogos, pero sobre todos destacan tres: el filosofo Miguel de Unamuno, por unos años cercano al Partido Obrero en Vizcaya; el ex nacionalista Tomas Meabe, convertido al socialismo por el escaso contenido social del nacionalismo vasco de donde procedía; y Felipe Carretero, impugnador de la doctrina aranista por la subordinación de esta, según su criterio, a los intereses de la Iglesia y del clericalismo. Incluso la clara influencia que ejerció el marxismo tosco del francés Jules Guesde en el socialismo «pablista», tanto en España como en Vizcaya, y su axioma de que en el capitalismo no hay naciones, sino clases, y que el debate nacional no hace sino entorpecer la confrontación real, la de clases, contribuyó a asentar un cosmopolitismo abstracto y ajeno a «preocupaciones de orden nacional». 

	En correspondencia, y a pesar de resistencias y correcciones internas, como la de los propios Unamuno, Meabe y Carretero, o de otros como los eibarréses Madinabeitia o Amuátegui, el socialismo vizcaíno —pero también el eibarrés— se deslizo hacia el menosprecio de la cultura vasca, tomando a cambio la española por superior, por más moderna y universalista, más dispuesta y útil para incorporarse a un mundo cada vez más abierto. Incluso la lengua vasca sufrió entre ellos episodios de «glotofagia», de cuestionamiento de su valía y contemporaneidad, por parte de ignorantes de la misma pero también de usuarios de esta. Finalmente, y justificado por esa reacción de clase y por la condición marginal del primer socialismo vasco, todavía no legitimado y admitido en la sociedad de la época, este paso a impugnar, uno tras otro y en solitario, los iconos referenciales de lo que se tenia por identidad del país, enfrentándose en ese momento a un poder en manos, no de los nacionalistas vascos, sino todavía de los monárquicos alfonsinos: del roble de Guernica a la probidad de las administraciones forales, de la bondad de la autonomía fiscal de los conciertos a las demostraciones deportivo-ruralistas, a las recién inventadas Fiestas Euskaras o a la literatura costumbrista de los Trueba y compañía. Sólo quedaron a salvo el bardo Iparraguirre y su himno «Gernikako arbola», por la dimensión internacionalista que creían adivinar en su biografía y en su letra, respectivamente. 

	De esta manera, en su origen y hasta bien avanzado el Novecientos, los campos quedaron bien delimitados. En un lado, un socialismo, reactivo en términos de clase y de cultura, y esquemático en lo ideológico, para el que «lo nacional» o no existía, o no era preocupación, o no era sino obstáculo para la única y auténtica confrontación, la de clase. 

	163 En el otro, un nacionalismo vasco integrista, tradicionalista, conservador, antiespañol, antimaqueto y antiliberal, monopolizador absoluto de ese espacio, y obstáculo, al verse más como «comunión» de todos los nacionalistas que como partido de parte de ellos, al surgimiento de expresiones del mismo diferentes ideológicamente (v. gr, un nacionalismo liberal, urbano, laico o de izquierdas). Entre medias, tampoco otras opciones fueron capaces —como podía haberlo sido un Republicanismo federal y progresista—, ni suficientemente fuertes, como para constituir un espacio intermedio donde lo social y lo nacional fueran interpretados y respondidos a un tiempo. En consecuencia, los puentes entre esas dos problemáticas y culturas políticas no fueron posibles, y hubo de transitarse un largo camino para que unos y otros se contagiarán mutuamente o se tomarán por necesarios. Así, mientras el nacionalismo aranista se caracterizo hasta tarde por ser sobre todo integrista, antiespañol y antiliberal, el socialismo vasco —sobre todo el vizcaíno— hizo imposible una izquierda ni siquiera tenuemente vasquista.

	 

	 

	2. Un partido en vías  de legitimación social: primeras interpretaciones de la cuestión vasca desde la izquierda 

	 

	El socialismo prospero con rapidez en el entorno de la ría del Nervión y se extendió con más dificultad por algunas localidades de Guipúzcoa, y mayor aun por las capitales alavesa y navarra. Tanto en el terreno político como en el sindical y social fue asentando sus estructuras y ganando espacios de poder: en ayuntamientos, en la negociación con las patronales y en la presencia y debate públicos. Fue pasando del aislamiento a la legitimación, lo que le llevaría a limitar sus tics marginales anteriores y a tratar de dar respuesta a problemáticas que no siempre generaba su base social, pero si un espacio electoral cada vez más amplio y diversificado. 

	Posiblemente, el último gran acto del anterior aislamiento, el punto de inflexión entre una y otra políticas, lo constituyo su campaña contra el Concierto económico de 1906, expresiva de sus posiciones y reticencias respecto del país (o de la imagen construida de este). Contendieron en abrumadora desigualdad de fuerzas la Comisión negociadora para la renovación del Concierto, conformada por la burguesía vizcaína y sostenida por todas las fuerzas políticas, de monárquicos a nacionalistas, encabezada por Adolfo Gabriel Urquijo, presidente de la diputación, y los «comisionados obreros», representantes socialistas de las tres provincias vascongadas. Mientras los primeros trataban de cerrar el acuerdo con el gobierno español y con su Ministerio de Hacienda, blandiendo toda la liturgia de la tradición foral —«el cristo de la autonomía vascongada», en palabras de los socialistas—, los segundos desarrollaron una campana en el mismo Madrid, ante su gobierno y ante la opinión publica española a través de los medios de prensa, denunciando el uso real que se hacia de los privilegios fiscales vascos. 

	164 Dos eran los puntos convergentes que les animaban: la demanda de una autonomía municipal, que en el caso vasco tenia el añadido importante de permitir a ayuntamientos con presencia socialista escapar del dominio e intereses de los dueños de la Diputación vizcaína a la hora de establecer sus políticas impositivas; y el ataque contra los impuestos de consumos, que corrían el riesgo de persistir en territorio vasco por mor de la autonomía fiscal, mientras se trataba de suspenderlos próximamente en el resto de provincias españolas. (Situación que, efectivamente, se produjo después de 1913.) Los socialistas pugnaban, en definitiva, por denunciar como tras el discurso de «las libertades vascas» se escondía una política fiscal de clase, puesta al servicio de los grupos dominantes que controlaban las diputaciones. Los socialistas, entonces, venían a impugnar el punto central de interés sobre el que se había construido la imagen del país: una singularidad histórica puesta ahora al servicio de la especificidad fiscal y del autogobierno hacendístico después del primer Concierto de 1878. Ello suponía enfrentarse, con una disposición e interés de clase, al conjunto de la clase política vasca y a su discurso, hegemónico en el país. 

	El resultado no podía ser otro que la derrota de los socialistas y el cargar sobre ellos el «sambenito» de contrarios a los intereses del país, por más que obtuvieran alguna victoria que llamaron «moral» al conseguir que su denuncia se recogiera en las paginas del «trust» liberal de prensa, enfrentado en esos momentos, junto con el también gobierno liberal, a los sectores dominantes vizcaínos por razones de tipo económico y político. Alguien —el doctor Areilza— escribió por aquel entonces que «aquí el socialismo es puramente antivascongado», lo que evidenciaba que la batalla no había permitido cuestionar efectivamente la base del discurso hegemónico en el país. 

	Pero esa misma batalla, además de otras circunstancias —la fracasada huelga minera de ese año o la crisis general del partido—, llevo al socialismo vizcaíno a un cambio de estrategia que le puso en la vanguardia para inmediatos acuerdos con sectores burgueses «avanzados», anticipo de la posterior Conjunción Republicano-socialista de 1909. más allá de los avances electorales e institucionales que les proporciono, y más allá del gran giro que supuso —de política de clase a política democrática—. ese cambio les condujo en el tema que nos ocupa a compartir preocupaciones con otros grupos. La cuestión vasca fue así abordada por primera vez con ánimo constructivo por los socialistas. 

	165 Pero la campana «República y Fueros», en 1912, fue todavía producto de las circunstancias e instada por los Republicanos: por los Republicanos bilbaínos, con Horacio Echevarrieta a la cabeza, en un movimiento más marcado por la táctica que por la convicción —la promesa de Melquiades Álvarez en el sentido de que un cambio Republicano abriría el camino al autonomismo municipal y regional, y los movimientos de atracción de un nacionalismo vasco liberal (Ulacia y otros)—; y, sobre todo, por los Republicanos Guipuzcoanos, dirigidos por Francisco Gascue, realmente convencidos de ese propósito autonomista. Prieto y los socialistas vizcaínos fueron a remolque de la situación, y solo la aprovecharon para marcar un punto de distancia con el nacionalismo vasco de muy largo recorrido: enmarcados en un proceso de afirmación democrática, hicieron una defensa de la patria española como sinónimo de libertad, diferenciándose así a un tiempo de los bizkaitarras, pero también de un españolismo monárquico nada avanzado en cuanto a libertades publicas. La campana desvelo tímidamente las diferencias existentes entre el socialismo bilbaíno y el Guipuzcoano, equivalentes a las que alejaban a sus correspondientes Republicanismos. Del mismo modo, sirvió para afirmar que la distancia respecto del nacionalismo no radicaba tanto en sus contradictorias ideas sobre España como en las antagónicas sobre la libertad; que el nacionalismo vasco no era rechazable tanto por su antiespañolismo como por su posición política retrograda. En todo caso, lo único productivo de la campana fueron las primeras armas que hicieron los miembros de la joven generación Republicana vasca, años después, en la Segunda República, convertidos en destacados gestores políticos (Luis de Castro, Ramón Aldasoro, Ramón de Madariaga y Ernesto Ercoreca). 

	Tanto Republicanos como socialistas, a diferentes niveles según el lugar y la ideología, fueron familiarizándose con la idea de la autonomía vasca, aunque dominarán todavía la confusión y la contradicción interna. No decían lo mismo los concejales socialistas de Bilbao, rechazando la reintegración foral, como hacia Carretero, que los de Éibar, que con Amuátegui a la cabeza defendían la autonomía vasca como expresión del carácter liberal de la tradición foral y como exigencia de la democratización que demandaba el momento de la posguerra mundial. Pero si que coincidían todos en una idea de autonomía vasca preventivamente limitada en lo territorial —la unidad de la nación española— y en lo político —la superioridad de las autonomías municipal e individual. Estos criterios se pusieron sobre la mesa con ocasión de la crisis política de 1917, cuando el movimiento de las diputaciones vascas del verano de ese ano. También entonces los socialistas fueron a remolque de la situación, y estuvieron más preocupados por poner coto a aquellas demandas que por definir con precisión sus soluciones... todavía inexistentes. En ese sentido, el verano de 1917 vio como confluían en los medios de prensa de la izquierda vasca —particularmente, El Liberal de Bilbao— dos discursos: el seguimiento más o menos forzado o convencido de la general demanda autonómica y la constante afirmación españolista, como reacción a la emergencia del nacionalismo bizkaitarra. 

	166     Fue en 1918 cuando los socialistas abordaron por fin la cuestión. La «doctrina Wilson», posterior a la Gran Guerra, había abierto el debate para toda Europa, y los socialistas españoles lo discutieron en su XI Congreso, celebrado en diciembre de ese alió. Pero en paralelo en el tiempo, los socialistas Guipuzcoanos llevaron a cabo reflexiones y pronunciamientos, provocados por la dinámica interna del país y, sobre todo, de la provincia. Además de los posicionamientos de los concejales eibarréses, las Sociedades Obreras de influencia socialista en Guipúzcoa respondieron a la Comisión de Fueros de esa diputación. Proponían partir de unas Cortes constituyentes que dieran paso a una nueva situación democrática en España y dibujarán una nueva trama administrativa. En esa línea, se pronunciaban por un «Estado Vasco» que, federado a otros de otras regiones, diera lugar a un «Estado federal ibérico». (Pi i Margall era la gran referencia del socialismo eibarrés.) Esa autonomía vasca contaría con un parlamento, mantendría el sistema de tributación concertado con el Estado y establecería un reparto de competencias a favor de los municipios, con las diputaciones como suministradoras de servicios y sometidas a un organismo de control. 

	Estas tesis tenían una procedencia: el feudo socialista de Éibar. Asimismo, de entre sus diferentes proponentes, acabaron destacando dos, que lo hicieron de una manera más sistemática: el doctor Madinabeitia (1870-1923) y Toribio Echevarría (1887-1968). José Madinabeitia presentaba una biografía similar a la de Meabe. Inicialmente nacionalista y miembro del circulo intimo de Sabino Arana, había abandonado esa doctrina por la falta de sensibilidad de los bizkaitarras con la problematica de los trabajadores. La ruptura con Arana coincidió con un cambio radical en su vida, de manera que de ser un confortable galeno de las clases altas bilbaínas se convirtió en médico de los pobres. Madinabeitia fue un hombre realmente importante en el socialismo tanto bilbaíno como eibarrés, y su influencia personal fue determinante en el initio de la carrera política de Indalecio Prieto. En noviembre de 1918 conferencio en la Casa del Pueblo de la villa armera. Su punto de partida era la pura «doctrina eibarrésa»: el final de la guerra daba lugar a una exigencia democrática que aseguraría para el futuro la paz. En esa exigencia tenia un papel fundamental la libre determinación de los pueblos. Los partidos socialistas, según Madinabeitia, eran nacionales e internacionalistas. Nacionales en el sentido de que se configuraban con arreglo a las características de sus respectivas políticas nacionales; internacionalistas —que no «anacionalistas»— porque interpretaban la relación internacional a partir de realidades nacionales. 

	167 La nacionalidad, como realidad objetiva, no podía confundirse con el nacionalismo agresivo o con el imperialismo. Era el primer socialista vasco que deslindaba esos dos campos. «El socialismo implica las nacionalidades, porque estas las ha creado la Naturaleza». El socialismo solo trataba de que vivieran en paz entre ellas. En consecuencia, las nacionalidades españolas debían unirse mediante pacto federal en una República, y esta se vincularía al mundo civilizado a través de la Liga de Naciones. Madinabeitia resumía toda la «doctrina eibarrésa» en este párrafo: 

	 

	«Ante el nacionalismo vasco, que positivamente viene, debemos trazarnos un camino. Nuestro punto de vista es bien claro. Queremos la libertad individual, la libertad del Municipio (regulada por la ley de la mayoría), el Estado federal vasco, el Estado federal iberico, los Estados Unidos de Europa y los Estados Unidos del Mundo. Así, de abajo a arriba, del individuo al mundo, queremos la libertad. No queremos andar dejando nacionalismos irredentos a la espalda» 

	 

	El presidente Thomas Woodrow Wilson tenia en Éibar algunos de sus más fervientes seguidores. 

	De alguna manera, Madinabeitia planteaba una idea que más tarde recogería Prieto: el problema vasco estaba ahí, en tanto que realidad nacional que en esos momentos no tenia ningún encaje en el Estado español. El nacionalismo vasco venia a dimensionar esa realidad, de manera que si el socialismo no contribuía a darle respuesta, el irredentismo se establecería. Lo que podía ser resuelto mediante una formula de racionalismo administrativista, que diera entidad política dentro del Estado a lo que ya era una realidad nacional, no podía dejarse en manos del nacionalismo. Dos detalles, finalmente, venían a indicar en el caso de Madinabeitia el estado de las sensibilidades y reflexiones respecto de la cuestión vasca. El doctor establecía una derivación mecánica de una realidad nacional —la que el atribuía al País Vasco— a una realidad jurídica y política, sin que tuviera que mediar, o advirtiera esa fundamental circunstancia, la voluntad expresada por los ciudadanos de ese lugar. Una idea claramente nacionalista. Por el contrario, Madinabeitia compartía la percepción de la izquierda vasca acerca de la superioridad de la cultura española frente a la vasca, y rechazaba por completo la hipótesis de un País Vasco al margen de España, tanto por razones históricas como por conveniencia de futuro. 

	168     Junto con Madinabeitia, Toribio Echevarría vino a formular, en su folleto La Liga de Naciones y el problema vasco, la forma definitiva de lo que podríamos llamar la «percepción eibarrésa de la política local, nacional e internacional». Echevarría era, además de euskaldun, vasquista y euskaltzale. Partía de la ingenua «tesis eibarrésa»: el final de la Gran Guerra daría paso a una nueva situación, gobernada por la paz y el entendimiento entre pueblos libres y democráticos. El antimilitarismo o, mejor, el antibelicismo era un dogma entre los Republicanos y los socialistas de la villa armera. La esperanza puesta en la Sociedad de Naciones era otro de ellos. La autodeterminación de los pueblos era causa y consecuencia de los valores fundamentales del nuevo tiempo: la democracia y la resolución pacifica de conflictos. Por tanto, había que interpretarla como subordinada a ellos, como instrumento de intenciones superiores. En el caso español, la exigencia de democracia —condición indispensable para incorporarse al concierto civilizado de naciones— obligaba a dar cauce a los conflictos territoriales, lo que constituía una oportunidad para resolver problemas históricos, modificando la Constitución, en clave de democracia y no necesariamente de nacionalismo. 

	A partir de esas premisas, <=cual debía ser la posición de los socialistas vascos? El punto de partida no confundía los términos: dilucidar la cuestión nacional, reconocía Echevarría, no formaba parte de la lucha de clases, pero si que venia «a constituir el terreno sobre el que luego se han de dar desembarazadamente las grandes batallas por la justicia social». Lo mismo que decía Madinabeitia en su discurso de Éibar: desembarazar el camino de ese tipo de disputas para así afrontar con perspectiva el otro, el económico, más largo y difícil. aquí hay una diferencia con lo que en el futuro van a plantear los comunistas, en aplicación de la tesis leninista. Para los socialistas, y también para los anarquistas, parte de la virtualidad que tenia resolver «lo nacional» era que despejaba el escenario de contendientes confusos y presentaba diáfano el pulso entre las dos clases históricamente enfrentadas. Sin embargo, para los futuros comunistas la lucha en el ámbito nacional formaba parte de la lucha de clases ya que la manera de intervenir en la primera mediatizaba la dinámica, correlación de fuerzas y resultados de la segunda, la principal. 

	169     Echevarría volvía a coincidir con Madinabeitia acerca de su visión del opositor nacionalista. Distinguía tres realidades distintas: «el derecho de un pueblo a su libre desenvolvimiento pacifico», el nacionalismo imperialista, y la endogamia del «espíritu localista y retrogrado que pretende encerrarse en sus muros y separarse de la corriente universal de los pueblos». No era difícil atribuir papeles desde la posición subjetiva de Echevarría. Incorporaba a continuación una idea muy sugerente: la contradicción entre homogeneización e integración, el rechazo a la uniformización que conlleva la centralidad estatal y la defensa federal de una nacionalización plural. El eibarrés sentenciaba: «a una integración mayor corresponde una mayor diferenciación de las partes», preludiando tesis futuras acerca de la diversidad en el marco de la unión libremente aceptada. El federalismo pimargaliano, efectivamente, era la respuesta al momento. 

	Echevarría introducía también, como Madinabeitia, argumentos aparentemente contradictorios si se ven desde una posterior linealidad nacionalista vasca. Así, establecía la cuestión desde la necesidad de que el País Vasco accediera a «su plena soberanía política», pero en paralelo entendía que «el grupo natural» que debía integrarse y ser admitido en la 

	Sociedad de Naciones era España. Los argumentos históricos, culturales y de conveniencia material eran los mismos que los de Madinabeitia. En consecuencia, la solución era la Federación Ibérica, con un Estado encargado de las relaciones exteriores, moneda, deuda, aduanas, correos. pesas y medidas y defensa, y unas diputaciones responsabilizándose de los servicios, sobre la base de nuevo de la autonomía municipal. Eso si, el Estado se haría cargo de la enseñanza y de velar por la continuidad de los derechos individuales en un supuesto futuro de autogobierno vasco. 

	Este es un asunto muy importante y reiterado tanto por Guipuzcoanos como por vizcaínos. La autonomía personal se ponía por delante de la municipal o de la regional. Esta si que era una especificidad vasca dentro de un socialismo marxista, tradicionalmente poco dado a resaltar esa autonomía como valor supremo. La razón no era otra que el temor que en 1918 manifestaban el socialismo y la izquierda vasca a que un futuro autogobierno a cargo de una mayoría de tradicionalistas y nacionalistas vascos pusiera en peligro las limitadas libertades individuales que operaban en el Estado español de ese tiempo. Puestos a elegir entre esas mermadas y formales libertades y un genérico de libertades forales o de las del futuro autogobierno, insistentemente todos los socialistas, vizcaínos y Guipuzcoanos, optaban por lo primero, y por eso encomendaban al Estado la salvaguarda del derecho más fundamental. Es un indicativo preciso de la contradicción existente entre lo que demandaba la doctrina y el análisis teórico de la cuestión —el autogobierno— y a lo que obligaba la realidad del escenario. Ese desajuste entre teoría política y práctica política real y posible continuaría en el futuro, y viene a indicar la dificultad intrínseca que ha tenido el autogobierno vasco, como formulación teórica y como expresión política real. A una ideología política como es el nacionalismo sabiniano, remisa a asumir como desideratum la conformación de un país para el conjunto de sus ciudadanos, frente a su idea de una nación para sus nacionales, se le confronta una práctica política. pegada al terreno y a la coyuntura, siempre reticente a las consecuencias de un autogobierno en manos de fuerzas no tenidas por democráticas. Este se insiste, es un punto donde no hubo diferencia alguna entre los socialistas vascos. «Si el individuo no es libre, no vale nada que lo sea la colectividad a que pertenece», sentenciaba Echevarría, dejando claro que era lo primero. Por su parte, El Liberal era todavía más rotundo y remitía a la memoria histórica del anticarlismo para establecer la posición de los nacionalistas vascos y su relación con España: 

	170

	«Reniegan de los derechos individuales, de la libertad ciudadana, y si piden independencia vasca, es porque la nación española reconoce derechos y libertades que ellos abominan. (...) Rompiendo o simplemente relajando los vínculos que nos unen al Estado español, la democracia vascongada perdería las libertades publicas que hoy tiene. Para reconquistarlas tendría que batirse en nuevas guerras civiles y esperar de España nuevas liberaciones» 

	 

	El XI Congreso socialista fue el escenario formal donde por primera vez la izquierda española se planteó el debate sobre las nacionalidades. Curiosamente, en esos días de noviembre y diciembre de 1918 en Madrid, ningún socialista vasco participo activamente en los debates sobre el tema. Como mucho, el donostiarra Guillermo Torrijos tercio para insistir en la demanda de que «los elementos nacionalistas no puedan oprimir a las fuerzas políticas francamente liberales». Julián Besteiro se encargo de defender por el Comité Nacional unas tesis que finalmente quedaron resumidas en la Llamada «enmienda de Reus», presentada por Recasens, el delegado de esa localidad. Del doctrinarismo internacionalista anterior, incapacitado para abordar la cuestión nacional, se pasaba a otro doctrinarismo antiimperialista, donde el «Socialismo científico y revolucionario» mostraba «un criterio amplio para la solución de estos problemas». «La enmienda de Reus» se resumía en: 

	 

	“Confederación Republicana de las nacionalidades ibéricas, reconocidas a medida que vayan demostrando indudablemente un desarrollo suficiente, y siempre sobre la base de que su libertad no entraña para sus ciudadanos merma alguna de los derechos individuales ya establecidos en España, y de aquellos que son ya patrimonio de todo pueblo civilizado» 

	 

	Además de la nueva constatación de las reservas y recelos que el socialismo más proclive a la cuestión expresaba —el otro seguía interpretando que Marx había dicho que los obreros no tenían ni podían tener patria—, el acuerdo abordaba el asunto sobre la base de la superioridad y originalidad del Estado español, capaz de derivar parte de su administración hacia aquellas regiones del país que demostrarán «un desarrollo suficiente», una capacidad para la gestión responsable de sus recursos. 

	171 La contundente evocación de una Confederación Republicana de las nacionalidades ibéricas» era equivalente a su futilidad en términos de política practica. La demanda autonomista era patente en Cataluña y en parte del País Vasco, en Vizcaya. En Cataluña, el PSOE era una organización muy minoritaria y sin espacio político real para aplicar el acuerdo. En Vizcaya, el Llamado a hacerlo, Prieto, no era muy partidario de la resolución del congreso. Ello explica como en el nuevo Congreso Extraordinario de diciembre de 1919 el asunto volvió a salir —aunque la reunión trataba sobre la adscripción a la Segunda o a la Tercera Internacional— en el momento de analizar la gestión de los parlamentarios socialistas. Hubo duras críticas para todos ellos —con la excepción de Prieto— al entenderse que la aplicación del acuerdo en Cataluña había favorecido más al nacionalismo de Cambo que a la esencia internacionalista del partido. Prieto explico perfectamente la contradicción producida: «Los problemas de la autonomía no ofrecen grandes complejidades espirituales en cuanto al ideal: pero en la práctica se prestan a confusionismos lamentables, por la diversidad de intereses de las distintas regiones». Lo cierto era que la posición que sentían los militantes socialistas españoles —y también la mayoría de los socialistas vascos— sobre la cuestión nacional tenia más que ver con el discurso anterior que hizo Prieto en el Congreso de los Diputados, el 17 de abril de 1918, contestando acerca del nacionalismo vasco en el debate sobre el Mensaje de la Corona, que con los doctrinarismos expuestos en los congresos por Besteiro o por Isidore Acevedo. 

	 

	 

	3. El triangulo vizcaíno y los intereses españolistas del «primer Prieto 

	 

	La clave era Prieto, y el político bilbaíno se vio muy pronto en la oportunidad de colocarse entre dos extremos. Rechazaba el nacionalismo bizkaitarra por secesionista e integrista, y por tratar de absorber «un espíritu del país» que tenia más que ver, según Prieto, con la foralidad perdida —«metaforalidad» para estas horas, porque cada cual la entendía a su manera— que con demandas separatistas apoyadas en la falsificación de la historia. Y rechazaba a los monárquicos gubernamentales por haber propiciado el ascenso nacionalista, precisamente, al no haber «sabido asimilar en ningún momento el verdadero espíritu del país». Luis Araquistáin, en la campana del candidato socialista por Bilbao, en febrero de 1918, sintetizo esa doble impugnación en la frase más molesta que en el futuro podían oír los sabinianos: el nacionalismo era rechazable, decía, en tanto que «forma agudizada y empequeñecida del españolismo tradicional». 

	172     Prieto distinguió pronto la realidad del País Vasco y sus demandas, o la diversa entidad que tenían las aspiraciones regionalistas en los diferentes lugares de España, de las tesis nacionalistas vascas. Y lo hizo de nuevo, como en 1912, denunciando a estas más por integristas y reaccionarias que por separatistas, a sabiendas de que no tenia que cargar las tintas en esta ultima parte porque la confrontación entre las dos bases sociales, la liberal-Republicano-izquierdista y la bizcaitarra, iba de suyo, estaba confirmada ya como una contradicción de cosmovisiones. Pero lo interesante es que en este tiempo de la Restauración, Prieto se limito a contender contra el nacionalismo y a defender «el espíritu del pueblo» —que podía ser tanto el vasco como específicamente el bilbaíno—, sin precisar una posición respecto del debate nacional. No huía de la cuestión como otros, ni por obcecación doctrinal ni por tacticismo; simplemente se limitaba a sortearla y a rentabilizar una determinada y medida oposición 

	¿Qué cosas concretas dijo Prieto acerca del debate nacional en España? Por supuesto, hombre práctico, poco amigo de especulaciones teóricas, no abordo la cuestión en términos genéricos sino, al contrario, muy precisos. En su manifiesto electoral de febrero de 1918 proponía conducir la demanda vascongada —y se podría incluir aquí la catalana— por los caminos del autonomismo para todas las regiones de España. De esta manera colocaba el tema en los términos de la racionalización administrativa, bien alejada de expresiones acerca de la soberanía original, punto de partida del nacionalismo vasco. Pero sobre todo pensaba que esta sería la formula para que el autonomismo no fuese rechazado, ni por los poderes del Estado ni por la población de regiones sin inquietudes de autogobierno. En definitiva, para Prieto, si se traducía «en liberal» y españolista esa demanda —en ordenación territorial—, y se reducía el temor a un posible control de los gobiernos regionales por parte de elementos reaccionarios o secesionistas, sería más fácil hacer prosperar en España la idea de autogobierno. 

	Mas que en proporcionar recetas para un diferente ordenamiento del Estado, Prieto centro su atención en hacerse un hueco en la disputada política vizcaína. El nacionalismo, todavía, no era sino un opositor político; importante, pero en absoluto tan hegemónico que obligara por fuerza a colocar la cuestión territorial como primer punto de la agenda. Había que considerar la demanda que encauzaban los nacionalistas y los términos en que lo hacían —en conexión con la más potente expresada en Cataluña—, pero sobre todo había que postularse como opositor a ellos. «La candidatura del pueblo contra las de la plutocracia y el bizkaitarrismo» y «un diputado que vele por España y por Bilbao»: esas dos fueron las ideas fuerza de Prieto en febrero de 1918, y no dejaron de serlo en el futuro. Españolismo y bilbainismo, y como esencia que supurara de su fusión en la persona de Prieto, el liberalismo de la invicta villa. «Lo vasco», en este punto y en este instante, no era para Prieto un espacio para compartir sino para litigar. 

	173     Un año después vino el conocido como «acuerdo de Ortuella», donde Prieto ratificó con el monárquico Balparda la deriva españolista en que asentar sus futuras reelecciones. Un pacto tácito con el españolismo monárquico, que dejara al socialista sin oponentes por ese lado. En paralelo, la atención dispuesta a controlar la agitación social, de manera que una tensión en esos términos no llevara a un realineamiento de clase entre propietarios monárquicos y propietarios nacionalistas. Este era, como explico Fusi, el inestable y perfecto triangulo político y social en que Prieto apoyo su carrera personal y el socialismo vizcaíno su proyección como fuerza de primer orden. 

	La de Prieto fue la política real del socialismo vasco en esta época, y singularmente en lo que hace a la cuestión nacional. Las otras tesis, las de Echevarría y Madinabeitia, las del concejal Amuátegui o luego las del intelectual Araquistáin, o las de Felipe Carretero en el otro lado, no dejaron de ser disquisiciones teóricas sin aplicación posible, discursos en un ayuntamiento de pueblo o carga argumental de un artículo de prensa. La política del socialismo vasco la hacia en este momento, básicamente, Prieto, y, además, prietistas eran unos y otros, avanzados o recelosos en la cuestión, y todos sin excepción venían a coincidir en lo fundamental: en la oposición al nacionalismo bizkaitarra y en el temor que suscitaba una situación de autogobierno bajo su mando. Así que la «doctrina eibarresa» podía coincidir en los términos y en lo abstracto con las declaraciones doctrinales de los congresos socialistas de 1918 y 1919, pero la política que se hacia era la de Prieto, y, en ella, el españolismo antinacionalista y escasamente vasquista era la base. 

	Las necesidades de confrontación entre socialistas y nacionalistas fueron tales, y su centralidad alcanzo tal nivel, que se produjo lo que podríamos Llamar un retroceso discursivo de los primeros en relación con «lo vasco». Es decir, que si desde 1912 se apreciaba un acercamiento a realidades que en principio no les eran propias y ahora les suscitaban alguna consideración, sin embargo en este momento, en la medida en que la confrontación con los nacionalistas llevo a una confusión entre estos y «lo vasco», el españolismo reactivo se fortaleció. Las chanzas que se leen entre 1917 y 1920, por lo menos, en El Liberal de Bilbao, el periódico de Prieto y portavoz fundamental de esta corriente, contra el vascuence o contra referencias asociadas a un vasquismo confundido totalmente por estos con el nacionalismo, son de las que no se recordaban desde los exabruptos de Unamuno o de Carretero. La idea de España y su consideración como «universo mental» también se reafirmo, adquiriendo además un contenido liberal en oposición al secesionismo y reaccionarismo nacionalista o al oligárquico conservadurismo monárquico, nada auténticamente patriotas unos y otros, a juicio de los seguidores de Prieto. 

	174 La confrontación con el nacionalismo no quedo solo para las columnas de prensa, sino que vivió episodios a caballo entre la comedia y, sobre todo, el drama violento. Las marchas encontradas de obreros nacionalistas de Euskalduna a favor de Sota y «de Euskadi», y de obreros de Altos Homos a favor de Prieto, de Ybarra y «¡Viva España!», son la expresión más lograda de esa tensión. Pero «goras y vivas» se cruzaron también en Hernani, con el mismo identitario telón de fondo. Al final, en junio de 1920, el matonismo de sectores juveniles de uno y otro bando término en victimas de carácter social. Luego los comunistas y los anarquistas se incorporaron a ese ejercicio de violencia 

	Solo se salvo, ahora si, el Concierto económico. Los socialistas ya no eran unos antisistema. En 1920 habían sentado a un alcalde suyo en Bilbao y en Éibar y Prieto apoyaba su escaño en su capacidad para representar y estimular el espíritu emprendedor de la villa. Qué el Concierto beneficiaba también, aunque desigualmente, a las economías obreras y populares, era una constatación. Por eso se podía defender la especificidad vasca en oposición a los genéricos males del centralismo de Madrid. La argumentación no era ni muy solida —«la vida en Vizcaya es distinta de en Soria o en Cuenca (...) y no puede estar detenida todos los días con un sistema mediante el cual todo hubiera de ser resuelto en Madrid»—, ni muy acorde con la tradición mostrada por el socialismo vasco, pero venia a representar la aceptación de las reglas de juego por su parte. El Concierto económico era la piedra angular del pensamiento hegemónico del país. Si se quería prosperar en la política vasca no cabía otra que asumir ese hecho. 

	 

	 

	4. La singularidad encontrada de anarquistas y comunistas vascos 

	 

	El «equilibrio triangular» en que se sostenía Prieto debía manejar a un tiempo la paz social y la legitimidad de representación sindical del obrerismo socialista. Esa apuesta, en momentos de incremento de la conflictividad, como fueron los años que siguieron al final de la Gran Guerra, tenia por fuerza que dejar espacio para otros oponentes sindicales y políticos en la izquierda. Curiosamente, la cuestión nacional, siendo tangencial en el discurso obrerista del tiempo, cobro su importancia, puesto que intervenía en el juego suscitado en otros nuevos triángulos. Esto es claro en el caso de los comunistas. Su encuentro y acercamiento con el nacionalismo vasco respondía a diversas razones. Había una de orden teórico y táctico: las tesis leninistas acerca del derecho de autodeterminación de los pueblos y la oportunidad de coincidir comunistas y nacionalistas en la oposición a los poderes de Estados capitalistas con un problema nacional. 

	175 Había una razón coyuntural: la radicalización de sectores juveniles nacionalistas, tanto en términos sociales como independentistas, y la admiración que les causaba la entrega militante y el juego de violencia ejercidos por los también jóvenes comunistas vascos. Por último, había una razón mucho más poderosa que las anteriores para explicar la coincidencia de intereses entre comunistas y nacionalistas vascos: se llamaba Indalecio Prieto y, por extensión, alcanzaba al ya poderoso socialismo vizcaíno. Comunistas y nacionalistas coincidían en sus odios y oposiciones Podría resultar desconcertante, entonces, la dirección del ataque de Prieto en su discurso en las Cortes de 13 de febrero de 1920. El diputado socialista denunciaba que, mientras en Cataluña la Lliga de Cambo se enfrentaba a la CNT, en Vizcaya el sindicalismo encontraba protección entre los nacionalistas, siempre por la razón táctica de tener un contrario común. Estas declaraciones se entienden por la fecha en que están pronunciadas. El problema para Prieto, entonces, era la CNT, con la que luego, en septiembre, llego a un pacto la UGT. Aquel fue el «Pacto del proletariado», que tan poco estimulo al dirigente socialista bilbaíno y que tan dispuesto se mostro a poner fin. El problema y el competidor era el sindicalismo revolucionario, pero este no podía ser acusado —si acaso coyunturalmente, en algún lugar secundario— de connivencias con el nacionalismo vasco. Ni con el nacionalismo ni, siquiera, con un genérico vasquismo. En el caso de los anarquistas, la profundidad sentida de su universalismo, constitutiva de su ideología, su consecuente antinacionalismo originario y la centralidad prestada a la liberación personal y de clase del individuo trabajador, les supuso una imposibilidad física de coincidir con los postulados nacionalistas. Y, de paso, una ausencia de reflexión acerca de si en el País Vasco había o no un problema nacional manifestado en la posición política de una parte de su población. 

	En consecuencia, el anarquismo vasco y la CNT no prestaron atención al tema, y se mostraron «naturalmente españoles» en cuanto al escenario de actuación. Sus referencias culturales no eran otras que las españolas, y el mapa de su universo mental era el español. Sólo cuando la aplicación del «Pacto del proletariado» obligo a trabajadores nacionalistas a afiliarse a su organización, para esquivar una afiliación forzosa en la odiada sindical socialista, los cenetistas vascos se encontraron con una realidad inédita para ellos. En ese punto, los nacionalistas trataron de atraerse a los anarquistas a la comprensión de su problemática, haciéndoles ver que su espíritu rebelde no podía sino ser solidario ante la injusticia nacional que ellos denunciaban. Aunque no lo sintieran como propio, era un problema ante el que debían mostrar simpatía. Los cenetistas solo podían responder que el debate nacional no era sino un obstáculo más en el camino hacia la revolución social. 

	176 Un obstáculo que preferían apartar y esquivar; en ningún caso plantearse su posible resolución, dado que esta estaba entonces establecida únicamente en términos de nueva estatalidad, un argumento que les espantaba. Así que aunque argumentalmente los obreros nacionalistas se mostraron más hábiles que los anarquistas —expresión de su ausencia del debate hasta entonces—, estos no dejaron de considerarles ajenos a su inquietud de clase, y siguieron interpretando que «lo vasco» era un asunto que o no les interesaba o no iba con ellos, que «lo vasco» era una referencia política ajena y no una identidad a compartir. 

	Muy distinta fue la posición de los comunistas, surgidos tras el congreso extraordinario socialista de abril de 1921. Además de las razones ya apuntadas para explicar el encuentro táctico de los comunistas con los nacionalistas, en Vizcaya a «la razón Prieto» se le debe incorporar otro nombre: el de Oscar Pérez Solís, el redactor del documento escisionista y dirigente principal de los comunistas vascos. Entre Prieto y Pérez Solís había algo personal, que repercutió en la tensión entre socialistas y comunistas vizcaínos. Solís ya tenia un criterio propio acerca de la cuestión nacional cuando era un dirigente del ala moderada socialista en Valladolid. Un criterio ciertamente extravagante que nacía de una consideración «noventayochesca» de las regiones periféricas españolas y del centro castellano. Las primeras, sobre todo Cataluña y País Vasco, monopolizaban el dinamismo, el desarrollo y la modernidad, mientras que la Castilla profunda representaba la España inmóvil a superar. Solís había mantenido relación política con Cambo, en su enfrentamiento con el enemigo común, Santiago Alba, y había participado en la excursión catalana inspirada por el líder de la Lliga, la campana «Per Catalunya y per l'Españya Grand», donde había conocido a gentes como Nin, Pi i Suiter, Ventosa, Campalans, Rovira i Virgili y otros. Pérez Solís coincidía con socialistas como Madinabeitia en rechazar el internacionalismo abstracto de su partido. Justo al terminar la Primera Guerra Mundial escribía que el culto a la nacionalidad no había que destruirlo o evitarlo, sino sublimarlo, ya que solo desde la realidad nacional se podía llegar al programa máximo del socialismo, al internacionalismo. En ese sentido, rechazaba un nacionalismo dirigido a una multitud sumisa y ensalzaba otro capaz de despertar la conciencia de los pueblos, como entendía que estaba haciendo entonces el regionalismo Catalán. Cuando coincidió con Prieto, a finales de 1920, y cuando enseguida padeció la mala experiencia de su presentación a las elecciones a Cortes por Valmaseda, en contra de Balparda, abandonado por su compañero de partido y por las estructuras de este, reafirmo su rechazo al antinacionalismo de aquel y comenzó a suscitar sospechas de connivencia con los bizkaitarras, ya en la propia campana electoral. 

	177     Tras su incorporación al comunismo, Solís y los suyos establecieron doctrina respecto de la cuestión nacional. Se trataba de aprovechar también los conflictos surgidos en ese terreno —como ocurría en el sociolaboral— para conducir acciones de masas en un sentido revolucionario. No era tanto responder a si «lo nacional» debía resolverse de alguna manera antes para así despejar el camino a la lucha social, como sostenían socialistas y anarquistas, o incluso de si debía esperar y subordinate al antagonismo central de clase. Para los comunistas se trataba de sacar partido, siempre desde su dirección, de la confluencia de las dos luchas y crisis, en la creencia constante de que su superior análisis teórico y su mayor entrega subordinarían a los sectores más combativos del nacionalismo a su estrategia. ^Cuales eran estos? En principio, los sectores juveniles radicalizados, representados y encabezados por el independentista Ellas Gallastegui, líder de la escisión aberriana de 1921. Gallastegui se mostro fuertemente impresionado por los sucesos en torno al asalto de la Casa del Pueblo de Bilbao en la huelga general de agosto de 1923, donde resulto gravemente herido el propio Solís, y sobre los que escribió en Aberri un sentido y polémico artículo («Ante el dolor. Fiesta de sangre»), rechazado por los nacionalistas mayoritarios de Comunión. De hecho, Pérez Solís estableció analíticamente una diferencia entre «la plutocracia y el clericalismo» que inspiraban al sector oficial de la Comunión Nacionalista y la tendencia «popular y civil, radical y a la moderna» de los de Aberri. Incluso, años después, durante la dictadura de Primo de Rivera, llego a comprometerse en trasladar a la Komintern la necesidad de que esta respaldara las conspiraciones encabezadas por Macià y en las que entraban y salían anarquistas, comunistas y aberrianos. Pero más importante, y expresivo de las contradicciones de Solís y, en especial, del sentido instrumental que en el fondo tenían sus movimientos en torno a los nacionalistas, es el hecho de que solo un mes después de que descalificara a los de Comunión por clericales y plutócratas, aceptara su ayuda —económica y de imprenta— para dirigir desde las sombras un diario en Bilbao, Las Noticias, de influencia comunista, alimentado por los nacionalistas, bendecida la operación por el obispo de Vitoria, Eijo y Garay, y, sobre todo, ideado y dispuesto para atacar a Indalecio Prieto y a su política en el País Vasco. 

	Pérez Solís y el resto de comunistas vascos leyeron equivocadamente la radicalización de parte de las bases nacionalistas. Pensaron que jóvenes y obreros aberrianos, castigados también por la crisis de posguerra, evolucionarían hacia posiciones de clase y se encontrarían con ellos. Era un calculo político al que los comunistas debían alimentar con cantos constantes al derecho de los pueblos a su libre determinación. Pero en Vizcaya no había una coincidencia de cosmovisiones entre unos y otros. 

	178 Si que empezaba a haberla en Guipúzcoa, donde menudean los casos de jóvenes comunistas de padres nacionalistas, o que habían militado antes en grupos nacionalistas —Jesús Larranaga «Goyerri» es el caso más emblemático—, o por lo menos insertos en y procedentes de ambientes vasquistas, que interiorizaban la lectura leninista del problema de las nacionalidades aunando con cierta naturalidad lo que sentían y lo que pensaban. Esta circunstancia fue más patente en los años de la Segunda República. Antes de ella, entre los comunistas seguía habiendo más tacticismo que convicción, y sus textos de propaganda o de prensa, aparte de la proclama constante del derecho de los pueblos, no se diferenciaban culturalmente del universo mental del resto de la izquierda obrera vasca. Con todo, ese sector político fue el primero en abrirse a una comprensión del fenómeno nacional y en relacionarse con cierta cordialidad con los nacionalistas vascos. Pero había una mutua falta de coincidencia entre unos y otros: la radicalización de algunas bases nacionalistas había que leerla en clave nacionalista y no social o de clase; y, como hemos señalado, la disposición comunista tenia mucho de táctica. Además, por encima de todo hay que considerar la desproporción de fuerzas, de manera que ni el cientificismo marxista que pretendían Solís y los suyos podía ser suficiente para alterar la realidad: ellos eran un pequeño grupo de exaltados y los nacionalistas un movimiento social y político que se preparaba para ser hegemónico en el País Vasco. 
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	EL NACIONALISMO VASCO EN LA RESTAURACIÓN. PURISMO Y POSIBILISMO 

	Javier CORCUERA ATIENZA 

	 

	 

	 

	1. Introducción 

	 

	Todos los estudios sobre el nacionalismo vasco han puesto de relieve la existencia en su seno de una tensión entre los que genéricamente han sido llamados «radicales» y «moderados». «Aranistas» y «euskalerriacos» en la primera época, «comunionistas» y «aberrianos» de los años veinte, o «moderados» y «violentos» en la actualidad expresan posiciones enfrentadas en torno a fines (independencia o autonomía), en torno al calendario para conseguir dichos fines (inmediata o gradualmente) o sobre los medios para conseguirlos (violentos o no). 

	Esta diversidad en el seno de la comunidad nacionalista se ha planteado históricamente dentro de una misma organización, o desde distintas agrupaciones que, pese a sus (a veces enormes) diferencias, se reconocen como miembros de una misma familia política. La peculiar convivencia entre los dos modos de entender el nacionalismo permite una interrelación frecuentemente conflictiva de la que no se deriva la destrucción de una de las partes, sino la fuerza del conjunto. Tendremos ocasión de explicarlo en las paginas que siguen. 

	El comienzo de esta historia de inestable convivencia entre radicalidad y moderación en el seno de la familia nacionalista se sitúa en 1898. En las elecciones provinciales de aquel año resulto elegido diputado provincial por el distrito de Bilbao Sabino de Arana, gracias al apoyo que recibe del grupo de «euskalerriacos», de los (hasta entonces) fueristas intransigentes procedentes de la Sociedad Euskalerria, encabezados por Ramón de la Sota y Llano. Era el comienzo de la cohabitación en el mismo partido de dos sectores que parecían tener muy pocas cosas en común, como no fuera la semejante marginalidad política en una Vizcaya dominada por las grandes familias que dirigían un extraordinario proceso de industrialización. 

	182     Bilbao, que acababa de anexionar a la vecina anteiglesia de Abando, tenia en 1897 una población que doblaba ampliamente a la que tenían ambas en 1877. La mayor parte de los nuevos habitantes procedía de fuera del territorio vasco: solo el 55,5 por 100 de los varones mayores de 25 años que vivía en la Villa en 1900 había nacido en Vizcaya, y los nacidos en Álava, Guipúzcoa y Vizcaya no llegaban al 50 por 100 de los hombres que habían llegado a la edad de voto. Buena parte de los forasteros pertenecían a las clases medias (entre ellos estaba la mayor parte de los funcionarios) pero, sobre todo, los recién llegados son pobres y trabajan en unas condiciones extraordinariamente penosas, como reflejan las reclamaciones que plantean los mineros en la gran huelga de 1890, y reiteran en la de 1903 y en las sucesivas. 

	Para muchos, los inmigrantes son los responsables de los aspectos negativos producidos por la industrialización: se deben a ellos la inseguridad, la delincuencia y la degradación moral de la sociedad vizcaína, y el socialismo que crece en los barrios obreros es expresión de la maldad y de los riesgos que provoca lo que se dio en Llamar «la invasión maketa». La penosa situación de la clase obrera en la Vizcaya de finales del siglo XIX no inspire novelas que emularán a Dickens o al Zola de Germinal. Con la excepción que supone El intruso de Blasco Ibáñez, la literatura que refleja la industrialización deplora, sobre todo, los efectos que el nuevo orden tiene para la sociedad tradicional, particularmente la rural. 

	La trascendencia de estos planteamientos solo se explica si tenemos en cuenta otros datos. En su citada novela El intruso, Blasco nos recuerda que los mineros que extraen a cielo abierto el hierro de los montes de Triano exhuman todavía en 1904 material de guerra y restos humanos de combatientes de la reciente guerra carlista. Muchos de los bilbaínos que tenían en 1898 poco más de cuarenta años habían combatido con los carlistas o con los liberales, y la guerra era una experiencia terrible también para quienes, como Miguel de Unamuno o Sabino de Arana, que apenas superaban los treinta, habían padecido en su niñez el sitio de Bilbao o el exilio 

	Con la derrota de 1876, los carlistas han perdido, más que la esperanza de un cambio dinástico, la posibilidad de ver el triunfo de la religión. Su levantamiento se había hecho por el rey pero, sobre todo, por Dios, y también por los Fueros en cuanto estos simbolizaban una sociedad tradicional, armoniosa, moral y cristiana. No se alzaron los carlistas para defender unas instituciones forales que nadie había atacado, sino en apoyo de unos valores que creían en peligro por el triunfo del liberalismo que era, como había dicho el Papa, enemigo de Dios. 

	Pero, tras su victoria, los liberales habían abolido la foralidad: la negativa de las provincias vascongadas a acordar la actualización de los fueros demandada por la Ley de 25 de octubre de 1839 supuso hasta entonces, entre otros extremos, que sus habitantes no pagarán impuestos a la Hacienda del Estado, ni aportarán soldados al ejercito. No era fácil justificar jurídicamente tales ventajas, pero más difícil era justificarlas políticamente después de una larga guerra cuyo escenario principal había sido, precisamente, el de las provincias exentas. 

	183     Después de la Ley de 21 de julio de 1876 desaparecen las instituciones forales, aunque no la peculiaridad jurídica de las provincias: la puesta en marcha del sistema de Concierto económico permite a las nuevas oligarquías provinciales disponer de ventajas superiores a las precedentes. Ello no reduce la frustración de los derrotados: los Fueros eran algo más que unas instituciones concretas, y su desaparición es la perdida de todo un mundo simbólico. 

	Los liberales han ganado la guerra, lo que, para los tradicionalistas, supone el triunfo de la irreligión. Los Fueros han sido abolidos, y Vizcaya padece «la espantosa invasión de los maketos, que traen consigo la blasfemia y la inmoralidad» (Sabino de Arana, «Qué caridad», en Bizkaitarra, núm. 10, 24 de mayo de 1894). Es necesaria una reacción que permita al vasco evitar el contagio de la impiedad, y para ello es preciso recuperar la primitiva libertad. La vieja mitología que desde el siglo xvi había hablado de independencia originaria de los territorios vascos, y de incorporación pactada a la Corona de Castilla, implica afirmar algo con lo que ya había amenazado algún carlista en la reciente guerra: «si Castilla no cumple su compromiso, indisputable es nuestro derecho a declarar rota la unión y recuperar nuestra independencia» (Dorronsoro, 1870: 1). 

	 

	 

	2. Sabino de Arana y el primer nacionalismo 

	 

	Esos son los planteamientos dominantes en el medio familiar y social en que crece Sabino de Arana, y esas las ideas dominantes en la educación que recibe en el internado de la Compañía de Jesús en Orduña. Los jesuitas, firme apoyo de la cruzada antiliberal de Pio IX, han vuelto a España, de donde habían sido expulsados durante el Sexenio, y educan a sus alumnos en el tradicionalismo y en el amor a los Fueros. 

	Como la mayoría de sus primeros compañeros políticos, el joven Arana evoluciona hacia el integrismo: «Si yo fuera español, sería tradicionalista integrista, por deber de católico y por mi carácter. más siendo, como soy, bizkaino, no puedo menos de ser enemigo irreconciliable del tradicionalismo español en Bizkaya, por deber de católico y por mi carácter» (texto escrito en mayo de 1887, cuando Arana tenia veintidós anos, que abre sus «Apuntes íntimos». Corcuera y Oribe, 1991: 107). 

	184     Aunque no español, sigue siendo tradicionalista integrista, y ello se refleja en sus planteamientos políticos nacionalistas, que sintetiza en el lema Jaungoikua eta Lagizarra (o su anagrama: Jel), Dios y Ley Vieja. La nueva divisa expresa la vinculación con los postulados tradicionalistas, de cuyo Dios y Fueros se separa para subrayar la idea de que los auténticos fueros, las Leyes Viejas, eran la independencia. 

	Jaungoikua (Dios) es el elemento central de los planteamientos de Arana: «si en las montanas de Euskeria, antes morada de libertad, hoy despojo del extranjero, ha resonado por fin en estos tiempos de esclavitud el grito de independencia, solo por Dios ha resonado» («Efectos de la invasión», Baserritarra, núm. 11, 11 de julio de 1897). Todos los elementos de la política nacionalista se vinculan con Dios: la independencia es necesaria para conseguir la salvación de Euskeria, España es odiada porque corrompe a los vascos, los inmigrantes españoles son rechazados por ser el principal instrumento de aquella degradación, la raza vasca, elemento básico de definición de una nación naturalmente cristiana, ha de ser protegida del mestizaje para guardar sus caracteres, la lengua vasca ha de ser utilizada para evitar el contagio: «donde se pierde el uso del euskera se gana en inmoralidad y la blasfemia y el carácter irreligioso y las costumbres inmorales y criminales del invasor maketo se hacen en campo de Bizkaya en razón directa de las conquistas que realiza el idioma castellano» («Los congresos católicos de España», Bizkaitarra, núm. 16, 31 de octubre de 1894). 

	El último elemento del lema nacionalista, Lagizarra (Ley Vieja), situa en el pasado el futuro que quieren construir los nacionalistas. Como en todo tradicionalismo, el ayer que se pretende recuperar es definido desde el presente, la tradición es sustituida por «lo bueno de la tradición», interpretada desde una sensibilidad integrista. Hablar de Ley Vieja es querer recuperar la independencia política de los territorios vascos (que, además de no ser españoles por su historia, no lo son por raza, lengua, gobierno ni caracter). Tal independencia política ha de conseguirse en torno a la ley tradicional, que implica la restauración de los «buenos usos y costumbres». La Ley Vieja supone, en segundo lugar, volver a un País Vasco habitado por gentes de raza vasca, que son aquellos cuyos apellidos son vascos. La raza es lo que define la nación: sin ella, de nada valdrían la independencia («si se diera una Bizkaya libre, sí, pero constituida por la raza española, ¿sería en verdad Bizkaya?»; «La pureza de la raza», Bizkaitarra, núm. 24, 31 de marzo de 1895), ni la recuperación cultural: «si nos dieran a elegir entre una Bizkaya poblada de maketos que solo hablasen euskera y una Bizkaya poblada de bizkainos que solo hablasen el castellano, elegiríamos sin dubitar esta segunda, porque es preferible la sustancia bizkaina con accidentes exóticos que pueden eliminarse y sustituirse por los naturales, a una sustancia exótica con propiedades bizkainas que nunca podrán cambiarla» («Errores catalanistas», Bizkaitarra, núm. 16, 31 de octubre de 1894). 

	185 Finalmente, recuperar la tradición supone propugnar un País Vasco que utilice exclusivamente la lengua vasca. Este objetivo no tuvo excesiva trascendencia en los primeros momentos, dada la referida concepción de la lengua como barrera frente al «maketo» más que como elemento que comunicación en un medio en que, por otra parte, la industrialización relega al euskera a ser lengua marginal. 

	El restante elemento del lema nacionalista es la partícula eta («y»), que enlaza Dios con la tradición. La copula quiere subrayar la inseparable vinculación entre la religión definida desde el integrismo (que separa a los nacionalistas de los partidos liberales aunque fueran independentistas) y la tradición identificada con la independencia (lo que separa el nacionalismo de los restantes partidos católicos). Las nuevas ideas identifican vasco con nacionalista, y excluyen tanto a lo «español» como a lo considerado «españolista», propio de vascos que siguen ideas extranjeras, liberales y socialistas, contrarias a la primera parte del lema, Jaungoikua, o a los tradicionalistas vascos que, por creer que su patria es España, desconocen la ultima parte del lema, Lagizarra. 

	 

	 

	3. Aranistas y «sotistas» 

	 

	En 1892 Arana publica a sus expensas Bizkaya por su independencia, folleto en que recoge cuatro textos publicados anteriormente en una revista local de escasa difusión, con el título genérico de «Cuatro glorias patrias». Los artículos relatan otros tantos enfrentamientos armados en que Vizcaya derroto a reyes españoles que amenazaban su originaria independencia. La conclusión es clara: el heroísmo de los antepasados ha de servir de ejemplo para los vizcaínos del siglo XIX: «de su conducta depende el porvenir» (son las palabras con que acaba el folleto. Arana, 1965: 138). 

	El escrito despierta el interés del grupo de euskalerriacos, que invitan a su autor a un encuentro en el caserío de Larrazábal. La reunión acaba mal: el integrismo católico de Arana era incompatible con los planteamientos de un Sota que separa religión de política. 

	Tras el fiasco con los «sotistas», Arana aglutina a un grupo de seguidores formado por gentes plenamente identificadas con el lema Jel. Con ellos funda la primera organización nacionalista, el Euskeldun Batzokija, sociedad político-recreativa cuyos miembros proceden, en lo fundamental, de sectores urbanos relativamente marginales en el Bilbao industrial de 1894. El batzoki es una sociedad cerrada, no muy numerosa (fundado con 56 miembros, en sus 14 meses de vida pasaron por él 169 personas, aunque su numero máximo de afiliados apenas supero el centenar) y con muy limitada incidencia política (la edad media de los socios es inferior a los 25 años requeridos para ser elector y elegible). 

	186     En base a este grupo se crea en 1895 el Partido Nacionalista. La incompatibilidad que Arana ve entre sus planteamientos y la legalidad entonces vigente le lleva a crear una asociación clandestina, muy ideologizada y cuya radicalidad va de la mano de una total inoperancia política. Su implantación avanza muy lentamente, consiguiendo algunos adherentes particularmente en el distrito de Guernica, en varios de cuyos pueblos se acercan al partido gentes de alguna influencia local: médicos, farmacéuticos, marinos, indianos y algún sacerdote, procedentes en su mayoría del carlismo y del integrismo. A finales de 1897 el partido de Arana era un grupo sin órgano de prensa (Baserritarra había cerrado por falta de recursos) ni local propio (el batzoki estaba clausurado por orden gubernativa y sus socios estaban procesados). La actividad política se limitaba a algunos actos de propaganda y a las reuniones del Bizkai Bum Batzar, órgano directivo secreto de un partido sin apenas miembros. 

	Mientras tanto, los euskalerriacos siguen intentando constituirse en partido nacionalista, aunque no pasan de ser un club de opinión agrupado en torno a su periódico Euskalduna, fundado en 1896. Su fracaso les lleva a buscar la convergencia con Arana. Las diferencias ideológicas que con el tienen parecen ser un obstáculo menor ante la importancia del objetivo: crear un partido que trabajara, siguiendo el modelo de los regionalistas catalanes, por la mayor autonomía para Euskaria. 

	Los dos sectores llegarán a un acuerdo en 1898, cuando el grupo de Sota apoya la candidatura de Arana para diputado provincial. Comienza a partir de entonces una colaboración en numerosas empresas muy alejadas de la primitiva intransigencia y purismo de Arana, cuyas consecuencias serán extraordinariamente positivas para el PNV. La nueva sociedad nacionalista, el «Centro Vasco», muy lejana del batzoki en los requisitos tanto étnicos como ideológicos exigidos a sus miembros, supera pronto los mil socios, y los resultados conseguidos en las elecciones municipales de 1899 y 1901 permiten al PNV aspirar a constituirse en la minoría mayoritaria en el ayuntamiento bilbaíno. Los concejales nacionalistas, procedentes en su mayoría del sector euskalerriaco, emprenden una política que poco tiene que ver con el radicalismo nacionalista de Arana. Tempranamente relacionados con los catalanistas, aspiraran, como ellos, a conseguir el máximo de autonomía posible para el País Vasco, sin plantearse objetivos de imposible consecución e improbable tolerancia por el sistema político español. Se abandona el integrismo nacionalista buscando la apertura del partido a sectores urbanos de tradición carlista o fuerista, sin renunciar al independentismo o al catolicismo, pero no haciendo de ellos bandera exclusiva. 

	187     Eso no supone, sin embargo, que el partido cambiara la doctrina fundacional. Para Arana, nacionalismo sigue siendo independentismo. y este es requisito para conseguir la finalidad básica, que no es otra que la salvación de su pueblo. Los «sotistas» siguen despertándole la misma inquina que antes de la fusión de 1897-1898: les considera liberales y no deja de motejarles de «fenicios»,únicamente movidos por los intereses materiales. La intransigencia originaria se mantiene, también, en los primeros seguidores del Euskeldun Batzokija. 

	La entrada de los ex fueristas no supone, pues, la integración del partido. Sabinianos y «sotistas» mantienen planteamientos diferentes, impulsan actividades distintas y trabajan por incrementar su respectiva influencia en el mundo nacionalista. La convivencia de sensibilidades políticas diferentes, y de iniciativas políticas a veces contrapuestas tiene el agravante de producirse en un partido carente de estructura orgánica: no existe una lista de asociados, ni estatutos, ni organización del partido. Los euskalerriacos creían pertenecer a un partido dirigido por un BBB, a cuyos componentes desconocen y cuya opacidad y misterio critican, pero ignoraban que el Consejo había dejado de reunirse desde finales de 1897 (cuando Luis Arana abandona la vida política por razones cuya explicación no viene ahora al caso): la única dirección de que disponía el partido era la de Sabino de Arana, formalmente delegado del inexistente BBB ante las bases del partido. Y la autoridad del delegado se relajaría aun más cuando, en 1900, se casa y marcha a vivir a Pedernales, a cuarenta kilometres de Bilbao, donde se hace la política. 

	Las tensiones se enconan en torno a dos temas: la legalización del partido y su organización. Para los euskalerriacos, los objetivos del PNV habían de ser compatibles con la legalidad española, pues, en caso contrario, su actividad política se vería dificultada por sanciones gubernativas como las que ya le habían alcanzado en 1895 y 1899. Para los aranistas, solo puede aceptarse que nacionalismo no es separatismo si se considera que no puede separarse lo que no esta unido: no cabe el separatismo en Euzkadi (Sabino de Arana inventa la palabra «Euzkadi», y la escribe con zeta, por ello utilizo dicha grafía en el texto cuando se refiere a los planteamientos de los nacionalistas de esta época), dicen, porque nada une a la nación vasca con la española. Por lo que respecta a la organización, unos quieren un partido como los demás: con una afiliación formalizada cuyos miembros eligieran a la dirección a través de los mecanismos estatutariamente establecidos, a lo que se responde que la organización existe, y la dirección esta en el BBB, cuyo delegado es Sabino de Arana. 

	 

	188

	4. La evolución españolista y la muerte de Sabino de Arana 

	 

	Aunque las posturas aparentemente no han cambiado, se van produciendo modificaciones en las actitudes de Sabino de Arana. En 1899, Arana es diputado provincial, y líder de un partido con seis concejales en Bilbao. El nacionalismo ha dejado de ser la doctrina de un puñado de «jóvenes iluminados» (Sabino de Arana, «Protesta», Bizkaitarra, Suplemento V, 24 de septiembre de 1895), para convertirse en un partido con importantes expectativas electorales en un momento en que, tras la muerte de Victor Chávarri los dinásticos parecen haber entrado en crisis, los carlistas no levantan cabeza, y los Republicanos no han emprendido todavía la reorganización que, en 1903, les permitirá recuperar su fuerza en Bilbao. Arana, que denostaba en 1895 a la industrialización, causa de los males de Vizcaya, invierte en bolsa cuatro años después, y participa en la creación de una sociedad minera (eso si, llamada Abertzale). La vieja pureza se mantiene, pero hay cosas que están cambiando. 

	Quizá por eso, las sanciones que recaen sobre su partido y sobre su persona en mayo-junio de 1902 hacen que Sabino de Arana se plantee la posibilidad de que los «fenicios» tuvieran razón, y fuera necesario «legalizar» el PNV. En la cárcel, donde esta tras haber intentado felicitar a Roosevelt por la independencia que Cuba consiguió gracias a su apoyo (deplorando que Euzkadi no hubiera encontrado semejantes ayudas), Arana conoce la suspensión de la minoría nacionalista del ayuntamiento bilbaíno (habían firmado como miembros del partido nacionalista vasco un mensaje de salutación al comandante del buque-escuela de la armada argentina). Los esfuerzos de tantos años habían permitido unos éxitos políticos impensables poco tiempo atrás, pero todo parece ir al traste. Arana constata el fracaso de su política y no ve otra salida que abandonar el nacionalismo, que implicaba necesariamente independentismo: la única salida es el «españolismo». 

	Lo que se llamo la «evolución españolista» propugna la creación de un nuevo partido que, como pedían los «sotistas», trabajara no por la independencia de Euzkadi, sino por conseguir el máximo de autonomía posible en el marco Constitucional. Esta «Liga de Vascos Españolistas» estaría integrada por aquellos que, nacionalistas o no, dieran su «voto de confianza» a la propuesta de Arana. Los firmantes serían convocados a una asamblea en que aprobarían el proyecto de bases y de organización que había de presentar el que fuera fundador del PNV, a partir de cuyo momento se emprendería la elección de los dirigentes de la «Liga». 

	189     El proyecto es contradictorio. Arana indica que no entrara en el nuevo partido y, en escritos reservados, afirma que su propuesta permitirá avanzar en el camino de la independencia, que podría conseguirse bajo el protectorado de Inglaterra, aprovechando el debilitamiento de una España en la que crecieran y se generalizarán los regionalismos. Pero no es este discurso maximalista el que comunica a sus compañeros ni a la prensa: el mensaje continuamente repetido insiste en la necesidad de que los nacionalistas dieran su «voto de confianza» al nuevo programa y de poner en marcha la nueva organización. Desde junio de 1902 en que se anuncia la «evolución», Arana no dejo de pensar en el tema aunque no pudo dedicarle mucha atención: tras su excarcelación, sale de España por temor a un nuevo procesamiento y, a su vuelta, la preparación de las elecciones a Cortes de abril de 1903 ocupo la mayor parte de su tiempo, que no fue mucho: aquel verano se agravo la enfermedad que le llevó a la muerte el 25 de noviembre. Su trabajo político en los últimos meses fue coherente con la propuesta evolucionista. El apoyo que prestaron los nacionalistas a candidatos ajenos en las citadas elecciones a Cortes suponía, de hecho, la puesta en marcha de un proyecto político de base amplia que abandonaba el purismo y la primera intransigencia Aunque siguiera denostando a los ex euskalerriacos, era su política la que Arana estaba proponiendo. La inesperada muerte del fundador, sin embargo, volvió las cosas donde estaban: Ángel Zabala Ozámiz, su sucesor en la dirección del partido, acaba con el proyecto de evolución, que desde entonces se explicaría como desviación provocada por la excesiva influencia que en el enfermo Sabino de Arana tuvieron los de Euskalduna. 

	 

	 

	5. El integrismo imposible: la jefatura de Ángel Zabala 

	 

	Aconsejado por otros correligionarios de los primeros momentos, Zabala decide continuar como delegado general del partido para evitar los peligros del evolucionismo. será el, desde la fidelidad a la ortodoxia primigenia, quien dirija la organización, la definición de objetivos y la marginación política de los euskalerriacos «evolucionistas». Pero esta tarea no podrá hacerse sin dificultades. 

	La nueva jefatura es presionada para apoyar la transformación del PNV en una gran asociación «católico-fuerista» que funcionara de hecho como partido de unidad católica. En estos intentos intervienen antiguos miembros de la Sociedad Euskalerria (Ramón de la Sota), notables «católico-independientes» (José María Urquijo y el Marques de Acillona) que actuarán después como puente entre las oligarquías liberales (ya conservadoras) y los nacionalistas, y hombres que se vincularán posteriormente con el maurismo (Fernando María de Ibarra). Muchos de ellos son personalidades importantes de la política vizcaína de principios de siglo y sus propuestas van acompañadas de ofrecimiento de medios materiales para la creación de un periódico diario, instrumento óptimo para la consolidación de un nuevo partido de masas. 

	190     Este intento de creación de un partido de base amplia que ligara orgánicamente a importantes sectores de la burguesía bilbaína con el nacionalismo se refleja en un proyecto de «Constitución y organización del Estado Bizkaino bajo el lema de Jaungoikoa eta Legi-Zarra», que Sota y Acillona presentan a Ángel Zabala. En el se afirma que «pueden pertenecer a la causa vascongada todos los católicos vascos que acepten este programa», y su característica más importante es la utilización de la organización foral tradicional (que suponía la división de los representantes en dos bandos, oñacinos y gamboinos) como sistema de articulación de las dos principales fracciones en que esta dividido el PNV: la cúspide del nuevo partido estaría ocupada por dos presidentes, uno de cada sector, y la «junta suprema» reproduce igualmente la dualidad de cargos y de tendencias internas. 

	La propuesta indica la profundidad de la división interna del nacionalismo vasco en 1904, y su toma en consideración por Zabala, pese a la fortísima campana que Euskalduna esta dirigiendo en contra de su política, expresa la debilidad de aquel. La nueva dirección, pese a todo, no iba a tardar en consolidarse: será ella quien, tras rechazar el proyecto de Sota y Acillona, emprenda la organización del partido. 

	La estructura finalmente adoptada permite a Ángel Zabala mantener su prioridad, y a los «sabinianos» conservar su hegemonía en la dirección del nacionalismo: se prevé la existencia de un delegado general, de delegados regionales en las provincias donde existan pueblos con nacionalistas en numero superior a diez por pueblo (Vizcaya, Guipúzcoa y Navarra), y delegados municipales en los núcleos que cuentan con ese mínimo de afiliados. A la hora de elegir al delegado regional, cada organización municipal tiene un voto, con independencia del numero de afiliados. Ello refuerza el peso de las pequeñas agrupaciones locales, cuyo conocimiento de la vida del partido y de sus problemas internos se basa en la lectura del semanario oficial, controlado por Zabala. 

	Las tensiones continúan. Los «urquijistas» prosiguen con sus intentos de transformar el partido nacionalista en partido de unidad católica mientras, dentro del PNV, los euskalerriacos propugnan un nacionalismo moderado y laico y siguen denunciando las carencias organizativas. Pese a sus diferencias ideológicas, ambos sectores coinciden en presionar a Zabala Ozámiz para conseguir una organización partidista de base amplia y dotada de un programa «legal». 

	La postura oficial soslayara tales demandas. No es necesario legalizar los fines del partido, porque ya son legales: los nacionalistas no pretenden la independencia de Euzkadi, sino la derogación de la Ley de 25 de octubre de 1839, que consideran derogatoria de los Fueros. 

	191 Para Sabino de Arana, la Ley del 39, que confirma los Fueros «sin perjuicio de la unidad Constitucional de la Monarquía», acaba con la independencia de los territorios vascos. Hasta entonces, sus Fueros eran leyes soberanas; pero a partir de la Ley del 39 su mantenimiento se debe a la tolerancia española: los Fueros, que eran la independencia, se han convertido en «fueritos», privilegios consentidos por España. Para cualquier nacionalista, la «reintegración foral plena» es, pues, la independencia, pero hacia fuera del partido parece significar únicamente la derogación por las Cortes españolas de una ley que dichas Cortes aprobaron. 

	A la larga, la indeterminación introducida por la sustitución formal del objetivo independentista por el fuerista iba a tener consecuencias ventajosas para el partido, en cuyo seno se mantienen a la vez la llama radical que quiere la independencia y la mesura de quienes habían de Fueros y de autonomía. El fundamentalismo de los primeros es arma de los segundos para conseguir objetivos más alcanzables que la estatalidad, y la moderación de estos se convierte en argumento que subraya las ventajas de una gradualidad que no renuncia a ningún objetivo. 

	La inestable convivencia entre sabinianos y regionalistas es, a la muerte de Arana, más frágil que nunca. Los enfrentamientos internos llegarían en 1905 a reavivar el fantasma de la escisión, que había acompañado al PNV desde 1903. Ante la inutilidad de sus campanas, los de Euskalduna amenazan con presentar candidaturas propias a las municipales de dicho año. 

	La amenaza surte efecto y se llega afirmar un «acta de unión», que supone el primer reconocimiento formal de la existencia de dos fracciones organizadas en el seno del PNV. En virtud de dicho acuerdo, Euskalduna cambia el lema de su cabecera, hace reconocimiento explicito de su acatamiento a la «autentica» doctrina nacionalista y a la dirección del PNV y adquiere el carácter de órgano oficial del partido. Por su parte, Ángel Zabala acepta la creación de una comisión para elaborar el proyecto de programa, que estaría constituida, como querían los euskalerriacos, por un miembro de cada parte y un tercero aceptado por ambos sectores como arbitro. 

	Pero, a medida que pasa el tiempo, disminuyen los riesgos: persisten dos modos de entender el nacionalismo (independentismo/regionalismo; confesionalismo/ laicismo) y dos órganos de prensa que expresan estas diferencias (Patria y Euskalduna), pero existe un único partido dotado, pese a todo, de una personalidad política diferenciada. Es el partido quien aglutina a un importante numero de ciudadanos identificados con sus ideas y que se definen, por encima de las diferencias internas, como «nacionalistas», y de tal definición recibe el PNV su unificación simbólica ante el electorado 

	192     Por ello, la consolidación del partido como unidad altera la importancia y el significado de Euskalduna. Si, en algún momento, supuso el lugar de encuentro de un grupo dotado de una cierta cohesión que utiliza el semanario como instrumento en su lucha por el poder interno, tal papel se transforma una vez que buena parte de aquellos hombres va ocupando cargos en organizaciones parapartidistas (Centro Vasco), en el partido (Juntas Municipales o alguna de las comisiones), en instituciones publicas a propuesta del partido (concejales). Todo ello les permite incidir directamente ante las ultimas instancias de poder interno y, sobre todo, les permite llevar a cabo una política acorde con sus intereses. 

	Ello supone que, pese a las insuficiencias organizativas, los conflictos internos se producen en el seno de las instituciones partidistas existentes, y en esa medida Euskalduna pasara a ser un órgano de prensa desde el que su grupo de redactores pretende incidir ideológicamente, o desde el que los nacionalistas «liberales» pueden, incidentalmente, enfrentarse con la dirección del partido. 

	Por otra parte, las presiones internas de los «pragmáticos» de dentro y de determinadas instituciones o personalidades de fuera, y las exigencias derivadas de la nueva importancia electoral del partido, obligan al PNV a realizar una política «posibilista» aparentemente incompatible con la intransigencia ideológica oficial. La más trascendente manifestación de ese cambio es la aceptación por Ángel Zabala, en diciembre de 1905, de la posibilidad de que un nacionalista pudiera ser nombrado alcalde por Real Orden. No menor importancia tiene la participación nacionalista en la campana de apoyo a los comisionados de las diputaciones que negocian los cupos en la renovación del Concierto económico de 1906, pese a que el purismo impidiera los acuerdos con la Liga Foral Autonomista de Guipúzcoa y pese a que los Conciertos se inscribieran en el despectivo apartado de los «fueritos». 

	Esta progresiva acomodación del partido a una política conservadora resultara compatible con el mantenimiento de la intransigencia doctrinal. Y será ese equilibrio inestable entre pragmatismo en la política cotidiana y utopismo en las aspiraciones ultimas lo que acabe consolidando al PNV por encima de los intentos de distinto signo de acomodar medios y objetivos. Euskalduna, que sigue pretendiendo redefinir los fines para mejor racionalizar los medios, va aislándose progresivamente, y Zabala Ozámiz, empeñado en una labor de depuración interna orientada a la Integra Utopía del primer nacionalismo, solo consigue desgastar su imagen y acentuar su debilidad.

	193     Las necesidades derivadas de la posición de primera fuerza electoral de la derecha vizcaína imponen la necesidad de racionalizar el carisma. Zabala Ozámiz consigue que la Asamblea de julio de 1906 rechace el programa redactado con participación de los euskalerriacos, pero la necesidad de programa y organización se ha impuesto en el partido, y la misma Asamblea elige una comisión «homogénea» para redactar otro proyecto. La inflexibilidad de Zabala le hace incapaz para mantener su autoridad, y su incapacidad de aglutinar un partido que esta adquiriendo un papel progresivamente importante en la política vizcaína aumenta su desprestigio. La dimensión mágico-carismática del mensaje nacionalista se mantiene, pero progresivamente pasa de los dirigentes al propio partido: el heredero del carisma de Arana no es Ángel Zabala Ozámiz sino la comunidad nacionalista articulada en el PNV. 

	La necesidad de organizarse se plasmara finalmente en la Asamblea realizada por el partido el 8 de diciembre de 1906, en la que dimite Ángel Zabala irrevocablemente (su dimisión no había sido aceptada el 15 de julio de aquel ano), se aprueba el «Manifiesto y organización del Partido Nacionalista Vasco» y se elige una diputación interina, integrada por cinco miembros, encargada de poner en funcionamiento la organización aprobada 

	 

	 

	6. La expansión del partido: Comunión Nacionalista Vasca 

	 

	Esta elección supone el initio de la institucionalización del carisma de manera estable. Los conflictos internos se mantienen e incluso alcanzan una espectacularidad desconocida hasta entonces, pero tras las expulsiones vienen y, de algún modo, no podían dejar de venir, las amnistías. Bajo la dirección de la diputación interina, el partido prosigue su organización, y a ella se van incorporando los nacionalistas «moderados». 

	El PNV se va consolidando como organización que predica unos objetivos inalcanzables (independencia-salvación) pero realiza una política conservadora. Los sectores burgueses del partido no parecen aspirar al control directo de la cúspide del poder formal interno siempre que puedan conseguir incidir en la orientación política: la designación (e inmediata renuncia) de Ramón de la Sota como presidente del BBB en 1908 —primeras elecciones democráticas para dicho cargo— expresa el influjo de la línea «moderada» en las bases del partido, y revela ese relativo desapego. La evolución de la política (en general, y de las alianzas electorales en particular) confirma el triunfo definitivo de una práctica «autonomista» y «legalista» pese al mantenimiento de elementos ideológicos radicales y pese a que la dirección del partido, ya establemente organizado desde 1908, fuera ocupada por el independentista Luis Arana Goiri (bajo cuya dirección Megan al culmen los acuerdos electorales con las fuerzas de derecha «españolista», necesitadas en Bilbao de ayuda contra el avance de los Republicanos y socialistas). 

	194     En estas circunstancias Euskalduna poco tiene que aportar, y deja de publicarse en agosto de 1909 tras afirmar cumplida su misión, una vez que el PNV ha adoptado una organización democrática y un programa compatible con la legalidad. Otra cosa es que hubieran sido capaces de inspirar en el partido un talante más liberal y más laico. En búsqueda de ese nacionalismo no confesional y aliado con las izquierdas locales (al menos con los Republicanos), algunos de sus redactores participarán en los intentos de creación de un Partido Nacionalista Vasco Liberal (1910) o del Partido Nacionalista Republicano Vasco de 1911, o de la alianza con los Republicanos en torno al lema «República y Fueros» de 1912, intentos todos Llamados al fracaso. Los pocos datos de que disponemos sobre ellos (y particularmente del primero), nos presentan a un grupo de notables reunidos en tertulia cotidiana y editores de un periódico (Askatasuna) corto en incidencia y en duración. No había sido mucho más Euskalduna en los últimos tiempos. 

	Como decíamos, los nacionalistas se van convirtiendo muy pronto en el partido de referencia de las derechas locales. La debilidad de los dinásticos en el ayuntamiento bilbaíno explica la política maurista de aproximación al PNV, cuyo resultado más importante es el nombramiento por Real Orden de un nacionalista como alcalde de Bilbao, en 1907. En las elecciones municipales de los años que siguen, los jelkides son el eje de alianzas, implícitas o explicitas aunque no siempre culminadas, que les sitúan en el centro de todos los intentos de evitar el triunfo de las izquierdas. 

	El partido comienza a consolidar su organización fuera de Bilbao y de las zonas de temprana incidencia (distritos de Bilbao y de Guernica, en Vizcaya). Los contactos personales de nacionalistas que Vivian en Bilbao con gentes de su pueblo o de pueblos en que tienen relaciones, la influencia de algún cacique local o de personas de prestigio, como el médico, el farmacéutico o el cura..., permiten una primera organización en cada vez más lugares de Vizcaya y en creciente numero de los de Guipúzcoa. 

	Siguiendo el ejemplo de los carlistas, se organizan festejos en los municipios en los que disponen de organización y, sobre todo, fiestas nacionalistas comarcales o de distrito, a las que acuden los afiliados de las restantes zonas, cuya presencia fortalece la imagen del partido. La misa, fiesta vasca y mitin dan a conocer las nuevas ideas, que enlazan con «las de siempre» (Fueros, como peculiaridad política vasca, y religión). Los cantos a la excelencia del vascuence, que para la mayoría de los aldeanos que conocían mal el castellano era motivo de marginación, y la propia presencia de población urbana, permitían una afirmación propia y un orgullo colectivo que el carlismo era cada vez más incapaz de suministrar. La gente de la ciudad lleva el nacionalismo al campo, y el crecimiento de la influencia nacionalista en este beneficia en la ciudad a un nacionalismo que aparece como ideología del «auténtico vasco», el campesino, el baserritarra. 

	195     La expansión nacionalista potenciara el nacimiento de un asociacionismo semejante al que en la época impulsan los nuevos partidos de masas: la Juventud Nacionalista de Bilbao incrementa su activismo; «El Ropero Vasco», reunión de mujeres para actividades benéfico-asistenciales es el comienzo de una organización de las mujeres nacionalistas que culminara en 1922 con la creación de Emakume Abertzale Batza; y, pronto, multitud de asociaciones juveniles de carácter cultural y deportivo nacen a la sombra de los batzokis o como resultado de iniciativas de los propios jóvenes. Especial trascendencia acabaría teniendo la creación, en 1911, del sindicato Solidaridad de Obreros Vascos (SOV), iniciativa nacionalista que algo tiene que ver con la debilidad del sindicalismo católico. Se trata, inicialmente, de una organización obrera débil y de carácter reactivo frente al sindicalismo socialista, cuyas Llamadas a la huelga general (en 1903, 1906, 1910 y en el mismo año 1911) traían la inquietud a un Bilbao temeroso de la llegada de los mineros huelguistas. Sólo en los años de la República alcanzaría Solidaridad el peso que luego ha mantenido en el sindicalismo vasco. 

	Otro hito importante en la historia del PNV es la puesta en marcha, en 1913, de un periódico diario. Euzkadi es el instrumento definitivo que permite el fortalecimiento del partido y la más estable difusión de sus ideas. Hasta entonces, la prensa nacionalista tenia carácter provincial, con cuatro semanarios (Bizkaitarra, Gipuzkoarra, Arabarra y Napartarra) de difusión escasa y que dependían de las suscripciones de los nacionalistas vizcaínos, único territorio donde el PNV tenia implantación real. 

	El diario supone la vuelta a la actividad política de Engracio Aranzadi, nacionalista Guipuzcoano de primera hora que había tenido, hasta entonces, algún prestigio en el partido pero muy limitada influencia en la vida política de Guipúzcoa. Aranzadi, integrista en su juventud, traduce al nacionalismo la idea de Comunión que definía a la familia tradicionalista. Tempranamente, sus escritos en Euzkadi se refieren al nacionalismo como «comunión nacionalista», nombre que acabaría adoptando el partido en 1916. El término refleja lo que los nacionalistas querían que fuera su colectivo y lo que, casi desde el principio, fue: más una comunidad integrada que un mero agregado político. No son un partido porque no son parte de nada, son una realidad completa y autosuficiente: si la Comunión de los creyentes es la Iglesia, los nacionalistas son la nación, son toda la nación, y la nación son solo los nacionalistas. La identificación de la sociedad con el partido, o la definición de este como embrión de la futura sociedad, se producía también en los partidos de clase, pero va a tener en el PNV una más temprana, intensa y perdurable realidad, que se consolidara particularmente a lo largo de la Segunda República. 

	 

	196 

	7. Las dos almas del nacionalismo: Comunión y Aberri 

	 

	La afirmación de esa comunidad nacionalista, que comulga con unos mismos mitos y aspira a la misma salvación de Euzkadi, es compatible con la existencia de diferencias en su seno. La tensión entre radicalidad y moderación, entre independentismo y autonomía, esta presente en el mismo origen de un partido que nunca redefinió sus postulados aranistas, pero las condiciones en que se produce el auge nacionalista en la segunda década del siglo iban a producir la primera gran ruptura en el seno de la familia nacionalista. 

	El PNV estuvo gobernado casi ininterrumpidamente, hasta 1915, por hombres plenamente fieles a la ortodoxia «sabiniana»: el heredero designado por Arana, Ángel Zabala Ozámiz, y el hermano del fundador, Luis Arana Goiri. Ello permitió garantizar la lealtad de los sectores eventualmente más radicales, al tiempo que la probada incapacidad política de uno y otro posibilitó que la línea realmente impulsada por el partido fuera más cercana a la moderación que al radicalismo. La reiterada designación por Real Orden de nacionalistas como alcaldes de Bilbao expresa la fuerza y la significación del PNV, y su aceptación necesariamente implicaba la moderación del lenguaje y la redefinición «autonomista». 

	El espectacular enriquecimiento que se produce en Vizcaya durante la Primera Guerra Mundial se reflejo políticamente en triunfos electorales del nacionalismo: la prosperidad económica sirve también como elemento que demuestra la diferencia vasca, y los nacionalistas consiguen en 1918, por primera vez en su historia, la mayoría absoluta en la Diputación vizcaína. Ello permite disponer de gran poder y de importante capacidad de gestión, dados los fondos y las competencias de que dispone aquella gracias al Concierto económico. 

	Estos triunfos electorales del partido y aquel mayor peso de los «moderados» comienzan a enconar los problemas con los sectores más radicales. Las tensiones se plantean en torno al eterno debate del independentismo aunque, ahora, los argumentos del viejo aranismo se esgrimen contra la dirección del partido. La crisis culmina en julio de 1921 cuando, tras varios frustrados intentos de llegar a un acuerdo, la Comunión Nacionalista expulsa de su seno a los sectores más radicales, especialmente fuertes en la Juventud Nacionalista de Bilbao y aglutinados en torno al semanario Aberri.

	197  Poco después, los expulsados constituyen un partido al que bautizan con el histórico nombre de Nacionalista Vasco, al que suelen añadir el nombre de su órgano de prensa. Los aberrianos apenas tendrán influencia fuera de la capital vizcaína, pero su denominación sigue identificando a los seguidores del primer radicalismo aranista. 

	La escisión aberriana nos permite volver a otra ruptura anterior que tiene importancia solo si se contempla desde la de 1921, pese a que su protagonista fuera el todavía presidente del EBB, Luis Arana Goiri. (Sin la creación del PNV-Aberri  el episodio que pasamos a comentar no hubiera tenido más trascendencia que cualquiera de las otras varias salidas del partido realizadas por Luis Arana). El hermano del fundador encabezaba una agrupación más informal que formal, de «primitivos nacionalistas». El grupo, sin estructura especialmente definida, reunía a algunos miembros de la primera sociedad nacionalista cuya actividad política y cuya significación en el partido eran entonces prácticamente nulas, y parecía ser, más que otra cosa, una reunión de amigos de Luis Arana. Es lógico pensar que su constitución respondiera al intento de incidir en la política del partido, lo que bien pudo aumentar los recelos de los necesariamente numerosos descontentos con la dirección de persona tan difícil y tan incapaz políticamente. Posiblemente por eso hubo quien aprovechó (y quizá provocd) una desairada posición del presidente del EBB para facilitar su jubilación política. 

	El hecho es que existió una increíble operación avalada por don Luis, por la que los nacionalistas se comprometían a votar en las elecciones municipales de 1915 a candidato dinástico en un distrito de Bilbao, para que el gobierno dispusiera de concejal propio al que nombrar alcalde por Real Orden. A cambio, el PNV contaría con el apoyo del gobierno civil en tales comicios. Finalmente las bases nacionalistas no siguieron aquellas directrices: el candidato dinástico no fue elegido, Luis Arana quedo en evidencia y, después de no pocas tensiones, el y su grupo abandonaron el partido, refundando el Euskeldun Batzokija. Ello no afectó a los radicales de la Juventud Nacionalista de Bilbao: el asunto tenia demasiados elementos confusos como para solidarizarse con los escindidos. Sólo cuando se produce la creación del nuevo PNV-Aberri, se integra en el el grupo de Luis Arana, quien asume su dirección. Significativamente, el radicalismo integrista originario se une con el nuevo radicalismo de los jóvenes aberrianos, como una alianza entre abuelos y nietos contra el poder de los padres. 

	198     Cuando comienza la dictadura de Primo de Rivera, los nacionalistas estaban divididos, y la actitud y actividad de sus dos ramas será distinta, aunque sea básicamente común la inhibición de la actividad política. La Comunión mantiene alguna organización, pero con una escasísima vida partidaria: no se renuevan reglamentariamente los cargos, apenas existe debate político, y languidece la actividad de los centros locales, que en ocasiones, particularmente en Álava, llegan a disolverse. Aunque no todos los aberrianos se oponen frontalmente a la dictadura, el PNV mantiene alguna mayor actividad que la Comunión. Impulsan actividades culturales que, frecuentemente, dan lugar a la creación de asociaciones, particularmente deportivas, que permiten mantener la llama patriótica. Los nacionalistas vascos no participan en la política española y ello se manifiesta clamorosamente en su ausencia del Pacto de San Sebastián. Fueran radicales o moderados, los nacionalistas seguían siendo recelando de una eventual República revolucionaria y anticlerical. 

	La inoperancia política durante la dictadura comienza a sacudirse en 1930. Comienza un proceso de reunificación que culmina en noviembre de aquel ano a costa de la exclusión del sector más liberal, que se separa del nuevo PNV para crear Acción Nacionalista Vasca, en la que se integra el grupo de quienes José Luis de la Granja ha llamado «los otros nacionalistas» que impulsaron los frustrados intentos de constituir un partido nacionalista laico y Republicano veinte años antes. Los trabajos de reorganización expresan la magnitud de la inactividad anterior (en Álava y en Navarra faltaban datos sobre la situación del partido antes de 1923) y algunas actitudes del partido reconstituido manifiestan su despiste: la aceptación de las elecciones generales planteadas por Balaguer muestra que el PNV pensaba a principios de 1931 que el régimen monárquico sobreviviría, y las propuestas de alianzas que se barajan antes de las municipales de abril indican lo que iba a ser la línea política del partido cuando se instaure la República: una alianza con fuerzas antirrepublicanas bajo la bandera común de un Estatuto que permitiera alcanzar lo que Prieto bautizó como «un Gibraltar vaticanista» 

	 

	 

	8. Conclusiones 

	 

	La historia del nacionalismo vasco es la historia de la relación entre esos dos polos que hemos llamado «moderados» y «radicales». Entre ellos hay diferencias en torno a los fines (independentismo-autonomismo) pero se separan, sobre todo, por el grado en que participan del legado aranista. El integrismo del primer nacionalismo crea una imagen desmesurada del agravio que sufre Euskadi. Por eso no ha sido fácil acordar cuales sean las causas, características y soluciones del llamado «problema vasco». Era imposible para Arana definir racionalmente los fines que pretendía su movimiento: no quería solo la independencia, ni quería solo el triunfo de la religión, ni quería solo la pureza racial..., quería la salvación de Euzkadi. Ello explica la persistencia de reclamaciones que, como la reintegración foral plena», o el respeto de los «derechos históricos» ni se definen ni son fáciles de definir. 

	199     Históricamente, el nacionalismo «moderado» ha solido plantear los objetivos y los medios de modo más racional y menos esencialista que sus correligionarios «radicales». Pero la historia también enseña que, aunque no este repartido en partes iguales, el esencialismo de Arana es patrimonio de todos sus herederos y, sobre todo, es el elemento que aglutina y hace avanzar a la comunidad nacionalista. 
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	EL ESTATUTISMO VASCO DURANTE LA SEGUNDA REPÚBLICA. FORALIDAD Y AUTONOMÍA REGIONAL 

	 

	Javier CORCUERA ATIENZA 

	 

	 

	1. Introducción 

	 

	El comienzo de lo que sería la crisis definitiva de la Restauración, que Tuñón de Lara situaba en 1917, supone también el comienzo de la crisis del sistema político abierto en el País Vasco por la Ley de 21 de julio de 1876. Problemas comunes (la amenaza de establecer una contribución sobre beneficios extraordinarios, y una Ley de Protección a la Industria) ponen en marcha la vieja lógica de unión provincial frente a estos riesgos, y las incertidumbres que plantean los nuevos tiempos llevan a las instituciones provinciales y a buena parte de los partidos a recuperar el discurso foral, devolviendo un protagonismo nunca olvidado a la reclamación de la reintegración foral plena». 

	En diciembre de 1917, cuatro meses después de la conmoción que supuso la huelga general, las tres diputaciones, «unánimes en su aspiración de obtener, dentro de la unidad de la nación española, las más amplias facultades autonómicas para el feliz y próspero desenvolvimiento de los intereses que les están encomendados», entregan un mensaje al gobierno en demanda de mayor autonomía. El escrito recuerda la protesta del país ante la abolición foral, y considera que la autonomía que en el orden administrativo disfrutan las diputaciones y los ayuntamientos vascongados «no es suficiente (...) para el desarrollo de la actividad y el esfuerzo de los moradores de esta tierra. (...) las Diputaciones, sin hacer dejación ni por un momento de los derechos históricos que se han invocado en todos tiempos por las corporaciones que hablaron en el nombre de Vizcaya, Guipúzcoa y Álava, consideran necesario que se ensanchen los términos de su autonomía actual, aprisionada dentro de limites demasiado estrechos y embarazosos» 

	204     Por lo demás, el texto de las diputaciones se limita a pedir la constitución de una región dotada de autonomía, cuyas competencias tuvieran como limite aquellas que se definen como esenciales de la soberanía del Estado. Nada se avanza sobre el modo de articulación territorial interno, limitándose a señalar que las nuevas facultades autonómicas «podrán ser ejercidas ya por las Diputaciones, o por los organismos que se establezcan en el país para sustituirlas». Tampoco hubo demasiada concreción a la hora de establecer las bases del reparto competencial, «cuya formula general puede condensarse diciendo que, reteniendo el Estado para si todo lo concerniente a Relaciones Exteriores, Guerra y Marina, Deuda publica, Aduanas, Moneda, Pesas y Medidas, Correos y Telégrafos, dejara al País mismo, representado por sus organismos forales, la dirección de todas las demás funciones publicas» 

	Idéntica vaguedad manifiesta la propuesta de la subponencia vasca de la Comisión encargada del estudio y ponencia sobre la forma y establecimiento del régimen de autonomía regional y de las facultades que habían de ser otorgadas a los poderes regionales, puesta en marcha por Romanones, y que inicia sus trabajos en enero de 1919. Formada por un nacionalista, un integrista y un liberal, la subponencia comienza su informe reclamando la reintegración foral, que habría de alcanzarse mediante la derogación de las leyes de 1837 y 1839. Supuesta la reconocida inviabilidad de la propuesta, se articula otra en la que, sin prever la existencia de instituciones comunes, se definen las competencias y se establecen las relaciones económicas con el Estado. 

	En los dos casos, textos impregnados de una notable ideologización fuerista no consiguen enmascarar las limitaciones de la imaginación fuerista-nacionalista a la hora de plantearse un sujeto político de ámbito supraprovincial. Pero, en los tiempos que se avecinaban, iba a ser la región el nuevo sujeto de la descentralización política, y la quiebra del viejo régimen a partir del 14 de abril forzara a las derechas vascas a buscar en la integración interprovincial la garantía de mantenimiento de un poder que, antes, no precisaba de tal recurso. 

	 

	 

	2. La llegada de la República. El proyecto de la Sociedad de Estudios Vascos 

	 

	La insuficiente reflexión que nacionalistas, fueristas y autonomistas vascos habían dedicado al problema de la articulación jurídica de sus aspiraciones se manifiesta nuevamente al llegar la República. 

	Como en 1919, la redacción de un texto jurídico que expresara las relaciones de las cuatro provincias entre si y con el Estado viene urgida por acontecimientos exteriores, lo que afecta el carácter improvisado, técnicamente incorrecto y excesivamente lastrado por elementos ideológicos, cargado de utopía y falta de realismo, que impide su toma en consideración. 

	205     Subsiste la separación de la sociedad vasca entre unas izquierdas (socialistas y Republicanos) que, salvo limitadas excepciones, no se plantean como propio el problema autonómico, y unas derechas que, al margen del programa máximo de los nacionalistas, no cuestionan efectivamente el régimen administrativo especial de que gozan las provincias, planteándose actuaciones comunes solo en el caso en que tal régimen es amenazado. Ello explica que los proyectos autonómicos nazcan en la orbita fuerista-nacionalista y adolezcan de los defectos mencionados. 

	El primer proyecto de Estatuto que aparece en el escenario político vasco es el aprobado por la Junta Permanente de la Sociedad de Estudios Vascos del 31 de mayo de 1931.

	La SEV era una asociación de carácter no partidista y vocación intelectual-cultural cuya actividad más notable fue, desde su fundación en 1918, la organización de «Congresos de Estudios Vascos» celebrados con carácter bianual y contenido tendencialmente monográfico sobre temas diversos En 1922 se había propuesto como tema para el Congreso de 1924 el estudio de la Autonomía Vasca. La idea no prosperó, reapareciendo en junio de 1930 la sugerencia de iniciar tales estudios en el Congreso a celebrar en Vergara tres meses después. La Comisión nombrada por la Junta de la Sociedad para organizarlos se dirigió «públicamente a todas las entidades y personas capacitadas del País», abriendo un plazo para la presentación de escritos, que serían examinados e informados por la Comisión de autonomía. Tras presentar su informe, la Comisión decidió proseguir las labores de estudio, ampliándose a comienzos de 1931 con «subcomisiones regionales» (provinciales). 

	Parece poder deducirse de tales actos que, cuando se acababa de celebrar el Pacto de San Sebastián (con ausencia de nacionalistas y de las demás fuerzas políticas fueristas o similares) y cuando los catalanistas habían conseguido convencer a Republicanos y socialistas sobre el carácter regional que había de tener la Segunda República, no estaba muy avanzada la reflexión existente en el País Vasco sobre el tema autonómico. 

	La llegada de la República cambia el panorama. Los nacionalistas asumen el protagonismo en la búsqueda de una alternativa autonómica. El PNV se convierte de modo casi inmediato en el punto de referencia de los tradicionalistas y demás fuerzas históricamente más o menos vinculadas con el fuerismo e intenta recrear, en base al argumento foral, unas juntas generales provinciales que funcionarán de hecho como asamblea de municipios, lo que suponía marginar el voto de la izquierda, mayoritario en las capitales y con presencia solo en pueblos grandes. 

	206     La constitución de tal asamblea municipal se impulsa por comisiones de alcaldes nacionalistas, que consiguen aglutinar de modo relativamente temprano a todo el espectro político con exclusión de Republicanos, socialistas y nacionalistas de Acción, que controlan las Comisiones Gestoras de las diputaciones (de designación gubernamental). 

	El planteamiento nacionalista se concreta tempranamente en la propuesta presentada por la Comisión de Alcaldes, ya el 29 de abril de 1931, al gobernador civil de Vizcaya: se trata de convocar en cada provincia una Asamblea de Municipios que restaurase Juntas Generales (Cortes en el caso de Navarra), para luego celebrar una «Asamblea del País» en que las «regiones» (provincias) acordarán a través de sus municipios «el régimen de libertad o Estatuto» que había de presentarse a la República. 

	Determinados intentos de las Comisiones Gestoras de recuperar protagonismo en esta materia llevan a la Comisión de Alcaldes a proponer (8 de mayo) a la Sociedad de Estudios Vascos la redacción de Estatutos regionales (provinciales) por parte de las respectivas subcomisiones de dicha Sociedad, estatutos que, «enlazados entre si» constituirían el Estatuto Vasco. 

	La propuesta incorpora igualmente un calendario: la SEV acogería el encargo en su reunión del día 10 y redactaría en quince días los citados Estatutos «regionales» que habrían de ser llevados el 25 de mayo a las Asambleas Regionales. El 31 de mayo se celebraría en Pamplona aquella «Magna Asamblea del País» que había de aprobar los Estatutos provinciales y elaborar el «Estatuto Vasco». 

	La premura de los plazos obligó a cambiar los tiempos: la SEV redacta únicamente un proyecto de Estatuto General que, aprobado por su Junta permanente el 31 de mayo, fue llevado a la «Magna Asamblea» de Ayuntamientos, finalmente realizada el 14 de junio en Estella, ante las dificultades puestas por los carlistas para celebraría en Pamplona. 

	Ajeno a las enmiendas de marcado carácter doctrinario aprobadas en Estella, el proyecto de la SEV ha aparecido revestido de un carácter de rigor y presentado como expresión del importante componente fuerista presente en el autonomismo vasco en 1931. Permítanseme algunas matizaciones al respecto. 

	Ha de subrayarse en primer lugar que, como recuerda J. A. Aguirre en su Entre la libertad y la revolución, la urgencia con que es redactado el proyecto responde al intento de que «el texto del Estatuto aprobado por los Municipios, sirviera de bandera única en el País para las elecciones a Cortes Constituyentes». Su redacción no puede, pues, situarse al margen del enfrentamiento izquierda-derecha y se enmarca en la estrategia política de esta ultima, al margen de la formal asepsia partidista de la SEV.

	207     El intento de que el proyecto de Estatuto se convirtiera en bandera unificadora de nacionalistas, tradicionalistas y buena parte de los dinásticos, unido al hecho de la limitada reflexión sobre la autonomía tanto antes como después del 14 de abril de 1931, dan lugar a un texto que manifiesta palmariamente aquella carencia de alternativa autonómica para el País Vasco, y que se reduce a afirmar lo que políticamente une a aquellas fuerzas: la defensa de unas instituciones provinciales dotadas del mayor numero posible de competencias. 

	El proyecto de la SEV mantiene una notable ambigüedad por lo que respecta al titular de la autonomía: el País Vasco se define como unidad dentro de la que se constituirán y regirán autonómicamente cada una de las cuatro provincias (art. 12), como «entidad natural y jurídica con personalidad política propia» a la que se «reconoce como tal el derecho a constituirse y regirse por si mismo como Estado autónomo dentro de la totalidad del Estado español» (art. 1.1). Pero la organización de la «unidad vasca» se estructura «sobre la base del respeto a las autonomías particulares» (art. 13), que trascienden por completo al ámbito de la nueva autonomía local de las corporaciones provinciales para situarse en un terreno más cercano al de la autonomía política. Ello se refleja en la definición y organización de los poderes del País Vasco y en el reparto de competencias entre las instituciones comunes y las provinciales o regionales. 

	Por lo que afecta a lo primero, las juntas de las provincias vascongadas y las Cortes de Navarra son definidas como co-titulares del «poder legislativo vasco» para los asuntos particulares de cada una de ellas, del mismo modo que sus diputaciones pertenecen al poder ejecutivo (vasco) en las mismas materias. 

	La importancia de los territorios se manifiesta igualmente en la organización de las instituciones políticas comunes. La instancia política fundamental es el Consejo General del Estado Vasco integrado por veinte representantes de cada «entidad autónoma» o provincia, nombrados por las juntas o asambleas legislativas de cada una de ellas. Las mismas juntas o asambleas, al designar a sus representantes, señalarán a dos que formarán parte de una Comisión Ejecutiva de ocho miembros, que actúa como gobierno. 

	El presidente de la Comisión Ejecutiva, que lo será también del Consejo, es elegido por mayoría absoluta de los ochenta miembros de este, por un periodo de dos años y se renueva por el mismo procedimiento, siguiendo un turno rotatorio de provincias, entre los dos representantes en la Comisión Ejecutiva del territorio a que corresponda la presidencia .

	El funcionamiento de las instituciones subraya el componente confederal: el reglamento interno del Consejo, aunque realizado por el mismo, ha de ser aprobado por todas y cada una de las cuatro provincias, lo que da a estas derecho de veto en materia tan importante. Por otra parte, la capacidad normativa del Consejo y la potestad ejecutiva de la Comisión se reducen a los asuntos comunes. En el caso de materias referidas «exclusiva o preponderantemente a una sola de las cuatro Provincias», estas tienen capacidad para impugnar la intervención de las instituciones comunes, resolviendo finalmente una Comisión Mixta formada por un numero igual de representantes del Consejo y de la provincia reclamante. 

	208     La confederalidad se subraya al establecer un complicadísimo procedimiento para exigir la responsabilidad del Consejo General (sic; es decir, del órgano teóricamente legislativo): el art. 13 del Proyecto prescribe que, bianualmente, el Consejo ha de redactar una Memoria de su gestión durante el periodo que, acompañada de un estado de cuentas de lo invertido, remitirá a una Comisión Plena de Residencia, integrada por todos los miembros de las cuatro diputaciones, para ser dictaminada. Si el dictamen fuera de censura, y si tal carácter se mantuviera en un segundo fallo, tras haber oído al Consejo, se remitirá el asunto a un tribunal compuesto por doce representantes nombrados a partes iguales por las asambleas legislativas provinciales. 

	Hagamos una breve pausa: el proyecto, cuando menciona a «los poderes del Estado vasco» se refiere a un poder legislativo, que corresponde al Consejo General en pleno, para los asuntos comunes y demás especificados en su reglamento orgánico; a un poder ejecutivo, ejercido en tales materias por la Comisión Ejecutiva del Consejo General; y a un poder judicial, ejercido por el Tribunal Supremo del País Vasco y demás magistrados, jueces o miembros del cuerpo judicial vasco. 

	El sistema de articulación de poderes se separa, sin embargo, de los sistemas clásicos. No se trata, obviamente, de un sistema parlamentario: en primer lugar, porque el Parlamento no es elegido por el electorado sino por las Asambleas legislativas regionales (a quienes únicamente podría competir —en su caso— la exigencia de responsabilidades a los parlamentarios por ellas designados); en segundo lugar, porque el jefe de gobierno es elegido por el Parlamento con unas fortísimas restricciones y no tiene capacidad para designar gobierno; finalmente, porque no funciona ninguno de los mecanismos clásicos de control mutuo Parlamento-gobierno y, paradoja máxima, porque la posibilidad de censura que se contempla se refiere al Parlamento, que podrá ser residenciado ante los ejecutivos provinciales reunidos en comisión o ante un tribunal nombrado por los legislativos provinciales y el alcance de cuyo fallo se nos oculta. 

	No cabe, desde luego, hablar de sistema presidencialista, y tampoco es fácil referirse a un modelo convencional o de asamblea, por mucho que el gobierno se defina como Comisión Permanente de la Asamblea y cuente con elementos que recuerdan vagamente al gobierno de la Confederación Helvética (que, no puede olvidarse, es elegido por la Asamblea Federal, y no por los cantones). 

	209     Y es esta mención a Suiza, que no es una Confederación, pese a su nombre, lo que nos permite acercarnos al modelo político del proyecto de Estatuto de un llamado «Estado vasco» que, aunque no se define como confederación, más se acerca a esta que a otra cosa, pues resulta difícil hablar de Estado cuando no se sitúa en el pueblo del mismo la fuente de la soberanía, que se expresa sobre todo en la elección del Parlamento. 

	No sabemos hasta que punto la manifiesta originalidad de la organización referida (que se incrementa si tenemos en cuenta que no se refiere a un Estado soberano sino —en la voluntad de sus autores— a un Estado miembro de una República federal), se debe a profundización en la reflexión Constitucional o a todo lo contrario. Al margen de las paradojas de un poder legislativo controlado por ejecutivos de ámbito territorial inferior, o del desconocimiento de instituciones que, como lo que había de ser el Tribunal de Garantías Constitucionales, hubieran podido resolver con mayor efectividad y lógica problemas cuya solución se remite a órganos y procedimientos atípicos y costosos, al margen de ello, la institucionalización realizada es susceptible de generar multitud de conflictos internos y de dificultar sobremanera la dinámica política, particularmente si se tienen en cuenta las diferencias de sistemas de partidos existentes en las cuatro provincias. 

	A mi entender, el modelo eventualmente seguido nada tiene que ver con esquemas utilizados en el Derecho Constitucional comparado. Cabria mejor hablar de clara influencia de la organización del Partido Nacionalista Vasco, cuyo Consejo Ejecutivo Nacional (el EBB) se integra por un numero igual de representantes de los Consejos Regionales, que han sido elegidos por las Asambleas Regionales. La propia importancia de los juicios de residencia de las autoridades partidarias se reflejaría en el referido mecanismo de control del legislativo. 

	Este modelo, quizá operativo en el caso de un partido cohesionado (y sólo en este caso: recuérdese que los criterios de organización han sido elementos que han contribuido más a enconar que a solucionar los problemas internos del PNV cuando estos han tenido una mínima entidad), difícilmente parece operativo en una sociedad como la vasca, en que a las diferencias interprovinciales se añadían notables contradicciones entre las fuerzas políticas dentro de cada territorio. 

	La insuficiente reflexión sobre el modelo autonómico de que adolece el proyecto de la SEV, se manifiesta igualmente al regular las materias en que son competentes las instituciones del «Estado Vasco», ámbito en el que se repite la política maximalista de atribuir al País Vasco todas las competencias posibles. 

	210     La técnica de distribución se realiza mediante una doble lista de materias de competencia del País Vasco y del Estado, estableciéndose la clausula residual de que «el Pueblo Vasco es reconocido como soberano en todo lo que no este limitada su soberanía por la Constitución española o por este Estatuto. Por consiguiente, asumirá todos los derechos y facultades que no se reserven para el poder del Estado español en este Estatuto y los ejercerá con la máxima intensidad y plenitud» (art. 15. A, «Principio fundamental»). Tales competencias del Estado se reducen a la organización de sus instituciones, derechos individuales y sociales; relaciones internacionales; aduanas y política arancelaria; moneda, pesos y medidas; deuda publica del Estado; correos y telégrafos; guerra y marina (con matizaciones); propiedad industrial e intelectual; derecho mercantil y penal; fomento y auxilio de los puertos de comunicación internacional; navegación marítima y aérea y construcción de buques y aeronaves de transporte; y, finalmente, resolución de los conflictos interestatales y fijación de normas de cooperación económica en las iniciativas de carácter interestatal. 

	La redacción de este doble listado y de la clausula residual define un mecanismo de reparto excesivamente rígido, con insuficientes clausulas generales que pudieran intervenir como elementos flexibilizadores, con excesivo vaciamiento de las competencias del Estado, y con lagunas notables. Los previsibles conflictos se resolverían, mediante un mecanismo que reitera la lógica confederal, por una Comisión Mixta formada por un numero igual de representantes designados por el Parlamento español y el Consejo General del País Vasco y presidida por el presidente de la República. 

	He dedicado posiblemente exceso de espacio a la explicación del proyecto autonómico de la Sociedad de Estudios Vascos, texto elaborado en poco más de dos semanas por una Comisión que no podía contar con la referencia a una Constitución y que responde a una solicitud orientada primordialmente a utilizar el proyecto de Estatuto como elemento de agitación y bandera electoral en las elecciones para las constituyentes. Trato de subrayar con ello la inexistencia de una reflexión sobre un programa autonómico para el País Vasco como conjunto. En abril de 1931 el nacionalismo vasco solo tiene presencia y significación en Vizcaya y empieza a tenerlas en Guipúzcoa. Hasta entonces no había necesitado teorizar sobre una alternativa autonómica para las tres o cuatro provincias: en parte por incapacidad para impulsarla fuera de Vizcaya, en parte por la adecuación del sistema de autonomía administrativa que otorga el régimen de Concierto económico a las necesidades de las oligarquías provinciales, en parte por la dificultad de propugnar un programa «regionalista» en un partido cuyas bases prefieren, en buena medida, Utopias más heroicas y radicales. 

	211     El Estatuto de la SEV es, pues, sobre todo, un proyecto de articulación de cuatro provincias que tiene la novedad de presentar al País Vasco como unidad, sin recurrir explícitamente al argumento foral. Es posible que en 1931 cualquier proyecto integrador de dichas provincias necesariamente hubiera debido de ser confederal, a la espera de que la propia dinámica institucional consiguiera «una unión más fuerte», y es posible igualmente, como ha señalado Idoia Estornes, que incluyera no pocos elementos de busqueda de transacción, que iban a desaparecer pronto del estatutismo impulsado por las derechas. 

	 

	 

	3. Proyecto de Estella (14 de junio de 1931) 

	 

	Como se ha señalado, el texto de la SEV se remite a la Magna Asamblea de Municipios Vascos, que había de celebrarse en Pamplona. Por razones diversas en cuya explicación no entro, y que expresan el primer distanciamiento de algunos tradicionalistas con respecto al proyecto autonómico tetraprovincial, la Asamblea se celebra en Estella. No concurren a ella Republicanos, socialistas ni Acción Nacionalista Vasca. 

	En Estella el proyecto de la SEV recibe varias enmiendas, importantes desde el punto de vista político pero que no afectan particularmente a las relaciones entre instituciones comunes e instituciones provinciales, como no sea en el enfasis con que se subraya la foralidad y los derechos históricos como base de aspiraciones imprescriptibles El texto se precede de una «Exposición y declaración preliminar» en que se recogen los argumentos básicos de la mítica fuerista: tradicional e histórica» libertad vasca; pueblo libre, amante de su libertad y celoso guardador de sus fueros; leyes abolitorias y País Vasco que nunca dio su consentimiento «al régimen de derecho que quisieron crear dichas leyes»; protesta continuada desde el siglo XIX; demanda de reintegración foral entendida como vuelta a la situación anterior a aquellas. Se reclama, por otra parte, la legitimidad democrática de la Asamblea de Municipios, integrada por las únicas instituciones entonces elegidas por sufragio universal, y que cuenta con el apoyo explicito de unos cuatrocientos ayuntamientos de los 528 del País. 

	Como preámbulo, el proyecto incluye la solemne declaración de que «la aprobación de este Estatuto no supone renuncia a la reintegración foral plena, concretada en su anhelo a la derogación total y plena de las leyes de 25 de octubre de 1839, 16 de agosto de 1841 y todas cuantas, bien con anterioridad o posterioridad a estas fechas, hayan conculcado de alguna manera los derechos sagrados de este País». Aparte de ello, se introducen enmiendas tendentes a restringir las competencias del Estado, se eliminan algunas alusiones a la Constitución como limite, se corrigen aspectos concretos sobre sede de instituciones comunes y el orden en que ha de desarrollarse la presidencia, se subraya el papel de los Ayuntamientos en determinados momentos del periodo transitorio (Así como en la modificación del sistema de conciertos), y se efectúan otras variaciones menores. 

	212     Las modificaciones más significativas (y que, en definitiva, supusieron el arrinconamiento definitivo del proyecto) fueron la atribución al País Vasco de «las relaciones de la Iglesia y el Estado Vasco, el cual negociara un concordato con la Santa Sede», y la exigencia de diez años de residencia en el País Vasco para que los que no fueran naturales del mismo ni fueran hijos de padre o madre vasca pudieran ejercer los derechos políticos. Con finalidad política semejante, se señala que las asambleas legislativas provinciales podrán ser elegidas por sufragio universal, bajo formas democráticas o tradicionales, admitiéndose (como ya admitía el proyecto de la SEV) el sufragio indirecto de los ayuntamientos siempre que hubieran sido elegidos por sufragio universal directo. Como ha afirmado Idoia Estornes, el texto de Estella es el resultado de una segunda lectura del de la SEV, «lectura más fundamentalista y confesional» de la que nace «un hijo nacionalista y confesional» de aquel. 

	Acabo el comentario sobre estos primeros proyectos mencionando su previsión, que se mantiene en los siguientes textos de las Gestoras, de que puedan incorporarse al País Vasco nuevos territorios, tanto los enclaves como zonas o provincias colindantes. Para lograrlo se exigen determinadas mayorías de la población afectada, además de acuerdo de las Cortes, el Consejo General Vasco y las Asambleas legislativas provinciales. 

	 

	 

	4. Los proyectos post-Constitucionales: la iniciativa de las Gestoras 

	 

	4.1. La aprobación del proyecto 

	 

	El mismo día en que se aprobó la Constitución, el gobierno de la República dictaba un decreto abriendo el proceso estatutario para el País Vasco. Se encomienda la iniciativa a las Comisiones Gestoras de las diputaciones que, en un primer momento, habrían de convocar a los ayuntamientos de cada provincia para que decidieran «si esa autonomía ha de legalizarse en un Estatuto uniforme para las tres provincias Vascongadas y Navarra, o si, por el contrario, se articulara en un Estatuto por cada provincia» (Exposición de motivos del Decreto de 8 de diciembre de 1931). Si las cuatro Asambleas acordarán elaborar un Estatuto único, las Gestoras redactarían, como ponentes, el proyecto de Estatuto vasco navarro que, luego, habría de aprobar la Asamblea General de los Ayuntamientos de las cuatro provincias. 

	213     En esta coyuntura, los nacionalistas abandonan su anterior planteamiento y, en palabras de los autores de El péndulo  vía «de la transacción y el posibilismo» y participan activamente en el proceso estatutario impulsado desde el gobierno: «Estatuto a cualquier precio... pero Estatuto», escribe Manuel de Irujo expresando una actitud que era entonces la de todo el partido, pero que no será adoptada por los tradicionalistas ni por los monárquicos. 

	El 31 de enero de 1932, las Asambleas provinciales de ayuntamientos aprobaron la opción del Estatuto único para las cuatro provincias con la salvedad, en el caso de Navarra, de que se computasen por separado los votos de sus ayuntamientos en la Asamblea General que debía aprobar el proyecto. 

	El primer proyecto llamado de las Gestoras fue elaborado por una comisión integrada por un representante de cada una de ellas, tres representantes de los ayuntamientos de derechas y otros tres socialistas. Presentado a ratificación de la Asamblea General de los Ayuntamientos el 19 de junio de 1932, en Pamplona, fue rechazado mayoritariamente por los municipios de Navarra, que quedaba, así, fuera del proceso autonómico vasco. 

	 

	Resultado de la votación del Proyecto de 1932 por los Ayuntamientos de las cuatro provincias 

	
		
				 

				Si

				No

				Blanco

				Total

		

		
				Álava

				52

				11

				14

				77

		

		
				Guipúzcoa

				84

				2

				3

				89

		

		
				Navarra

				109

				123

				35

				267

		

		
				Vizcaya

				109

				1

				6

				116

		

	

	 

	Las Gestoras de las tres provincias restantes reemprendieron los trabajos, dando lugar a un proyecto que fue aprobado el 6 de agosto de 1933 en Asamblea en Vitoria. 

	Resultado de la votación del Proyecto de 1933 por los Ayuntamientos de las tres provincias vascongadas 

	
		
				 

				Si

				No

				Blanco

		

		
				Álava

				41

				26

				10

		

		
				Guipúzcoa

				83

				2

				4

		

		
				Vizcaya

				115

				0

				1

		

		
				TOTAL

				239

				28

				15

		

	

	 

	214     En los meses que siguieron hasta la celebración del plebiscito (5 de noviembre de aquel año) aumentan las tensiones entre los nacionalistas y los socialistas, más preocupados estos en la campana electoral de las elecciones legislativas convocadas para el 19 de noviembre que en la movilización estatutaria. Desde el acceso de Martínez Barrio a la presidencia de gobierno, en octubre, los nacionalistas disponen del apoyo de los radicales y, en consecuencia, del de las Comisiones Gestoras de las diputaciones. Esto permite entender que, pese a la indiferencia socialista (y la oposición del sector más independentista del PNV, aglutinado en Jagi Jagi), los votos favorables al proyecto estatutario alcanzarán el 89,5 por 100 del censo en Guipúzcoa y el 88,4 por 100 en Vizcaya, no llegando a la mayoría absoluta (46,4 por 100) en Álava, donde se abstuvo el 41,5 por 100 del electorado. Con ello se alcanzaba holgadamente el requisito de la aprobación del texto por las dos terceras partes de los electores inscritos en el censo de la región, exigidas por el artículo 12 de la Constitución Republicana 

	 

	4.2. Contenido de los proyectos de las Comisiones Gestoras 

	 

	Los proyectos de las Gestoras, que comentamos unidos, dadas sus semejanzas, suponen un significativo paso adelante en la configuración de una organización jurídico-política vasca por encima de las provincias. La definición de la autonomía de que gozan estas mantiene todavía, sin embargo, múltiples imprecisiones Las provincias ven reconocida su autonomía «dentro de la unidad del País Vasco», lo que implica la capacidad de acordar libremente su organización y régimen privativo, además de mantener «las facultades autonómicas de que ahora disfrutan», es decir, las peculiaridades administrativas derivadas del régimen de conciertos y su posición de preeminencia sobre los ayuntamientos. Junto a ello, ambos proyectos señalan que las provincias gozarán de todas las competencias que como tal «se establecen en este Estatuto y no estén atribuidas especialmente a los poderes del País». 

	Esta inicial definición de la clausula de competencia residual en poder de las provincias, podía tener menor significación que la aparente, aunque solo la propia vida autonómica hubiera permitido conocer su alcance: en principio, los listados de materias en que se ejercitan competencias autonómicas se encabezan con la caracterización de «competencia del País Vasco», lo que parece atribuirlas a las instituciones comunes. No cabe olvidar, sin embargo, que, al definir las competencias de Parlamento y gobierno, los proyectos de Estatuto siguen el criterio inaugurado en el texto de la Sociedad de Estudios Vascos: podrían intervenir «en las materias referentes a las relaciones con el Estado español, a las interprovinciales y a los asuntos, servicios y funciones comunes a Álava, Guipúzcoa y Vizcaya que ellas, de común acuerdo y por conveniencia general, estimen oportuno encomendarle»

	215      Por lo que toca a la organización de las provincias, los proyectos de las Gestoras se remiten a sus «Constituciones internas», aunque habían de las «Asambleas Legislativas» y diputaciones de cada una de ellas, pareciendo admitir la posibilidad de que las Juntas Generales aprueben leyes formales y, consecuentemente, definiendo autonomías políticas de ámbito provincial dentro de una región autónoma, extremo que aparece de Constitucionalidad dudosa y que, desde luego, no estaba previsto en la Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales (que se refiere siempre, como objeto del recurso de inconstitucionalidad, a las leyes «de la 

	República y las aprobadas por las Regiones autónomas») En todo caso, parece voluntad de los redactores del Estatuto subrayar la especial posición de las provincias en el seno de la región autónoma: idéntico subrayado —aunque de naturaleza e intensidad distintas a las realizadas en los proyectos de la Sociedad de Estudios Vascos y de Estella— se manifiesta al contemplar la regulación del Parlamento y del gobierno. Pero, a diferencia de los proyectos anteriores, tales instituciones se definen como efectivos órganos del país «como totalidad» y se configuran como instrumentos susceptibles de vertebrar una auténtica unidad política por encima de las provincias. Los parlamentarios son elegidos, la mitad, por los electores de todo el País Vasco, en distrito único, por el sistema de lista y cociente, y la otra mitad por el electorado de cada provincia, en las que se elige un mismo numero de representantes. Todos ellos se designan por sufragio universal, igual, directo y secreto, desapareciendo la intervención de Asambleas provinciales previstas en el proyecto de la SEV. 

	El componente provincialista se mantiene en la designación del gobierno o Consejo Permanente, nombrado por un presidente elegido por el Parlamento, que designaría un igual numero de consejeros de cada provincia entre las listas de cinco candidatos propuestas por cada una de aquellas. Por otra parte, los sucesivos presidentes deberían de ser originarios de provincias distintas, según orden definido en el proyecto. También se siguen similares criterios territoriales en la composición de la mesa del Parlamento. 

	En todo caso, Parlamento y gobierno son susceptibles de articularse en base a mecanismos parlamentarios más o menos clásicos y, previsiblemente, se hubieran convertido en el centro de la dinámica política del país. 

	216     No existe, sin embargo, mecanismo estatutario de resolución de los eventuales conflictos internos entre las instituciones comunes y las provinciales. En el proyecto «vasco-navarro» de 1932 se recogía explícitamente la capacidad del Parlamento de legislar sobre «la interpretación, el desarrollo y la aplicación de este Estatuto», pero el señalar que tal capacidad se realiza en el ámbito de sus competencias convierte la afirmación en pleonasmo, lo que quizá explica su desaparición en el proyecto de 1933. Hubiera debido ser, en ultima instancia, el Tribunal de Garantías Constitucionales quien hubiese debido resolver los problemas de relación región autónoma-provincias, toda vez que (aunque no por la vía de los conflictos) es amplísima la legitimación para interponer recursos de inconstitucionalidad contra leyes autonómicas (también en casos de anti-estatutoriedad), por parte del titular del derecho que resultara agraviado por la aplicación de aquellas (art. 30 LTGC). 

	La definición de las competencias del País Vasco se realiza en ambos proyectos siguiendo la sistemática Constitucional, lo que permite una coherencia y racionalidad muy superior a la de los proyectos de 1931, aunque no fuera sino por la existencia de formulas amplias, que posibilitan la flexibilidad en la definición de los campos, particularmente a la hora de deslindar los ámbitos regionales y los provinciales. Pero la imprecisión básica sigue derivándose de la interpretación que se de a la clausula residual antes citada, que señala que las provincias ejercerán «además de las facultades autonómicas que ahora disfrutan todas las que como ampliación de ellas se establecen en este Estatuto y no estén atribuidas especialmente a los poderes del País» (art. 2 Estatutos de 1932 y 1933). El proyecto no establece con claridad criterios para determinar, en esta materia, los repartos competenciales entre provincias y región autónoma: la subsistencia de los Conciertos quiere decir que la negociación para determinar el cupo que correspondería pagar al Estado por los impuestos concertados, se lleva a cabo por las diputaciones. Implica igualmente que «en cuanto al sistema tributario, las diputaciones vascongadas tendrían amplias facultades para establecer el que estimen procedente», con las limitaciones de los pactos internacionales o de los impuestos cuya administración se reserva al Estado. La regulación de los proyectos en este punto es confusa, prestándose más atención a la garantía y ampliación del régimen de Conciertos que al señalamiento de las características del presupuesto de la región autónoma. Se dejan abiertas puertas para eventuales modificaciones del Concierto, pero los mecanismos de integración fiscal de las provincias quedan para la regulación posterior del «Estatuto interior del País Vasco». 

	217     En conclusión, los proyectos de las Gestoras implican una mejor institucionalización autonómica supraprovincial, aun manteniendo, especialmente el proyecto de 1933, la retórica fuerista clásica en el párrafo 2 de su artículo 1 («El régimen que así se establece no implica prescripción extintiva de los derechos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, cuya plena realización, cuando las circunstancias lo deparen, estriba en la restauración foral Integra de su régimen político-administrativo»). Al margen de retórica, sin embargo, se mantiene la indefinición sobre el mecanismo de articulación interna. 

	 

	 

	5. El Estatuto de 1936 

	 

	Plebiscitado el proyecto de Estatuto, comienza su debate parlamentario tras las elecciones de 1933, en que habían ganado las derechas. Los intentos de bloqueo de la discusión comienzan pronto, con la pretensión de separar Álava del proceso autonómico, toda vez que en el referéndum no había obtenido el «sí» mayoría absoluta en dicha provincia (mayoría, por otra parte, no requerida Constitucionalmente en el cómputo de cada provincia). Solucionado finalmente este incidente, diversos conflictos (tanto del gobierno con Cataluña, como el planteado en el País Vasco sobre el Estatuto del vino, considerado contrario al Concierto económico) dan pie para cerrar el debate parlamentario y abandonar la cuestión. 

	Tras la victoria del Frente Popular, se reabre el proceso, gracias a la aproximación entre socialistas y nacionalistas que se refleja en el apoyo del PNV al Frente y en las votaciones para la destitución de Alcalá Zamora y nombramiento de Azaña como presidente de la República, y en el impulso de Indalecio Prieto a la tramitación parlamentaria del proyecto Estatutario. La nueva Comisión de Estatutos de las Cortes, presidida por Prieto y con José Antonio Aguirre como secretario, debate y esta a punto de acabar su dictamen en julio de 1936, cuando se subleva el general Franco. El comienzo de la guerra, y la voluntad de integrar al PNV en el gobierno Largo Caballero, llevan a las Cortes a declarar de urgencia la tramitación del proyecto el 1 de octubre de 1936, aprobándose por aclamación el texto del dictamen de la Comisión el día 6, siendo publicado el Estatuto del País Vasco en la Gaceta de Madrid de 7 de octubre de 1936. 

	La urgente tramitación se refleja en el texto aprobado, que se separa de forma notable del proyecto plebiscitado y se acerca con frecuencia al texto autonómico Catalán. Con ello el Estatuto puede ganar en concisión aunque pierde, evidentemente, riqueza. 

	Por lo que afecta al tema que nos ocupa, la articulación de las provincias con la comunidad autónoma, nos encontramos inicialmente con una declaración genérica similar a las ya citadas: «Álava, Guipúzcoa y Vizcaya se constituyen en región autónoma dentro del Estado Español» y, por otra parte, dichos territorios «a su vez se regirán autonómicamente en cuanto a las facultades que el presente Estatuto o las disposiciones legislativas del País les encomienden. A tal efecto se entenderán atribuidas a las provincias las facultades que especialmente no se atribuyan a los órganos del País Vasco». 

	218     Nuevamente nos hallamos ante el problema de interpretar si las alusiones estatutarias a competencias que recibe «el País Vasco» han de considerarse propias de sus instituciones comunes o susceptibles de ejercicio por los órganos de las provincias. La mención «especialmente» y la posibilidad de que buena parte de las competencias definidas como del país sean perfectamente susceptibles de llevarse a cabo por las diputaciones puede abonar esta segunda interpretación, aunque la naturaleza de la mayor parte de las materias citadas y la prácticamente nula atribución «especial» a «órganos del País Vasco» convierten en vana la atribución residual de competencias a las provincias. 

	La gran mayoría de las materias en que el país tiene competencia se atribuyen, pues, a las instituciones comunes que, por otra parte, reciben un tratamiento esquemático pero que hace desaparecer las alusiones a particularidades territoriales. 

	El Parlamento se elige por sufragio universal, igual, directo y secreto. Sus miembros se designan en numero no menor de 1 por 25.000 habitantes, regulación que parece eliminar el componente federal en la elección, estableciéndose —en el caso en que la circunscripción electoral no fuera única— un numero de representantes provinciales proporcional a la población de estas (el mecanismo definido en las Disposiciones Transitorias para la elección del primer Parlamento es circunscripciones electorales provinciales con un representante por 10.000 habitantes). 

	En lo tocante al gobierno, solo se menciona la exigencia de contar con la confianza del Parlamento, pareciéndose arrumbar definitivamente la utilización de criterios territoriales para la designación de sus miembros. 

	El subrayado de las instituciones comunes, en las que, por otra parte, se hacen residir las competencias estatutarias, se mantiene a la hora de regular la organización interna de las provincias, materia a la que solo se alude en las Disposiciones Transitorias: correspondería al primer Parlamento, entre otras funciones, «activar (sic, no dice aprobar) la constitución interior de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, y señalar las facultades que corresponden a los órganos regionales y a cada una de las provincias, así como las relaciones entre dichas entidades» 

	219     Al regular los conflictos no se contemplan los que eventualmente pudieran plantearse entre instituciones comunes y provinciales, estas ultimas definitivamente configuradas como administrativas, aunque en las Transitorias se indique, al regular el órgano legislativo provisional que habrían de constituir las diputaciones en cuanto las condiciones de normalidad lo permitieran, que, cuando se trate de atribuir o ceder al País Vasco «facultades encomendadas hoy a las provincias o que por el presente Estatuto se confieran a las mismas», sería necesario, además de la mayoría absoluta que se requiere para la aprobación de cualquier ley por dicha Asamblea, el voto favorable de la mitad más uno de los diputados de la provincia o provincias interesadas (con independencia de los procedimientos que, posteriormente, pudiera aprobar el Parlamento definitivo). 

	La relativa marginación de las corporaciones provinciales se manifiesta incluso en la regulación de la «Hacienda y Relaciones Tributarias», donde se recoge, por supuesto, que «el País Vasco podrá adoptar el sistema tributario que juzgue justo y conveniente» al tiempo que se declara que «Álava, Guipúzcoa y Vizcaya continuarán haciendo efectiva su contribución a las cargas generales del Estado en la forma y condiciones sancionadas con fuerza de ley por las Cortes Constituyentes en 9 de Septiembre de 1931» 

	 

	 

	6. Conclusiones 

	 

	La exposición anterior ha obviado la mención a los proyectos de carácter provincial que vieron la luz en los primeros meses de la República, todos ellos impulsados por fuerzas políticas de izquierda (proyecto de Estatuto para Guipúzcoa del Partido Republicano Federal, y proyectos de Estatuto alavés y de Estatuto navarro, elaborados a instancia de las respectivas Gestoras). Existe un último proyecto provincial, la «Carta Foral de Álava», creada por los tradicionalistas en el marco de su campana contra el Estatuto Vasco en 1935-1936. 

	La existencia de diferentes tipos de iniciativas en esos primeros momentos (no es casual que no llegara a plasmarse un proyecto provincial vizcaíno, único territorio en que tenia sólida implantación el PNV en 1931) manifiesta la debilidad de la propuesta «vasquista» y explica las referidas dificultades para alumbrar un procedimiento de articulación entre las provincias en el marco de una región autónoma. 

	Es reveladora a este respecto la lectura de las críticas que los federales Guipuzcoanos realizan, en la Exposición de Motivos de su proyecto, por una parte, a «la concepción artificiosa y novísima (sic) de la República Vasca, de la personalidad del País Vasco como ente político» y, por otra, a la pretensión de conseguir «la reintegración foral a su estricto ser y estado con antelación del año 1837». Y no puede olvidarse que el inicial impulso autonómico es llevado, precisamente, por sectores que vinculan ambos planteamientos, vasquistas y foralistas. 

	220     No menos significativo resulta señalar la presencia, en tales proyectos provinciales, de alusión a vinculaciones con las restantes vascongadas, en forma de «Liga o Inteligencia», «Conferencia Vascongada» o posibilidad de integrarse en un proyecto autonómico conjunto. En el proyecto federal Guipuzcoano se señala que «para el mantenimiento de relaciones que por vecindad, sentido étnico o literario, defensa de los derechos autonómicos, asuntos de interés común convenga sostener y cultivar, podrá crearse una Liga o Inteligencia con las provincias de Vizcaya, Navarra, Álava y, si así lo desean, también la Rioja». El alavés de 1931 plantea que «la Provincia de Álava podrá articularse en el Estado Vasco o en la República Española» y en la Carta Foral de Álava se menciona la existencia de un órgano, la Conferencia Vascongada, que representa conjuntamente a las provincias en las «relaciones con el Estado, relaciones interprovinciales, resolución de conflictos y diferencias» entre las provincias, «Así como aquellas actividades y asuntos que de común acuerdo juzgue(n) conveniente encomendar a dicha representación conjunta, cuya función será circunstancial y semejante a las antiguas Conferencias». 

	Ello supuesto, concluimos: 

	 

	1. El advenimiento de la República manifiesta la debilidad de reflexión en materia autonómica en el País Vasco. 

	2. Tal carencia es el resultado de múltiples factores: por una parte, de la funcionalidad de la situación administrativa especial de que gozan las cuatro provincias vascas para las diversas oligarquías gobernantes en cada una de ellas (no vinculadas por ningún lazo partidista entre si) y para la casi totalidad de las fuerzas políticas, ninguna de las cuales (tampoco los socialistas) la cuestionan. 

	3. Ello afecta, por otra parte, al propio Partido Nacionalista Vasco, a quien nada urge a proponer alternativas especificas de integración interprovincial: tales propuestas hubieran podido inquietar en las provincias en que el partido apenas tenia presencia, dificultado aun más su arraigo en ellas. En tal situación, y mientras nada permite pensar en el cambio de marco jurídico-político, no existe programa alternativa al régimen administrativo especial como no sea la apelación a la independencia o a la reintegración foral (lo que significa no proponer nada, pero permite mantener cargadas las pilas para los momentos en que hubiera algo más concreto que reivindicar). Aparte de estas aspiraciones maximalistas no hay más que vagas alusiones a concertación entre diputaciones y a ampliación (en abstracto) de competencias. 

	221     4. No es casual, en consecuencia, que los nacionalistas no vieran necesario acudir al Pacto de San Sebastián, ni profundizar la reflexión jurídica de la materia. 

	5. Las primeras formulaciones autonómicas expresan aquellas insuficiencias dando lugar a una estructura complicadísima y difícilmente viable. Los planteamientos nacionalistas, que son, en buena medida, preliberales, parecen tener dificultades para expresarse a través de la racionalidad propia del Estado de Derecho. Su imaginación jurídica desconoce o prescinde de los mecanismos existentes para organizar la descentralización política, y las carencias del partido afectan a sectores no nacionalistas (algunos de los cuales colaboran en el proyecto de la Sociedad de Estudios Vascos): las propuestas primeras intentan conciliarla organización autonómica con los planteamientos forales manifestando, de paso, el carácter puramente semántico de las invocaciones al sistema foral. 

	6. La progresiva formalización de un modelo de articulación interprovincial (lo que, en definitiva, prepara la posibilidad de un discurso nacionalista) se va realizando desde instancias no nacionalistas. La urgencia con que se elabora el texto definitivamente aprobado permite que desaparezcan de este los elementos foralistas: la legislación autonómica hubiera podido potenciar la importancia de las provincias, pero ello se hubiera realizado a partir de un modelo que, inspirado en el Catalán, parte de la afirmación de la región como titular de la autonomía. 

	7. Las circunstancias de guerra en que tiene vigencia, territorial mente limitada a Vizcaya, el Estatuto, no permiten desarrollar las posibles tensiones entre la región y las provincias. Desde 1937, el Estatuto de 1936 funciona como uno de los elementos simbólicos integradores del País Vasco como nacionalidad, por encima de la argumentación foralista. Aunque es posible que ello no se debiera a la ausencia de contenidos foralistas en el texto, sino a la propia existencia de un mecanismo jurídico que afirma el autogobierno del País Vasco, es un hecho que el fuerismo queda marginado como referencia política en la mayor parte de la oposición al franquismo. El Estatuto se convierte en requisito de la democracia para todos los partidos democráticos mientras, paradójicamente, el Partido Nacionalista mantiene el fuerismo como elemento ideológico utilizado para subrayar la especificidad vasca, lo que explica algunos de los problemas que se producen en el desarrollo autonómico vasco a partir del Estatuto de 1979. 
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	Fernando MOLINA APARICIO 

	 

	«Cuando yo empleo una palabra —insistió Tentetieso en tono desdeñoso— significa lo que yo quiero que signifique..., ;ni más ni menos! 

	— La cuestión esta en saber —objeto Alicia— si usted puede conseguir que las palabras signifiquen tantas cosas diferentes. 

	— La cuestión esta en saber —declaró Tentetieso— quien manda aquí... ; si ellas o yo!» [Jonathan Carroll, A través del espejo y lo que Alicia encontró allí (1896), Madrid, Cátedra, 1997, pp. 316-317]. 

	 

	 

	1. 1930: un país improvisado en San Sebastián 

	 

	Los historiadores han optado por diversos apelativos a la hora de denominar a las diversas colectividades que los vascos formaron en el pasado, tendiendo a establecer los lazos políticos que los terminaron por unir como punto de partida, no de llegada, e, incluso, asumiendo con naturalidad precondiciones étnicas para razonarlos. Y es que en la selección de peculiares apelativos como Vasconia o Euskal Herria lo que subyace es, siquiera inconscientemente, esa «intencionalidad política» y primordialismo étnico tan característicos de la historiografía vasca contemporánea (García de Cortázar y Montero, 1983:402-403; Montero, 1993: 284). 

	226     Porque la selección de un apelativo no conciliado jurídica y socialmente con su contexto histórico siempre implica una apuesta subjetiva por una comprensión muy particular del pasado de los vascos. Una apuesta que, si no es razonada, resulta prejuzgada e implica silenciar el vacío unitario (e identitario) que ha caracterizado ese pasado. Encargados de definir y consensuar las palabras con que narrarlo y explicarlo, los historiadores se encuentran con la dificultad añadida de tener que precisar quienes y desde cuando han «mandado» sobre ellas, lo cual resulta bastante complicado. Por ello, las estrategias narrativas adoptadas han sido de lo más variopintas a la hora de abordar el «nombre de la cosa», seleccionando uno entre los varios que tuvo o pueden dársele, lo que ha supuesto una automática opción de comprensión de este en dialogo conciliatorio o critico con la cultura del nacionalismo que gestiona el poder local. 

	Y es que el País Vasco, Euskal Herria, Euskadi, Vasconia, etc.., son apelativos que remiten a una comunidad imaginaria inventada políticamente, ex novo, entre los años 1931 y 1936 a partir de tres hechos provinciales que eran los que habían articulado el ejercicio local del poder, la gestión de su memoria publica y la elaboración de la identidad colectiva. Unos hechos que la historiografía actual, contaminada por la memoria del nacionalismo vasco, tiende a convertir en lejanas realidades históricas, politizando la etnicidad y declinando en pasado su presente unitario. 

	En el primer tercio del siglo XX las identidades colectivas hubieron de redefinirse en el contexto de la política de masas y en tal proceso el más importante discurso identitario del anterior siglo, el fuerismo, mostró serías limitaciones. La opinión publica y la clase política provincial elaboraron una nueva cultura «neoforal» que se centro en un antiguo sujeto mítico, el Fuero, ahora respaldado por otro más material: el Concierto económico. La retórica de exaltación de este régimen provincialista asimiló la del fuerismo, repleta de imágenes y argumentos victimistas que alimentaban una narrativa autocomplaciente, que convertía ese peculiar régimen de autonomía provincial en una pervivencia foral que el Estado debía respetar. 

	Esta reivindicación fue paralela a tímidos intentos de demanda de una unidad de las provincias en un común autogobierno. Uno de los panegiristas de este neofuerismo, el liberal José de Orueta (1934: 138), trazó tres etapas esenciales en la trayectoria de esta reivindicación unitaria: la Liga Foral de 1905, el Mensaje autonomista de las diputaciones de 1917 y el Congreso de la Sociedad de Estudios Vascos de 1924. Pero una cosa es que existiese una vaga conciencia de unidad provincial reflejada en estos fugaces episodios «unitaristas», y otra que esta llegara a formular una sería propuesta de autogobierno para una comunidad que carecía hasta de apelativo consensuado (Euzkadi, País Vasco, Provincias Vascongadas). 

	227     En la reunión de las fuerzas políticas favorables a la República celebrada el 17 de agosto de 1930 en el Casino Republicano de San Sebastián, Republicanos y catalanistas acordaron un programa de mínimos destinado a implantar una República que garantizara el reconocimiento de una autonomía catalana (De la Granja, 1986: 20-21). El resto de «cuestiones regionales» fue tan sumamente prescindible que se ventiló con una mención general a que la vía de solución del problema Catalán sería la que encauzaría otras demandas, según indicó la nota alusiva inserta por Indalecio Prieto, que había acudido a la reunión a título individual. 

	La elite política vasca, incluso la vinculada a la izquierda obrera, veía a su territorio dotado de similar, si no mayor, «personalidad definida» que Cataluña. Por ello Prieto mencionaba expresamente la posible recuperación de las «libertades perdidas», lo que predeterminaba a una aspiración política de autogobierno que carecía de expresión social salvo en el nacionalismo vasco. Poco importaba que la experiencia política no ayudara, precisamente, a confirmar esta lectura determinista. En el fondo, «algo» debía subyacer por debajo de la política, «algo» que era identificado con un vago espíritu liberal y regionalista que remitía a la cultura romántica desde la que el fuerismo decimonónico había representado políticamente las provincias vascas. 

	Además, si bien no había existido un hecho reivindicativo unitario en pro del autogobierno, si había existido uno singular: el aludido nacionalismo vasco. En virtud de la forma romántica con que la opinión publica de la época pensaba la política, el nacionalismo constituía una derivación natural de la etnicidad, siquiera fuera en su dimensión reaccionaria. Así pues, de lo que se trató con la mención a la posible autonomía vasca en el Pacto de San Sebastián, fue de reconciliar la coyuntura política de demandas catalanistas con la general representación política de lo vasco y, a la par, de atraer a la manifestación política que se consideraba representante de dicha etnicidad (el nacionalismo vasco) al Republicanismo (De la Granja, 1990:56-58). 

	El 14 de abril, la República fue proclamada por el Ayuntamiento de Éibar y, poco después, por el de Guecho, cuyo alcalde, José Antonio Aguirre, seguió el ejemplo de Macià en Cataluña tratando de sacar partido de la tímida emoción federalista que había sacudido al Republicanismo vasco durante la campana electoral de las municipales del 12 de abril (De la Granja, 1986: 100-102; Saiz Valdivielso, 1989: 57-58). Este federalismo de reminiscencias fueristas había tenido como destino la atracción de simpatizantes nacionalistas, pues, por lo demás, desapareció de los mítines y actos electorales celebrados (Miralles, 1988: 146-147) Pero el contexto político que genero favoreció el cambio de estrategia del PNV ante la llegada de un régimen que no había deseado ni apoyado, cuyo hito más destacado fue la fracasada convocatoria, el 17 de abril, de una asamblea de electos del PNV en Vizcaya y un manifiesto público en que estos reclamaban un «Gobierno Republicano vasco vinculado a la República federal española» (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 1999:211). 

	228     Al igual que el Republicanismo en general, el PNV hubo de improvisar, en unos pocos días, la nueva parafernalia autonomista que dotaría a su clásica reivindicación de las libertades nacionales perdidas. Y así, al compas de los acontecimientos exteriores fue gestándose el primer autonomismo vasco. Y estos fueron definidos por la tramitación del Estatuto Catalán. Sólo el PNV y ANV actuaron con rapidez para adaptar sus discursos a la nueva circunstancia política. Su gran equivocación consistió, sin embargo, en considerar análoga la situación del País Vasco y Cataluña. La dialéctica de absolutos en que había sido concebida la nacionalidad vasca hacia que esta solo fuera una realidad política para menos de un tercio de la sociedad vasca. Resultaba muy difícil que los otros dos tercios colaborarán con ella en hacer Euzkadi negándose a si mismos en tanto que España. Ese tercio requirió de una colaboración política que solo pudo lograr mediante su inserción en otra dialéctica paralela que caracterizó la política de esos anos: la ideológica y política, reflejada en el binomio derechas-izquierdas. 

	 

	 

	2. El proyecto de autonomía carlo-nacionalista (1931) 

	 

	Tres días después del 14 de abril, la República catalana proclamada por Macià había sido reconvertida en Generalitat, abriéndose la puerta a una nueva concepción del autogobierno reflejada en un Estatuto de autonomía regional. El PNV reorientó, así, su estrategia «Republicana» hacia la elaboración y reivindicación de otro Estatuto que fuera ratificado por las Cortes Constituyentes. Para ello alentó un movimiento municipalista que defendía la competencia exclusiva de los ayuntamientos para redactar ese proyecto autonómico, en tanto que antigua base del sistema foral que se buscaba reintegrar, a los cuales había apelado el proyecto autonomista de 1917 y el propio Pacto de San Sebastián (De la Granja, 1986: 159) A estas razones se unía otra mucho más oportunista: era en el ámbito municipal donde el peso político de Republicanos y socialistas quedaba más diluido, y donde el PNV podía ejercer más fácilmente su liderazgo sobre la fracturada derecha católica. Y es que la división entre los tradicionalistas, con mellistas y jaimistas a la greña, y la desorientación política de monárquicos y católicos independientes, convertía a todos en sujetos pasivos de un PNV que era visto como un baluarte del orden social y la religión frente a la República (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 1999:211-212). 

	229     Evidentemente, el movimiento no contó con el concurso de los municipios más importantes dado que los partidos de izquierda que los gobernaban no estaban dispuestos a cooperar con una estrategia política de sesgo antirepublicano. La cuestión autonómica inquietaba a estos partidos únicamente en la medida en que podía ser instrumentalizada por el PNV, que apelaba a la letra del Pacto de San Sebastián. Respaldado en ella, el criterio Republicano-socialista era la supeditación de esta reivindicación a la consolidación del régimen al cual estaba vinculada. Por ello se atribuyeron la exclusiva legitimidad para encauzar dichas aspiraciones y requirieron que el proyecto autonómico fuera tramitado por las Comisiones Gestoras provinciales, cuyo poder controlaban. 

	Los representantes municipalistas respondieron a la estrategia de los partidos de izquierda encargando a la Sociedad de Estudios Vascos la redacción de cuatro estatutos de autonomía (uno por cada provincia vasca, más Navarra) y su articulación en un unitario Estatuto Vasco. Mientras, el movimiento municipalista se fue extendiendo y dotándose de instituciones rectoras controladas por el PNV (De la Granja, 1986: 159-165). La SEV elaboró un «Estatuto General del Estado Vasco», aprobado por su Junta el 31 de mayo. Dos días antes, la Comisión Permanente municipalista había roto cualquier posibilidad de acuerdo en el proceso autonomista con las Gestoras de las diputaciones. 

	La reivindicación de la autonomía quedo, así, de nuevo en manos de facciones políticas, pasando de la izquierda Republicana a un bloque de derechas antirepublicano que la convirtió en su principal bandera política. Frente al caso Catalán, el proyecto estatutario nació como un instrumento de facción. En la primera quincena de junio los alcaldes realizaron una impresionante campana de propaganda del texto, con «mas de cuatro millones de pasquines, cinco mil carteles murales de modernísima concepción (...), [y] varios millones de hojas volanderas que caían sobre los pueblos desde los automóviles y desde los aeroplanos», que se añadieron a «la acción diaria de la prensa» nacionalista, tradicionalista y monárquica (Arrese, 1932: 13-14; Aguirre, 1935: 49-50). El 14 de junio se celebró en Estella la Asamblea General de ayuntamientos, a la que asistieron el 78 por 100 de los municipios vascos y navarros, que representaban alrededor del 50 por 100 de la población. En ella se aprobó el anteproyecto de la SEV, con una veintena de enmiendas que acentuaron el tono católico, antirepublicano y filonacionalista del denominado Estatuto de Estella. 

	230     Este proceso de reivindicación autonomista, ocurrido en la primavera de 1931, fue paralelo al constituyente, que implicó la convocatoria electoral a Cortes de 28 de junio. A ella acudieron las derechas vascas unidas en una candidatura única, que se denominó «católico-fuerista» o «defensora del Estatuto». Y es que este sirvió para sellar la alianza de tradicionalistas, monárquicos y nacionalistas, definiendo un programa electoral que pretendía salvaguardar el País Vasco de la legislación revolucionaria Republicana. Esta candidatura obtuvo el respaldo del obispo de Vitoria, que había difundido unas «Normas que deben seguir en conciencia los católicos en toda lucha electoral» en las que negaba licitud de voto a las coaliciones que defendieran programas anticatólicos (Perea, 1991, IV: 1857-1858). La coalición de derechas obtuvo el 56 por 100 de los votos, frente al 44 por 100 del Bloque Republicano-socialista, que se impuso en las capitales y centres fabriles. La derecha interpretó su victoria como un plebiscito favorable al Estatuto de Estella. 

	¿Cual era el ideal de autonomía pretendidamente plebiscitado? (De la Granja, 1988: 15-27, para lo que sigue). En primer lugar, se trataba de una improvisación política. Los partidos católicos que la respaldaban carecían de ideario autonómico más allá de una vaga apelación a la reintegración foral, mientras el PNV apenas había dedicado tiempo a una formulación de mínimos de su proyecto nacional que le permitiera adecuarlo al nuevo marco legal. La SEV declaraba al «País Vasco» como «entidad natural jurídica con personalidad política propia», con derecho «a constituirse y regirse por si mismo como Estado autónomo». La propuesta de Estella hablaba de un «Estado vasco» y un «Pueblo Vasco» como titular de la soberanía. A tal grado de innovación política se había llegado que, por primera vez, el «País Vasco» adquiría un sentido administrativo que integraba no ya las tres provincias forales sino el antiguo reino de Navarra (Zabaltza, 2005:31). Ello requirió de una didáctica del nuevo apelativo escogido: «Cuando escribo el País Vasco no solo no prescindo de Navarra, sino que la incluyo (...) en esta gran colectividad étnica, de la que Navarra es precisamente la hermana mayor y el baluarte histórico más firme» (Arrese, 1932: V). 

	El culto a la etnicidad foral en su dimensión soberanista constituye una segunda característica del autonomismo vasco. El fuerismo era la cultura común en la que se refugiaron las diversas familias de la derecha a la hora de articular una representación dialéctica entre una alóctona España y una autóctona pero imprecisa entidad (Euzkadi/País Vasco/ Euskal Herria), unida por valores campesinos y católicos: «En España amenazaba la revolución. En Euzkadi el viejo pueblo vasco impulsado por el nacionalismo creador, seguía su ruta defendiendo (...) la civilización occidental cristiana» (Aguirre, 1935: 84). 

	231     Las enmiendas al texto de la SEV que definieron el Estatuto de Estella reflejaron este contenido etno-tradicionalista. Por un lado, la restauración foral se convertía en la meta mítica del proyecto autonómico: «los Municipios vascos declaran solemnemente que la aprobación de este Estatuto no supone renuncia a la reintegración foral plena». Mítica por cuanto permitía aunar en un mismo fin autonómico dos proyectos nacionales: para el nacionalismo, el regreso al régimen perdido en 1839 implicaba la independencia de Euzkadi; mientras, para el tradicionalismo suponía la vuelta al pacto integral de las provincias forales con la auténtica España tradicional. El acuerdo era posible porque la autonomía era un difuso medio que permitía a cada opción luchar por su aspiración ultima, sustentada en la vaguedad mítica del Fuero. 

	Este neofuerismo de consenso permitía, así, reclamar un «sufragio tradicional» para las Asambleas provinciales que legislarán a nivel local y nombrarán los órganos regionales. Así, se apostaba por la soberanía foral frente a la popular, lo que implicaba que el peso político siguiera detentado, con arreglo a esta pretendida adecuación al pasado foral, por la provincia, dándose una limitación de los poderes de los órganos comunes del Estado vasco. Esta definición poco democrática de la autonomía vasca se reforzó con la limitación de los derechos políticos de los inmigrantes, que precisaban de una residencia de diez años para poder ejercer su derecho al voto. Además, se reafirmaba la soberanía del pueblo vasco frente a la del español, según una concepción confederal: «El Pueblo Vasco es reconocido como soberano en todo lo que no este limitada su soberanía por las atribuciones de que taxativamente hace cesión en este Estatuto al Estado español». El País Vasco aspiraba a todas las atribuciones de autogobierno que le permitieran impedir la entrada de la legislación Republicana. Tal era el caso del régimen de cultos y las relaciones con la Iglesia, que pasaban a ser competencia del Estado autónomo, que podría negociar su propio Concordato con la Santa Sede. 

	Así, «en el País Vasco bien puede asegurarse que el viejo Carlismo cada vez se acerca más al Nacionalismo. (...) Bajo el punto de vista político e histórico, el Nacionalismo Vasco reconoce en el Carlismo a su antecesor y su origen. Los guerreros legendarios de ambas "Carlistadas" son los padres de los modernos nacionalistas. Sería exacto el afirmar que, al sucumbir vencida en los campos de batalla la bandera de Don Carlos, el Nacionalismo la recogió filialmente, conservando gran parte de aquel programa escrito con una sangre que era la suya propia» (Arrese, 1932: 3). 

	El discurso católico oposicional, furiosamente antirepublicano, de ambos se hermanó hasta el punto que los tradicionalistas llegaban a aventajar a sus «hijos» nacionalistas en retórica filo-separatista, especialmente con ocasión de la despedida a los diputados estatutistas el 12 de julio en Guernica. Allá, junto al «árbol de las libertades vascas», decenas de miles de personas escucharon al canónico integrista Antonio Pildain reivindicar «la libertad de Euzkadi, que esta por encima de los Parlamentos de todos los Estados y de todas las Constituciones españolas», al tradicionalista Marcelino Oreja decir que «el derecho de nuestra autonomía es muy anterior a la Constitución del Estado español», y al nacionalista Aguirre advertir que «si no se nos concede todo lo que pedimos, implantaremos lo que no se nos quiere dar» (Aguirre, 1935: 90; Mugarza, 1974: 28-30; De la Granja, 1986: 254-255; 1990: 23-24). 

	232     Todos estos discursos se fundaron en una retórica de martirio por la patria en nombre de la religión, que el nacionalismo había depurado con maestría: «yo prefiero morir antes de ver [la Patria] esclava y deshecha. Prometo defender la religión, aun a costa del sacrificio de mi vida», exclamó Aguirre. En definitiva, en palabras del conde de Rodezno: «cosas que dentro de la rivalidad nos parecían infranqueables, se han superado, logrando vencer todos los obstáculos para unirnos a todos cuando se ha intentado atacar algo fundamental para nuestro pueblo» (Arrese, 1932: 42-73). La cultura política católica permitía desactivar la némesis de España y Euzkadi, pues ambas patrias resultaban, en último término, el producto de una misma forma de representar la sociedad y la política. El mismo conde de Rodezno explicó como la Euzkadi abertzale podía llegar a convertirse en adecuado salvavidas de la España tradicional que naufragaba: «Cuando se va por el mar todo el mundo navega a gusto en barco hermoso, pero cuando el barco hace agua, todo el mundo toma también a gusto el bote salvavidas» (De la Granja, 1986: 255; 1990: 23-24). 

	La coalición autonomista se aseguró, así, el monopolio de un abultado aparato retórico y simbólico católico capaz de canalizar políticamente las aspiraciones sociales de una parte mayoritaria de la población. Los fenómenos sobrenaturales surgidos en Ezkioga en esos meses fueron conectados con este contexto autonomista. Lo sobrenatural formaba parte de la cultura de la derecha vasca y casaba perfectamente con los componentes providencialistas y apocalípticos que nutrían su retórica política (Díaz Freire, 1993: 138-139; Christian, 1997:50-51, 54-55). Porque fue la defensa del catolicismo como supremo eje articulador de la vida publica lo que unió tan diversos discursos en torno a un ideal, el del Estatuto, en el que «los unos trataban de encontrar aliados para acabar con la República; los otros, de poner un valladar a la marea antirreligiosa; los de más alia, de sumar adictos al propósito de la autonomía regional» (De la Granja, 1986: 169) 

	Y es que, en último término, todas estas apetencias quedaban sublimadas en un común denominador de defensa de la religión y el orden social. En su nombre hablaban de la autonomía los nacionalistas del Euzkadi, los católicos de La Gaceta del Norte, los dinásticos de El Pueblo Vasco, los tradicionalistas del Heraldo Alavés o El Pensamiento Navarro, o los integristas de La Constancia. La «afinidad religiosa había determinado inteligencias hasta en aspectos referentes a la autonomía del País», lo que permitió esta interferencia de cddigos nacionalistas en el movimiento estatutista (Aguirre, 1935: 28,307; De la Granja, 1986: 254; Ugarte, 2004: 248-253). 

	233     Esta cultura política compartida quedo reflejada en los dos apelativos de la candidatura electoral: «Candidatura Vasca Defensora del Estatuto» y «Candidatura Católico-Fuerista». Sin embargo, este esfuerzo conciliador entre nacionalismos no fue inocuo, sino que benefició a la cultura del nacionalismo vasco y su capacidad de penetración social. Lo que discursos como los de Oriol o Pildain de estos meses reflejan es que, carente de un auténtico discurso identitario de sesgo autonomista, cuando la derecha católica hubo de improvisarlo debió recurrir a la cultura nacionalista, que llevaba cincuenta años de esfuerzo por definir un imaginario nacional particular. Ahí deben situarse la calificación de los vascos como «euzkeldunes» o la apelación al «pueblo vasco», al «genio de la raza» o al «espíritu racial» por respetables portavoces de la Comunión Tradicionalista o del catolicismo «neutro». 

	El autonomismo vasco vivió una fagocitación cultural nacionalista, en la que el PNV consiguió colocar su ideal nacional como aspiración ultima de la autonomía. Su organización interna confederal fue la adoptada como modelo del proyectado Estado Vasco, que sancionaba las facultades de soberanía de la Euzkadi del PNV (De la Granja, 1986: 154-155; Díaz Freire, 1993: 243-244). Soberanía que radicaba en Dios y la familia, como proclamaba José de Ariztimufio, y que estaba basada en el «principio de oriundez» formulado por Engracio Aranzadi, simpático a formulaciones raciales del sufragio y a una recuperación de la «lengua nacional» de los vascos en los espacios rurales en tanto que «instrumento dado por Dios para la conservación de la nacionalidad» (Díaz Freire, 1993: 216-217, 245-246; Perea, 1990, III: 1263-1274; Zabaltza, 2005: 307-317). 

	En el municipio rural, en fin, confluía la soberanía de la nación orgánica, racial y católica imaginada por el PNV y solapada al proyecto estatutario de Estella, convertido en la materialización expresa de esa «gran organización vasco-católica que en Euzkadi sea la garantía del orden, del progreso, de la familia, de la propiedad» reclamada por el Gipuzku Buru Batzar el 14 de abril de 1931. Por ello, la activación del municipio como instrumento movilizador «respondía admirablemente a la idiosincrasia vasca», dado que salvaguardaba la Casa Solar, que custodiaba los cuatro pilares de la nación: la raza, la lengua, la historia y la religión (De la Granja, 1986: 73-74,547, nota 96; Urrutikoetxea, 2000: 56; Díaz Freire, 1993:223-225). 

	234     De todo esto podría desprenderse que el primer autonomismo vasco constituyó un sutil instrumento del PNV para difundir su ideal nacional, gracias a unos colaboradores tradicionalistas o católicos encandilados por una suerte de encantamiento político. Nada más lejos de la realidad. Esta adecuación entre el Estatuto de Estella y el ideario del PNV lo único que refleja es la capacidad que tuvo este partido para orientar la reivindicación autonomista en su beneficio político. La cultura nacionalista acabo por dar contenido al consenso político derechista en torno al primer autonomismo. Ello explica que el municipalismo del PNV fuera sentido como propio tanto por los lectores católicos del Noticiero Bilbaíno como por tradicionalistas como José Luis de Oriol o Marcelino Oreja (Aguirre, 1935: 42, 90). 

	 

	 

	3. 1933: una auténtica autonomía Republicana 

	 

	Esta primera formulación autonómica fue planteada en un clima de intensa violencia. La República había desencadenado polarizadas pasiones políticas y una efervescencia religiosa provocada por las medidas laicistas adoptadas por el gobierno, que coincidieron con una explosión de violencia anticlerical descontrolada. Entre agosto y septiembre de 1931, los tiroteos y choques violentos entre Republicanos y nacionalistas se sucedieron, al igual que la represión gubernamental contra la prensa derechista. Mientras, en las faldas de Ezkioga, miles de peregrinos se reunían para orar junto a decenas de videntes que les comunicaban la preocupación de la Virgen por la impiedad reinante y la llegada de grandes desgracias colectivas. 

	Entre tiroteos y algaradas, editoriales insultantes y apariciones marianas, el 22 de septiembre de 1931, cuatrocientos veinte alcaldes vascos y navarros se desplazaron al foco de todas las desgracias, Madrid, para hacer entrega del Estatuto al presidente del gobierno provisional, Niceto Alcalá Zamora. En las Cortes se estaba debatiendo el proyecto de Constitución y ese mismo mes se aprobó su artículo 1, que definía la República como «un Estado integral, compatible con la autonomía de los municipios y de las regiones». Su «organización nacional» apostaba por una solución pragmática entre centralismo y federalismo, en la que la autonomía se contemplaba como una posibilidad que precisaba de la voluntad de la región, expresada en referéndum, y de la nación, manifestada por el Parlamento. El nuevo modelo de Estado mantenía perfiles unitarios, organizado en provincias que podrían unirse formando regiones autónomas. Y es que los tramites impuestos por la Constitución para la aprobación de los Estatutos eran rigurosos, pues debían contar con el apoyo de la mayoría de los ayuntamientos, de dos tercios del censo electoral regional y de las Cortes. La autonomía no se entendía como surgida de pretendidos derechos naturales de las regiones, sino de la voluntad de estas y la aprobación de las Cortes, que eran el único poder capacitado para otorgarla a las que lo solicitasen 

	235     Ante este panorama, el Estatuto de Estella quedaba bloqueado. Contaba con la oposición de la mayoría parlamentaria, Republicano-socialista, e incumplía el proceso de tramitación, al no haber sido sometido a referéndum. Además, su concepción confederal lo hacia incompatible con el Estado integral. Tres días después, fue declarado inconstitucional. La minoría vasco-navarra se retiró de las Cortes el 15 de octubre. El motivo, que refleja la cuestión subyacente en este primer autonomismo vasco, no fue este bloqueo estatutario, sino la aprobación del artículo 26 de la Constitución, que preveía la expulsión de la Compañía de Jesús entre otras medidas anticlericales (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 1999: 119-120). 

	Mientras estos hechos tenían lugar, el proceso autonómico volvió a comenzar bajo la nueva normativa Constitucional y un decreto regulador promulgado el 8 de diciembre por el gobierno de Azaña, en la víspera de la aprobación de la Constitución. Encomendaba la elaboración del texto a las Gestoras provinciales y exigía que fuera sancionado por las Asambleas provinciales de ayuntamientos para decidir si el Estatuto debía ser único; en cuyo caso debía ser aprobado por la Asamblea de estos; por el pueblo en referéndum y por el Parlamento. El PNV aceptó la propuesta, respaldando el nombramiento de Niceto Alcalá Zamora como presidente de la República. 

	El vuelco fue total. El socialismo se había limitado hasta entonces a rechazar cualquier demanda que, como la de Estella, pudiera permitir, en famosas palabras de Prieto, «un Pequeño Paraguay, gobernado dictatorial e inquisitorialmente desde Loyola y Deusto». El nacionalismo no podía dominar el espacio urbano en donde el socialismo se había hecho fuerte, pese a que Bilbao fuera también su cuna. Se trataba de la eterna lucha entre liberales y carlistas, como reflejó Prieto en un lema que había inventado para Bilbao y que luego tomaría prestado la defensa de Madrid en 1936: «Contra los carlistas bizkaitarras; contra los reaccionarios todos, es preciso que os juramentéis diciendo: ¡No pasaran!» (Fusi, 1979: 93-94; Saiz Valdivielso, 1989: 45, 75).

	 Así, entre julio y septiembre de 1931, cuando la derecha católica se movilizaba en favor del Estatuto de Estella, el socialismo vizcaíno había decidido responder con hechos. La minoría Republicana del Ayuntamiento de Portugalete aprobó una moción que reclamaba «restablecer la personalidad del territorio encartado» frente al «espíritu reaccionario y faccioso del Estatuto vasco aprobado en Estella». 

	236 Trece ayuntamientos secundaron la propuesta y aprobaron, en la Asamblea de Sopuerta, unas «Bases para un anteproyecto de Estatuto de las Encartaciones y territorios agregados». La peculiar iniciativa pretendía solicitar el autogobierno para una comarca dotada de ciertas peculiaridades (era castellano-parlante pese a su condición rural), donde el nacionalismo era débil. Los «territorios agregados» a que se refería el anteproyecto eran la Margen Industrial de la ría del Nervión y Bilbao, donde el socialismo era mayoritario. 

	Se trataba, pues, de conferir rango estatutario al «no pasaran» prietista. Dado que la tradición de autogobierno residía en la provincia, pretender un Estatuto regional tenia tanta validez, a ojos del socialismo, como buscarlo para una fracción de esta. Pues de lo que se trataba no era de «reintegrar» derechos históricos, sino de impulsar un autogobierno Republicano. «No existía un problema encartado ni había fundamentos objetivos para crear una autonomía nueva al margen del resto de la provincia y el País Vasco», apunta De la Granja (1986: 264). La reflexión puede invertirse para entender la perspectiva socialista: no existía un problema vasco ni existían fundamentos objetivos para crear una autonomía regional al margen de la legalidad Republicana 

	Con estos precedentes, la posición del PSOE a comienzos de 1932 seguía el dictado expuesto en Bilbao por Indalecio Prieto el 2 de mayo de 1931: «He traído el encargo de Presidente del Gobierno de notificar al País Vasco ese compromiso de propugnar y conceder las libertades del pueblo vasco. Los vascos no deben olvidar que el Estatuto que ha de regir la vida del país, recogiendo sus ideas democráticas, ha de ser una obra que saiga de las Cortes Constituyentes, formadas por la voluntad de España. Hay que hacer que ese Estatuto no sea un privilegio, sino una norma de conducta a seguir emanada de todas las regiones peninsulares y de la libertad en que ha de vivir toda España» (Aguirre, 1935: 31). El proceso autonomista debía surgir de la voluntad de los habitantes del territorio «regionalizable». Se aceptaba la existencia de unas libertades» (que no derechos) que pertenecían al pueblo (vasco) y debían restituirse, y que se interpretaban como democráticas, siguiendo la tradicional lectura liberal del fuero. El socialismo llegaba, gracias a su asimilación crítica del fuerismo liberal, a formular una auténtica idea regional» del país al carecer de las hipotecas telúricas que agarrotaban el ideario autonómico de la derecha. 

	El dilema del autonomismo socialista y Republicano residía en la necesidad de disociar la libertad del derecho, reconvirtiendo aquella en un hecho político en el que la historia estuviera subordinada a la voluntad popular. Ello implicaba impedir que el nacionalismo rentabilizara el autonomismo, como en Estella, y favorecer la españolización del Estatuto, convirtiéndolo en un respaldo periférico de la República (De la Granja, 1986: 298-299). 

	237     Cuando las Comisiones Gestoras retomaron la iniciativa autonómica, Republicanos y socialistas requirieron la colaboración de las derechas. El PNV aceptó. La Comunión Tradicionalista y la derecha católica, no. Una Comisión, formada por cuatro Republicanos, tres socialistas, un nacionalista, un católico-fuerista y un independiente, redactó un nuevo Estatuto, que fue aprobado por los ayuntamientos vascos pero rechazado por los navarros en la Asamblea de Pamplona de 19 de junio de 1932. El proceso hubo de volver a comenzar, esta vez centrado en un ideal regional exclusivamente vasco. La difícil connivencia política entre nacionalistas y socialistas dio paso, entre otoño de 1932 y verano de 1933, a una violenta confrontación callejera que hizo imposible el acuerdo. El PSOE dilató el proceso, con el fin de evitar «una autonomía hegemonizada por el nacionalismo vasco». Antes de aprobar cualquier Estatuto era necesario Republicanizar la sociedad vasca y marginar al PNV, política que comenzó a aplicarse expulsando al representante de este partido de la ponencia para elaborar el nuevo Estatuto (De la Granja, 1986: 300-301; Fusi, 1979: 93-95). 

	Las elecciones municipales de 23 abril de 1933, sin embargo, mostraron la imposibilidad de «Republicanizar» el País Vasco. El dominio de la derecha en el espacio rural volvió a ser abrumador. El ascenso del PNV fue espectacular. Republicanos y socialistas renunciaron a seguir retrasando la tramitación del Estatuto en espera de un cambio en la cultura política del país que no se vislumbraba posible. La reactivación del proceso autonómico redujo la tensión callejera. El 6 de agosto de 1933, el nuevo Estatuto fue aprobado por los ayuntamientos vascos en Asamblea reunida en Vitoria. 

	El discurso inaugural de esa Asamblea, del Republicano autonomista Ramón Madariaga, expuso los principios del nuevo proyecto: unidad del País Vasco, autonomía de sus provincias e igualdad entre ellas, respeto a la Constitución, reivindicación del euskera como idioma oficial e intangibilidad del Concierto económico. A instancias del PNV se incluyó una reivindicación foral en el artículo 1: «El régimen que aquí se establece no implica prescripción extintiva de los derechos históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya». Constituía una cesión al imaginario del nacionalismo y de sectores tradicionalistas simpatizantes con el ideal autonómico (De la Granja, 1986: 381-382 ; 1988: 33). 

	La nueva región nacía con ciertas discapacidades en su definición cívica, como reflejaba su ambigua denominación, con adiciones nacionalistas y tradicionalistas (País Vasco, Euskalerria y Euzkadi); así como lo improvisado de su territorialidad, dada la defección navarra y el escaso entusiasmo autonomista alavés (De la Granja, 1990: 75; Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 1999: 258-259; Aguirre, 1935: 199). Pese a todo, el hecho político regional se imponía al provincial. Eran las propias provincias «con características étnicas, históricas, culturales y económicas comunes» quienes, en virtud de su comunidad de intereses y memoria de autogobierno, acordaban constituirse en «región autónoma», delegando su soberanía. Su autonomía era difuminada, introduciéndose criterios de representación proporcional en base a la población. Esta opción unitarista fue inducida por Republicanos y socialistas, especialmente por los segundos, que habían abandonado un planteamiento federalista provincial (Aguirre, 1935; 54; De la Granja, 1986: 301-302; 1988: 34-35). 

	238     Este autonomismo «de nueva planta» era reforzado con constantes referencias a la legalidad Republicana y a la soberanía de la nación. La regulación de los poderes descansaba siempre en el «sufragio universal, directo y secreto» del nuevo titular de la soberanía regional: el pueblo vasco. El Estatuto cuidaría que los vascos disfrutarán de todos «los derechos individuales y sociales» amparados por la Constitución, lo que implicaba la no discriminación étnica (De la Granja, 1988: 33-40). El euskera mantenía cierto halito diferencial en tanto que «idioma originario de los vascos», quedando reducida su promoción educativa y administrativa a los territorios euskaldunes. Socialistas y Republicanos habían hecho suyas, en esta cuestión, unas palabras de Miguel de Unamuno, pronunciadas el 21 de julio de 1931 en las Cortes: «El que quiera, que sea bilingüe, trilingüe o poliglota, pero como obligación de ciudadanía, jamás; la ciudadanía es simple y no la hay doble, ni triple, ni múltiple; y en lenguas, las hay diferenciales y las hay integrales» (Saiz Valdivielso, 1989: 78). Evidentemente, no veían el euskera como una lengua «integral», con valor cívico, pero tampoco deseaban que se convirtiera, como había pretendido el proyecto de Estella, en diferencial completamente... 

	 

	 

	4. 1936: el fracaso del autonomismo vasco 

	 

	Entre septiembre y octubre de 1933 ocurrieron importantes cambios políticos: la caída del gobierno Azaña y la derrota en las Cortes del nuevo gobierno Lerroux llevó a un nuevo equipo dirigido por Martínez Barrio a convocar elecciones generales el 19 de noviembre. El contexto político incidió en los preparativos del referéndum del Estatuto, al plantearse su adelanto o atraso a las elecciones nacionales y la intervención, o no, en el de los partidos como supervisores. El Partido Radical de Martínez Barrio vio la conveniencia de fijar un plebiscito que beneficiara al PNV de cara a las elecciones, lo que perjudicaría a socialistas y Republicanos de izquierda (Fusi, 1979: 103-107). 

	239 Así surgió ese «extraño maridaje o entente cordial entre dos partidos tan distintos ideológicamente como el Radical y el PNV, que ayudo al doble triunfo estatutario y electoral de este último». Martínez Barrio resolvió, por decreto, el 29 de octubre, convocar el plebiscito el 5 de noviembre y negar la intervención en el de los partidos, impidiendo, indirectamente, la de las asociaciones profesionales y las corporaciones publicas (De la Granja, 1986: 385-386; 1990, 71). 

	El referéndum fue perfectamente fabricado desde Madrid para que beneficiara al PNV, dado que la rapidez de su celebración y la falta de control de los partidos permitirían al primer partido del país (y al más proporcionalmente extendido) asegurar que los resultados fueran lo necesariamente favorables que la ley exigía y, posteriormente, capitalizar electoralmente ese éxito, al presentarse como el campeón del movimiento pro-Estatuto. Socialistas y Republicanos de izquierda, los grandes afectados, se desentendieron de la campana propagandista organizada por las Gestoras y llamaron a la abstención en Vizcaya, denunciando las mínimas garantías democráticas del plebiscito. 

	La autonomía estaba ya beneficiando políticamente al PNV antes de ser ejercida, lo que apuntaba que, una vez lograda, terminaría por catapultarlo al liderazgo político. Ejemplo de ello fue el cierre de la campana plebiscitaria, que tuvo lugar en la capital alavesa, la menos estatutista. Se trató de un peculiar homenaje a Mateo Benigno de Moraza, histórico defensor de los Fueros en 1876. El simbolismo fuerista del acto reflejó el triunfo del PNV en establecer un hilo conductor entre los Fueros y el Estatuto. Por lo demás, tradicionalistas y católicos «neutros» optaron por llamar a la abstención o dejaron libertad de voto, lo que genero un amplísimo movimiento de respaldo al texto, beneficiado por el posicionamiento favorable del obispo de Vitoria. 

	Los resultados reflejaron un masivo voto favorable, que alcanzó el 84 por 100 del censo electoral. La desproporción de cifras entre los resultados de las dos provincias controladas por el PNV y aquella en que este contaba con menor fuerza, Álava, el nulo reflejo en ellos de la campana abstencionista de las izquierdas, y el testimonio critico de la opinión publica, reflejan que el referéndum del Estatuto constituyó un gran fraude electoral nacido de la necesidad de conseguir la mayoría que demandaba una legislación que contabilizaba la abstención como voto en contra (De la Granja, 1986: 394-395; Mugarza, 1974: 65-66). 

	Para De Pablo, Mees y Rodríguez Ranz (1999:252), «independientemente de las irregularidades cometidas en el referéndum —reconocidas por los propios nacionalistas—, la actitud proestatutista de la mayoría del electorado Guipuzcoano y vizcaíno y su respaldo a la formula autonómica de vertebración del País Vasco en el Estado español era clara y manifiesta». 

	240 La cuestión esta en si realmente se puede extrapolar una voluntad popular autonomista de un resultado fraudulento. En primer lugar, la necesidad que el PNV tuvo de «volcar el censo» haciendo que hasta los mismos muertos a quienes apelaba en sus discursos telúricos manifestarán su autonomismo (el censo electoral se cubrió de fallecidos que «votaron», especialmente en las areas rurales) refleja la poca confianza que este partido tenia en la amplitud de este sentimiento. En segundo lugar, la existencia de fraudes en otros plebiscitos similares de esos años (caso del Catalán y, especialmente, del gallego) no disculpa el hecho de que la voluntad real de la ciudadanía fue, en estos comicios, disfrazada por la clase política. 

	Dos tesis asociativas se han vertido en relación con este triunfo del autonomismo, refrendado luego de forma más higiénica en el éxito arrollador de la candidatura más resueltamente autonomista, la nacionalista, en las elecciones generales del 19 de noviembre. En opinión de Fusi (1979: 29), el PNV, gracias a su «decidida y resuelta política de reivindicación de un régimen de autogobierno para el País Vasco», habría capitalizado la «frustración y decepción» de la opinión vasca ante las dificultades con que tropezó su proceso de gestación. Esta tesis, ya adelantada por Orueta (1934:228-229), es tentadora, pero difícil de demostrar, pues esa ciudadanía resulta difícil de emplazar más allá de la militancia nacionalista, de ciertos Republicanos vasquistas y de un conglomerado de simpatizantes de la derecha, especialmente tradicionalistas. 

	No hay duda, pese a ello, de que existía una importante inquietud autonomista, dados los resultados del referéndum (por muy engordados que fueran) y el triunfo nacionalista en las elecciones generales. Ello obliga a recurrir a otra tesis relativa al éxito movilizador del PNV, que fue capaz, en palabras de Díaz Freire (1993: 221-222), de «actuar sobre el imaginario colectivo mediante el lenguaje sin palabras de sus concentraciones publicas». Dicho imaginario estaba sostenido por una cultura simpática a la particularidad étnica que, sin embargo, carecía de significado práctico entre la mayoría de los que la asimilaban si no estaba asociada a una religiosidad integrista que actuaba como marco de comunicación identitaria. Así lo expuso Zugazagoitia (1934: 77-78): «El nacionalismo es un movimiento de masas católico. (...) La República ha venido a facilitar su desarrollo. Su política en orden a la Iglesia —política de cuya total corrección parece haberse encargado con el mayor gusto un partido de la tradición anticlerical del lerrouxismo— le ha proporcionado adhesiones innúmeras» 

	241     En definitiva, el Estatuto llegó a situarse, gracias a la intensa campaña movilizadora de 1931, en la medula de ambas culturas, la étnica y la católica, pero especialmente de la segunda. Para los nacionalistas sería la clave redentora que conduciría a la independencia nacional, pero, para todos los católicos, sería, además, la llave para separar el País Vasco del infierno revolucionario desatado por los gobiernos de Madrid. Así, aunque una parte de la derecha vasca, la españolista, abandonara la demanda autonomista en su dimensión de reivindicación política, esta no se despegó tanto de sus bases. Y es que este símbolo apelaba a un ideal de comunidad política tranquila, ordenada y católica, unida en una memoria foral y una estética rural, que pretendía tomar forma material con el Estatuto. 

	Fue, por lo tanto, la defensa del catolicismo y su asimilación a la identidad vasca lo que alimentó la demanda estatutista y fomentó el trasvase de votos de tradicionalistas y «católicos neutros» al PNV. Todo ello fue bendecido por la Iglesia, cuyo principio electoral orientativo era votar a los partidos con capacidad para sacar adelante un programa católico mediante su entrada en las instituciones publicas, jy que mejor institución para ser controlada que una que pudiera ser autónoma del «impío» Madrid! (De la Granja, 1986: 415, 421,543-544; Plata Parga, 1991: 216-223). La comunicación entre catolicismo y vasquismo en torno a lo que el PNV denominaba la «defensa de la civilización cristiana» funciono en el plebiscito y volvió a hacerlo en las elecciones generales. El PNV convenció en su imagen de «fuerza autonomista por excelencia» y se mostró, así, como el partido más capacitado para defender el orden y la moral católica. Su premio fueron los mejores resultados de su historia: el 50 por 100 de los diputados elegibles y una tasa de voto media del 34 por 100, con liderazgo en Vizcaya y Guipúzcoa (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 1999: 256-257; De la Granja, 1986: 438). 

	El siguiente requisito que quedaba era la aprobación parlamentaria del texto. Pero el Parlamento quedo, tras estas elecciones, dominado por una mayoría compuesta por el Partido Radical, la CEDA y los agrarios. Ninguno de estos partidos tenia especial sensibilidad autonomista. Así, durante la tramitación parlamentaria, surgió la cuestión de Álava, que amenazó el ideal de un «pueblo vasco» como sujeto político con derecho a la autonomía. La elevada abstención en el referéndum del Estatuto en esa provincia, y el triunfo tradicionalista en ella en las elecciones, revalidaron la «singularidad alavesa». En cuanto fue entregado el Estatuto a las Cortes, José Luis de Oriol solicitó la exclusión de la provincia del proceso, con el argumento de que este no había contado en ella con los votos requeridos. La moción fue derrotada por solo once votos de diferencia, pero el proceso de tramitación quedo paralizado entre abril de 1934 y abril de 1936 al no contar con una mayoría parlamentaria proclive a su activación. 

	242     Mientras, la falta de sintonía entre el gobierno central, conservador y antiautonomista, y la Generalitat catalana, baluarte de la izquierda Republicana, término en un grave conflicto político en verano de 1934. La Ley de Contratos de Cultivo votada en el Parlamento Catalán fue anulada por el Tribunal de Garantías Constitucionales. Los diputados de la Esquerra abandonaron las Cortes seguidos por la minoría nacionalista vasca. A la par, los ayuntamientos vascos se rebelaron contra la vulneración del régimen de Concierto económico que pretendía el gobierno a través de la nueva ley sobre el Estatuto del Vino. Se initio un nuevo movimiento municipalista, esta vez dirigido a defender la efectiva autonomía provincial del Concierto. Culminó con la Asamblea de Zumárraga, que sirvió de acta de reconciliación entre el nacionalismo y la izquierda Republicana, en la que se acordó la dimisión colectiva de todos los corporativos el día 7 de septiembre, que conllevó la parálisis institucional. Este giro a la izquierda del PNV fue criticado por la opinión publica católica, que lo asoció al movimiento revolucionario ocurrido en octubre a raíz de la incorporación de la CEDA al gobierno de Lerroux. 

	En los meses de preparación de las elecciones generales de febrero de 1936, el Frente Popular incluyó la demanda de la autonomía regional en su programa con el fin, por un lado, de distanciarse del centralismo del bloque de derechas y, por otro, de atraerse el voto de sectores vasquistas. Su espacio en el programa electoral fue, pese a todo, muy pequeño, inferior al dedicado a la amnistía de los represaliados por la insurrección de octubre o a la recuperación de la política reformista del primer bienio, en donde se encontraba la cuestión de una Cataluña cuyo Estatuto había sido suspendido por las Cortes radical-cedistas... 

	La polaridad ideológica de estas nuevas elecciones generales afectó al PNV, que se vio arrastrado a una agria disputa con la derecha españolista por el control del electorado católico neutro. Esta se desprendió completamente de cualquier reivindicación estatutaria e incidió en su estrategia contrarrevolucionaria, recuperando buena parte de los apoyos perdidos en 1933, lo que implicó un fuerte retroceso del PNV. El triunfo del Frente Popular, en un clima de creciente enfrentamiento civil, relanzó la reivindicación autonomista. La Generalitat catalana fue restablecida e Indalecio Prieto acordó un nuevo impulso al Estatuto vasco. De nuevo la política no encauzaba ninguna demanda popular sino que la improvisaba dentro de su particular juego de alianzas y equilibrios. A la altura de la primavera de 1936, el fin de la autonomía era asegurar una vía de integración del nacionalismo vasco en el bloque Republicano y su ruptura final con el bloque de derechas. El discurso de Prieto en el homenaje a Macià en Bilbao, el 14 de abril de 1936, expone el marco cívico de la autonomía: más allá de «las características étnicas» de los pueblos, la razón principal para aquella residía en el «crecimiento político» de los mismos, pues «él, por sí solo, aunque no hubiese más razones, constituye justo título de la autonomía» (De la Granja, 1986: 580). 

	243     A la autonomía por el «derecho» étnico se impuso la autonomía por el «hecho» político, por la voluntad de la ciudadanía reflejada en plebiscito y —mas aun— de una clase política que deseaba la estabilidad del sistema Constitucional. Ello explica que la nueva Comisión de Estatutos de las Cortes, presidida por Prieto y con Aguirre de secretario, validara el 12 de mayo el resultado del plebiscito de noviembre de 1933 fijando la soberanía regional sobre la provincial, como establecía el artículo 12 de la Constitución. El nuevo Estatuto mostró en su corpus normativo esta afirmación cívica. Su cometido era reflejar un hecho político y no perderse en largas disquisiciones semánticas sobre turbias prerrogativas preconstitucionales. Los 53 artículos y 9 títulos del Estatuto de 1933 se vieron reducidos a 14 y 5 títulos, notable proceso de simplificación que facilitó su tramitación. No es casual que esta depuración afectara a los condicionantes étnicos del primer proyecto, suprimiéndose las menciones a los «derechos históricos» y la restauración foral, a la posible integración de Navarra e incluso a la denominación del País Vasco como Euzkadi. 

	«Con arreglo a la Constitución de la República y al presente Estatuto, Álava, Guipúzcoa y Vizcaya se constituyen en región autónoma dentro del Estado español, adoptando la denominación de "País Vasco"». El sujeto político de la autonomía era una «región» dotada de una única denominación castellana. Desaparecía, además, el culto a la particularidad lingüística como reflejo de una etnicidad que requería de reconocimiento político. El euskera pasaba a denominarse «vascuence» y era considerado, en paridad al castellano, lengua oficial. Desaparecía su mención como «idioma originario». El derecho a aprenderlo en la enseñanza y utilizarlo en la administración quedaba para las áreas de mayoría euskaldun. El desguace del armazón telúrico concluía con la eliminación de cualquier espectro de desigualdad en el ejercicio de los derechos políticos por razón de origen sanguíneo (De la Granja, 1986: 61-63). 

	Resulta un tanto paradójico que para reforzar el ideal de unidad regional fuera necesario disolver el contenido etnicista de la identidad y tradición política vascas, que parecía conducir a una concepción confederal del autogobierno. En el nuevo Estatuto de 1936 se procedió a un tratamiento menos respetuoso del hecho provincial, excepción hecha del cuidado puesto en la preservación del régimen de Concierto. La mención a la autonomía de las provincias fue mucho más difusa y no reconocía a estas ningún mínimo de facultades, que serían, en todo caso, las que no se atribuyeran los órganos comunes. La ignorancia del pasado foral fue compensada por el recurso a un referente mucho más adecuado al hecho cívico que se buscaba reconocer: el Estatuto Catalán. 

	244     Pero cuando el 18 de julio de 1936 un golpe de Estado militar se convirtió en una larga guerra civil, esta cuidadosa definición cívica de la autonomía vasca se vino abajo, convertida en terrible manifestación de la «amenaza rojo-separatista» a que aludía la derecha vasca, tradicionalista y falangista, en rebelión, dejando a Álava y a buena parte de Guipúzcoa apartadas de ella. Así, la autonomía final constituyó un autentico fracaso, en la medida en que no contó con el respaldo de la mayoría de los vascos, que se vieron divididos y enfrentados en las trincheras, quedando reducida al gobierno de una de las tres provincias vascas. 

	 

	 

	5. La Segunda República y el nacimiento del autogobierno vasco 

	 

	El autonomismo vasco careció durante la Segunda República de una identidad colectiva sobre la que sustentarse. Fue un discurso difuso y dependiente del debate político. Debido a ello, su capacidad movilizadora fue escasa, quedando siempre vinculada al efecto impulsor que le confiriera una clase política que actuó de forma autónoma a las demandas de un pueblo que, debajo de su mítica soberanía foral, quedaba como una suma de grupos sociales, fragmentada en provincias y carente de una fuerza política hegemónica. La Comunión Tradicionalista lo era en Álava y algunas comarcas Guipuzcoanas. El PNV dominaba la Vizcaya y Guipúzcoa rurales, pero no las ciudades y villas industriales, donde, sin embargo, su peso atenuaba el del socialismo y Republicanismo mayoritarios, igualmente debilitados por la derecha católica. Este multipartidismo se completaba con una variada polarización: entre una cultura política católica y otra laicista, entre una identidad nacional española y otra vasca, entre una reivindicación de la clase y una negación de esta... 

	La historiografía ha mostrado la trayectoria de este multipartidismo: bipolarización entre Republicanos y socialistas, y derechas católicas en 1931; triangulación (Republicanos y socialistas, derechas, y nacionalistas vascos) en 1932; y, en 1936, nueva bipolarización con el paso del PNV a las filas Republicanas, explicable por el respaldo de la República al Estatuto de Autonomía y, quiza, por una arriesgada apuesta táctica de ese partido por conseguir, mediado un previsible fracaso del golpe militar, la hegemonía absoluta sobre la derecha vasca (y navarra) por eliminación política de esta, que se derivaría de su respaldo a los militares golpistas. 

	245     La falta de partidos o sensibilidades políticas articuladoras impidió la existencia de un discurso y programa autonomista con aspiraciones integradoras. La cuestión del autogobierno quedo subordinada al juego de consensos políticos y hubo de «hacerse» a si misma, en tanto que reivindicación, improvisándose al compas del ejercicio de la política. Por ello, las «sucesivas oleadas autonómicas vascas» (Castells, 2005: 13) que supuestamente habrían culminado en este tiempo, no dejaron de ser, en realidad, poco más que leves marejadillas... Y es que la demanda autonomista se intercaló en el complejo juego político, lo que hizo que existiesen casi tantas como proyectos confluyeron en la ajetreada política de esos anos. Surgió no como expresión de una demanda popular, sino como una solución transversal de la clase política a la debilidad de la democracia liberal, que convirtió el ideal de autonomía en un fácil reclamo de ecos identitarios destinado a concitar acuerdos entre sensibilidades políticas. 

	Los principales partidos demostraron tener concepciones muy distintas acerca de la autonomía y ninguno de ellos mostró que el Estatuto fuera una aspiración en si misma, una meta política identitaria, sino un medio con el que alcanzar otros objetivos: un «dique de contención» frente al régimen Republicano, para tradicionalistas y derecha católica; un instrumento de consolidación periférica de la República, para la izquierda Republicano-socialista; un primer jalón en el camino a la soberanía plena de la nación vasca, para el nacionalismo (De la Granja, 1990: 54 y 75). Así pues, no solo las fuerzas políticas «instrumentalizaron la autonomía vasca en función de sus fines e intereses partidistas», sino que ello en si mismo cuestiona la existencia de una idea consensuada de «autonomía» y apunta a que esta fue una construcción de la política vasca mediada la intervención de una República que había dado vía libre a aspiraciones regionalistas. Una República que actuó como primer momento generador de discursos y realidades políticas auténticamente vascas, de carácter unitario y regional. 

	El planteamiento cronológico utilizado en este trabajo demuestra, de hecho, la escasa uniformidad de la demanda de autogobierno, acorde con este primer momento autonomista. La evolución de esta cuestión en diferentes y sucesivos proyectos estatutarios refleja la de la política vasca y no la de la identidad vasca. Muestra, en definitiva, el enorme grado de artificio de esta demanda, su dependencia de la circunstancia política y del programa particular de cada partido, así como la ausencia de «una concepción unánime del hecho vasco, de un consenso sobre la idea política y territorial de Euzkadi». Sólo el nacionalismo asumía una idea de patria vasca, en la que incluía Navarra y los territorios vasco-franceses. Por el contrario, tradicionalistas, «católicos neutros», Republicanos y socialistas, hasta falangistas, «podían entender el País Vasco como una región diferenciada por una cultura singular, una lengua propia y unas instituciones históricas privativas, los Fueros, pero negaban que tales características justificasen la idea de "nación vasca"» (Fusi, 2000: 110) 

	246     La autonomía pasada, provincial, caso con dificultad con los nuevos proyectos autonómicos impulsados por la República, que carecieron, incluso, de un apelativo uniforme (Euzkadi, País Vasco, Euskal Herria, Provincias Vascongadas) en la propia lengua en que se gestionaba el poder y se practicaba la política, lo cual, como ha recordado Juan Pablo Fusi, dista de ser políticamente «irrelevante». Y es que ello debe unirse a la incoherencia de la territorialidad a reivindicar. En el bloque conservador, la suma oportunista de Navarra al proyecto autonómico de «Gibraltar vaticanista» de 1931 derivó en su rápida resta, igual de oportunista, en 1932, ante su incómoda redefinición Republicana. Álava pretendió seguir el mismo camino y solo once votos parlamentarios se lo impidieron en 1934, quedando fuera, a partir del levantamiento militar del 18 de julio, del Estatuto de 1936. En el bloque de izquierdas, la frustración ante el monopolio conservador del autonomismo en 1931 derivó en una pretensión comarcal que hubiera fracturado la provincia, que era la reivindicada, aun en 1933, por la Federación Socialista Guipuzcoana como marco del Estatuto. Todo este desbarajuste geográfico término por dar lugar a una región cuyo apelativo más consensuado contaba con cien años de historia (País Vasco), mientras el que trataba de suplantarlo no alcanzaba los cincuenta (Euzkadi) (De la Granja, 1986: 633-634; Fusi, 1979: 142-143). 

	Estas dificultades han sido subrayadas por algunos de los mejores historiadores que se han ocupado de este periodo (Fusi, 1979 y 1984; De la Granja, 1986, 2003 y 2007). Sin embargo, pese a ello, la historia política de ese tiempo tiende a ser leida con demasiada asociación a lo que luego ocurriria en el último tercio de aquel siglo. El propio Fusi (1984: 29, 58-59) adujo que el crecimiento del PNV en esos años se debió a su capacidad para dar cauce de expresión a «un sentimiento ampliamente extendido en la opinión vasca». Pero resulta complicado encontrar dicho «sentimiento» más allá del (muy variable) tercio de electorado que votaba opciones nacionalistas. Por ello cuesta, también, entender que el bloqueo del Estatuto por el gobierno del primer bienio Republicano incumpliera «una de las más importantes aspiraciones que el pueblo vasco había asociado a la llegada de la República» (Díaz Freire, 1990: 49). Y es que ese «pueblo vasco» debe de quedar reducido, insisto, a la «comunidad nacionalista vasca» que constituye el sujeto de reflexión de las paginas en que se contextualiza esta cita. Y ya se ha visto como, incluso en tal caso, tal aspiración fue improvisada en 1931 

	Porque, sin este tipo de matizaciones, se produce una asignación de inquietudes autonomistas puras a reivindicaciones que en realidad concedían poca entidad a la autonomía en si, salvo en lo que conectaba con otros problemas culturales de mayor trasfondo, como la defensa del ideal de República española, del de nación vasca, o de la religiosidad católica. 

	247 La reivindicación de 1931 genero una extensa socialización del proyecto autonomista de Estella. El fracaso de este proyecto, sin embargo, no llevó a las masas a la calle, al contrario, dejo el movimiento autonomista en una esclerosis social que quedo bien reflejada en la campana plebiscitaria de noviembre de 1933. Así, cuando llegó el referéndum, hasta los muertos hubieron de votar, por no hablar de los vivos, que lo hicieron tantas veces como fue necesario, por lo que atribuir a este plebiscito unos resultados en pro de la autonomía «significativamente abrumadores» (Díaz Freire, 1990: 50) resulta exagerado. 

	Todo esto es una mera reflexión sobre algunos de los lugares más comunes de la historiografía en relación con el proceso de fabricación política de la cultura unitarista vasca. En definitiva, fue un accidente político, la llegada de la República, el que dio pie a crear el primer autogobierno de una realidad regional que fue inventada al compas del cambio político generado por ese nuevo régimen. Las palabras de Ramiro de Maeztu en 1934, con ocasión del debate parlamentario sobre la cuestión alavesa, reflejan esa novedad extrema del hecho político vasco así como la instrumentalización simbólica que el nacionalismo hizo de el: «Hemos de elegir entre seguir siendo españoles y alaveses, o pertenecer a esa entidad de la que yo no he oído hablar sino cuando tenia veinticinco o treinta años, y que se llama Euzkadi. Señores Diputados, nosotros, los alaveses no nos hemos criado en la idea de la existencia de Euzkadi, no sabemos lo que esto significa» (Aguirre, 1935: 443; Fusi, 1979: 142). 

	Este carácter novedoso del hecho regional es el que explica la improvisación política con que se llevó a cabo la definición de una cuestión en la que, como lamentó Orueta, «no se quiere leer, se quiere improvisar». No se aprovechó la memoria de la foralidad decimonónica para elaborar una estrategia unitaria basada en una cultura vasquista común, sino que esta fue instrumentalizada en base a necesidades políticas del presente. El mejor ejemplo de esta improvisación fue la retórica caudillista que acompañó al liderazgo de José Antonio Aguirre del primer movimiento autonomista de 1931, centrada en el culto común entre tradicionalistas y nacionalistas a un «redentor iluminado y genial» destinado a arrebatar el Estatuto a España (Arrese, 1932: 44). 

	Esta retórica muestra un discurso huérfano de recursos argumentales y simbólicos sólidamente identitarios con que levantar un nuevo sujeto político como la región unitaria. Comentaba Orueta (1934: 208): «pedir nada menos que un Parlamento general para el País Vasco y tres Asambleas legislativas, una para cada provincia, y hasta una nueva Hacienda, es algo con que nunca hubiésemos soñado; pero, seguramente que habrá otros que cederían gustosos estas rimbombantes instituciones por nuestras viejas y sencillas y... muchísimo más baratas Juntas Forales, únicas, con pase foral, que es lo que se pedía antes de forma más o menos clara al pedir la restauración del Fuero». Eso si, poco veía que su memoria foral estaba hecha de mimbres tan fabulosos como los de la nueva autonomía. 

	248     Solo una circunstancia unificó los variados proyectos autonómicos de 1931, 1933 y 1936: la capacidad del PNV para absorberlos e instrumentalizarlos gracias a la flexibilidad de su estrategia política. Y es que si su liderazgo fue obvio en el primero, también término por serlo en el segundo, al insertar en un texto impecablemente cívico una clausula etnoforal para lograr, finalmente, montar la escenografía plebiscitaria que lo llevo a las Cortes. Y, si bien es cierto que este liderazgo desapareció en el texto de 1936, también lo es que fue el PNV el que lo gestiona, a su antojo, cuando la formación del primer gobierno autonómico le aupó a la presidencia de este. 

	Desde el fracaso del proyecto de Estella, en este partido se impuso la necesidad «a cualquier precio» de obtener un Estatuto que diera carácter jurídico al pueblo vasco. Ello no suponía contradicción con su reivindicación de la reintegración foral-nacional de 1839, pues «para los nacionalistas vascos (...) el Estatuto, si llegan a conseguirlo, nunca será un fin, sino un medio. No se conforman con menos que con reconquistar su independencia» (Zugazagoitia, 1934: 74). Así, el Estatuto fue la clave retórica de la «inquietante y emotiva semántica» que funcionó esos años como «instrumento de unidad interna y como eje de la vertebración sentimental de la comunidad nacionalista» (Fusi, 1984: 34). Sustituyó a los Fueros como tal, pues permitía la primera definición, siquiera embrionaria, de aquella en tanto que comunidad de autogobierno. Se entiende, pues, que el PNV fuera el más intenso promotor de la autonomía frente al resto de actores políticos, menos crédulos en sus pretendidas propiedades taumatúrgicas. Y es que tanto la izquierda Republicana como la derecha antirrepublicana fueron movimientos españolistas, por lo que el Estatuto significó poco para ellos en si mismo, dado que el marco de su política no se cerraba en el Ebro. 

	Lo que hasta entonces había faltado a la retorica nacionalista, precisamente, era una adecuación entre su soñada nación y una tradición de autogobierno enraizada en la cultura foral. Al PNV le había sido imposible solventar esa contradicción entre memoria política provincialista e imaginario nacionalista, dado que su fidelidad a la tradición foral era obligada, pues de ella sacaba la coherencia mítica de su reivindicación nacional. En 1931, no había conseguido solventar la cuestión dada su unidad de acción con el tradicionalismo, que hundía su ideario en el fuerismo y en una cultura política común, capaz de sublimar su expresión en dos nacionalismos potencialmente incompatibles como era el vasco de los unos y el español de los otros (Ugarte, 2004: 253-255; Canales Serrano, 2006: 351-352). Paradójicamente, fueron sus enemigos Republicanos los que le proporcionaron la solución. Libres de hipotecas telúricas, definieron una región autónoma sustentada en una práctica del hecho político legitimada por la voluntad popular, por encima del derecho foral. 

	249     El hecho regional sobre el que descansó la autonomía vasca, por muy bien aprovechado que fuera por el PNV, fue fabricado como un producto instrumental de los partidos Republicanos, especialmente el sector del PSOE liderado por Prieto, que decidieron hacer suya esta reivindicación para fracturar el bloque católico y reforzar la España Republicana en la periferia del Estado. Fue el resultado de una democracia representativa (el Parlamento) que acudió a la democracia directa (el referéndum) para dar un tono popular a una reivindicación nacida en mayor medida del debate político que de la demanda popular. Tono que, además, resultó oscurecido por la práctica fraudulenta. 

	La reivindicación autonómica careció de un partido central que la promoviera en las provincias. El PNV solo alcanzó dicho calificativo en 1933, y únicamente en dos de ellas. Y lo fue, además, de forma voluble, dado que su retroceso de 1936 reflejó lo inestable de la disputada porción de electorado que le permitía optar a esa calificación. Pese a todo esto, cuando el Estatuto triunfo por la circunstancia política, dicho triunfo fue rentabilizado por el en tanto que partido que más cerca estaba de tener ese perfil central (que no centrista) y que más desarrollada tenia la sensibilidad autonomista, aunque fuera como mera adaptación táctica de un ideario independentista. 

	La inclusión de la semántica nacionalista en los diversos proyectos estatutarios, especialmente en el de 1931 pero también, en menor volumen, en el de 1933, y la transferencia de su simbolismo al gobierno autónomo formado en octubre de 1936, resultan, por lo tanto, comprensibles. Fue el Estado el que forzó a hacerse al País Vasco, y cuando ello ocurrió la única fuerza con capacidad para representarlo como nueva comunidad política era el nacionalismo. Era lógico que transfiriera su narrativa nacional a la demanda autonómica. Así lo hizo cuando se asoció a la derecha y así lo hizo cuando giró hacia la izquierda. Ninguna de estas otras opciones, afines al nacionalismo español, habían reelaborado este desde una clave regionalista que pudiera competir con la Euzkadi nacionalista. 

	El 9 de septiembre de 1932, las Cortes aprobaron el Estatuto de Cataluña. Indalecio Prieto propuso que fuera San Sebastián el lugar donde tuviera lugar la firma de aquel por el presidente de la República. El acto implicaba la reactivación del propio proceso vasco. 

	250 La llegada a la capital donostiarra de Niceto Alcalá Zamora, junto con Prieto y Lluis Companys, resultó accidentada. El PNV llamó a sus simpatizantes a ocupar las calles y convertir la llegada del presidente de la República en una manifestación del nacionalismo del «pueblo vasco». Cientos de abertzales inundaron las calles, gritando vivas a Euzkadi y Cataluña y mueras a España. Republicanos y socialistas respondieron, organizándose un tumulto en el que una bandera española fue desgarrada. Cuando, firmado el Estatuto, se izó la bandera catalana en el balcón de la diputación, el público pidió que se izara la vasca: «Exhibida inmediatamente por el Sr. Leizaola la bandera vasca, el Sr. Prieto dispuso que fueran enlazadas, haciéndolo el por sus propias manos mientras el entusiasmo de la muchedumbre se desahogaba en vítores a Cataluña y Euzkadi» (Mugarza, 1974: 63; Aguirre, 1935: 322; Dela Granja, 1986: 297-298). 

	El autonomismo precisaba de símbolos que no podían improvisarse con igual rapidez que la idea autonómica, pues debían contar con una difusión cultural entre las masas. Cuando se hizo necesaria su exhibición, el único que podía aportarlos era el nacionalismo. La ikurriña, bandera de este, se convirtió, así, en bandera de los vascos, y fue asumida como tal incluso por Prieto. La hegemonía identitaria que el PNV usurpó, con la aquiescencia del resto de opciones políticas, en la demanda autonómica no fue cedida ya nunca por este partido. Bien al contrario, su condición de victima de la represión franquista le confirió un halo de legitimidad aun mayor con el que requerir, llegada la Transición, una autonomía que ahora, ya si, contó con su hegemonía política. 

	 

	 

	6. Epílogo: el «problema vasco», de la República a la Transición 

	 

	«La República se ha adelantado con la Constitución a pedirnos un Estatuto». Estas palabras de Orueta (1934:229) son expresivas. Por simpatía con Cataluña las demandas de autogobierno se incrementaron en el País Vasco, pero su resolución respondió a la voluntad de los partidos Republicanos de intentar ganarse a una ciudadanía mayoritariamente desafecta a la República. El Estatuto fue consecuencia de la República y no resultado de una demanda política que precediera a esta. Parafraseando a Juan Pablo Fusi, fue el «pluralismo», no la «nacionalidad», lo que genero el Estatuto de 1936. Y este hizo posible, ya en la Transición, tras cuarenta años de dictadura y una memoria de este convenientemente patrimonializada por el nacionalismo vasco, la «nacionalidad». 

	Y es que, respaldado por el nuevo Estatuto de 1979, el PNV término de hacer efectiva socialmente su particular Euskadi como patria de los vascos, representada en los símbolos propios del nacionalismo (bandera, himno, apelativo) dotados de contenido institucional. El gran fantasma del Republicanismo, una autonomía gestionada por el nacionalismo, fue hecho posible por la derecha católica con la que este había compartido la primera etapa del movimiento autonomista, sublevada en julio de 1936 y legitimadora, así, de la recuperación de una perdida autonomía reconvertida, a la altura de 1978, en una suerte de derecho histórico de salida, no de llegada. 

	251     En otro lugar (Molina, 2005) he defendido una nueva lectura, más instrumental, de la etnicidad vasca, ese espacio de símbolos, mitos y representaciones identitarias acerca de los vascos elaborado por el fuerismo decimonónico y que inspiró la demanda autonomista durante la Segunda República. He propuesto leer esta etnicidad como una cultura romántica, inventada en la esfera publica local y nacional por el nacionalismo español en sus diversas variantes centralistas y regionalistas, vascas y «madrileñas». El 27 de agosto de 1931, Claudio Sánchez Albornoz, decía en el Congreso de los Diputados: «Acción Republicana aplaude la tendencia autonomista de la Constitución. (...) España ha sido siempre una y múltiple. (...) La República tiene que concordar el Estado con esa variedad en la unidad. (...) Vasconia ha sido siempre, como lo es hoy, el baluarte de la tradición española. Los que hoy se llaman vascos fueron, en otro tiempo, los españoles que se negaron a aceptar la Lengua y la cultura latinas, de la misma manera que hoy se niegan a aceptar los pensamientos y las formas políticas del pueblo español». 

	Este idealismo étnico de sesgo reaccionario que albergaba la representación política de lo vasco podría pensarse como propio del debate intelectual de la época, y, de hecho, puede localizarse en otras figuras como Salvador de Madariaga o Manuel Azaña. En realidad, se trataba de una manifestación depurada de una representación tópica de la identidad vasca que afectó a la demanda autonomista. Puede verse en la reacción de la clase política y opinión publica Republicanas al discurso de apropiación de esa identidad por parte de la coalición «católico-fuerista» de 1931. «La campana en torno al Estatuto de Estella consolidó la hegemonía cultural y política de la derecha popular en el País Vasco; la misma elección de la denominación "minoría vasco-navarra" fue un éxito: pareció como si nacionalistas y carlistas monopolizarán la representación parlamentaria de las provincias vascas y ocultó la fuerza —nada desdeñable— que en la misma tenían Republicanos y socialistas» (Fusi, 1979: 80). El problema no residió tanto en esa voluntad de apropiación cuanto en que fuera tan fácilmente aceptada por la opinión publica, hasta el punto de no poner objeciones a esa peculiar denominación de los diputados carlo-nacionalistas en las Cortes, como luego sucedería, de nuevo, en 1978 

	252     Durante el verano y el otoño de 1931, esta coalición recibió de la opinión publica Republicana calificativos durísimos, en los que se reflejaba un estereotipo vasco en el que el tradicionalismo (y el nacionalismo) eran concebidos como una consecuencia natural de la etnicidad. La acusación de «cavernícolas» o «trogloditas» era una adaptación del tópico vasco levantado por el nacionalismo español el siglo anterior (Saiz Valdivielso, 1989: 76-77; De la Granja, 1986: 255-256; Molina, 2005: 147-190, 219-228). Todos sus lugares comunes (el clericalismo, el salvajismo, la barbarie, el antiespañolismo, antiliberalismo, etc..) volvieron a aparecer en la esfera publica a la hora de calificar su triunfo electoral y sus demandas filoseparatistas. «Torpeza de la izquierda vasca fue no acertar a contrarrestar la identificación País Vasco-derecha, no enfatizar suficientemente ante la opinión la existencia de una tradición liberal e izquierdista tan representativa de la voluntad del pueblo como pudieran serlo el nacionalismo o el carlismo», dice Fusi (1979: 80-81). Torpeza no mayor que la del resto de la izquierda española, que había asumido, desde igual presupuesto mental, que su particular identidad colectiva dirigía a los vascos, por razón étnica, al tradicionalismo, si no al nacionalismo. 

	Este episodio facilita comprender la responsabilidad del Republicanismo y de partidos como el socialista en la definición política autonomista de una identidad que ellos mismos habían contribuido poderosamente a representar. Así como entender concesiones como la hecha en el proyecto estatutario de 1933 al imaginario étnico de lo vasco, o la facilidad con que la reivindicación autonómica acababa siendo entregada a la cultura del nacionalismo, como había hecho Prieto en la balconada de la Diputación Guipuzcoana en 1932. 

	El caso es que, si entre 1931 y 1936 solo el nacionalismo vasco tuvo un claro ideal autonómico, este no pudo alimentar un autentico «problema vasco» resultado de una general «reivindicación de un régimen de autogobierno para el País Vasco» (Fusi, 1984: 29). Dado que esta no fue ni popular ni una prioridad política, no existió «problema vasco» alguno salvo en el discurso e imaginario del nacionalismo vasco. Otra cosa es que, leído desde un presente en donde este es cultural y socialmente hegemónico, pueda resultar tentador convertir ese tiempo de debate autonómico en un tiempo «problemático» de la identificación del País Vasco con España. El «problema vasco» durante la Segunda República estuvo solo en el PNV, no en los otros partidos, que lo que sufrieron fue otro problema, el de España, el de su definición católica o laicista, liberal o autoritaria, centralista o regionalista. Y fue este problema, cuya manifestación territorial fue la autonomía catalana, el que, a remolque de esta, alimento el debate autonómico vasco. 

	253     A finales del Franquismo, en cambio, el problema ya no estaba solo en el PNV, sino en una importante proporción de vascos que compartía la representación que el nacionalismo hacia del país y sus gentes, así como en una creciente microcomunidad violenta que rechazaba la dictadura (y luego la democracia) recurriendo al terrorismo. Para solventar esta cuestión la clase política favoreció la incorporación del PNV a la gestión de un nuevo poder autonómico. Una gestión que se basó en una inteligente aplicación del principio del «problema» hacia atrás. 

	Evidentemente, la invención del pasado de los vascos como un problema político externo, entre estos como «pueblo» y España, ha ocultado, desde entonces, la esencia de ese pretendido problema: «Si tuviese que extraer una enseñanza clara de la historia de Euskadi en la Segunda República, sería esta: el mayor problema que tuvo el pueblo vasco para conseguir su autonomía fue su propia división interna (...) Históricamente, el llamado "problema vasco" es no solo un problema externo, de malas relaciones y enfrentamientos entre el País Vasco y el Estado español (...) sino también un problema interno, de falta de concordia y de convivencia entre los ciudadanos vascos» (De la Granja, 1986: 634; véase, asimismo, Fusi, 2002: 10 y De la Granja, 2007: 19-43). 

	La autonomía vasca durante la Segunda República muestra, de hecho, que lo que no existió fue siquiera un pueblo vasco. En un libro de título equivoco, Fusi (1979: 142) apunta como aquella lo único que reflejó es que «no existió una concepción unánime del hecho vasco, sino una pluralidad difícilmente conciliable de criterios que dio lugar a insalvables discrepancias políticas». Y es que el «problema vasco» no surge hasta la Transición, fue entonces cuando ya había un autentico País Vasco, una comunidad política que había asumido (mediados los efectos perversos de la dictadura y la transformación cultural generada por el cambio social de las décadas de los cincuenta y sesenta) su condición de tal, y su unidad en torno a una cultura común, la del nacionalismo vasco. De ahí que el libro de Fusi, publicado en 1979, tuviera un título más deudor del tiempo de la Transición que del de la Segunda República. Un título que refleja el estado de conciencia colectiva generado en esos anos, que se sustancio en la ignorancia del «problema interno» y la insistencia en el «externo». El nuevo País Vasco de esos años requirió de una nueva memoria publica que fue elaborada por un PNV que alcanzó el poder casi por delegación de todos los demás partidos, en tanto era reconocido en cierta forma como una manifestación política natural del «país», según la concepción étnica que de este se había hecho durante más de un siglo en la opinión publica y la clase política española. 

	254     A ello dedico mi atención histórica en este momento, guiado por unas palabras del filósofo Richard Rorty: «La lucha por el liderazgo político es, en realidad, una lucha por el relato del pasado». El triunfo del nacionalismo vasco durante el presente régimen democrático ha residido en esto. En haber convertido, recurriendo a un «mando» carismático sobre las «palabras» digno del bueno de Tentetieso, lo reciente (un pueblo vasco como sujeto de soberanía) en eterno, y lo circunstancial (el autogobierno) en un «derecho histórico» inherente a ese pretendido pueblo inmemorial. Tal «derecho» fue reconocido como tal por el Estado español gracias a la Constitución de 1978 y al Estatuto de Autonomía de 1979, convirtiendo, de paso, a ese pueblo en una «nacionalidad histórica» dotada de inmemoriales «derechos». En ese otro lugar al que me refería antes, califique, por cierto, al nacionalismo español como el mayor inventor de eso que algunos seguimos denominando el País Vasco.. 

	 

	 

	 

	Bibliografía 

	 

	AGUIRRE, José Antonio, Entre la libertad y la revolución, 1930-1935, Bilbao, Verdes Achirica, 1935. 

	ARRESE, Domingo, El País Vasco y las Cortes Constituyentes de la Segunda República, Madrid, Gráficas Modelo, 1932. 

	CANALES SERRANO, Antonio F, Las otras derechas. Derechas y poder local en el País Vasco y Cataluña en el siglo XX, Madrid, Marcial Pons, 2006. 

	CASTELLS, José Manuel, «La reivindicación del autogobierno vasco en la época de la Segunda República», Hermes, núm. 17, 2005. 

	CHRISTIAN, William A., Las visiones de Ezkioga. La Segunda República y el Reino de Cristo, Barcelona, Ariel, 1997. 

	DÍAZ FREIRE, José Javier, Expectativas y frustraciones en la Segunda República (Vizcaya, 1931-1933), Bilbao, Universidad del País Vasco, 1990. 

	— La República y el porvenir. Culturas políticas en Vizcaya durante la Segunda República, San Sebastián, Kriselu, 1993. 

	FUSI, Juan Pablo, El País Vasco: Pluralismo y Nacionalidad, Madrid, Alianza, 1984. 

	— El País Vasco 1931-1937, Madrid, Biblioteca Nueva, 2002. 

	— El problema vasco en la Segunda República, Madrid, Turner, 1979. 

	— «La cuestión vasca en el siglo XX», en M. ARBAIZA, La cuestión vasca. Una mirada desde la Historia, Bilbao, Universidad del País Vasco, 2000. 

	GARCÍA DE CORTAZAR, Fernando, y MONTERO, Manuel, «Historiografía», en Diccionario de Historia del País Vasco, San Sebastián, Txertoa, 1983. 

	GRANJA, José Luis de la, El Estatuto Vasco de 1936, Oñate, IVAP, 1988. 

	— El País vasco. El nacimiento de Euskadi en la República y la Guerra Civil, Madrid, Tecnos, 2007. 

	— El siglo de Euskadi. El nacionalismo vasco en la España del siglo XX, Madrid, Tecnos, 2003.

	 — Nacionalismo y Segunda República en el País Vasco, Madrid, CIS-Siglo XXI, 1986 

	— República y Guerra Civil en Euskadi, Oñate, IVAP, 1990. 

	MIRALLES, Ricardo, El socialismo vasco durante la Segunda República, Bilbao, Universidad del País Vasco, 1988. 

	MOLINA, Fernando, La tierra del martirio español. El País Vasco y España en el siglo del nacionalismo, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2005. 

	MONTERO, Manuel, «La invención del pasado en la tradición historiográfica vasca», Historia Contemporánea, núm. 7, 1993. 

	MUGARZA, Daniel, El decenio critico. La política y la guerra en el País Vasco entre 1930 y 1940, Oñate, Gráficas Loroño, 1974. 

	ORUETA, José de, Fueros y autonomía. El proceso del Estatuto vasco, San Sebastián, Nueva Editorial, 1934.

	 PABLO, Santiago de; MEES, Ludger, y RODRÍGUEZ RANZ, José Antonio, El péndulo patriótico. Historia del Partido Nacionalista Vasco. I: 1895-1936, Barcelona, Critica, 1999.

	 PEREA, Joaquín, El modelo de Iglesia subyacente en la pastoral del clero vasco (1918-1936), vols. III y IV, Bilbao, Desclee de Brower-IDTP,1991. 

	PLATA PARGA, Gabriel, La derecha vasca y la crisis de la democracia española (1931-1936), Bilbao, Diputación Foral de Bizkaia, 1991. 

	SAIZ VALDIVIELSO, Alfonso Carlos, Indalecio Prieto y el nacionalismo vasco, Bilbao, Laida, 1989. UGARTE, Javier, «"Gibraltar vaticanista" y "nueva Covadonga"», Cuadernos de Alzate, núm. 31,2004.

	 URRUTIKOETXEA, José, «"Casa solar", "aldea" y "ciudad". Población, familia e idearios. Un recorrido por los ámbitos de la demografía histórica vasca (1961-2000)», Studia Histórica. Historia Contemporánea, núm. 18, 2000. 

	ZABALTZA, Xavier, Mater Vasconia. Lenguas, fueros y discursos nacionales en los países vascos, San Sebastián, Hiria, 2005. 

	ZUGAZAGOITIA, Joaquin, «Las raices del nacionalismo vasco», Leviatón, núm. 1, 1934. 

	
257

	LA IZQUIERDA Y LA CUESTIÓN VASCA. SEGUNDA PARTE: 1923-1960. ACERCAMIENTO Y DISOLUCIÓN 

	 

	Antonio RIVERA BLANCO 

	 

	 

	 

	1. El autonomismo como estrategia: la dirección de Prieto y los autonomistas 

	 

	El 3 de mayo de 1930, Indalecio Prieto pronunció una conferencia en la Sociedad «El Sitio» de Bilbao; una semana antes lo había hecho en el Ateneo de Madrid. A la hora de referirse a las aspiraciones a la autonomía del País Vasco, el líder socialista elogio la consecuencia de criterio en política —la consecuencia, no el inmovilismo— y para ilustrar esa virtud proclamada comenzó leyendo partes de su discurso de hacia casi tres lustres en la diputación vizcaína, en 1917, interrogado entonces sobre la misma «cuestión vasca». Terminado de leer aquel texto, comenzó con la afirmación de que su postura era la misma trece años después. Describió y defendió en toda su extensión la «versión liberal» de la foralidad, elogio los Fueros como precedente democrático y laico, y el pase foral como escudo ante las demasías de la Corona, y descalificó sin citarlos a los bizkaitarras por el rapto clerical que habían llevado a cabo del pertrecho liberal que contenían las sanas tradiciones vascas. Casi repetía las viejas tesis de Felipe Carretero en su Crítica del nacionalismo vasco. Pero más allá de esa censura, Prieto se centro de manera un tanto criptica en dos ideas: que el rechazo a los nacionalistas no debía turbar el juicio de los demócratas, al punto de confundir un ideario político de partido con los auténticos sentimientos del país; y que era llegado el momento de ponerse a la cabeza de la demanda de restitución de las «libertades vascongadas», para no dejar ese vacío a quienes pretendían tal anhelo pero contagiándolo de ideas que no eran precisamente liberales. 

	258     Prieto venia a decir lo mismo que afirmó en 1918 en el Congreso de los Diputados: que una correcta interpretación de la esencia del país —desde su punto de vista, la liberal, obviamente— tenia que ser defendida por los demócratas, ya que ello era «nuestro propio postulado». La tesis no era ni novedosa ni suya. Al menos la había expuesto cuarenta años atrás el Guipuzcoano Benito Jamar en La cuestión vascongada (1891): la esencia del Fuero solo cabía en un régimen de República. Y añadía Jamar: «He ahí la razón que existe para que muchos seamos Republicanos, precisamente porque somos vascongados». Y veinte años después, en 1911, lo había repetido el nacionalista liberal Francisco Ulacia: «La palabra Fueros debe ir siempre unida a la palabra República». 

	 

	«Y lo que yo pido además —decía Prieto en "El Sitio"—, a lo que exhorto en estas circunstancias es que, si en esas fuerzas latentes nacidas por una corriente sentimental, drenadas por el cauce político, hay sinceramente ansias de restaurar la esencia de las libertades vascongadas con aquellos acoplamientos indispensables a la complejidad de la vida moderna, es decirles a ellas que nosotros estamos en esa misma línea de combate; que nosotros estamos en esa misma fila; que al luchar por el derribo del régimen monárquico vamos tras la implantación de un régimen que permita sustantivar de nuevo (...) lo que fue el nervio, la sustancia, el alma de los fueros; y a decirles que quien se opone a ello no somos nosotros, que siempre la oposición más viva que tuvieron las tradiciones vascas fue el absolutismo» 

	 

	Prieto, en su discurso, asumía el hecho de que eran los nacionalistas vascos quienes seguían monopolizando casi en exclusiva la defensa de una restitución de las esencias vascas. Poco o nada había cambiado en la percepción de los socialistas vascos acerca de la cuestión nacional, y menos en su rechazo a la posición política del nacionalismo. Así, el máximo dirigente vizcaíno advertía en abril de 1924 a la dirección socialista provincial del peligro de un País Vasco autónomo bajo control nacionalista. Sería «un pequeño Paraguay, gobernado dictatorial e inquisitorialmente desde Loyola y Deusto» 

	El PNV llegaba a la República sin un proyecto autonómico propio, pero, a su vez, los socialistas vascos no habían avanzado nada desde sus proclamaciones de 1918 o desde el initio de la dictadura primorriverista. A estos efectos de lo nacional, los años de la dictadura habían sido aparentemente un tiempo muerto. Como mucho, reafirmar su sincera asunción de la versión liberal de los fueros, que ya habían hecho antes de setiembre de 1923. Sin embargo, el nacionalismo vasco había ido evolucionando y ya no era el grupo excluyente e integrista de sus orígenes. Desde un catolicismo social sin reservas, la dirección de José Antonio Aguirre se encaminaba cada vez más hacia lo que era un partido democristiano al uso. 

	259     Tampoco Prieto tenia proyecto concreto alguno respecto de lo autonómico, y se seguía moviendo a tientas, como dejo claro en sus discursos de la primavera de 1930. Pero parecía haber asimilado intuitivamente aquello que escribiera José Madinabeitia en 1918: que no se podía «andar dejando nacionalismos irredentos a la espalda». De esta manera, todavía en 1930 instrumentalizaba esa vaga reivindicación para sumar más contrarios frente al decadente régimen monárquico, y para establecer una contradicción operativa entre unas genéricas libertades vascas y una Corona que cuesciónaba estas y cualesquiera otras, las libertades colectivas y los derechos individuales. Derribar la monarquía y traer la República era la estrategia para propiciar un cambio que afectara también a la ordenación territorial del país. Pero esta consecuencia no era la motivación fundamental de Prieto. Cuando asiste a la reunión del Pacto de San Sebastián, en agosto de 1930, tanto el como el otro vasco, el Republicano Sasiain, presidente del Circulo Republicano donde tuvo lugar la reunión y futuro alcalde de esa ciudad, no tercian sobre la cuestión hasta el momento final, cuando extienden a Galicia y Vasconia el régimen de autonomía que se comprometían a defender para Cataluña, autentico motivo de debate, propiciado por la amplia representación de catalanistas. Incluso entonces volvieron a reiterar el temor a una autonomía vasca gobernada por los nacionalistas, lo que trataron de blindar —si hacemos caso del testimonio posterior escrito de Aiguader— con una coletilla del tipo: «en ningún momento ni motivo estos estatutos podrían negar el espíritu liberal y democrático de la Revolución». 

	Los Republicanos que estuvieron en San Sebastián no iban movidos por la prioridad de proporcionar a Cataluña una autonomía después del cambio de régimen, pero entendían la oportunidad y conveniencia de ello para dar ajustada respuesta a la demanda y para incorporar a la revolución a los Republicanos catalanistas. En el fondo, esa mezcla de convicción progresiva y de pragmatismo estratégico es la misma con la que Prieto y el socialismo vasco abordaron la cuestión del autonomismo en el País Vasco. Con diferencias notables, que se hicieron patentes luego, por ejemplo, en las votaciones del texto autonómico —con defecciones sonadas de algunos vizcaínos y navarros—, los socialistas vascos fueron afirmando cada vez más su identidad con una formula política de autogobierno que expresara la singularidad del país. Quienes más y mejor lo afirmaron, de nuevo, fueron los socialistas eibarreses, que compartían con los Republicanos la totalidad (menos uno) de los puestos de concejal de la villa armera. En una moción aprobada cuatro días después de proclamada la República reiteraban las tesis clásicas del socialismo eibarrés. Decía esta: 
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	«La autonomía —Ley propia— es un principio universal de organización de los pueblos, consagrado como una adquisición definitiva de la Ciencia Política. La República española ha nacido gracias al impulso de las fuerzas políticas concertadas en el llamado pacto de San Sebastián, y en ese Pacto se estableció aquel principio organizador como sistema de la futura República. 

	El País Vasco, que tiene una personalidad propia, caracterizada por su tradición, por su lengua y la naturaleza étnica de sus habitantes, tendrá, gracias a esta revolución ejemplar, magnifica, soberana, ganada por aquellas fuerzas concertadas bajo aquel Pacto, la ocasión de cristalizar sus legitimas aspiraciones autonómicas» 

	 

	Y a continuación arremetían contra los ausentes en aquel Pacto, los  nacionalistas vascos, vinculaban la iniciativa autonomista a los comprometidos con el cambio de régimen Republicano que le daba marco, y reafirmaban «los lazos que nos unen al destino histórico de España». La oportunidad y la posibilidad de autogobierno para el País Vasco, entonces, venían directamente ligadas al adecuado transcurrir del régimen Republicano que empezaba a andar. Esa misma era la tesis de Prieto y, por extensión, de todo el socialismo vasco durante los años treinta 

	Se trataba, por tanto, de combinar dos situaciones convergentes. De un lado, evitar a toda costa que el beneficio político de la demanda y del logro futuro del autogobierno en el País Vasco recayera en los nacionalistas; de otro, encajar la solución autonomista en el marco Constitucional Republicano español, de manera que autogobierno y República no entrarán en colisión. En el supuesto de una crisis, lo importante a salvar era la continuidad del régimen, como dejaba ver la moción eibarresa. Los socialistas vascos iban interiorizando progresivamente la Llamada cuestión vasca» —y, dentro de ella, la conveniencia del autogobierno—, pero esa seguía sin ser una pieza fundamental en su discurso, seguía siendo una demanda sobrevenida y se arbitraba para ella una solución con fuerte contenido instrumental. 

	En esa interiorización de un discurso siempre tornado por ajeno, los socialistas se vieron estimulados por presiones y circunstancias novedosas. En el panorama político de los años treinta, el predominio en la izquierda seguía siendo suyo, pero había algunos cambios. Primero, la presencia de los comunistas, que acentuaban un discurso muy reivindicativo en lo nacional, llegando en la Guerra Civil a formulaciones de corte independentista. Ello presionaba a los socialistas, al hacerse desde una posición que, aunque minoritaria, competía con ellos desde la izquierda. Segundo, la aparición en 1930 de una formación nacionalista, como fue Acción Nacionalista Vasca, liberal y laica, inclinada a la izquierda y lealmente Republicana, que constituía la primera ocasión en la que los alejados territorios de lo social y de lo nacional encontraban en el País Vasco un punto de contacto. Tercero, la presencia política de un Republicanismo vasquista, muy potente en las zonas de influencia de la izquierda vasca —capitales y localidades fabriles—, que presionaba también en dirección a aunar el futuro de la República y el de una solución autonomista. 

	261 Sobre ellos dominaba el factor determinante de que Republicanos y socialistas estaban ahora al frente de las instituciones políticas Republicanas, tanto las locales como las provinciales y nacionales, y que a ellos correspondía de manera singular el protagonismo a la hora de estimular y dar cauce y solución a las demandas de autogobierno. La posición política de unos y otros ya no era, como antaño, un detalle; ahora, por su responsabilidad de gobierno, constituía una circunstancia de primer orden. 

	Esa responsabilidad, en el caso de los socialistas, volvió a personificarse en el destacado papel interpretado por Prieto en el proceso autonomista durante toda la República. Prieto, entre otras acciones decisivas, inspire el Decreto de 8 de diciembre de 1931 que estableció la vía Constitucional hacia la autonomía; convenció al gobierno para que el Estatuto Catalán se entregara en San Sebastián (15 de septiembre de 1932), revalidando así su compromiso con la próxima autonomía vasca; presidio la Asamblea de Ayuntamientos de Zumárraga en septiembre de 1934; y relanzó con Aguirre la posibilidad del Estatuto, que ya estaba culminado antes del verano de 1936 y que se hizo realidad en octubre, iniciada la contienda. 

	En esos movimientos siempre estuvo guiado por el doble motivo antes apuntado: evitar que fuera un nacionalismo vasco de influencias clericales quien sacara adelante (con ese sesgo) y rentabilizara políticamente el Estatuto; y «españolizar» la solución de autogobierno vasco, de manera que solo fuera posible en consonancia con el régimen Republicano. Prieto lo expuso claramente, tan pronto como un 26 de junio de 1931, dos días antes de las primeras elecciones a Cortes, en el mitin del Frontón Euskalduna de Bilbao, cuando los nacionalistas se presentaban con una candidatura «pro Estatuto» con los carlistas, en defensa de un texto inaceptable para la izquierda y los Republicanos: 

	 

	«(los nacionalistas) no se dan cuenta de que el Estatuto tiene que ser una obra de concordia y de transigencia. Primero, una obra de concordia dentro del País Vasco, un texto legal que en su proyecto cobije todas las aspiraciones autonomistas. Tienen ellos la enorme responsabilidad, desde el punto de vista nacionalista, de haberla roto por intransigencia, no de tipo nacionalista, sino de tipo clerical. (...) El Estatuto vasco, como el Estatuto Catalán, solo son posibles con la concordia respecto de toda España. Y ellos ignoran al agraviarnos que si el Estatuto Vasco va a salir de las Cortes constituyentes, no va a ser por sus votos, que no los tienen, sino por los nuestros, y nosotros no podemos prestarnos al torpe juego de que por un respeto externo a los atributos autonómicos del país, entreguemos a Vasconia al dominio de los jesuitas» 
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	En esa peroración se incluye la famosa referencia al «nuevo Gibraltar reaccionario y clerical». De alguna manera, y a estos efectos de un marco político y jurídico para el autogobierno, la relación entre la izquierda y el nacionalismo vasco al comienzo de la República era la misma que la que hemos visto en 1912, en 1918 o en 1922. El carácter ideológico del nacionalismo vasco seguía siendo un problema central en esa relación. El nacionalismo se aliaba con la derecha antirrepublicana y mayoritariamente carlista —que vería en el Estatuto «el medio eficaz de ir a la conservación de los valores espirituales» amenazados por la legislación laicista Republicana— en una minoría parlamentaria que se llamaba precisamente «vasco-navarra», esto es, que venia a identificar de nuevo al País Vasco —y, por extensión, a la «cuestión vasca»— con la reacción. Otra vez, Prieto podía descalificar antes a su oponente por reaccionario que por antiespañol o por secesionista. De nuevo el punto de contacto entre las dos fuerzas políticas principales del País Vasco era inexistente; aun mas, resultaba imposible. La antítesis de alianzas del caso Catalán y del vasco esta en la razón fundamental de la diferencia de fechas de aprobación de uno y otro Estatuto: a poco de comenzar la República, en 1932, y a poco de comenzar la guerra, en 1936, respectivamente. Incluso mas: esa diferencia en tiempo es también expresiva de la diferente coincidencia en la percepción interna del país que había en un sitio y otro —de la diferente consistencia de la identidad cultural, histórica y hasta geográfica, al punto que enseguida esas dos principales fuerzas políticas vascas, las izquierdas y los nacionalistas, hicieron suyos proyectos de Estatuto confrontados, el de las Gestoras y el de los ayuntamientos, aunque al principio existiera la posibilidad de contar con un texto de consenso, el encargado a la Sociedad de Estudios Vascos e inspirado por el Republicano autonomista vizcaíno Ramón de Madariaga. 

	La existencia de dos proyectos estatutarios era expresión de debilidad de la coincidencia social y política en una hipotética «causa vasca». Pero, visto desde la izquierda, era también la primera ocasión en que esta presentaba una propuesta alternativa, no iba totalmente a remolque de los nacionalistas y no se limitaba a formular reparos a la iniciativa constante de estos. El Estatuto de las Gestoras provinciales, de mayoría Republicano-socialista, apoyado también por los grandes municipios y por los ayuntamientos de las capitales, era básicamente el mismo texto elaborado por la Sociedad de Estudios Vascos, sin las dos aportaciones nacionalistas que habían hecho fracasar el proyecto de los ayuntamientos (el llamado Estatuto de Estella): relación directa del País Vasco con el Vaticano y elevación de dos a diez años de residencia mínima para tener derechos políticos, en el caso de los no naturales en dos generaciones, la suya y la de sus padres. Ahora, en 1932, al texto original de la Sociedad de Estudios Vascos, al llamado «Estatuto Madariaga», se le habían hecho diversos añadidos o correcciones que expresaban claramente la nueva y progresista dirección política del proceso: «sufragio universal directo y secreto y régimen proporcional» para elegir a los miembros del futuro legislativo vasco —algo demandado desde el principio por los socialistas—, y reconocimiento de que la legitimidad de poderes de la nueva realidad política vasco-navarra no procedía sino de la Constitución de la República, cuestionando así una soberanía ab initio que había sido otra de las incorporaciones carlo-nacionalistas hechas en la Asamblea de ayuntamientos Guipuzcoanos de Azpeitia y recogida en el texto de Estella. 

	263     En el impasse en que quedo después del verano de 1931 la cuestión estatutaria, tras la consideración de antiConstitucional que tenia la clausula de Estella de relacionarse directamente el futuro gobierno vasco con el del Vaticano, y tras los intentos de los Republicanos Ramón de Madariaga y Florencio Grijalba por reanimar la cuestión a partir de una expresión de lealtad con el régimen Republicano, Prieto volvió a tener un papel de primer orden. Redactó el texto del Consejo de Ministros que el 8 de diciembre de 1931 daba lugar a un decreto que ordenaba el proceso de elaboración estatutista y entregaba la iniciativa a las Gestoras provinciales. El giro de las Gestoras, además de arrebatar a los nacionalistas el predominio y la dirección del proceso autonomista, forzó a estos a asumir que sin el apoyo de la izquierda socialista —la vasca y la española— y de los Republicanos no iba a ser posible llevar a buen puerto la cuestión. La recomposición de una mayoría vasca «pro-Estatuto» a partir de los nacionalistas y del otro vértice del triangulo, los Republicano-socialistas, que ahora gobernaban en Madrid, modificó radicalmente el tipo de controversia. La derecha carlista quedo en solitario y llevó a la contradicción a los territorios donde era mayoritaria. La defección navarra del Estatuto de las Gestoras, un 19 de junio de 1932 —a la que colaboró la negativa de la mayoría de socialistas navarros, salvo algunos como el gestor Constantino Salinas o el ponente Salvador Goñi—, fue el hecho más destacado, aunque después del referéndum afirmativo del texto, en noviembre de 1933, José Luis Oriol plantearía todavía un debate sobre la «cuestión alavesa», pero ya de una importancia menor 

	Interesa detenerse en la posición de los socialistas navarros ante el Estatuto de las cuatro provincias. Interesa porque refleja a un tiempo tres circunstancias: la dificultad de una percepción uniforme del País Vasco en términos culturales, históricos y geográficos; la permanente reticencia ante el nacionalismo, incluso en una provincia donde esta fuerza no era importante (y sobre todo el temor de la izquierda a un gobierno reaccionario); y la prioridad de los intereses y valores sociales y políticos salvaguardados por el gobierno de la República española, frente a los de tipo territorial. 

	264 La posición de los socialistas navarros no fue unánime, aunque al final la declaración oficial fue contraria al Estatuto en base a una ajustada votación producida en la Agrupación pamplonesa del partido, en mayo de 1932. El dictamen de la ponencia creada en esa Agrupación comenzaba rechazando la unidad étnica vasco-navarra, afirmando que incluso dentro del viejo reino ya se producía una división territorial tal entre la Montana y la Ribera que solo la conseguían borrar los intereses existentes en torno al cupo y a la diputación. La desigual presencia socialista en una y otra comarca navarra era un factor determinante. La ponencia hacia una cerrada defensa de la necesidad de que el Estado retuviera para si las competencias en educación (asegurando una instrucción única y laica) y en legislación social y agraria. Rechazaba, asimismo, el protagonismo en el debate político de un argumento territorial, propio «del espíritu nacionalista opuesto en absoluto a los fines que el Socialismo persigue», pero acentuaba aun más en el temor, en su caso más que probable, a un gobierno del tradicionalismo carlista, que les llevaría incluso a tener que pensarse su permanencia en la provincia, «por estar mejor compenetrados con el resto de España que con ciertas zonas montañosas, que, sin tener en cuenta que somos navarros como ellos, en su sectarismo religioso suenan con el Ángel exterminador que nos echa de este "Paraíso". En este plan, de Navarra sobra la Ribera, o de Navarra sobra la Montana». Los ayuntamientos de izquierdas de la Ribera se expresaron en sentido contrario al Estatuto en la asamblea de junio de 1932. 

	Volviendo al texto de las Gestoras, la coincidencia en torno suyo de nacionalistas y socialistas vascos no se tradujo en un idilio político entre estos. Todo lo contrario. Entre octubre de 1932 y mayo de 1933 se vivió un durísimo pulso entre los Republicano-socialistas y los nacionalistas, tratando ambos de hacerse con el control del País Vasco. Los primeros, en su intento de Republicanizar la región, usaron también la fuerza de sus autoridades provinciales y locales —destacando en Vizcaya el gobernador José María Amilibia—, así como la capacidad de coerción de la legalidad Republicana; los segundos acudieron sobre todo a la presión social, a los actos masivos y hasta a la huelga general con motivo de la visita del presidente de la República. El resultado fue una tensión constante, con acciones encontradas y violencias. De parte de los socialistas, ello llevó a la resurrección de la imagen del nacionalismo vasco como quintaesencia de la reacción. De nuevo se pudieron leer en los periódicos de izquierda, El Liberal y La Lucha de Clases, durísimas diatribas. «Fascismo vizcaitarra», título el portavoz socialista vizcaíno en el verano de 1933. Debates en torno a la religión reverdecieron, como los habidos acerca de la Ley de Congregaciones en las Cortes o la propuesta de derribo de la estatua del Sagrado Corazón en el Ayuntamiento de Bilbao. 

	265     Todo ello acentuó la reacción confesional del PNV, y todo ello reafirmo a la izquierda vasca en su rechazo a lo que veían como el integrismo nacionalista de siempre. 

	Y de ese combate, la «cuestión vasca» volvió a salir malparada. La izquierda vasca, con los socialistas al frente, volvió a confundir la posibilidad y demanda de autogobierno del País Vasco con la política partidaria del PNV. Si ya era un problema el hecho de que cualquier proceso estatutario proporcionaba una situación de ventaja para aquel partido, ahora la cuestión se planteaba en términos de imposibilidad: si el nacionalismo no se mostraba leal a la República, los entusiasmos estatutistas de la izquierda vasca se enfriarían. En esa tesitura, sectores socialistas y Republicanos comenzaron a distanciarse del Estatuto, a pesar de que el proyecto que estaba sobre la mesa era el que ellos habían redactado. La Federación Guipuzcoana de partidos Republicanos se opuso al Estatuto por el comportamiento de los jelkides, en la primavera de 1933; el presidente de la Gestora vizcaína, el socialista Laiseca, mostró su rechazo a varios puntos del mismo; la Federación Socialista Vizcaína amenazó con no votar favorablemente en el plebiscito de noviembre por razones de orden técnico que encubrían ese enfriamiento de los fervores autonomistas; incluso los dirigentes de esta Federación y de otros partidos Republicanos instaron a la abstención. /Al final, la posición oficial de casi todos fue favorable al Estatuto, pero las discrepancias, no tanto con el texto como con lo que suponía la hipótesis de un país gobernado por los nacionalistas, eran patentes. El caso más extremo fue el vizcaíno, donde socialistas y azahistas —a pesar de Azaña— se ratificaron en pedir la abstención. A esas discrepancias se unieron luego las de los socialistas alaveses cuando el referéndum no resultó del todo rotundo en la provincia vasca meridional. 

	Refrendado favorablemente el proyecto de Estatuto en noviembre de 1933 y cambiado radicalmente el cariz político del gobierno español, los nacionalistas, después de un primer momento de buena relación con los nuevos gobernantes, los radicales de Lerroux, a los que pronto se sumaría la CEDA de Gil Robles, totalmente contraria a la descentralización del Estado, volvieron a situaciones de tensión. Al final, incluso, acabarían por romper, haciendo que su grupo parlamentario abandonara las Cortes en solidaridad con la Esquerra catalana (12 de junio de 1934). En la confrontación y en la convicción clara de que por ese camino tampoco salía adelante el Estatuto plebiscitado, los nacionalistas volvieron a encontrarse con la izquierda. Lo hicieron en 1934, de una manera harto confusa, puesto que los nacionalistas, oficialmente, no participaron en el intento de revolución de octubre dirigido por los socialistas. Fue más la sospecha de una derecha cada vez más extremista —el PNV como «cómplice de la revolución»— la que dio pábulo a la suposición no fundamentada de que algunos de sus sectores, por pasiva, habían alentado el movimiento. 

	266 En todo caso, si que hubo coincidencia en el «previo vasco», en el movimiento de los ayuntamientos contra el Estatuto del Vino, al que el PNV colaboró sin ser esa su intención: una protesta de raíz fiscal, vinculada a la consideración de los Conciertos económicos, que supuso un pulso al gobierno lerrouxista y un preámbulo operativo semanas antes de la fracasada revolución. En el momento más simbólico del pulso, en la Asamblea de diputados catalanes y vascos en Zumárraga, quien presidio el acto no fue otro que Prieto. 

	El mismo Prieto sería quien liderara en situación propicia y de manera definitiva la lucha por el Estatuto, escarmentado de lo ocurrido en 1933, cuando todos los intentos de enfriar el proceso no redundaron sino en el fortalecimiento de los nacionalistas. La idea de nacionalidad vasca, en los años treinta, había trascendido ya del nivel partidario y se había extendido por toda la población. Y esto no paso inadvertido para Prieto, que vio en ello la posibilidad de «Republicanizar» de otra manera el país incorporando ahora a los nacionalistas en un común empeño por el autogobierno. Demostrada, entonces, la imposibilidad de que este prosperase con un ejecutivo radical-cedista y con la derecha en proceso de radicalización españolista —José Calvo Sotelo pronuncia su «antes roja que rota» precisamente en San Sebastián—, Prieto incluyó en el programa electoral, en febrero de 1936, la reivindicación autonomista: el Frente Popular «facilitara la aprobación del Estatuto Vasco». Lo hizo, una vez mas, por progresiva convicción y para evitar que el Estatuto se convirtiera en un éxito político de los nacionalistas, ahora que de nuevo la izquierda podía volver al gobierno; no por ningún acercamiento a aquellos, por más que cuidara hasta el extremo su relación con Aguirre y hasta sus palabras dirigidas al fundador nacionalista, Sabino Arana, con ocasión del homenaje bilbaíno a Macià de abril de 1936. Por esa disposición táctica de Prieto, que mucho más incluía —«el pueblo vasco ha acreditado suficientemente su progreso político, y el, por si solo, aunque no hubiese más razones, constituye justo título a la autonomía», dijo en aquel acto—, el Estatuto que definitivamente se aprobara el 1 de octubre de 1936 era «el Estatuto de las izquierdas», como lo señaló Fusi, porque era el que el líder socialista y los suyos habían forzado a asumir a los jelkides. Sin duda que el párrafo de su alocución era exponente de las estrategias, pero también de las convicciones adquiridas por el líder socialista: 

	267

	«Cuando aquí se han fundido para evocarlos conjuntamente los nombres de Sabino Arana y Francisco Macià, yo he caído en la reflexión de que no pueden ser jamás objeto de desdén, ni siquiera en nombre del extravío, los hombres que han sentido cariño idolátrico por los pueblos a los que pertenecieron. (...) Los pueblos tienen derecho a su autonomía, a su libertad, a su albedrio, no solo por las características étnicas que los distinguen de los demás. Tienen también ese derecho por razón de su crecimiento político». 

	 

	Prieto se puso al frente de la nueva Comisión de Estatutos, en la que participaban también sus homdlogos nacionalista (Aguirre) y tradicionalista (José Luis Oriol), entre otros. Aguirre y el socialista Guipuzcoano Miguel Amilibia constituyeron la Ponencia, que no hizo otra cosa que ratificar y dar forma a las ideas que sobre el Estatuto expresara Prieto: un texto corto y lo más parecido posible al Catalán. 

	 

	 

	2. Las posiciones de anarcosindicalistas y comunistas: la CNT del Norte y el Partido Comunista de Euzkadi 

	 

	En su conocido texto de «El comunismo libertario», el médico vasco Isaac Puente apuntaba la posibilidad de que, proclamada la revolución, otros países extranjeros opuestos financiarán un ejercito mercenario sobre la base de los núcleos reaccionarios que hubieran podido subsistir. «Las Vascongadas y Navarra serían el sitio de elección», concluía. Desde la perspectiva de los anarquistas, el País Vasco en los años treinta respondía al estereotipo de una sociedad caracterizada por la presencia dominante de fuerzas religiosas y reaccionarias. La imagen que los anarquistas vascos tenían de su región procedía de la propia condición minoritaria en que habían vivido, y del carácter excéntrico de sus preocupaciones revolucionarias en un lugar donde el debate principal era el religioso, el autonómico o el político partidario. El predominio absoluto de las cuestiones sociales en su doctrina y de todo lo que supusieran comportamientos avanzados y opuestos a lo existente (neomaltusianismo, higienismo y naturismo, nudismo, amor libre, vitalismo, cierto juvenilismo...) les empujaba a un devenir extraño, ajeno a lo común, que, sin embargo, en la medida en que fueron capaces de articular minorías suficientes, les permitía sobrevivir sin esa sensación de rareza. A la vez, esa condición minoritaria y dramáticamente enfrentada a otros grupos de la izquierda (socialistas y comunistas) les condujo a posiciones cerradas y puristas, que se manifestaron dentro de la organización cenetista, donde muchos vascos mantuvieron la llama de las esencias en determinados momentos. El Galo Díez anterior a la República puede ser un perfecto representante de esta corriente, aunque también hay que decir que otro vasco, Horacio Martínez Prieto, por de los sectores más pragmáticos y «políticos» del anarquismo, era el secretario de la CNT española el 18 de julio de 1936. O es el caso también de los Guipuzcoanos Manuel Chiapuso y González Inestal. Pero la mayoría fueron los primeros, los Galo Diez, Isaac Puente, Daniel Orille y otros. 

	268     La cuestión territorial no tuvo ningún papel entre los anarquistas vascos. Basta leer las biografías de algunos de ellos (de Félix Liquiniano, el anarquista que defendió y luego incendió Irún en la retirada, y diseño en el exilio el anagrama de ETA, a un pacifista tardío y liberal como Emiliano Serna) para comprobar que la «cuestión vasca» les era ajena en un momento histórico en el que veían factible la posibilidad revolucionaria y disponían todos sus esfuerzos a tal objetivo. Isaac Puente, de nuevo —otra biografía sin «cuestión nacional»—, en «El comunismo libertario», describía una estructura de organización territorial revolucionaria en base a municipios libres federados entre si y vinculados por necesidades de orden estrictamente económico, de intercambio de recursos. Desde luego, la unidad territorial para el doctor y teórico anarquista no era otra que España... y la única mención hecha al País Vasco en su best seller sobre el comunismo libertario ya se ha visto. Se trataba de la simple aplicación de un federalismo administrativo, en absoluto atento a cuestiones de orden histórico o cultural. Un federalismo que se dirigía a reducir a la mínima expresión al Estado, y que constituía entonces la respuesta anarquista por la vía de la distribución del poder hasta los niveles territoriales más reducidos: los municipios. La única tradición que se reclamaba era la de un municipalismo instintivo preexistente en España, debida en parte a la escasa penetración que el aparato estatal tenia aun en muchos lugares de la geografía. Nada mas: Sindicato productivo y Municipio libre como «asamblea de antiguo abolengo» 

	Frente a la distancia casi absoluta de los libertarios vascos respecto del debate nacional, en los comunistas encontramos a quienes en la izquierda se mostraron más receptivos al asunto. Confluian —se ha señalado en otro capítulo— circunstancias diversas: la instrumentalización del antinacionalismo vasco por parte de Prieto junto con el interés nacionalista en apoyar a los escindidos y debilitar así las bases obreras socialistas; la aplicación de las tesis leninistas sobre la autodeterminación y lo que suponían de convergencia de la lucha social y la nacional en el caso vasco; y la procedencia de algunos dirigentes comunistas, sobre todo Guipuzcoanos, de ambientes marcadamente nacionalistas. Antonio Elorza señaló en su día tres momentos. Una primera fase iría desde los comienzos del partido en 1921 hasta 1932, donde convivirían pronunciamientos internacionalistas abstractos con la defensa de los objetivos nacionalistas más extremos, pero siempre todo ello subordinado a la centralidad del combate de clase. 

	269 En esta fase habría que añadir a lo dicho por Elorza el hecho de que son básicamente cuadros vascos —además de algunos catalanes y más tarde los sevillanos— los que sostienen el partido, lo que en parte vuelve a ocurrir en los años treinta, de manera que, a pesar de las proclamas filonacionalistas, lo prioritario sería el desarrollo de este en el conjunto del país, lo que a la postre «españolizaba» sus tácticas y estrategias (además de las que vinieran de Moscú). El segundo periodo iría hasta el movimiento revolucionario de octubre de 1934, y supondría una afirmación más clara y sentida, más nacida desde las propias bases vascas, de un discurso nacional que culminaría con el arranque del proceso de transformación de la Federación Vasco-Navarra del partido en el Partido Comunista de Euzkadi (Conferencia Regional de agosto de 1934), así como con la aparición en San Sebastián del semanario —primero portavoz provincial Guipuzcoano; luego, «órgano en Euskadi del Partido Comunista (SE de la IC)»— Euzkadi Roja, desde marzo de 1933 (sustituyendo al bilbaíno Bandera Roja). La tercera fase, que incluye la creación formal del PC de Euzkadi, en el verano de 1935, dirigido por Juan Astigarrabia, supuso una continuidad del discurso junto con un acercamiento más intenso a las bases nacionalistas y, a la postre, ya comenzada la Guerra Civil y por la singular coyuntura en que esta se produce en el País Vasco, una subordinación a los planteamientos políticos de ese sector. 

	Los comunistas vascos fueron los más proclives a acercarse y entender la cuestión territorial, pero tampoco hay que perder de vista el centralismo, nacional e internacional, con que funcionaba ese partido. La propia creación del PC de Euzkadi —al que los navarros no se incorporaron hasta 1978— vino precedida y se hizo de acuerdo con «las instrucciones del Comité Central del PC de España». Lo que no es óbice, como señalaba Elorza, para apuntar a la vez que existían presiones en la misma dirección desde las bases, como se puso de manifiesto ya en el congreso de la Federación Vasco-Navarra de marzo de 1932, donde se censuró a la dirección por el incorrecto tratamiento del problema nacional y por el nulo trabajo realizado entre los obreros nacionalistas. Pero más importante todavía es que la elaboración intelectual sobre la cuestión nacional y sobre sus tácticas y estrategias procedía del exterior del país. De 1931 y 1932 son los documentos al respecto de la Internacional Comunista. En mayo de 1931, la primera de las conocidas como «cartas de Manuilsky» —redactadas por el búlgaro Stepanov— señalaba los pasos a dar. Básicamente se resumen en: a) reconocimiento del peso político de la cuestión territorial en la nueva coyuntura española; b) advertencia de que esa lucha es más intensa donde más potente es la presión del proletariado, de manera que opresión de clase y nacional se funden; c) defensa del derecho a la libre determinación de Cataluña, Vasconia y Galicia; d) labor del partido en el resto de España para que los trabajadores asuman esa consigna y no sean beligerantes con los partidos nacionalistas; e) defensa del derecho a la separación, pero dejando claro «siempre que el objetivo del Partido Comunista es el de crear sobre las ruinas del imperialismo español la libre federación ibérica de Repúblicas obreras y campesinas de Cataluña, Vasconia, España, Galicia y Portugal». 

	270 Al año siguiente, los ideólogos de la Internacional, en el folleto «La cuestión nacional y el movimiento nacional-revolucionario en España», hicieron algunas rectificaciones a la aplicación de la teoría anterior, de manera que insistieron en que los comunistas debían hacer ver la diferencia entre el discurso de los partidos nacionalistas, que a la postre hacían causa común con el poder central en momentos de crisis, y la cultura revolucionaria, donde la solución de clase proporcionaba también la del problema nacional. Además, para su aplicación, entendían oportuna la creación de partidos obreros específicos y autónomos en las regiones con fuerte demanda nacional, al objeto de servir de instrumento adecuado para el desarrollo de una política comunista. En esta tesis, precisamente, se inscribe la creación del PC de Euzkadi. 

	Piedra de toque fundamental en toda esta estrategia comunista resulta su posición en el debate sobre el Estatuto vasco. aquí se manifiestan las limitaciones de un discurso ligado al territorio que, sin embargo, permanece subordinado a la estrategia política del momento dictada para toda la Internacional Comunista. Así, en los tiempos de la consigna de «clase contra clase» se impone el rechazo de un Estatuto —en Cataluña en 1931 y en el País Vasco dos años después— que viene a representar, en la fraseología del partido, la traición de la burguesía nacionalista vasca y «el arma eficaz» con que esta explotara al proletariado y campesinado vasco. «Burguesía vasca» e «imperialismo español» son dos conceptos maridados en este instante en la prensa comunista, a los que se une su rechazo de una República que no es sino la encarnación de «la alianza de clases entre la propiedad de la tierra y la burguesía financiera». En definitiva, se descalificaba como el «Estatuto de la opresión y de la capitulación». 

	Pero el problema para los comunistas vascos seguía siendo el mismo en los años treinta que en los veinte. Podían interiorizar sinceramente el discurso leninista sobre el derecho a la autodeterminación —lo que reconocían como un problema para muchos militantes y dirigentes vascos—, resultaban muy populares entre parte de las bases nacionalistas —como ocurriera con la admiración de Eli Gallastegui por Pérez Solís y los suyos una década antes—, pero no lograban acercar a estas a su campo. 

	271 Los comunistas vascos, en su mejor momento, en la primavera de 1936, no sumaban más de mil trescientos afiliados —algo más de la mitad era su cifra normal—, y solo entonces lograron sacar un diputado por Vizcaya, su dirigente histórico Leandro Carro, ¡y en candidatura del Frente Popular!, cuando en solitario únicamente alcanzaban un 7 por 100 de los sufragios en el lugar más favorable. Fueron capaces de conducir algunas huelgas de importancia y dirigieron la potente Federación Obrera de San Sebastián durante un tiempo, con Larrañaga al frente, pero sus sindicatos no hacían sombra a los socialistas, nacionalistas o anarquistas. Infiltraron a una docena de los suyos en Solidaridad de Trabajadores Vascos, tratando de radicalizar la política de sus bases, animados por anteriores coincidencias en la acción (contra los socialistas donostiarras) y ahora seducidos por el incremento de afiliación de aquella organización, sobre todo en Guipúzcoa. E incluso hablaron de «filtrar nuestras células en los Batzokis nacionalistas», a partir del presupuesto de que el nacionalismo Guipuzcoano tenia una base más popular que en Vizcaya, donde suponían que predominaba la original dirección burguesa. Pero todo sin éxito. 

	De manera que si sus esfuerzos con los nacionalistas resultaban baldíos — algo lógico si se aprecia la disparidad de efectivos—, había que insistir en el argumentario doctrinal. Así, los dirigentes nacionalistas engrosaban la lista de los «socialfascistas», junto con los socialistas, y se construía una explicación mediante la cual, aunque el nacionalismo vasco representara la reacción, merecía acercarse con entusiasmo al movimiento nacional porque de la acción y dirección de los comunistas dependía que este cumpliera la función que le reservaba la historia, y, en todo caso, su activismo contra el Estado español era un disolvente social que también interesaba a la estrategia del partido. Y en esa tarea exitosa radicaba la justificación de la militancia comunista, si conseguía llevar a las masas nacionalistas al campo donde lo nacional y lo social se resolvían de consuno. Era este el detalle —el apoyo a la lucha nacional como un medio revolucionario, no como un fin— que, decían, no lograban apreciar ni socialistas ni anarquistas en su rechazo radical, pero cortoplacista y simplista, del nacionalismo vasco: 

	 

	«El movimiento nacionalista vasco —escribía el dirigente Guipuzcoano Luis Zapirain en julio de 1932—, a pesar del carácter reaccionario de sus elementos directores, debilita y disgrega el poder del imperialismo español, ayudando de esta forma la labor revolucionaria de los obreros y campesinos españoles, y si estos han de conquistar a su causa a los obreros y campesinos vascos, no ha de ser oponiéndose a las aspiraciones de su sentimiento racial». 

	 

	272     Pero, de nuevo, el problema era que el análisis no encontraba respaldo en la realidad, y a la altura de marzo de 1936 un informe interno reconocía la incapacidad de «incorporar a los obreros nacionalistas y sus organizaciones en el frente único y en la unidad de acción». 

	La creación formal del Partido Comunista de Euzkadi, en el verano de 1935, solo proporcionó una novedad en el terreno estratégico (aunque ya atisbada desde marzo del año anterior): la aceptación sin ningún tipo de explicaciones del Estatuto plebiscitado dos años antes y ante cuya votación el partido había propuesto la abstención militante como muestra de radical rechazo. Eso si, el Estatuto era en cualquier caso visto como un «primer paso para la consecución total del derecho de autodeterminación de Euzkadi». El cambio de postura también era ajeno al territorio, y respondía directamente al abandono de la anterior consigna de «clase contra clase» y su sustitución a nivel internacional por la de las Alianzas Obreras y, pronto, por la de Frente Popular. De modo que, considerando el papel fundamental que tuvo, por iniciativa de Prieto, la defensa del Estatuto en el programa electoral del Frente Popular en febrero de 1936, era lógico el cambio de postura de los comunistas. En otro tema fundamental, el Concierto económico, sus tesis nos devuelven a las de la campana socialista de 1906: el Concierto no beneficiaba al elemento popular y si a los grandes poderes económicos locales. Pero en cuanto la lista y los votos del Frente Popular colocaron a uno de los suyos en el Congreso de los Diputados, hicieron lo que los socialistas: considerarlo un derecho histórico del país, a defender a toda costa. 

	El discurso comunista vasco sobre la cuestión nacional se hizo todavía más complejo después de la creación del partido autónomo. Como queriendo conjurar una hipótesis de futuro derivada de sus afirmaciones y consignas al respecto, Astigarrabia, secretario del partido, reiteró la condición no nacionalista y no separatista de este —como hiciera Pérez Solís una década atrás en una polémica con el nacionalista Leizaola—, e insistió en una constante que venia de la escisión comunista de 1921 y que en los pasados años no se había afirmado lo suficiente: que la voluntad y objetivo del partido al defender y aplicar la autodeterminación de las que Llamaba nacionalidades oprimidas era la libertad de unión o la unión voluntaria. Esto es, separarse libremente para unirse libremente. El mismo argumento con que terminaban las «cartas de Manuilsky» de 1931 que fijaban la línea del partido en la cuestión nacional, o lo mismo con lo que dramáticamente terminaba el folleto que, en plena Guerra Civil, en 1938, publicara el dirigente vasco y ministro Vicente Uribe bajo el título «El problema de las nacionalidades en España a la luz de la guerra popular por la independencia de la República Española».
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	«Una gran España, Republicana, democrática; todos los pueblos unidos; todas las nacionalidades movidas por el mismo impulso, se lanzarán en una cordial emulación, sobre la base de la confianza mutua, conjugando fraternalmente todos los esfuerzos en una dirección: ayudar al máximo desarrollo y florecimiento de cada nacionalidad; ayudar en grado superlativo al ascenso general y al progreso de todo el país; fortalecer, por encima de todo, la Patria española» [la cursiva es nuestra]. 

	 

	Los carnés comunistas vascos de mediados de los años treinta llevaban inscrita esta proclama: 

	 

	«El Partido Comunista de Euzkadi reconoce plenamente la existencia de la nacionalidad vasca expresada en la comunidad de idioma, territorio, homogeneidad étnica, cultura y, sobre todo, en la voluntad decidida de la mayoría del país que lucha por sus derechos nacionales frente al imperialismo español que lo sojuzga en combinación con la burguesía vasca y los grandes propietarios de Euzkadi. Pero también declara que la lucha por la liberación nacional y social de Euzkadi ha de ir estrechamente ligada a la que el proletariado español lleva contra la burguesía y grandes terratenientes monopolizadores del Poder Central, instrumento coercitivo del imperialismo español» 

	 

	Posiblemente era el mejor resumen de sus aspiraciones, aunque en el texto de Uribe se leen mejor sus auténticos sentimientos nacionales y su universo mental no forzado. Pero al llegar la Guerra Civil, este intento de establecer un puente de relación entre lo social y lo nacional, inédito hasta entonces en la historia vasca y limitado por estrategias y consignas coyunturales o estructurales menos trascendentes, se había demostrado fracasado. Es posible que la explicación dada por Elorza en su día siga siendo valida: el intento de superar la escisión del país que expresaban dos fuerzas de la entidad de socialistas y nacionalistas vascos resultaba fracasado precisamente por la continuidad de la hegemonía de esos dos mundos y, también, por la pequeñez de los comunistas. Entre esas dos culturas políticas no había un espacio intermedio suficiente, y menos con la ingenua e irreal intención de los comunistas de que los peces grandes se subordinarán al chico. 
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	3. La experiencia de la guerra y de la dictadura en la conformación de otra diferente percepción del país: el vasquismo como antifranquismo 

	 

	La Guerra Civil en el País Vasco tuvo una significación extraordinaria: histórica a los efectos de construcción política nacional que aquí se vienen exponiendo. Entre el 18 de julio de 1936 y el 19 de junio de 1937 —el tiempo que duró la contienda en la región— se produjo la primera experiencia de autogobierno vasco, a partir del Estatuto aprobado por las Cortes el 1 de octubre de 1936 y de la constitución del gobierno presidido desde el día 7 por el nacionalista José Antonio Aguirre. Este gobierno fue de coalición entre todas las fuerzas leales a la República —excepto los anarquistas, rechazados por el PNV—, de manera que participaron en el los Republicanos de Izquierda y Unión Republicana, los socialistas, los nacionalistas del Partido y de Acción, y los comunistas. Pero la hegemonía y los puestos principales —la Presidencia y las carteras de Gobernación, Defensa, Hacienda y Justicia y Cultura— quedaron en manos nacionalistas. Y ese fue el sesgo político de un gobierno empeñado desde los nacionalistas en identificar la guerra como una lucha nacional —«de independencia del País Vasco contra el imperialismo español invasor de Euzkadi»—, en un momento en que, también en el País Vasco, la desarticulación y fragmentación territorial y de soberanía del Estado español dejo a muchas zonas del país en una situación de semi-independencia de facto. La puesta en marcha del Estatuto vasco y la formación del gobierno de Aguirre, la primera vez en la historia en que el País Vasco era una realidad política —aunque, por la guerra, se limitara territorialmente a la provincia de Vizcaya—, vinieron a asegurar la decisión nacionalista a favor de la República, no tan clara desde el 18 de julio. De hecho, hasta los primeros días de octubre, el PNV estuvo casi ausente de la contienda. Después, torno la primacía al frente de la reacción de los vascos refugiados en la amenazada Vizcaya. Y antes y después mantuvo contactos con los sublevados y con sus aliados italianos para ver la manera de terminar la guerra. De hecho, cuando los alzados expulsaron a las tropas Republicanas vascas de su territorio, la guerra había terminado para la mayoría de los nacionalistas. 

	Una diferencia sustancial entre lo ocurrido en el País Vasco leal y el resto del territorio Republicano es que, en el primer lugar, no se produjo ningún episodio revolucionario que alterara el orden socioeconómico. El PNV defendió hasta el final la continuidad y la lógica del sistema capitalista —con sus lecturas críticas social-cristianas—, así como toda la estratégica industria fabril vizcaína, tan decisiva en la guerra, amenazada por los anarquistas en su retirada concebida en términos de tierra quemada. 

	275 En ese escenario, los socialistas vascos mantuvieron sus tesis tradicionales respecto de la cuestión nacional, las de su líder Indalecio Prieto, en momentos en que parecía hacerse posible la utopía nacionalista. Así, Cruz Salido, del Comité Nacional del PSOE y redactor de El Socialista, fue enviado a Bilbao para dirigir El Liberal, el diario de Prieto, y marcar la pauta cuando las proclamas pronacionalistas de los comunistas prendían en parte de sus bases juveniles: en Bilbao, escribía en enero de 1937, «existen algunos comunistas que parecen nacionalistas, mientras que los de Acción Nacionalista Vasca, por ejemplo, semejan ser comunistas, en tanto que hay socialistas a los que los dogmas de nuestro Partido producen un terrible horror. Es demasiado confusionismo». Para dejar las cosas en su sitio, Salido volvió a la clásica distinción entre los caracteres objetivos nacionales (raza, idioma, tradición, historia...) y la dimensión política de los mismos, que era lo que justificaba el carácter estatal. Recordó como la lucha nacional llevaba a los trabajadores vascos «por derroteros inconvenientes para nuestra causa»; como el problema socioeconómico, de clase, tenia prioridad sobre el político-nacional; y como la solución a lo primero traería definitivamente la respuesta a lo segundo («el triunfo de la clase obrera es, al mismo tiempo, la solución del problema de las nacionalidades»); así como que el Estatuto era una cesura básica en la tradición centralista de España y un paso hacia el «ideal de constitución de la Federación de nacionalidades ibéricas». Como puede verse, recordó los criterios tradicionales del socialismo vasco y español respecto de lo nacional, mantenidos oficialmente desde 1918 y de ordinario desde antes. 

	En contra suya, y dentro del propio campo socialista, tuvo sobre todo a los hermanos Amilibia Machimbarrena, abogados donostiarras, importantes en el partido, que se mostraron favorables a un socialismo políticamente vasquista. Así, Eustasio Tacho Amilibia contendió con Salido desde las paginas del comunista Euzkadi Roja, y cambio un partido por otro debido a las respectivas posiciones ante lo nacional vasco. Tacho creyó ver en el Pleno del Partido Socialista vasco de enero de 1937 un giro radical en el que se «habían asumido solidarios los objetivos de clase y nacionales». La prensa nacionalista fue más lejos y afirmó que «todas las fuerzas del país que suponen arraigo en el alma popular se colocan mirando a Euzkadi como sujeto primordial de sus actividades constructivas». El artículo se titulaba, significativamente, «Fin de una etapa». Pero el sector oficial socialista marco el limite en la Federación de Nacionalidades Ibéricas aprobada en el Congreso de 1918, reafirmando su compromiso con el autonomismo. En todo caso, en una posición harto defensiva, entendían que el de la independencia era un debate para después de la guerra, algo en lo que por caminos distintos acabarían coincidiendo con los comunistas vascos. Esa misma posición (favorable a la autodeterminación, pero para después de la guerra) es la que suscribió el proyecto de Programa para el Frente Popular —desaparecido en la práctica tras la creación del gobierno vasco—, en marzo de 1937, y que firmaron todos sus componentes menos Acción Nacionalista, que denunció la reducción del «contenido vasquista» por parte de socialistas y Republicanos (y disintió además sobre la dirección militar de la guerra en Vizcaya). 

	276     Mas importante todavía que Tacho fue su hermano Miguel Amilibia, diputado del Frente Popular, miembro de la Comisión del Estatuto junto con Aguirre, presidente de la decisiva Junta de Defensa de Guipúzcoa y Secretario del Comité Central Socialista de Euzkadi, un organismo expresivo de la nueva situación que vivió el socialismo vasco desde la guerra. El Comité se creó nada más iniciada esta, a instancias de los Guipuzcoanos, y era el término medio al que llegaban quienes pretendían, como Amilibia, una organización autónoma vasca integrada federalmente en el PSOE y los que, como el resto, preferían mantener la federación interprovincial y la única dirección política residenciada en el partido a nivel de España. El debate orgánico encubría lógicamente otro, resumido así por Amilibia: 

	 

	«Se manifestaron dos tendencias. Una que, partiendo del reconocimiento explicito del hecho diferencial vasco, tendía a adquirir una autoridad moral sobre la conciencia del país, al objeto de combatir el predominio de los nacionalistas. Otra que, sin atreverse a hacerlo expresamente, se negaba a reconocer el hecho diferencial. A lo que parece, la Ejecutiva Nacional, sometida la discrepancia a su resolución, se decidió por la segunda tesis». 

	 

	Amilibia, sin parar en mientes, explicaba en 1938, perdida la guerra en Euskadi, la causa del magro papel interpretado por el socialismo vasco en la anterior coyuntura: «la falsa postura que siempre hemos adoptado ante los problemas del País Vasco, resistiéndonos a reconocer explícitamente la existencia de un hecho diferencial y a operar en socialista de acuerdo con una realidad que considero indiscutible». Su hermano, como se ha dicho ya, cambio el socialismo por el comunismo, en razón de las estrategias sobre lo nacional. Miguel Amilibia, junto con Eustasio (Tacho), paso a Asturias a defender militarmente el territorio Republicano, a pesar de las duras críticas que recibieron los dos de los asturianos por la rendición nacionalista del Ejercito Vasco en Santoña. El Pleno del Comité Central Socialista de Euzkadi, en su reunión de Barcelona en 1938, determinó que ningún socialista había tenido responsabilidad en el pacto frustrado con los italianos. Miguel regresó a España del exilio en 1976, y poco después formó parte de la Mesa Nacional de Herri Batasuna, la formación política de la izquierda abertzale. 

	277     Otro socialista vasco con planteamientos políticos vasquistas en este momento de la guerra, y sobre todo en el primer exilio, fue el consejero de Industria, Santiago Aznar. Este, y en menor medida otro de los tres consejeros del gobierno vasco, Juan de Gracia, secundaria diversas propuestas del lehendakari Aguirre en la dirección de nacionalizar la política vasca y desvincularla de la Republicana a partir del final de la contienda. 

	Distinta fue la posición de los comunistas, cuyo líder Juan Astigarrabia formaba parte del gobierno vasco de Aguirre. Las tesis mantenidas durante los años treinta, de acercamiento a las bases nacionalistas, en la necesidad de desplazar a sus dirigentes burgueses y de conferir a la lucha nacional la apropiada dirección que llevaba a aunar esta con la lucha social, se intensificaron en estos momentos. Las formulaciones independentistas menudearon en su prensa, desde donde incluso se reformularon algunas posiciones anteriores. Así, se plantea que, frente a la tesis tradicional de todas las izquierdas, la revolución social no tenia por que solucionar todo tipo de problemas, y en concreto el nacional. Ello hacia necesarias una intervención y estrategia a tal fin. La defección del socialismo en esa lucha —defensor de un «vasquismo histórico y liberal por pura formula», escriben— había mermado las fuerzas de la izquierda y entregado la causa vasca al nacionalismo, burgués y chovinista. Correspondía entonces a los comunistas vascos combatir ambas posiciones. Esa era la tesis del ex-socialista Eustasio Tacho Amilibia. O también se reformuló la posición tradicional de demandar la libre separación para proponer a renglón seguido la libre unión en una formula federativa para España. La deriva independentista del comunismo vasco en la guerra les llevaba a una posición claramente nacionalista, ajena a España, aunque todo debía quedar para después, porque, como escribía el mismo Astigarrabia, la independencia inmediata, en mitad de la contienda, era una traición. Pero, eso si, emergía al final la condición táctica de todas estas rotundas formulaciones. Así, el nacionalismo y la lucha nacional eran reaccionarios o revolucionarios en la medida en que lo fueran las fuerzas políticas que los dirigían o, más aun, en la medida en que lo fueran «los resultados prácticos en el balance general de la lucha contra el imperialismo». Por eso, apelando a los mismísimos Lenin y Stalin, la autodeterminación no se concebía como valor absoluto, sino que se subordinaba al proceso del «movimiento democrático proletario mundial». Si la autodeterminación tenia un carácter y consecuencias revolucionarias —como se interpretaba era entonces el caso vasco—, debía apoyarse. De lo contrario, debía combatirse (caso en ese momento de Manchuria o antes del nacionalismo ucraniano). 

	278     El resultado final de esta línea política de los comunistas vascos no fue demasiado favorable. Como había ocurrido en los años anteriores, el acercamiento a los nacionalistas y su incorporación a sus tesis más radicales, independentistas, no les proporcionaba frutos políticos. Seguían siendo una fuerza política menor. Quizás en ese fracaso —Así lo planteó Elorza en su día— haya que buscar la causa de la crisis que llevó en julio de 1937 a la expulsión del partido del consejero y secretario general del mismo, Juan Astigarrabia, a instancias de Ramón Ormazábal y del navarro Jesús Monzón. Astigarrabia —junto con Larrañaga, aunque este no salió malparado y se mantuvo en la dirección del partido— fue acusado de entreguismo, de lucha fraccional y de subordinación a la política de los nacionalistas gobernantes. «Un prisionero de ese Gobierno que dirigían los jefes nacionalistas vascos, representantes de los grandes industriales, de los grandes capitalistas, de los Bancos». Esa fue la descripción que hizo José Díaz, secretario general del PCE, en el Pleno del Comité Central donde se planteó su expulsión. Astigarrabia, en una patética declaración típica de los procesos estalinistas, reconocía haber saboteado la política del PCE y de la Internacional Comunista, «con mentalidad de trotskista emboscado». Al regresar del exilio en 1980 fue nombrado presidente de honor de Euskadiko Ezkerra. Es de reseñar aquí el efecto de las contradicciones personales y políticas a que llevó la política del gobierno vasco durante la guerra y el exilio, en lo que hace a sus integrantes no nacionalistas: Astigarrabia fue expulsado por su partido por, entre otras cosas, su supeditación a la política de Aguirre; el consejero Ramón Aldasoro lo fue en 1938 del partido Izquierda Republicana, por lo mismo; el socialista Santiago Aznar encabezó una pequeña escisión en el socialismo vasco desde su exilio mexicano, en 1943, asentada precisamente en formulaciones de vasquismo político, y fue definitivamente desautorizado en 1946; y Juan de Gratia, muerto en Paris en 1941, sin llegar a tanto, también estuvo tentado en esa misma dirección. 

	La guerra y la posibilidad real de un poder alternativo, que tanto influyeron y cambiaron las posiciones tradicionales de los anarquistas, no lo hicieron así en el País Vasco. Realmente, la excepción era la situación vasca, con un gobierno de hegemonía nacionalista opuesto a cualquier alteración del orden económico, social y cultural. En esa tesitura, los anarquistas no podían estar sino en su lugar natural, en la oposición al gobierno. Así fue. Poco o nada de las convicciones y percepciones anteriores de los libertarios vascos cambiaron con la excepcional coyuntura de guerra y de autogobierno. La autonomía no era, a sus ojos, sino una jugada de Prieto para asegurar que los nacionalistas hicieran causa con la República, algo poco seguro hasta octubre de 1936. Azaña lo confirmó en mayo de 1937: «Los nacionalistas no se baten por la causa de la República ni por la causa de España, a la que aborrecen, sino por su autonomía y semi-independencia». 

	279 Los anarquistas expusieron a los socialistas su disposición a apoyar un candidato suyo a lehendakari, recelosos de la política conservadora y clerical que apreciaban en el PNV. Cuando el gobierno de Aguirre comenzó a funcionar, le dieron dos meses de prueba. Al terminar 1936, aquel «molusco antediluviano que se adhería a la roca del statu quo» comenzó a ser blanco de sus críticas. La respuesta fue la censura de sus medios, la persecución de sus actos y la obstaculización de sus gestiones, que en el caso de su periódico, CNT del Norte, llevó a una crisis, con los amenazantes batallones anarquistas de por medio, donde alguno quiso ver lejanamente un remedo de los hechos de mayo de 1937 en Barcelona. Desde ese momento, la CNT, la única fuerza leal que no formaba parte del gobierno vasco, paso a demandar cambios reales, sobre la base de que era la cuestión social el fundamento principal de su acción, «dentro de una autonomía, al igual que dentro del centralismo». Lo sustancial, para los anarquistas, no había cambiado para nada. De ese modo, para el nacionalismo gobernante, la CNT se convertía en «una excepción en el concierto vasco», y eso, conocida la inclinación patrimonialista del PNV, les convertía en «malos vascos». Manuel Chiapuso escribe: «Quien no incensaba al equipo gubernamental no era vasco, ni tenia los méritos de pertenecer a la comunidad milenaria». Al final, en uno de los artículos censurados del CNT del Norte, uno titulado «Autonomía o revolución» (24 de febrero de 1937), se encerraba la inmutable visión de los anarquistas acerca de la cuestión vasca y de la forma política que acababa de adquirir en la coyuntura bélica: «Una autonomía para que unos señores jugarán a la política en nombre de una civilización ancestral...». 

	Nada más acabar la guerra, en abril de 1939, Aguirre reavivó las divisiones internas entre los socialistas al proponer un acuerdo de «solidaridad nacional vasca» que exigía a todas las fuerzas políticas una autonomía total respecto de sus respectivos organismos españoles. Una demanda formulada de nuevo en 1943 y 1945, que en ningún caso cobró la forma pretendida pero que si agitó las divididas aguas socialistas. Algunos, a título personal, expresaron su voluntad de apartarse de la disciplina del PSOE y deberse únicamente a la de un partido socialista vasco, o señalaron como «no es obligadamente consustancial la idea socialista con la unidad territorial y política de España». Los dos consejeros más afines a los nacionalistas, De Gratia y Aznar, formularon propuestas tendentes a la creación de ese partido vasco, aunque integrado en el PSOE y con capacidad únicamente para intervenir en los asuntos del país. 

	280 El que más desarrollo los argumentos fue el consejero Aznar, quien encabezaría una de las tres facciones del Comité Central Socialista de Euzkadi, enfrentado al sector prietista y mayoritario del partido. En la larga exposición del consejero Aznar en marzo de 1940, el que había sido secretario general de la UGT de Vizcaya explicaba la división histórica entre el socialismo y el nacionalismo, entre la demanda social y nacional, por mor de la urgencia de determinadas reivindicaciones de clase y del patrimonialismo nacionalista: 

	 

	«indiferentes al hecho diferencial (...) sin poder conjugar nuestro ideario social con el cariño y la práctica de nuestro idioma, de nuestro arte, de nuestras canciones, de nuestras danzas... ¿A quien la culpa? Al ambiente creado por las luchas constantes de los intereses en choque. Teníamos tanto que hacer...». 

	 

	La segunda etapa del socialismo vasco arrancaba para Aznar —y se supone que para la memoria colectiva de esa cultura política— con los Amuátegui, Meabe y Madinabeitia, «con sus amores a nuestra querida tierra», y con los trabajos por la autonomía hechos por Prieto durante la República. Por ello era hora de reconocer «los hechos diferenciales de los pueblos peninsulares y el derecho de su autodeterminación, empezando nosotros por Euzkadi». Lo que tenia por consecuencia que «el Socialismo Vasco (...) puede y debe considerarse autónomo a los efectos de la defensa y consecución de las aspiraciones nacionales de Euzkadi», para lo que proponía denominarse en lo sucesivo Partido Socialista Obrero Vasco, perteneciendo al PSOE para lo general de toda España. 

	Las tensiones encontraron un inestable aunque perenne punto final en el Pacto de Bayona, suscrito el 17 de marzo de 1945 por las fuerzas que formaban parte del gobierno vasco más UGT, ELA-STV y la CNT minoritaria, ajena a la disciplina anticolaboracionista de Toulouse (Montseny-Esgleas). El acuerdo supuso la base de reorganización posterior del gobierno de Aguirre y, en lo que aquí afecta, el punto de equilibrio y mutuo respeto entre las dos fuerzas fundamentales del mismo, una vez que los nacionalistas dejaron ya de tantear al resto con propuestas que les generaban tensiones internas, y cuando Prieto pareció conforme con la relación futura que asentaba (a la que no fue ajena la salida forzada del gobierno de Santiago Aznar). 
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	4. Epílogo 

	 

	En carta precisamente a Aznar, en mayo de 1944, el lehendakari Aguirre le hacia ver como, desde la guerra, «la izquierda se vasquiza —me refiero a la masa, y también a ciertos grupos selectos— y se vasquiza nacionalmente; al mismo tiempo que en las masas ya nacionalizadas de antaño el clima social y social avanzado, gana definitivamente terreno». Esto es lo que produjo el estupor del socialista Cruz Salido, cuando apreciaba excesivo el confusionismo político que se vivía en el Bilbao bélico. El nacionalismo hegemónico se hacia más social, sobre todo en sus bases, porque en lo que hace a sus gobernantes, como denunciaron pronto los anarquistas y algo más tarde socialistas y comunistas, no había nada de tal en su acción de gobierno. ANV, un partido de centro-izquierda de la pequeña burguesía y de sectores obreros urbanos, se había convertido ya en las vísperas de la Guerra Civil en una formación furibundamente anticapitalista, aunque no menos ni fundamentalmente independentista. Los comunistas, a pesar de la purga de Astigarrabia, siguieron manteniendo en el exilio una relación muy estrecha con el PNV, hasta su expulsión del gobierno en 1948. Los socialistas lograron por fin, desde 1945, un equilibrio de relación con el gobierno vasco, consiguiendo de este el fin, a un tiempo, de las hostilidades contra el gobierno Republicano y de la política nacional vasca, a cambio, en la práctica, del compromiso y sostén leal de los socialistas del ejecutivo de Aguirre. La consecuencia fue la paz en la familia socialista, dentro y fuera de España, y, en un sentido más amplio, la capacidad para una convocatoria unitaria de fuerzas, como se demostró en las huelgas de 1947. En ese escenario, según el socialista Jesús Eguiguren, miembros de ese partido expresaron un vasquismo sentimental y político, y una disposición para entender y relacionarse con los nacionalistas, que marco el carácter de una parte importante de esa cultura política vasca hasta el final de la dictadura. Con todo, ello no obsta para señalar que, al mismo tiempo, otros sectores muy importantes del socialismo vasco siguieron centrados en las demandas de clase y de libertades democráticas, y volvieron a dejar en un piano secundario sus preocupaciones por lo nacional. Situación que se acentuaría de nuevo en parte de las bases socialistas con la nueva oleada migratoria de los años sesenta y setenta. 

	Mas allá de esos ambientes orgánicos, forzosamente minoritarios, se extendió tras 1945 una múltiple y duradera sensación de derrota. Y en ausencia e incapacidad de respuestas más sdlidas contra el régimen de dictadura, los años fueron engendrando una confusa y sentida rabia a partir de demandas contra la situación de pobreza y contra la opresión percibida como comunitaria, como nacional. 

	282 El periodista Jesús María Amilibia Iraragorri evocó ese sentimiento en una novela titulada ¡¡Gora Stalin!! El gudari cojo, donde su antihéroe, un comunista y nacionalista derrotado, solo tenia un momento para la resistencia cuando la cuadrilla y el alcohol le empujaban a dar voces que acababan con el en comisaria. Esas, la cuadrilla y el «poteo», entre otras, constituían la «estructura de comunicación» a través de la que se expresaba «la sociedad del silencio» que describió el sociólogo Ander Gurruchaga para explicar la continuidad durante la dictadura del código nacionalista vasco. Esa situación en la que «lo vasco», por prohibido, se convirtió en algo trasgresor por si mismo; donde el vasquismo era por definición antifranquismo. En el personaje del periodista Amilibia, Elías Arrieta, se funden dos factores fundamentales para entender lo ocurrido en esos cuarenta anos: la transmisión comunitaria de un discurso donde el antifranquismo se asume, no como una disposición personal, sino como la respuesta a una agresión contra todo el pueblo vasco; y la relación de ruptura generacional que se vive entre quienes conocieron la guerra y quienes nacieron después de esta pero mantenían una común inquietud por la continuidad de ese pueblo. 

	En 1959 apareció ETA, de la lógica y de la tradición nacionalista vasca. Pero se desarrollo en los años siguientes, cuando se fundieron diversos antiimperialismos y luchas nacionales con la Nueva Izquierda y la crisis cultural de 1968. Eso proporcionó una nueva oportunidad, y bien distinta de las anteriores, para ver la manera de aunar lo social —exclusivamente a través del prisma ideológico marxista— y lo nacional —como lucha de liberación y como reacción agónica del País Vasco, en la mejor tradición sabiniana—. Joseba Arregi apuntó oportunamente como tal intento, a través de ETA, se llevó a cabo mediante «la pretensión de crear ex nihilo un nuevo sujeto colectivo homogéneo, sin vinculación con historia alguna, deudor solo de una subjetividad absoluta: ETA y su capacidad de actuación por medio de la violencia». El fracaso de esa vía de superación de la escisión clásica entre lo social y lo nacional en Euskadi, y entre dos cosmovisiones muy diferentes respecto del propio país, contrasta con el éxito de una vía, menos aparente, pero mas práctica y, sobre todo, democrática: la de un autonomismo responsable y causa directa desde los años ochenta de un proceso de autogobierno inédito en la historia del País Vasco. 
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	FORALIDAD Y AUTONOMÍA BAJO EL FRANQUISMO (1937-1975)12 

	 

	José ANTONIO PÉREZ PÉREZ 

	 

	 

	 

	 

	1. La «foralidad» franquista: el discreto encanto de una tradición 

	 

	1.1. Guipúzcoa y Vizcaya: el precio de la rebelión 

	 

	«Mientras la singularidad del régimen fiscal y administrativo sirvió en algunas provincias como en la lealísima Navarra, para exaltar cada día más su sentimiento nacional y el fervor de su adhesión al común destino de la Patria, en otras, por el contrario, ha servido para realizar la más torpe política anti-española, circunstancia esta que, al resultar ahora hasta la saciedad comprobada, no ya aconseja, sino que imperativamente obliga a poner término, en ellas, a un sistema que utilizaron como instrumento para causar daños tan graves. 

	Las mismas consideraciones imponen que el sistema vigente en la actualidad en la provincia de Álava, continúe subsistiendo, porque ella no participo en acto alguno de rebeldía y realizo, por el contrario, aportaciones valiosísimas a la Causa Nacional, que no pueden ni deben ser olvidadas en estos momentos. 

	Finalmente interesa hacer constar que al promulgar esta disposición, se tiene muy presente que tanto en Guipúzcoa como en Vizcaya, existen españoles de acendrado patriotismo que antes y ahora sintieron la causa de España. Reconocido y proclamado así, nadie en definitiva, podrá afirmar con fundamento, que equiparar unas provincias a la mayoría de las que integran la Nación sometiéndolas a idéntico régimen tributario, no obstante ser notorias las diferencias en su manera de proceder, sea acto de mera represalia y no medida de estricta justicia...». 
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	Con estos términos tan rotundos y explícitos anunciaba el preámbulo del famoso Decreto-Ley de 23 de junio de 1937 —cuatro días después de la caída de Bilbao—, la supresión de los Conciertos económicos de Guipúzcoa y Vizcaya. Como es sobradamente conocido, el texto constataba de esta manera la selectiva represión que el Nuevo Estado impondría a dos de las tres provincias vascas. A pesar de que no recogía de forma explicita el famoso término de «provincias traidoras», tan profusamente recordado hasta la actualidad, y de que en sus párrafos finales el legislador reconocía que no todos los Guipuzcoanos y vizcaínos se habían alzado en armas contra el Movimiento Nacional, lo cierto es que se trató de un caso único y paradigmático en el franquismo. Su singularidad residía, precisamente, en responsabilizar a las dos provincias costeras en su conjunto del alineamiento de sus responsables políticos con la legalidad vigente, frente al golpe de Estado de julio de 1936. 

	La medida en cuestión supuso un severo castigo para el nacionalismo, que había considerado tradicionalmente a los Conciertos económicos como el último reducto del régimen foral, representante de una supuesta y primitiva independencia vasca. El efecto para las aspiraciones de los nacionalistas fue demoledor. Algunos especialistas en el tema se han referido a esta decisión como un «acto de discriminación arbitraria y de prepotencia militarista, de carácter similar al que llevó a cabo el general Baldomero Espartero en 1841» (Monreal, 2005: 17). Al margen de las comparaciones más o menos acertadas, —y esta parece más que discutible— la peculiar interpretación da una idea aproximada de lo que supuso la abolición del Concierto para un sector importante de la sociedad vasca, y aun mas, de la propia historiografia En cualquier caso, la supresión de los Conciertos no solo afectó a los nacionalistas y al resto de fuerzas políticas que formaron parte del primer gobierno vasco. Por mucho que el preámbulo del Decreto-Ley se refiriera a los «españoles de acendrado patriotismo que antes y ahora sintieron vivamente la causa de España», los carlistas Guipuzcoanos y vizcaínos acusaron el golpe que supuso esta medida. La supresión de los Conciertos chocaba frontalmente con la tradicional defensa que los carlistas vascos habían hecho de la peculiaridad foral, aunque, evidentemente, su interpretación fuera muy distinta de la que habían defendido los nacionalistas. Las protestas fueron en algunos casos, muy notables (Tamayo, 1994: 154 y ss.). 

	287     Tan solo cuatro días después de la publicación del Decreto-Ley, la diputación de Guipúzcoa elevó un primer escrito tratando de enmendar la situación. más contundente y argumentada fue la solicitud que cursó en 1942 el presidente de la diputación de Guipúzcoa, el tradicionalista Fernando Aramburu Olaran, quien se dirigió personalmente a través de una memoria al ministro secretario del Movimiento, el bilbaíno y camisa vieja falangista, José Luis Arrese para solicitar —sin éxito— la restitución del Concierto económico. Aramburu arrancó su argumentación apelando al «sentido legal del Concierto», «último vestigio de nuestras antiguas libertades». 

	 

	«... un pacto elaborado entre el Estado y las Provincias, en virtud del cual, sus habitantes contribuyen al levantamiento de las cargas publicas, en la misma proporción que el resto de los españoles, dejando a la facultad de sus Diputaciones la libertad de determinar el procedimiento a establecer para la exacción de los impuestos (...) Fundamentábase el Concierto en tres principios esenciales: el de la territorialidad, el de la libertad de la forma de tributación y el de la proporcionalidad fiscal...» (citado en Monreal, 2005: 369-410). 

	 

	Aramburu expresaba así sus argumentos defendiendo la vigencia de un Concierto económico no como un privilegio «insolidario», sino como un instrumento de integración y unificación, destacando, además, los beneficios que el mismo reportaba al Estado en el aspecto económico y administrativo. El presidente de la diputación se afanó en demostrar con datos la buena gestión que tradicionalmente había desarrollado esta institución, y los perjuicios que había causado a la provincia —y a los Guipuzcoanos en general— la supresión de los Conciertos en 1937. Para ello no dudó en apelar incluso a la figura del «mártir» José Calvo Sotelo, antiguo director general de la Administración Local y defensor de la especificidad de las provincias vascas y Navarra en este terreno (Calvo Sotelo, 1925,1927, 1935). 

	Mas interesante aun resultan los argumentos políticos de la reivindicación. Aramburu recurrió para ello a un planteamiento muy similar al esgrimido por los nacionalistas, aunque se desmarcase claramente de ellos, o al menos de la supuesta apropiación que, a su juicio, aquellos habían hecho del «noble sentimiento de nuestro pueblo»: 

	 

	«... el Concierto era una reliquia y recuerdo de los fueros Guipuzcoanos abolidos por las doctrinas de gobiernos liberales, enemigos de las esencias tradicionales de nuestra Patria, al igual que lo era el estado de las cosas existentes en España a la iniciación del Glorioso Movimiento. Y aquella derogación no tuvo otro carácter que el de castigo al país, por haber defendido, con vida y haciendas los principios fundamentales de nuestra Patria (...) Sería cuando menos desconocer los méritos copiosamente ganados por Guipúzcoa en cien años de vida política y entregar al separatismo una bandera que nunca le perteneció, con la que, y desvirtuando engañosamente el noble sentimiento de nuestro pueblo, quiso alzarse como único y genuino portavoz del sentir de esta fidelísima tierra de España». (Aramburu 1942, citado en Monreal, 2005: 369-410). 
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	Los argumentos que se utilizaron en esta ocasión resultan clarificadores sobre la posición de los carlistas y las dificultades del nuevo régimen para conseguir una cierta legitimación en una provincia que consideraban en 1937 como «traidora» —al margen del contenido literal del famoso preámbulo—, y aun diez años más tarde, con motivo del Referéndum sobre la Ley de Sucesión de julio de 1947, como «enemiga». Aramburu confirmaba que la abolición había supuesto «una decepción para muchos corazones». Todo ello había «dificultado la adhesión cordial de una gran masa separatista horrorizada y desengañada de las consecuencias nefastas que la acción política de su partido produjo» (católicos al fin y al cabo y defensores de los valores tradicionales), y además, 

	 

	«había entibiado el apoyo del tradicionalismo Guipuzcoano, defensor como el que más de nuestras libertades, y retrayendo la colaboración de muchos y valiosos elementos, dignamente representativos de nuestros sectores sociales, porque ellos, al igual que todos los Guipuzcoanos, amaban y respetaban nuestro régimen». 

	 

	Menos contundente se mostró Javier de Ybarra y Bergé, presidente de la diputación de Vizcaya, un veterano de la IV Brigada de Navarra, que en 1949 hizo publicas sus críticas frente a los términos en que se expresaba el preámbulo, en referencia a la traición de las dos provincias costeras (Alonso, 2004: 229-258). Aunque no existen datos concretos sobre la relación causa-efecto, el hecho es que unos meses más tarde fue cesado de su cargo (Moran, 2003: 384). 

	Tras estos primeros intentos, aunque las demandas expuestas por Aramburu fueron asumidas por la corporación provincial de Guipúzcoa, la cuestión no volvió a plantearse seriamente hasta quince años más tarde, en 1964. En esta ocasión las diputaciones trataron de conseguir el régimen especial de Carta provincial (una posibilidad que aparecía recogida en el art. 238 de la Ley de Régimen Local), un estatus del que gozaban Madrid y Barcelona (Alonso, 2004: 229-258). 

	En cualquier caso, la sensibilidad de los presidentes de las diputaciones en la reivindicación de los Conciertos dependió de su filiación política, y fue mucho más nítida en el caso de los carlistas Guipuzcoanos —como ocurrió con Aramburu—, que en el de los presidentes vizcaínos, vinculados a otras familias políticas del régimen. 

	289 En este sentido deben interpretarse las gestiones realizadas por Antonio Epelde Hueto, presidente de la diputación provincial de Guipúzcoa en 1966, quien se sumo a la comisión que se entrevistó con el entonces ministro de Gobernación, Camilo Alonso Vega, para solicitarle la derogación del citado Decreto Ley. Semejantes peticiones cursaron también el ayuntamiento de Tolosa y la Delegación de Excombatientes Requetés de Guipúzcoa. 

	Como ocurrió en 1942, el presidente de la diputación dedicó una gran parte del informe a resaltar la trayectoria histórica de la provincia desde su anexión voluntaria a la Corona de Castilla, y a recordar las iniciativas tomadas desde el mismo día de la promulgación del citado Decreto-Ley para tratar de recuperar, más que el Concierto, el buen nombre de la provincia. 

	La citada comisión fue recibida por Camilo Alonso Vega, que reconoció las razones de la provincia para sentirse agraviada por el famoso preámbulo. El ministro de Gobernación se comprometió a trasladar la cuestión a las más altas instancias. La solicitud fue apoyada por la propia diputación de Vizcaya. Sin embargo, la postura de esta ultima fue bastante más tibia que la de su vecina, limitándose a solicitar la derogación del preámbulo y no del Decreto-Ley, como de hecho pidió la diputación Guipuzcoana. En esta ocasión, la solicitud de ambas instituciones tuvo un mayor eco en los medios de comunicación y fue apoyada por importantes medios de prensa, como El Correo Español-El Pueblo Vasco, La Gaceta del Norte, El Hierro y La Vanguardia. Incluso contó con el respaldo de algunas instituciones tan emblemáticas como la Sociedad Bilbaína, donde su presidente recordó ante el ministro de Justicia, el carlista Antonio María Oriol, el castigo que había supuesto la supresión para las provincias en cuestión. 

	Pero las demandas de recuperación de los Conciertos no tuvieron unas raíces únicamente políticas o ideológicas, basadas en una determinada lectura foral por parte los elementos tradicionalistas, ni en una restitución del «buen nombre» de Guipúzcoa y Vizcaya. Un sector muy notable de las elites provinciales, ligadas a importantes intereses financieros e industriales, estuvo también detrás de estas reivindicaciones. En este sentido debe interpretarse la postura de los medios de comunicación e instituciones vizcaínas anteriormente señaladas (el caso de Ybarra y Bergé, fue en este sentido, uno de los más evidentes). De hecho, una gran parte de los motivos que impulsaban estas reclamaciones se basaban precisamente en la escasa inversión que el Estado venia realizando en ambas provincias. 

	290     La situación se torno aun más delicada a partir de finales de los años cincuenta y principios de los sesenta, cuando comenzó el despegue económico de la «nueva España del desarrollismo». Las reivindicaciones se hicieron más evidentes durante los años 1966-1967, una etapa económicamente delicada, a pesar de las tasas de crecimiento generales. El gobierno, preocupado por la trascendencia que podían tener unas reclamaciones que hasta el momento habían sido bastante discretas, pero que comenzaban a airearse en los medios de comunicación, envió a las diputaciones, en este caso a la de Vizcaya a través de su gobernador civil, una circular donde le recordaba la necesidad de no dar más publicidad de la necesaria —es decir, ninguna— a esta cuestión. En opinión del gobierno el asunto podría reabrir el debate foral y, de paso, las reivindicaciones nacionalistas que comenzaban a manifestarse a mediados de los años sesenta de una manera mucho más patente. Para demostrar su firmeza en este punto advirtió a la diputación que llegado el caso ejercería sus facultades suspendiendo los acuerdos de la corporación. 

	Las reclamaciones fueron satisfechas solo en parte, es decir, en aquella que afectaba al citado preámbulo, porque, como se encargó de confirmar el 29 de junio de 1966 Manuel Fraga Iribarne, ministro de Información y Turismo y portavoz del gobierno, 

	 

	«la historia es irrepetible y el principio de unidad política administrativa y de establecimiento de una total igualdad de los españoles ante la ley, es incuestionable. El Gobierno no piensa, en ningún modo, volver la vista atrás, aunque quiere dar plena satisfacción moral a estas provincias». 

	 

	Las advertencias gubernamentales debieron de ser tomadas en consideración por los afectados, porque durante dos años no se produjeron nuevas reclamaciones en este sentido. Esto fue así al menos hasta 1968, cuando M. Fernández Palacio, procurador en Cortes de Vizcaya, elevó un escrito solicitando la eliminación de la citada alusión a ambas provincias en el preámbulo del Decreto-Ley. Finalmente, y al parecer después de diversos contactos, tanto públicos como privados, el Consejo de Ministros se hizo eco de la solicitud y accedió a suprimir las citadas alusiones, promulgando un nuevo Decreto— Ley que apareció publicado en el BOE en junio de 1968: 

	 

	«... en atención a las expresiones que no se corresponden con el noble esfuerzo y laboriosidad que han caracterizado siempre a dichas provincias dentro de la unidad nacional (...) Aun no constituyendo las exposiciones de motivos normas jurídicas propiamente dichas, parece oportuno que el Poder público, haciéndose eco de los deseos reiteradamente manifestados por las Corporaciones de Guipúzcoa y Vizcaya y posteriormente por Procuradores en Cortes de dichas y otras provincias, adopte las medidas necesarias, superando posibles consideraciones de mera técnica legislativa, en atención a la finalidad que se persigue, que no es sino la de suprimir del preámbulo las expresiones aludidas» (citado en Monreal, 2005: 439-443). 
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	La medida no satisfizo las aspiraciones de los reclamantes, ya que tan solo afectaba al preámbulo y mantenía el statu quo establecido por el Decreto-Ley de 1937. La diputación de Guipúzcoa, siempre más activa que la vizcaína en esta cuestión, mostró su descontento. El más beligerante fue José Ramón Estomba Goicoechea, por entonces diputado de esa institución —y más tarde miembro del PNV y consejero de Transporte del Gobierno Vasco—, quien manifestó su total desacuerdo con la medida adoptada, al considerarla insuficiente. Estomba instó a la diputación a manifestar ante el ministro de Gobernación la rotunda disconformidad de la corporación, solicitando, además, la adhesión de todos los ayuntamientos de la provincia. Otros representantes como Santiago San Martin Morales se sumaron al debate suscitado en el seno de la institución, y aunque en términos menos contundentes que Estomba, San Martin expresaba lo siguiente: 

	 

	«No defendemos un régimen de privilegio económico-fiscal, propugnamos y así hemos visto lo han hecho quienes nos precedieron, por un sistema que basado en la tradición, responda a modelos que satisfagan a Guipuzcoanos, cumplan con la obligación de las provincias de participar en el gasto público que el Estado programe para el cumplimiento de sus fines (...) En este sentido se pedía la derogación del Decreto de 1937; se comprendía la necesidad de actualizar el sistema tradicional a las modernas técnicas fiscales y por ello, no pedíamos un salto atrás, sino que propugnábamos la apertura de unas conversación es bilaterales para, restituyendo antiguos derechos, conseguir encajar nuestro sistema tradicional dentro de los principios económicos-fiscales que modernamente informan a los Estados. No pensábamos en evasiones fiscales ni en privilegios económicos de ninguna clase, como nunca los tuvo el sistema tradicional aplicado a las provincias vascongadas» (citado en Monreal, 2005: 451-462). 

	 

	La cuestión no volvió a plantearse hasta 1974 en plena crisis y descomposición del régimen franquista. Sucedió durante la elaboración del proyecto de Ley de Bases del Estatuto de Régimen Local de 31 de mayo de ese mismo ano. El texto en cuestión recogía, en una disposición final, el reconocimiento de la situación especial de Álava y Navarra. Varios procuradores propusieron una enmienda para establecer en Vizcaya y Guipúzcoa un «régimen concertado económico administrativo acomodado a las circunstancias actuales». A esta propuesta se sumo la del presidente de la diputación de Guipúzcoa, Juan María Araluce, —quien sería posteriormente asesinado por ETA—, proponiendo que la situación especial de Álava se hiciera extensiva a las dos provincias costeras, habida cuenta de la eliminación del preámbulo en 1968. La propuesta, realizada en medio de una complicada y tensa situación política, derivada de la previsible desaparición del general Franco, conto con el rechazo del sector más inmovilista del régimen. 

	292     Habría que esperar hasta el 7 de noviembre de 1975, es decir, dos semanas antes de la muerte del jefe del Estado, para que el Consejo de Ministros aprobase la creación de una comisión para el establecimiento de un régimen administrativo especial. Después de ocho meses de deliberaciones, las conclusiones de dicha comisión se abrieron con la solicitud al gobierno de una derogación inmediata del famoso Decreto-Ley, tras lo cual se abriría un periodo de vigencia del régimen común hasta el urgente restablecimiento del régimen especial. En cualquier caso, la iniciativa se circunscribía al ámbito exclusivamente administrativo, aunque el propio contexto político hizo que se deslizase una importante novedad, como la de «dar una forma jurídica a la totalidad de la región vascongada». 

	Finalmente, el 30 de octubre de 1976 se derogó el Decreto-Ley de 23 de junio de 1937. Unos meses más tarde, el Real Decreto-Ley de 4 de marzo de 1977 procedió a la reinstauración de las Juntas Generales de Guipúzcoa y Vizcaya. La restitución del Concierto aun tendría que esperar, pero para entonces las reivindicaciones políticas a favor de la autonomía se habían extendido y asumido de tal forma por las fuerzas políticas ya legalizadas, que cualquier cambio administrativo, por importante que fuera, que no terminase en el Estatuto de Autonomía estaba condenado al fracaso. 

	Las diferentes iniciativas que se llevaron a cabo durante los últimos años del régimen franquista se vieron ya superadas por los acontecimientos y por el agitado clima sociopolítico que vivía la sociedad vasca a mediados de los setenta. La práctica totalidad de las fuerzas políticas de la oposición en el País Vasco ya no se conformaría con una descentralización administrativa ni económica, sino con un reconocimiento político de su especificidad, la Autonomía. 

	 

	1.2. Álava y Navarra: leales y patriotas 

	 

	La situación no fue igual en el resto del País Vasco y Navarra. Las lealtades y los servicios no solo fueron merecedores de honores (como la concesión a esta ultima de la Cruz Laureada de San Fernando), sino también de favores. Así lo había dado a entender el propio Franco en el famoso Decreto de 23 de junio de 1937. 

	293 Con «resonancias de vieja literatura fuerista, pero también en el más viejo estilo de un monarca del antiguo régimen», repartió privilegios para recompensar lealtades y patriotismo (Mina, 1990: 105). Frente a la «traición» de Guipúzcoa y Vizcaya, mantuvo los privilegios de la «lealísima Navarra», que habían servido para «exaltar cada día más su sentimiento nacional y el fervor de su adhesión al común destino de la Patria». Con algo menos de entusiasmo reconoció los merecimientos de Álava «que no participó en acto alguno de rebeldía y realizó aportaciones valiosísimas a la Causa Nacional». 

	Tal y como ha afirmado Santiago de Pablo, la supresión del régimen concertado en las dos provincias costeras supuso, probablemente, el reforzamiento de una cierta identidad alavesa y navarra. Esta se basaría, no tanto en el incremento de las atribuciones por parte de las dos diputaciones, sino en un imaginario colectivo de carácter foral tradicionalista y fuertemente historicista (Pablo, 2002: 93). La renovación del Concierto económico en 1952 entre Álava y el Estado reforzó este imaginario. La propia intervención de Franco como mediador entre la diputación y el Ministerio de Hacienda, a instancias de las elites locales, sirvió para estrechar aun más los vínculos entre la provincia y el Nuevo Estado. 

	La recuperación de elementos simbólicos, aun en plena Guerra Civil, como la denominación de «Diputación Foral», contribuyó a afianzar esta identidad. A ello habría que sumarle, por ejemplo, la restitución de las Juntas de Hermandad de Álava en 1958, una institución más ornamental que verdaderamente funcional, que de algún modo sirvió para rememorar las antiguas Juntas Generales Forales. La dotación de una policía foral —los miñones—, en ciertos servicios como la vigilancia de las carreteras o los edificios oficiales de la provincia, sirvió para visualizar ante la población la existencia de esta identidad revestida de autoridad. Todas estas circunstancias facilitaron el fortalecimiento de las atribuciones de la diputación, que se manifestaron, además, de una forma tan patente para los alaveses como la promoción del desarrollo económico de la provincia o la mejora de la red viaria (Ugarte, 1990: 257-276). Pero, sobre todo, esta peculiar situación fortaleció una cultura estrechamente vinculada a la foralidad que se hizo sentir en numerosas iniciativas, e incluso en diversas polémicas como la desatada a causa de la electrificación y desdoblamiento de la vía férrea Madrid/Paris entre Vitoria y la frontera en 1950-1951, en la que los periódicos alaveses emplearon públicamente toda la argumentación foral, algo verdaderamente significativo por el periodo y las circunstancias en que se desarrollo. 

	294     La situación de Navarra, como en el caso de Álava, fue muy diferente de la de Guipúzcoa y Vizcaya. La participación de importantes sectores de su población y especialmente, de sus líderes carlistas en la Guerra Civil al lado de los sublevados, reforzó la bandera de la foralidad, una reivindicación que, sin embargo, fue perfectamente compatible con la defensa de la indisoluble unidad de España (Ugarte, 1998). Ello no evitó los problemas de «interpretación» sobre las competencias del Estado y de la provincia. La política de hechos consumados y las propias circunstancias de la guerra dieron lugar a ciertos episodios que pusieron en evidencia la existencia de tensiones internas. Por ejemplo, durante la contienda, la diputación creó una serie de Juntas dedicadas a temas de carácter social (Educación, Beneficencia y Reformas Sociales), en un claro intento por ampliar sus atribuciones. La maniobra contó con el apoyo del tradicionalismo navarro, que de algún modo manifestó de esta forma sus expectativas de conquistar ciertas atribuciones. Sin embargo, estas pretensiones se vieron rápidamente frustradas al poco tiempo de terminar la guerra. Para 1940 la nueva diputación tan solo conseguía mantener la Junta de Educación, que se completó en cierta forma con la creación de un Consejo de Cultura, la Institución Príncipe de Viana, uno de los símbolos más patentes del universo cultural e identitario navarro. Tal y como ocurriera con Álava, el nuevo régimen franquista no cuestionó el estatus administrativo navarro y renovó un ano más tarde, en 1941, el Convenio económico entre Navarra y el Estado. Una renovación que volvería a hacerse efectiva, muchos años más tarde, en 1969, en un contexto muy diferente. En esta ocasión, la citada renovación se produjo tras la intervención del propio Franco, que apoyo firmemente las tesis navarras y confirmó en 1973 la Compilación de Derecho Civil Foral de Navarra. 

	A lo largo de esta larga y estrecha relación, el Nuevo Estado franquista fue asumiendo una gran parte del imaginario foral navarro. Este proceso no solo se visualizó a través del uso regular de términos como «Ley Paccionada» o «Diputación Foral» en numerosos textos legales, sino que se concretó de una forma mucho más efectiva y constatable a través del fortalecimiento de la capacidad administrativa y económica de la diputación. La propia indeterminación de sus competencias y la capacidad de maniobra de las elites navarras permitieron —y de algún modo sancionaron— la constante negociación política entre estas ultimas y los diferentes ministerios de los gobiernos de Franco. El objetivo de dichas elites se centro en conseguir que determinadas disposiciones legales no se aplicarán en Navarra. Pero, lógicamente, ello no hubiera sido posible sin la asunción por parte del propio franquismo, de un cierto tradicionalismo fuerista que término por avalar y reforzar el carácter pactista del sistema navarro. 
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	1.3. La «tradición» en las instituciones 

	 

	Este proceso fue facilitado por la presencia de los carlistas al frente de las instituciones provinciales y locales. A diferencia de lo que ocurrió en otros lugares de España, las diputaciones y los ayuntamientos en las provincias vascas y Navarra contaron con un alto porcentaje de tradicionalistas. Esta presencia no fue igual en los diferentes territorios y cambio a lo largo del tiempo. Dependió de la propia fuerza que los carlistas tuvieron en cada uno de ellos y de la dura pugna que mantuvieron con las otras familias del bloque de poder, como quedo manifestado en el enfrentamiento que se produjo entre carlistas y falangistas en el verano de 1942 a las puertas de la basílica de Begoña, o en los incidentes entre diferentes facciones carlistas como el ocurrido en la Plaza del Castillo de Pamplona en 1945, que término con el cierre gubernativo del Circulo Carlista de esta capital. 

	Lamentablemente no contamos con estudios rigurosos ni completos sobre el personal político del franquismo en el País Vasco (Calvo, 1994; Luengo, 1990; Aguirreazkuenaga y Serrano, 1999; Canales Serrano, 2006). La propia definición de «franquistas» es a veces tan imprecisa que resulta difícil diferenciar, no ya la filiación concreta del personal, sino simplemente su propia afinidad. Todo ello se complica, además, con la existencia dentro de cada una de las familias de elementos y tendencias muy diferentes, como ocurrió especialmente en la Falange o en el carlismo, profundamente divididos en diversos grupos. En cualquier caso, parece bastante evidente, por ejemplo, la escasa presencia que tuvieron los falangistas frente al resto de familias políticas en las provincias vascas y Navarra. El panorama fue, por lo demás, bastante complejo y heterogéneo, y no solo entre las diferentes provincias, sino también dentro de ellas. 

	En Vizcaya, a la altura de 1949, una gran parte de las elites políticas locales, alcaldes y concejales, procedía de Renovación Española (el 42 por 100) y en menor medida del carlismo (un 26 por 100), figurando los falangistas en último lugar (un 4 por 100). Los monárquicos alfonsinos, vinculados en muchos casos con la tradicional oligarquía industrial, se auparon a los puestos más importantes en la diputación y en el ayuntamiento de Bilbao. Sin embargo, en otros importantes ayuntamientos vizcaínos fueron los carlistas quienes ocuparon la alcaldía como ocurrió en Baracaldo, al menos hasta bien entrados los años cincuenta (Canales Serrano, 2006). En Guipúzcoa, sin embargo, fueron los tradicionalistas quienes mantuvieron durante los primeros años la hegemonía frente a las otras familias políticas. Casi la mitad de los concejales, concretamente el 48 por 100, estaban vinculados al carlismo. En sus manos tuvieron el control de la diputación y del ayuntamiento de San Sebastián. En todo caso, la mayor parte de los equipos de gobierno de la Diputación de Guipúzcoa mantuvieron un cierto equilibrio entre las diferentes familias del franquismo en el País Vasco. La institución estuvo presidida por carlistas, contó con un miembro de Renovación Española al frente de la vicepresidencia, y otro de Falange encabezó la Comisión Provincial. Un 28 por 100 aparecía definido como «sin filiación» —tan incierta como significativa—, un 7 por 100 simplemente como «derechistas», y solo un 2,6 por 100 como falangistas. 

	296     En Álava, donde las bases carlistas eran muy importantes, la presidencia de la diputación estuvo en su poder durante los primeros tiempos, para pasar más tarde a ser controlada por católicos independientes, y posteriormente de nuevo por carlistas. Sin embargo, el ayuntamiento de Vitoria estuvo durante esta época dirigido por personajes «derechistas», sin una clara filiación política. En el otro territorio fiel, Navarra, verdadero feudo tradicionalista, las instituciones provinciales y locales, especialmente las diputaciones, estuvieron controladas por carlistas «colaboracionistas». A partir de 1949 esta institución se eligió por compromisarios de los ayuntamientos, lo que facilitó aun más la presencia de carlistas, aunque en este caso aparecieran divididos no solo en las diferentes facciones que formaban parte del tradicionalismo, sino también por su actitud ante el representante directo del Estado, el gobernador civil. 

	En cualquier caso, como ha señalado Santiago de Pablo, las posibilidades de desarrollar una verdadera acción política, incluso por parte de aquellos que formaban parte del bloque de poder, fueron bastante limitadas (Capistegui, 1997). La figura de los gobernadores civiles cobró una especial relevancia al aunar en su cargo también el de jefe provincial del Movimiento. Hay que recordar que hasta 1948, la designación de los cargos locales dependió directamente de aquellos. Lamentablemente desconocemos una gran parte de la acción política interna desarrollada por los gobernadores civiles en el País Vasco, más allá de episodios y personajes concretos. Algunos, como en el caso de Navarra, tuvieron un singular protagonismo, ligado precisamente a las disputas por el control de las atribuciones de la diputación. Fue el caso del gobernador civil Luis Valero, que tuvo que ser respaldado por el Congreso Provincial del Movimiento en 1953 ante «quienes querían utilizar nuestras instituciones como arma para (...) debilitar la unidad nacional». Pese a todo, la diputación resistió el envite y consiguió en 1949 elegir como procurador a Cortes a un carlista opuesto al candidato oficial. La diputación llego a acudir directamente al ministro de Gobernación e incluso en 1954 al propio Franco, que intervino directamente cesando al citado gobernador, lo que da una idea de la buena sintonía que mantenía con las más altas instancias del régimen. A pesar de ello las tensiones volvieron a reproducirse en 1955, cuando la Jefatura Provincial del Movimiento en Navarra intento restar fuerza a la diputación al presentar un candidato propio por el distrito de Aoiz que fue derrotado por Amadeo Marco Ilincheta, quien, por cierto, sería más tarde presidente de la Diputación Foral. 

	297     La propia trayectoria de ciertos personajes contribuye a ofrecer algunas claves sobre el fortalecimiento de la identidad navarro-foralista y las tensiones que se produjeron durante el franquismo. Por ejemplo, la del citado Amadeo Marco Ilincheta, uno de los más significativos caciques del carlismo provincial durante la dictadura, pero desligado políticamente de las luchas internas de la Comunión, que se distinguió por su foralismo y por su lealtad personal a Franco. Amadeo Marco se mostró contrario a cualquier tipo de acción dirigida a lograr la urbanización e industrialización de Navarra, al considerar que ello significante el despoblamiento del campo y, como consecuencia, la progresiva perdida de influencia del tradicionalismo católico en la provincia. 

	Otra interesante trayectoria fue la del diputado y empresario Félix Huarte, «un luchador enamorado de Navarra» —como le calificó su bidgrafo (Paredes, 1997)—, franquista convencido, aunque sin vinculaciones directas con ninguna de las familias que formaron parte del bloque de poder. Su mandato al frente de la diputación entre 1964 y 1971 coincidió con el despegue económico de la provincia. Huarte promovió la creación de un organismo fundamental en este proceso, la Secretaria General Técnica, encargada de desarrollar el programa de Promoción Industrial de Navarra, que constituyó una «versión foral del Plan de Desarrollo». Durante los siguientes años la diputación promovió la construcción del aeropuerto de Noain y de nuevos polos industriales, así como una notable mejora de las redes de carreteras y ferrocarriles. Sin embargo, las disputas internas entre los distintos sectores del carlismo navarro hicieron que en las elecciones de 1967 Huarte perdiera la confianza de la mayoría tradicionalista que antes le había apoyado, dirigida ahora por Marco Ilincheta, nuevo presidente de la diputación. 

	Estas formas de acción política, vinculadas al carlismo, permitieron una cierta autonomía —impensable en otros lugares de España— de las elites locales, ligadas a una fuerte identidad provincial, que de algún modo enlazaba con la vieja tradicional foral. En este sentido puede interpretarse, por ejemplo, el papel desarrollado por algunos de los procuradores de las Cortes franquistas elegidos en 1967 por el tercio familiar, que llegaron a presentar diversas enmiendas a la totalidad, proponiendo la Introducción de las lenguas vernáculas en la enseñanza. Aunque esta iniciativa finalmente fracaso por diversas circunstancias —su propia división interna y la oposición del gobierno—, el movimiento puso de manifiesto la tímida apertura que se estaba produciendo dentro de algunos procuradores vasco-navarros. 

	298     En definitiva, si bien es cierto que el régimen franquista derogó los Conciertos en Vizcaya y Guipúzcoa como consecuencia de su protagonismo durante la Guerra Civil al lado de la legalidad, no es menos cierto que, apelando a la tradición y a la propia historia como principios de legitimación política, mantuvo e incluso reforzó el régimen foral en Álava y Navarra por el motivo contrario, incrustándose de lleno dentro del delicado sistema de equilibrios que formaban las diferentes familias del franquismo. 

	 

	 

	2. La Autonomía en el discurso de la oposición 

	 

	2.1. La cuestión vasca para el gobierno autónomo y el PNV 

	 

	«Que quede esto bien claro: Bilbao conquistado por las armas. Nada de pactos y agradecimiento póstumos. Ley de guerra dura, viril, inexorable. Ha habido, ¡vaya que si ha habido!, vencedores y vencidos. Ha triunfado la España una, grande y libre; es decir la España de la Falange Tradicionalista. Ha caído vencida aniquilada para siempre, esa horrible pesadilla siniestra y atroz que se llamaba Euzkadi y que era una resultante del socialismo prietista, de un lado, y de la imbecilidad vizcaitarra por otro». 

	 

	Probablemente existan pocos textos que resuman de una manera más Gráfica y contundente el espíritu de la política practicada por el régimen franquista durante los primeros años de su implantación en el País Vasco. Como es sobradamente conocido, el fragmento corresponde al famoso discurso que pronuncio el 8 julio de 1937 en el teatro Coliseo Albia de Bilbao quien sería su alcalde y más tarde —mucho más tarde— disidente del propio régimen, José María de Areilza, conde de Motrico. De su contenido se pueden hacer muchas lecturas pero hay dos que destacan por si solas y por las consecuencias que habrían de tener durante toda la dictadura de Franco: la política revanchista que impondrían los vencedores de la guerra, y la estigmatización de los derrotados. Eran reacciones ante el peligro que había supuesto esa pesadilla siniestra llamada Euzkadi, una suma del socialismo prietista y la imbecilidad bizkaitarra. El socialismo en sus diferentes versiones, como ideología que propugnaba la lucha de clases, y el nacionalismo, que ponía en entredicho la unidad de la patria. Dos de los males que, a juicio de los sublevados, habían socavado los principios fundamentales de la nación hasta llevarla al estado de bancarrota en que se encontraba en julio de 1936. 

	299     El nacionalismo vasco ha alimentado tradicionalmente un sentimiento victimista frente al agresor español, que se vio reforzado en gran medida por una determinada concepción de la Guerra Civil (España contra Euskadi, guerra de ocupación). Esta visión se vio reafirmada por la persecución de que fueron objeto no solo las personas, los partidos, asociaciones y medios de comunicación nacionalistas, sino toda su simbología identitaria, desde la ikurriña o el euskera hasta los himnos y determinadas festividades; una represión, en todo caso, menor—tanto en términos cuantitativos como cualitativos—, que la sufrida por las organizaciones de izquierda en general (Barruso, 2005; Ugarte, 1988; Ibáñez, 2006). Ello, sin embargo, no ha sido óbice para que el nacionalismo vasco haya reforzado y difundido su propia imagen como la del gran protagonista de la guerra, de la represión y, aun mas, de la lucha antifranquista en el País Vasco (Aguilar, 1998; 121-154), una circunstancia que le ha permitido de paso, especialmente durante la transición política, aparecer ante la sociedad y ante la propia historia (sic) como el verdadero y único heredero legitimo del primer gobierno vasco formado durante la Guerra Civil. 

	Uno de los objetivos fundamentales del primer gobierno vasco fue el de mantener precisamente su continuidad institucional en el exilio, algo que, por ejemplo, resultó extremadamente complicado en el caso de la Generalitat catalana. Esta línea de continuidad, además, trató de reforzar la unidad de los partidos políticos que formaron parte del gobierno vasco. Ello fue así en líneas generales, salvo en el caso del PCE, expulsado en 1948 debido a presiones internas —sobre todo del PSOE y de Prieto, mucho más que del PNV— y a la situación generada con la consolidación de la guerra fria. Durante los primeros años de la dictadura, el gobierno vasco centro una gran parte de su actividad en el desarrollo de la ayuda a los refugiados, una circunstancia que sirvió, además, para aglutinar a la población vasca, y para incrementar su prestigio internacional y el de su máximo representante, José Antonio Aguirre, en medio de un complicado contexto marcado por el comienzo de la Segunda Guerra Mundial. 

	Sin embargo, la prioridad de esta labor humanitaria no fue incompatible con una acción política e ideológica, centrada en la propia definición de la «cuestión vasca», que provocó una profunda crisis, tanto en el PNV como en sus socios del gobierno vasco, especialmente en el PSOE. 

	Como había sucedido prácticamente desde su nacimiento —y como sucedería en realidad hasta nuestros días—, el PNV mantuvo durante la dictadura franquista, una doble sensibilidad que osciló entre la defensa de la autonomía y la utopía soberanista. Este movimiento pendular, que ha sido perfectamente reflejado en el trabajo de Pablo, Mees y Rodríguez Ranz bajo el significativo título El Péndulo Patriótico, marco la política de los nacionalistas, condicionó la trayectoria del propio gobierno vasco y en gran medida la de los partidos que formaron parte de él.

	300     El primer movimiento pendular de carácter soberanista se produjo a los pocos meses del final de la Guerra Civil en España. Sin embargo, este movimiento no propuso la formación de un Estado nacional, sino una «definición nacional exclusivamente vasca» de todos los partidos representados en el gobierno vasco en el exilio. En verano de 1939 esta aspiración del PNV forzó la situación y se trasformó en exigencia (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 2001: 77-103). Se trataba de la culminación de una serie de reuniones que habían comenzado a celebrarse el 2 de abril de 1939 y donde el EBB había decidido lo siguiente: 

	 

	«El Partido Nacionalista procurara, como base mínima para que el resto de los partidos colaboren en el Gobierno Vasco, el que todos firmen una declaración de principios proclamando su filiación nacional vasca, y su independencia de orientación hacia los organismos españoles. Al mismo tiempo se significara una política de dureza con aquellos elementos pertenecientes a partidos vascos que en su actuación política hayan manifestado doblez de intenciones» 

	 

	En la práctica, la declaración fue tanto como exigir al resto de fuerzas políticas vascas su conversión en nacionalistas. El nuevo rumbo impuesto por el partido que lideraba la representación de la máxima institución vasca en el exilio, el gobierno autónomo vasco, puso de relieve las enormes diferencias existentes con el Republicanismo español y delimitó su propia libertad de acción. Las nuevas directrices del PNV fueron asumidas por el gobierno vasco y ahondaron en la ya grave crisis interna que sacudía al PSOE. Mientras Santiago Aznar se mostró partidario de la creación de un Partido Socialista Obrero Vasco, otros significativos lideres, encabezados por Indalecio Prieto, se opusieron radicalmente a romper sus relaciones con el socialismo Republicano español 

	Ahora bien, el giro político del nacionalismo vasco, promovido en medio de una delicada situación internacional, pocos meses antes de la invasión nazi de Francia, también provocó una enorme crisis interna en el seno del propio PNV. El cambio puso de manifiesto claramente la existencia de esa doble sensibilidad dentro de los nacionalistas. El hundimiento de la República y de su constitución llevaron a ciertos sectores, y no minoritarios, a revisar totalmente la política de alianzas del partido. El debate fue duro e intense Las posiciones más antagónicas fueron protagonizadas por el navarro —y ministro de Justicia con la República— Manuel Irujo, quien defendió con ardor la presencia vasca en todas las instituciones Republicanas en las que estaban en juego intereses para Euskadi, y por Jesús María Leizaola, partidario de todo lo contrario. 

	301 El EBB se decantó hacia las posiciones más ortodoxas defendidas por este último, partidario de romper todas las relaciones oficiales con la República. En cualquier caso, lo que estaba en juego realmente en este debate político era la estricta supervivencia económica del gobierno vasco, es decir, de la institución que, en definitiva, había permitido a los nacionalistas diseñar y desarrollar una estrategia política diferenciada de la República. 

	El PNV mantuvo en el exilio una estrategia política prácticamente autónoma; primero en Francia, más tarde, tras el estallido de la Segunda Guerra Mundial, en Gran Bretaña y, posteriormente, en América. Esta estrategia se centro básicamente en un apoyo a los aliados, con las esperanzas puestas en una eventual derrota de Alemania e Italia que facilitase la intervención en España y el derrocamiento de la dictadura franquista. 

	Pero los nacionalistas no mantuvieron una única estrategia en este sentido. Ello fue posible debido a las complejas circunstancias creadas por la Segunda Guerra Mundial y a las propias diferencias internas que surgieron dentro del partido ante esta cuestión. Irujo, por ejemplo, cred en 1940 el Consejo Nacional de Euskadi en Londres, donde asumió las funciones gubernamentales del lehendakari mientras este se encontraba desaparecido en la Europa ocupada por los nazis. Desde alii, Irujo trató de promover la negociación con los ingleses y con la Francia libre, una operación dirigida a logar la independencia a través de la formación de una futura República Vasca. El asunto nunca llegó a concretarse, pese a los acuerdos suscritos en mayo de 1941 entre el CNE en Londres y el Consejo de Defensa de la Francia Libre presidido por De Gaulle, debido a las presiones de los británicos y al propio cambio de la política internacional de Franco. Pero este no fue el único intento de crear algo parecido a un Estado. Para ello algunos miembros del partido no dudaron en recurrir a los alemanes, estableciendo contactos con el fin de dar forma a un Estado vasco en caso de producirse la victoria de los nazis. Si el primero de los intentos fracaso por las razones apuntadas, a pesar de la victoria final de los aliados, esta ultima maniobra con los alemanes derrotados fue totalmente inviable (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 2001; González Portilla y Garmendia, 1988; Jiménez de Aberasturi, 1999). 

	El fin de la guerra mundial trajo consigo una vuelta del PNV a la defensa de la legalidad Republicana anterior a julio de 1936, es decir, contraria a la política unilateral y prácticamente autónoma que apuntaba hacia la independencia. Este giro se escenificó con la firma del denominado Pacto de Bayona, que fue suscrito en 1945 por la gran mayoría de los partidos y sindicatos vascos, donde se declararon a favor de la República, del Estatuto y del Gobierno Autónomo como representación legitima del pueblo vasco. Aunque el texto incluía una referencia condicionada al respeto a «las aspiraciones políticas y sociales» de este último, lo cierto es que la firma del Pacto supuso un rectificación de la política del PNV impulsada tras el final de la Guerra Civil y una vuelta a la defensa de la legalidad Republicana. La propia incorporación de Manuel Irujo —defensor en su momento de la creación de un Estado Vasco— al gobierno Republicano en el exilio, resultó suficientemente significativa. 

	302     En todo caso, la unidad de acción duró poco tiempo debido a las profundas diferencias internas existentes entre las filas de la oposición. Indalecio Prieto, avalado por su partido en 1947, trató de lograr un acercamiento entre la izquierda Republicano-socialista y los sectores monárquicos contrarios a la dictadura. Esta maniobra supuso de facto la ruptura de la unidad a favor de la República suscrita tras el final de la guerra mundial, y la apuesta por una monarquía democrática. Ahora bien, esta estrategia, que podía ser articulada como una solución transitoria en el camino de la dictadura a la República, tan solo consiguió ahondar aun más en la división interna de los partidos que formaban parte de la oposición antifranquista. El Partido Socialista Obrero Español fue uno de los más afectados, pero la crisis sacudió también al nacionalismo vasco, dividido entre quienes se manifestaron abiertamente contrarios a este intento de aproximación a los monárquicos y quienes lo apoyaron, como Telesforo Monzón, que término dimitiendo en 1953 como consejero del gobierno vasco, en desacuerdo con la línea oficial y mayoritaria del partido. 

	Tras estos movimientos, la «cuestión nacional» quedo en un segundo piano al menos hasta 1956, con motivo de la celebración en Paris del Congreso Mundial Vasco, que conmemoró el vigésimo aniversario de la constitución del gobierno autónomo. El PNV y especialmente el lehendakari Aguirre, intensificaron los esfuerzos para superar los anteriores desencuentros y conseguir la asistencia del PSOE, eliminando las propuestas de signo soberanista y apostando de nuevo por la unidad en torno al Estatuto de Autonomía. Aunque el propio texto se reservaba también la posibilidad de presentar «proposiciones o iniciativas de toda índole», lo que significaba un gesto hacia los sectores más maximalistas del propio partido, se convenía en la necesidad de desarrollar un programa de futuro donde se sintieran representadas las diferentes sensibilidades de los partidos políticos vascos bajo un denominador común, el Estatuto de Autonomía: 

	 

	«Debe ser construido (el Estatuto de Autonomía) basándonos en la articulación de materias contenidas en el Estatuto de Autonomía y los textos que le precedieron. Como Gobierno nos corresponde hacerlo así, pues entiendo que es conveniente presentar nuestro programa de futuro en forma que sirva de base de partida para todos, aceptándolo sin dificultades todas las organizaciones políticas a las que en esta forma no se les plantea ningún pie forzado con iniciativas que alteren el compromiso político actual del País» (Aguirre a Irujo. Citado en Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 2001: 226). 

	303

	La celebración del Congreso Mundial Vasco sirvió, sobre todo, para reunir en un foro común a los diversos partidos políticos y organizaciones sociales del exilio vasco. La propia escenificación de la reunión constituiría un importante éxito, al menos comparado con la división que caracterizaba al resto del exilio Republicano español. Sin embargo, las consecuencias políticas que se derivaron de esta reunión tuvieron un resultado incierto y volvieron a poner de relieve las importantes diferencias internas que existían en el seno del nacionalismo. Si, por un lado, afloraron las críticas a la política pro-Republicana por boca de destacados lideres —Telesforo Monzón, principalmente—, por el otro, surgieron «nuevas sensibilidades» que marcarían de un modo u otro la política vasca durante las siguientes décadas. Nos referimos en este caso al grupo de jóvenes nacionalistas del interior reunidos en torno a Ekin, sobre el que volveremos más adelante, y a las claras alusiones al uso de la violencia que defendió Federico Krutwig. 

	En cualquier caso, como se ha afirmado, el éxito del Congreso Mundial Vasco fue la ultima expresión de una generación de vascos (y de vascos nacionalistas) que se negaba a desaparecer de la escena política sin haber conseguido sus objetivos principales: el derrocamiento de Franco y la «libertad» de Euskadi (Pablo, Mees y Rodríguez Ranz, 2001). 

	La repentina muerte de José Antonio Aguirre en marzo de 1960 significo claramente el final de una etapa para el nacionalismo vasco. Y ello fue así, no solo porque su sucesor, Jesús María Leizaola, careciera del carisma del primer lehendakari, sino porque el protagonismo de la lucha antifranquista paso a ser detentado por otras nuevas organizaciones. A pesar de esta circunstancia, en el terreno más político la continuidad decidida por el Euskadi Buru Batzar el 21 de marzo de 1960, tan solo dos días después de la desaparición del lehendakari Aguirre, marco el desarrollo orgánico e ideológico del partido y del propio gobierno vasco en su defensa del Estatuto de Autonomía. Cierto es que el manifiesto publicado poco más tarde con motivo del Aberri Eguna de ese mismo año ratificó la validez «permanente y actual» de la doctrina del PNV, «la doctrina veterana y siempre nueva confirmada en su lema tradicional Jaungoikoa eta Lege Zarra», y no es menos cierto que el manifiesto sanciono —en una forma tan recurrente como abstracta— «el anhelo de libertad nacional», sin renunciar a ninguno de los derechos imprescindibles de la nación vasca; pero no es menos cierto que estas proclamas volvieron a ser compatibles con «un programa de autonomía, punto de coincidencia de las fuerzas políticas del País». 

	304     En esta situación, la denominada Unión Vasca, es decir, la alianza entre nacionalistas, Republicanos y socialistas, simbolizada en el ejecutivo autónomo, se constituyó en el elemento de cohesión fundamental de la construcción teórica nacionalista. Ello fue posible porque su desarrollo, como puente de unión entre la autonomía y la autodeterminación, permitía la convivencia de las dos sensibilidades existentes dentro del PNV y en la propia sociedad vasca. 

	El EBB volvió de este modo a ratificar la validez y la legitimidad del gobierno de Euskadi, derivadas, no solo del propio ordenamiento jurídico Republicano, sino de la «libre voluntad de los ciudadanos vascos». Legitimidad, autoridad y representatividad. Sin embargo, el valor que el EBB adjudicó al gobierno vasco se baso también en su proyección de futuro. Para la dirección del partido nacionalista, cualquier situación transitoria en España habría de restaurar la legalidad autónoma del País Vasco y de su gobierno. 

	De algún modo estas tesis fueron asumidas en gran medida por la mayor parte de las fuerzas políticas que formaban parte del ejecutivo, incluidos los socialistas. En octubre de 1961, con motivo de su vigésimo quinto aniversario, el gobierno vasco en pleno, en una declaración suscrita por Republicanos y socialistas, afirmaba tajantemente: 

	 

	« (El Gobierno trabaja) para que el pueblo vasco determine su futuro político en un plebiscito que consagre la libertad, libertad para los hombres y libertad para el pueblo. En pos de esa meta, que una vez lograda, dará lugar a que el Gobierno de por terminada su tarea para que Euskadi continúe por los cauces políticos de libertad que haya decidido seguir, trabaja sin descanso» (AN, EBB, 42-1). 

	 

	Los nacionalistas consiguieron trasladar sus aspiraciones a los órganos de coordinación de la oposición antifranquista que se crearon a partir de los años sesenta, como quedaría de manifiesto en la declaración de la Unión de Fuerzas Democráticas (junio de 1961), formada por partidos y sindicatos de la oposición. La versión definitiva del texto elaborado para la ocasión recogió el contenido de las sucesivas enmiendas incorporadas a un borrador base elaborado por el PNV, ANV y ELA-STV, donde se hacia una mención concreta a la futura articulación de las aspiraciones autonómicas. La declaración no satisfizo a los sectores más soberanistas del PNV, por considerarla insuficiente y falta de concreción, aunque la realidad de la situación término por imponerse y abocó al partido a participar en la política española de oposición al régimen. 

	305 De hecho, los nacionalistas habían impulsado y participado activamente en el Movimiento Federal Europeo desde su creación en 1948. Estuvieron representados en este foro por medio del Consejo Vasco y, posteriormente, en 1962, participaron también en el IV Congreso que organizó dicho movimiento en Munich (el famoso «contubernio», según la propaganda franquista), donde se incluyó una referencia explicita a la «personalidad de las distintas comunidades naturales» 

	Durante la primera mitad de los años setenta la citada Unión Vasca, su máxima expresión, el gobierno vasco como institución, y la recuperación de la Autonomía, constituyeron la piedra angular de la política del Partido Nacionalista Vasco. Frente a las posturas más rupturistas o maximalistas, el PNV consideró el Estatuto como el punto de partida de la reconstrucción del País Vasco. Xabier Arzalluz recordaría en abril de 1973 la cuestión de una forma tajante, afirmando que «el Estatuto es una gran conquista (...) no podemos olvidarnos de ello para dar unas satisfacciones a otros grupos». Ello no excluiría —nunca lo hizo—, el mantenimiento de contactos políticos con esos grupos aludidos, cuya indefinición encubría simplemente la referencia explicita a ETA. A pesar de ello, todo parece indicar que el declive del propio régimen franquista y la constatación palpable de un próximo cambio de régimen político marcaron las prioridades del partido hacia el fortalecimiento y la recuperación del gobierno vasco, y de la institución autonómica por encima de otras aspiraciones soberanistas. 

	La confirmación de esta estrategia del PNV se vio rubricada con el apoyo del resto de formaciones representadas en el gobierno vasco, es decir, socialistas, Republicanos y ANV. En septiembre de 1974 los cuatro partidos suscribieron un documento conjunto donde afirmaron el liderazgo del lehendakari contra la rebelión de 1936. El texto hablaba expresamente de un «Frente Nacional» —muy diferente del propuesto por ETA, formado solo por partidos nacionalistas— que se comprometía a promover la instauración de «un régimen provisional en Euskadi paralelo al régimen provisional Español» y a reivindicar que «de la misma manera que Navarra se ha incorporado a nuestra lucha común de Resistencia, ocupe también el puesto que legítimamente le esta reservado en el Estatuto de Autonomía plebiscitado» (AN, EBB, 13-20). 

	En todo este proceso que culminó en la Transición, la apelación a la recuperación del régimen foral fue siempre un elemento simbólico, aunque de una indudable importancia política (Tamayo, 1994: 169-177). Sin embargo, no todos los movimientos fueron organizados directamente por el PNV. Durante los últimos años de la dictadura y especialmente tras la muerte de Franco, gran parte de las reivindicaciones autonomistas trataron de buscar su legitimidad por la vía de la reintegración foral. 

	306 La proximidad del centenario de la abolición de 1876 fue aprovechada por ciertos grupos como el llamado «Movimiento de Alcaldes» que reivindicaba una solución de carácter foral autonomista para el País Vasco. Este movimiento fue liderado por un nutrido grupo de alcaldes elegidos en las ultimas elecciones de 1974, entre ellos el de Vergara, José Luis Elcoro, y contó con el apoyo del nacionalismo mayoritario, la izquierda nacionalista y obtuvo un significativo respaldo popular. No consiguió, sin embargo, el apoyo de la oposición de izquierda no nacionalista, es decir, del PSOE y del PCE, que consideraron que la convergencia municipal no era la instancia adecuada al carecer de la fuerza suficiente 

	A pesar de ello, la mitificación de los Fueros serviría para sustentar la reclamación del autogobierno mediante la formula de los derechos históricos, un estatus intermedio entre la autonomía y la independencia que permitió, además, mantener la ambigua relación del PNV con respecto a España. 

	 

	2.2. La irrupción de ETA 

	 

	Como ha quedado de manifiesto, la década de los años sesenta significó la gran ruptura dentro del mundo nacionalista. En julio de 1959, tan solo ocho meses antes de la muerte de Aguirre, una formación surgida a partir del grupo EKIN había hecho público un manifiesto político en el que abogaba por la defensa de las señas de identidad y los derechos del País Vasco (Jauregui, 2000: 139-154). Se trataba de ETA. Como se ha apuntado, la irrupción de esta organización fue la respuesta a dos circunstancias, a) la falta de libertades que trajo consigo el régimen franquista, incluida la supresión de toda forma de autogobierno (Estatuto, Conciertos económicos, etc..), y b) la amenaza de la «desvasquización» que provocó el segundo proceso de industrialización vivido a partir de los años cincuenta (Fusi, 2000: 112) 

	La comunidad nacionalista que había percibido la victoria de las tropas franquistas como una auténtica invasión —por más que buena parte de aquellas y de las nuevas autoridades franquistas fueran vascas, e incluso euskaldunes—  asistió con estupor a la nueva “invasión” de decenas de miles de inmigrantes que llegaron hasta el corazón del país a partir de finales de los años cincuenta. El profesor Gurutz Jáuregui ya afirmó hace tiempo como ETA constituyó el resultado de la confluencia de dos factores: la ideología nacionalista vasca y el franquismo. Si Sabino Arana consideró a Euskadi como un país ocupado, el franquismo hizo real y efectiva aquella ocupación. 

	307 La tesis, que en su momento no satisfizo a alguno de los más destacados historiadores sobre ETA, como José María Garmendia, fue más tarde aceptada por este mismo historiador (Garmendia, 1995: 41). Algunos autores consideran que la percepción del retroceso del euskera y la nueva oleada migratoria de los años cincuenta —«la invasión de los coreanos»— contribuirían al renacimiento de un agonismo sabiniano, representado en este caso por una especie de resurrección del ideario radical de Jagi-Jagi, que será determinante en la evolución de ETA (Elorza, 2000: 57). • 

	La patria, la identidad originaria, nuevamente en peligro. Pero, sobre todo, la aparición de ETA en la escena política puso de relieve la existencia de un relevo generacional en el nacionalismo vasco, que respondía a lo que ellos consideraban como pasividad e ineficacia del PNV y del gobierno vasco contra el régimen franquista. 

	El cualquier caso, la ruptura de ETA con respecto al nacionalismo del PNV que se produjo en aquellos primeros años se limitó más al terreno estratégico que al ideológico. Pese a la declaración de principios aprobada en la primera Asamblea de ETA, la organización se movió entre la ambigüedad y una cierta imprecisión ideológica, fruto en buena medida de su propia heterogeneidad hasta su III Asamblea en abril

	Frente Nacional que excluyera a los socialistas y Republicanos, fueron rechazados por el PNV. Este siguió apostando por la Unión Vasca y por mantener su presencia en diversas plataformas unitarias, como la Unión de Fuerzas Democráticas o la Plataforma de Convergencia Democrática. A mediados de los años sesenta la nueva organización se definió como «Movimiento Socialista Vasco de Liberación Nacional», asumió las tesis tercermundistas de los modelos de Argelia, Cuba o Vietnam, y la utilización de la lucha armada. Todo ello —aunque más lo primero que esto último—, distanció definitivamente al nacionalismo que representaba el PNV de ETA, a quien aquel consideró como un «cáncer marxista» capaz de poner en peligro al gobierno vasco y al propio partido. 

	La irrupción de esta organización se produjo, además, en medio de un importante movimiento de recuperación de la cultura vasca y de las señas de identidad de «lo vasco», que se percibía amenazado frente al enorme proceso de transformación social que se estaba produciendo. La influencia de obras como Vasconia de Federico Krutwig (1963) fue determinante en la interiorización de una determinada manera de concebir lo vasco desde una perspectiva etnicista y excluyente, pero, sobre todo, de apelar a la lucha armada como forma de oposición (Moran, 2003: 332-337). 

	308

	«El pueblo vasco, no solamente tiene derecho a levantarse en armas para oponerse a la desnacionalización por parte de España y Francia, sino que se trata de un deber moral el que se oponga a la deshumanización hecha por vías  del Estado opresor. Es una obligación para todo hijo de Euskalherria, oponerse a la desnacionalización, aunque para ello haya que emplearse la revolución, el terrorismo y la guerra». (Krutwig. Citado por Elorza, en Garmendia, 1995: 32). 

	 

	Es posible que la difusión de este libro y su influencia en las nuevas generaciones de jóvenes que se incorporaron a ETA se hayan sobrevalorado en exceso. Los comentarios irónicos de Mario Onaindía que aparecen reflejados en las memorias de Jon Juaristi abundan socarronamente en esta idea (Onaindía, 2001; Juaristi, 2006: 120), pero lo cierto es que la aparición y difusión de Vasconia supuso para esas mismas generaciones una nueva teorización y un texto de referencia sobre la cuestión vasca. Como ha comentado Gurutz Jauregui, Vasconia sirvió para amalgamar y apuntalar la dispersión ideológica existente en el seno de la organización y constituyó un armazón ideológico. Pero, además, la difusión de la obra sirvió también para reforzar la concepción más retrógrada del nacionalismo excluyente que enfrentaba a Euskadi y España como dos realidades antitéticas (Jauregui, 2000: 139-154). 

	En cualquier caso, además de sus propias teorizaciones (y de otras inducidas o sobrevenidas) acerca de la historia y la cultura vasca, fue el contacto de sus militantes con otras esferas del mundo social, es decir, del «mundo real», el que condiciono la evolución ideológica de ETA durante aquellos anos. El acercamiento al movimiento obrero determinó una de sus primeras rupturas en 1966 en el transcurso de la V Asamblea. La escisión o expulsión de ETA-berri (luego Komunistak y más tarde, a partir de 1972, MCE-EMK) no hizo sino abrir la espita de una larga serie de escisiones. La mayor parte de ellas tuvo su origen en la voluntad de incorporar las reivindicaciones de clase a las nacionales. De hecho, el contacto con el mundo del proletariado dio lugar durante un tiempo a su participación en las Comisiones Obreras y a una nueva escisión. 

	Como ha comentado Pedro Ibarra, «ETA influyo en el movimiento obrero pero sobre todo fue el movimiento obrero el que influyo en ETA» (Ibarra, 1987). Todo ello sirvió para poner de manifiesto las graves y profundas contradicciones dentro de la organización, que constituyen el orígen fundamental de todas las escisiones y rupturas de su historia: en especial, el intento de desarrollar una estrategia revolucionaria de carácter tercermundista en un país altamente industrializado. 

	309     A partir de la V Asamblea la organización acentuó sus acciones violentas. El salto cualitativo se produjo en un año tan emblemático como 1968. El asesinato del cabo de la Guardia Civil José Pardines a manos de Txabi Etxebarrieta fue seguido por la muerte de este último poco después, por disparos de la Benemérita. ETA respondió de forma contundente con el atentado que término con la vida de Melitón Manzanas, cabeza visible de la represión en Guipúzcoa. Todo cambio a partir de entonces, tanto para la organización como para la propia historia del País Vasco. 

	El estado de excepción decretado en esta provincia tras el primer atentado mortal abrió un ciclo de conflictos, detenciones y exilios que culminó en 1970 con la celebración del Proceso de Burgos contra 16 miembros de ETA. El famoso juicio marco un punto y aparte en la evolución de las reivindicaciones nacionales, que terminaron por extenderse con fuerza más allá del mundo nacionalista, para impregnar a la práctica totalidad de las fuerzas políticas y sindicales antifranquistas. 

	Burgos también significó para la organización nuevas tensiones internas. Durante los meses anteriores al juicio, en el marco de la VI Asamblea, un sector minoritario, defensor de las tesis ultranacionalistas y de la lucha armada como principal estrategia, quedo al margen de la organización, para recomponerse poco más tarde y hacerse con la dirección. Por su parte, la VI Asamblea de ETA fue rompiendo con el nacionalismo, deslizando su orientación hacia el movimiento obrero y hacia el trotskismo de la Liga Comunista Revolucionaria. La línea más militarista se fue imponiendo por la vía de los hechos consumados, como quedo de manifiesto a través de los secuestros de diversos empresarios. Sin embargo, nada fue comparable con el asesinato del presidente del gobierno, Luis Carrero Blanco, en diciembre de 1973, que provocó una gran conmoción social y una importante crisis dentro del régimen. 

	Las tensiones internas acumuladas durante los últimos años se desataron tras el atentado del 13 de septiembre de 1974, cuando ETA colocó una bomba en la cafetería Rolando de Madrid y asesinó a trece personas. Aunque la escisión entre ETA militar y ETA político-militar no fue el resultado del cuestionamiento de la violencia, sino, sobre todo, el desencuentro entre las diferentes perspectivas acerca de la estrategia política más adecuada, lo cierto es que el atentado de la calle Correo tuvo un peso especifico en esta cuestión. En cualquier caso, y más allá de las acciones terroristas, como ha afirmado José María Garmendia, a partir del proceso de Burgos ETA apenas elaborara construcciones doctrinales e ideológicas dignas de consideración. La idea de un país ocupado y la absoluta necesidad de la lucha armada como medio idóneo para la liberación de Euskadi serán los únicos elementos comunes que aglutinen a todos sus militantes. El estado de excepción de abril de 1975 y la Ley Antiterrorista del 26 de agosto de ese año, tan solo sirvieron para elevar aun más la tensión que se desbordó con los procesos sumarísimos de ese verano y la ejecución de los militantes de ETA y el FRAP, pero también para reafirmar la percepción de esa ocupación cuasi-militar que sufría el País Vasco. 

	310     El final del franquismo, con su indiscriminada represión, convirtió a ETA en un referente simbólico para toda una serie de grupos vinculados, de un modo u otro, no solo con el nacionalismo, sino con los movimientos sociales, sindicales, culturales, a favor del euskera y la cultura vasca, consiguiendo que asumieran en mayor o menor medida determinados símbolos y planteamientos ideológicos y políticos. La denominada «cuestión nacional», expresada a través de las aspiraciones independentistas (en el caso de los partidos abertzales) o del reconocimiento del derecho de autodeterminación (dentro de las formaciones de izquierda, incluido el propio PSOE), se convirtió de este modo en un banderín de enganche para todas las organizaciones de la oposición antifranquista. 

	La muerte de Franco precipitó los acontecimientos. A pesar del complejo panorama que definía al mundo abertzale vinculado de un modo u otro en torno a ETA, buena parte de las formaciones y los discursos nacionalistas de tendencias más o menos izquierdistas terminaron confluyendo alrededor de la Koordinadora Abertzale Socialista. Su objetivo común se centraría en la consecución de un Estado vasco, independiente, socialista y euskaldun, y en la redacción de los puntos del KAS, que con sensibles variaciones y adaptaciones, definieron la política de este mundo durante buena parte de la Transición. 

	 

	2.3. La autonomía y la cuestión vasca para la izquierda no nacionalista 

	 

	La influencia de las demandas nacionales en los partidos de izquierdas fue bastante desigual. De un modo u otro, prácticamente todos los partidos vascos de la oposición, incluidos los de ámbito nacional español, asumieron la defensa de una identidad vasca diferenciada, aunque ello provocase serios problemas internos en las diferentes formaciones. Para los «viejos partidos históricos», el PSOE y el PCE, la cuestión nacional dio lugar a no pocas tensiones durante los primeros años de la posguerra, como ya ha apuntado Antonio Rivera en paginas anteriores. 

	La situación cambio a partir de finales de los años cincuenta. Las enormes transformaciones que se estaban produciendo en la sociedad vasca, la masiva llegada de inmigrantes, el relevo generacional de la militancia y de los dirigentes y el posterior traslado al interior de las direcciones de los partidos, fueron cruciales en este periodo. Ciertamente, como se ha afirmado, la mayor parte de la oposición vasca asumió —con más o menos intensidad y entusiasmo— el vasquismo como una forma de antifranquismo. La represión contra todos los símbolos identitarios vascos provocó una solidaridad afectiva desde el mundo de la izquierda, aunque sus aspiraciones y proyectos políticos no coincidieran con los de los nacionalistas. 

	311     A pesar de ello, esta cuestión fue secundaria para el PSOE y el PCE (sobre todo para sus militantes en el interior) y estuvo ligada al restablecimiento general de las libertades democráticas en España. En el caso de los socialistas vascos, más allá de las declaraciones de la cúpula del partido —críticas a veces, pero casi siempre conjuntas con el gobierno vasco en el exilio—, sus prioridades, como las de los comunistas, se centraron, primero, en salvaguardar la integridad de sus aparatos clandestinos en el interior, y más tarde, en fortalecerlos con una rígida política de cuadros. Tras la crisis protagonizada por Santiago Aznar, la reorganización del gobierno vasco y la firma del Pacto de Bayona, los socialistas vascos se afanaron en recomponer su unidad interna, sentaron las bases de convivencia con los nacionalistas, y se prepararon para desarrollar la nueva política en el interior de Euskadi (Miralles, 2002: 243). Los más destacados dirigentes del socialismo vasco (Juan Iglesias, Antonio Amat, Ramón Rubial, Luis Martin Santos, y más tarde Enrique Múgica o Nicolás Redondo Urbieta), asumieron la defensa de la autonomía y el gobierno vasco, como reivindicaciones de la lucha antifranquista estrechamente vinculadas a la restitución de las libertades democráticas en España. 

	Las formaciones históricas de la izquierda canalizaron una gran parte de su acción política en el interior a partir de aquellos ámbitos como el mundo laboral donde, a pesar de la represión, gozaban de un hábitat natural para la reorganización del movimiento obrero, pero también donde las reivindicaciones de carácter vasquista tenían un menor eco. 

	Fue precisamente este territorio, el del mundo del trabajo, el que sirvió, al menos hasta el Aberri Eguna de 1964, para manifestar una gran parte de las protestas que se organizaron desde la oposición contra el régimen de Franco. Tras la huelga de 1947, convocada por el gobierno vasco en el exilio a través de la Junta de Resistencia y apoyada por los sindicatos de clase, las iniciativas conjuntas presentaron graves problemas para prosperar con un mínimo de éxito. Si exceptuamos la convocatoria de huelga de 1951, que en muchos casos sorprendió a algunas de las más importantes organizaciones sindicales, como ocurrió con la propia UGT, habría que esperar hasta los años sesenta para asistir a protestas organizadas de una cierta importancia. Otro tanto podría decirse de las plataformas unitarias. 

	312 La iniciativa más importante fue la desarrollada durante la década de los años sesenta por los sindicatos históricos de clase (UGT, CNT y ELA-STV), en torno a la Alianza Sindical de Euskadi, una plataforma de carácter unitario de «ámbito vasco», similar a la puesta en marcha en el resto del país por la Alianza Sindical Española (Pérez, 2001: 271-277). Sin embargo, la convivencia de sensibilidades nacionalistas (ELA) y no nacionalistas (UGT-CNT), al margen de otra serie de problemas organizativos y de falta de coordinación y representatividad, mostraron las enormes dificultades para poner en marcha una acción conjunta de carácter sindical. 

	En cualquier caso, esta asunción identitaria, especialmente en el caso de las organizaciones obreras de izquierda, fue casi siempre mucho más sentimental y simbólica (la ikurriña, el euskera, la propia idea de Euskadi, etc..), que verdaderamente articulada a través de la difusión de un discurso político de carácter vasquista. 

	Pero, además, esta interiorización dependió de diversos factores, desde los derivados del propio relevo generacional a los marcados por las grandes diferencias que existieron dentro de Euskadi con respecto a la sensibilidad vasquista. En aquellas zonas como la Margen Izquierda del Nervión, con una gran población de origen inmigrante, que constituyeron uno de los focos del socialismo en el País Vasco, esta sensibilidad resultó mucho más superficial y circunstancial que en otras áreas como Guipúzcoa, donde la izquierda había manifestado, desde las primeras fases de la industrialización, una mayor sensibilidad hacia la «cuestión vasca» (Castells, 1993; Rivera, 2003; Pérez e Ibáñez, 2005). 

	Con respecto al Partido Comunista de Euskadi, su trayectoria se vio condicionada por las complicadas circunstancias derivadas de la guerra fría (Ibáñez y Pérez, 2005: 162-182). A pesar de ello y de su aislamiento durante aquellos anos, esta situación no provocó un cambio de postura radical frente a la cuestión nacional. Ni siquiera el agrio enfrentamiento que llevó a su expulsión del gobierno vasco en 1948 tuvo como consecuencia un ataque o una deslegitimación de esta institución, ni mucho menos del Estatuto de Autonomía. En cualquier caso, sus dirigentes y especialmente quien fuera su secretario general a partir de los años sesenta, Ramón Ormazábal, se manifestaron abiertamente contrarios a cualquier intento de independencia. 

	Sin embargo, como se ha afirmado, a partir de comienzos de los años setenta las reivindicaciones nacionalistas fueron asumidas por la mayor parte de los partidos políticos y organizaciones de clase. El Partido Comunista de Euskadi consciente de su importante, pero limitada, capacidad de influencia más allá del ámbito obrero, trató de abrirse hacia otros espacios políticos como el mundo nacionalista, removido hasta los cimientos tras la aparición de ETA. 

	313     Paralelamente, la dirección del PCE encargó a Ormazábal la celebración de lo que sería la II Conferencia del EPK, cuyo objeto se centro en marcar el initio de la reconstrucción del partido en Euskadi, iniciar un rejuvenecimiento de sus cuadros, e impulsar una nueva línea política tendente a extender su capacidad de influencia dentro de la política vasca. Fueron los tiempos en que el PCE comenzó a revitalizar lo que se denominó la Política Nacional Vasca. La nueva estrategia pretendía, al menos en teoría, la unidad de todas las fuerzas democráticas en torno al gobierno vasco para derrocar al régimen de Franco y recuperar el Estatuto de 1936 (Garmendia, 1995: 388). 

	Este planteamiento no fue obstáculo para que los comunistas estudiasen un acercamiento al sector más radical del nacionalismo, representado por ETA. En este sentido, el PCE de Euskadi se mostró permeable, primero a los contactos y más tarde a la entrada de militantes procedentes de ese ámbito, que ya venían participando, por ejemplo, en las Comisiones Obreras de Guipúzcoa. Una de las primeras expresiones sobre la cuestión vasca dentro de las recientes Comisiones Obreras surgidas en Vizcaya tras la huelga general de 1962, apareció en la declaración de la Comisión Obrera Provisional de Guipúzcoa (COPG), que se refería a la eliminación de la explotación del hombre por el hombre, realizando la liberación del pueblo vasco. Esta declaración realizada en 1967 constató, para algunos autores, la incidencia de las posiciones de ETA y del PCE, impulsores, junto con la Juventud Obrera Católica y ciertos sectores independientes, de la Comisión Obrera de Guipúzcoa. La posterior denominación de Comisión Obrera Nacional de Euskadi (CONE) sería el exponente de esta asunción (Ibarra, 1987). 

	Ahora bien, este acercamiento entre formaciones y culturas políticas tan diferentes se produjo a través de dos elementos comunes: la sensibilidad por las cuestiones de clase —rasgo identitario del PCE, y cuestión que comenzaba a observarse en ciertos sectores de ETA—, y el factor represivo, que había hecho de ambas organizaciones el objeto de la persecución de las autoridades franquistas. Tanto ETA como el PCE fueron a partir de los años sesenta los grandes protagonistas de la lucha antifranquista en el País Vasco, y sus militantes fueron mayoritariamente quienes llenaron las carceles, en un numero muy superior al de socialistas o nacionalistas del PNV. Esta realidad quedo claramente de manifiesto tras la campana de solidaridad con los procesados en el juicio de Burgos. La solidaridad entre los represaliados resultaria determinante en todo este proceso. Aunque la dirección de ETA VI rechazo formalmente el ofrecimiento del PCE —que incluía la elaboración de un programa reivindicativo que contemplaba la amnistía, la libertad de asociación y expresión y el derecho de autodeterminación— debido a los enfrentamientos internos dentro de la propia organización, la cuestión caló en otros sectores. 

	314     El asunto sería retomado algo más tarde en medio de una nueva escisión de ETA, entre los denominados «mayos» y los «minos». En este último grupo se creó una corriente favorable a la entrada de militantes en el PCE, que término por concretarse y que supuso una importante aportación, tanto cuantitativa como cualitativa para un partido necesitado de unas nuevas señas de identidad vasquistas. Sin embargo, si analizamos esta incorporación con una mayor perspectiva, la convivencia de dos sensibilidades políticas diferentes —una más «nacional» y otras más cercana a las cuestiones «de clase»— terminaría provocando serios problemas internos dentro del PCE de Euskadi e incluso una nueva escisión que daría lugar, con el tiempo, a otra formación política como Euskadiko Ezkerra. 

	Pero este debate entre lo social y lo nacional no solo afectó a los partidos históricos de la izquierda. Otras nuevas formaciones surgidas a raíz de las transformaciones sociales experimentadas en España a partir de los años cincuenta, como la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT) o el PTE, asumieron también determinadas reivindicaciones vasquistas o adaptaron sus propios nombres y el de sus publicaciones a «la realidad vasca». Este fue el caso, por ejemplo, del Frente de Liberación Popular (FLP), que en el País Vasco paso a denominarse Euskadiko Sozialisten Batasuna (ESBA). El cambio de nombre de las formaciones o la publicación de órganos de prensa clandestinos con nombres euskaldunes se extendieron prácticamente por todos los partidos políticos de izquierdas, incluido el PCE de Euskadi. En otros casos, como ya se ha advertido, la evolución se produjo a partir de la propia ETA, que simbolizaba de algún modo el cambio generacional y el liderazgo —si exceptuamos al PCE y a las CCOO— de la lucha antifranquista. La influencia del mayo del 68, tanto en su vertiente trotskista como maoísta, abrió nuevos caminos, como el que dio lugar a la aparición de LCR-ETA VI y más tarde de LKI-LCR o de EMK-MCE, surgida a partir de ETA-berri, todas ellas consideradas desviaciones españolistas por los sectores más ortodoxos de la organización armada. 

	 

	 

	3. Consideraciones finales 

	 

	La derrota del gobierno vasco, la consiguiente supresión del Estatuto de Autonomía y la promulgación del Decreto-Ley de 23 de junio de 1937 marcaron la realidad política del País Vasco hasta el final de la dictadura. 

	315 El citado Decreto, además, estableció un criterio selectivo sobre dos de las tres provincias vascas, al hacer responsables a Guipúzcoa y Vizcaya en su conjunto de las decisiones y del protagonismo que encabezaron sus dirigentes políticos al frente de las instituciones democráticas. Sin embargo, la supresión de los Conciertos, considerados por los nacionalistas como el último reducto del régimen foral y, como tal, representante de una supuesta y primitiva independencia vasca, no afectó solamente a los partidos con aspiraciones nacionales y a aquellos que formaban parte del gobierno vasco. La derogación del régimen establecido por los Conciertos y, sobre todo, la alusión que en su preámbulo se hacia a las provincias costeras constituyeron un elemento de fricción —bien es verdad que menor— entre las elites provinciales, especialmente entre aquellas ligadas al carlismo, y el gobierno de España. 

	Tanto en Guipúzcoa como en Vizcaya —aunque más en la primera que en la segunda—, se desarrollaron diversas iniciativas promovidas por las elites provinciales encaminadas a un cambio en el estatus refrendado por el citado texto. Pero no todas ellas tuvieron los mismos objetivos. Algunas se limitaron a la recuperación del buen nombre de las provincias, puesto en entredicho por el preámbulo del Decreto. En otros casos, tras reconocer la excepcionalidad de los acontecimientos que llevaron a las nuevas autoridades a establecer tan drásticas medidas, se solicitó la derogación total del texto complete En algunas ocasiones las iniciativas probablemente respondieron también a los intereses económicos de estas elites, sobre todo a partir de comienzos de los años sesenta, cuando el país se embarcó en el proceso de desarrollo que dejo atrás definitivamente la política autarquica. Sin embargo, en ninguno de los casos estas iniciativas podrían interpretarse como una forma de oposición interna al régimen. Quienes así se manifestaron al frente de las corporaciones, al margen de evoluciones políticas posteriores, formaban parte del bloque de poder que legitimaron y reforzaron hasta su desaparición. 

	La situación fue muy diferente para Álava y Navarra. Ambas se vieron beneficiadas por el mantenimiento de su peculiar estatus jurídico-administrativo que, además, se tradujo en una mejora de su situación económica gracias a la asunción de la regulación de nuevos impuestos y a la dispensa de la reforma fiscal de 1941. Las cuentas de sus diputaciones crecieron de forma continua mientras su cupo permaneció constante. Las inversiones provinciales y la gestión de los recursos aumentaron de forma espectacular, al tiempo que se incrementaron las competencias de las diputaciones y se crearon nuevos organismos. Pero además, en el orden estrictamente jurídico fueron aprobados el Derecho Civil de Ayala y el Fuero Nuevo o Derecho Civil de Navarra, consolidándose en este último caso una poderosa tradición jurídica foral, de la que en definitiva, surgiría la Ley de Amejoramiento de Navarra (Ugarte, 2000: 167-170). 

	316     Todo ello fue posible gracias al buen entendimiento de las elites provinciales y locales de ambos territorios con las más altas instancias del régimen, incluido el propio Franco, y, sobre todo, gracias al protagonismo de los carlistas situados en los puestos más relevantes de las diputaciones. En cualquier caso, la «vieja tradición foral» sirvió para reforzar la identidad de ambas provincias. 

	Por lo que se refiere al estatus político, y a su importancia dentro del universo identitario vasco de la oposición, como afirma en estas mismas paginas Javier Corcuera, las excepcionales circunstancias en que fue promulgado el Estatuto de Autonomía de 1936 lo elevaron a la categoría de símbolo integrador del País Vasco, por encima de otras realidades y argumentaciones como la foralista. 

	La existencia de un mecanismo jurídico que afirmaba el autogobierno del País Vasco fue una de las razones que incidieron en la marginación del fuerismo como referencia política de la mayor parte de la oposición al franquismo. De este modo, la recuperación del Estatuto de Autonomía se convirtió en un requisito indispensable de la vuelta a la legalidad democrática para los partidos de la oposición. 

	La defensa de la autonomía y del propio gobierno vasco en el exilio, liderada por el PNV, fue asumida en mayor o menor medida por la práctica totalidad de las organizaciones políticas y sindicales que procedían de la época Republicana, e incluso por nuevas formaciones surgidas durante los años sesenta. El PNV fue quien rentabilizó esta defensa presentándose como el legitimo heredero de la legalidad usurpada por el golpe de Estado y la guerra de 1936. Y todo ello a pesar de sus movimientos pendulares que oscilaron repetidamente entre el autonomismo y el independentismo, en función de las coyunturas internas y extremas. Sin embargo, a partir de los años sesenta, la irrupción de ETA, con su vuelta al agonismo sabiniano y su apelación a la práctica revolucionaria que incluía la puesta en marcha de la lucha armada, rompió drásticamente esta situación y planteó un desafío, probablemente el más importante de su historia, al propio Partido Nacionalista Vasco. A partir de entonces el PNV dejo de ser el único representante significativo de la comunidad nacionalista y el portavoz oficial de sus aspiraciones. 

	La estrategia violenta de ETA alteró por complete la naturaleza misma de la denominada «cuestión vasca». Aunque el PNV conseguiria capitalizar, a partir de 1975, el resurgimiento de la conciencia nacional vasca, ETA y su actividad terrorista se convirtieron en uno de los referentes principales del nacionalismo. 

	La recuperación del sentimiento nacional que se produjo a partir de los años sesenta dentro de la sociedad vasca afectó también a las fuerzas políticas y sindicales no nacionalistas. Esta circunstancia fue especialmente perceptible en las formaciones de izquierdas, que acabaron por asumir una gran parte de las reivindicaciones nacionalistas, incluidas aquellas como el derecho de autodeterminación, que serían posteriormente revisadas en plena transición política, provocando serios problemas, especialmente en el seno de las organizaciones históricas. Sin embargo, las reclamaciones autonómicas y la de otros elementos identitarios estuvieron supeditadas siempre para estas organizaciones a la recuperación general de las libertades democráticas en España. 

	317     Todo ello hizo que la transición política en el País Vasco tuviera, frente a lo ocurrido en el resto de España, un desarrollo anómalo. El incremento de la violencia terrorista, el cuestionamiento por un importante sector de las fuerzas políticas de todo el proceso —y prácticamente de cada uno de sus pasos—, las tensiones internas, e incluso la extensión de una determinada percepción que interpreto la Transición como una ruptura con todas sus consecuencias, condicionaron este desarrollo. 

	El encaje del denominado «problema vasco» en el texto Constitucional, la peculiaridad de los resultados que en el País Vasco tuvo el referéndum de 1978, el debate estatutario, su referéndum de aprobación, la puesta en marcha del gobierno vasco y el arranque de las instituciones autónomas marcarán de algún modo los tempos o los hitos fundamentales de este periodo, que, sin embargo, estará sujeto a interpretaciones encontradas, derivadas en gran medida, de la diferente percepción interna del proceso y de su impacto en la realidad presente. 
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	EL MOMENTO CONSTITUYENTE Y LA ELABORACIÓN DEL ESTATUTO  DE GUERNICA (1975-1979 

	 

	Javier CORCUERA ATIENZA 

	 

	 

	 

	1. Introducción. El comienzo de la Transición democrática 

	 

	Cuando la enfermedad y muerte de Franco aceleran la movilización política en toda España, el País Vasco vive especiales momentos de agitación política que culminan en las acciones de septiembre de 1975 para intentar evitar los fusilamientos de varios militantes de ETA y FRAP La importancia que, antes y después, tienen los movimientos obreros y ciudadanos por problemas económicos y políticos y la importancia de la represión, nuevamente vivida como represión de Euskadi, definen un marco en que adquiere nueva virulencia y difusión el enfrentamiento entre «abertzales» y «españolistas» y se consolidan las bases para la ulterior hegemonía de aquellos. 

	Los partidos políticos solo muy limitadamente son capaces de ordenar el activismo y espontaneísmo de los sectores que en aquel momento acceden al mundo de la política. El fraccionamiento de las organizaciones políticas y la definición revolucionaria o radical de la mayoría implican acelerar una dinámica en que es muy difícil la racionalización de las demandas, más aun cuando los partidos que mejor hubieran podido hacerlo (PNV y PSOE) carecen entonces de estructura y de presencia, y el nacionalismo radical es incapaz de articularse de forma unitaria. 

	A ello han de añadirse las características particulares que en el País Vasco tiene la izquierda no nacionalista, dado el mayor peso de los partidos de extrema izquierda (el Movimiento Comunista de España, MCE, y la Liga Comunista Revolucionaria-ETA VI, LCR-ETA VI, habían nacido de sendas escisiones de ETA), lo que presta especial virulencia a la lucha por conseguir la hegemonía del espacio comunista. En tal enfrentamiento el argumento patriótico asume una especial importancia, tanto como intento de descalificación del adversario como de resultas de otros factores: voluntad de no repetir la vieja guerra de patrias que enfrentó a socialistas y nacionalistas antes de 1936, deseo de superar la vieja escisión entre ambos mundos, dificultades derivadas de la base inmigrante de los partidos obreros y de la especial necesidad de afirmarse como vascos en un mundo en que tal afirmación tiene importancia fundamental... 

	322     Es consecuencia de ello el énfasis con que se subraya el carácter «nacional» de tales partidos no nacionalistas de izquierda, lo que se refleja en los respectivos programas, en la modificación de sus denominaciones y la de sus publicaciones, y en la inclusión en sus programas de problemas básicamente suscitados desde el abertzalismo o que, caso del derecho de autodeterminación —al que los abertzales son entonces ausen tes— parecen susceptibles de resolver democráticamente el problema nacional». La indefinibilidad del tal «problema» en todo lo que no sea construcción de la democracia y posibilidad real de autonomía implica situar en el centro del debate político un tema irresoluble en el que se discute sobre supuestas sensibilidades y no sobre programas. El hecho de que tales sutilezas se utilizarán profusamente entre los propios partidos de izquierda no nacionalista no hace sino fortalecer las posiciones políticas del nacionalismo, el cual, en definitiva, acaba detentando la legitimidad para otorgar o negar carta de ciudadanía. 

	El mundo del abertzalismo radical incluye una maraña de organizaciones cuyo discurso, igualmente tenido de radicalidad revolucionaria, subraya los viejos temas del nacionalismo radical histórico. La aspiración a la independencia y al socialismo que, teóricamente, les habría de enfrentar con todos los partidos que no pretendieran una de esas dos finalidades, orienta sus críticas no tanto a la derecha nacionalista cuanto a la izquierda no nacionalista, a la que se niega, por su carácter revisionista, el carácter de izquierda, y se constituye en el blanco central de las críticas, pues «por su descarado desconocimiento de la realidad de Euskadi, fruto de su imperialismo estatal, reproducen la opresión nacional oligárquica» (Manifiesto de Euskal Herriko Alderdi Sozialista, EHAS, ¿1976?). Por encima de la prolijidad del mensaje confusamente marxista de unas organizaciones muy pequeñas, trasciende básicamente la traducción de la historia de la oposición antifranquista a las claves nacionalistas, y la definición como eje central de la política vasca de la contraposición entre los llamados «vasquismo» y «españolismo» 

	Las particularidades del comportamiento político del País Vasco se reflejan en el Referéndum de la Ley para la Reforma Política celebrado en diciembre de 1976 en que, a pesar del llamamiento casi unánime de la oposición democrática a favor de la abstención, solo se abstuvo el 22,27 por 100 del pueblo español. En el País Vasco se siguió ampliamente la consigna en Guipúzcoa (donde solo voto el 44,5 por 100) y en Vizcaya (el 53,2 por 100) pero no en Álava ni en Navarra, en que la participación  llegó al 76,3 y 73,6 por 100, respectivamente

	323      En el umbral de la democracia, se mantienen diferencias internas en el comportamiento político de los territorios vascos, pero se ha ido difundiendo (y, aparentemente, aceptando) una afirmación unitaria vasca compartida cuando menos por toda la oposición democrática. El «compromiso autonómico» firmado en mayo de 1977 por PNV, PSOE, PCE y otras formaciones será la más clara manifestación de esa disposición a abordar conjuntamente «el reconocimiento de inmediato de la personalidad política y administrativa de Euskadi», realizada «sin perjuicio de la personalidad de cada región histórica ni renuncia a los poderes políticos basados en su plena reintegración foral». 

	 

	 

	2. El advenimiento de la democracia y la recomposición de los espacios políticos 

	 

	2.1. La recomposición del espacio nacionalista moderado: el PNV 

	 

	La histórica centralidad detentada por el PNV en el mundo nacionalista parecía haber entrado en crisis de resultas del complejo mundo de transformaciones planteado en torno a la aparición de ETA. Junto a ello, el desarrollo de un sector nacionalista de definición socialdemócrata y no explícitamente revolucionaria (a diferencia del resto del mundo integrante del abertzalismo «radical», «de izquierdas» o «socialista»), parecía definir a ESB (Euskadiko Sozialista Biltzarrea) como polo de atracción de interés para sectores nacionalistas de centro-izquierda más activos que el histórico PNV. 

	Pese a ello, el PNV va a manifestar su capacidad de recuperar el carisma histórico y mantenerse como cabeza de la familia nacionalista. Su protagonismo se expresa inicialmente en la puesta en funcionamiento del tejido social nacionalista mantenido durante los años del franquismo en torno a una complejísima trama de asociacionismo de todo tipo, y en su participación en las instancias unitarias de la oposición todavía ilegal que negocian con el primer gobierno Suarez la «ruptura pactada» 

	En tal coyuntura, un partido que subraya sus componentes democristianos y su vinculación con los demás partidos de tal carácter presentes con el en el «Equipo Demócrata Cristiano del Estado Español», comienza una labor de delimitación ideológica. En un marco general de superoferta y radicalismo ideológico, el PNV realiza en Pamplona el primer Congreso tras su legalización, aprobando unos textos en los que se incorporan elementos socialdemócratas en la ponencia económica, al tiempo que se recupera y oficializa el lenguaje foralista hasta entonces reservado a las publicaciones internas. 

	324     La puesta en marcha del partido implica los primeros desajustes entre un mundo de aspiraciones definidas en el impreciso campo del tradicional fuerismo-independentismo y una práctica necesariamente atenta a compromisos derivados de sus aspiraciones hegemónicas, lo que implica las primeras tensiones internas, que supondrán el alejamiento y posterior abandono del partido por parte del grupo encabezado por A. Ormaza, dirigente de la organización vizcaína. La salida de los ormacistas, autodefinidos como «sabinianos» y críticos ante la forma en que se esta construyendo el partido, en que empiezan a tener importancia especial los parlamentarios, no supone problemas para la consolidación de este, como manifiesta su continua expansión electoral que pronto comentaremos. 

	 

	2.2. El mundo de la «izquierda abertzale 

	 

	Durante los últimos años del franquismo se asiste a una enorme proliferación de organizaciones ubicadas en la orbita del nacionalismo radical, lo que manifiesta tanto la importancia ideológica de un movimiento vinculado con lo que ha significado ETA, cuanto la propia incapacidad de esta para impulsar un movimiento de masas organizado o un partido. 

	Las organizaciones políticas que, desde 1974, expresan los planteamientos de este sector manifiestan las tensiones que han comenzado a aflorar en el marco de ETA entre la rama militar y la político-militar. Aquel año 1974 se cred Euskadiko Alderdi Sozialista (EAS), que converge con Herriko Alderdi Sozialista (HAS), creado meses antes en el País Vasco francés, para dar lugar a EHAS (Euskal Herriko Alderdi Sozialista), definido como partido marxista revolucionario y tempranamente vinculado con los planteamientos de ETA (Militar). EHAS, trasformado en HASÍ tras su convergencia en 1977 con Eusko Sozialistak, se convertirá en el principal portavoz político de aquella organización armada. En el entorno de ETA (Político-Militar) se constituye en 1976 el Partido para la Revolución Vasca, Euskal Iraultzarako Alderdia, EIA, de filiación marxista-leninista, que impulsara en las elecciones generales de 1977 la coalición electoral Euskadiko Ezkerra. 

	Al margen de estos dos polos, han de citarse a otras organizaciones originariamente también vinculadas con ETA, como LAIA, procedente de una escisión del Frente Obrero y definido como partido marxista-leninista, del que acaba desgajándose LAIA EZ, de carácter libertario. Mayor significación acaba teniendo ESB, Euskadiko Sozialista Biltzarrea o Partido Socialista Vasco, de carácter socialdemócrata y definición nacionalista radical, impulsora de una política de frente nacional vasco con todas las organizaciones nacionalistas. 

	325     El mismo carácter socialdemócrata, aunque sin ninguna virulencia en la esfera nacionalista, tiene la vieja Acción Nacionalista Vasca, que reaparece en aquellos años intentando recuperar el espacio nacionalista democrático de izquierda que pudo ocupar en la Segunda República. 

	Valga finalmente la mención a ESEI (Euskadiko Sozialistak Elkarte Indarra, Fuerza para la Unificación de los Socialistas Vascos), nacido en 1976 con la vocación integradora manifiesta en su nombre pero que, obviamente, acaba siendo uno más de los grupos de aquel carácter. Su peculiaridad básica podría situarse en el intento de configurarse como instancia racionalizadora de un socialismo nacionalista moderado sin vinculación ninguna con ETA, espíritu que se manifiesta en su adhesión al Pacto Autonómico de 1977. Aparte de la trascendencia que tuvo su participación en el Senado en la constituyente, de resultas de aquel Pacto, el partido no consiguió mayor protagonismo, disolviéndose poco tiempo después de las primeras elecciones autonómicas. 

	La complejidad referida (que podría ampliarse incluyendo diversos comités, gestoras y agrupaciones de finalidad política más o menos directa y mayor o menor autonomía con respecto a las arriba citadas) tiende a aglutinarse en un polo único que englobara a todo el nacionalismo radical vinculado de algún modo con lo que ETA representaba o había representado. En este marco se sitúa la creación, en 1976, de la Koordinadora Abertzale Sozialista (KAS), que integra a las fuerzas de tal carácter, encabezadas por ETA(m) y ETA(pm). Los objetivos comunes a todas ellas, la consecución de un Estado vasco, socialista, independiente, reunificado y euskaldun, permiten acordar igualmente la redacción de unos puntos mínimos que habrían de ser tenidos en cuenta para considerar suficientemente democrática la situación política abierta a la muerte de Franco. La importancia de estos «puntos del KAS» se mantiene, con finalidades distintas, y de modo intermitente, durante muchos anos, creada ya Herri Batasuna: se tratara entonces de demostrar el carácter todavía no democrático del Estado ya Constitucional. 

	Las tensiones existentes entre las dos ramas de ETA se replantean en el seno de la coordinadora, sobre cuya naturaleza y finalidades no acaban de ponerse de acuerdo. Las diferencias entre ambas llevan a la ruptura de la KAS con motivo del debate sobre la participación o no en las elecciones de 1977: ETA(pm) y EIA son excluidos de la coordinadora, que queda como plataforma que reúne a las diversas organizaciones aglutinadas en torno a ETA(m). Por su lado, EIA promueve la coalición Euskadiko Ezkerra, a la que se incorporan fuerzas no nacionalistas y, particularmente, Euskadiko Mugimendu Komunista-Movimiento Comunista de Euskadi (EMK-MCE), que saldría de ella al ponerse en marcha la pre-autonomía. 

	326     A partir de 1977 se constituyen, pues, los dos polos en torno a los que se van a edificar los proyectos nacionalistas que cristalizan en Herri Batasuna (HB) y en Euskadiko Ezkerra (EE). 

	Por una parte, HB se constituye formalmente como plataforma electoral en 1979, integrando a ESB y ANV, cuya aspiración a consolidarse como fuerzas electoralmente autónomas había devenido imposible tras el fracaso de 1977. En ambos casos, el ingreso en HB no supone la canalización a dicho partido de todos sus afiliados ni electores, produciéndose un progresivo desdibujamiento de ambas organizaciones que concluye con su desaparición como tales. Junto a ellas, se mantienen HASI, que asume un papel progresivamente dirigente, LAIA, que acaba abandonando la coalición y desapareciendo poco tiempo después, e independientes de diversas procedencias entre los que destaca la personalidad de Telesforo Monzón. 

	Progresivamente integrada en torno a lo que representa ETA, la existencia de sus partidos miembros tiene una importancia muy marginal en HB, como no sea en la constitución de lo que formalmente son sus órganos de gobierno. La coalición se afirma sobre todo en torno al mundo de emociones, símbolos, expectativas y aspiraciones que venían configurando al abertzalismo «radical» desde los últimos momentos de la Transición, acogiendo unas líneas programáticas de sencillez extrema que prácticamente se reducen a la definición de los objetivos finales antes referidos (Euskadi independiente, reunificada, socialista y euskaldun), incorporando un rechazo radical hacia los partidos y, en general, hacia el sistema político existente (que no supondria cambio significativo con la situación anterior), y manteniendo como elementos de integración la apelación a la «ruptura» como necesidad pendiente y a ETA como sujeto cuya actividad se sigue considerando necesaria y cuya dirección, de hecho, se reconoce. 

	En torno a este proyecto se aglutinaran, como veremos, sectores de muy diversa procedencia: el radicalismo social, cuya importancia es muy significativa en un país que esta atravesando una intensa crisis económica, se expresa en clave nacionalista radical. El mundo nacionalista se amplia así a ámbitos que nunca habían tenido tal carácter (lo que, por otro lado, fortalece la hegemonía del nacionalismo en el conjunto de la sociedad vasca), y la multiplicidad de organizaciones, activismo, movilidad en la definición y absorción de objetivos... permite su consolidación como fuerza política con indudable peso electoral, al margen de que sus candidatos no acudan a las sedes para las que son elegidos (con excepción de la representación municipal). 

	327     El segundo polo procedente del mundo de la «izquierda abertzale» es EE. Su presentación electoral en 1977, frente a las opiniones de los sectores cercanos a ETA(m), así como la presencia de socios no nacionalistas en la coalición, no es óbice para afirmar el significado básicamente «abertzale radical» que la coalición tiene para el electorado, no siempre capaz de discriminar entonces entre las dos ramas de ETA. Partiendo de tal origen, EE —pronto reducida a EIA— emprende una evolución cuyo punto de inflexión se sitúa en la aceptación de la vía estatutaria como sistema de incorporación de Euskadi al Estado. La consecuente aceptación, de facto, del sistema político Constitucional se refleja en una política en que cada vez tienen menor importancia los viejos planteamientos del radicalismo abertzale. 

	El proyecto atrae tempranamente a un sector procedente de EHAS y HASI, que se agrupa en EKIA, y, pronto, a gentes que habían militado en ESEI. El progresivo distanciamiento político con respecto a ETA(pm) y a lo que significa, y la apuesta que concluye con la disolución de esta organización y la negociación de vías  de reinserción para sus integrantes, así como el abandono de dogmatismos ideológicos apostando por el posibilismo, permiten, en 1981, la convergencia entre EE y el sector mayoritario en la dirección del PC de Euskadi, encabezado por su secretario general Roberto Lertxundi, en el otoño de 1981. 

	El acuerdo culmina en la constitución formal de EE como partido, con el nombre Euskadiko Ezkerra-Izquierda para el Socialismo (coletilla esta ultima que no tardara en desaparecer), con los símbolos que tenia EE y la dirección de Mario Onaindía, anterior secretario general de EIA y personaje básico para comprender la evolución de su partido. A partir de tal constitución de EE-IPS, se abandona la explicita definición nacionalista, consiguiendo aglutinar sectores de electorado que no se definen como tales, lo que no deja de plantear problemas con algún grupo procedente de EIA, que no ingresan o abandonan el nuevo partido. 

	 

	2.3. La izquierda no nacionalista 

	 

	El mundo de la izquierda no nacionalista existente en el País Vasco durante el último franquismo, aunque presenta algunas particularidades con respecto al resto de España, se mantiene fundamentalmente en los parámetros que caracterizan a la izquierda española. El activismo obrero se sitúa fundamental —y casi exclusivamente— en las zonas industriales, siendo impulsado por Comisiones Obreras, en las que el Partido Comunista tiene una presencia muy significativa. 

	328     La fuerza de los comunistas, que había sido relativamente importante a lo largo de la dictadura, se hace más notable en los primeros años setenta, y cobra nuevo impulso con la celebración de su II Congreso, en que se recupera la denominación de Partido Comunista de Euskadi y se subraya el componente nacional vasco de su política. Su protagonismo se incrementa en los momentos terminales del régimen anterior, con la política abierta en torno a la propuesta de la Junta Democrática, que supone la consolidación del PC en sectores profesionales y culturales mucho más amplios que su tradicional ámbito obrero de implantación. 

	La expansión del Partido Comunista le convierte en punto de referencia de la izquierda vasca, lo que implica su conversión, tanto en polo de atracción de gentes, también, del mundo de la izquierda nacionalista, cuanto en objeto de crítica preferente de las restantes organizaciones de izquierda, nacionalista o no. Por lo que respecta a lo primero, tendrá notable importancia en la posterior política de dicho partido el ingreso de un significativo grupo de militantes procedentes de ETA VI Asamblea. En lo tocante a lo segundo, la mencionada importancia del discurso nacionalista radical converge con la crítica de la extrema izquierda para negar la legitimidad de los comunistas, motejados tanto de «españolistas» cuanto de «revisionistas». 

	La referencia anterior lleva a mencionar una de las características de la izquierda vasca con respecto a la española en los últimos años del llamado «tardo-franquismo», la relativa mayor importancia que en Euskadi tienen las organizaciones no nacionalistas definidas a la izquierda del PC. Diversas razones confluyen en la explicación de este hecho: por una parte, no puede olvidarse que tanto el Movimiento Comunista de España como la Liga Comunista Revolucionaria tienen su orígen en sendas escisiones de ETA y disponen de organización y militantes en numero superior a la media en otros territorios (también es estrecha la vinculación de la Organización Revolucionaria de Trabajadores, ORT, en su nacimiento, con movimientos cristianos, de implantación significativa en Navarra). Por otro lado, la dinámica política generada en torno a ETA tiende a facilitar un tipo de reflexión más extremosa, radical y voluntarista, que atrae hacia organizaciones de extrema izquierda a sectores que, en el resto de España, se alinean con el PC. 

	La virulencia del debate político, el izquierdismo y la tendencial expresión en clave nacionalista de los problemas planteados en momentos de tanta vitalidad política como los de la Transición se ven, así, alimentadas tanto desde los sectores nacionalistas radicales cuanto desde organizaciones comunistas de extrema izquierda. La cultura política generada tendrá una continuidad mayor que en el resto de España gracias a su asunción por el nacionalismo radical, que acabara atrayendo tanto a electorado comunista de las primeras elecciones cuanto a organizaciones como EMK (MCE) o LKI, que ven en el movimiento abertzale radical la manifestación de un impulso revolucionario inexistente en los demás partidos. 

	329     En cualquier caso, el protagonismo comunista en vísperas de las elecciones de 1977 no va a tener refrendo del electorado: el PC de Euskadi, excluido de la candidatura elaborada para el Senado por los partidos del llamado Frente Autonómico, obtendrá representación parlamentaria solo en las primeras elecciones autonómicas (un único diputado por Vizcaya). En el marco de los problemas que afectan a todo el PC de España, los comunistas vascos experimentan un específico proceso de crisis. El partido (o, quizá mejor, un sector del partido encabezado por la mayoría de su dirección) se plantea la convergencia con Euskadiko Ezkerra, emprendiendo un proceso que lleva a la creación de EE-IPS y a la consecuente división en el PC de Euskadi y marginalización del espacio electoral comunista en el País Vasco durante muchos anos. 

	Si las primeras elecciones manifiestan, en el polo nacionalista, la pujanza del partido históricamente hegemónico en dicho ámbito, el PNV, otro tanto va a producirse en el vértice socialista, donde el PSOE absorbe la práctica totalidad del voto de la izquierda. Apenas existen especificidades vascas en este sector: la presencia del Partido Socialista Popular del profesor Tierno Galván es solo discreta, y se debe a razones semejantes a las que explican sus apoyos en el resto de España; por otro lado, Eusko Sozialistak, partido integrado en la Federación de Partidos Socialistas, la mayoría de cuyos socios españoles acabaría integrándose en el PSOE, se orienta en Euskadi hacia el campo nacionalista, acabando en Euskadiko Ezkerra después de haber contribuido al nacimiento de HASI 

	Tras la incorporación del PSP, el Partido Socialista de Euskadi PSOE, se convierte, pues, en receptor de la gran mayoría del electorado de izquierda no nacionalista, exceptuada la presencia simbólica del PC o de los sectores no nacionalistas que votan EE. 

	 

	2.4. El centro y la derecha no nacionalistas 

	 

	El tercer polo del triangulo político con significación en la historia vasca, la derecha no nacionalista, aborda la llegada de la democracia con los problemas derivados del deslinde entre sus sectores democráticos y los que habían sido pilar fundamental del franquismo. 

	330     Los viejos sectores dinásticos y tradicionalistas vencedores en la Guerra Civil y gobernantes desde la posguerra no habían necesitado ni pretendido legitimarse con más argumentos que los derivados de su triunfo militar. Los tradicionalistas, con peso en muchos pueblos de la zona rural, se habían mantenido enquistados y aislados, participando en mayor o menor grado de los gobiernos municipales, pero sin capacidad de perpetuarse ni encontrar herederos. Salvo en el caso alavés, donde había sido menor la presencia histórica de nacionalistas y socialistas, y donde la organización foral fomentaba un tipo de relaciones más fluidas entre la diputación y los grupos de intereses locales, el régimen no había conseguido vincularse con sectores sociales mínimamente activos, lo que hubo de incidir en la debilidad de las organizaciones de derecha y centro derecha en el momento democrático. 

	La debilidad de la derecha democrática no nacionalista se manifiesta en la fragilidad del asociacionismo prepartidista aparecido a la sombra de la Ley de Asociaciones de Arias Navarro, en la inexistencia de liderazgo —salvo el escaso de que disponían algunos de los procuradores familiares de las ultimas Cortes orgánicas—, o el reducido eco que encuentran grupos como la Democracia Cristiana Vasca, dirigida a nivel nacional por José María Gil Robles y Joaquín Ruiz-Giménez. 

	La mejor muestra de tal debilidad es, sin embargo, la ausencia de candidatura de UCD en Guipúzcoa en las elecciones de 1977, provincia en que Alianza Popular esconde su nombre en el de «Guipúzcoa Unida». Tal reconocimiento de impotencia se ve compensado por los excelentes resultados electorales de la coalición gobernante en Álava y Vizcaya, pero presagia su temprano declinar. La inercia de voto a vencedor va orientando buena parte del voto recibido por UCD hacia los nacionalistas. Si a ello se unen los problemas generales de UCD, que llevaron a su disolución tras las elecciones de 1982, y los específicos derivados de la acción asesina de ETA(pm), que se concretaron en diversos atentados contra candidatos del partido del gobierno, pueden entenderse los problemas del centro no nacionalista para mantener su espacio electoral. Por otro lado, la posición de AP, situada en una derecha demasiado nítida, añade problemas nuevos a un sector político de centro y derecha no nacionalistas que, pese a los sucesivos procesos de integración, alianzas y separaciones de los partidos que lo integran, tardaría mucho tiempo en consolidarse La multiplicidad de tales alianzas es una nueva muestra de la debilidad de un sector incapaz, pese a su temprano distanciamiento de las posiciones no democráticas y pese a su relativamente temprano compromiso con el sistema autonómico inaugurado por el Estatuto, de asentar establemente su electorado. 
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	3. La vuelta a la democracia y las elecciones de 1977 

	 

	3.1. Las primeras elecciones democráticas 

	 

	Las elecciones de 1977 reprodujeron, sorprendentemente, el mapa político de la República: tres bloques relativamente homogéneos (con menor presencia del centro y derecha no nacionalista que de los nacionalistas y la izquierda) y diferente comportamiento electoral de Álava, con respecto a las otras dos provincias. En aquella, UCD es el partido más votado y los nacionalistas quedan en tercer lugar, mientras que en las otras dos, ganan los nacionalistas. En el interior de las provincias se repite el comportamiento histórico: en Vizcaya, los socialistas son los más votados en los pueblos industriales de la margen izquierda de la ría y en el bajo Nervión y, con pequeñas excepciones, los nacionalistas ganan en el resto de la provincia, incluida Bilbao. En Guipúzcoa, los socialistas están por delante en la capital y su cinturón industrial y en sus enclaves tradicionales de Irún y Éibar y los nacionalistas, casi en todo el resto. 

	Las elecciones de 1977 expresan la importancia que ha alcanzado el nacionalismo en la vida política vasca y definen como beneficiario principal de dicha situación al PNV, pese a su limitada presencia publica en los años precedentes. Se manifestó así la importancia de los vínculos que habían mantenido viva a la familia nacionalista y que habían permitido expandir durante el franquismo la ideología nacionalista. El PNV, que había venido siendo «el partido» para amplios sectores de la población, se configura como el partido de los nacionalistas y se convierte, por otra parte, en polo de atracción de sectores históricamente no nacionalistas que rinden, así, tributo a unos planteamientos que han empezado a conquistar la hegemonía social. 

	Junto al nacionalismo histórico reaparece también, con notable fuerza, el PSE— PSOE. Su situación presenta similitudes con la que acabamos de comentar: pese a la debilidad organizativa y política de PSOE y de UGT en lo que había sido uno de sus bastiones históricos, los socialistas recogen la gran mayor parte del voto de izquierda, quedando como extraparlamentarios los comunistas. 

	En tercer lugar, el partido del gobierno conseguía unos resultados desiguales, entre su máximo de Álava y su ausencia de Guipúzcoa, provincia en que UCD no presentó candidatura. 
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	3.2. PNV: la conquista de la hegemonía 

	 

	Esta situación triangular comenzaría a alterarse muy tempranamente. Las primeras elecciones, la legalización de los partidos, la recuperación de las libertades y la amnistía no fueron suficientes para conseguir la pacificación del país. El entonces tan citado «desencanto» tuvo especialísimas características en Euskadi, tanto por razones objetivas como por el mantenimiento de algunas practicas políticas. 

	Al margen de las dificultades generales derivadas de los problemas de adecuación a la situación democrática por parte de determinados aparatos del Estado, la crisis económica constituye un marco particularmente penoso para terminar con una dinámica tan empapada de esencialismo durante tanto tiempo. A partir de 1977 se van a disparar los elementos más negativos que acompañaron a ETA desde su nacimiento. La irracionalidad de los atentados emprendidos desde las primeras elecciones define un nuevo elemento en la política vasca que, por otra parte, reafirma los viejos esencialismos e imposibilita el dialogo político en el interior del país. 

	Ese proceso se ve acompañado (y en buena medida posibilitado) por la política adoptada por el nacionalismo moderado a partir del debate de la Constitución. El PNV acepta y reconoce las instituciones democráticas y el juego político en su seno, pero rechaza o dice rechazar la legitimación en que aquellas se basan: la Constitución es considerada contraria a los intereses vascos y se busca una legitimidad nuevamente no racional. El pacto foral, los Derechos Históricos, los Fueros como leyes originarias y soberanas se consideran lesionados por la Constitución, pese a su disposición adicional primera. Todo ello no hace sino confirmar la imposibilidad de dialogo interno, toda vez que no se definen los términos del debate ni los perfiles de las aspiraciones. Por otra parte, esa política de jugar a la frustración permanente encuentra su complemento voluntario o involuntario en la presencia de ETA, máximo argumento de la insatisfacción vasca y de la necesidad de concesiones políticas para superarla. 

	Esta situación tiende a definir a los nacionalistas moderados como centro de la política vasca. Si la legitimidad es nacionalista, el PNV es el definidor de la legitimidad. Por ello aparece como el único capaz de solucionar el «problema vasco», lo que refuerza su posición política y le permite actuar efectivamente como autentico representante de los vascos en las relaciones con el gobierno central. Por otra parte, y como es lógico, se acelera el trasvase hacia sus filas de sectores de derecha y centro no nacionalista, cuyos intereses puede representar de modo mucho más efectivo que UCD o AP, así llamados a convertirse en partidos testimoniales

	333      El dato más espectacular en la redefinición del sistema de partidos iba a ser la consolidación política y electoral del nacionalismo vasco radical, a partir de la creación de la coalición electoral Herri Batasuna, que se presenta por primera vez a las elecciones en 1979 y que consigue expresar un tipo de planteamientos cuya limitada presencia en las urnas en junio de 1977 pareció sorprendente y paradójica. 

	En el marco del mentado «desencanto», en plena crisis económica, en crisis los partidos comunistas que hubieran podido encauzar la ira explicable de sectores no desdeñables de la sociedad vasca, ante la frustración de casi todas las grandes palabras utilizadas desde los últimos tiempos del franquismo, HB aparece como la única fuerza «coherente» que, frente a la «traición» del consenso, mantiene la posibilidad y la necesidad de la ruptura. En torno a tales planteamientos se amalgaman sectores de procedencias muy diversas: por una parte, gentes vinculadas con el nacionalismo radical histórico, por otra, grupos más o menos marginales o marginados por la crisis que afecta a una región industrializada en declive como el País Vasco. 

	Ese doble componente ideológico y social implica novedades importantes con respecto a la historia política del País Vasco: la expansión del nacionalismo a sectores sociales a los que nunca había llegado, la expresión en clave nacionalista de la radicalidad social, la tendencial monopolización (y consecuente transformación) de la mayor parte de los movimientos sociales alternativos por el nacionalismo radical. 

	Desde una perspectiva ideológica, se genera un proceso de reelaboración o yuxtaposición de aspectos ideológicos propios del nacionalismo radical histórico con el lenguaje y las preocupaciones de determinados sectores comunistas que tuvieron especial incidencia en los últimos años del franquismo (aunque la resultante, en todo caso, se decanta hacia el nacionalismo). Por otra parte, la vinculación entre HB y ETA refuerza la imagen de radicalidad y anula la necesidad de una teoría: ETA es la «demostración» de que existe opresión nacional y, luego, la opresión nacional es la «justificación» de la necesidad histórica de ETA. 

	El auge del nacionalismo radical ha planteado y plantea el problema de sus relaciones con el moderado. Históricamente radicalidad y moderación actuaron como dos aspectos de una misma política: los radicales son el argumento de los moderados para conseguir ventajas y, a su vez, la moderación es un argumento táctico que, dirigido a los radicales, afirma no implicar el abandono de los objetivos últimos. Tal relación ayuda a acercarse a la idea de comunidad nacionalista, concepto que subraya la importancia de los lazos simbólicos y políticos existentes entre el conjunto de nacionalistas de las distintas facciones. Existe una familia nacionalista, que es la que define el horizonte de la legitimidad política y que esta dirigida por el PNV cuya paternidad, aunque criticada, no es discutida. 

	334     La expansión nacionalista se consagra con las elecciones autonómicas, en las que obtiene una mayoría relativa que, dada la inasistencia de HB al Parlamento, se convierte en mayoría absoluta. Gracias a ella emprende un diseño institucional a la medida de su ideología y de sus intereses: las diputaciones forales asumen competencias en diversas materias que antes correspondían a la comunidad autónoma y disponen, en virtud del Concierto económico, de medios para atenderlas, e incluso, para ampliarlas en la practica. Por otra parte, la ley electoral establece mecanismos que, primando a las zonas rurales, garantizan una mayoría suficiente al PNV en las Juntas Generales, al tiempo que las normas forales de organización aprobadas en estas posibilitan gobiernos provinciales (forales) monocolores. 

	 

	 

	4. El sistema Constitucional. Definición de la autonomía y particularidad vasca 

	 

	4.1. El initio de la Transición: recuperación del discurso fuerista 

	 

	La iniciativa de Suarez de plantear un sistema preautonómico en Cataluña centrado en la persona del presidente de la Generalitat en el exilio, Tarradellas, abre también en el País Vasco el proceso para conseguir una articulación autonómica provisional. Tras no pocos debates de las distintas fuerzas políticas vascas entre si y con el gobierno, este aprobaba, tres meses después de haber puesto en marcha con carácter provisional la Generalitat de Cataluña, el Real Decreto legislativo 1/1978, de 4 de enero (BOE de 6 de enero) que instauraba el régimen preautonómico para el País Vasco, cuya institución central fue el Consejo General Vasco, «órgano común de gobierno de las provincias que, pudiendo formar parte de el, decidieran su incorporación». El deseo de no cerrar la posibilidad de ingreso de Navarra en la organización autonómica vasca, y el de no dificultar el de Álava, llevó a adoptar una estructura con elementos confederales (cada territorio histórico puede interponer, a través de sus representantes en el CGPV, veto sobre cualquier decisión que afecte a su provincia, posibilidad que no se plantea en ninguno de los restantes sistemas preautonómicos). 

	335     La actividad del Consejo General se resintió de las limitaciones con que fue concebido el sistema preautonómico, cuya generalización dificultaba transferencias dotadas de una mínima entidad. Estas limitaciones tienen una mayor trascendencia de resultas de su composición y, particularmente, por la elección como su presidente del socialista Ramón Rubial (17 de febrero de 1978). La marginación nacionalista de la presidencia del primer órgano de alguna entidad política de que disponía el País Vasco desde 1937 iba a actuar como argumento para no potenciarlo: el gobierno vasco en el exilio, presidido por el nacionalista Leizaola, decide no disolverse mientras no se apruebe el nuevo Estatuto. Sólo en diciembre de 1979 se cierran las oficinas en Paris del gobierno vasco y Leizaola transfiere la legitimidad histórica al nuevo presidente del Consejo General Vasco, el nacionalista Garaikoetxea, elegido el 9 de junio de 1979. 

	Valga, finalmente, una ultima reflexión sobre el periodo preautonómico: la voluntad de facilitar la incorporación de Navarra al sistema autonómico vasco parece ser la explicación de una paradójica articulación provincialista en un territorio, el País Vasco, en que los planteamientos nacionalistas se habían manifestado con un esencialismo e intensidad sin paralelo en la España preconstitucional. En preautonomías más «artificiales», en que podían ser muy superiores las reticencias de las oligarquías provinciales, no se lleva el provincialismo al extremo de organizar el preautonómico en base a una representación igual de las provincias ni, mucho menos, a reconocer derecho de veto a los representantes de alguna de ellas. Bien por estética historicista, bien por coherencia con los planteamientos tradicionales, bien por calculo sobre la utilidad del discurso fuerista, los nacionalistas apoyan en el preautonómico una dinámica provincialista de la que —por nuevas razones— ya no se saldría. 

	 

	4.2. El debate Constitucional. Los argumentos para una autonomía diferente 

	 

	El argumento foralista fue utilizado con una cierta profusión por parte de los representantes vascos a lo largo del proceso de aprobación de la Constitución. El debate constituyente es el escenario en que los nacionalistas recuperan el viejo lenguaje del fuerismo decimonónico. En su enmienda numero 689, el Grupo Parlamentario Vasco propone la inclusión de una disposición final, derogatoria de unas leyes de 1837, además de las canónicas de 25 de octubre de 1839 y 21 de julio de 1876, y que, por otra parte, «devuelve» a las cuatro «regiones forales», «sus instituciones y poderes políticos originarios», y «renueva el Pacto Foral con la Corona, manteniendo el rey en dichos territorios los títulos y facultades que tradicionalmente hubieran venido ostentando sus antecesores» 

	336     La justificación que acompaña a esta enmienda recoge la vieja argumentación fuerista subrayando el «argumento carlista» (convertido ahora en argumento etarra): el pueblo vasco «tradicionalmente pacífico, justo y solidario» ha estado «forzado en los últimos tiempos a seguir caminos alejados de su tradicional forma de sentir y practicar la convivencia» ante «la ausencia de un mínimo respeto a su personalidad». «Baste recordar que desde 1835 (...) hasta nuestros días, han sido cuando menos tres las ocasiones en que nuestro pueblo se ha visto obligado a creer en la fuerza como último recurso de salvaguardia de su propia personalidad». Dicha personalidad se expresa a través de unas instituciones «segadas en el siglo XIX por la fuerza de las armas», «sustituyendo la convivencia mutua en la unión de la persona del rey por un esquema jacobino no solo extraño, sino ajeno a la voluntad del pueblo vasco». Desde entonces, sin embargo, «los vascos, a través de sus diputaciones y ayuntamientos democráticos, sus partidos, sus diputados y senadores, escritores y pueblo llano, han proclamado sin excepción ni interrupción la imprescriptibilidad e irrenunciabilidad de su derecho». 

	Esta manifiesta desmesura, al definir el campo del debate en un terreno en que las coincidencias son imposibles, fortalece el potencial de intimidación de los nacionalistas. Las consecuencias políticas de esta postura, como veremos, no siempre fueron positivas. 

	Tanto la recuperación por parte nacionalista del discurso preliberal, como la atención que al mismo se presta por parte de las restantes fuerzas políticas, son inseparables de la situación política que vive el País Vasco, particularmente como consecuencia de la actividad de ETA. La radicalidad, la importancia de la emocionalidad, la imposibilidad o dificultad de racionalizar el debate político... definen al PNV como único sujeto capaz de resolver el llamado «problema vasco» y de legitimar en el País Vasco al nuevo sistema democrático. 

	Conscientes de su posición, los nacionalistas moderados deciden beneficiarse de ella intentando subrayar su carácter de representantes de la totalidad del pueblo vasco y rentabilizar tal representación ante «Madrid», definición simbólica de un mundo definido como ajeno. 

	La importancia de esta campana abstencionista y el éxito de sus resultados constituyeron la base de la argumentación nacionalista en las negociaciones abiertas al aprobarse la norma fundamental: «Euskadi no ha aprobado la Constitución» por lo que, si el sistema quiere legitimarse en el País Vasco será necesario dotarle de una flexibilidad en base a las demandas presentadas por parte del legitimo representante de los vascos. 
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	5. La construcción de la autonomía vasca: el Estatuto de Guernica 

	 

	En este marco en el que empieza a asentarse la hegemonía nacionalista, se produce nuevamente la paradoja de que los aparentes argumentos de la inexistencia de dicha hegemonía (o de sus carencias) actúan como eficacísimo instrumento de expansión de la misma: los partidos de izquierda no nacionalista, en su intento de entender, traducir a la racionalidad o criticar desde esta un discurso tan difícilmente compatible con la lógica Constitucional (soberanía originaria, defensa de la unión personal con el rey, identificación de la foralidad histórica con la independencia...), sitúan en el centro del debate político precisamente esta problemática, que queda, así, fortalecida. 

	Esta ideologización y protagonismo del discurso nacionalista se ve acompañada de otra característica semejante a la que se produjo en 1931: la debilidad de la reflexión jurídico-política. El hecho es consecuencia directa de la referida desmesura ideológica: cualquier concreción de objetivos supone renunciar a la finalidad histórica y, consecuentemente, implica traicionar los objetivos «de siempre». 

	Antes de que se comenzara a pensar en la elaboración de proyectos autonómicos, se va aceptando la vinculación de la autonomía con determinadas instituciones: en su primera declaración política, el Consejo General Vasco plantea la necesidad de una institucionalización autonómica, «la recuperación de los derechos históricos en Guipúzcoa y Vizcaya mediante la derogación de las disposiciones emanadas de la dictadura», y amplias transferencias. Entre las medidas políticas propuestas están la restitución de los conciertos económicos para las dos citadas provincias, y «la definición y restitución en su singularidad de las denominadas Juntas Generales»: Conciertos y Juntas Generales son los aspectos centrales de la especificidad autonómica vasca, pero los contenidos atribuidos a su reivindicación no estuvieron determinados hasta bastante tiempo después. 

	El 22 de mayo de 1978 el Consejo General del País Vasco incluía como tercero de sus «objetivos prioritarios» (BO del CGPV de 1 de Julio) «proceder a los estudios oportunos para disponer en el plazo conveniente de un proyecto de Estatuto de Autonomía para el País Vasco debidamente redactado e instrumentado para que pueda ser elevado a las Cortes tan pronto como la Constitución establezca los cauces y plazos legales». Seis meses después, el 14 de noviembre, el Consejo aprueba el procedimiento de elaboración de dicho proyecto. 

	338     Cuando el texto de la Constitución había sido ya aprobado por Congreso y Senado (31 de octubre de 1978) y no faltaba para su entrada en vigor más que el referéndum, sanción real y publicación en el BOE, y cuando las fuerzas políticas catalanas ya habían elaborado su anteproyecto de Estatuto, el Consejo General Vasco intenta establecer unos plazos ajustadísimos que permitieran presentar el proyecto vasco antes que el Catalán, toda vez que la disposición transitoria sexta de la Constitución imponía la tramitación sucesiva de los proyectos que se remitieran a la Comisión Constitucional del Congreso, por orden de entrada. Ello implicó un proceso excesivamente rápido, dificultó la previa reflexión de los problemas y produjo, posiblemente, más incorrecciones que las deseables. 

	Si el texto Catalán supuso una evidente ayuda para los autores de los diversos anteproyectos, servía de poco para la solución de los específicos problemas estatutarios vascos: la definición de la posición e importancia de las provincias o territorios históricos, su organización interior, las competencias y relaciones con las instituciones comunes, la definición de la estructura del Parlamento, y la forma de financiación. No puede olvidarse tampoco la importancia de los temas relacionados con el idioma y la educación, o con la policía autónoma. 

	La reflexión previa sobre estos aspectos había sido muy reducida. La atención prestada a los problemas autonómicos había tendido sobre todo a reclamar e intentar asegurar el propio hecho de las autonomías, marginando los aspectos jurídicos, y carecían de excesivo interés los textos o propuestas articuladas elaborados con anterioridad a noviembre de 1978. 

	 

	5.1. Los trabajos de la ponencia

	 

	Conforme al calendario establecido por la Asamblea de Parlamentarios Vascos, el 20 de noviembre de 1978 se constituyó la ponencia redactora del anteproyecto de Estatuto de Autonomía para el País Vasco. Cinco días después, el 25 de noviembre; se recibían diez escritos de partidos y uno de la Diputación Foral de Álava, en base a los cuales la Ponencia redactó y presentó el día 28 un primer texto base o primer anteproyecto. 

	Las propuestas de los partidos son documentos de valor muy dispar en que tiene una importancia notable (extraordinaria en casos) lo ideológico. La diversidad de contenidos de los proyectos en tales materias pone de relieve la vaguedad de la «imagen especifica de la foralidad» existente por aquel entonces en la sociedad vasca y, sobre todo, la diferente importancia atribuida por los diversos partidos a la organización provincial-foral. A ello ha de añadirse que las formulaciones partidarias responden a muy distintos criterios y pretenden desiguales finalidades. 

	339     El tema en que fueron mayores las diferencias fue el relativo al Concierto económico, terreno en que se manifiesta posiblemente la separación más significativa entre las fuerzas vascas: por una parte, el PNV junto con EE y, básicamente, AP apoyan la redacción de la ponencia (texto básicamente igual al finalmente aprobado); por otra, UCD, partidaria de remitir a una ley orgánica posterior la regulación del régimen de conciertos y convenios económicos; y, finalmente, la práctica totalidad de fuerzas políticas de izquierda —nacionalistas o no—, propugnadoras de un sistema fiscal autonómico cuyas características se definieran por el Parlamento vasco (guardando las diputaciones forales mayor o menor intervención en la recaudación en función de las diversas propuestas). 

	Tanto el diseño institucional (particularmente en materia fiscal), como el procedimiento seguido en el funcionamiento de la ponencia, generaron tempranos enfrentamientos entre las fuerzas políticas, decidiendo los socialistas del PSE-PSOE abandonar la reunión de la ponencia en que quedo finalmente redactado el anteproyecto de Estatuto (que se hizo público sin la firma de dicho partido). Criticaban así los socialistas la falta de consenso en la elaboración del texto, cuyos principales elementos de desarrollo se habían solucionado sin acuerdo y por un método considerado de «votaciones mecánicas» que implicó el triunfo de las tesis nacionalistas del PNV en todos los casos (definición de los territorios históricos y papel de las Juntas Generales, posición del Parlamento y articulación de los Conciertos). 

	La necesidad de apoyar políticamente lo que aparecía como vía necesaria (aunque quizá no suficiente) para la pacificación y «normalización» de un país que continuaba sumido en la violencia, iba, muy pronto, a relegar aquellas diferencias: pese a que el segundo anteproyecto elaborado por la Ponencia el día 22 de diciembre de 1978 no introducía significativos cambios con respecto al primer texto, los socialistas abandonan sus reticencias. El día siguiente, 23 de diciembre de 1978, se reunía la Asamblea de Parlamentarios Vascos en la Diputación Foral de Guipúzcoa para debatir y aprobar lo que había de ser texto definitivo del Proyecto de Estatuto de Autonomía. 

	En la madrugada del 24 de diciembre, la sesión concluía con la aprobación del proyecto, que mantenía las grandes líneas del texto de la Ponencia, por 28 votos a favor, una abstención y ninguno en contra. El mismo día en que entraba en vigor la Constitución al publicarse su texto en el Boletín Oficial del Estado, 29 de diciembre de 1978, el Consejo General del País Vasco y la Asamblea de Parlamentarios Vascos realizaban una maratoniana actividad para (al igual que las homologas instituciones de Cataluña) cubrir los tramites previstos en la disposición transitoria segunda y el artículo 151.2 de la Constitución para aprobar el Proyecto de Estatuto y remitirlo a la Comisión Constitucional del Congreso. 

	340 En dicho día, el Consejo General resuelve iniciar el proceso autonómico del País Vasco y comunicar tal decisión al gobierno, así como convocar a la Asamblea de Parlamentarios «a todos los efectos de elaborar el Estatuto de Autonomía». Reunida el mismo día, la Asamblea en la Casa de Juntas de Guernica acuerda «aprobar por mayoría absoluta el siguiente Proyecto de Estatuto de Autonomía del País Vasco y remitirlo a la Comisión Constitucional del Congreso para el cumplimiento de los tramites que se prevén en la Constitución para su aprobación definitiva». 

	A las doce horas y cincuenta minutos de dicho día, 29 de diciembre de 1978, un notario de Guernica hace constar que se ha remitido el Proyecto por correo certificado al Congreso. Algo más de seis horas después, el senador nacionalista Federico Zabala Alcibar-Jauregui y el diputado por UCD Juan Echevarría Gangoiti presentaban el proyecto en la Secretaria General del Congreso de los Diputados, horas antes de que entrara el Proyecto de Estatuto de Autonomía para Cataluña. 

	 

	5.2. La Comisión Mixta 

	 

	La disolución de las Cortes Generales el día 29 de diciembre de 1978, fecha en que entraba en vigor la Constitución y en que se habían presentado en el Congreso los respectivos Proyectos de Estatuto de Autonomía para el País Vasco y Cataluña, retrasd, lógicamente, la tramitación de estos y contribuyó a la modificación de las condiciones de la negociación. 

	El relativo equilibrio existente entre PNV y PSE-PSOE tras las elecciones de 1977 va al traste en las elecciones de 1979. Si en las primeras los nacionalistas habían conseguido, en el conjunto de la Comunidad Autónoma, menos de un punto de ventaja en el porcentaje sobre votantes con respecto al PSE (29,1 por 100 y 28,2 por 100, respectivamente), en las elecciones de marzo de 1979 se produce un espectacular hundimiento de los socialistas (que obtienen el 19,1 por 100 de los votos del conjunto de los tres territorios históricos frente al 27,7 por 100 del PNV) y un fortalecimiento del voto nacionalista expresado en el espectacular 15 por 100 que consigue HB en su primera presencia electoral o en el ligero aumento porcentual de EE. Era el comienzo del periodo hegemónico del PNV, cuyo candidato, Carlos Garaikoetxea, pasa a presidir el Consejo General Vasco (recibiendo el nombre de lehendakari que se había negado al socialista Rubial, llamado en euskera «presidentea») y cuyo numero de votantes sigue ascendiendo en las municipales de 1979, en que el PSE continua su declive. Las consecuencias que ello iba a tener en la capacidad de presión de cada uno en la negociación política que se abría iban a ser cruciales 

	341     Los parlamentarios elegidos en el País Vasco en los comicios de 1 de marzo de 1979 se constituyen en Asamblea el 20 de marzo, ratificando por unanimidad (faltaban los elegidos por HB) el proyecto de Estatuto presentado en diciembre y notificando tal acuerdo a la Cámara. Posteriormente, mientras el Congreso aprobaba las normas de tramitación de los Estatutos de Autonomía, la referida Asamblea elige el 14 de mayo a los miembros de la delegación que habría de examinar y acordar la formulación definitiva del proyecto con la Comisión Constitucional del Congreso. 

	El procedimiento adoptado para la negociación y debate en dicha Comisión Mixta perveía, a instancia del PNV, la participación de expertos y de representantes del gobierno para asistir a la delegación de la Asamblea de parlamentarios vascos en las reuniones con la Comisión Constitucional del Congreso. Esta posibilidad fue quizá la justificación formal que explicó la continua presencia del presidente del Consejo General Vasco, Carlos Garaikoetxea, cuyas negociaciones directas con el presidente del gobierno, Adolfo Suarez, acabaron teniendo extraordinaria importancia y llegaron a marginar a la ponencia, llevando a cabo una «ostentosa minusvaloración de los órganos parlamentarios en negociaciones paralelas», que acaba suponiendo una nueva vulneración del proceso Constitucionalmente previsto. 

	Esta marginación del iter establecido manifiesta, por una parte, la importancia de las consideraciones políticas y, por otra, la indiscutida hegemonía del PNV en el proceso. A lo largo de este, son continuas las referencias que vinculan la aprobación del Estatuto con la consecución de la paz de Euskadi. Ello se reflejaria en las características de un debate en que ni socialistas ni comunistas presentan «motivos de desacuerdo» sino, respectivamente, «consideraciones» al proyecto o «motivos de acuerdo», y la tarea de matizar la mayoría de las cuestiones que en buena técnica Constitucional debían matizarse se dejo básicamente a la iniciativa de UCD. 

	En ese marco se entienden la sustitución del debate por la negociación a dos (no faltando apelaciónes a la unidad contra ETA para dejar sin suficiente discusión algunos temas), la propia continuación de irregularidades y premuras, y la sensación de formalismo que da el último y definitivo debate del 21 de julio de 1979, en que Comisión Constitucional y delegación de Asamblea de Parlamentarios aprobaron el texto de lo que sería el Estatuto de Autonomía del País Vasco. Ello supondria en lapráctica que el PNV conseguía hacer triunfar por otra vía lo que había sido una de sus enmiendas al procedimiento de debate de los Estatutos: que los motivos de desacuerdo tuvieran como único objeto analizar «si el contenido de los artículos del proyecto de Estatutos tiene encaje 

	342     El texto aprobado por la Asamblea de Parlamentarios Vascos experimentó, al pasar por las Cortes, algunas modificaciones, relacionadas, unas, con la atemperación de determinados aspectos con excesiva carga ideológica nacionalista; otras, con un ajuste a la Constitucionalidad particularmente en materia de competencias, no faltando aspectos en que se fortalecen, de resultas del apoyo de UCD, determinadas posiciones del PNV derrotadas en Guernica. 

	El pacto del que nace el Estatuto de Autonomía no es tanto un acuerdo entre la Comunidad y el Estado cuanto un convenio entre las distintas fuerzas políticas vascas. La existencia de tal consenso no implica negar que hubiera posturas prevalentes, pues es claro que el texto responde principalmente a los planteamientos del Partido Nacionalista Vasco, tanto en cuestiones institucionales como en determinados aspectos ideológicos. En todo caso, el Estatuto expresaba un nuevo contrato social, y ha permitido el desarrollo de unos niveles de autogobierno inimaginables en 1977. Sus silencios e imprecisiones quizá plantearon más problemas jurídicos de los que hubiera sido deseable, pero sus vaguedades y ambigüedades han ido desapareciendo gracias a la voluntad de las instituciones nacidas del voto de los ciudadanos, y con los controles de legalidad y Constitucionalidad propios del Estado de Derecho. 
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	GOBERNANDO CON EL ESTATUTO DE GUERNICA. EUSKADI, 1979-2008 

	 

	Javier UGARTE TELLERI 

	 

	 

	El tiempo que aquí vamos a tratar para el País Vasco comienza el 9 de abril de 1980, bien entrada la noche, con la investidura y jura de Carlos Garaikoetxea como lehendakari vasco «bajo el árbol de Gernika [empleando] la formula tradicional que utilizó por primera vez José Antonio Aguirre. El canto de los himnos —dice el propio investido— los timbales, txistularis y los gritos de la gente prestaron al momento una gran emoción» (Garaikoetxea, 2002: 116). El 31 de marzo se había constituido el Parlamento, y a finales de mes se formaría el gobierno del PNV. Tomaban cuerpo de este modo las instituciones que iban a gestionar el autogobierno de la Comunidad Autónoma Vasca (CAV), de Euskadi, según el Estatuto de Guernica. Era la culminación del proceso para encontrar un encaje adecuado de Euskadi en una España democrática. Un «convenio entre las distintas fuerzas políticas vascas» como dice Javier Corcuera (véase arriba). Y, simultáneamente, a través de multitud de gestos simbólicos —la presencia de la viuda de Aguirre y del anterior lehendakari Jesús María Leizaola, la formula elegida, el árbol, la propia Casa de Juntas, Gernica—, se recuperaba el hilo conductor con el pasado, rote en 1937 por las fuerzas ilegitimas que asolaron España y Euskadi con la Guerra Civil. Ese fue el espíritu durante mucho tiempo. Un consenso básico, acuerdo Constitucional, autogobierno y continuidad histórica legitimaban el nuevo entramado autónomo13

	Desde un punto de vista histórico-analítico, era el final del proceso que había llevado al entramado foral, convertido en régimen de administración interior a principios del siglo XIX (véase arriba Ortiz de Orruño y Portillo), a insertarse y transformarse en una instancia rigurosamente Constitucional (1978). 

	346     No era en cualquier caso un tiempo tranquilo, ni mucho menos. En el exterior de la Casa de Juntas, familiares de presos de ETA-pm gritaban a favor de una nueva amnistía («¡Presos a la calle!» y «¡Amnistía ahora!»). Unos días después de la investidura, ETA-m asesinaba a un guardia civil en el autobús entre San Sebastián y Fuenterrabía (moría también uno de los agresores). Huelga general en Elgueta, pueblo del terrorista muerto. Esos mismos días, Juan Alcorta, industrial vasco, enviaba una conmovedora carta publica a ETA negándose a aceptar el chantaje del «impuesto revolucionario» (el primero que lo hacia). Pocos días después, trabajadores de Nervacero, empresa siderúrgica en crisis, mantendrían «retenidos» durante doce horas a todo el Parlamento vasco. El terror, permanecía. El País Vasco pasaba por su crisis económica más grave. No era un tiempo tranquilo, no. Mario Onaindía, portavoz de EE, resumía la situación en la intervención más institucional pronunciada el día de la investidura. Con el Estatuto, decía, se superaban cuarenta años de ausencia de un proyecto colectivo para los vascos («siempre hemos luchado en contra de algo y escasas veces a favor») y de falta de unidad entre los partidos. «Los dos únicos triunfos que podemos adjudicarnos», decía, «son: la amnistía y el Estatuto de Autonomía —haciéndose eco con ello de los gritos del exterior—; dos ocasiones en las que logramos luchar juntos» (El País, 10 de abril de 1980). Un esperanzador proyecto de autogobierno y consenso eran las claves en ese momento constitutivo. Todo giraba —y giraría— en torno a una buena gestión del Estatuto de Guernica. 

	La corriente radical de oposición a la vía constituyente, en todo caso, había tornado cuerpo como coalición en 1978 bajo el nombre de Herri Batasuna. Nubes en el horizonte. El propio Garaikoetxea advertía que la actitud del gobierno vasco vendría determinada por la disposición «del poder central en la lectura del Estatuto, así como la respuesta que hubiera al tratar el calendario de transferencias en la comisión mixta». No era un comentado nimio a la vista de como iban desarrollarse las cosas. En no pocas ocasiones el gobierno de UCD (y luego, del PSOE y del PP) resultó cicatero a la hora de leer el Estatuto, mientras el PNV aspiraba obstinadamente a una lectura de máximos. Esto perjudicó al propio autogobierno vasco. Tal vez porque ambas partes tenían razones e interés en presentar así las cosas (véase el temprano artículo de Fusi, 1981). 

	Fuera como fuese, algunas cosas quedaban claras para una autonomía vasca que incorporara a todo el conjunto político y social. La nueva institucionalización se inscribía en el ciclo de los Estatutos de Autonomía para Euskadi que se había iniciado en 1917 con el proyecto de estatuto redactado por Engracio Aranzadi, en el contexto de la iniciativa tomada esos años por las diputaciones por crear un órgano mancomunado («reintegración foral» y «autonomía», véase lo que al respecto dicen Castells y Luengo, arriba), y del que luego participarían los Aguirre, Prieto, Ajuriaguerra o Rubial. De hecho, con ello se echaba el cierre definitivo a cualquier otra formula soberanista de auto-proclamación unilateral como la propuesta por ETA-m la primavera de 1977 en el escrito liberación de Euskadi» a todos los partidos nacionalistas en Anglet (Francia). Aquel nuevo Estatuto quedaba claramente ubicado en el marco del Estado de las autonomías que había quedado establecido en la Constitución de 1978. Se daban tácitamente por buenas ahora aquellas reglas de juego ante las que el PNV se había abstenido anteriormente. 
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	El estudio se cierra en febrero de 2005, con la presencia del lehendakari Ibarretxe en las Cortes Generales para defender una propuesta de reforma del Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi. 

	En ese intervalo se habían producido más de seiscientos asesinatos a manos del terrorismo —entre ellos, el de el senador Enrique Casas, y el del que fuera vicelehendakari, diputado general y portavoz del grupo socialista, Fernando Buesa—, un elemento determinante en la evolución de los acontecimientos en el país. La crisis industrial y la reconversión, que tanta tensión produjeron en los comienzos, habían quedado atrás. Se había pasado de tasas anuales de crecimiento negativas (-2,08 en 1979 y -1,6 en 1981) a tasas de más del 4 por 100 de crecimiento a finales de la década de los ochenta y noventa y en torno al 3 entre 2000 y 2005 (interrumpidas solo momentáneamente con la crisis de 1993). Es decir, se había pasado de la recesión al crecimiento con una economía con un alto nivel de apertura (sobre el 51 por 100 en 2005). El nivel de vida había mejorado claramente con índices del PIB por habitante por encima de la media europea y similares a los holandeses. La sociedad se había tercerizado. Si en 1980 el PIB se distribuía entre un 43,41 por 100 para el sector industrial y un 48,93 por 100 para los servicios, en 2005 los servicios contaban con un 60,31 por 100 del PIB, mientras que el industrial había pasado a contar con solamente el 29,81 por 100. El empresariado local había hecho un notable esfuerzo en I4-D, lo que revirtió en una mayor productividad. Con ello había crecido muy notablemente una clase media con unos estándares de bienestar y renta europeos. Las bolsas de marginalidad se habían reducido hasta casi desaparecer, y el paro estaba controlado (sobre el 7 por 100), aunque con unas tasas de actividad aun bajas (56,9 por 100). Si en 1985-1986 el País Vasco era la séptima comunidad española por su índice de competitividad, por detrás de La Rioja o Galicia, en 2005-2006 era la tercera, solo superada por Navarra y Madrid. 

	348 Se habían ejecutado numerosas actuaciones urbanísticas e iniciativas de revitalización en unas ciudades envejecidas o cuya función productiva se había modificado, junto con planes de ordenación del territorio, políticas regionales y de medio ambiente. Aunque tardía e insuficientemente, se había iniciado una actividad estratégica en infraestructuras que conectarán al país con las redes transeuropeas. Centros tecnológicos, centros logísticos, etc.., hacían del País Vasco un territorio bien asentado en la Europa occidental e integrado en las políticas de la Unión Europea.14 Todo ello había dado a las instituciones vascas y al Estatuto de Guernica un gran crédito entre quienes, viviendo en Euskadi, no tenían mayor vinculo con lo vasco como componente de su identidad. 

	Sin embargo, eso si, persistía el terror. 

	En ese contexto, con un país bien asentado en Europa, se presentaba Juan José Ibarretxe el 1 de febrero de 2005 ante las Cortes de Madrid. Llevaba un proyecto de «reforma del Estatuto» promovido por su gobierno (PNV-EA-EB) desde 2003. Había sido fuente de profundísimas discrepancias en el País Vasco con toda la oposición y amplios sectores sociales y de opinión. Fue aprobado en el Parlamento vasco en diciembre de 2004 por una mayoría obtenida gracias a los votos del grupo Abertzale Sozialistak (la anterior HB) en una extraña maniobra de ese grupo (se ofrecían tres votos —se necesitaban dos para obtener la mayoría absoluta de 38 votos—, mientras que otros tres votaban en contra). Aquella propuesta marcaba una inesperada quiebra con la trayectoria de las instituciones vascas hasta la fecha: no se arrancaba de un consenso alcanzado en el país, no se apremiaba al acuerdo para un encaje Constitucional, y era una resolución institucional unilateral presentada por el Parlamento vasco ante las Cortes españolas. Desbordaba inopinada y abiertamente el espíritu autonomista de larga trayectoria en el país como ha quedado dicho. Lo que para algunos analistas del momento resultaba lo más preocupante en el proyecto era la ausencia de un consenso interior a la hora de elaborarlo, y la presencia en su contenido de ciertas conjeturas etnicistas y anticonstitucionales que podían abocar a una sería fractura social en el país. La propuesta fue rechazada en el pleno extraordinario del Parlamento español de ese día de 2005. Dejaba, en todo caso, al país, un país de clases medias deseoso de mejoras en el orden material y cultural, en una situación de gran incertidumbre política, e institucionalmente desnortado. Se convocaron inmediatamente elecciones, que nada resolverían en esta dirección 
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	Este proceso vino acompañado por otro en el terreno de las identidades, muy vinculado al fenómeno de ETA (terror + fascinación), que vino a arrasar un principio de identidad común o social (por diferenciarlo con «colectiva»), arreglo de identidades culturales, que hacia de lo vasco lo propio de aquel que «vive y trabaja en Euskadi»; un principio de identidad basado en valores universalistas y post-nacionales (Habermas). En su lugar, afloraron al menos tres culturas de identidad colectiva mal avenidas entre si: una primera de corte totalizador que asociaba lo vasco al sujeto heroico-martirial que era ETA; una segunda, comunitarista y etnicista, reacia a los principios más modernos de la antropología individualista, y vinculada a una concepción neorromántica de lo nacional; y, finalmente, una surgida de la vieja tradición liberal y socialista del país (véase arriba, Castells y Rivera) pero renovada a partir del rechazo del terror de ETA, que hacia hincapié en los principios de los derechos humanos, la tolerancia y la libertad, con fuerte crítica de los principios del nacionalismo. 

	Por último, se había de la rebelión de las provincias —por jugar con la expresión de Ortega— o rebelión foral para 1999 para referirse al otro hecho relevante en estos años de institucionalización de la CAV. Ese año se materializaba una tendencia que ya «anunciaba» la aprobación de la Ley de Territorios Históricos en 1983, tras un duro debate dentro del propio nacionalismo vasco, y la aparición del partido Unidad Alavesa (UA) en 1990. Ese año 1999, con la formación de un gobierno-diputación del PP en Álava, adquiría carta de naturaleza política una corriente profunda —y poco analizada— que forma parte, desde su origen, de la peculiaridad vasca: su realidad foral o provincial. Desde entonces y con la negociación de los Conciertos económicos de 2002, comenzaron a aflorar en la escena publica las tensiones entre las distintas provincias (hoy llamados «territorios históricos»), y de estas con el régimen común del gobierno vasco. No era tan solo un conflicto entre administraciones. Respondía a un denso entramado social de intereses y elementos de identidad diferenciada nada despreciables 

	 

	* * *

	 

	Este periodo que aquí se analiza comienza con un momento, casi un instante de iluminación y esperanza para el País Vasco en julio de 1979, describe todo el tiempo de asentamiento y gobierno con la autonomía, y termina en 2005 con un escenario políticamente desestabilizado y un porvenir institucional radicalmente incierto, lo que no augura realidades sociales o económicas propicias (si no fuera porque el País Vasco se haUa inmerso en la «gran corriente» de España y Europa, que «le lleva»). Y todo el ha resultado abrasivamente condicionado por el terror de ETA. 
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	1. El primer gobierno vasco y la Ley de Territorios Históricos (1983) 

	 

	Quizá fue julio de 1979 el momento, dentro del drama, en que más esperanzas colectivas se suscitaron en el País Vasco durante la Transición. Ni tan siquiera en octubre de ese año, en que se refrendó el Estatuto ocurrió otro tanto. Dentro del drama, sin duda, pues el día 3 de aquel mes resultaba gravemente herido el diputado por UCD Gabriel Cisneros tras un intento de secuestro por parte de ETA-pm; presos de ETA en huelga de hambre, habían generado un verdadero conflicto en la cárcel de Soria —ocupada por la policía—; explotaban bombas en la costa mediterránea por una nueva amnistía; la policía mataba con arma de fuego a la ecologista Gladys del Estal en una manifestación en Tudela. Controles policiales, muertos, asesinados. E, incluso, atentados indiscriminados. Los político-militares hacían explotar bombas en las estaciones de Chamartín y Atocha, y en Barajas el día 29 del mes con resultado de cinco muertes y unos cien heridos. Un drama. Sin embargo, en ese mes se concitaron todas las esperanzas. 

	El conflicto de la cárcel de Soria encontraba vías  de arreglo; ETA p-m, tras ser criticada desde Euskadiko Ezkerra, reconocía su «error» (sic) en los atentados de Madrid; los contactos discretos con la banda terrorista parecían fluidos —hasta el punto de que el semanario Time titulaba uno de sus reportajes en torno al Estatuto con un significativo «The enó of the terrorism?»—. Y , especialmente, el tenso clima de encuentros y desencuentros sobre el Estatuto que se había vivido en la primera quincena de julio, con intensas negociaciones en el hotel Palace de Madrid y en la Moncloa, agotados todos los plazos, en el último momento, se resolvía con un acuerdo la tarde del día 17. Sensación de rapto. El acuerdo entre Suarez y Garaikoetxea galvanizó la escena publica vasca. Durante unos días pareció que todo podía desenredarse; que el tiempo comenzaría a pasar también en el País Vasco. 

	La puesta en escena, digámoslo así (Arzalluz la llamó «liturgia necesaria»: HB contaba ya con cuatro parlamentarios e importante presencia en los ayuntamientos), había sido impecable: permanentes consultas con los grupos, tensión, llamadas telefónicas, cenas privadas, buena parte del EBB y otros dirigentes vascos en Madrid (Onaindía, Lertxundi, Mayor Oreja, Txiki  el final; reuniones personales UCD/PNV más agiles en la Moncloa; un avión Mystere a disposición de Garaikoetxea, cuya madre fallecería esos días en Pamplona, para rematar un acuerdo in extremis a media tarde del día 17. 

	351 La foto del apretón de manos entre Suarez y Garaikoetxea a las puertas de la Moncloa fue ampliamente difundida. Y, tras el acuerdo en la Moncloa, pasadas las doce de la madrugada, la ratificación con un gran aplauso y por unanimidad del proyecto en la ponencia conjunta Comisión Constitucional/Asamblea de Parlamentarios Vascos (El País, 19 de julio de 1979). Ya en Bilbao, el recibimiento a los parlamentarios organizado el día 18 en el aeropuerto de Sondika hacia decir al entonces portavoz del PNV, Xabier Arzalluz, que aquello parecía «el recibimiento al Athletic después de ganar una final de Copa». El negociador Marcos Vizcaya no podía contener las lagrimas: «Ha sido duro, muy duro, pero ahí esta un Estatuto». Para Onaindía «el pueblo vasco ha[bía] vencido definitivamente al franquismo». Y Ramón Rubial, presidente del PSOE y anterior presidente del Consejo General Vasco, estimaba que en el País Vasco también se había «pasado ya la cresta de la ola... Un buen comienzo para otra época», aseguraba (El País, 15 de julio de 1979). Comenzaba un nuevo tiempo. Era, ya si, otra época. También Txiki Benegas creia que el Estatuto, a pesar de no haber contado en su ultima fase con la izquierda (PSE, EE y EPK), supondria el principio del fin de ETA si se avanzaba en las transferencias de orden público, y una palanca contra la crisis económica (Hoja delLunes de Bilbao, 20 de julio de 1979). 

	Lo cierto es que la tensión había sido alta y mucho lo que se jugó en aquella negociación. Resultaba ineludible para concluir razonable y sólidamente la Transición española. Y, tras el acuerdo entre los partidos vascos alcanzado en Gernica, resultaba igualmente ineludible para poder desarrollar los sentimientos autonomistas y las aspiraciones de autogobierno de la ciudadanía del País. Tras la dura negociación, «una profunda sensación de alivio recorría el País Vasco —decía el semanario londinense Time—. La Bolsa de Bilbao aumentó [ese día] un 1,23 puntos al tenerse noticia del acuerdo». Cierto ánimo catártico dominaba la situación. Incluso ETA-m, contraria al Estatuto, tardó una semana en rechazar el acuerdo. Parecía apreciarse cierta estima duradera en el interior de la organización por la «épica» desarrollada por los firmantes. Según una sucinta pero clarificadora cronología incautada en 1992 entre los «papeles de Bidart» podía leerse: 17 de julio, «acuerdo sobre el Estatuto tras 24 horas seguidas de negociaciones UCD-PNV» 

	352     La idea autonomista, compartida por la oposición democrática al franquismo y expresada en el compromiso autonómico de 1977, se transformaba durante esos días de julio de 1979 en emoción autonomista. Emoción y sensación de éxito político que nunca antes o después probablemente se sintió. Un estado de euforia, un sentir que, a pesar de otros avatares y lo efímero que fue, caló hondo y duraderamente en la memoria común de la población vasca. Un recuerdo que, tras el fogonazo de julio de 1979, fue impregnando como lluvia fina el imaginario político posterior.15 Desde entonces, y, como veremos, hasta la propuesta de Ibarretxe en 2003, siempre se apeló a aquel espíritu; se habló de «incumplimiento» o de «colmar» el Estatuto vasco, según quien lo dijera. Una reflexión entre la praxis y la theoria en que aquí discurrimos, sería preguntarse que y quien fue dilapidando durante los años posteriores aquel inmenso capital simbólico. 

	También, a pesar de que el terror pervivía, parecía poder darse por liquidada la idea de una autonomía «autoproclamada» o «unilateral». Había sido la propuesta hecha por ETA-m y Argala a todos los partidos nacionalistas reunidos por Telesforo Monzón la primavera de 1977 en Anglet (Francia). En el documento «Liberación de Euskadi», se proponía crear una Euskal Erakunde Herritarra, «entidad popular vasca», que asumiría la tarea constituyente. Y, a pesar de que HB (9,67 por 100 del censo en las elecciones de marzo) rechazara por boca de Txomin Zuloaga el acuerdo de julio en la Moncloa como «el nuevo abrazo de Vergara» (y con el ETA-m), debiendo adoptar una posición ante el referéndum que se anunciaba, propugnaban la abstención: ir contra el Estatuto hubiera sido tachado de anti-vasco, y, como tal, resultaba impopular (El País, 20 de julio de 1979). Parecía verse durante unos pocos días, el final del túnel. No se sabia lo errado que era aquel pronóstico. 

	Podían verse ya, por lo demás, brotes de actitudes intolerantes en grupos minoritarios que intentaron «reventar» varios actos pro-Estatuto organizados por EE ese julio de 1979. 

	Aquel estado de cosas, con el Estatuto como factor simultáneamente de consenso y disputa, pero eje indiscutido en todo caso de la institucionalización de Euskadi, perduró al menos hasta 1998-2001 (transito entre el gobierno de Ardanza y la aparición del Plan Ibarretxe, jalonado por el Pacto de Estella-Lizarra y la tregua de ETA en 1998, y la Asamblea de Euskalduna del PNV en 2000). Veinte años de vigencia plena que no transcurren inútilmente. 
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	1.1. La particular construcción institucional de Euskadi y las tensiones Madrid-Vitoria 

	 

	Ese fue el escenario en que toco gobernar a los dos primeros ejecutivos vascos, ambos formados por el PNV gracias a la ausencia de HB del Parlamento.16 Se trataba de poner en pie «el amplio autogobierno de la nacionalidad vasca, muy superior a la región autónoma de 1936» (Pablo y Mees, 2005: 401). Un verdadero reto y logro para el autogobierno vasco. Los elementos guía a la hora de constituir el gobierno por parte de Garaikoetxea en 1980 eran básicamente tres: obtener la legitimidad «plena» como «gobierno de los vascos», dotar de contenido a un Estatuto que el PNV veía amenazado por la inclinación centralizadora de UCD, y atajar con eficacia la grave crisis económica que, como otras zonas industriales en Occidente, padecía el País Vasco. Todo ello, se estimaba en el entorno del PNV, socavaría eficazmente las bases del radicalismo abertzale con lo que se aceleraría el final de ETA. Por comenzar con esto último, había que atajar con eficacia y urgencia la grave crisis económica que padecía el País Vasco. Este había pasado de generar el 7,66 por 100 del PIB español en 1975 a producir solo su 5,92 por 100 en 1993 (PIB Provincial, BBVA). El espacio económico vasco, lugar de monocultivo industrial, había perdido abiertamente gap productivo en la Península. Sus consecuencias fueron dramáticas: cierre de numerosas empresas, necesidad de reconvertir otras muchas y de renovar perentoriamente el tejido industrial vasco. Naturalmente, se produjo una destrucción continuada de empleo y la presencia masiva y cotidiana del paro. Como ha escrito Jon Juaristi (2006: 285), «Bilbao se convirtió de repente en la ciudad más decrepita, sucia y triste de España... Bilbao se extinguía...». Y con Bilbao, «Neguri, corteza de un fruto ya podrido», dice Juaristi. De algún modo, resultaba evidente el progresivo desplazamiento social y geográfico del núcleo empresarial y financiero que se había formado a principios del XX en Bilbao. No serían ellos —más vinculados al entorno del Estado en Madrid— quienes fueran a liderar la autonomía vasca. Bilbao, sucia, triste y decrepita. 

	354 Como el reto del paisaje social de todo el País Vasco. Tras estar un tiempo en Estados Unidos, el antropólogo vasco, Joseba Zulaika, describía de este modo aquel paisaje: «cientos de fabricas y edificios arruinados en espera de demolición, cascos urbanos de caminos desiertos y zonas industriales de chimeneas apagadas, valles enteros devastados, bancos de ríos contaminados más allá de toda recuperación...» (Zulaika, 1988: 110). Este estado de desolación del paisaje industrial era el que podía reflejar el ánimo de la población en el momento: paro y sus secuelas, duras reconversiones en las empresas, cierre de pequeñas factorías, jóvenes desempleados, cuadros directivos con la amenaza del despido. Y las calles más llenas pero tristes que lo habitual. Manifestaciones, a veces violentas. Aquel estado de cosas tuvo importantes consecuencias sobre la vida social del país, y también, como no, sobre la vida política y la disposición ante la autonomía. 

	No es este un tema que se vaya a desarrollar aquí. Sin embargo, fue decisivo en la formación de los primeros gobiernos vascos, con hombres como Javier García Egocheaga, director general de industria; Pedro Luis Uriarte, vinculado a la banca, o Mario Fernández, importante abogado bilbaíno. Ese perfil técnico marco el primer mandate del gobierno vasco, y la gestión que de la autonomía hizo Carlos Garaikoetxea, entre radical y tecnocratica. Este perfil «poco político» del gobierno provocó alguna crítica en el seno del PNV, ya dirigido por Arzalluz desde mediados de abril de ese año. 

	También hizo que se reforzara la idea de la autonomía como sede fundamental de la política económica y fiscal, lo que hacia que los Conciertos (aprobados en mayo de 1981) resultarán decisivos a la hora de organizar las relaciones internas de poder. Conciertos, cuyos titulares eran las diputaciones. Ello hizo que estas estuvieran presentes en el debate autonómico desde el primer momento. Y, más en general, durante mucho tiempo, la autonomía vasca representó la manera eficaz de enfrentarse a la situación de crisis económica y social que se vivió esos anos. Ya en junio de 1981 se creaba la Sociedad para la Promoción y Reconversión Industrial (BOPV de 16 de julio de 1981). Por Real Decreto del 29 de diciembre de 1981, se transferían a la Comunidad Autónoma las competencias en materia de desarrollo y ejecución de los planes de reconversión industrial (BOE de 15 de febrero de 1982). Ello ayudaría también a que arraigara la idea de autonomía entre sectores, especialmente inmigrantes más o menos recientes, que nunca antes habían sentido la necesidad de autogobierno para el territorio vasco. 

	355     Se había aprobado un Estatuto y elegido un Parlamento. El gobierno formado tenia, pues, la legitimidad constituyente y de representación. Había además que vincularlo a la tradición, tan importante en el ideario nacionalista. Esto, que en parte se había logrado con el regreso del  lehendakari zaharra, Jesús M. Leizaola, en diciembre de 1979 («el Gobierno vasco en el exilio se ha disuelto al transmitir los poderes y la legitimidad histórica a las nuevas instituciones vascas», decía Xabier Arzalluz, La Gaceta Ilustrada de Madrid, enero de 1980) y su presencia en la investidura de Garaikoetxea, iba a completarse con la elección de símbolos de la Comunidad a lo largo de la primera legislatura. 

	Antes, el gobierno debía tener su sede. Euskadi no tenia capital. Iruña-Pamplona figuraba en el imaginario nacionalista. Fue descartada por razones obvias. La elegida fue Vitoria. Fue la primera ley que emitió el Parlamento vasco, la «ley de Sedes» (1/1980, de 23 de mayo). El proceso de su elaboración y debate prefiguró alguna de las pautas que seguirían las primeras leyes. Por ella se fijaban en Vitoria las sedes de las principales instituciones autonómicas. Fue aquella una de las pocas decisiones de este orden en las que primó una idea de Comunidad frente a la de Territorio (Provincia). Y fue así por criterios de urgencia, de disponibilidad económica, y consideraciones políticas (la plena integración de esa provincia en la nueva entidad). Hubo, en cualquier caso, ya apelaciones territoriales (de García Damborenea, PSE, y del propio muñidor de la idea, portavoz del PNV, Emilio Guevara, que entendía que debía «atender[se] a la personalidad de cada uno de sus territorios, para de ahí trascender a la construcción común de todo el país», anunciando su posición posterior). 

	Aquella primera ley inauguró, por lo demás, el lamentable criterio de parte con que el PNV afrontó la institucionalización del país. A pesar de que la capitalidad de Vitoria contara con el voto favorable además de UCD y PSOE —AP voto en contra, y EE y PCE se abstuvieron—, los socialistas lo hicieron tan solo «para contribuir esencialmente a que no hubiese un voto raquítico monocolor». No había existido consenso previo en tema tan esencial. Como con esta ley, el PNV hizo valer en esta fase su precaria mayoría para transferir las señas de identidad del partido al conjunto de la CAV. El Parlamento vasco fue aprobando los símbolos de la Comunidad a lo largo de 1980. La ikurriña, proclamada bandera oficial de la CAV en el artículo 5 del Estatuto, era la que por tradición y consenso aceptaban todas las sensibilidades del país. No así el himno que finalmente se aprobó en 1983, el Euzko Abendearen Ereserkija con letra de Sabino Arana, frente al popular Gernikako  Arbola de Iparraguirre, verdadero emblema del vasquismo desde finales del XIX, pero «demasiado contaminado por la utilización vascongada y españolista» que de el se había hecho anteriormente (Luengo y Delgado, 2006). 

	356     En esa línea, lo que en noviembre de 1978, fecha de la adopción del escudo para el País Vasco, no era aun un problema se convirtió en tal tras la formación de la Comunidad Foral de Navarra en 1982. En la primera fecha, el Consejo General Vasco adoptó el emblema del «laurak bat» («cuatro en uno»). Sin embargo, constituida la Diputación Foral de Navarra, interpuso un conflicto de competencia ante el Tribunal Constitucional solicitando la eliminación en el emblema del cuartel correspondiente a Navarra. El Tribunal falló en favor del gobierno de Navarra. A pesar de ello, se mantuvo el cuartel y el color rojo de Navarra, eliminando las cadenas. Se mantenía el simbolismo navarro y se ignoraba para ello al Parlamento vasco. 

	Mas sustancial era la formación de una policía autónoma. Su creación y competencias estaban ya contempladas en el artículo 17 del Estatuto y fueron presupuestadas en el Concierto firmado en mayo de 1981. Las competencias comenzaron a transferirse tras la fuerte crisis PNV/ UCD, con retirada de diputados nacionalistas de las Cortes en enero de 1980. En junio de 1981 se proveían 700 plazas de números del cuerpo de policía autónoma y se nombraba a cuatro jefes y oficiales para dirigida. Previamente había venido formándose el que se llamaría Berroci Berezi Taldea del que saldrían algunos de los mandos de la nueva policía. Su constitución vino perfilada por la idea de hacer una policía eficaz y moderna (asesoramiento de miembros del británico Special Air Service; Gaur. Ertzaintza, núm. 69,2004, p. 9). Se hizo bajo el control directo del consejero de Interior y «tratamientos extraordinarios» en su composición, según recoge la propia Ley de Policía de 1992. El Cuerpo situó su sede central y de adiestramiento en Arkaute (proximidades de Vitoria). En poco tiempo, fue desplegándose por toda la comunidad autónoma (de Mondragón y Durango en 1984 hasta terminar en Vitoria en 1995). Posteriormente han ido saliendo hasta 17 promociones con un total de 7.633 agentes formados. La Ley 4/1992 la convirtió en «policía integral». Sin embargo, pronto surgirían imputaciones de parcialidad contra el PNV en la formación de aquel cuerpo. En noviembre de 1987, a raíz de las escuchas sufridas por Garaikoetxea —situado fuera ya del PNV—, EA, EE, CDS y PP presentaron una propuesta para la constitución de una Comisión de Investigación sobre presuntas irregularidades en la selección y promoción de miembros de la Ertzaintza. La iniciativa no prosperó. De hacerlo, tal vez hubiera mostrado hábitos de nepotismo adquiridos por el PNV ya en los años finales del franquismo. Así por ejemplo, en la red de ikastolas y otras asociaciones que promovió en aquel tiempo, y que originó no pocos conflictos (el poema «Adela» de Gabriel Aresti, cantado por Oskorri, tiene ese origen; Fernández, 1994: 251). Hábitos que se vieron reforzados en el caso de la Ertzaintza por el peligro cierto de la infiltración de sectores afines a ETA. Definitivamente, se instituyó un importante cuerpo policial. Pero no tan moderno como se pretendía, y con graves lacras de gestión patrimonialista por parte del PNV. 

	357     Las transferencias continuaron. Anteriormente ya se habían traspasado al Consejo General Vasco numerosas competencias que pronto sedan contempladas en el Estatuto. En 1978 se habían ejecutado las de agricultura, industria, comercio, urbanismo, interior, turismo, actividades molestas y peligrosas, y transportes. En 1977 se había instaurado el distrito universitario vasco. Sobre el se fundó la Universidad del País Vasco-Euskal Herriko Unibertsitatea, que ya actuaba como tal en 1979. En 1980, se transferían las importantes competencias en educación no universitaria así como las de industria, trabajo, etc.., con la cesión de las respectivas delegaciones provinciales. Pronto se constituyo la que sería Radio y Televisión Vasca (EITB). La televisión ETB initio sus emisiones el 27 de diciembre de 1982. Así, sucesivamente, las competencias en ordenación del territorio, del litoral y zonas urbanas, de mediación, arbitraje y conciliación, de conservación de la naturaleza, etc.., con un paron entre 1982 y 1985 tras la aprobación de la LOAPA a la que haremos referencia. Todo un conjunto de organismos de la administración periférica fueron traspasados, junto con las competencias, al gobierno vasco. Se constituían el Consejo Vasco de Finanzas, la Sociedad para la Promoción y la Reconversión Industrial (SPRI) y el Ente Vasco de Energía (EVE). En 1984 se creó el Consejo Económico y Social, que pronto establecería una relación de cooperación bilateral con el Conseil Economique et Social Regional d'Aquitaine. En noviembre de 1987, tras difíciles negociaciones, se transferían los servicios y funciones del INSALUD (pronto Osakidetza). Y en 1988 se creaba el Tribunal Vasco de Cuentas Publicas. 

	Si todo aquello pudo ponerse en marcha —mas los planes de reconversión y reindustrialización a que se ha hecho referencia, para los que el gobierno socialista transfirió más de ochenta y ocho mil millones de pesetas— fue, derogado el Decreto de 1937, gracias a la firma del nuevo Concierto económico en mayo de 1981. El acuerdo básico sobre el texto ya se había dado en la Comisión Mixta, integrada por representantes de las instituciones vascas y del gobierno central, el 29 de diciembre de 1980. La metodología seguida para la determinación del cupo, variando el sistema anterior vigente en Álava y más parecido al Convenio navarro, consistió en una valoración del coste de las competencias que ejercía el gobierno central. Así, se atribuyó a la CAV un porcentaje de participación en las cargas del Estado del 6,29 por 100. 

	358     No fueron tiempos siempre favorables, como ya hemos señalado, para el desarrollo del autogobierno. Tras el grotesco intento de golpe de Estado del 23-F de 1981 (grotesco e inviable), los dos partidos mayoritarios en España, UCD y PSOE, temiendo nuevas intentonas, firmaron un acuerdo, basado en el llamado «informe García de Enterria», por el que se vendría a reformar «a la baja» todo el sistema autonómico español. Aquel acuerdo dio origen a la dura Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA; septiembre de 1982). Recurrida al Tribunal Constitucional, este falló a favor del gobierno vasco (14 de los 38 artículos fueron declarados inconstitucionales). Sin embargo, el espíritu de la ley se mantuvo, según denunciaban los nacionalistas, a base de leyes orgánicas que limitaban la capacidad normativa del gobierno vasco. 

	En resumen, y para lo que toca a este epigrafe, se puso en pie un tejido autonómico imponente, correspondiente al amplio autogobierno que Euskadi disponía por la vía del Estatuto de Guernica, «muy superior», como escriben los historiadores Santiago de Pablo y Ludger Mees, «a la región autónoma de 1936»; quizá el más poderoso sistema de autogobierno de la Unión Europea. Intentos «armonizadores» al margen, todo el proceso de transferencias se hizo desde la negociación bilateral gobierno de España/instituciones vascas, y con la creación de instituciones de gestión y «planta» propia. Es lo que ha venido marcando el modelo del Estado de las Autonomías español: negociación bilateral, y centralidad del tema hacendístico y tributario en ella —lo que se repetirá en los grandes ciclos de financiación autonómica de 1986-1987 y 1996-1999, a pesar de la uniformidad buscada en la LOFCA—. Por lo demás, la representación y la lucha por el poder se libraba en sede gubernamental. Eran los ejecutivos (gobierno y diputaciones) quienes representaban y organizaban la agenda política de la Comunidad (en detrimento del legislativo: Parlamento y Juntas). Tal vez, en la tradición de lo que los especialistas, particularmente en historia de Latinoamérica, llaman «versión en el mundo hispano» de la articulación de los nuevos Estados-nación en los siglos XIX y XX (véase Guerra, 1998). Según esto, las practicas de desarrollo de territorios «autónomos»/provincias (o Estados en México) basadas en el pactismo bilateral, estatus corporado, representación de los «principales» (los ejecutivos), flujo permanente de apelaciones en ambas direcciones y justicia conmutativa antes que equitativa (desigualdad inmanente de cada territorio autónomo), y, finalmente, centralidad de las haciendas en todo el entramado, tuvieron un papel primordial. Así, en México, Colombia, Chile, etc..; incluso ello primó entre los grupos políticos mayoritarios que se dieron en Cuba antes de su independencia en 1898 (véase Bizcarrondo-Elorza, 2001). A a ello hace parcialmente referencia José M. Portillo (arriba), cuando recorre el «autonomismo» vasco en el XIX. 
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	1.2. Entre la Euskadi «nacional» y la foral 

	 

	Hemos hablado de flujo permanente de apelaciones «Vitoria/Madrid». Sin embargo, la lucha por el poder político en el País Vasco y su articulación institucional, tenia otros protagonistas: las diputaciones forales. Fue Álava, con un antiguo particularismo, sus Conciertos ininterrumpidos, con una importante trama y tradición administrativa, con su capacidad hacendística y notable patrimonio en el momento fundacional de la Comunidad, la que initio la batalla contra el consenso autonomista post-foral alcanzado «contra Franco» (véase Corcuera, arriba). Esta vez, «por abajo». Probablemente, porque aquel acuerdo en torno a un Estatuto ignoraba todo un mundo de practicas, rutinas y representaciones colectivas que ininterrumpidamente habían venido pasando en el País Vasco por la provincia (ahora, «territorio histórico», abandonando su nombre tradicional; véase su continuidad en Ugarte, 2000a; e incluso durante el franquismo, en Pérez, arriba). 

	El propio Estatuto de Guernica incorporaba no pocos elementos de la tradición foral (Corcuera, arriba). Si embargo, quedaba por definir en la práctica el modelo de articulación de la CAV. 

	Emilio Guevara, diputado general de Álava y portavoz del Grupo Parlamentario Nacionalistas Vascos (PNV), ya había dejado sentado cual era su modelo de organización con motivo de la aprobación de la Ley de Sedes en 1980. En Euskadi, decía, existen «por historia unos territorios históricos con sus propias instituciones y con una carga de contenidos históricos y de experiencia de Gobierno muy acusadas. Por ello, hay que ir a modelos de institucionalización política y de ordenación del territorio que partan de esa realidad, de atender a la personalidad de cada uno de sus territorios, para de ahí trascender a la construcción común de todo el país». Eran criterios que combinaban elementos de racionalidad y tradición, de los que resultaba un modelo federativo del País Vasco. Frente a el, el modelo que propugnaba Garaikoetxea (con el apoyo de un sector del PNV y toda la izquierda, especialmente de EE) era un proyecto de nacionalidad de nueva planta. Aspiraba a una gestión más coordinada con un funcionariado unificado, atendiendo a principios antes de racionalidad que a otros de tradición. Vaciaba de funciones a las diputaciones hasta convertirlas en órganos administrativos. Quizá su error consistió en no considerar el arraigo real que la idea foral tenia en todo el País Vasco, tanto en lo político, lo económico, como en lo identitario, y considerar que no era sino la cicatería de sus «amigos alaveses» la que obstaculizaba su proyecto (Garaikoetxea, 2002: 155-159). 

	360     Lo cierto es que la idea foralista de la autonomía prevalecería en aquel debate sobre otra más unitaria. 

	El 30 de mayo de 1981 el gobierno vasco presentaba sus primeros presupuestos (elaborados por el consejero Pedro Luis Uriarte) y el borrador de la Ley de Territorios Históricos (LTH). El perfil del borrador de la Ley era abiertamente nacional-autonomista —o post-foralista—. Hablaba explícitamente de «un corte histórico radical con el pasado» en materia foral. Suponía la primacía absoluta de las instituciones comunes al País Vasco, a Euskadi (gobierno y Parlamento), frente a las particulares de provincia, a las que se les reservaba solo el derecho de proponer iniciativas al Parlamento vasco. Las diputaciones forales serían simples entidades administrativas tuteladas y con competencia únicamente reglamentaria (véanse más detalles en Ugarte, 2000b). El debate estaba en la calle ya antes. El 31 de mayo de 1981 el diputado general, Emilio Guevara, pronunciaba su acostumbrado discurso en las Juntas Generales de Álava de Tierras Esparsas. Se manifestaba taxativamente contra una «idea piramidal del poder en las comunidades». Sus declaraciones aparecieron inmediatamente en la prensa con grandes caracteres. El enfrentamiento era claro. Y este se daba en el propio interior del PNV. 

	La discrepancia crecería. En enero de 1982 Guevara, como diputado general, impugnaba el modo en que se habían elaborado los presupuestos del gobierno vasco. Rechazaba la unilateralidad en la fijación de las aportaciones. Reclamaba un flujo bilateral. De nuevo la idea de bilateralidad y justicia conmutativa. Ahora, entre Euskadi y las provincias. Aquella postura iba avalada por toda su diputación (PNV, UCD, PSOE y dos independientes). También el órgano alavés del PNV (ABB) salía en defensa de su diputado general. 

	Pero, aunque pudiera parecer lo contrario, no era una posición únicamente alavesa. José María Makua, diputado general de Vizcaya, salía al paso del contencioso para defender a Guevara frente al gobierno. Esa misma línea la defendió también en el partido, arrastrando a este en Vizcaya (y, con ello, al propio Arzalluz, quien inicialmente había apoyado a Garaikoetxea frente a Guevara; Pablo y Mees, 2005: 412). En febrero de 1982, Guevara amenazó con dimitir forzando la celebración de una Asamblea Regional del PNV, de la que saldría reforzado. Comenzaron los contactos directos gobierno/Diputación de Álava. Finalmente, el 30 de marzo de 1982, la primera plana de los periódicos recogía: «El Gobierno Vasco, forzado a aceptar los planteamientos de Emilio Guevara». Y ciertamente, así fue. La ley salía adelante como Ley 27/1983, de 25 de noviembre, según una profunda revisión realizada dentro del PNV. 

	361     Con la ultima formulación de la LTH, Euskadi adquiría una estructura confederal. O, más bien, era el modo concreto en que el foralismo, de larga y compartida tradición, y el nacionalismo convergían. Y era el modo en que el foralismo vasco quedaba inserto en el bloque Constitucional a través del desarrollo del Estatuto, articulado como entramado propio del autogobierno de la Comunidad. Se hacia en todo caso, con los mismos «vicios» del trato autonómico: bilateralidad, justicia conmutativa (atenuada), centralidad de la hacienda (Ley de Aportaciones), y prevalencia de los ejecutivos en toda la trama institucional. Con aquella Ley se acababa con la técnica armonizadora, presente en el primer proyecto, y cada territorio aumentaba las competencias exclusivas Como resultado de ello, fueron transferidos diversos funcionarios y centros de gestión a las diputaciones. Finalmente, se reconocía a las Juntas capacidad legisladora propia (las Normas Forales); es decir, se convertían en verdaderos órganos del poder legislativo (mas información en Ugarte, 2000b). 

	La posición de Garaikoetxea había quedado seriamente comprometida. El envite vino la siguiente ocasión de Vizcaya. A pesar de los acuerdos internos de Zarauz de enero de 1984 (derecho de coordinación del gobierno), el diputado general de Vizcaya, J. M." Makua, apoyado por el presidente del EBB, negoció directamente en Madrid la Ley de Bases del Régimen Local. Finalmente, Garaikoetxea dimitiría el 19 de diciembre de aquel ano, saliendo del PNV y creando su propio partido, Eusko Alkartasuna, en 1986. Aquella dimisión era la evidencia del triunfo definitivo de un esquema autonómico-foral (y no post-foral) de institucionalización y práctica de autogobierno para Euskadi. 

	Así es como se abría un nuevo ciclo político en el País Vasco, con José Antonio Ardanza como lehendakari, el nacionalismo democrático dividido en dos formaciones, y los socialistas negociando primero un pacto de legislatura con el PNV, pero, luego, entrando a formar parte de los siguientes gobiernos. Todo ello determinó un nuevo paso en el desarrollo estatutario y cierto cambio en su desarrollo. 

	Fue el momento en que se apeló al Parlamento y al juego de partidos. Sin embargo, pronto se formó un nuevo bloque de gobierno. El escaso papel interpretado por el Parlamento vasco hasta la salida de los socialistas del gobierno en 1998, ese desequilibrio a favor de unos ejecutivos absorbentes (y la creación de múltiples entidades y patronatos de todo orden, con una gestión hibrida entre lo público y lo privado), hacen que, para Euskadi, antes que un sistema de partidos, deba hablarse de partidos de gobierno y partidos de oposición. Entre los primeros estarían el PNV y el PSE. Sin embargo, hay más en el PSE, incluso con Ardanza, de partido de oposición que de gobierno. Por su parte, algo tiene el PNV de «partido de Estado». UCD influyo desde el gobierno de Madrid, pero apenas desde el interior del País Vasco. Aunque su heredero, el Partido Popular, lo haría a partir de 1999 con su triunfo en Álava y un Parlamento mucho más vigoroso. Euskadiko Ezkerra fue el partido quizá que más ideas aportó a la autonomía pero menos poder ejerció. Aquellos fueron los mimbres con los que se trenzó el cesto de la autonomía. HB y sus derivados, por su parte y como se sabe, han tratado más bien de demoler la autonomía y jugar en el terreno de la pre-política (mientras ETA ejercía el terror). 

	362

	 

	2. El terror de ETA. Moldeando cierta visión de lo vasco 

	 

	Es cosa más que sabida, sufrida, que ETA ha venido actuando en democracia no como lo hacia contra la dictadura, sino con más ahínco y crueldad. Las muertes, los estallidos indiscriminados, el acoso, la violencia callejera, el miedo difuso han aumentado en este periodo (puede verse el grafico elaborado por Mikel Buesa). Ha buscado siempre mayores índices de terror y efectos desalentadores entre la población y los gobiernos de la democracia. 

	Actividad terrorista de ETA, 1968-2004

	(Víctimas mortales, atentados terroristas, acciones de terrorismo callejero)

	[image: Macintosh HD:Users:juanjocortesramos:Desktop:Captura de pantalla 2016-09-17 a las 22.42.33.jpg]

	Y crueldad. Crueldad mostrada en atentados como el cometido en 1987 en Hipercor, Barcelona, en el que hubo 21 muertos y 45 heridos. Población civil muerta al modo de los viejos atentados neofascistas en Italia o los más recientes del islamismo radical. Crueldad, al asesinar en 1986 —y denigrar después— a Dolores González Cataráin, Yoyes, antigua dirigente terrorista reinsertada, cortando de raíz el mínimo brote de disidencia. Crueldad, al asesinar al que fuera diputado general de Álava, parlamentario y vicelehendakari, todos cargos de representación, Fernando Buesa, en febrero de 2000. Crueldad, al retener y enterrar durante casi dos años al funcionario José Antonio Ortega Lara entre 1996 y 1997, y al asesinar, tras «condenarle», al concejal del PP, Miguel Ángel Blanco en julio de ese año (hecho que marco una inflexión en la reacción ciudadana ante el terror). 

	363     Crueldad que, llegado un momento, se elaboró, sistematizó, definió e hizo «compleja» en 1995 con la ponencia Oldartzen. Había que «socializar el sufrimiento», nadie podía sentirse al margen del «contencioso», había que provocar un chantaje emocional masivo y depurado, hasta que «los poderes», que ya no eran los «facticos» sino un ente difuso, un sujeto disperso (de periodistas a miembros de plataformas democráticas), aquellos que ayudaban a «perpetuar el dolor y la opresión del pueblo vasco», desistieran. La propuesta era total y definitiva; y la acción lo justificaba todo. En realidad, la acción era el propósito. Acción y propuesta se encontraban en el punto del dolor. Medios y fines se encuentran en el sufrimiento. Cuando el 14 de noviembre de 2004, la dirección de Batasuna habló en Anoeta de «sacar el conflicto de la calle y llevarlo a las mesas de negociación», fue inmediatamente discutida por sectores muy influyentes en el seno de la izquierda abertzale. Frases como esa, decía el colectivo J. Agirre, o la de «utilización de procedimientos políticos y democráticos, además de ser imprecisos y confusos, no hacen justicia al verdadero carácter del enfrentamiento con el Estado [que sigue el MLNV], ni a la propia actuación histórica de la... izquierda abertzale»: la «lucha armada». Independencia, unidad territorial (con Navarra) y acción armada de ETA son realidades inseparables, una misma cosa, decían. El mayor error del «giro» de Anoeta habría sido el de haber reducido «el papel político de ETA» (J. Agirre, «Girando al desastre político», 10 de mayo de 2005, http://euskalherria.indymedia.org/eu/2005/05/20618.shtml; sobre este colectivo, J. Agirre, véase Goiz-Argi, núm. 32, julio de 2004). 

	Dice el conocido periodista alemán Sebastián Haffner (1907-1999) hablando de su juventud en plena Gran Guerra, que «la guerra, como un gran juego... excitante y entusiasta, que depara diversión y emociones más intensas que todo lo que pueda ofrecer un periodo de paz», marco decisivamente a su generación. Que, «a pesar de sus terribles secuelas, [el conflicto bélico] estuvo asociado para la mayoría a unos días inolvidables de máxima excitación y vida intensa... Había dotado a nuestra fantasía, dice, de un material riquísimo e inagotable». Eran los años 1916, 1917, 1918. Aquella generación, la nacida entre 1900 y 1910, quedo marcada por la «oscura hermosura» y la fascinación de ese mundo deslumbrante/cruel. Fue, concluye Haffner, la «auténtica generación del nazismo» 

	364     El «sacrificio» de Txabi Etxebarrieta, la épica del Consejo de Burgos, el fusilamiento de Txiki y Otaegi, la peripecia del extrañamiento y «regreso» de los excarcelados, la nebulosa oculta tras la desaparición de Pertur, la fuga de Segovia, etc.., eran voces más poderosas que las «ancestrales» para alimentar la fantasia de toda una generación de jóvenes nacidos entre 1960 y 1970. Fue la auténtica generación, por parafrasear a Haffner, que militó en ETA, siguiendo la imagen heroica de los Argala o los Txomin 

	A pesar de que desde el comienzo el Estatuto de Guernica se concibió, aparte de su fin constituyente propio, como parte de una trazo global que desalentara cualquier acción violenta, entendiendo que esta tenia un origen igualmente político y reivindicativo, ETA siempre jugó más allá y en otro piano: el piano prepolítico, que apenas si tenia que ver con los posibles desarrollos del Estatuto (de ahí su ultimas apreciaciones contra el Estado vasco en ciernes, haciendo referencia al mismo Plan Ibarretxe). De ahí que haya sido vano todo trato político del tema (Garaikoetxea, 1983; Pacto de Ajuria Enea, 1988; y el último de 2005-2006). 

	La puesta en marcha plena de un modelo autonomista moderno como el propuesto por el Estatuto de Guernica requería del avance de conceptos de ciudadanía avanzados y rasgos identitarios universalistas, en cierto modo, post-nacionalistas (Habermas). El modelo tuvo un cierto éxito y aun lo tenia en 2005.17 Sin embargo, la presencia del terror de ETA ha modificado en sectores amplios de población aquella primera situación hasta irla progresivamente desvirtuando. 

	La aprobación del Estatuto de 1979 vino presidida por un principio sustantivo según el cual, vascos serían aquellos que «vivieran y trabajarán en Euskadi». Era una expresión coloquial, pero que fue formalizándose para dar carta de naturaleza a la sociedad vasca real. Se buscaba, si, una integración por la vía de la asimilación a medio plazo (y no de consenso entre identidades como en Suiza). De ahí el esfuerzo de escolarización en euskera, la aparición de euskaltegis, programas de euskaldunización de adultos, etc.. Sin embargo, quedaba establecido un programa de identidad abierto, culturalmente ambiguo, y de naturaleza ciudadana antes que colectiva. Todas las corrientes políticas admitían este principio de identidad, que había sido primeramente impulsado por la propia izquierda abertzale durante la época de Franco en su afán por aglutinar a toda la clase obrera vasca —tal vez con fuerza especial desde el Consejo de Burgos en 1970 y las declaraciones de los imputados— 

	365     No fue una formulación identitaria dada. No era algo construido ya en la Transición. Fue cogiendo cuerpo en los primeros años del autonomismo. No era, por caso, algo que gustara a un sector del PSOE vasco primigenio. Hubo de producirse el II Congreso de la Federación del PSE en 1979 para que salieran triunfantes las tesis autonomistas de Txiki Benegas (véase, para principios del siglo XX, el capítulo de Rivera, arriba). Incluso el término «vasco» resultaba ajeno en no pocos lugares de la margen izquierda del gran Bilbao (Barakaldo, Basauri) y en zonas de Álava. Por su parte el PNV, aunque mantuvo cierta formulación etnicista de lo vasco (Asamblea de Pamplona, 1977), durante esos años de defensa autonomista asumiría, no obstante, sin ambages la condición del residente como vasco a todos los efectos. No era, como digo, una identidad colectiva, sino un principio de identidad común. Era aquel un arreglo de identidades culturales propio de una sociedad pluricultural (Fusi), de una sociedad que exigía tolerancia y pluralidad ideológica, y que se basaba en los principios universalistas del Estado de Derecho y la democracia. Aquel principio de identidad asociado al Estatuto era compatible, claro esta, con toda una gama de identidades colectivas («vasco», «nacionalista», «español», «obrero», «cosmopolita», «feminista», «vasquista», «alavés», etc..) creando un espacio de dialogo entre ellas. 

	1979 fue un ano decisivo para el País Vasco en muchos sentidos. Por un lado, como he dicho, socializó el Estatuto y su idea con la «catarsis» de julio. Pero fue también el ano en que la opción de la izquierda abertzale que se había mantenido al margen del proceso político con el lema «Amnistía ez da negoziatzen» (Gestoras, HASÍ, LAIA, ETA-m) y grupos contrarios al sistema, se institucionalice como «frente de rechazo». Un colectivo que en poco tiempo (disuelta ETA p-m en 1982), se apropió en exclusiva del mito del sujeto heroico-trágico de ETA que había nacido con Txabi Etxebarrieta en 1968 (Aranzadi, 2001: 525). 

	Ese año la izquierda abertzale supo de su potente soporte social (en torno al 10 por 100 del electorado vasco), pero también de sus limitaciones para jugar el juego de la pre-política (solo el 10 por 100): imposible bloquear el sistema político. Ya no se vivirían los tiempos de agitación, adánicos, de 1975 o 1976 en que aun cabía animar otras expectativas; ya no podía pensarse en otro encuentro como el producido en Anglet (Francia) en abril de 1977, en el que Monzón intento lanzar un frente nacionalista y Argala propuso la declaración unilateral de un sistema autónomo vasco. 

	366     Desde sus inicios (anos setenta), ETA había buscado funcionar como «levadura» en la masa del «pueblo trabajador vasco». Este maduraría hasta hacer suyo el programa nacionalista y socialista que les inspiraba. No era una opción analítica la suya. Buscaba más bien generar una acción expansiva a base de voluntarismo. Sería la población la que avanzara hacia esa revolución de todo orden, tanto social como nacional (véase Onaindía, 2001: 252-255). Sin embargo, en 1979, esa opción resultaba definitivamente inviable. Esta circunstancia la vivió su entorno con cierto dramatismo. Fue el momento en que una nueva generación que se había socializado durante la dura Transición y se enfrentaba al desmoronamiento industrial del País Vasco (desempleo, cierre de horizontes, desesperanza), y la circulación de nuevas propuestas procedentes de Europa (muy notablemente del movimiento de autonomía obrera italiana de Toni Negri), hicieron desarrollar en el seno de ETA posiciones marcadamente opuestas a la democracia. Fue el germen de visiones totalizadoras que requerían de respuestas vitales totales y definitivas, según estrategias de una acción difusa (Juaristi, 1999: 183-221). Comenzaba a difundirse en ese colectivo cierta cultura de resistencia, cerrada, totalizante en su comprensión de las relaciones sociales, que buscaba escenificar y dramatizar los sentimientos para acentuar los vínculos de comunidad, una cultura de martirologio y sublimación del dolor a través de la violencia. Serían los primeros pasos que condujeron en 1995 a la ponencia Oldartzen y a la «socialización del sufrimiento». 

	El hecho cierto es que aquel pueblo trabajador comenzó a ser para ETA el Pueblo Trabajador Vasco (PTV), y, definitivamente, se transformó en Movimiento de Liberación Nacional Vasco (MLNV; exclusivamente la militancia). Aquel nuevo sujeto requería de nuevos elementos identitarios más poderosos. Había que definir una nueva identidad, una comunidad total, cerrada, irreductible y con los limites bien establecidos. Debían quedar bien perfiladas la condición del «nosotros» y la del «otro». Precisamente, la propia historia de ETA, con sus mártires y relatos de sacrificio, estaba generando esas poderosas condiciones de identidad.18 El «nosotros», el MLNV, lo constituirían quienes se identificarán con la heroica y trágica actividad de ETA. Los «otros» serían «traidores», franquistas, «españoles» de ralea varia, toda una panoplia social carente de derechos políticos en Euskal Herria (el nuevo concepto de patria). Un paso adelante y retorno al ideario identitario sabiniano (anti-español; anti-maketo). Aquello marco un hito de no retorno para la izquierda abertzale. 

	367     Las circunstancias, la mala gestión política y atentados flagrantes a los derechos humanos reforzaron la política de rechazo a la acción de los gobiernos de la democracia, y favorecieron que cuajara un colectivo de identidad en torno al sujeto heroico-trágico de ETA. Muerte en 1981 en la Dirección General de la policía, de José Arregui, presunto militante de ETA, tras ser torturado cruelmente, lo que provocó una reacción generalizada en el País Vasco (El País, 17 de febrero de 1981); secuestro en Bayona de José Antonio Lasa y José Ignacio Zabala, militantes de ETA en 1983 y aparición en 1985 de sus cadáveres enterrados en cal viva en una fosa en Alicante; operaciones de los GAL; asesinato en 1985 del pediatra bilbaíno, dirigente de HB, Santi Brouard. Así, se sucedieron actos flagrantes de quiebra de los derechos humanos durante toda la década de los ochenta. Y, como parte de un rito trágico-festivo, acto de afirmación colectiva, ese mismo verano de 1983, comenzaba en Tolosa la que iba a ser conocida como «guerra de las banderas». Todo ello hacia que ETA fuera representando y consolidando en su entorno un complejo y rico relato identitario. 

	Pero, si la actividad de ETA modificó los elementos identitarios de la izquierda abertzale, lo hizo también con otros sectores de sociedad vasca. Su actividad que infiere dolor y muerte, que juega con las vidas de las gentes y decide sobre ellas, tiene algo de prehumano (y por eso, horroroso) pero también de postdivino, una circunstancia que genera fascinación (no necesariamente admirativa): la capacidad de decidir sobre la vida y la muerte de los hombres. La actitud comprensiva que la dirección del PNV más cercana a Xabier Arzalluz mantuvo con ETA, sus contactos permanentes con la banda aun en tiempos de plena vigencia del Estatuto y del Pacto de Ajuria Enea, el trasiego de información sensible, de favores e intercambio de ideas (en muchas ocasiones, de lealtad mutual, mediación en secuestros o en el pago de cantidades de empresarios a ETA, hasta negociaciones que culminaron en «acuerdos» subterráneos (autopista de Leizarari), hicieron de algunos dirigentes del PNV, verdaderos «augures» y «druidas» de la política vasca. Apenas podía moverse nada en el país, sin que intervinieran; siempre había una segunda instancia subterránea, secreta, misteriosa, que podía explicar cosas más ciertas que la realidad misma. Todo un mundo de poderes e informaciones ocultas —con vidas en juego por detrás— que seducía y fascinaba a no pocos, y que nada ayudaba a desarrollar una vida democrática y parlamentaria sana en el país. 

	368     Una cosa y otra condujeron a un modo de irradiación simbólica de ETA y su mundo de afectos y emociones en el conjunto de la comunidad nacionalista, hasta difundir algunos de sus valores en ese conjunto social (deslegitimación del Estado de derecho, mito del gudari, incuria hacia la victima, etc..). Y, finalmente —en especial, a partir del lanzamiento del Plan Ibarretxe en 2002—, a una destrucción efectiva en el PNV de aquel principio de identidad universalista de lo vasco que se asoció al Estatuto. Los inmigrantes, se decía al hilo del «derecho a decidir» de Ibarretxe, podían, sin estar en posesión de un «derecho de origen» que ahora comenzaba a exigírseles abiertamente, inclinar la balanza de la «decisión» a tomar. Entre el nacionalismo fue asentándose de nuevo cierta identidad etno-vasquista, nada universalista. 

	También progresivamente, la actividad de ETA hizo surgir como reacción una cultura civilista con muchas variantes pero abiertamente humanista en su tronco, pragmática —como los pragmáticos americanos, Holmes, Peirre, James, formados en el rechazo del horror de la Guerra de Secesión, alimentada, se pensaba por ideas fuertes—, y partidaria de comportamientos de democracia participativa antes que representativa. Ya en febrero de 1981 se producía una fuerte reacción de repulsa contra el secuestro y posterior asesinato del ingeniero de la central nuclear de Lemóniz, José María Ryan. Por primera vez se constituyó un Comité ciudadano y se organizaba una huelga contra ETA. El asesinato del senador socialista Enrique Casas en plena campana electoral (febrero de 1985), por los Comandos Autónomos, fue origen de una masiva huelga general. Todo aquello cogería cuerpo a partir de 1997. 

	En definitiva, ETA se convertía en desmembrador de aquella primera identidad estatutaria y civilista del vasco como «aquel que vive y trabaja en Euskadi» —es decir, el ciudadano de ese territorio—, y en factor en torno al que giraría la creación de nuevas identidades en conflicto entre si. 

	 

	 

	3. El gobierno de coalición PNV-PSE (y EE), 1987-1996: pluralidad o dualismo 

	 

	Garaikoetxea dimitía como lehendakari del gobierno vasco, se ha dicho ya, en diciembre de 1984. En septiembre de 1986 fundaba un nuevo partido, EA (véase arriba). Las cosas así, en enero de 1985 José Antonio Ardanza era designado por el PNV para ocupar la lehendakaritza. Con la creación de EA, se encontró con once parlamentarios menos en su grupo. El 26 de septiembre convocaba elecciones. El resultado, en noviembre (19 parlamentarios para el PSE, 17 para el PNV, 13 para EA y para HB, 9 para EE, 2 para CP y otros tantos para CDS), resultó una sería derrota para el PNV. Sin embargo, la fragmentación del Parlamento y las circunstancias del momento obligaron a una coalición PNV-PSE. El PSE, aun pudiendo exigirlo, como se ha dicho, cedió la presidencia a Ardanza en una mezcla de necesidades de coyuntura y apreciación estratégica entre los socialistas, que aspiraban a tener un PNV integrado en la gobernación del Estado. 

	369 A cambio, dispusieron de la vicelehendakaritza (vicepresidencia) para Ramón Jauregui. Aquella circunstancia, la convergencia PSE-PNV que duro hasta julio de 1998, once anos, tuvo efectos sociales balsámicos para el País Vasco en el corto plazo. Y, a pesar de los signos de incertidumbre que flotaban en el ambiente en la fecha de su formación (véase el Editorial de El País, 13 de marzo de 1987), y las resistencias de los socialistas a comprometer el gobierno de su partido en Madrid, a pesar de algunos duros desencuentros, esa etapa puede considerarse altamente positiva para la consolidación institucional de Euskadi. 

	Otra cosa es si la elección de la estructura de gobierno, las lealtades mutuas y la cesión de la institución de la lehendakaritza por parte del PSE fueron o no decisiones acertadas para la consolidación del una Euskadi plural e integrada en los usos occidentales de la alternancia. José Ramón Recalde, consejero de aquellos gobiernos en dos legislaturas, es de la opinión de que se cometió un gran error. Estima que la práctica resultó desleal entre ambos partidos, que el PNV siguió tratando el gobierno de los vascos como parte de su gestión patrimonial, y, en general, no se dieron pasos en el sentido de aumentar la fidelidad de las instituciones vascas con el Estado de Derecho (Recalde, 2004: 278 y ss.). La valoración, hecha desde una apreciación ciudadana y de interés general, puede que sea correcta. Sin embargo, aquella colaboración dio sus frutos. 

	 

	3.1. Completando la construcción institucional de Euskadi y su tejido económico 

	 

	El primer efecto del acuerdo de marzo de 1987 fue la recomposición del escenario político vasco, desde las diputaciones a los ayuntamientos, según la nueva coyuntura política. Tras las elecciones municipales y forales de junio, Álava y Vizcaya rehicieron sus gobiernos según los pactos entre el PSE y el PNV. Otro tanto ocurrió en Bilbao. San Sebastián y Vitoria, sin embargo, fueron para EA. Parecía inicialmente que cabía contemplar cambios en el escenario de la política. Qué aires nuevos podían renovar la vida publica del país. 

	En junio, se llegaba a un acuerdo sobre el traspaso a Euskadi de las funciones y servicios del INSALUD y del INSERSO, y la provisión de medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Administración de Justicia (transferidos efectivamente por reales decretos ese mismo diciembre). El traspaso del INSALUD, largamente esperado (y a pesar del desacuerdo en materia de financiación de la Seguridad Social), suponía para el gobierno vasco la gestión de 85.000 millones de pesetas y de 14.000 trabajadores transferidos (Fundación, 1989: 219). Aquellas transferencias suponían un buen initio por cuanto habían estado en el origen de desacuerdos en la formación del gobierno (y por los que EA rechazo el compromiso con los socialistas). Ese mismo diciembre se llegaba a un acuerdo sobre el montante del cupo. 

	370     En 1988 se promulgaba la ley que establecía las bases del proceso de confluencia entre la red de ikastolas y la red publica de enseñanza. En enero de 1991 el consejero José Ramón Recalde sellaba el acuerdo político previo con las ikastolas. La Ley de la Escuela Publica Vasca sería firmada en febrero de 1993 por el nuevo consejero Fernando Buesa, de acuerdo con el artículo 16 del Estatuto de Autonomía, que concedía competencia plena en materia de Educación a la CAV. En ella se establecía el sistema educativo en las dos lenguas oficiales de la comunidad y la opción de confluencia de las ikastolas que lo desearan. Ese mismo año se emitía también la Ley de Cuerpos Docentes de la Enseñanza no Universitaria en base a la Ley de la Función Publica Vasca, aprobada el 6 de julio de 1989. En 1994 se producía la transferencia en materia de Colegios Profesionales. En 1996 se completaba la provisión de medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Administración de Justicia y se traspasaba el personal de ese Ministerio. En marzo, Agricultura transfería el Fondo Español de Garantía Agraria (FEGA), y en agosto las funciones de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de Medio Ambiente y Vertidos. 

	La entrada en la Unión Europea en 1986 coincidió con una nueva fase expansiva del proceso de desarrollo económico vasco que, con el paréntesis de 1992-1994, se prolongaría hasta el año 2000 (Catalán, 2002, y Fundación, 1989). La reanudación del crecimiento vasco permitió un renovado aumento del empleo. El tejido productivo de la Comunidad, con la desaparición de algunas viejas empresas (como los emblemáticos AHV), mejoro su competitividad exterior y diversificó su producción. Reanimada la situación, la empresa vizcaína torno la iniciativa con fusiones espectaculares como las que dieron lugar a Iberdrola (Iberduero-Hidroeléctrica Española) y al BBV (Banco de Bilbao-Banco de Vizcaya), convirtiéndose en la primera entidad crediticia de España. Empresas como Eroski volvieron a situar la iniciativa vasca a la cabeza de la española. El sector de servicios, que generaba ya el 56,4 por 100 del empleo en 1997, había pasado a ser el más importante. El sector industrial reaccionó bien a la integración en el mercado europeo especializándose en ramas de crecimiento medio y alto (automóvil y componentes, maquinaria, caucho y plásticos y productos químicos). Se impulsaron notablemente los gastos en I+D y se apostó por ramas de gran potencial de crecimiento, como automatización, tecno

	371     El nuevo gobierno vasco animó aquel cambio en la coyuntura económica. En 1988 se aprobaba en el Parlamento el Plan Europa 93 que era dotado de initio con cerca de 350.000 millones de pesetas en obras de infraestructuras viarias y ferroviarias (que representaban las mayores inversiones, junto a la ampliación del Puerto de Bilbao). También en la adecuación de los aeropuertos, gasificación, planes hidráulicos, etc.. La iniciativa del Plan era del gobierno vasco. Pero inmediatamente se establecieron acuerdos con las diputaciones, competentes en materias de red viaria y redes hidráulicas. La intervención de la Administración central resultó más costosa. Con aquella trama de autopistas, accesos a grandes núcleos, centros integrados de transporte, etc.., se trataba de potenciar el eje de conexión de Europa con la meseta peninsular, la cornisa cantábrica y Portugal desde la situación geográfica de que goza el País Vasco en ese arco (que paso a llamarse «arco atlántico»). Para ello se potenció la creación de una Euro-región constituida por las regiones fronterizas de Aquitania, la Comunidad Autónoma de Euskadi y la Comunidad Foral de Navarra. El 28 de febrero de 1989, la CAV firmaba un acuerdo a ocho años con la Administración central para la construcción de una nueva red ferroviaria que uniría en alta velocidad las tres capitales de la CAV, el initio de las obras de ampliación del puerto de Bilbao, y la remodelación de los tres aeropuertos. Plan que, como se sabe, lleva un notable retraso en el caso de la Llamada Y ferroviaria vasca. Se lanzaron, además, numerosos planes integrales de saneamiento (Bajo Nervión, Llodio, bahía de Pasajes, río Urumea, etc..). 

	El gobierno vasco de coalición apostó pronto por las nuevas tecnologías. Se impulsó el Parque Tecnológico de Zamudio, creado en la primera mitad de los ochenta. Pronto se crearon los de Miramón, Miñano y Mondragón, que constituyen la Red de Parques Tecnológicos de Euskadi. El grueso de recursos públicos invertidos en I+D se canalizo a través de los Centros Tecnológicos tutelados, sin apenas colaboración de la Universidad publica —tendencia, como se ha dicho, impuesta por el PNV—. En 1986, estos constituyeron la Agrupación Vasca de Centros Tecnológicos (EITE), que ha dado servicio a alrededor del 56 por 100 de las empresas de la CAV que invirtieron en I+D. En 1989 el gobierno vasco se impuso desarrollar tres ámbitos tecnológicos clave (información, producción y nuevos materiales) y tres sectores prioritarios (maquina-herramienta, automoción y tecnologías de la información). Se lanzó el Plan de Ciencia y Tecnología de Euskadi para el cuatrienio 1997-2000 y apoyo la actividad de la sociedad de garantía reciproca ELKARGI y la Sociedad de Capital Riesgo del País Vasco. 

	372     Como aportación importante a la política social, se lanzó el Plan Integral de Lucha contra la Pobreza desarrollado en dos frentes: el Programa de Lucha contra la Pobreza para 1989-1992 integrado en el Plan Europa 93, por un lado, hecho en colaboración con los servicios sociales de las diputaciones y los ayuntamientos, que establecía un salario social mínimo por unidad familiar, y una serie de actuaciones para la atención de situaciones de emergencia y de lucha contra la pobreza. Y, de otro, la realización de una política de equilibrio regional entre las zonas con más tasa de pobreza y paro (margen izquierda de la ría del Nervión, zonas del Bajo Deva, cinturón industrial de San Sebastián, etc..). 

	En definitiva, el acuerdo de gobierno entre PNV y PSE (y, circunstancialmente, EE), a pesar de las desavenencias y la mala coordinación, propició una verdadera articulación de Euskadi como comunidad sólidamente formada —bien es verdad que con un sello nacionalista antes que socialista—. Lo hemos dicho ya, se puso en pie una trama autonómica imponente, quizá el más poderoso sistema de autogobierno de la Unión Europea.19 Sin embargo, el progresivo alejamiento entre ambas formaciones por su diferente posición ante la actividad de ETA —hasta la distancia personal—, la deriva que ya se adivinaba en el interior del PNV hacia posturas soberanistas, y la progresiva perdida de votos por parte de un PSE en labores subalternas de gobierno hicieron que estos abandonarán el gobierno en julio de 1998. 
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	4. Ermua. La revuelta ciudadana de 1997. Nuevas identidades 

	 

	El secuestro y asesinato por parte de ETA el 13 de julio de 1997 del concejal del PP Miguel Ángel Blanco marco un hito absoluto en la relación de la población vasca con el terror. Se dieron los elementos justos para producir una inmensa explosión ciudadana contra el crimen terrorista. La gente estuvo desde el día del secuestro (día 10) en la calle, ante el televisor o la radio, atenta, movilizada, en silencio, horrorizada pero nunca asustada. Y, cuando se produjo el crimen, estalló. Lo hizo abrumadoramente, lo hizo sosegadamente y en silencio, siempre el silencio. Lo hizo con medida, lo hizo sin ánimo de revancha —se contuvieron algunos impulsos por asaltar las sedes de HB y las herriko taberna—. Pero lo hizo firmemente: nunca mas, se pensó. El tiempo desengañaría aquel ardor. Pero era lo que se respiró en aquel instante. Aquel fogonazo caló hondo. Surgió algo que se dio en Llamar espíritu de Ermua. Un ánimo sereno pero firme, unitario, nutriente de una cultura civilista con muchas variantes pero abiertamente humanista, pragmática, como digo arriba, y partidaria de comportamientos de democracia participativa, de lo que en ciencia política se ha llamado la «libertad de los antiguos». 

	Bajo el lema «Paz ahora y para siempre» y convocados por todos los partidos del Pacto de Ajuria Enea, se manifestó en Bilbao en el mediodía del día 13 «todo el mundo». Incluyendo el presidente del gobierno español, José María Aznar, el lehendakari  José Antonio Ardanza, el exhendakari Carlos Garaikoetxea, Xabier Arzalluz (PNV), Ramón Jauregui (PSE-EE), Carlos Iturgaiz (PP), Pablo Mosquera (UA) y Javier Madrazo (IU). El gentío era impresionante. Se buscaba detener la mano de ETA. No se logro, pero la unanimidad era total. José Antonio Ardanza, flanqueado por los dirigentes de los seis partidos de la Mesa, leyó a las puertas de la capilla ardiente del concejal un texto de repudio total. «Los partidos del Pacto lanzaron el más duro discurso común que se haya dirigido a ETA y, sobre todo, a Herri Batasuna, a la que se acusó de "estar en el diseño de los crímenes de la banda terrorista o estimularlos con sus palabras"», escribía la periodista que cubría el acto (El País, 14 de julio de 1997). «La declaración leída ayer por el lehendakari Ardanza debe entenderse sobre todo como una ruptura definitiva y total con HB», editorializaba el periódico español de mayor tirada (ibidem). 

	374 Al día siguiente, la manifestación de repudio al terrorismo se produjo en Madrid. Estuvieron presentes el lehendakari, y el consejero de Interior del gobierno vasco, Juan María Atutxa. Posteriormente, se desplazaron al funeral de Ermua. A la salida del cementerio, el público congregado aplaudió al lehendakari Ardanza mientras pedía que se hiciera justicia con aquel hecho, como se aplaudió sentidamente a otros políticos de todas las opciones alii y en otros puntos del país. 

	Si ha de hablarse de espíritu de Ermua, aquel fue civilista, espontaneo, unitario, humanista, participativo..., pero en ningún momento antinacionalista, como tal vez interesadamente se quiso interpretar por unos u otros a los pocos días. Tampoco fue contrario a los políticos «ineficaces». Nunca se apeló a ese calificativo, fueron aplaudidos y, eso si, animados a permanecer unidos en la ley, sin ceder ante el terror. 

	En todo caso, aquel fue el detonante —que no la causa— de toda una evolución en las identidades excluyentes de lo vasco que venían gestándose larvadamente hasta entonces. Y un cierto final de aquel principio de identidad universalista asociado al Estatuto de Guernica. 

	 

	4.1. Institucionalización del movimiento de Ermua 

	 

	Lo que en aquellos momentos fue clamor social de rechazo de la barbarie se ha ido canalizando y articulando en discursos e iniciativas múltiples propensas a una cultura tolerante y dialogal —sin que esto excluya derivas no previstas—. Hablo de clamor momentáneo; pero existía un claro precedente de lo que los tres días de julio significaron (silencio, gesto resuelto y contenido, expresión sencilla, no ritualizada): Gesto por la Paz. Gesto nacía como Coordinadora Gesto por la Paz de Euskal Herria en 1986. Lo hacia como plataforma pacifista, cívica, unitaria, pluralista e independiente de cualquier partido político o institución. Sus propósitos serían hacer que la sociedad abandonara su desistimiento ante la violencia, y fomentar una cultura de paz. Su forma de protesta, quince minutos en silencio en cada localidad vasca al día siguiente de producirse un asesinato terrorista. 

	Gesto surgió en un momento difícil en que debía compartir lo que ellos llaman «espacio ético y cosmovisional» (Imanol Zubero) con Gestoras pro-Amnistía, Senideak, Gernika Batzordea, Herria 2000 Eliza, Elkarri, Bakea Orain, Denon Artean o Gernika Gogoratuz, compartiendo visiones tal vez tan solo con Denon Artean, frente a los otros, movimientos «populares» que giraban en la órbita de HB. Gesto surge de una generación y corrientes de pensamiento escarmentadas de las doctrinas netas y fuertes que conducen a la guerra civil, «a la violencia», dirían ellos. 

	375     Parece claro que en los días de julio de 1997 prevaleció esa actitud y ese pensamiento poco estructurado, prepolítico, de carácter ético  El Foro Ermua nació el 13 de febrero de 1998 en Bilbao tras el asesinato de Miguel Ángel Blanco. Como Gesto, se creó como una asociación cívica, pero dirigida a articular un pensamiento democrático sólido que ofrecer a la opinión publica. No nació como asociación de voluntariado sino como agrupación de personas concretas («profesores universitarios y otros profesionales»). Sus posiciones evolucionaron (y cambiaron sus componentes) hasta plantearse como objetivos, aparte de los evidentes, el cierre de cualquier posibilidad de negociación con ETA, y la imputación al nacionalismo (vasco) de cierta proclividad a la intolerancia y a la exclusión del otro. El problema del País Vasco no sería solo la violencia, sino la carencia de libertad. Sus planteamientos, más políticos, entrarían en el marco de las organizaciones civiles de defensa del Estado de derecho frente a la dictadura o el totalitarismo. 

	Tras ambas formaciones han venido surgiendo otras de características variadas. Basta Ya —heredera del primer Foro—, Fundación por la Libertad, Ciudadanía y Libertad —en la línea poco articulada de Gesto pero activa generando opinión favorable al Estado de derecho—, Fundación de Victimas del Terrorismo, Aldaketa, Fundación Fernando Buesa, Asociación de Victimas del Terrorismo —abiertamente partidaria—, etc.. 

	A pesar de la variedad, todas ellas parten de una vinculación al fenómeno de julio de 1997, al espíritu de Ermua, y buscan, desde actitudes eticas-prepolíticas o de lucha política contra los totalitarismos, fortalecer los principios de libertad, tolerancia y lealtad al Estado de Derecho (antes que a patria alguna). Buena parte de ellas apuestan por esa actitud pragmática, poco doctrinaria, y de libertad antigua. Su definición de lo vasco se aproxiMaría a aquel principio de identidad universalista que hizo posible el Estatuto. Su dificultad es quizá la de encontrar un relato suficientemente armado que atraiga hacia su discurso a sectores amplios de población que compartirian por lo demás sus postulados. 

	 

	4.2. Comunitarismo excluyente 

	 

	He insistido más arriba en que el lehendakari Ardanza, Arzalluz o Garaikoetxea fueron perfectamente aceptados por la revuelta ciudadana de julio de 1997. Tomaron incluso parte activa en ella desde su posición institucional. Sin embargo, tal vez acostumbrados a marcar la agenda de los acontecimientos y las corrientes de opinión, quizá porque estaba ya en marcha el giro soberanista que permitiera, decían, un «aterrizaje suave» a ETA en el espacio de la política, o tal vez alarmados por algunos gestos destemplados de los populares, los nacionalistas vascos desconfiaron muy pronto del espíritu de Ermua. 

	376     El 26 de febrero de 2000, el nuevo lehendakari, Juan José Ibarretxe, se veía de nuevo en la necesidad de convocar a los vascos a una manifestación contra ETA. El 22 habían asesinado a Fernando Buesa y su escolta el ertzaina Jorge Díez de modo brutal. Ese día un centenar de miles de manifestantes se congregaban en Vitoria. Pero, contra lo que había ocurrido siempre, aparecían divididos por el papel asignado al lehendakari en ella. Por un lado, el PNV, que marchaba en cabeza, convirtió la manifestación en una movilización nacionalista de apoyo a Ibarretxe. Entre los manifestantes se corearon frases de aclamación del lehendakari. En ella se veía a lideres de ELA o Elkarri. Detrás, tras una pancarta con el lema «Basta ya, ETA no», marcharon los convocados por el PSOE y el Partido Popular, la pancarta la sostenían la viuda y los hijos de Fernando Buesa. En esta zona lo gritos eran contra Ibarretxe. Podían verse dirigentes de CCOO y UGT o del Foro de Ermua. En medio, IU y Gesto por la Paz. Aquello reveló la fractura que existía entre el PNV y los partidos no nacionalistas. Pero también que esa dinámica se había trasladado al ámbito social. Era la plasmación publica de una ruptura de identidades que había venido afianzándose desde 1997-1998. 

	Si de un lado se había desarrollado una identidad vasca civilista como reacción a la agresión totalitaria de ETA, el nacionalismo había ido dando rienda suelta a sus sentimientos antes «inconfesables». Ya no bastaba con vivir en Euskadi; en Euskadi —ahora Euskal Herria— había residentes no vascos. Lo decía Xabier Arzalluz, presidente del PNV, a su manera toscamente sincera: «Si Euskadi consigue la independencia, los inmigrantes españoles serán tratados como los alemanes en Mallorca», naturalmente, deberán ir a sus consulados a votar en España, etc.. (14 de noviembre de 2000). En un documental franco-alemán (Los vascos y su combate), aseguraba que su meta política, por vía democrática eso si, «es la misma independencia» que reclama ETA, y advertía sobre el peligro que para ello representaban «las masas enormes de gentes de España» llegadas al País Vasco con el resultado de «difuminar lo vasco». Era la misma idea que figuraba en un documento oficial de EA de 1997. «A nadie debiera extrañar —dice el autor— que la afirmación política de que vasco es todo aquel que vive y trabaja en Euskadi —se arriesgaba con el principio universalista—, resulte perfectamente compatible con la determinación de otras condiciones a efectos civiles, sociales, administrativos». Tras disertar sobre la conveniencia de normas positivas para fijar en un Estado de derecho, se quedaba con la idea de que en un referéndum de autodeterminación tendrían derecho los «naturales (nacimiento o filiación)» (es decir, emigrados americanos e hijos; la Llamada «diáspora») y los residentes de más de diez años. Era la versión «fina» del Estatuto de Estella amplificado a la diáspora. 

	377     También ETA se hacia eco de esas «inquietudes». En uno de los números de Zutabe de 2000 se afirmaba que «Euskal Herria ha vivido, sobre todo a partir de mediados del siglo XX, un violento proceso de inmigración que provocó un cambio total en la población y un terremoto en la población local». Esas «oleadas humanas» no habrían llegado al País Vasco de modo casual, sino que responderían a «una planificación económica y política concretas». De ese modo, «muchos pueblos euskaldunes se llenaron al cabo de pocos años de ciudadanos españoles, doblando su población, triplicándola o cuadruplicándola, transformando totalmente la naturaleza de esos pueblos». Esos «españoles», por su parte, «no han mostrado voluntad ninguna para integrarse, respetar los derechos, la identidad y el idioma de Euskal Herria», actuando como «colonos... que no han querido integrarse en el pueblo sin hacer dejación de su cultura... Desprecian nuestra lengua y educación... Vienen a nuestro pueblo y viven como si estuvieran en España y en Francia» (Europa Press). 

	Durante las conversaciones mantenidas por el PNV y ETA en 1998 que culminaron en el Pacto de Lizarra-Estella y posteriores, una vez declarado el alto el fuego, una de las preocupaciones de ETA, dado que «Euskal Herria debe tener la palabra y la decisión», fue la de precisar los criterios de elaboración del «censo de ciudadanos vascos», que no correspondía, claro, a censo electoral alguno, sino a aquellos que se inscribieran como tales, aquellos que mostrarán esa voluntad. Este fue uno de los puntos oscuros del Proyecto de Estatuto Político presentado por Juan José Ibarretxe. En el se distingue entre ciudadanía vasca (vecindad) y nacionalidad vasca y española (art. 6) sin que se concreten los derechos y deberes a que dan lugar. 

	Definitivamente, entre el colectivo nacionalista se fue asentando la idea de que la identidad vasca no era ni debía ser un principio de ciudadanía universalista, sino que respondía a elementos de cultura, nacimiento e idiosincrasia propios. Que, por lo demás, existen entre esos que «viven y trabajan en Euskadi», verdaderos «colonos» españoles que habrían venido a desvirtuar la verdadera voluntad de los vascos. Serían «usurpadores» de identidad. 

	Si la identidad de Ermua, por Llamarla así, se acercaba a ese principio de identidad universalista consustancial al Constitucionalismo del Estatuto de Guernica, la identidad de Lizarra, también por entendernos, se alejaría de aquel programa e iría en contra de un espacio dialogal entre identidades. 
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	4.3. Identidad totalizadora 

	 

	Finalmente, el colectivo que nunca participó de la identidad universalista del Estatuto de Guernica, aquellos que siguieron las propuestas de ETA-m y de ETA, heredando buena parte de los prejuicios identitarios del nacionalismo aranista, han afianzado su adhesión al caudillo colectivo que representa ETA en relación con la nación de Euskal Herria. Como en otras ideologías totalizadoras, uno no puede entenderse sin la otra y viceversa, constituyen una misma cosa. En cuanto a sus miembros, solo serían aquellos que se adhirieran a esa «verdad». El resto lo formaría la anti-nación, los enemigos de Euskal Herria, los políticos al servicio de España, los intelectuales que corrompen el pensamiento en «esta dictadura-democrática», cualquier ciudadano que se atreva a discrepar. 

	Quizá la escena que mejor resume, en el ciclo simbólico de la liturgia funeraria de ETA (véase Casquete, 2006), todo ese relato heroico-martirial sea la del Gudari Eguna de 2006 (23 de septiembre) en una colina próxima a Oiartzun (cerca de Rentería y la frontera francesa). Se celebraba, con la asistencia «discreta» de unos mil quinientos jóvenes y el control del servicio de orden de la izquierda abertzale, un homenaje a los muertos de ETA (por quienes se ha plantado el llamado «bosque de los gudaris», con un roble por cada uno de los fallecidos). En un instante, mientras sonaba la txalaparta y habían intervenido los bertsolaris, descendieron del monte tres jinetes armados y portando la ikurriña, la bandera de Navarra y el arrano beltza (viejo símbolo navarro recuperado por ese entorno). Recibieron un aplauso cerrado. Aparecieron también personajes del folclor carnavalesco local haciendo sonar los cuernos. Se izaron las banderas, y se leyó un comunicado de ETA, mientras dos de los jinetes montaban guardia con sus fusiles de asalto. «La lucha no es el pasado, concluyó el orador, es el presente y el futuro». Tras ello, los jinetes montaron y marcharon monte a través (Gara, 24 de septiembre de 2006). Toda la simbología heroica, martirial, comunitaria, tradicional; relates de guerra y origen; los bosques, el paisaje, los sonidos como ecos remotos de una comunidad de vivos y muertos; icónica de la ikurriña y el arrano. Y, presidiéndolo todo, ETA: los gudaris armados. Armados, encapuchados y a caballo, apelando a otros movimientos de liberación del mundo, como el zapatismo de Chiapas (a quienes remiten también esas boinas de los encapuchados en las ruedas de prensa). 

	Una comunidad con una identidad poderosa y excluyente, dispuesta a todo por el logro de su mito de una «Euskal Herria independiente y socialista», escenificado en el marco de una liturgia que apela poderosamente a un sentimiento agónico, y, al tiempo, épico. 
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	5. La rebelión foralista de las provincias 

	 

	En junio de 1999, aunque por escaso margen, el PP ganaba las elecciones en Álava. Aquello cambio el escenario de poderes en el país. Nunca antes un partido no nacionalista había gobernado una institución con tal capacidad hacendística. 

	Ha quedado dicho que la idea foral del País Vasco —la cual, como un Guadiana, ha aparecido en todos los periodos tratados en este libro— adquirió carta de naturaleza a partir de 1979. Los primeros anos, a la vieja usanza, como un debate esencialmente de «administración interior cuyo resultado fue la LTH de 1983, y un entramado institucional y económico denso en los tres territorios (véase arriba apartado 1.2). Un debate administrativo que tuvo, como se ha visto, consecuencias políticas decisivas escindiendo al PNV. 

	Pero lo que había sido una cuestión de administración interior, saltó a la escena política y la opinión publica con las elecciones municipales y forales de junio de 1999. En ellas, el PP logro ser el primer partido de Álava, y, con el apoyo del PSE, formó gobierno en la diputación. Otro tanto ocurrió en 2003. Ocho años de gobierno de un partido no nacionalista, procedente de la cultura foralista y con claras expresiones de alavesismo. Desde aquel momento, iniciada la deriva del PNV hacia posiciones de ruptura con el Estatuto de Guernica, la provincia de Álava se convirtió en «reducto» del autodenominado «bloque Constitucionalista» (PP y PSE; Mayor Oreja y Redondo Terreros). Jugó aquel papel hacia fuera. Pero con el proceso de negociación del Concierto vasco en 2001 y 2002, las posteriores negociaciones en el Consejo Vasco de Finanzas y las correspondientes aportaciones, las noticias sobre una posible fusión de las Cajas vascas, etc.., lo hizo hacia dentro. Hizo aflorar todo un cuerpo de intereses provinciales (o forales) que se contraponían a los del gobierno vasco —y contraponían también a las diputaciones entre si— 

	Los años anteriores, las diputaciones habían constituido un verdadero entramado provincial de poder como cuerpo parlamentario/foral. Habían logrado dar al ámbito comunitario de la CAV una estructura de red confederal a través de la LTH. Y, en los años sucesivos, habían prolongado hacia abajo aquella red y dotado de contenido. Lo que se había venido haciendo desde los primeros ochenta había adquirido plena carta de naturaleza en los noventa (véase Ugarte, 2000b). 

	Si la foralidad «invadió» el espacio de la Comunidad, el artículo 46 de la Ley de Concierto de 1981 (12/1981) abría plenamente las puertas a otra «invasión», ahora hacia abajo, hacia el ámbito municipal. 

	380     No era cosa nueva, ya en el siglo XIX las diputaciones habían crecido a costa de los ayuntamientos. El artículo establecía que los Fondos Nacionales para la Financiación de las Corporaciones Locales «quedarán íntegramente a disposición de las Diputaciones Forales, que distribuirán las cantidades correspondientes, de acuerdo con los criterios que estimen convenientes, entre las Corporaciones Locales de sus respectivos Territorios Históricos». Era una cantidad que no formaría parte del cupo, pero tampoco de las aportaciones. A las tradicionales funciones de supervisión y actualización de los balances de las haciendas municipales, las diputaciones añadían ahora nada menos que la labor de dotarlas de medios. 

	Se crearon los Fondos Forales de Financiación Municipal (FOFIM) para disponer y distribuir los fondos municipales según un criterio objetivable. Para 1995 los ayuntamientos adeudaban sumas importantes a las diputaciones. En 1995 se creaba el FOFEL (Fondo de Financiación para Entidades Locales), con el excedente de presupuesto del ano anterior y una formula similar al FOFIM. El resultado de todo ello fue que los municipios vascos dependieron de las entregas de los respectivos FOFIM (de las diputaciones en definitiva) en aproximadamente un 90 por 100 de sus presupuestos. Para regular aquello, y a imagen del Consejo Vasco de Finanzas, las Juntas Generales creaban en 1996 los consejos territoriales de finanzas (con representaciones de la diputación correspondiente y representantes de los ayuntamientos pertenecientes a EUDEL), de carácter inicialmente deliberativo, pero que iría adquiriendo un peso progresivo en los equilibrios provinciales. En 2000 se debatió la posibilidad de una presencia directa de los ayuntamientos en el Consejo Vasco de Finanzas. 

	Por su parte, las propias diputaciones intervenían directamente en los planes municipales de infraestructuras a través del Plan Foral de Obras y Servicios. Desde la Juntas Generales se reguló el Régimen Local. En 1989 se establecía el Procedimiento de Constitución, Régimen Jurídico y Funcionamiento de las Hermandades de Servicios de Municipios y Concejos con la posibilidad de crear Mancomunidades y Hermandades (en Álava) entre entidades locales. En 1995, Álava regulaba el Régimen de Concejos. 

	Tras la regulación quinquenal de las aportaciones (que estas si fueron creciendo a favor del gobierno vasco hasta su estabilización en torno al 65 por 100 del total recaudado) a través del Consejo Vasco de Finanzas y las Leyes de Aportaciones, se creó la compleja trama hacendística vasca. Un sistema que, por cierto, puede desalentar la presión fiscal gracias a la existencia de un Fondo de Compensación, origen de no pocas tensiones entre las propias provincias (en 1997, Guipúzcoa y Álava solicitaron una auditoria a Vizcaya; en 1999, Álava requería una auditoria externa a las otras provincias). El gobierno ha venido haciendo de poder arbitral en el Consejo. Con todo ello se fue tejiendo una tupida red de acuerdos interinstitucionales que cumplían funciones de un ejecutivo confederal. El caso es que este notable poder ejecutivo confederal/foral no esta sometido a un control parlamentario si no es el de la ratificación. 

	381     En 1996 gobierno y diputaciones se vincularon en una política coordinada de incentivos fiscales a la inversión a través del impuesto de sociedades y las Llamadas «vacaciones fiscales» (tema, como se sabe, controvertido, recurrido en Bruselas). Ese mismo año se firmó el Plan Interinstitucional de Infraestructuras en el marco de las Directrices de Ordenación Territorial de Euskadi (las DOT). Y, como este, se firmaron otros convenios interinstitucionales (gobierno-diputaciones), como el de empleo para 2000-2003, etc.. Por su parte, las propias diputaciones llevaban a cabo una activa política de inversiones, diseño de planes estratégicos y planes directores, planes hidráulicos, creación de promotoras publicas para la inversión industrial o la atracción de negocios, creación de parques tecnológico, polígonos industriales, zona logísticas (dos en Álava), aprobación de Normas Forales sobre el Uso del Euskera, construcción o mantenimiento de museos de arte, promoción de bibliotecas, etc.., lo que muestra a unas entidades forales perfectamente asentadas y decisivas para el desarrollo de la provincia. 

	Todo aquello se visualizó muy especialmente durante las negociaciones del Concierto económico firmado en enero de 2002. En ellas, a pesar de la comunidad de partido entre las diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa y el gobierno vasco, existía una tendencia subterránea, difícilmente exteriorizable, tendente a la armonía de intereses entre las tres diputaciones frente al gobierno vasco (empeñado en obtener una representación política directa en Europa a través de aquella negociación). Aquello hizo que la vicelehendakari, Idoia Zenarruzabeitia, tuviera que «emplearse» en alguna ocasión fuera de la mesa de negociación con los diputados generales de Guipúzcoa y Vizcaya. Por su parte, las tensiones entre provincias han continuado en cada ocasión en el Consejo Vasco de Finanzas y en numerosas tomas de decisión sobre infraestructuras, Cajas, etc.. 

	Pero cuando los desencuentros alcanzaron verdadero rango político fue en octubre de 2002, con motivo del XXIII aniversario del Estatuto de Guernica. Para esas fechas había tornado cuerpo la idea del lehendakari Juan José Ibarretxe de romper y sobrepasar aquel Estatuto. El diputado general de Álava, Ramón Rabanera, y la presidenta de sus Juntas, Xesqui Castaner, tras apelar a la disposición adicional primera de la Constitución, en la que esta ampara los «derechos históricos de los territorios forales», expresaron su resolución de apoyar el Estatuto votado, y de que, de seguir adelante con su proyecto, el gobierno vasco tendría que hacerlo «contra la voluntad de Álava o sin la participación de Álava». Por ello solicitaban expresamente «la retirada del proyecto presentado por Juan José Ibarretxe» en el Parlamento. Las instituciones alavesas se oponían frontalmente a los proyectos del lehendakari, hasta el punto de iniciar consultas jurídicas por si el Estatuto, la LTH y los derechos forales se vieran conculcados por aquella iniciativa. La advertencia de Álava estaba en vigor cuando el Ibarretxe llevó su plan a las Cortes españolas. 

	 

	 

	6. El Plan Ibarretxe frente al Estatuto y la Constitución. Ruptura del pacto estatutario 

	 

	Si julio de 1979 marco un hito en la construcción de una realidad autonómica moderna para el País Vasco, el año 2002, año de presentación del «Plan Ibarretxe» ante el Parlamento vasco, marco su postración. 1979 era un hito que respondía a una tradición bien asentada, a un proceso de largo alcance que se ha descrito en los capítulos de este libro, arrancando de la foralidad del Antiguo Régimen para desembocar en el Constitucionalismo y el régimen de libertades moderno; y respondía, asimismo, a una memoria reciente de los años de la República y de 1936 (con sus lecciones), y los años del anti-franquismo. Era un hito que marcaba la culminación (nunca acabada) de ese proceso con la institucionalización posterior. 2002, supuso por el contrario, la quiebra con la tradición y el decaimiento de proyectos viables de futuro. 

	Desde esa fecha, decayeron las «37 competencias pendientes» aprobadas en el Parlamento vasco, y las demandas de un mayor grado de autogobierno en el marco del Estatuto —como la realizada por el gobierno vasco en julio de 2005 y septiembre de 2006—. Dejo de tener mucho sentido una mejor articulación institucional del País. Decayeron la cooperación trans-fronteriza, las euro-regiones y los contactos y convenios con la región francesa de Aquitania y con Navarra desarrollados durante el mandato de Ardanza, todas ellas actividades a las que el partido principal del gobierno, el PNV, había dedicado extrema atención en la época anterior. 

	Apenas si merecía esmerarse en nada que no fuera sobrepasar el marco institucional vigente (con fuerte desacuerdo interior: desde los partidos de la oposición a los empresarios, desde algunas importantes instituciones a una buena parte de la ciudadanía vasca;20 y con la negativa permanente de las instancias de España). 

	383 El lehendakari Ibarretxe mostró ese tenaz ánimo de ruptura y reivindicó un futuro incierto, dedicando todos sus esfuerzos a trabajar en su nueva propuesta. Viajes a Paris, Londres, Argentina, Chile, Uruguay o Puerto Rico, concentraciones, publicidad, folletos, apariciones en los medios, etc.. A finales de enero de 2003, cuatro meses después de su presentación, los gastos del gobierno vasco en esos conceptos ascendían a más de 400.000 euros según información suministrada al Parlamento por el propio gobierno (El País, 26 de enero de 2003). Se trataba de sobrepasar el autonomismo tradicional del PNV, que, en efecto, siempre (desde 1902) ha aspirado a la formación de una unidad política vasca voluntariamente asociada a España y a Europa con una legitimidad que no emanara de la legislación española, sino de los «derechos históricos». Pero, frente a la histórica actitud de ese partido de respeto estricto de la legalidad, de pragmatismo político (incluso en los momentos más entusiastas de José Antonio Aguirre en la posguerra española y guerra europea; tiempo de reordenación en toda Europa), de respeto primordial al acuerdo mayoritario entre los propios vascos (véanse las relaciones de Aguirre con el PSOE o los Republicanos en el gobierno vasco del interior y del exilio; o el consenso de Gernica en 1978), y la consideración a su articulación con el resto de España por lo que cualquier paso era un paso concertado, el nuevo gobierno vasco aspiraba a actuar de modo unilateral frente al resto de la ciudadanía vasca y sobre las instituciones españolas (rompiendo así con la tradicional idea de una representación corporada y el trato bilateral). Se apelaba a un derecho previo, el «derecho a decidir». Pero estaba, sin embargo —como se mostró en la votación del Parlamento vasco de diciembre de 2004— decidido a sobreponerse sobre la mitad de los vascos que disintieran en un tema tan crucial. 

	384 Y que, en ningún caso, pudiera ser cuestionado por el conjunto de España y sus instituciones, directamente concernidas en esa «decisión» (véase un análisis histórico, Constitucional, de derecho comparado, etc.., en «El Plan Ibarretxe a examen», 2003).21 La incertidumbre pareció imponerse (cuando menos en el terreno institucional y político a partir de esa fecha; una incertidumbre tal vez soportada precisamente por la inserción de Euskadi en España y Europa). 

	Los primeros pasos en esa dirección se habían dado con anterioridad. Ya en 1995, ELA-STV firmaba un manifiesto conjunto con LAB ante el Aberri Eguna de ese año en el que se hablaba de la coincidencia de ambos sindicatos en el modelo de relaciones laborales, en el modelo social, y, especialmente, se lanzaba la idea de un Marco Vasco de Relaciones Laborales, así, con mayúscula. Esa coincidencia no podía venir sino de su común definición como «sindicatos vascos» frente a los «españoles» CCOO y UGT. Aquella actitud del sindicato nacionalista, acercándose a LAB y la izquierda abertzale y cuestionando su política de relaciones laborales, pusieron en no pocos apuros al lehendakari José Antonio Ardanza. 

	En enero de 1997, animados por la experiencia que se observaba en el caso de Irlanda del Norte y conducidos por ciertos hábitos como «augures» y «druidas» de la política vasca, el EBB del PNV acordó que no renunciaba «a mantener con otras formaciones políticas, sindicales y sociales, sin exclusiones, cuantos contactos o iniciativas sean necesarios para encauzar la solución a la actual dinámica de violencia existente en Euskadi». Fruto de aquel acuerdo, tras la inmensa movilización de julio de ese ano a favor de una convivencia civilizada y contra la pena de muerte (asesinato de Miguel Ángel Blanco), fue el Pacto de Estella-Lizarra («impulsar un nuevo marco de convivencia política», un nuevo pacto constituyente, en el que «Euskal Herria [tendría] la ultima palabra respecto a la conformación de su futuro y se respete la decisión por parte de los estados implicados [Francia y España]») con la subsiguiente declaración de tregua por parte de ETA (septiembre de 1998; rota en noviembre de 1999). 

	385     Por su parte, Juan José Ibarretxe, vicelehendakari bre con un perfil hasta entonces técnico antes que político, tras haber sido elegido lehendakari en enero de 1999 y formado gobierno con EA (al que posteriormente se uniría Izquierda Unida), tras haber desarrollado una política litigante con el ala más radical del PNV encabezada por Joseba Egíbar y haber mantenido su autonomía respecto al partido de Arzalluz, tras haber sido investido nuevamente en julio de 2001, alumbraba en su discurso de investidura, en el Pleno de pacificación de 28 de septiembre de 2001 y en el de política general de 27 de septiembre de 2002, una propuesta para la convivencia que daría paso al Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi —un documento de redacción atrabiliaria, pero, sobre todo, inasumible por una parte de la ciudadanía vasca, y con signos claros de «unilateralidad» en su trato con España—. La independencia adquirida por territorios como Eslovenia, Lituania, etc.., y el proceso de Quebec, alentaban la irreal idea de alumbrar un nuevo estado de cosas en Euskadi ante un nuevo tiempo y nuevos equilibrios, que ciertamente, se estaba dando en el mundo. 

	La propuesta fue aprobada por mayoría absoluta (la mitad más uno de los votos potenciales: 38), pero claramente escasa para una iniciativa de ese calado (39 votos a favor —3 de ellos de HB—, 32 en contra y 3 abstenciones) en el Parlamento vasco (30 de diciembre de 2004), y aplastantemente rechazada en las Cortes de España (313 votos en contra frente a 29 a favor; Pleno del 1 de febrero de 2005) como se ha dicho en la Introducción. 

	 

	* * *

	 

	Triunfo y postración del Estatuto vasco de 1979, reaparición de corrientes foralistas pretendidamente enterradas con el Estatuto, creación y demolición de un principio de identidad común de ciudadanía vasca, desarrollo liminal de una liturgia y una creencia martirial de culto a la violencia, regeneración de una comunidad etno-nacionalista mal avenida con los elementos de civilismo, aparición de una cultura civilista y participativa con muchas variantes pero abiertamente humanista en su tronco y pragmática en sus presupuestos, todo esto hace que el País Vasco atravesara hacia 2005 por un momento difícilmente equiparable a ningún otro periodo histórico anterior. No comparable, y muy peligroso políticamente. Tras haber entrado en una etapa que el filosofo alemán Jürgen Habermas llamaría post-nacional, con un acuerdo marco de corte Constitucional bien perfilado (aunque imperfecto) con el Estatuto de 1979, con un buen encaje en el ordenamiento Constitucional de España. Habiendo desarrollado un principio de identidad común universalista que permitía la existencia de otras identidades fuertes y el dialogo entre ellas, se ha adentrado en el siglo XXI con un planteamiento político incierto y una posible inclusión en la Europa de los rebrotes nacionalistas (Este de Europa, Balcanes, pero también Bélgica o Reino Unido). 

	Quedaba la opción de Josu Jon Imaz, presidente del PNV desde 2004, más engarzado en una tradición real de su partido (véase su «No imponer, no impedir», El Correo, 15 de julio de 2007). Sin embargo, 2007 vino a descartarla. Y a confirmar la vuelta del terror de ETA a la escena vasca. Tras las elecciones de 2008 con un vuelco electoral en Euskadi, nuevas opciones se abren; un refrendo convocado para octubre y las autonómicas no más allá de 2009 pueden clarificar las cosas. 
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	Este libro no es una historia al uso del País Vasco contemporáneo, sino mas bien un relato sobre como han vivido los vascos su condición de tales a lo largo de la época contemporánea, el encaje de este territorio en la nación española y las distintas formulaciones que en cada momento se han registrado respecto a su peculiar condición dentro del Estado. Por ello, la cuestión autonómica se convierte en el eje central del libro, autonomía entendida tanto hacia dentro, hacia la propia sociedad vasca en un proceso paula- tino de construcción de su propio imaginario, como hacia fuera, hacia el resto de España, elaborándose distintas alternativas a la hora de entender el vínculo que se debía mantener con la nación. 

	 

	
Notas

		[←1]
	 Proyecto de Investigación HUM2004-04956, Ministerio de Educación y Ciencia. Asimismo recibe ayudas de la Consejeria de Educación, Universidades e Investigación del Gobierno Vasco, por ser Grupo de Investigación del sistema universitario vasco (IT-286-07)







	[←2]
	 Ello no fue obstáculo para que los representantes vascos desearán que el acuerdo a que se llego fuera sancionado por ley. 







	[←3]
	 Exponía Cánovas en el Congreso que «están aquellas provincias muchísimo menor recargadas de impuestos que las demás». Diario de Sesiones del Congreso, 11 de diciembre de l878, p. 4023 







	[←4]
	 Esta significación, del concierto como convenio, fue refrendada por el Estado a través de su empleo en la Ley Provincial de 1882.







	[←5]
	 El profesor Clavero llama la atención, como tal prorroga se produjo no a través de una norma especifica, sino por medio de una Ley de Presupuestos, a pesar de lo cual desde los medios vascos se considero que era el segundo Concierto (CLAVERO, 1985: 43). 







	[←6]
	 Términos recogidos en el Real Decreto de 6 de marzo de 1919. Como antes decíamos, había también normas en un sentido opuesto, que enfocaban el Concierto como algo otorgado (véase el Real Decreto de 23 de octubre de 1913). 







	[←7]
	 El Guipuzcoano Fermín de Lasala y Collado, conservador y amigo de Cánovas, tuvo un destacadísimo papel en la vida política de esta provincia hasta 1876, e intervino en las negociaciones de la Ley de julio y en las que dieron lugar al Concierto. Posteriormente, ante las críticas recibidas desde el País Vasco por su postura en esta coyuntura, se aparto de la política en este ámbito, aunque ocupo relevantes cargos en la Administración central. 







	[←8]
	 Sobre las negociaciones que se mantienen con el Estado, y especialmente con ocasión de las renovaciones del Concierto, ALONSO OLEA (1995, 1999 y 2002), Así como la abundante información que se dispone en AGG y AADV-REA







	[←9]
	 Un personaje tan moderado en estas cuestiones como Alzola lo empleaba, por ejemplo, en 1890 (ALZOLA, 1890: 8), lo cual viene a plasmar como las palabras son convenciones a las cuales se les atribuye un determinado significado dependiendo de las personas que las empleen. 
 







	[←10]
	 Con ocasión del movimiento autonomista de 1917-1919, y ante una eventual reimplantación de las juntas generales, conocidos políticos demócratas sostenían que la designación de los junteros debía producirse siguiendo el tradicional sistema foral de elección indirecta, es decir, por medio de los ayuntamientos 







	[←11]
	  Agradezco la lectura crítica que del primer borrador de este texto hicieron Juan Carlos Rojo y José Manuel González Vesga, y la exhaustiva que del segundo hizo José Luis De la Granja, pese a su armable discrepancia con algunas de las tesis que aquí expongo. 
 







	[←12]
	 A lo largo de la preparación de este capítulo diversos compañeros nos han facilitado documentación, Bibliografía y, sobre todo, su experiencia en este tema, lo que nos ha ayudado en la comprensión e interpretación de determinados procesos, mejorando su resultado final. Vaya para ellos (Arturo Cajal, Juan Gracia, Eduardo Alonso Olea y Luis Castells) mi más sincero agradecimiento.







	[←13]
	 Agradezco a Antonio Rivera la lectura hecha del texto y sus comentarios 







	[←14]
	 EUSTAT, informes ICO, Fundación BBVA y elaboración propia. Mikel Buesa (2006) 
 sostiene que el menor crecimiento del País Vasco esta relacionado con el terror de ETA. 







	[←15]
	 A pesar de haber sido marginado aquellos días, el candidato socialista por el PSE en marzo de 2008, José María Benegas, proponía «un gran acuerdo vasco para la convivencia tras las elecciones de ese mes... como se hizo en 1979» con el Estatuto, según lo recogía la Agencia EFE (17 de febrero de 2008). Al margen de su viabilidad, es significativa la apelación del socialista a ese recuerdo colectivo de 1979 y su pervivencia. 







	[←16]
	 El PNV, con 25 y 32 parlamentarios en 1980 y 1984, no hubiera podido constituir gobiernos monocolores de no mediar la ausencia de HB del Parlamento, al que no acudió por estimarlo ilegitimo como todas las instituciones surgidas en el proceso de reforma en España. Su ausencia de mantuvo hasta que en 1998, rehecha como coalición Euskal Herritarrok, comparecio a las elecciones y respaldo el nombramiento del peneuvista Ibarretxe como lehendakari (29 de diciembre de 1998) en el contexto de los Pactos de Lizarra. Su heredera Batasuna fue ilegalizada en 2003, pero sus parlamentarios (Sozialista Abertzaleak) permanecieron como grupo por decisión de la Mesa del Parlamento hasta 2005. Ese ano fue Euskal Herrialdeetako Alderdi Komunista-Partido Comunista de las Tierras Vascas la que torno el relevo de la representación de esa fuerza política. 







	[←17]
	 El 58 por 100 de la población se sentía en 2007 un poco vasca y algo española. No parece haber un fuerte sentimiento identitario étnico en ese sector. Probablemente, se asientan otros principios identitarios. Eso si hay un 33 por 100 irreductible que solo se siente vasco (rechazando por tanto su condición de español). Este tercio (prácticamente todos los votantes de la izquierda abertzale, el 71 por 100 de Aralar y solo el 25 por 100 de los votantes del PNV-EA) si tiene un potente sentido de identidad «patria» o étnica (datos del Euskobarómetro) 







	[←18]
	 Una referencia a ETA como última ratio de la identidad vasca de finales del XX, en ARANZADI, 1982: 480-490; y, redefinida, en ARANZADI, 2001.







	[←19]
	 Las transferencias fueron produciéndose a buen ritmo, aunque quedan en el día competencias por transferir: 
Transferencias de competencias al País Vasco, 1980-1998
(Informe prioridades de negociación de las transferencias pendientes. BOPV, núm. 40, 43-44/1995; El Correo, 24 de octubre de 1999)
[image: Macintosh HD:Users:juanjocortesramos:Desktop:1.jpg]







	[←20]
	 De hecho, la «satisfacción» con el Estatuto de 1979 se mantenía o subía entre la población mientras Ibarretxe defendía su Plan. 
[image: Macintosh HD:Users:juanjocortesramos:Desktop:Captura de pantalla 2016-09-17 a las 22.59.32.jpg]







	[←21]
	 Al respecto, resulta del máximo interés conocer las resoluciones y sentencias de la Corte Suprema de Canadá del 20 de agosto de 1998 y siguientes, en un Estado de federalismo puro, en relación con el proceso de segregación, no colmado, de Quebec respecto de ese Estado norteamericano. Máxime teniendo en cuenta que se trata de un modelo jurídico-político al que ha apelado con reiteración el propio Juan José Ibarretxe. Véase http://www.scc-csc.gc.ca/. 
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